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AUTOS 1993 
(Marzo) 



AUTO No. 001 
de marzo 18 de 1993 

CORTE CONSTITUCIONAL/COMPETENCIA RESIDUAL/MODERNIZACION 
DEL ESTADO 

El único camino para llegara la conclusión dequeel Consejo de Estado noes competente para 
conocer de las demandas de inconstitucionalidad contra los decretos dictados con base en el 
art ículo2ü transitorio, consistiría en demostrar que existen normas queexpresa mente le asignan 
tal conocimiento a la Corte Constitucional. Estas normas no existen. La incompetenciade la Corte 
Constitucional, origina, al contrario, la competencia del Consejo de Estado, de conforin idad Con 
lo dispuesto por el artículo 237, numeral 29. 

Ref.: D-289. 

Demanda deinconstitucionalidad parcial, contra el Decreto 2171 del 30de diciembre 
de 1992, "por el cual se reestructura el Ministerio de Obras Públicas y Transporte, como 
Ministerio de Transporte". 

Demandantes: Armando Novoa García, Jorge EliécerMantilla, José Amadeo Pintor, 
Fabio de Jesús Marín, Carlos Barbosa, Rodrigo García, Franceneth Peña, Manuel 
Francisco Pacheco y Hernando Espinel. 

Magistrado Sustanciador: Dr. JORGE ARANGO MEJIA. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo dieciocho (18) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

Para decidir sobre la admisión de la demanda de inconstitucionalidad presentada 
en relación con el Decreto 2171 de diciembre 30 de 1992, lo primero que debe analizarse 
es si la Corte Constitucional es o no competente para conocer de ella. 

Antes de entrar en el análisis concreto, conviene sentar algunas premisas. 

1. La competencia, en general, resulta de normas expresas. Por ello se ha dicho: "Para 
que los jueces y tribunales tengan competencia (y) se requiere una condición genérica: 
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la de que el conocimiento del asunto o de los actos en que intervengan esté atribuida por 
la ley a la autoridad que ejerzan; por ejemplo, que sea un juez de primera instancia si se 
trata de iniciar y substanciar un juicio ordinario de mayor cuantía. Además, otra 
condición específica o particular: la de que el conocimiento les corresponda con 
preferencia a los demás jueces o tribunales de su mismo grado; así, a la Audiencia de una 
provincia le incumbe conocer de las apelaciones de todos los pleitos que en primera 
instancia se hayan seguido en partidos de su jurisdicción provincial". (Diccionario 
Enciclopédico de Derecho Usual, Guillermo Cabanellas, Editorial Heliasta, Bis Aires, 
1981, Tomo II, pág. 230). 

II. A la Corte Constitucional, al decir del artículo 241 de la Carta, "se le confía la 
guarda de la integridad y supremacía de la Constitución, en los estrictos y precisos 
términos de este artículo". Esto implica que, en principio, la competencia de la Corte 
Constitucional está circunscrita a los asuntos señalados en los once numerales de la 
norma citada. 

III. Lo anterior, en cuanto hace a las disposiciones permanentes de la Constitución. 
Pues, además, algunas de las disposicioneis transitorias asignaron a la Corte Constitu-
cional el control de constitucionalidad de normas dictadas por el Presidente de la 
República en ejercicio de facultades conferidas por la propia Asamblea Nacional 
Constituyente. Veamos: 

Dispone el artículo 10 transitorio: "Los decretos que expida el Gobierno en ejercicio 
de las facultades otorgadas en los anteriores artículos tendrán fuerza de ley y su control 
de constitucionalidad corresponderá a la Corte Constitucional". 

Aquí, en esta norma, hay una asignación de competencia basada en un criterio 
formal. ¿Cuáles son las normas a las cuales se refiere este artículo? 

A. En primer lugar, las dictadas por el Presidente de la República, en ejercicio de 
las "precisas facultades extraordinarias" del artículo 511  transitorio, facultades que se le 
confirieron para: 

"a) Expedirlas normas que organicen la Fiscalía General y las normas de procedi-
miento penal; 

"b) Reglamentar el derecho de tutela; 

"c) Tomarlas medidas administrativas necesarias para el funcionamiento de la Corte 
Constitucional y el Consejo Superior de la Judicatura; 

"d) Expedir el Presupuesto General de la Nación para la vigencia de 1992; 

"e) Expedir normas transitorias para descongestionar los despacho judiciales". 

B. En segundo lugar, los decretos a que se refiere el literal a) del artículo 6  transi-
torio, que se transcribe en lo pertinente: 

"Artículo 62  transitorio. Créase una Comisión Especial de treinta y seis miembros 
elegidos por cuociente electoral por la Asamblea Nacional Constituyente, la mitad de 
los cuales podrán ser Delegatarios, que se reunirá entre el 15 de julio y el 4 de octubre 
de 1991 y entre el 18 de noviembre de 1991  el día de la instalación del nuevo Congreso. 
La elección se realizará en sesión convocada para este efecto el 4 de julio de 1991. 

12 
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"Esta Comisión Especial tendrá las siguientes atribuciones: 

"a) Improbar por la mayoría de sus miembros, en todo o en parte, los proyectos de 
decreto que prepare el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades extraordinarias 
concedidas al Presidente de la República por el artículo anterior y en otras disposiciones del 
presente Acto Constituyente, excepto los de nombramientos. 

"Los artículos improbados no podrán ser expedidos por el Gobierno; 

"b) ...; 

"c) ...". (La cursiva no pertenece al texto). 

Concretamente, ¿cuáles son los decretos a que se refiere el literal a)? Los que fueron 
sometidos a la consideración de la Comisión Especial. Se pueden enumerar algunos: 

1) Los dictados por el Presidente de conformidad con el artículo 51  transitorio, como 
ya se dijo. 

2) Los que se dictaron por el Gobierno Nacional de acuerdo con el artículo 811  transi-
torio. 

3) El Decreto 2067 de 1991, dictado por el Presidente de la República en ejercicio de 
las "precisas facultades extraordinarias" del artículo 23 transitorio. 

4) Los dictados por el Presidente de la República en ejercicio de las facultades a que 
se refiere el artículo 27 transitorio, en concordancia con el también 51  transitorio. 

En relación con las anteriores normas, no hay lugar a la menor duda: la competencia 
de la Corte Constitucional está señalada de una manera precisa por el artículo 10, en concordancia 
con el literal a) del artículo 6. 

Es bueno advertir que la enumeración hecha noes taxativa, pues no se puede, por ahora, 
descartar la posibilidad de que otras normas estén sometidas al control constitucional 
de la Corte, en virtud de normas transitorias. Como es el caso de los decretos con fuerza 
de ley contemplados en el artículo 39 transitorio. 

IV. Todos los decretos relacionados tienen un denominador común: fueron someti-
dos al examen de la Comisión Especial, salvo los del artículo 39 transitorio. Y, además, 
tienen fuerza de ley, reconocida por la Constitución. 

Esto concuerda con lo dispuesto en el artículo 9Q transitorio, según el cual "las 
facultades extraordinarias para cuyo ejercicio no se hubiere señalado plazo especial, 
expirarán quince días después de que la Comisión Especial cese definitivamente en sus 
fuñiones". 

Por el contrario, los decretos dictados de conformidad con el artículo 20 transitorio, 
no fueron, por imposibilidad temporal, sometidos al examen de la Comisión Especial. 

V. Si se vuelve sobre el artículo 241, numeral 511, se encuentra que éste señala en 
forma expresa la competencia de la Corte para: 

"5) Decidir sobre las demandas de inconstitucionalidad que presenten los ciudada-
nos contra los decrctos con fuerza de ley dictados por el Gobierno con fundamento en 
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los artículos 150 numeral 10 y  341 de la Constitución, por su contenido material o por 
vicios de procedimiento en su formación". 

VI. Al Consejo de Estado, por su parte, corresponde "Conocer de las acciones de 
nulidad por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, 
cuya competencia no corresponda a la Corte Constitucional", según el artículo 237, 
numeral 2. 

VII. Es evidente, en consecuencia, que el único camino para llegara la conclusión de 
que el Consejo de Estado no es competente para conocer de las demandas de inconsti-
tucionalidad contra los decretos dictados con base en el artículo 20 transitorio, consis-
tiría en demostrar que existen normas que expresamente le asignan tal conocimiento a la Corte 
Constitucional. Estas normas no existen 

VIII. En estas condiciones, el intérprete se enfrenta a un dilema: aplicar los artículos 
transitorios 10, 6Q y concordantes, en consonancia con el numeral 511  del 241, normas 
todas que, por exclusión, indican que la Corte Constitucional no es competente para 
conocer de los decretos dictados por el Gobierno de conformidad con el artículo 20 
transitorio y concluir que la competencia radica en el Consejo de Estado, al tenor del 
numeral 2Q del artículo 237; o, por el contrario, desechar estas disposiciones, cuyo 
sentido es claro, y tratar de encontrar en el espíritu de la Constitución argumentos para 
asignar a la Corte Constitucional una competencia que el texto de la Constitución no le 
atribuye. 

IX. Así las cosas, debe el intérprete acudir a las reglas de interpretación. Una de las 
primeras es la consagrada en el inciso primero del artículo 27 del Código Civil: 

"Cuando el sentido de la ley sea claro, no se desatenderá su tenor literal a pretexto 
de consultar su espíritu". 

Miradas las normas objeto de análisis a la luz de este principio, se llega fácilmente 
a las siguientes conclusiones: 

a) La Constitución fijó la competencia de la Corte Constitucional, para conocer de 
las disposiciones dictadas por el Presidente de la República en virtud de las facultades 
conferidas por normas transitorias, de una manera expresa; 

b) No existen razones valederas para afirmar que a la Corte Constitucional compete 
conocer de las demandas de inconstitucionalidad contra las disposiciones fundadas en 
el artículo 20 transitorio, las cuales se originan en una competencia atribuída, de manera 
directa y transitoria, al Gobierno Nacional, por el Constituyente; 

c) La incompetencia de la Corte Constitucional, origina, al contrario, la competencia del 
Consejo de Estado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 237, numeral 2. 

X. Acaso resulte pertinente una última observación. Existe una diferencia entre las 
facultades conferidas al Presidente de la República en los artículos 5Q,  23 y39 transitorios, 
por ejemplo, y lo dispuesto por el artículo 20 transitorio. Pues en tanto que los artículos 
primeramente citados confieren al Presidente "precisas facultades extraordinarias", 
semejantes a las que puede concederle el Congreso de la República, al tenor del numeral 
10 del artículo 150, ci artículo 20 no le coufie,e facultades. Por el contrario: le imparte una 
orden, no al Presidente sino al Gobierno Nacional. 
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¿Por qué se dice que le imparte una orden? Por la fórmula que emplea: 

"Artículo 20 transitorio. El Gobierno Nacional, durante el término de dieciocho 
meses contados a partir de la entrada en vigencia de esta Constitución y  teniendo en 
cuenta la evaluación y recomendaciones de una Comisión conformada por tres 
expertos en Administración Pública o Derecho Administrativo designados por el 
Consejo de Estado; tres miembros designados por el Gobierno Nacional y  uno en 
representación de la Federación Colombiana de Municipios, suprimirá, fusionará o 
reestructurará las entidades de la Rama Ejecutiva, los establecimientos públicos, las 
empresas industriales y comerciales y las sociedades de economía mixta de orden 
nacional, con el fin de ponerlas en consonancia con los mandatos de la presente reforma 
constitucional y, en especial, con la redistribución de competencias y  recursos que ella 
establece". 

Y tal orden se le imparte al Gobierno Nacional, no al Presidente de la República. 
Gobierno Nacional definido con precisión por el inciso segundo del artículo 115: El 
Gobierno Nacional está formado por el Presidente de la República, los ministros del despacho 
y los directores de departamentos administrativos. Norma que también define, en el¡ nciso 
siguiente, qué debe entenderse por Gobierno: El Presidente y el Ministro o Director de 
Departamento correspondientes, en cada caso particular, constituyen el Gobierno. (Cursivas 
fuera del texto). 

Por este aspecto, en consecuencia, es improcedente asimilar los actos ejecutados en 
desarrollo del artículo 20 transitorio, con decretos que el Presidente dicta en ejercicio de 

precisas facultades extraordinarias". 

XI. A todo lo anterior hay que agregar que el Constituyente en el artículo 20 
transitorio no definió la naturaleza de los actos por medio de los cuales el Gobierno 
Nacional habría de cumplir la orden que le impartía; como tampoco les atribuyó fuerza 
de ley. 

En mérito de lo expuesto, el suscrito Magistrado Sustanciador, 

RESUELVE: 

Primero. RECHAZAR la demanda de inconstitucionalidad presentada por Arman-
do Novoa García y otros, en relación con el Decreto N 2171 de diciembre 30 de 1992, por 
no ser competente la Corte Constitucional para conocer de ella. 

Segundo. ADVERTIR a los demandantes que contra este auto procede el recurso de 
súplica, que podrá interponerse dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

Tercero. Ejecutoriado este auto, por la Secretaría General, ARCHIVESE el expediente. 

Notifíquese y cúmplase. 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado Sustanciador 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANQ, Secretaria General 
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AUTO No. 002 
de marzo 8 de 1993 

DEMANDA-Rechazo/CORTE CONSTITUCIONAL! 
COMPETENCIA/LEY APROBATORIA DE TRATADO INTERNACIONAL 

La Corte Constitucional no tiene entre sus fuiciones la de resolver sobre demandas incoadas 
por los ciudadanos contra los tratados o convenios internacionales. No se cumple uno de los 
presupuestos esenciales de la competencia de esta Corte, a saberla previa aprobación del Tratado 
por el Congreso y su remisión oficial por el Gobierno "dentro de los seis días siguientes a la 
sanción de la ley". Dando aplicación a lo previsto en elartículo 6°, inciso 4°del Decreto 2067 de 
1991, se RECHAZA la demanda por falta de competencia actual de fi Corporación para decidir 
sobre el Tratado que se acusa. La Corte resolverá sobre la constitucionalidad de éste y de la Ley 
que lo aprueba cuando, sancionada ella, dichos actos sean remitidos por el Ejecutivo. 

Ref.: Expediente N° D-241. 

Acción de inconstitucionalidad contra el Acta de Barahona suscrita en Cartagena el 
5 de diciembre de 1991 entre los Presidentes de Bolivia, Colombia, Ecuador, Perú y 
Venezuela. 

Actor: Germán Cavelier Gaviria. 

Magistrado Sustanciador: Dr. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO. 

Santafé de Bogotá, D. C., ocho (8) de marzo de mil novecientos noventa y  tres (1993). 

La Corte Constitucional no tiene entre suS funciones la de resolver sobre demandas 
incoadas por los ciudadanos contra los tratados  o convenios internacionales. 

El artículo 241, numeral 10, de la Constitución -invocado por el demandante-
establece un único procedimiento para la revisión previa de constitucionalidad de los 
tratados públicos y de las leyes que los aprueban: "Con talfin, el Gobierno los remitirá a 
la Corte, dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley...". (Se ha destacado). 
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A-002/93 

En el presente caso, el motivo de la demanda es precisamente la circunstancia de 
"...haberse puesto (el Acta) en vigencia desde el cinco (5) de diciembre de mil novecien-
tos noventa y uno (1991) y  hasta la fecha, sin que se haya cumplido lo previsto en el 
artículo 224 de la Constitución", es decir, sin haber sido aprobada por el Congreso. 

Así, pues, no se cumple uno de los presupuestos esenciales de la competencia de esta 
Corte, a saber la previa aprobación del Tratado por el Congreso y su remisión oficial por 
el Gobierno "dentro de los seis días siguientes a la sanción de la ley" (artículo 241-10 de 
la Constitución). 

En consecuencia, dando aplicación a lo previsto en el artículo 6, inciso 4Q  del Decreto 
2067 de 1991, se RECHAZA la demanda en referencia por falta de competencia actual 
de la Corporación para decidir sobre el Tratado que se acusa. La Corte resolverá sobre 
la constitucionalidad de éste y de la ley que lo aprueba cuando, sancionada ella, dichos 
actos sean remitidos por el Ejecutivo. 

Contra esta providencia procede el recurso de súplica ante la Sala Plena de la Corte. 

Notifíquese, publíquese en la Gaceta de la Corte Constitucional, cúmplase y,  en caso 
de no ser recurrida esta providencia, archívese el expediente. 

JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, Magistrado Sustanciador 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIAS DE 
CONSTITUCIONALIDAD 1993 

(Marzo) 



SENTENCIA No. C-103 
de marzo 11 de 1993 

SUSTRACCION DE MATERIA-Improcedencia/NORMA DEROGADA 

Esta Corporación ha señalado que su deber es, en principio, el de fallar en todo caso de 
demandas ciudadanas contra las leyes o contra los decretos-leyes, no obstante que la disposición 
acusada haya perdido su vigencia, siempre con fundamento en el alto magisterio moral que le 
corresponde y dadas sus funciones de guardiana de la supremacía y de la integridad de la Carta, 
y porque la simple sustracción de materia noes óbice definitivo para que esta corporación deje de 
cumplir sus altas tareas. Las violaciones a la Constitución causadas con ocasión de los actos 
asignados a su conocimiento de modo preciso y estricto por los artículos 241 y242, son el objeto 
de la actividad judicia Ide control que se leasigna de modo prevalente, yen ciertas materias, como 
las que establecen tarifas de impuestos con carácter periódico o anualizado, no cabe distinción 
sobre silo acusado se encuentra vigente o no, pues en estos casos de la confrontación que debe 
practicar esta Corte debe ser igualmente integral para efectos de remover las eventuales 
violaciones a la Constitución y así salvaguardar la integridad del Ordenamiento Jurídico y los 
derechos fundamcn tales de las personas. La subrogación ola derogatoria de normas acusadas, no 
implica necesariamente la carencia de objeto actual, ni la sustracción de materia que podrían 
específicamente enervar la competencia de la Corte, por lo cual mantiene ésta su deber.  de fallar. 

IMPUESTO DE REMESAS/INVERSION EXTRANJERA 

La distinción iel trato diferencial ordenado por la norma acusada, nodesconociódisposición 
constitucional alguna, ya que aquélla se fundamenta en propósitos racionales de carácter 
económico y encuentra justificación en los fines generales del Estado y en las competencias que 
le asigna la Carta en materia de intervención en la economía. En efecto, con las disposiciones 
acusadas se establecieron mejores condiciones para la nueva inversión extranjera, dada la 
situación deat raso en la formación interna de capital y  las evidentes necesidades del mismo para 
promover el desarrollo, la modernización y la apertura, así como la internacionalización de la 
economía. En dicho sentido también se encuentra que las disposiciones acusadas procuran 
promover la transferencia tecnológica e integrar la economía nacional  las nuevas fuerzas del 
capital internacional. Es plemzanmentejustificadoi, razonable el establccimientode la diferencia-
ción por razones de la época de la inversión, cuando se trata de señalar las reglas para la 
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determinación de un tributo como el que recae sobre las remesas al exterior de las utilidades 
obtenidas durante el año gravable por las sucursales de sociedades extranjeras, pues, ocurre que 
en la base fáctica y económica de la diferenciación establecida por la norma acusada, no existen 
en verdad las características de absoluta igualdad que señala el actor. La diferenciación acusada 
encuentra fundamento constitucional, puesto qué en la materia de la regulación legal de los 
tributos, bien puede admitirse, sin desconocer los supuestos de la igualdad sustancial y de la 
justicia social incorporados en la Carta Fundamental, el establecimiento de regulaciones 
diferenciales en el ámbito de las tarifas imponibles entre inversiones nuevas y las que no lo son, 
para obtener los propósitos del desarrollo racional de la economía. 

PRINCIPIO DE IGUALDAD 

El principio de la igualdad ante la ley, tal comofueformulado por el Constituyen teadtnite 
el establecimiento de diferencias que, en ciertas hipótesis racionales contribuyan a obtener la 
igualdad real y  efectiva i, la promoción del bienestar y el desarrollo de la sociedad; en otros 
términos, el legislador podrá adoptar medidas que aun cuando aparezcan reconociendo 
diferencias entre las personas, se enderecen a promover aquella igualdad, pues, la evolución del 
Estado Contemporáneo ha mostrado a las claras qjw no es posible que el poder público cumpla 
satisfactoriamente sus fines sociales si se mantiebe aferrado a doctrinas de carácter neutral 
sobre la absoluta igualdad jurídica de los asociados. 

Ref.: Expediente N D-159. 

Acción Pública de Inexequibilidad contra el artículo 321-1 del Decreto 624 de 1989, 
adicionado por el artículo 23 de la Ley 49 de 1990 (Estatuto Tributario). 

Actor: Paul Chan-Speyer. 

Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORONDIAZ. 

Aprobado por Acta NQ 22. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo once (11) de mil novecientos noventa y tres (1993). 

1. ANTECEDENTES 

Ante esta Corporación el ciudadano PAUL CHAN-SPEYER W., en ejercicio de la 
acción pública que establece el artículo 241 de l Constitución Nacional, presentó escrito 
de demanda en el que solicita que se declare que el artículo 321-1 del Decreto 624 de 1989, 
adicionado por el artículo 23 de la Ley 49 de 1990, es inexequible. 

Se admitió la demanda, se ordenó su fijación en lista y se decretó el traslado del 
expediente al despacho del señor Procurador General de la Nación para efectos de 
recibir su concepto fiscal; además, se ordenó la práctica de las comunicaciones de rigor 
constitucional y  legal, tanto al señor Presidente de la República, como al señor Presiden-
te del Congreso. 

Igualmente, se ordenó comunicar la admisión de la demanda de la referencia y el 
envío de la copia de la misma al despacho dl señor Ministro de Hacienda y  Crédito 
Público para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 11 del Decreto 2067 de 1991. 

En el término correspondiente se recibió por la Secretaría General de la Corte 
Constitucional un escrito de los ciudadanos Nohora Inés Matiz Santos y Carlos Alberto 
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Castilla Murillo, en el que presentan argumentos en favor de la Constitucionalidad de 
la disposición acusada y  solicitan que aquélla sea declarada exequible. Además, dentro 
del término para elaborar la ponencia correspondiente, el despacho del Magistrado 
sustanciador recibió otro escrito del demandante en el que insiste sobre los argumentos 
que informan su petición. 

Por último, se advierte que no se recibió escrito alguno de los representantes de las 
entidades y  órganos públicos a los que se les comunicó la admisión de la demanda. 

Una vez cumplidos como se encuentran todos los trámites previstos para esta clase 
de actuaciones ante la Corte Constitucional, esta Corporación pronuncia su fallo en 
nombre del pueblo y  por mandato de la Constitución. 

II. LA DISPOSICION ACUSA DA 

El siguiente es el texto de la disposición acusada: 

«DECRETO 624 DE 1989 
(30 de marzo) 

por el cual se expide el Estatuto Tributario de los impuestas 
administrados por la Dirección General de Impuestos Nacionales. 

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de las facultades extraordi-
narias que le confieren los artículos 90, numeral 511  de la Ley 75 de 1986 y 41 de la Ley 
43 de 1987, yoída laComisión Asesora dela Sala de Consulta y  Servicio Civil del Consejo 
de Estado, 

DECRETA: 

Artículo 321. 

«LEY 49 DE 1990 
(28 de diciembre) 

por la cual se reglamenta la repatriación de capitales, se estimula el mercado accio- 
nario, seexpiden normas en materia tributaria, aduanera t, se dictan otras disposiciones. 

El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 

Artículo 23. Tarifa del Impuesto de Remesas. 

"Adiciónase el Estatuto Tributario con el siguiente artículo: 

"Artículo 321-1. Tarifa de remesas para utilidades de sucursales a partir del año 
1991. A partir del año gravable 1991, la tarifa del impuesto de remesas que se causa 
sobre las utilidades comerciales de las sucursales de sociedades u otras entidades 
extranjeras, será la siguiente: 

Para el año gravable 1991, 19% 

Para el año gravable 1992,19% 
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Para el año gravable 1993, 15% 

Para el año gravable 1994,15% 

Para el año gravable 1995,15% 

Para el año gravable 1996 y  siguientes, 12%. 

Cuando se trate de nuevas inversiones realizadas a partir de 1991, el impuesto de remesas, 
correspondiente a las utilidades provenientes de dichas inversiones, será del doce por ciento 
(12%) a partir de dicho año gravable". (Lo demandado es sólo lo resaltado)». 

III. LA  DEMANDA 

A. Normas constitucionales que se estiman violadas. 

Para el actor, la disposición parcialmente acusada resulta contraria a lo dispuesto por 
los artículos 13, 95 numeral 99 y 363 de la Carta Fundamental. 

B. Concepto de la violación. 

Para el demandante la disposición acusada debe ser declarada inexequible porque 
en ella se desconocen las reglas de la igualdad en términos tributarios y porque se alteran 
las reglas fundamentales de la economía de mercado al favorecer el costo de inversión 
de unas personas en perjuicio de otras de idénticas características y con igual capacidad 
contributiva. Sostiene al respecto que un menor costo impositivo permite al beneficiario 
mayores ventajas en la determinación de los precios y altera los factores del libre 
mercado y la rentabilidad efectiva de las empresas no beneficiadas. 

Afirma el demandante que la razón de la utilidad y de la carga impositiva debe ser 
igual, y  que entre iguales no puede haber derechos preferentes. 

Agrega que los desiguales deben ser tratados de manera desigual o dispar, pero 
nunca los iguales pueden ser objeto de discriminación, so pena de incurrir en distorsio-
nes o perturbaciones dentro del mercado como ocurre con la norma acusada. 

Advierte que frente a los principios de justicia, igualdad y equidad entre nacionales 
y extranjeros no se puede conceder una ventaja en favor de las nuevas inversiones 
extranjeras y en detrimento de las ya preestablecidas en el país. 

Sostiene además que "los apartes demandados del artículo 321-1 del Estatuto 
Tributario permiten que una sucursal de una sociedad extranjera que se establezca en 
el país a partir del año gravable de 1991 tribute con el impuesto de remesas a la tasa del 
12%, al paso que otra sucursal de sociedad extranjera establecida antes de dicha fecha 
paga el impuesto a la tarifa del 19%, desarrollando ambas sucursales idéntico objeto 
social o produciendo y comercializando iguales productos y mercancías". 

Advierte que la Carta Constitucional no permite que se causen perjuicios a unas 
personas que llevan años contribuyendo con las cargas públicas de la Nación y que 
tienen, por ejemplo, unos altísimos costos laborales.futuros a causarse, en beneficio de 
unas condiciones aptas para manipular precios concedidas a unas nuevas entidades que 
no han sido aportantes tradicionales al país y que parten de unos costos laborales mucho 
más bajos que los de las sucursales preestablecidas. 
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Por otra parte, advierte la demanda que el Congreso de la República en atención a 
los reparos formulados al respecto de la disposición que se acusa, ordenó que dicha 
medida fuese subrogada por el artículo 133 de la Ley 6a. de 1992, pero lo hizo para que 
surtiera efectos a partir del año gravable de 1992 y  señaló que desde dicha oportunidad 
la tarifa del impuesto de remesas de todas las sucursales de sociedades extranjeras es 
del 12%; igualmente la nueva normatividad dispuso la disminución paulatina de la tasa 
hasta llegara! 7% a partir del año gravable de 1996. En su opinión, aquella disposición 
es una muestra del reconocimiento que hizo el legislador del principio de la igualdad 
entre nacionales y extranjeros por la aproximación del monto de la tasa efectiva de 
impuestos en Colombia con la tasa "tax credit" o descuento tributario que usualmente 
reconocen los países de origen de la inversión extranjera. 

En su opinión, "es admisibleque la ley tributaria contenga desigualdades tales como 
las tarifas progresivas en el impuesto sobre la renta para gravar más a las personas con 
mayor capacidad de pago, o las tarifas diferenciales en el Impuesto a las Ventas para 
exigirel pago de un mayor impuesto a quienes consumen artículos suntuarios. También 
es justo que el Estado intervenga en la economía expidiendo normas tributarias de 
contenido social, que crean desigualdades corno cuando ordena exenciones del impues-
to para determinar inversiones u operaciones que requieren de un mayor impulso, o 
cuando establece mayores tarifas impositivas para quienes obtienen utilidades por 
encima de lo común, verbigracia, la actividad petrolera, o cuando concibe impuestos que 
gravan el endeudamiento con el fin de inducir a las empresas a su capitalización, así 
como cuando otorga tratamientos impositivos favorables a zonas deprimidas del país. 
También resulta lógico que para agilizar el recaudo tributario se establezcan obligacio-
nes diferbnciales, como la retención en la fuente a tasas diferenciales consultando la 
solvencia de las personas jurídicas y las personas naturales comerciales, según la 
actividad, con el objeto de recaudar más rápidamente el producto de los impuestos que 
se generan en los pagos de los contribuyentes con mayor capacidad económica y mejor 
organización administrativa y  contable". 

IV. EL MINISTERIO PUBLICO 

El señor Procurador General de la Nación rindió en término el concepto de su 
competencia y en él solicita a la Corte que declare que el artículo 321-1 del Decreto-ley 
624 de 1989 es exequible. Sus razonamientos son los que se resumen en seguida: 

- Señala que una de las estrategias de internacionalización de la economía es la de 
la promoción de la inversión extranjera, en la medida en que ésta contribuye a la 
modernización de la estructura productiva del país y a su inserción en los mercados 
externos. Indica que la Ley 49 de 1990 estableció las tarifas de los impuestos de renta y 
remesas de utilidades de las sociedades extranjeras, que descenderían progresivamente 
del 20 a 12% entre 1990 y  1996,  y  para las nuevas inversiones dispuso que regirá una tasa 
menor, es decir, la del 12%; destaca que este proceso resultó acelerado por la Ley 6a. de 
1992, en cuyo artículo 133 sedispuso la disminución de la tarifa del impuesto de remesas 
que se causa sobre las utilidades de las sociedades comerciales u otras entidades 
extranjeras, del 12% para 1993, hasta llegar al 7% para el año gravable de 1996 y 
siguientes. 

- En su análisis se refiere al principio de igualdad, y  para tal efecto realiza el recuento 
de los alcances que la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha dado al artículo 13 
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de la Carta; destaca la consideración conforme a la cual el referido principio "no es un 
parámetro formal de valor de toda persona ante el derecho, así como tampoco un 
postulado que pretenda instaurar el igualitarismo, sino una fórmula de compromiso 
para garantizar a todos la igualdad de oportunidades" de modo que la "igualdad de 
circunstancias es el aspecto condicionante del principio de igualdad"; directriz que se 
advierte tanto en el ámbito de la revisión de las sentencias de tutela como en las 
sentencias pronunciadas con ocasión de las acciones de constitucionalidad. 

En cuanto hace al principio de igualdad tributaria,  el despacho del señor Procurador 
transcribe in extenso apartes de la sentencia de l  de octubre de 1987, emanada de la 
honorable Corte Suprema de Justicia. 

- En sentir del señor Procurador "la cabal comprensión de la norma acusada, en lo 
atinente a la tarifa preferencial por nuevas irversiones, permite afirmar que la misma 
se aplica tanto a las inversiones en nuevas svcursales,  como a nuevas inversiones en 
sucursales ya establecidas en Colombia" y que de no entenderlo así podría pensarseque 
"la tarifa de tributación que contempla el a4ículo 321 al ser sólo para inversiones en 
nuevas sucursales, iría en detrimento de la inversión ya preestablecida en el país, y por 
ende en contravía de las disposiciones constitucionales que se citan como infringidas", 
interpretación que no se compadece con la finalidad perseguida por el Ejecutivo de 
promover la inversión extranjera mediante el mecanismo tributario "primero estable-
ciendo una gradualidad de las tarifas con tenencia a la disminución año tras año, desde 
1991 hasta 1996 y del 19 hasta el 12%, y  un tratamiento preferencial a partir de 1991, para 
las nuevas inversiones". 

- Según el Jefe del Ministerio Público, la disposición contiene dos aspectos orienta-
dos hacia una misma finalidad, "por un lado, la regulación tarifaria para morigerar el 
costo fiscal que implica la adopción de la medida, y por el otro, lo que hemos llamado 
una tarifa preferencial para incentivar el proceso de la inversión extranjera". Distinción 
que no obedece al capricho de la ley sino a facultad que le es propia y  que se identifica 
con la citada sentencia de 111  de octubre de 1987. 

Finalmente, señala el señor Procurador que "la declaratoria de inexequibilidad en 
la forma en que lo solicita el demandante, colocaría al juez de la Carta a la par del 
legislador, ya que su decisión convertiría al artículo 321-1 en una nueva preceptiva ajena 
al querer de aquél". 

V. INTERVENCIONCIUDADANA 

Dentro del término de fijación en lista, los ciudadanos Nobora Inés Matiz Santos y 
Carlos Alberto Castilla Murillo presentaron un escrito en el que defienden la constitu-
cionalidad de la norma acusada con fundamento en las consideraciones que se sinteti-
zan así: 

- En su opinión, la intención que tuvo el Gobierno quedó expresada en la norma que 
se demanda, resultando concordante "el trataniento expuesto en la ley con las premisas 
desarrolladas a través de la apertura económica, cuyo objetivo es, entre otros, promover 
la inversión extranjera en Colombia, a través del mecanismo de la tributación". 

- Advierten que "cuando la norma se refiere a las nuevas inversiones realizadas a 
partir de 1991, está regulando no sólo las inversiones en nuevas sucursales sino también 
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las nuevas inversiones en sucursales ya establecidas en Colombia, de manera pues que 
la tarifa del 12% es aplicable a ambas modalidades de inversión extranjera" y no en 
detrimento de la ya establecida que también goza de tal privilegio en la medida en que 
realice nuevas inversiones, de manera que se trata de una posibilidad que permite a los 
extranjeros incorporar nuevos recursos al aparato productivo del país, sin que en clic) 
se evidencie tratamiento desigual para los iguales. 

- En su opinión, de acuerdo con lo señalado por la honorable Corte Suprema de 
Justicia en sentencia de 1de octubre de 1987 "es viabledictar normas para determinados 
sectores de la comunidad, con fundamento, por ejemplo, en la práctica de la intervención 
del Estado con fines económicos y  sociales... sin que se puedan considerar como 
desigualdades caprichosas o arbitrarias; el promover la nueva inversión extranjera en 
Colombia a través de mecanismos tributarios, no corresponde, pues, a tratamiento 
desigual. 

- Estiman que "no se han concedido privilegios a sólo unos que son lesivos y 
perjudiciales a otros iguales bajo la sola consideración de la necesidad de recaudo, tal 
como lo plantea el demandante... no fue, pues, la necesidad de recaudo lo que inspiró 
la norma, por el contrario, el recaudo por este concepto se disminuyó". 

- Consideran que el demandante "está prácticamente solicitando a la honorable 
Corte Constitucional, le permita legislar", pues es claro que los incisos del artículo 
demandado se refieren, cada uno, a "situaciones de inversión extra njera diferentes", así 
"el primero señala una disminución gradual de la tarifa, año tras año, hasta 1996, 
período gravable al cual se le aplicará una tarifa del 12%: en el segundo, regula el 
tratamiento para las nuevas inversiones a partir de 1991, cuya tarifa es del l 2%". En este 
orden de ideas "el actor pretende sin razón alguna, que se aplique de una vez la tarifa 
prevista del 12% a la situación indicada en el primer inciso. No se exponen argumentos 
para que se declare la inexequibilidad de la discriminación gradual de las tarifas, pues 
no los hay y sin embargo aspira a que se las retire del ordenamiento jurídico, solicitando 
olímpicamente, pordecir lo menos, que se aplique la tarifa del 12% a ambas situaciones. 
Propone pues, el demandante, un mecanismo para legislar, que deja una nueva norma 
que no obedece el mandato del legislador de 1990, cuando la hasta ahora vigente no está 
vulnerando disposiciones constitucionales". 

VI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

Primera. La competencia. 

A. De conformidad con lo dispuesto por el numeral 411  del artículo 241 de la 
Constitución Nacional, y  siguiendo los iniciales criterios que informan la jurisprudencia 
actual de la Corte Constitucional en estas materias, esta Corporación es competente para 
conocerde la acusación ciudadana formulada contra el artículo 321-1 del Decreto 624 de 
1989 denominado Estatuto Tributario, adicionado y  modificado por el artículo 23 de la 
Ley 49 de 1990, en atención a que dicha disposición formó parte, en lo que es acusado), 
de una ley de la República; empero, cabe advertir que el fallo correspondiente se 
pronuncia en momentos en los que la norma acusada ha perdido su vigencia formal 
hacia el futuro, por la entrada en vigor del artículo 133 de la Ley 06 del 30 de junio de 
1992 que dispone lo siguiente: 
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"Artículo 133. Tarifas de renta y remesas para la inversión extranjera. 
11 

"El artículo 321-1 del Estatuto Tributario quedará así: 

"Artículo 321-1. Tarifa de remesas para utilidades de sucursales a partir del año 
1993. 

"A partir del año gravable 1993, la tarifa del impuesto de remesas que se causa sobre 
las utilidades comerciales de las sucursales de sociedades u otras entidades extranjeras, 
será la siguiente: 

Para el año gravable 1993, 12% 

Para el año gravable 1994, 10% 

Para el año gravable 1995, 8% 

Para el año gravable 1996 y  siguientes, 7% 

"Parágrafo: Las tarifas del impuesto de renta y  del impuesto de remesas dispuestas 
en el presente artículo no serán aplicables al caso de los inversionistas extranjeros cuyos 
ingresos provengan de la exploración de hidrocarburos. Para dichos contribuyentes las 
tarifas por los conceptos de que tratan los artículos 245 y  341-1 del Estatuto Tributario 
serán: 

"Del 15 % para los años gravables 1993, 1994 y  1995. 

"Del 12 % para los años gravables 1996 y  siguientes. 

"Cuando se trate de nuevas inversiones realizadas a partir de 1993, la tarifa del 
impuesto de renta o del impuesto de remesas, según el caso, será del doce por ciento 
(12%) a partir de dicho año gravable. 

"De los ingresos provenientes de las regalías y/o impuestos provenientes de la 
explotación de carbón del Cerrejón zona norte, correspondientes al período de 1991 
posterior a la entrada en vigencia de la Constitución Política y  al año de 1992, Carbocol 
transferirá el 35% al departamento de la Guajira y  el 20% al municipio de Barrancas, 
Guajira. Los recursos transferidos se aplicarán a los fines señalados por el artículo 361 
de la Constitución Política". (Cursiva de la Corte). 

B. Así las cosas, lo cierto es que la nona acusada aparece ahora subrogada por lo 
dispuesto por la norma que se transcribe, ya que a partir del primero (1Q)  de enero de 
1993, las tarifas predicables de las inversiones extranjeras, salvo en materia de 
inversionistas extranjeros cuyos ingresos provengan de la exploración, explotación o 
producción de hidrocarburos, resultan unificadas en su tabla de disminución progre-
siva anual desde el doce por ciento (12%), hasta el siete por ciento (7%) para los años 
gravables de 1996 y  siguientes. 

Lo anterior ¡ni plica que la Corte debe señalar cuáles su criterio respecto de los efectos 
de sus fallos en los casos de las acciones públicas de inexequibilidad, aun cuando la 
norma acusada haya perdido su vigencia formal. 
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C. Inicialmente esta Corporación ha señalado que su deber es, en principio, el de 
fallaren todo caso de demandas ciudadanas contra las leyes o contra los decretos-leyes, 
no obstante que la disposición acusada haya perdido su vigencia, siempre con 
fundamento en el alto magisterio moral que le corresponde y dadas sus funciones de 
guardiana de la supremacía y de la integridad de la Carta, y porque la simple 
sustracción de materia no es óbice definitivo para que esta corporación deje de cumplir 
sus altas tareas. 

En concepto de la Corte, las violaciones a la Constitución causadas con ocasión de 
los actos asignados a su conocimiento de modo preciso y estricto por los artículos 241 
y242, sonel objeto de la actividad judicial de control que se le asigna de modo prevalente, 
yen ciertas materias, como las queestablecen tarifas de impuestos con carácter periódico 
o anualizado, no cabe distinción sobre si lo acusado se encuentra vigente o no, pues en 
estos casos de la confrontación que debe practicar esta Corte debe ser igualmente 
integral para efectos de remover las eventuales violaciones a la Constitución y así 
salvaguardarla integridad del Ordenamiento Jurídico y los derechos fundamentales de 
las personas. 

Así se pronunció la Corte Constitucional al respecto: 

"Ahora bien, la Corte discrepa de la tesis según la cual la llamada sustracción de 
materia debe conducir necesariamente a un fallo inhibitorio, pues la importancia del 
control constitucional no reside únicamente en el efecto inmediato sobre la futura 
ejecutabilidad de la norma atacada sino que se extiende al establecimiento de una 
doctrina por medio de la cual el organismo encargado de velar por el imperio de la Carta 
Política señala el alcance e interpretación de los principios y preceptos que la integran. 

"Aún en el caso de pronunciamientos relativos a normas que han perdido su 
vigencia formal, la doctrina constitucional tiene el efecto de fijar los criterios que deban 
observar en el futuro quienes gozan de competencia en el proceso de creación y 
aplicación de las normas jurídicas en sus distintos niveles, pues aquélla emerge como 
criterio auxiliar de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades y como eleinen-
toque unifica y corrige la jurisprudencia, según se desprende de lo preceptuado por los 
artículos 230, 241 y 243 de la Constitución y 23 del Decreto 2067 de 1991. 

"Lo dicho resulta aún más evidente si se considera, por ejemplo, que en el mundo 
jurídico es frecuente la existencia de normas con vigencia periódica que formalmente 
son distintas pero que, aparte de elementos accidentales o variables cuantías (tablas 
porcentajes, fechas, etc.), presentan idéntico contenido material. En casos semejantes, el 
pronunciamiento de la Corte en torno a la validez de una de tales normas frente a los 
dictados de la Constitución, resulta útil y eficaz, inclusive si la norma atacada ha sido 
sustituida, con el objeto de dar eficacia al principio de la cosa juzgada constitucional 
consagrado en el artículo 243 de la Carta". (Corte Constitucional, Sentencia NI,  C-416, de 
junio 18 de 1992. M. P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo). 

Es evidente que la disposición acusada parcialmente ya no podrá ser aplicada para 
las mismas hipótesis previstas porella que ocurrana partir de 1993, pues, en este sentido, 
como se ha advertido, aquélla se encuentra derogada; empero, para las hipótesis 
tributarias comprendidas dentro del hecho generador del tributo en los años 1991 y  1992 
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la disposición acusada resulta aplicable y produce sus efectos puesto que la norma 
posterior derogatoria se aplica sólo hacia el futuro, en virtud del principio de la legalidad 
de los tribu tos y de la ausencia de una cláusula constitucional o legal de retroactividad de 
la ley tributaria más favorable. 

D. En efecto, se estima que no obstante Tie en el momento de pronunciarse este fallo 
la disposición acusada no se aplique para los hechos generadores del tributo ocurridos 
desde el comienzo del año gravable de 1993, aquélla continuará rigiendo las relaciones 
obligacionales tributarias generadas bajo su vigencia durante los años 1991 y 1992, y 
produce sus efectos mientras no haya norma expresa que señale lo contrario. En este 
sentido se reitera la jurisprudencia de esta Corporación, según la cual la subrogación o 
la derogatoria de normas acusadas, no implica necesariamente la carencia de objeto 
actual, ni la sustracción de materia que podrían específicamente enervar la competencia 
de la Corte, por lo cual mantiene ésta su deber de fallar. 

E. Ahora bien, y con fines ilustrativos, se tiene que en nuestro país, desdelos mismos 
orígenes de la institución del control abstracto de constitucionalidad de las leyes por vía 
de la acción pública de inexequibilidad, radicada en la Corte Suprema de justicia, sellan 
presentado dos grandes tendencias de la jurisprudencia en lo relativo a las competencias 
del órgano judicial en caso de enfrentarse ante el juicio de normas que al momento del 
fallo se encuentran derogadas o subrogadas. 

La primera de ellas se relaciona con la falta de competencia para fallar por carencia 
de objeto actual sobre el cual recaiga el fallo y porque de cualquier modo la providencia 
resultaría inane e inocua; en dicha corriente, que siempre fue la dominante, se concluía 
en la producción de fallos inhibitorios quese fundaban en criterios de carácter procesal 
y sustancial, atendidas principalmente la naturaleza y la finalidad del sistema de 
control constitucional de normas de caráFter  general por vía de una petición que no 
recaía sobre ninguna situación particular, subjetiva y concreta que debiera ser exami-
nada judicialmente. Se partía del supuesto doctrinario y jurídico-constitucional, según 
el cual aquella acción pública,-institución si¡¡ generis en el concierto mundial de los 
sistemas de control de constitucionalidad, era expresión de un derecho político de la 
ciudadanía, respecto del cual la Corte Suprema de Justicia no podía menos que 
mantener un prudente auto control, propio de su misión y de su papel orgánico y 
funcional dentro de las estructuras del Estado. Se trataba de evitar de modo prudente 
las invasiones a la esfera de las competencias de los restantes órganos del Estado y, 
principalmente, de la salvaguarda de las competencias de los jueces que en sus funciones 
específicas de administración de la justic, eran los encargados de determinar con la 
fuerza de la cosa juzgada, las situaciones subjetivas y concretas en las que correspondía 
definir si una norma estaba derogada o no y si mientras rigió fue inconstitucional o no, 
y cuáles eran los derechos que correspondían a las partes comprometidas en la litis; bajo 
dichos supuestos, estas funciones igualmente correspondían a los jueces especializados 
de lo contencioso administrativo, quienes en razón de las materias que atendían y de los 
actos, derechos e intereses puestos bajo su jurisdicción, también estaban en condiciones 
de determinar si una ley estaba derogada o no, o si era aplicable al caso concreto bajo 
exarneny en cuáles condiciones. En otros términos, se señaló como uno de los requisitos 
para el cumplimiento de las competencias de la Corte en funciones de guardiana de la 
Carta, que éstas se ejercían, en los casos de las acciones públicas de inexequibilidad, 
siempre que hubiese materia sobre la cual pudiese recaer el fallo, y que en caso de 
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sustracción de materiadebía pro nunciarfallo apenas inhibitorio. Empero, dentrode esta 
doctrina, igualmente se aceptó la fórmula del deber de fallar la demanda ante normas 
derogadas que continuaban produciendo sus efectos; ahora esta fórmula jurisprudencial 
también resulta predicable para casos similares al que se examina en esta oportunidad, 
en atención a que las eventuales violaciones a la Carta podrían continuar produciéndo-
se, reclamando de la Corporación encargada de conocer de ellas su pronunciamiento 
judicial. 

La segunda de las tesis jurisprudenciales que se formulé durante las actividades de 
control constitucional de la Corte Suprema de justicia fue la denominada del Magisterio 
Moral y  por mucho tiempofue prohijada por el despacho de la Procuraduría General de 
la Nación. No obstante la insistencia del Ministerio Público y del apoyo de algunos 
magistrados de aquella Corporación vertido en varios salvamentos de voto, dicha 
doctrina no fue acogida por ella, salvo enalgunas muy excepcionales oportunidades. Su 
fundamento teórico radicó principalmente en el deber de guardián de la integridad de 
la Constitución Nacional que la misma Carta asignaba a dicha entidad judicial, que se 
encontraba en la cúspide de la jurisdicción ordinaria; además, se advertía por sus 
impulsores que dicha misión no podía ser objeto de limitaciones como las que se 
desprendían de un momento apenas posterior a la ocurrencia de la violación a la Carta. 
Igualmente se indicaba que no obstante la desaparición del ordenamiento jurídico de la 
disposición causante del agravio a la normatividad constitucional, ora por derogatoria, 
ya por subrogación o por el cumplimiento de la hipótesis prescriptiva en ella contenida, 
era de suma importancia la producción del fallo para efectos de evitar su repetición y 
para dejar sentadas, con carácter de cosa juzgada, las consecuencias jurídicas de la 
violación determinada. 

Además, también se advertía que en casos de que la disposición acusada en iguales 
condiciones de derogatoria, subrogación o cumplimiento y  extinción de sus efectos, 
resultara conforme a la Carta, el fallo debía ser de fondo y definitivo yno inhibitorio, ya 
que con él también se aseguraba la salvaguardia de la integridad del ordenamiento 
jurídico ante los reparos que se podían formular ante cualquier otro despacho judicial, 
en condiciones similares a las de las demandas que se debían atender en la Corte. 

La principal preocupación de sus sostenedores radicó en el eventual patrocinio o 
estímulo a los restantes órganos del poder público, para que éstos pudiesen en el futuro 
y a discreción expedir normas inconstitucionales de contenido similar al de aquéllas 
respecto de las cuales se decretaba la inhibitoria de la Corte, o que pudiesen expedir y 
retirar a su antojo normas inconstitucionales, maniobrando frente al ritual de la 
tramitación del procedimiento judicial de control de constitucionalidad. 

Adviértase que, dentro de estas discusiones y después del establecimiento del 
sistema de control automático y forzoso de los decretos legislativos, nunca se puso en 
duda la competencia para fallarde fondo ydefinitivamente sobre normas expedidas por 
el Gobierno Nacional en ejercicio de las competencias del anterior régimen del Estado 
de Sitio y del régimen de la Emergencia Económica, no obstante que al momento de 
producirse el fallo aquellas disposiciones hubiesen sido derogadas o subrogadas, o 
cumplido su cometido temporal; se partía del supuesto según el cual el deber de fallar 
sobre la constitucionalidad de aquellas especiales disposiciones de emergencia era 
ineludible, ya por el alto riesgo que para la libertad implicaba el ejercicio de aquellos 
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poderes extraordinarios, por su carácter típicamente temporal y por la flexibilidad de 
su manejo en cabeza del Ejecutivo, y  principalmente porque así lo había dispuesto 
expresamente el Constituyente. 

Finalmente, recuérdese que en los últimos años hizo carrera en la Corte la tesis 
intermedia que patrocinó el pronunciamiento de sentencias de fondo y  definitivas sobre 
disposiciones derogadas, siempre que la demanda se hubiese admitido durante la 
vigencia de aquéllas; esto con fundamento en una especial interpretación jus publicista 
de la doctrina de la perpet uatio jurisdiccionis que impone al juez el deber de desatar las 
controversias puestas bajo su conocimiento en caso de que al momento de accederse a 
la jurisdicción se den los presupuestos de procedibilidad correspondientes. 

Segunda. La materia de la disposición acusada y las reglas constitucionales sobre 
la igualdad. 

A. En primer término encuentra la Corte que la parte acusada del artículo 321-1 del 
Decreto 624 de 1989 en cuanto fue adicionado por el artículo 23 de la Ley 49 de 1990, 
establecía la tabla progresiva de disminución de la tarifa del impuesto sobre las remesas 
de las utilidades de las sucursales de las sociedades extranjeras por inversiones 
realizadas antes de 1991, comenzando con ufi 19% en dicho año, hasta llegar al 12% para 
los años gravables de 1996 y  siguientes; además, dicha disposición jurídica, establecía 
en el inciso final que, para las inversiones nuevas realizadas por las sucursales de 
sociedades extranjeras a partir de 1991, la tarifa fija correspondiente a dicho tributo era 
del 12%. 

Así las cosas, se presentó un tratamiento legislativo de orden tributario con caracte-
rísticas de diferenciación justificada, en el sentido de que las citadas sucursales debían 
ser distinguidas, para los efectos de la aplicación de la tarifa del aludido impuesto, entre 
las que fuesen expresión de inversiones nuevas y  las que se hubiesen asentado en 
Colombia como sucursales de sociedades extranjeras antes de 1991; igualmente, dicha 
distinción comprendía a estas últimas y  era predicable entre las que realizaran inversio-
nes nuevas a partir de 1991 y  las que continuaran funcionando con base en la inversión 
realizada con anterioridad a dicho año. 

Para las sucursales que no registraran o no fueran producto de una inversión nueva, 
la disminución de la tarifa del citado impuesto se reflejaba en una tabla gradual que 
comprendía un período de cinco (5) años, mientras que para las sucursales que 
emprendieran inversiones nuevas, oque fuesen expresión de una nueva inversión extran-
jera, la tarifa del impuesto de remesas de utilidades al exterior en relación con la utilidad 
de dicha nueva inversión quedaba fijada en el mismo doce por ciento (12%), pero sin 
necesidad del transcurso de los cinco (5) años a que se refiere la otra hipótesis tributaria. 

B. Bajo la anterior consideración, encuentra la Corte que la citada distinción y  citrato 
diferencial ordenado por la norma acusada, no desconoció disposición constitucional 
alguna, como lo sostiene el actor, ya que aquélla se fundamentwen propósitos racionales 
de carácter económico y encuentra justificación en los fines generales del Estado y en las 
competencias que le asigna la Carta en materia de intervención en la economía. En 
efecto, con las disposiciones acusadas se establecieron mejores condiciones para la 
nueva inversión extranjera, dada la situación de atraso en la formación interna de capital 
y las evidentes necesidades del mismo para promover el desarrollo, la modernización 

32 



C-103193 

y la apertura, así como la¡ nternacionalización de la economía. En dicho sentido también 
se encuentra que las disposiciones acusadas procuran promover la transferencia 
tecnológica e integrarla economía nacional alas nuevas fuerzas del capital internacio-
nal. 

C. Además, el principio de la igualdad ante la ley, tal como fue formulado por el 
Constituyente admite el establecimiento de diferencias que, en ciertas hipótesis racio-
nales contribuyan a obtener la igualdad real y efectiva  y  la promoción del bienestar y el 
desarrollo de la sociedad; en otros términos, el legislador podrá adoptar medidas que 
aun cuando aparezcan reconociendo diferencias entre las personas, se enderecen a 
promover aquella igualdad, pues la evolución del Estado contemporáneo ha mostrado 
a las claras que no es posible que el poder público cumpla satisfactoriamente sus fines 
sociales si se mantiene aferrado a doctrinas de carácter neutral sobre la absoluta 
igualdad jurídica de los asociados. 

La igualdad es un principio reconocido tradicionalmente en los estados de derecho 
como el nuestro, bajo la categoría de los derechos naturales y universales; empero, su 
definición conceptual siempre ha supuesto hondas dificultades en su proyección 
jurídica completa, lo que no obsta para reconocer que la igualdad presupone y exige la 
diferenciación. En este sentido cabe destacar que el actor equivoca su planteamiento, 
pues, pretende encontrar que el principio y las reglas constitucionales relativos a la 
igualdad son matemáticos y físicos y que en situaciones como las previstas por la norma 
que acusa no existe la posibilidad de reconocer legalmente diferencias que pueden ser 
objeto de trato también diferencial; por lo contrario, el principio de la igualdad es 
revestido de la natural relatividad histórica que implica su contenido y está sometido, 
dentro de las reglas del Estado Social de Derecho, a la determinación legislativa de 
fórmulas diferenciadoras que encuentren fundamento racional en los postulados de 
justicia y bienestar que emanan de la Carta. Es cierto para la Corte Constitucional que 
el cumplimiento de los deberes sociales del Estado yd e los particulares, asícomo el deber 
de nacionales y extranjeros de someterse al ordenamiento jurídico nacional; el deber de 
protección al trabajo, la eficacia de los principios que imponen desde la Carta funciones 
sociales a la propiedad y determinan la supremacía del interés público sobre el interés 
privado),  la necesaria intervención del Estado con fines económicos y sociales, condu-
cen al establecimiento de reglas legales subordinadas a la Carta, para determinados 
sectores de la sociedad o para determinados factores de la ecuación económica, lo que 
supone algún beneficio especial para unos y cargas especiales para otros, y  que por esto 
no necesariamente se debe concluir en una decisión de inexequibilidad. 

D. Pero además, aquel principio de la igualdad acompañado con el principio de la 
justicia tributaria no puede ser comprendido bajo los supuestos abstractos del igualita-
rismo mecánico superado de tiempo atrás por la doctrina del estado democrático y 
constitucional de derecho que nos rige, dada la pluralidad de sujetos, de intereses, de 
aspiraciones y de derechos predicables de éstos. Aun en la delicada jurisprudencia 
internacional de los derechos humanos, tan cara a las sociedades como la nuestra, es 
claro que pueden establecerse diferenciaciones entre las personas con fundamento en 
justificaciones objetivas y razonables, y que sólo si la desigualdad de tratamiento no es 
razonable y no aparece justificada, aquélla resulta injusta y proscrita por la Carta 
Fundamental. 
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La igualdad que predica la Constitución en nuestro régimen jurídico no es un 
principio que obedezca a razones físicas, matemáticas o biológicas sino más bien a 
postulados racionales que tienen como fundamento las aspiraciones históricas del 
Estado Social de Derecho, las que no resultan incompatibles con el establecimiento de 
hipótesis normativas que contengan supuestos predicables de manera especial para un 
tipo de actividad económica, en un sector especializado de las funciones y  de los altos 
fines del Estado. Ahora bien, de lo que se trata en este caso es de asegurar nuevos y 
óptimos niveles de inversión económica del capital extranjero, que permitan superar el 
estancamiento que en esta área presenta nuestro sistema productivo; además, viejas 
prácticas burocráticas nacionales, lo mismo que las condiciones generales del mercado 
internacional de capitales hacían que nuestro sistema económico mostrara evidentes 
niveles de rezago altamente perjudiciales para los estados contemporáneos caracteriza-
dos, como se vio, por un tejido de compromisos y relaciones de interdependencia en los 
que están de por medio los más altos intereses de los pueblos. 

E. En concepto de la Corte Constitucional es plenamente justificado y  razonable el 
establecimiento de la diferenciación por razones de la época de la inversión, cuando se 
trata de señalar las reglas para la determinación de un tributo como el que recae sobre 
las remesas al exterior de las utilidades obtenidas durante el año gravable por las 
sucursales de sociedades extranjeras, pues, ocurre que en la base fáctica y económica de 
la diferenciación establecida por la norma acusada, no existen en verdad las caracterís-
ticas de absoluta igualdad que señala el actor; por el contrario, los inversionistas 
extranjeros que llevan algún tiempo radicados en el país por virtud de la presencia de 
sus sucursales, tienen varias ventajas prácticas como el conocimiento de las condiciones 
reales y  jurídicas de la industria y del mercado en el que participan, así como que han 
podido tomar ventaja y  adelantarse a los inversionistas que arriban a la competencia 
posteriormente, puesto que han tenido oportLinidad de acreditar su tecnología, subuen 
nombre, su credibilidad comercial y, además, han podido aprovechar otras ventajas 
económicas y jurídicas como las tasas de devaluación o la celebración de contratos de 
diversa índole en condiciones más favorables, etc. 

F. Además, no se trata sólo de promover mejores condiciones para la llegada de 
nuevos inversionistas extranjeros, sino de favorecer la inversión y  el desarrollo eco-
nómico y  social en general y, por lo mismo, la diferenciación acusada encuentra 
fundamento constitucional, puesto que en la materia de la regulación legal de los 
tributos, bien puede admitirse, sin desconocer los supuestos de la igualdad sustancial 
y de la justicia social incorporados en la Carta Fundamental, el establecimiento de 
regulaciones diferenciales en el ámbito de las tarifas imponibles entre inversiones 
nuevas y las que no lo son, para obtener los propósitos del desarrollo racional de la 
economía. Lo anterior presupone inexorablemente el reconocimiento constitucional y 
legal de cometidos públicos, distin tos de los ordinarios que corresponden al marco teórico 
de las reglas de la disciplina económica y,  por lo tanto, en dicho ámbito es perfectamente 
posible, siempre que sea justificada y  raciona', la medida decretada, la incorporación de 
regulaciones diferenciadoras con base en la época en la que se verifica la inversión. 

VII. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional, Sala Plena, oído el concepto del 
señor Procurador General de la Nación, ennombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución, 
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RESUELVE: 

Declarar EXEQUIBLES las partes acusadas del artículo 321-1 del Decreto 624 de 1989 
(Estatuto Tributario), adicionado por el artículo 23 de la Ley 49 de 1990, por las razones 
expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

Cópiese, publíquese, comuníquese al Gobierno Nacional, insértese en la Gaceta de 
la Corte Constitucional. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA,  Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTIN EZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. 104 
de marzo 11 de 1993 

JURISPRUDENCIA-Unificación 

Tienen diferente fuerza jurídica, por disposición de la Constitución, la jurisprudencia 
constitucional y el resto de la jurisprudencia del país. Es indispensable para el normal 
funcionamiento del sistema jurídico jerárquico y único el establecimiento de mecanismos que 
permitan conferirle uniformidad a la jurisprudencia. 

DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA-Alcance/LEY- 
Aplicación 

El artículo 229 de la Carta debe ser concordado con el artículo 13 idem, de tal manera que 
el derecho a "acceder" igualitariamente ante los jueces implica no sólo la idéntica oportunidad 
de ingresara los estrados judiciales sino también el idéntico tratamiento que tiene derecho a 
recibirse por partedejueces y tribunales ante situaciones similares. Ya no basta que las personas 
gocen de iguales derechos en las normas positivas ni que sean juzgadas por los mismos órganos. 
Ahora se exige además que en la aplicación de la ley las personas reciban un tratamiento 
igualitario. La igualdad en la aplicación de la ley impone pues que un mismo órgano no pueda 
modificar arbitrariamente el sentido de sus decisiones en casos sustancialmente iguales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO DE SUPLICA/PRINCIPIO DE SEGURIDAD 
JURIDICA 

El recurso de súplica surge cuando existiendo plena identidad en los supuestos de hecho 
sometidos en cada caso a la consideración del mismo órgano judicial -el Consejo de Estado-, éste 
se aparte del criterio precedente de modo arbitrario o sin motivación razonable. Si el recurso de 
súplica está consignado en una norma con fuerza de ley y si la Constitución remite a la ley la 
forma como el Consejo de Estado ejercerá sus competencias judiciales, no queda sino colegir, 
en sana lógica, que el recurso de súplica se aviene a la preceptiva superior. Es un desarrollo de 
la Carta toda. El objetivo último del recurso de súplica consiste en !a garantía de que sin la 
aprobación de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo no es posible acoger doctrina 
contraria a lajurisprudencia de la Corporación. No contribuye a la seguridad jurídica el cambio 

36 



C-104/93 

dcjzerispriideiicia contenciosa no explícito pcjiic nocuentc con la participación de la totalidad de 
la Sala Contcncioso-Adniin istrativa. 

Ref.: Proceso NI D-164. 

Norma acusada: incisos primero y  segundo del artículo 130 del Código Contencioso 
Administrativo, reformados por el artículo 21 del Decreto 2304 de 1989. 

Actora: Rocío Mercedes Araújo Oñate. 

Magistrado Sustanciador: Dr. ALEJANDRO  MARTINEZ CABALLERO. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo once (11) de mil novecientos noventa y tres (1993). 

La Corte Constitucional de la República de Colombia, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUC ION 

ha tenido a bien pronunciar la siguiente 

SENTENCIA 

en el proceso de constitucionalidad radicado con el NI D-164, en el cual se decidió 
la demanda presentada por la ciudadana ROCIO MERCEDES ARAUJO ONATE. 

1. ANTECEDENTES 

De la demanda. 

Se ha formulado ante la Corte Constitucional una demanda de constitucionalidad, 
radicada con el número D-164 y presentada por la ciudadana Rocío Mercedes Araújo 
Oñate, contra los incisos primero y  segundo del artículo 21 del Decreto 2304 de 1989. 

Esta Corporación admitió y  tramitó el negocio de la referencia hasta su terminación 
por medio de la presente sentencia. 

Del texto de la norma acusada. 

Dicen así los incisos primero y segundo del artículo 21 del Decreto 2304 de 1989: 

Habrá recurso de súplica, ante la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, 
excluidos los Consejeros de la Sala que profirió la decisión, contra los autos interlocu-
torios o las sentencias proferidas por las Secciones cuando, sin la aprobación de la Sala 
Plena, se acoja doctrina contraria a la jurisprudencia de la Corporación. 

En el evento en que se interponga el recurso se indicará, en forma precisa,.la 
providencia en donde conste la jurisprudencia que se repute contrariada. El recurso 
podrá interponerse dentro de los cinco (5) días siguientes al de la notificación del auto 
o de la sentencia. 
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De las razones de la demandante. 

El ataque de inconstitucionalidad formulado por la ciudadana Rocío Mercedes 
Araújo Oñate se fundamenta en la violación del artículo 230 de la Carta por parte de los 
incisos 111  y  2Q del artículo 21 del Decreto 2304 de 1989. 

Ello por cuanto, al sentir de la actora, el artículo 230 de la Constitución establece que 
los jueces en sus providencias sólo están sometidos al imperio de la ley; y  la equidad, la 
jurisprudencia, los principios generales del derecho y  la doctrina son criterios auxiliares 
de la actividad judicial; por lo tanto ninguna decisión judicial puede fundarse en ellos 
sino sólo en la ley. 

En consecuencia, afirma Araújo Oñate, ninguna jurisprudencia es obligatoria, de 
suerte que si una decisión la desconoce, no debe ser recurrida. 

Para la demandante, si la jurisprudencia de la Sala Plena de lo Contencioso 
Administrativo del Consejo de Estado fuese obligatoria, tendría sentido el recurso de 
súplica. Pero como no lo es, por mandato constitucional, tal recurso entonces no se 
aviene a la Carta. 

Del concepto del Procurador. 

El señor Procurador General de la Nación, en su concepto fiscal, "solicita ala H. Corte 
Constitucional declarar EXEQUIBLE el artículo 21 incisos 111  y  211  del Decreto 2304 de 
1989". 

Para fundamentar su concepto, el Procurador realiza las siguientes consideraciones: 

"El recurso ha siclo definido como la facultad que tienen las partes de solicitar la 
revocación o la reforma total de una decisión judicial que les perjudica... 

El recurso extraordinario de súplica, es un recurso que opera solamente en el proceso 
administrativo... 

La finalidad perseguida por el Legislador con la consagración del recurso de súplica 
ha sido la de propender porque haya uniformidad, estabilidad y  credibilidad en los 
pronunciamientos hechos por el Consejo de Estado como máximo Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo...". 

Seguida mente el Ministerio Público entra a afirmar que "este Despacho no compar-
te" los ataques ni los argumentos de la actora, empleando una metodología primero 
negativa -la norma acusada no contraría la Carta- y luego positiva -ella desarrolla la 
Carta-, así: 

Primero, el artículo 230 de la Carta de 1991 "no modifica en nada el ordenamiento 
jurídico vigente antes de su expedición. Así, bajo el imperio de la Constitución del 88ñ, 
los jueces en sus decisiones debían aplicarla ley y  tanto la doctrina como la jurispruden-
cia y  la costumbre eran criterios auxiliares". En prueba de su aserto ]avista fiscal cita los 
artículos 8, 17 y  18 del Código Civil. El Procurador concluye: 

"Como puede observarse, antes como ahora, la jurisprudencia no ha tenido fuerza 
obligatoria en Colombia y  solamente le ha sido reconocido un carácter subsidiario como 
elemento de interpretación. 
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Dentro de la tradición del derecho positivo colombiano, la ley ha ocupado el sitio 
privilegiado como fuente del derecho". 

Añade el Ministerio Público que "cuando se interpone el recurso de súplica ante la 
Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, ésta debe decidir de acuerdo a la ley" Y 
agrega la vista fiscal: 

"La consagración del recurso de súplica en la forma como lo hace el artículo 21 del 
Decreto 2304 de 1989, no significa que la jurisprudencia de la Sala Plena sea obligatoria.. 

Lo que se busca, entonces, con este recurso no es que su jurisprudencia se vuelva 
obligatoria, sino que haya unidad de criterios dentro del máximo Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo". 

En segundo lugar la vista fiscal estima que el recurso de súplica es constitucional. 

Esta afirmación se basa en los artículos de la Constitución relativos a la efectividad 
de los derechos (2), la igualdad (13), el carácter de Tribunal Supremo de lo Contencioso 
Administrativo que posee el Consejo de Estado (237) y su funcionamiento en salas (236). 

Ya a nivel legal, el artículo 97 del Código Contencioso Administrativo, subrogado 
por el Decreto 2288 de 1989, le asignó a dicha Sala la función de "conocer de los procesos 
que le remitan las secciones para cambiar o reformar la jurisprudencia de la Corpora-
ción 

Concluye así el Procurador General: 

"Nada se opone en concepto de este Despacho, a que la ley otorge (sic) esa función 
de unificación de la jurisprudencia a la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo y 
que para instrumentarla haya concebido el recurso de súplica". 

Cumplidos, como están, los trámites constitucionales ylegales, entra la Corporación 
a resolver de fondo con base en las siguientes consideraciones. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

De la competencia. 

Es com petenteesta Corporación para definirla conformidad o inconformidad de la 
norma acusada, con fundamento en el artículo 241 numeral 511  de la Carta, como quiera 
que en el negocio de la referencia se trata de un Decreto con fuerza de ley. 

En efecto, el Decreto 2304 de octubre 7 de 1989, "por el cual se introducen algunas 
modificaciones al Código Contencioso Administrativo", fue expedido por el Presidente 
de la República con base en las facultades legislativas extraordinarias que el Congreso 
de la República le confirió mediante la Ley 30 de 1987. 

De las fuentes del derecho en el ordenamiento colombiano. 

Las fuentes del derecho se clasifican en fuentes materiales y fuentes formales. 

Las primeras hacen relación a los hechos y  circunstancias que hacen producir el 
derecho, como el acaecer social, económico, político, esto es, la realidad misma. 
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Las segundas hacen relación a los cauces por los cuales se expresa el derecho. 

Son fuentes formales la ley -material-, la jurisprudencia, la costumbre, la equidad, 
los principios generales del derecho y la doctrina. 

En Colombia, empero, la tradición jurídica secular siempre ha establecido que sólo 
es fuente formal principal de derecho la ley en sentido material, esto es, la Constitución, 
la ley, los decretos y demás actos jurídicos. Las otras fuentes sólo son criterios auxiliares. 
Así se desprende de la evolución que a continuación se reseña: 

La Ley 153 de 1887 establece en su artículo 411  lo siguiente: 

"Los principios del derecho natural y  las reglas de la jurisprudencia servirán para 
ilustrar la Constitución en los casos dudosos. La doctrina constitucional es, a su vez, 
norma para interpretar las leyes". 

Tal tradición secular de la dogmática nacional fue acogida por la Constitución de 
1991, que en su artículo 230 dispuso: 

"Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. 

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son 
criterios auxiliares de la actividad judicial". 

Luego no puede afirmarse que con la Carta de 1991 ha habido un cambio en materia 
de fuentes formales del derecho en Colombia. Sólo adquirieron base constitucional 
tradicionales principios que antes sólo tenían piso legal. 

Por otra parte el ordenamiento jurídico está conformado por un conjunto de normas 
que constituyen un "sistema". Es por ello que propiamente no se puede hablar de 
lagunas de derecho, pues entre las fuentes formales principales -la ley en sentido 
material- y las fuentes formales auxiliares -las demás-, se establece lo que Cossio 
denominaba la "plenitud hermética del derecho", en virtud de la cual aquello que no esté 
prohibido está permitido pero, en todo caso, todas las situaciones jurídicas están 
previstas por el sistema que conforma el ordenamiento jurídico. 

Dentro del sistema normativo colombiano la fuente primera es la Constitución. 

Ahora bien, la Constitución consagra unconjunto de valores y principios materiales 
que apuntan a la conformación de un orden social justo, según se desprende del 
preámbulo, de los principios fundamentales y de la carta de derechos. 

De la interpretación de la norma constitucional en un Estado Social de Derecho. 

Colombia es un Estado Social de Derecho, según el artículo l  de la Carta. Esta 
definición implica que Colombia no sólo es unEstado de Derecho, como el Estado liberal 
clásico, sino que es además un Estado Social. Luego ontológicamente se le atribuyen dos 
calidades esenciales al Estado colombiano: la sujeción formal al derecho y una sujeción 
material del derecho a unos contenidos sustanciales. El primer elemento es relativo a la 
validez; el segundo a la justicia. 

Como anota la doctrina, "del anterior análisis del Estado Social de Derecho surgen 
tres componentes en interacción recíproca: 
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a) Un objetivo social 

b) La concepción democrática del poder 

c) La sumisión de ambos términos a la disciplina del derecho`. 

De conformidad con el artículo 4  de la Carta, que define a la Constitución como 
norma de normas, tales valores y  principios constitucionales tienen un contenido 
jerárquicamente superior al resto del ordenamiento jurídico, así como formalmente la 
Constitución es también superior a las demás normas. Luego el ordenamiento jurídico 
colombiano es un sistema material y formalmente jerárquico de normas, que tiene en la 
cúspide a la Constitución. 

La preceptiva constitucional entonces irradia con sus preceptos al resto de la 
normatividad vigente. Toda norma positiva tiene en última instancia una base consti-
tucional. 

Luego una disposición del derecho positivo colombiano, a partir de la definición del 
Estado Social de Derecho, es aplicable sólo cuando reúna dos requisitos: que formalmen-
te haya sido expedida de manera regular y que materialmente sea conforme a los valores 
y principios fundamentales de la Constitución. El operador jurídico debe realizar este 
doble examen al momento de interpretar una norma vigente. 

Tal jerarquía cualitativa de la Carta constituye además una especificidad de la 
jurisprudencia constitucional, conio se apreciará en el estudio que aquí se realiza a 
propósito de la unificación de la jurisprudencia. 

De la fuerza jurídica de la jurisprudencia. 

La jurisprudencia ha sido definida como el conjunto de providencias dictadas por 
los altos tribunales que desatando casos iguales decide en forma uniforme. 

En el derecho comparado se distinguen dos grandes sistemas en función del papel 
atribuido a la jurisprudencia como fuente de derecho. 

De un lado, en el sistema anglosajón, práctico y  empírico por naturaleza, la 
jurisprudencia es la fuente principal de derecho, de tal manera que los jueces al momento 
de dictar sentencia consultan los antecedentes que existan en el conjunto de sentencias 
precedentes. Se enfatiza en la noción de "precedente" La ley escrita ocupa un lugar 
secundario. De otro lado, en el sistema latino, más especulativo y  abstracto, la ley escrita 
es la principal fuente de derecho. La jurisprudencia ocupa un lugar secundario. 

Colombia es heredera de la tradición jurídica latina. El derecho romano en materia 
privada y  el derecho francés en materia administrativa siempre han ejercido una gran 
influencia sobre el ordenamiento normativo nacional. 

Es por ello entonces que en Colombia la jurisprudencia administrativa tiene en 
principio una fuerza jurídica secundaria. Ella orienta, auxilia, ayuda y  apoya la decisión 
del juez, el cual se basa esencialmente en la ley; en ningún momento, ella sola, puede 
servir de fundamento principal o exclusivo para justificar una decisión. 

Revista Derecho Público N' 1. Facultad de Derecho. Universidad de Ice Andes. Bogotá, 1992, pág. 26. 
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Este principio, empero, encuentra una única excepción en la jurisprudencia consti-
tucional, como se analiza a continuación. 

De la cosa juzgada constitucional. 

Dice el artículo 243 de la Constitución: 

"Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional hacen tránsito a 
cosa juzgada constitucional. 

Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido material del acto jurídico decla-
rado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan en la Carta las disposiciones 
que sirvieron para hacer la confrontación entre la norma ordinaria y  la Constitución". 

Esta disposición es desarrollada por el Decreto 2067de 1991, quedice en su artículo 
23: 

"La doctrina constitucional enunciada en las sentencias de la Corte Constitucional, 
mientras no sea niodificada porósta, será criterio auxiliar obligatorio para las autorida-
des y  corrige la jurisprudencia. 

Las modificaciones a la doctrina existente deberán ser explícitas en la sentencia". 

Se observa que entre la jurisprudencia de la Corte Constitucional y  el resto de 
jurisprudencia de los demás jueces y tribunales del país -en la que se encuentra la del 
Consejo de Estado-, existen semejanzas y  diferencias. 

Las semejanzas consisten en que se trata de un pronunciamiento jurisdiccional con 
fuerza de cosa juzgada. Las providencias tanto de la Corte Constitucional -art. 21 del 
Decreto 2967 de 1991-, como del Consejo de Estado que declaren o nieguen una nulidad 
-art. 175 del Código Contencioso Administrativo- tienen efectos crga onnes, mientras que 
en general las sentencias judiciales sólo tienen efectos iitter partes. 

Las diferencias estriban en el hecho de que mientras la jurisprudencia de los jueces 
y tribunales no constituyen un precedente obligatorio', salvo lo establecido en el 
artículo 158 del Código Contencioso Administrativo (reproducción del acto suspendi-
do). Tales providencias sólo tienen un carácter de criterio auxiliar -art. 230 C. P.-, para 
los futuros casos similares, la jurisprudencia constitucional tiene fuerza de cosa 
juzgada constitucional -art. 243 C. 1?.-, de suerte que obliga hacia el futuro para efectos 
de la expedición o su aplicación ulterior, 

Así lo había establecido la jurisprudencia constitucional de la Corte Suprema de 
Justicia, cuando afirmó lo siguiente: 

"No hay duda dequeen el proceso constitucional que se sigue ante la Corte Suprema 
de Justicia, rige y  existe la institución de la COSA JUZGADA que le da firmeza a las 
decisiones que adopte... 

Pero en el proceso constitucional dicho instituto no está rigurosamente asentado en 
la triple identidad que lo caracteriza en el proceso civil, ya que la índole propia que lo 

2 	El precedente ('hlIatcric' es denc'minadt "stare decisl" en el sistema atglajÚn. 
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distinguedelosdemás procesos establecematices o modalidades a dichos ingredientes, 
o los excluye corno presupuestos de dicha institución. 

Con respecto a la IDENTIDAD DE PARTES, requisito fundamental de la cosa 
juzgada en el proceso civil, en el constitucional no se da pues en él no se presenta 
enfrentamiento entrelitigantescon intereses contrapuestos, y ni siquiera el Estado autor 
de la norma general que se acusa, asume esta posición por conducto del Procurador 
General de la Nación ya que la intervención de éste en dicho proceso, se impone en 
guarda y prevalencia del ordenamiento constitucional. Por ello en la revisión oficiosa de 
constitucionalidad de los decretos legislativos que el Presidente de la República dicta 
con fundamento en las facultades de los artículos 121 y  122 de la Constitución, y  en la 
de los proyectos de ley objetados de inconstitucionalidad por el Gobierno, el proceso 
nace y  se adelanta sin que medie demanda o solicitud de parte. 

Cuanto a la identidad de la causa pefendi (eadem causa pefendi) debe tenerse en cuenta 
que el juez de la constitucionalidad no está limitado a examinar la norma acusada que 
(sic) sólo a través de los motivos que haya aducido el demandante, ya que la Corte debe 
confrontar el acto acusado con la norma fundamental no sólo por las razones que 
presente el actor, sino a la luz de todos los textos constitucionales y  por todas las posibles 
causas de inconstitucionalidad que exista, a findeque la decisión final produzca efectos 
absolutos yerga c'mncs respecto de los textos acusados..." 

Así las cosas, tienen diferente fuerza jurídica, por disposición de la Constitución, la 
jurisprudencia constitucional y  el resto de la jurisprudencia del país. 

De la unificación de la jurisprudencia. 

Un ordenamiento jurídico en un Estado de derecho se caracteriza materialmente por 
la consagración de un orden social justo y  formalmente, al sentir de Kelsen, por su 
estructura jerárquica. 

A la manera de una pirámide, en la cúspide se encuentra la Constitución, más abajo 
las leyes y  demás actos constitutivos del ordenamiento jurídico. 

La Constitución, como norma fundamental, tiene una jerarquía cualitativa, como se 
anotó anteriormente. Ella consagra un conjunto de valores y  principios materiales que 
irradian el resto del ordenamiento jurídico. Existe por tanto un sistema de valores y 
principios que implica que una norma cualquiera no debe ser analizada de manera 
aislada sino como haciendo parte de un ordenamiento jerárquico y armonioso. 

La jerarquía implica, además, unidad. Si una norma jerárquicamente inferior 
desconoce una norma superior, ella es susceptible de desaparecer del mundo jurídico, 
mediante las acciones de constitucionalidad o de nulidad -es derecho positivo válido 
anulable-, o bien es susceptible de ser inaplicada. 

La norma jerárquicamente superior es la Constitución, según el artículo 411  de la 
Carta, que la define como "norma de normas". Como anota García de Enterría, "la 

Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sentencia N  16 de febrero 13 de 1990. Expediente 1691. Magistrado Ponente 
Dr. Jairo E. Duque Pérez. 
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Coi] sti ti] ción vincula al juez niá,  fuertemente que las Lee, 1a' cuale. lo piveden er 
aplicadas si son conformes a la Contitución"4 . 

Se exige pues, para que una norma sea aplicada, que forma linen te haya id 
expedida de manera regular, y que ma terialiueiite ella sea conforme con los co ntenido, teiiid, 
axiológicos de la Cntitución. 

En otras palabras, una norma debe reunir una doblee\igencia formal  y  material para 
ser aplicada. El primer rcquiito e relaciona con la validez formal; el segu ncio con la 
validez material. 

Le corres ponde al operador jurídico, entonces, apreciaraiubie elementos al ilomen-
to de aplicar una norma jurídica. Ahora bien, en el caso de los jueces, según el artículo 
228dela Constitución,ellos son independientes para apreciartales elemento.. En virtud 
de dicha independencia, lo jueces pueden no siempre coincidir en sus apreciaciones. 

Pues bien, ¿cómo se logra entonces la unidad de un ordenamiento jurídico? 

La respuesta es clara. Mediante la unificación de la jurisprudencia. 

En efecto, si cada jue!, al momento de interpretar la ley, le confiere en '.us sentencia 
un sentido diferente a una misma norma, sin que el propio ordenamiento consagre 
mecanismos orientados a tal unificación, habrá caos, inestabilidad e in'eguridad 
jurídica. La personas no podrían haber, enun inoinentodado, cuíl e'.ei derecho que rige 
en un país. 

Luegoes indispensable para el normal funcionamientodel sistema jurídico jerárqui-
co y  único el establecimiento de mecanismos que permitan conferirle uniformidad a la 
jurisprudencia. 

Así lo ha establecido la Sala Plena de la Corte Constitucional a propósito de la 
unificación de la jurisprudencia de la acción de tutela, cuando afirmó: 

'Aun cuando los efectos jurídicos emanados de la parte resolutiva de un fallo de 
revisión solamenteobhgan a las partes, el valordoctrinal de los fundamentos jurídicos 
o consideraciones de estas sentencias trasciende el asunto revisado. La interpretación 
constitucional fijada por la Corte determina el contenido y  alcance de he, preccptos de 
la Carta y hace parte, a su vez, del 'imperio de la ley' a que etimn sujetos los jueces segón 
lo dispuesto en el artículo 230 de la Constitución"'. 

Por otra parte, la uniformidad no es un fin despreciable. Ella busca garantizar los 
siguientes altos objetivos: 

1. Asegurar la efectividad de los derechos y colabora así en la realización de la 
justicia material -art. 211  C. P- 

2. Procurarexactitud. 

GAR(IA DE EN......RRIA, 1 diiard,' y IF14\AN 1 )EZ, ft'm,i,.-Ra m,'n. Curso LIC I)crcch,'  
1. ( uart,i edición. Fil. (i'itas. Mad id, 1 	5, p4i. 100. 

Cfr. ('rtc (Tt'nsiítucionai. I'roccs' N' 1 -i 41. Fncn 2 Lic 1 ')'D. 
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3. Conferir confianza y credibilidad de la sociedad civil en el Estado, a partir del 
principio de la buena fe de los jueces -art. 83 C. P- 

4. Unificarla interpretación razonable y  disminuye la arbitrariedad. 

5. Permitirestabilidad. 

6. Otorgar seguridad )urídica materialmente justa. 

7. Llenar el vacío generado por la ausencia de mecanismos tutelares contra provi-
dencias judiciales. 

El recurso de casación -arts. 365 C. P. C., 218 C. P. P. y  86 C. F. T.- y la súplica -art. 
130 C. C. A.-, bien que distintos, se establecieron con el mismo objetivo: unificar la 
jurisprudencia. 

De la constitucionalidad del recurso de súplica. 

1. Del acceso igualitario ala administración de justicia. 

El artículo 229 de la Carta Política de 1991 prescribe que "se garantiza el derecho de 
toda persona para acceder a la administración de justicia". 

El artículo 229 de la Carta debe serconcordado con el artículo 13 idem, de tal manera 
que el derecho a "acceder" igualitariainente ante los jueces implica mmi; sólo la idéntica 
oportunidad de ingresar a los est rodos judiciales sino tamnhidmi el idéntico tratamiento que tiene 
derecho a recibirse por parte de Jueces y  tribunales ante situaciones similares. 

El artículo 13 de la Constitución establece el principio de igualdad en los siguientes 
términos: 

"Todas las personas nacen libres e iguales antela ley, recibirán la misma protección 
ytratode las autoridades ygozaróndelos mismosderechos, libertades yoportunidades 
sin ninguna discriminación por razones desexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ella se cometan". 

El principio de igualdad ha conocidola siguiente evo] ución: en la Declaración delos 
Derechos del Hombre y ci Ciudadano de 1789 se consagró una igualdad formal. A 
principios de este siglo XX la igualdad conoció una nueva fase con el derecho discrimi-
natorio positivo en favordelos másdébiles. Yenel derechocomparadodela post-guerra 
la igualdad ha avanzado de nuevo, esta vez hacia una eficacia del derecho de igualdad, 
esto es, una igualdad no sólo en los textos jurídicos sino también en la aplicación de 
dichos textos. 

De allí surge el concepto de la igualdad cii la aplicación de la lci. 

En consecuencia ya no basta que las personas gocen de iguales derechos en las 
normas positivas ni que sean juzgadas por los mismos órganos. Ahora se exige además 
que en la aplicación de la ley las personas reciban un tratamiento igualitario. 
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Es por ello que el recurso de súplica surge cuando existiendo plena identidad en los 
supuestos de hecho sometidos en cada caso a la consideración del mismo órgano 
judicial -el Consejo de Estado-, éste se aparte del criterio precedente de modo arbitrario 
o sin motivación razonable. 

La igualdad en la aplicacióndela ley impone pues que un mismo órgano no pueda 
modificar arbitrariamenteel sentido desusdecisionesen casos sustancialmenteiguales. 

En derecho comparado también se ha venido desarrollando el concepto de la 
igualdad en la aplicación de la ley. 

En España por ejemplo se ha afirmado por parte de la jurisprudencia constitucional 
que la igualdad en la aplicación de la ley la deben observar tanto los órganos adminis-
trativos como los órganos judiciales, pero cada uno en un plano distinto: los primeros 
no está n vinculados por el precedente pero í sil jetos alcontrol delos tribunales,quehan 
de corregir las desviaciones que en la aplicación igual de la ley se produzcan7 . 

2. De la competencia y funcionamiento del Consejo de Estado. 

Dice así el numeral primero del artículo 237 de la Constitución Política 

Artículo 237. Son atribuciones del Consejo de Estado: 

I. Desempeñarlas funcionesdelTribunal Supremode loContencioso Adnunistra-
tivo, conforme a las reglas que señale la ley". 

En primer lugar, en cuanto a las funciones, se observa que el carécter de tribunal 
supremo de lo contencioso administrativo le es conferida por la Carta al Consejo de 
Estado, mas no a una de sus salas o secciones. 

Además la priipia Coiistitiniwi remite a !a ley la regulación del desempeño de dichas 
funciones. Y tal preceptoes justanmentedesarrollado por la norma objeto deestudio,esto 
es, por el artículo 1 3() del Código Contencioso Administrativo. 

Por tanto, si el recurso de súplica está consignado en una norma con fuerza de ley 
y si la Constitución remite a la ley la forma como el Consejo de Estado ejercerií sus 

competencias judiciales, no queda sino colegir, en sana lógica, que el recurso de súplica 
se aviene a la preceptiva superior. 

Es més, el recurso de súplica es un desarrollo de la Carta toda. En efecto, el recurso 
de súplica canaliza los siguientes derechos de la Constitución; la efectividad de los 

derechos humanos (2w), el principiodeigualdad en la aplicación dela ley (13), el derecho 
a impugnar la sentencia condenatoria (29), el carácter de Tribunal Supremo de lo 

Contencioso Administrativo que posee el Consejo de Estado (237) y su funcionamiento 
en salas (23ó), como bien lo a noté la vista fiscal, cuyo concepto aquí se comparte, adeinís 
del derecho al acceso a la administración de justicia (22). 

En segundo 1 ligar, en relación con el fu nciona miento del Consejo de Estado, la Corte 
Constitucional se pregunta ¿cómo lograr la uniformidad de la jurisprudencia de la 

Uf f. 5oii tnci,os '.loI VIibii i,l ( mi,  t  ¡ti  . 	iii 1 1 pa ,..... ( 4'.o  /s2, 1' '454. 42 ' N y 2 ,'57 

hl,',n, I( 144,'88. 
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jurisdicción contencioso-administrativa? La respuesta no es otra quo mediante el 
recurso de súplica. Es por ello, de nuevo, que para esta Corporación el artículo 21 incisos 
primero y  segundo del Decreto 2304 de 1989 se aviene  la Constitución. Además el juez 
plural, en este caso el Consejo de Estado, es uno solo. La división en salas y secciones 
obedece a una distribución del trabajo. De ahí la existencia de procedimientos que 
pretendan unificar la jurisprudencia y  evitar decisiones diferentes frente a casos 
similares. En otras palabras, el objetivo último del recurso de súplica consiste en la 
garantía de que sin la aprobación de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo no 
es posible acoger doctrina contraria a la jurisprudencia de la Corporación. 

En lo referente a este punto el Consejo de Estado ha sostenido de manera reiterada 
lo siguiente: 

"Si la jurisprudencia para efectos del aludido recurso tuviera ese carácter de 
obligatoriedad que se le imputa, no sólo sería inmodificable por la misma Sala Plena, 
sino que no habría dudas sobre la inconstitucionalidad de éste. Pero esecarácter en parte 
alguna figura. 

Para entenderel real alca ¡ice del recurso, hay quearmonizarel texto dela Ley 11 con 
el artículo 24 del Decreto 528 de 1964 (revivido también porla sentencia de inexequibi-
lidad de la Corte de 30 de agosto de 1984), puesto que esta norma no contempla, como 
quieren darlo a entender algunos, un culto fetichista a la jurisprudencia, sino simple-
mente una norma de competencia. 

El mencionado artículo se expidió con una clara finalidad: evitar que las salas o 
secciones de la Corporación actuaran como cuerpos separados, como otros tantos 
Consejos de Estado, por fuera de un pensamiento rector. No se ignoraba entonces y  no 
seignora hoy,el efecto perturbadorque tiene para los administrados las jurisprudencias 
encontradas de las distintas salas sobre un mismo punto de derecho. 

Porese motivo se dispuso que aunquedichas secciones funcionarían separadamente 
en el conocimiento de los respectivos negocios, cuando trataran de variar una jurispru-
dencia no podrían hacerlo inotu proprio, sino en conjunto, o sea con la colaboración de 
todos los miembros de la corporación, en Sala Plena. En otros términos, esa norma no 
quería significar o reiterar otra cosa que los cambios jurisprudenciales eran de compe-
tencia de la Sala Plena y  no de las secciones individualmente consideradas... 

Noestuvoenel pensamientodel legisladorde 1975 ni hacerobligatorioel precedente 
judicial ni darle el valor o el rango de ley. Sólo quiso que los cambios se manejaran por 
todos los miembros de la corporación y  no por los que conformaran una sala o sección 
determinada. 

La obligatoriedad del precedente no está, se repite, ni en la Ley 11 ni en el artículo 
24 del Decreto 528 de 1964. Tampoco en la doctrina`. 

En salvamento de voto de julio 10 de 1992, varios Consejeros ratificaron esta 
jurisprudencia en los siguientes términos: 

(1r. (T.nse.' d  Estadt'. Sa 'luija. Sentencia de 31 de ag(-6tu de 111$8. Expediente NI 1 -032 
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"El artículo 230 de la Constitución Nacional reitera que en Colombia impera un 
sistema de derecho legislado... La jurisprudencia es un producto del derecho que surge 
necesariamente de la interpretación y  la aplicación de la ley... El recurso extraordinario 
de súplica está consagrado en la ley, y  se fundamenta en la violación de ésta 

No obstante lo dicho, en el fallo ya citado la decisión mayoritaria del Consejo de 
Estado se apartó de la continuidad del pensamiento anteriormente seguido, así: 

"Cuando alguna Sección acoja sin aprobación de la Sala Plena doctrina contraria a 
la jurisprudencia de la Corporación, ha dejado de ser motivo del recurso extraordinario 
de súplica consagrado en los dos primeros incisos del artículo 130 del C. C. A. Como el 
fundamento de dicho recurso resulta incompatible con la nueva Carta Política, con base 
en el artículo 411  de la misma, lo estima improcedente". 

Por otra parte el recurso de súplica por modificación de jurisprudencia procede 
cuando se reúnan dos requisitos, de conformidad con la norma revisada: que el cambio 
sea decidido por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado 
y que dicho cambio se haga explícito en la sentencia. Ahora bien, no procede el recurso 
de súplica cuando el cambio no es de jurisprudencia sino de normatividad, como por 
ejemplo ante una reforma constitucional o del derecho administrativo. En tales eventos 
una jurisprudencia administrativa que desarrolle un concepto jurídico que antes no 
existía o que era diferente en la normatividad precedente no significa que se ha operado 
una reforma a la jurisprudencia anterior. En tales eventos, entonces, no procedería la 
súplica, entre otras cosas porque no habría, lugar a la violación de la igualdad en la 
aplicación de la ley, como quiera que ésta es nueva o distinta. 

Por último, la Corte Constitucional desea llamar la atención acerca de la inseguri-
dad que generaría en el tráfico jurídico el cambio injustificado y  atomizado de la 
jurisprudencia contencioso-administrativa. Según el artículo 2  de la Carta, uno de los 
fines esenciales del Estado es la vigencia de un "orden justo". Esta fórmula es reiterada 
en el preámbulo. En estas dos palabras se encierra un equilibrio frágil que es necesario 
construir a partir de providencias judiciales que simultáneamente sean materialmente 
justas y jurídicamente seguras. Es por ello qtie no contribuye a la seguridad jurídica el 
cambio de jurisprudencia contenciosa no explícito y que no cuente con la participación 
de la totalidad de la Sala Contencioso-Administrativa. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional de la República de Colombia, 

RESUELVE: 

Declarar EXEQUIBLE el artículo 21 incisos 111  y 211  del Decreto 2304 de 1989, que 
reformó el artículo l3Odei Código Contencioso Administrativo, porlas razones expues-
tas en esta sentencia. 

Cúmplase, conluníquese, publíquese y  arcliívese. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

(JI. Sentencia del Conscjc de Estado, de julio 10 de 1102. Expediente N S-27. Salvamento de voto de los 

Cottsejei's (laja Forero, En leste, Rafael Atiza, Miteii de la Lc'mbana, Dolly Pedraza y Daniel Suárez. 
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ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado 

CARLOS CAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZCAL1NDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

49 
Gce1 CQ4ST.T.3/93-4 



SENTENCIA No. C-105 
de marzo 11 de 1993 

TERMINO PROCESAL-Finalidad 

El objetivo cielos términos consiste en asegurar que el proceso avanza, consolidando etapas 
del mismo cmi la medida en que aquéllos preclu ven, y en garantizar a los partes e intert'inienfes 
que en cada momento procesal pueden hacer valer sus derechos siempre y  cuando actúen 
oportunamente, según reglas predeterminadas en el ordenamiento jurídico. La atribución de 
regular los procesos ii términos judiciales corresponde, de manera general, al legislador, siendo 
excepcionales los casos en que el propio Constituiente se la reserva, ocupándose él mismo en 
señalar algunas reglas, por considerar de especial importancia la materia respectiva. La regla 
de la tercera parte es aplicable a los términos const ituciona!es i, concierne apenas a los necesarios 
para concepto del Procurador t, decisión de la Corte, que son los únicos mencionados en el 
artículo 242-4 de la Constitución. Los términos conferidos por el Estatuto Fundamental a la 
Corte Constitucional, se aplican a actos Y  decisiones que, según la Constitución, debe proferir 
la Corporación en pleno y noa aquellos que, como ene! caso de la presentación de ponencia para 
fallo, implican la actuación de uno solo de sus miembros. En esta materia la Carta considera 
la existencia del cuerpo colegiado -que ese! responsable de la decisión correspondiente y el que 
goza de competencia constitucional para adoptarla- i, no la de los individuos que lo componen. 
Estos, para hacer posible la deterunnaciómi del órgano deben llevara cabo pasos previos -como la 
conducción del procesoen sus diligencias preliminares, la prácticade pruebas y  la sustanciación-
que no pueden imputarse, cii cuanto toca con el transcurso L/ z'encimnicnto de los términos, a los 
que constitucionalmente han sido otorgados a la Corporación. Tal imputación, que implicaría 
reducción del término constitucional, comportaría un vicio que síllezaría a la inexequibilidad de 
la norma legal que la plasmara. 

Sala Plena. 

Ref.: Expediente NQ D-176. 

Acción pública de inconstitucionalidad contra el artículo 38 (parcial) del Decreto 
2067 de 1991. 
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Actora: Carmen Elena Pérez García. 

Magistrado Ponente: Dr. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO. 

Aprobada en Santafé de Bogotá, D. C., a los once (11) días del mes de marzo de mil 
novecientos noventa y tres (1993). 

1. ANTECEDENTES 

La ciudadana CARMEN ELENA PEREZ GARCIA, haciendo uso de la acción pública 
de inconstitucionalidad, demandó parte del artículo 38 del Decreto 2067 de 1991, 
expedido por el Presidente de la República, una vez adelantado el trámite ant2 la 
Comisión Especial, en ejercicio de las facultades que le fueron conferidas por el artículo 
23 transitorio de la Constitución Política. 

La demandante considera inconstitucional la frase que a continuación se subraya y 
que hace parte del texto en mención: 

"Artículo 38. Expirado el término defijación en lista, pasará el asunto al Procurador 
para que dentro de los diez días siguientes rinda concepto. Presentado el concepto del 
Procurador, comenzará a correr el lapsode sieted fas para la presentacióndel proyecto de 
fallo, vencido el cual se iniciará el de veinte días para que la Corte adopte su decisión". 

Cumplidos como están todos los trámites señalados en el mismo Decreto 2067 de 
1992 para los juicios de constitucionalidad, procede la Corte a resolver. 

II. LA  DEMANDA 

De conformidad con lo manifestado en su escrito, la accionante estima violadas las 
normas contenidas en el artículo 242, numerales 4Q y 5Q de la Constitución, que 
establecen: 

"Artículo 242. Los procesos que se adelanten ante la Corte Constitucional en las 
materias a que se refiere este título, serán regulados por la ley conforme a las siguientes 
disposiciones: 

4. De ordinario, la Corte dispondrá del término de sesenta días para decidir, y el 
Procurador General de la Nación, de treinta para rendir concepto. 

5Q• En los procesos a que se refiere el numeral 70  del artículo anterior, los términos 
ordinarios se renucirán a una tercera parte y su incumplimiento es causal de mala 
conducta, que será sancionada conforme a la ley". 

Antes de exponer las razones en las que fundamenta la inconstitucionalidad, la 
demandante menciona los argumentos que confieren competencia a la Corte Constitu-
cional para conocer de acciones intentadas contra fragmentos de una norma o expresio-
nes que formen partedeella, pues considera que la tarea encomendada a la Corporación 
es integral y completa, debiendo hacerse extensiva a las palabras o frases de un texto 
legal. 

Para sustentar el anterior razonamiento la actora menciona la Sentencia NQ 28 de 
febrero 22 de 1990, proferida por la Corte Suprema de Justicia, con ponencia del 
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Magistrado Jaime SanínGreiffenstein, en la que se sostiene que no es de relieve la mayor 
o menor extensión de la demanda y que tanto puede haber lugar a pronunciamiento de 
fondo sobre un solo vocablo o término como puede ser necesario acusar uno o varios 
artículos conjuntamente que formeno no partede la misma disposicióno de varias, pues 
lo que en verdad cuenta es que se dé la unidad normativa, en términos de autonomía y 
con rango de ley, para que así se pueda verificar el contraste que se pretende hacer ver. 

Recuerda la demanda que, al tenor del artículo 8del Decreto 2067 de 1991, el término 
que la ley concede a los magistrados para la presentación de proyecto de sentencia en 
los juicios ordinarios de constitucionalidad, es de treinta (30) días, vencido el cual 
comenzarán a correr los 60 días de que dispoile la Corte para adoptar su decisión. 

Para la demandante, la norma acusada es violatoria del numeral 5Q  del artículo 242 
de la Carta, anteriormente transcrito, que reduce los términos "a una tercera parte", toda 
vez que en el artículo 38 del Decreto 2067 de 1991, se establece un "lapso de siete días" 
para la presentación del proyecto de fallo por parte del magistrado ponente, al paso que 
el artículo 8  del mismo decreto fija el término ordinario para el cumplimiento del mismo 
acto en 30 días. 

Con la norma -continúa la actora- se recorta en tres días el término del cual deben 
disponerlos magistrados, según la Constitución, ya que, a diferencia de lo que pretende 
hacernos creer el Decreto, la tercera parte de treinta es diez y no siete. 

III. DEFENSA DE LA NORMA 

El abogado Vicente Soto Lara, actuando en representación del Ministerio de justicia, 
presentó a la Corte un escrito mediante el cual defiende la constitucionalidad de la 
norma atacada. 

Dice textualmente: 

"El artículo 8º del Decreto 2067 de 1991, se refiere a los términos de que dispone de 
ordinario, la Corte Constitucional para adoptar una decisión, sobre 'las demandas en las 
acciones públicas de inconstitucionalidad' (artículo 2ibidenz), mientras que los términos 
contemplados en el artículo impugnado, se relacionan taxativamente a los' ... decretos 
legislativos que dicte (el Gobierno Nacional) en ejercicio que le conceden los artículos 
212,213 y215 de la Constitución...' (artículo 36de1 mismo Decreto, en concordancia con 
el parágrafo del artículo 213 de la Constitución), que obviamente no tienen ninguna 
relación con los términos del artículo 82  citado, ya que se trata de asuntos muydiferentes 
y es por esa razón que no existe contradicción ni infracción de éste en la expedición del 
segundo, en el aparte que ataca la actora. 

Ahora bien, el Presidente de la República, en ejercicio de la facultad constitucional 
contenida en el artículo 189, en concordancia con el inciso primero del artículo 242, 
profirió el Decreto 2067 de 1991, en cuyo articulado se encuentra el aparte del artículo 
acusado y en donde por parte alguna se han quebrantado los parámetros señalados en 
el mismo ordenamiento, porque el artículo 38 impugnado dispone de un término total 
de 37 días para decidir esos procesos, equivalente a más de la tercera parte de la 
dispuesta en el numeral 4 del artículo 242 de la misma Carta Magna. 

En consecuencia con lo anterior, mal afirma la actora que el articulado que acusa 
'tiene grandes dudas en la matemática elemental...', porque si es por cuestión numérica 

52 



C-105/93 

en que se basó la norma impugnada, bien se desprende que no se incurrió en error 
alguno matemático, máxime si se tiene en cuenta que el legislador se limitó en el 
momento de expedir el Decreto 2067 de 1991, a regular la decisión sobre constitucio-
nalidad de los decretos legislativos que dictó el Gobierno Nacional, con fundamento en 
los artículos 212,213 y  215 de la Constitución, respetando los términos del numeral 4 del 
Decreto 242 de la Carta Magna y  al dar cumplimiento a las diversas disposiciones 
constitucionales, artículos 189, 242 y 511  transitorio, la ley reguló los términos que 
garantizan la eficacia constitucional en que se fundamenta la norma demandada". 

IV. CONCEPTO DEL PROCURADOR GENERAL 

Mediante Oficio N°098 del 14 de octubre de 1992, el Procurador General de la Nación 
emitió el concepto de rigor dentro del proceso de la referencia y en él manifestó: 

"El aparte demandado del artículo 38 del Decreto 2067, al señalar un lapso de siete 
días para que el Magistrado Sustanciador presente proyecto de fallo dentro de la técnica 
de revisión Constitucional de los Decretos Legislativos, es previsión de orden legal, 
diferente a la de origen constitucional contemplada en los numerales 4 y 5 del artículo 
242 del Ordenamiento Superior que se refiere al plazo que tienen el Procurador y la Corte 
de ordinario para rendir concepto y decidir, respectivamente. Dichos términos se 
conservan en el Decreto 2067 en sus artículos 79 y 811  e igualmente se reducen en una 
tercera parte en el artículo 38 ihidcni, cumpliéndose así con lo dispuesto en la Carta 
Fundamental. 

Finalmente se tiene que los términos que no sean de naturaleza constitucional, 
pueden ser señalados por el Legisladorde acuerdo con su criterio, como ocurreen el caso 
de la reducción del término de treinta días que tiene el Magistrado Sustanciador en los 
procesos ordinarios de constitucionalidad, a siete cuando se trata de la revisión de 
Decretos Legislativos". 

V. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

1. Competencia. 

La Corte Constitucional es competente para resolver en definitiva sobre la constitu-
cionalidad de la disposición acusada, pues el Decreto 2067 de 1991 fue expedido por el 
Presidente de la República en desarrollo de las precisas facultades extraordinarias a él 
conferidas por la Asamblea Nacional Constituyente mediante el artículo transitorio 23 
de la Carta Política. 

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 241-5 de la Constitución, en 
armonía con las disposiciones contenidas en sus artículos transitorios 611, 911  y 10, los 
decretos con fuerza de ley expedidos por el Gobierno en ejercicio de facultades 
extraordinarias y que tuvieron un trámite previo en la Comisión Especial, están sujetos 
al control de constitucionalidad a cargo de esta Corporación. 

Obsérvese que el artículo transitorio lOde la Constitución alude en ese sentido a "los 
decretos que expida el Gobierno en ejercicio de las facultades otorgadas en les artículos 
anteriores". El literal a) del artículo transitorio 6, estableció como atribución de la 
Comisión Especial la siguiente: "Improbar por la mayoría de sus miembros, en todo o 
en parte, los proyectos de decreto que prepare el Gobierno Nacional en ejercicio de las 
facultades extraordinarias concedidas al Presidente de la República por el artículo 
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anterior ven otras disposiciones del presente Acto Constitu t/ente, excepto los de nombra-
mientos". Una de esas disposiciones es la del artículo transitorio 23, con apoyo en el cual 
se expidió el Decreto 2067 de 1991. 

Existe, pues, una atribución expresa de competencia en cabeza de la Corte Consti-
tucional. 

2. Los términos procesales en los juicios que se adelantan ante la Corte Constitu-
cional. 

La Constitución Política establece entre sus postulados fundamentales "el debido 
proceso" (artículo 29), que impone alas autoridades ya los gobernados la obligación de 
observar y  respetar las reglas de conformidad con las cuales se adelantan los trámites 
ante las diversas instancias del aparato estatal. 

A este respecto ha señalado la Corte Constitucional: "El debido proceso entendido 
en sentido amplio o general es un estado de cambio constante y de evolución correspon-
diente a cualquier fenómeno, que tiene por objeto conseguir un fin establecido con 
anterioridad. 

En su acepción jurídica, el debido proceso es el conjunto de garantías establecidas 
como medios obligatorios necesarios y  esenciales para que el ejercicio de la función 
jurisdiccional se materialice, sise tiene en cuenta que es imposible aplicar el derecho por 
parte de los órganos del Estado, sin que la actuación de éstos se haya ajustado a los 
procedimientos institucionalizados para el fiel cumplimiento de su misión de adminis-
trar justicia. Significa esto que todos los actos que el Juez y  las partes ejecutan, en la 
iniciación, impulso procesal, desarrollo y  extinción del mismo, tienen carácter jurídico 
porque están previamente señal-.¡os por la ley instrumental. Es una actividad reglada 
y garantizadora que se desarrolla por etapas, entrelazadas o unidas por un objetivo 
común, como es el de obtener la aplicación del derecho positivo a un caso concreto, 
sometido a la actividad jurisdiccional del Estado" (Corte Constitucional. Sentencia 
N 442. Julio 3 de 1992. Magistrado Ponente: Dr. Simón Rodríguez Rodríguez). 

Todo asunto llevado ante las autoridades judiciales para su decisión, bien sea en la 
modalidad de la jurisdicción voluntaria, ya en la contenciosa, requiere de un orden 
mínimo dentro del cual se ventilen, de conformidad con la Constitución y  la ley, los 
diferentes asuntos materia dela decisiónque haya de adoptarel juez, y  es tan sólo dentro 
de ese orden, previamente establecido, que se llevan a cabo los actos procesales a cuyo 
final quien administra justicia habrá deadoptaruna decisión mediante la cual sedesatan 
los intereses en conflicto. Dentro delos elementos que previamente deben ser señalados 
por el legislador para el desarrollo de los procesos judiciales, uno de los esenciales es el 
de los "términos". Se trata de períodos expresamente previstos en calidad de oportuni-
dades, unas veces para el juez y  en otras ocasiones para las partes, dentro de las cuales 
han de ejecu tarse, siguiendo un orden, los actos.que confluyen a la formación del acervo 
que habrá de considerarse cuando se profiera el fallo. También se refiere el concepto a 
los lapsos que deben transcurrir para consolidar una actuación, hacer uso de un derecho, 
o dar certeza a una decisión judicial. 

El objetivo de los términos consiste en asegurar que el proceso avanza, consolidando 
etapas del mismo en la medida en que aquéllos precluyen, y en garantizar a las partes 
e intervinientes que encada momento procesal pueden hacer valer sus derechos siempre 
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y cuando actúen oportunamente, según reglas predeterminadas en el ordenamiento 
jurídico. 

La atribución de regular los procesos y  términos judiciales corresponde, de manera 
general, al legislador, siendo excepcionales los casos en que el propio Constituyente se 
la reserva, ocupándose él mismo en señalar algunas reglas, por considerar de especial 
importancia la materia respectiva. Tal es el caso de los procesos que deben seguirse ante 
la Corte Constitucional, respecto de los cuales -tornando en cuenta la trascendencia de 
su materia- la Constitución Política ha querido establecer parcialmente disposiciones 
que son pautas obligatorias del proceso, como la indispensable intervención del 
Procurador General de la Nación, la caducidad de la acción pública en tratándose de 
vicios formales, la oportunidad de participación ciudadana (artículo 241), la comunica-
ción al Gobierno o al Congreso acerca de la iniciación del proceso (artículo 244) y  los 
términos dentro delos cuales deben producirseel concepto fiscal y la decisión de la Corte 
(artículo 242, numerales 411  y 5Q)• 

La regla general en lo que atañe a la normación de los procesos que se surten ante 
la Corte Constitucional está dada por el enunciado artículo 242, el cual dispone que 
"serán regulados por la leiconforniea las siguientes disposiciones...... (Destaca la Corte). 

El Decreto 2067 de 1991 que es el instrumento jurídico mediante el cual, se establece 
el régimen procedimental de los juicios y actuaciones correspondientes, tiene sustento 
cii la citada norma y, como ya se dijo, en el artículo 23 transitorio de la Carta. 

El artículo 242 Superior, en su numeral l, faculta a cualquier ciudadano para iniciar 
las acciones de que trata el artículo 241, permitiéndole, igualmente, intervenir como 
impugnadoro defensor de las normas sometidas a control. Sin embargo, la Constitución 
Política guarda silencio respecto del momento en que esta intervención puede hacerse 
y, en consecuencia, corresponde al legislador, que lo hizo mediante el artículo 72 del 
nombrado decreto, disponer sobre el término para la respectiva impugnación o defensa. 
Una u otra, de conformidad con la mencionada norma tan solo pueden presentarse ante 
laCorte, porduplicado, durante losdiez (10)días de fijaciónen lista de las disposiciones 
acusadas. 

Aquíse tiene, como puede verse, uno de los términos procesales que no fue definido 
por el Constituyente y que, para asegurar la plena observancia de su voluntad sobre 
efectiva y  cierta participación del ciudadano en los juicios constitucionales, debía 
regular el legislador como en efecto lo hizo. 

Por el contrario, el artículo 242 Constitucional, impone en su numeral 21  la partici-
pación del Procurador General de la Nación en todos los procesos señalándole en los 
ordinarios, un término de treinta (30) días para rendir concepto (numeral 41-')• Aquí se 
encuentra un lapso dispuesto por el propio Constituyente, lo cual impide al legislador 
modificarlo, recortándolo o anipliá ndolo, pues ello implicaría la inconstitucionalidad 
de la disposición legal que lo hiciera. De igual manera, el numeral 31-'del artículo 242 de 
la Carta, prevé un término constitucional de un año para incoar acciones por vicios de 
forma; no podría el legislador ampliar ni reducir tal plazo. 

La misma disposición, en su numeral 4, confiere a la Corte Constitucional un 
término de sesenta (60) días para decithr (se destaca), de donde se desprende que la 
Constitución no entró a establecer los términos y  demás disposiciones aplicables a los 
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procedimientos que, por la naturaleza misma de las cosas, deben anteceder al instante 
en que la Corte tenga a su disposición la integridad de los elementos de juicio que le 
permitan resolver. Por eso, compete al legislador determinar los plazos para admitir la 
demanda, corregirla, practicar pruebas, fijar en lista las normas correspondientes, dar 
traslado al Procurador General de la Nación, presentar ponencia para fallo, convocar 
audiencias, tramitar incidentes de impedimento o recusación, hacer aclaración o salva-
mento de voto y notificar la decisión, actos que, atendiendo al mandato constitucional, 
deben ser previamente regulados en cuanto a forma y tiempo, para realizar los 
principios del debido proceso. 

Conclúyese de lo dicho que los términos procesales en esta clase de actuaciones son 
unos de naturaleza constitucional y otros de carácter legal, con arreglo a lo previsto en 
el artículo 242 de la Carta. 

Ahorabien, no todos ellos obedecen al mismo criterio, ni tienen idéntico tratamiento. 
De allí que, cuando el artículo 242 de la Constituciónemplea la expresión "de ordinario", 
deba entenderse que existen también procesos y términos "especiales", en los cuales los 
plazos se reducen a una tercera parte por hacerse menester, con fundamento en razones 
de seguridad jurídica, una pronta decisión sobre la constitucionalidad de los decretos 
que dicte el Presidente de la República en los casos que contemplan los artículos 212,213 
y 215 de la Carta. 

3. El proceso en materia de decretos legislativos. 

Atendiendo, pues, a la especial naturaléza de esta clase de normas, el Constituyente 
y el legislador se ocuparon en establecer, dentro de la órbita que a cada uno correspon-
día, el trámite que debe dárseles ante la Corte Constitucional. Es asícomo el Capítulo VII 
del Decreto 2067 de 1991, artículos 36 a 38, señala que si el Gobierno no envía, al día 
siguiente al de su expedición, copia auténtica del texto de los decretos legislativos que 
dicte en ejercicio de las facultades que le conceden los artículos 212, 213 y  215 de la 
Constitución, "El Presidente de la Corte Constitucional solicitará copia auténtica del 
mismo a la Secretaría General de la Presidencia de la República, con dos días de término". 
(Destaca la Corte). 

Se encuentra, entonces, un término constitucional -el de un día para que el Gobierno 
Nacional haga el envío (artículo 214, numeral 6Q de la Carta)- y un término legal -el de 
dos días- para que, ante el requerimiento de la Corte, la Secretaría General de la 
Presidencia de la República cumpla el deber constitucional que le corresponde si no lo 
hizo inicialmente (artículo 36 del Decreto 2067 de 1991). 

El plazo de fijación en lista para hacer efectiva la intervención ciudadana es señalado 
en cinco (5) días por el artículo 37 del mencionado decreto, sin que exista fundamento 
constitucional que imponga ligar este término con el correspondiente de diez (10) días 
que se dispone para los procesos "ordinarios", pues la regla de la tercera parte es 
aplicable a los términos constitucionales y  concierne apenas a los necesarios para 
concepto del Procurador y decisión de la Corte, que son los únicos mencionados en el 
artículo 242-4 de la Constitución. 

Igual ocurre con el plazo señalado al Magistrado Ponente para presentar proyecto 
de fallo en el proceso especial de control de decretos legislativos, que según el artículo 
38 del Decreto N 2067 de 1991, es de siete (7) días, pues ante la inexistencia de un 
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término constitucional para tal efecto en los procesos ordinarios, no había base para 
liquidarla tercera parte y bien podía el legislador, por ser de su competencia, señalar el 
plazo que estimara razonable. 

Se insiste en que los términos conferidos por el Estatuto Fundamental a la Corte 
Constitucional, se aplican a actos y decisiones que, según la Constitución, debe proferir 
la Corporación en pleno y no a aquellos que, como en el caso de la presentación de 
ponencia para fallo, implican la actuación de uno solo de sus miembros. En esta materia 
la Carta considera la existencia del cuerpo colegiado -que es el responsable de la 
decisión correspondiente y el que goza de competencia constitucional para adopta rla-
y no la de los individuos que lo componen. Estos, para hacer posible la determinación 
del órgano deben llevar a cabo pasos previos -como la conducción del proceso en sus 
diligencias preliminares, la práctica de pruebas y la sustanciación- que no pueden 
imputarse, en cuanto toca con el transcurso y  vencimiento de los términos, a los que 
constitucionalmente han sido otorgados a la Corporación. Tal imputación, que implica-
ría reducción del término constitucional, comportaría un vicio que sí llevaría a la 
inexequibilidad de la norma legal que la plasmara. 

Así, pues, la Corte no encuentra fundados los argumentos de la demanda y  declarará 
ajustadas a la normativa fundamental las expresiones acusadas. 

VI. DECISION 

Por las razones que anteceden, la Corte Constitucional de la República de Colombia, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. Decláranse EXEQUIBLES, por no ser contrarias a la Constitución Política, 
las expresiones "el lapso de siete días", contenidas en el artículo 38 del Decreto N 2067 
de 1991. 

Cópiese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y cúmplase. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

VLADIMIRONARANJOMESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

57 



SENTENCIA No. C-112 
de marzo 25 de 1993 

DERECHO DE SINDICALIZACION 

Ahora se permite conformar sindicatos no sólo a los trabajadores del sector privado, sino 
también del público, cualquiera que sea su denominación (empleados públicos, trabajadores 
oficiales, etc.), al igual que a los empleadores o patronos, con la única salvedad de los miembros 
de la Fuerza Pública. Otra de las novedades de la nueva Carta en esta materia,fue la de elevara 
rango constitucional los derechos inherentes o consustanciales al de sindicalización conio son :el 
de huelga q  nc aparece contemplado en el artículo 56, salvo en los servicios públicos "esenciales" 
definidos por el legislador;ielderccho de negociación colectiva ti quealndeelartículo55, con las 
excepciones que señale la ley. 

DERECHO DE NEGOCIACION COLECTIVA 

La negociación colectiva es inherente al derecho de sindicalización y  está considerada como 
ci mecanismo idóneo para fijar las condiciones deenipleode quienes están ligados por contrato de 
trabajo. La Constitución Nacional garantiza el derecho de negociación colectiva de los trabajado-
res oficiales, salvo las excepciones establecidas en la ley. Las entidades del Estado, al igual 
que sus sindicatos i, trabajadores, deben negociardntrode los límites legales con elfin de lograr 
un orden económico i social más justo, en el que exista un equilibrio entre el Estado y sus 
trabajadores en el logro de la justicia 1/equidad. De ahí que las pretensiones laborales no puedan 
sera tal punto ilimitadas, que conlleven alaniquilanuentode la empresa, a su quicbra,detcrioro 
o improductividad, i, que tampoco los entes estatales puedan constituciomialniente conceder 
salario. 

CONGRESO DE LA REPUBLICA-Funci6nIESTRUCTURA DE LA 
ADMINISTRACION 

La competencia asignada por la Constitución al Congreso para estatuir acerca del régimen 
jurídico que debe imperar en las entidades descentralizadas del orden nacional y por ende, en 
las empresas industriales i, comerciales de/ Estado i en las sociedades de economía miiixta 
sonictidasal régimen de dichas cnipresas,deiitrodel cual seeiicueimtra -desde luego- lo referente 
a las remuneraciones tj prestaciones tic los trabajadores oficiales de las respectivas entidades 
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mencionadas, con la consiguientef unción constitucional exclusiva del mismo órgano lcgislativo 
para fijar los gastos de la administración. Bien puede el Legó'!ndor, en ejercicio de sus 
competencias constitucionales fijar topes máximos a la remuneración tj prestaciones de los 
trabajadores oficiales pites tal actuación tiene nítido asidero constitucional, sin que, por lo 
demás, pueda válidamente aducirse que tal proceder comporto desconocimiento de la libertad de 
negociación colectiva, ya que, sic! Gobierno está sometido a los derroteros normativos que sobre 
la materia fije la ley, con mayor razón lo están sus representantes en las citadas entidades i, sus 
trabajadores al negociar su régimen salarial y prestacional y al plasmarlo en las Convenciones 
respectivas. 

DERECHOS ADQUIRIDOS 

La aplicación de la disposición debe en todos los casos respetar los derechos adquiridos de los 
trabajadores oficiales respecta ¿le los cuales se predicare la hipótesis fáctica descrita, como quiera 
que en ese evento se estaría en presencia de situaciones jurídicas ya consolidadas i, no de ojeras 
expectativas. 

Expediente N D-088. 

Norma acusada: artículo 311  Ley 60 de 1990. 

Materia: Tope máximo a la remuneración yprestaciones sociales delos trabajadores 
oficiales (equivalente a lo que perciba el representante legal de la entidad respectiva). 

Temas: Derecho de negociación colectiva. Mínimo salarial y  prestacional de los 
trabajadores oficiales. 

Actor: Oswaldo Hernández Ortiz. 

Magistrado Ponente: Dr. HERNANDO HERRERA VERGARA. 

Aprobada por Acta N 25. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo veinticinco (23) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

1. ANTECEDENTES 

Procede la Sala Plena de la Corte Constitucional a resolver la acción pública de 
inconstitucionalidad interpuesta por el ciudadano OSWALDO HERNANDEZ ORTIZ 
contra el artículo 311  de la Ley 60 de 1990, por considerarlo viola tono de los artículos 55 
y 150-19-f de la Constitución Nacional. 

Cumplidos, como están, los trámites constitucionales y  legales exigidos para los 
asuntos de esta índole, es del caso decidir. 

II. NORMA ACUSADA 

El tenor literal del precepto demandado, es el que a continuación se transcribe: 

"Artículo 3Q,  En ningún caso podrán los directivos de las empresas industriales y 
comerciales del Estado y de las sociedades deeconomía mixta sometidas al régimen de 
dichas empresas, autorizar remuneraciones y  prestaciones para los trabajadores 
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oficiales de la respectiva entidad que anualmente excedan lo percibido por el represen-
tante legal de la misma". 

III. LA DEMANDA 

Alega el demandante que el artículo 30  de la Ley 60 de 1990, está estableciendo en la 
práctica un tope máximo a las prestaciones sociales de los trabajadores oficiales, lo que es 
abierta nzente con trario 1,, por lo mismo, inconstitucional, con lo queexpresament e manda e! texto 
constitucional del literaif,) ordinal 19 del artículo 150, que aii t ariza al Congreso para legislaren 
la materia, pero solamente, en lo referente a las prestaciones mínimas de dichos trabajadores. 

Agrega que como los gerentes y  directores de las empresas a que alude la norma 
demandada son empleados públicos, esta circunstancia conduce a que se establezca un 
máximo en las remuneraciones y prestaciones de los trabajadores oficiales, pues como la letifija 
ín tegranient e las remu neracioucs iiprestacionesde k em picados públicos, está a! mismo tiempo 
limitando en forma de tope máximo las citadas remuneraciones de los trabajadores oficiales. 

Dicha actuación conlleva a que los directivos de tales entidades aduzcan que la ley 
no les permite conceder prestaciones sociales superiores a las fijadas para sus represen-
tantes legales, proceder que contradice abiertamenteel derecho de negociación colectiva 
y el deber del Estado de promover la concertación pacífica de los conflictos laborales, 
previstos en el artículo 55 del Estatuto Supremo. La negociación colectiva, entonces no 
tiene sentido alguno, por la precitada limitación. 

IV. INTERVENCIONES 

Dentro del término de fijación en lista se recibieron varios escritos dirigidos a 
defender la constitucionalidad de la norma impugnada, así: 

1. El Presidentedel Congresode la República manifiesta que asícomo al Legislativo 
le corresponde, mediante la expedición de normas generales, señalar al Gobierno los 
objetivos y  criterios a los cuales debe sujetarse para regular el régimen de prestaciones 
sociales mínimas de los trabajadores oficiales, puede por otra parte, establecer también 
límites máximos, porque no le está prohibido ya que la potestad de hacer las leyes lleva en sí 
todas las facultades implícitas necesarias para legislar sobre todos los asun tos que requieran las 
necesidades i, con ven iencias de la Nación y no solamente las expresamente mencionadas en 
la Carta Política. 

2. El Director del Departamento Administrativo del Servicio Civil no comparte los 
argumentos del demandante y afirma que dentro de las funciones del Congreso está la 
de expedir leyes de intervención económica, al tenor de lo dispuesto en el artículo 334 
de la Carta Política, las que han de precisar los fines, alcances y  límites a la libertad 
económica de conformidad con lo ordenado por el artículo 150-21 ibideni, categoría a que 
pertenece lo impugnado. 

De otra parte considera que si bien es Cierto los trabajadores oficiales tienen libertad 
económica de negociación el Congresoen cumplimientode los artículos 150-21 y 150-19 de 
la Carta precisa los límites de esa libertad, razón por la cual la norma acusada no coarta 
la facultad de negociación colectiva. 
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Se están estableciendo unas reglas dentro de las cuales pueden operar dichas negociaciones, 
teniendoen cuenta que ladireccíóngcneraldc laeconomíaestá a cargo de! Estado vqueen materia 
de negociación colectiva de las prestaciones sociales de los trabajadores oficiales se está trazando 
una directiva o lineamiento para el manejo de los dineros públicos en cabeza de las diferentes 
entidades oficiales... La laxitud en el manejo de los dineros incide en la economía del Estado; en 
consecuencia, para poder llegar a tener un efectivo control del gasto público es indispensable 
ejercer controles al gasto defuncionamien fo de las entidades oficiales. 

3. Los Ministerios de Hacienda y Crédito Público y de Trabajo y Seguridad Social, 
presentaron conjuntamente sus argumentos, según los cuales, así como la ley puede 
fijarlo mínimo respecto a las prestaciones sociales de los trabajadores oficiales, también 
puede fijar lo máximo. 

A juicio de los citados intervinientes, en razón a que el Gobierno Nacional tiene la 
obligación constit ucional il legal, de controlar el gasto público, seliace indispensable fijar topes 
en los mismos, pites es apenas consecuente si tenemos en cuenta que el propio Gobierno tiene 
limitantes dentro del sistema presupuestal general de la Nación, a! cita! debe sonieterse. 

Observanque, además, las asociaciones sindicales en eldesarrollode sus actividades, entre 
ellas la de presentar pliegos de peticiones tj su consecuente negociación deben someterse al 
ordenamiento legal así, pues, los derechos de asociación y de negociación colectiva no son 
ilimitados, lo cual determina que tales sujetos carezcan en su accionar de libe rt ad absolu fa. 

Finalizan diciendo que la ley fijó un tope salarial para evitar la continuación del desangre 
económico que por experienciaesfrecuenteen estas empresas y teniendo en cuenta que el interés 
privado -en este caso, el de un grupo de trabajadores- debe ceder al interés público o 
social, como lo ordena el artículo 58 de la Carta Política. 

V. EL MINISTERIO PUBLICO 

En Oficio N 62 del 26 de agosto de 1992, el Procurador General de la Nación emite 
la vista fiscal de rigor, en la que solicita a la Corte declarar exequible el artículo 3,1  de la 
Ley 60 de 1990. 

En criterio del Jefe del Ministerio Público los argumentos que esta Corporación 
expuso al declarar exequible el artículo 2de la Ley60 de 1990 -cuyo numeral 41, autoriza 
la negociación de futuras convenciones colectivas por partede las entidades públicas allí 
citadas-, avalan la constitucionalidad de lo acusado en este proceso, toda vez que este 
último contenido normativo es la resultante lógica del primero. 

Por lo demás, señala que la disposición impugnada obedece a un claro propósito 
racionalizador del costo de manejo de personal de estos organismos, que siendo negativo afecta 
tanto a los trabajadores como a la colectividad. 

A su juicio, se trata de una medida de ajuste o sujeción a políticas macroeconómicas 
fiscales, racionalizadoras de la productividad en el uso de los recursos que se asignan a las 
empresas industriales y comerciales del Estado ya las sociedades de economía mixta, asimiladas 
a éstas por la configuración de su capital social, así como de los recursos que dentro de la 
autonomía patrimonial les pertenecen. 

En su sentir, la previsión del artículo 311  de la Ley 60 de 1990 en ningún momento es 
restrictiva, ni disniinutiva del mínimo de las prestaciones que acompañan a los trabajadores 
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oficiales; es una medida ennnentemente racionalizadora, que no vedo en ningimn momento la 
posibilidad de que se introduzcan nuevos beneficios que uwjo'en las condiciones prestacionales 
de los trabajadores. 

- En su opinión, la norma controvertida tampoco lesiona los principios laborales 
superiores "ni implica un retroceso en cuanto a las normas de contratación colectiva, 
porque en adelante tales negociaciones se realizarán por parte de la administración 
sobre unas bases ciertas, y no como solía ocurrir, sobre cifras irreales que dieron origen 
alas circunstancias anómalas mencionadas". (Se refierea la quiebra de algunas de estas 
empresas). 

- Para concluir su concepto el Procurador hace ver que esta medida fue reiterada por 
el artículo 911  de la Ley 4 de 1992, que también se enmarca dentro del contexto 
racionalizador del gasto público de que se ha hecho mención. 

VI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

A. Competencia. 

Compete a esta Corporación resolver sobre la constitucionalidad del artículo 3  de 
la Ley 60 de 1990, al tenor de lo prescrito por el artículo 241-4 del Estatuto Fundamental. 

B. El ordenamiento constitucional aplicable al examen de los cargos. 

Tal como esta Cortelo ha expresado en otras oportunidades, por cuanto la acusación 
versa sobre cuestiones materiales o de fondo, el estudio del mandato impugnado deberá 
hacerse a la luz de las normas constitucionales vigentes al momento de proferir el fallo, 
esto es, la Carta Política de 1991. A ello seguidamente se procederá. 

C. Las entidades a que se refiere la norj'a demandada. 

Esta Corte considera del caso comenzar por hacer unas consideraciones en torno a 
las entidades que son destinatarias del contenido normativo cuestionado. 

Es bien sabido que las empresas industriales y comerciales de] Estado, las sociedades 
de economía mixta y los establecimientos públicos conforman las denominadas en tida-
des descentralizadas. La Constitución vigente dispone que éstas pueden ser de tres 
órdenes, a saber: nacionales, departamentales y municipales. 

Son nacionales, las creadas por el Congreso mediante una ley de la República (art. 
150-7 C. N.); departamentales, las creadas por las Asambleas Departamentales por 
medio de ordenanzas (art. 300-7 C. N.); y municipales, las creadas por los Concejos 
Municipales mediante acuerdos (art. 313-6 C. N.). 

El artículo 611  del Decreto 1050 de 1968 define a las empresas industriales y 
comerciales del Estado como organismos creados por la ley o autorizados por ésta, que 
desarrollan actividades de naturaleza industrial o comercial conforme a las reglas del 
derecho privado, salvo las excepciones que consagre la ley. Tales entes reúnen las 
siguientes características: personería jurídica, autonomía administrativa y  capital 
independiente, constituido totalmente con bienes o fondos públicos comunes, los 
productos de ellos, o el rendimiento de impuestos, tasas o contribuciones de destinación 
especial. 
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Las sociedades de economía mixta son, según el artículo8del mismo ordenamiento, 
organismos constituidos bajo la forma de sociedades comerciales con aportes estatales 
y de capital privado, creados por la ley o autorizados por ésta, que desarrollan 
actividades de naturaleza industrial o comercial conforme a las reglas del derecho 
privado, salvo las excepciones que consagre la ley. 

El grado de tutela y  en general, las condiciones de participación del Estado en esta 
clase de sociedades se determina en la ley que las crea o autoriza así como en el 
respectivo contrato social. 

Además, conforme al artículo 3del Decreto 31 3Ode 1968 las sociedades de economía 
mixta en las que el Estado posea el noventa por ciento (90%) o más de su capital social, 
se someten al régimen previsto para las empresas industriales y  comerciales del Estado. 

La norma acusada se refiere, pues, a las empresas industriales y comerciales del 
Estado, cuyo capital, como quedó expuesto, está constituido íntegramente por fondos 
públicos del Estado, y  a las sociedades de economía mixta en las que éste posea el 
noventa por ciento (90%) o más de su capital social. 

En el caso presente, la Corte circunscribirá su examen a lo concerniente a las 
entidades mencionadas en tanto correspondan al orden nacional, por cuanto la Ley 60 
de 1990 a la cual pertenece el artículo 3Q  materia de impugnación, se contrae a tomar 
medidas en relación con los empleos del sector público de dicho nivel. 

D. Quiénes son los llamados "servidores públicos". 

La ConstituciónNacional engloba dentro del concepto genérico de servidores publicos 
a todas aquellas personas que estando al servicio del Estado y  la comunidad, ejercen 
funciones públicas, como son los miembros de las corporaciones públicas, los emplea-
dos y  trabajadores del Estado y  los de las entidades descentralizadas territorialmente y 
por servicios, al tenor de lo dispuesto en su artículo 123. 

Dicho término genérico comprénde, pues, a los funcionarios públicos, los empleados 
públicos y  los trabajadores oficiales. Por lo demás, la Constitución señala expresamente 
que los diputados no tienen la calidad de funcionarios públicos (art. 299), ni los 
Concejales el carácter de empleados públicos (art. 312). 

Por regla general, los servidores del Estado, se vinculan a la administración por 
medio de una situación legal y  reglamentaria, esto es, establecida por ley, la cual no 
puede ser modificada sino por otra norma de igual jerarquía. De manera excepcional 
tales servidores pueden vincularse por una relación contractual, es decir, a través de un 
contrato de trabajo. 

Conforme a lo prescrito por el artículo 5Q  del Decreto 3135 de 1968 las personas que 
prestan sus servicios en los unnisterios, departamentos administrativos, superintendencias i, 
establecimientos públicos, son empleados públicos; sin embargo, los trabajadoresde la construc-
ción y sostenimiento de obras públicas son trabajadores oficiales. En los estatutos de los 
establecimientos públicos se precisará qué actividades pueden ser desempeñadas por personas 
e'inciiladas mediante Con trato de trabajo. 

Al tenor del referido precepto las personas que prestan sus servicios en las empresas 
industriales y comerciales del Estado SOfl trabajadores oficiales; sin embargo, los estatutos de 
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dichas empresas precisarán quéact iz'idndcs de dirección o confianza deben scrdesempeiadas por 
personas que tengan la calidad de empleados públicos. 

Así, pues, tiénese que según estas normas legales, las personas que prestan sus 
servicios a las empresas industriales y comerciales del Estado y a las sociedades de 
economía mixta sometidas al régimen de las anteriores, tienen la categoría de trabaja-
dores oficiales y,  en consecuencia, están vinculadas por contrato de trabajo, excepción 
hecha de algunos cargos que ocupan personas que cumplen actividades de dirección o 
confianza, expresamente contemplados en los estatutos de las mismas, quienes ostentan 
el carácter de empleados públicos sometidos a una situación legal y  reglamentaria. 

E. Las competencias de fijación de salarios y  prestaciones sociales en las Consti-
tuciones de 1886 y 1991. 

En el régimen constitucional antes vigente (Carta Política de 1886), el sistema de 
fijación de salarios y prestaciones sociales para los servidores del Estado, era una labor 
compartida entre las Ramas Legislativa y  Ejecutiva del Poder Público. 

En efecto, al Congreso le correspondía por medio de ley fijar las escalas de 
remuneración de las distintas categorías de elupleos y el régimen de sus prestaciones 
sociales (art. 76-9 C. N.). 

Por su parte, competía al Presidente de la República crear, suprimir y  fusionar los 
empleos que demandare el servicio de los Ministerios, departamentos administrativos 
y los subalternos del Ministerio Público, al igual que señalar sus funciones especiales y 
fijar sus dotaciones y emolumentos, todo con sujeción a las leyes a que se refería el 
ordinal 911  del artículo 76. Disponíase además que el Gobierno no podía crear a cargo del 
Tesoro obligaciones que excedieran el monto global fijado para el respectivo servicio en 
la ley de apropiaciones iniciales (art. 120-21 C. N.). 

La ley que señalaba las escalas de remuneración de las distintas categorías de 
empleos correspondía a la categoría de las llamadas "Leyes Marco". El Gobierno debía 
ajustarse a sus preceptos al asignar los salarios para los empleados; no podía ni rebasar 
los límites o topes que en ella le fijara el legislador, ni exceder las respectivas apropia-
ciones presupuestales. 

De igual modo, al legislador le correspondía establecer el régimen de prestaciones 
sociales aplicables a los servidores públicos, al paso que al Gobierno le competía efectuar 
los reconocimientos pertinentes, según el cargo y  el salario del empleado. 

Según el artículo 150-19 del Estatuto Supremo vigente, compete al Congreso de la 
República por medio de ley, dictar las normas generales y señalar en ellas los objetivos 
y criterios a los cuales debe sujetarse el Gobierno Nacional para los siguientes efectos: 

11 

e) Fijar el régimen salarial y  prestacional de los empleados públicos, de los miembros 
del Congreso Nacional y  de la Fuerza Pública. 

O Regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 
11 

64 



C-112/93 

De manera análoga a lo que acontecía en el régimen constitucional anterior, en el 
actual el Congreso cumple la mencionada función por medio de las denominadas Leves 
Marco. 

Como es bien sabido, dicha categoría conceptual se introdujo a nuestro ordenamien-
to constitucional con la Reforma de 1968; la característica principal que distingue a tales 
leyes de las demás, consiste en que su contenido se dirige exclusivamente a sentar 
principios, criterios, bases u orientaciones de carácter general, a consagrar derroteros 
especiales, lineamientos, pautas o directrices generales o a señalar límites, a los cuales 
debe atenerse el Gobierno cuando vaya a desarrollarlas y  a aplicarlas. 

Paralelamente, al Presidente de la República se le asigna en el artículo 189-14 ihidein 
la tarea de: 

Crear, fusionar 1/suprimir, conforme ala ley, los empleos que demande la administración 
central, sefialar las funciones especiales yfijar sus dotaciones y emolumentos. (Las cursivas 
negrillas no son del texto). 

Dicho texto al tiempo le señala la prohibición de crear con cargo al Tesoro, 
obligaciones que excedan el inontoglobalfijado para el res pectivo sert'icioen la ledeapropiacio-
lies iniciales. 

En síntesis: el Presidente de la República fija los salarios y  emolumentos correspon-
dientes a los empleos de la administración central y  de los empleados públicos, pero 
ajustándose al marco general que señala el Congreso. 

En cuanto atañe a los trabajadores oficiales, compete al Gobierno, con sujeción a la 
ley establecer el régimen salarial y  prestacional mínimo que ha de regir los contratos, de 
manera que cualquier pacto por debajo de dichos mínimos es nulo y carece de validez 
(art. 150-19, literal f, C. N.). 

De otra parte, es pertinente recalcar que como los trabajadores oficiales gozan del 
derecho de sindicalización y,  por ende, del de negociación colectiva, pueden celebrar 
convenios colectivos de trabajo en los que se consagren mejores condiciones de empleo, 
mayores salarios, prestaciones sociales, seguridad social, recreación, educación, etc., 
salvo las excepciones establecidas cii la ley (art. 55 C. N.). 

F. El artículo 3º de la Ley 60 de 1990, materia de acusación. 

Según este precepto legal, los directivos de las empresas industriales y  comerciales 
del Estado y  las sociedades de economía mixta sometidas al régimen de aquéllas, es 
decir, en las que el Estado posee el 90% o más de su capital social, no pueden autorizar 
remuneraciones y  prestaciones para los trabajadores oficiales de las mismas, que 
anualmente excedan lo percibido por el representante legal de la entidad respectiva. 

En sentir del demandante esta disposición viola los artículos 150-194 y55 de la Carta 
Política, en tanto señala un límite máximo en los salarios y  prestaciones de los 
trabajadores citados, que de contera desconoce el derecho de negociación colectiva. 

G. La Carta de 1991 y  las garantías y  principios tutelares del derecho al trabajo. 

1. La Constitución de 1991 vino a satisfacer un viejo anhelo de los trabajadores cual 
era el de que se consagrara en una norma constitucional independiente y  autónoma el 
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derecho de sindicalización, ya que conforme a los preceptos del Estatuto Superior antes 
vigente (Constitución de 1886), tal derecho no aparecía en forma expresa sino que se 
venía deduciendo del derecho de asociación general que, como se sabe, es una especie 
de éste. 

Dicho derecho -que ya existía a nivel legal- quedó estatuido en el artículo 39 de la 
Constitución, en los siguientes términos: 

"Los trabajadores o empleadores tienen derecho a constituir sindicatos o asociacio-
nes, sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple 
inscripción del acta de constitución. 

La estructura interna ye! funcionamiento de los sindicatos y  organizaciones sociales 
y gremiales se sujetarán al orden legal ya los principios democráticos. 

La cancelación ola suspensión de la personería jurídica sólo procede por vía judicial. 

Se reconoce a los representantes sindicales el fuero y las demás garantías necesarias 
para el cumplimiento de su gestión". 

Así, pues, ahora se permiteconformar sindicatos no sólo a los trabajadores del sector 
privado, sino también del público, cualquiera que sea su denominación (empleados 
públicos, trabajadores oficiales, etc.), al igual que a los empleadores o patronos, con la 
única salvedad de los miembros de la Fuerza Pública -integrada por las Fuerzas 
Militares y  la Policía Nacional- restricción que también establecía la Carta Política de 
1886 en su artículo 168, dado el carácter no deliberante de la misma, que se encuentra 
vigente por mandato del artículo 219 de la Carta de 1991. 

2. Otra de las novedades de la nueva Carta en esta materia, fue la de elevara rango 
constitucional los derechos inherentes o consustanciales al de sindicalización como son: 
el de huelga que aparece contemplado en el artículo 56, salvo en los servicios públicos 
esenciales definidos por el legislador; ye! drecho de negociación colectiva a que alude 
el artículo 55, con las excepciones que señale la ley. 

Cabe agregar que la protección del derecho de sindicalización, la libertad sindical, 
y el derecho de negociación colectiva, fueron reconocidos por la Organización Interna-
cional del Trabajo, OIT, en 1948 y 1949, a través de los Convenios números 87 y 98 
respectivamente, acogidos por Colombia mediante Leyes números 26 y  27 de 1976. 

Recuérdese a este propósito, además, la disposición constitucional conforme a la 
cual los Convenios Internacionales del Trabajo, una vez ratificados por nuestro país, 
hacen parte de la legislación interna (art. 55 C. N.). 

H. La Carta de 1991 ye! derecho de negociación colectiva. 

Este derecho, como se expresó en el punto anterior, está consagrado en la Constitu-
ción en el artículo 55 en los siguientes términos: 

"Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones 
laborales, con las excepciones que señale la ley. 

Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución 
pacífica de los conflictos colectivos de trabajo". 
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La negociación colectiva es inherente al derecho de sindicalización y está conside-
rada corno el mecanismo idóneo para fijar las condiciones de empleo de quienes están 
ligados por contrato de trabajo. 

La negociación colectiva no es entonces un instrumento residual para regular las 
relaciones laborales, sino el instrumento por antonomasia, que desplaza el sistema de 
fijación por el Estado de las condiciones de trabajo. 

Al proponerse en la Asamblea Nacional Constituyente el mandato constitucional en 
comento, se ilustró su razón de ser, entre otras, con las consideraciones siguientes: 

"Se insiste en la necesidad del diálogo, de la concertación y de los acuerdos, como 
forma de evitar los conflictos laborales y de afianzar un clima de tranquilidad social. Es 
un derecho y una práctica que consideramos debe hacerse extensiva a todos los 
trabajadores, incluyendo a los demás empleados públicos, por cuanto es muy negativo 
que a estos trabajadores se les siga dando un tratamiento de ciudadanos de segunda 
categoría con relación a algunos derechos laborales. Fomentar el diálogo, la negociación 
y la concertación en el campo laboral y  social, es una buena práctica y  un buen principio, 
que mucho nos puede contribuir a encontrar formas que hoy se viven en Colombia y  a 
consolidar un clima de tranquilidad y paz ciudadana". (Gaceta Constitucional N 45. 
Informe Ponencia). 

Como lo afirmó la Corte Suprema de justicia -Sala de Casación Laboral- en sentencia 
de febrero 14 de 1980, las negociaciones colectivas: 

"Son la forma eficaz y pacífica para que quienes viven del esfuerzo cotidiano 
puedan lograr su mejoramiento económico y social mediante la celebración de Conven-
ciones Colectivas del Trabajo reguladoras de las condiciones jurídicas y económicas 
para la prestación de los servicios subordinados en el establecimiento respectivo. Y 
constituyen además tales negociaciones un importante factor de progreso de la legisla-
ción laboral, de suyo más dinámica que la propia de materias diferentes, como tutelar 
que siempre debe ser de los derechos de quienes tienen como principal fuente de 
ingresos su trabajo personal". 

1. El examen de los cargos. 

Como se expuso, el demandante alega que la norma acusada infringe el literal fi, 
ordinal 19 del artículo 150 de la Constitución vigente, ya que según él, este precepto 
autoriza al Congreso para legislar en la materia pero solamente en lo referente a las 
prestaciones nzíninzasdelostrabajadores oficiales. 

Del examen del cargo que se estudia, resulta pertinente resaltar en primer lugar, que 
las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía mixta 
constituidas con fondos del Estado -las primeras- y con el 90% o más de su capital social 
-estas últimas- son entidades descentralizadas que integran la estructura de la adminis-
tración nacional, de conformidad con lo previsto en los Decretos 1050 de 1968 (arts. 6 
y 8)  y 3130 del mismo año (arts. 111  y 311), los cuales constituyen el Estatuto Orgánico de 
las entidades descentralizadas del orden nacional. 

Ahora bien, el artículo 150 de la Carta Fundamental, en sus numerales 71  y  11 
establece lo siguiente: 
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"Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones: 

70• Determinar la estructura de la administración nacional y  crear, suprimir o 
fusionar ministerios, departamentos administrativos, superintendencias, estableci-
mientos públicos y  otras entidades del orden nacional, señalando sus objetivos y 
estructura orgánica; reglamentar la creación de las Corporaciones Autónomas Regiona-
les dentro de un régimen de autonomía; así mismo, crear o autorizar la constitución de 
empresas industriales o comerciales del Estado y  sociedades de economía mixta. 

11. Establecer las rentas nacionales y  fijar los gastos de la administración. (Se destaca). 

De lo anterior se deduce que es al Congreso de la República a quien corresponde por 
ley determinar la estructura de la administración nacional, dentro de la cual se- incluyen 
a las empresas industriales y  comerciales del Estado y a las sociedades de economía 
mixta, quedando habilitado por consiguiente, para establecerel régimen laboral atinen-
tea esta clase de entidades descentralizadas del orden nacional. 

De acuerdoconlo anterior, en tal condicióndichos entesdeben ajustar susdecisiones 
a la política general previamente trazada por el Legislador en el campo económico, 
social, cultural, etc., por lo cual han de moverse dentro de los límites que fija la ley al 
aprobarlos gastos de la administración, como lo señala el numeral 11 del artículo 150 
de la Constitución Nacional. 

Tanto es así que, no obstante la autonomía administrativa que caracteriza a las 
empresas industriales y  comerciales del Estado, su dirección está a cargo de una Junta 
o Consejo Directivo, presidido por un Ministro del Ramo (art. 25 del Decreto 1050 de 
1968), lo cual se predica también para las sociedades de economía mixta, pues según lo 
ordena el artículo 311  del Decreto 3130 de 1968k  éstas se someten al régimen previsto para 
las empresas industriales y  comerciales del Estado. 

Queda claro que es al Congreso a quien le corresponde por ley fijar el marco general 
de la estructura de la administración, los servicios y funciones que deben prestar los 
organismos que crea, señalar sus órganos directivos o rectores y la composición de los 
mismos, sus dependencias internas y determinar sus objetivos y estructura orgánica así 
como fijar los gastos de la administración. (Se destaca). 

Por su parte, es el Gobierno el que debe sujetarse a las normas generales que expida 
el Congreso para el cumplimiento de dichos objetivos y criterios. 

Es por ello, por lo que el artículo 150 numeral 19 señala que igualmente corresponde 
al Congreso: 

"19. Dictarlas normasgenerales, y señalar enellas losobjetivos ycriterios a los cuales 
debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 

e) Fijarel régimen salarial y prestacionalde losempleados públicos, de los miembros 
del Congreso Nacional y  de la Fuerza Pública; 

O Regularel régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales". 
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Y por lo que igualmente, le corresponde al Presidente de la República como Jefe de 
Estado, Jefe del Gobierno y  Suprema Autoridad Administrativa: 

"14. Crear, fusionar o suprimir, conforme a ¡a ley, los empleos que demande la 
administración central, señalar sus funciones especiales y  fijar sus dotaciones y  emolu-
mentos. El Gobierno no podrá crear, con cargo al Tesoro, obligaciones que excedan el 
monto global fijado para el respectivo servicio en la ley de apropiaciones iniciales. 

15. Suprimir o fusionar entidades u organismos administrativos nacionales de 
conformidad con la ¡cii. 

16. Modificar la estructura de los ministerios, departamentos administrativos y 
demás entidades u organismos administrativos nacionales, con sujeción a los principios i 
reglas generales que defino la ¡ci,". 

Así mismo, cabe recordar cómo el artículo 210 de la misma Carta, determina que: 
11 

La ley establecerá el régimen jurídico de las entidades descentralizadas y  la respon-
sabilidad de sus presidentes, directores o gerentes". 

Todo lo anterior demuestra dentro del análisis jurídico planteado, la competencia 
asignada por la Constitución al Congreso para estatuir acerca del régimen jurídico que 
debe imperar en las entidades descentralizadas del orden nacional y,  por ende, en las 
empresas industriales y  comerciales del Estado y  en las sociedades de economía mixta 
sometidas al régimen de dichas empresas, dentro del cual se encuentra -desde luego- lo 
referente a las remuneraciones y prestaciones de los trabajadores oficiales de las 
respectivas entidades mencionadas, con la consiguiente función constitucional exclusi-
va del mismo órgano legislativo para fijar los gastos de la administración. 

El mismo Gobierno pues, no podría en este evento, como lo señala el numeral 14 del 
artículo 189 de la Carta, establecer obligaciones que excedan el monto global fijado para 
el respectivo servicio en la ley de apropiaciones iniciales, ni siquiera por la vía de la 
negociación colectiva con los trabajadores, ya que -como se ha expuesto- ello es una 
competencia del Congreso no solamente en cuanto a la fijación de los gastos de la 
administración, sino también en cuanto concierne al establecimiento del régimen 
jurídico de las entidades descentralizadas. 

Ello no obsta para que sin apartarse de los lineamientos generales trazados por el 
Legislador se puedan conceder mayores y  mejores condiciones de trabajo, tales como 
salarios, prestaciones, beneficios educativos, recreacionales y  de salud, etc., que pueden 
quedar consignados en las respectivas Convenciones Colectivas del Trabajo y  serán 
normas que deban regir los respectivos contratos de trabajo ajustados a la ley. 

Por ello, las entidades del Estado de que se habla, al igual que sus sindicatos de 
trabajadores pueden y  deben negociar dentro de los límites fijados por el Legislador, con 
el fin de lograr un orden económico y  social justo enel que debe existir un equilibrio entre 
el Estado y  sus trabajadores. 

Dentro de estos límites legales, se encuentra el contenido normativo de la disposi-
ción acusada en la cual el Congreso, con plena competencia constitucional, estableció en 
el artículo 31̀  de la Ley 60 de 1990 que: 
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"En ningún caso podrán los directivos delas empresas industriales y comerciales del 
Estado y de las sociedades de economía mixta sometidas al régimen dedichas empresas, 
autorizar remuneraciones y  prestaciones para los trabajadores oficiales de la respectiva 
entidad que anualmente excedan lo percibido por el representante legal de la misma". 

Lo anterior está en armonía y guarda relación con la potestad del Congreso dentro 
del ámbito de la determinación de la estructura de la administración nacional, del 
señalamiento de sus objetivos, de la fijación de los gastos de la administración y del 
régimen laboral de los servidores de la misma. 

La exposición de motivos del proyecto NI 125 de 1990 -Senado- que culminó con la 
expedicióndela Ley 6Ode 1990 da perfecta cuenta de los propósitos que, en consonancia 
con los mandatos constitucionales que se han examinado, inspiraron la fijación de los 
gastos de la administración en materia de salarios y demás aspectos relacionados con 
la remuneración del sector público. 

En efecto, en ella constan los siguientes razonamientos: 
11 

La primera y más inmediata necesidad para controlar el gasto de funcionamiento en 
el sector público consiste en la determinación de un incremento de la tasa básica de 
salarios y de topes para el aumento de la masa de salarios del sector público, que sean 
congruentes no sólo con los objetivos de la racionalización y eficiencia del sector sino 
también con la política anti-inflacionaria. 

En tercer lugar el aumento en las plantas y nóminas en algunas entidades descen-
tralizadas y lo exagerado de las prestaciones pactadas en las Convenciones Colectivas 
de Trabajo han contribuido a la desfinanciación de sus presupuestos, con efectos 
perturbadores en la planificación del gasto, contribuyendo en forma significativa a las 
adiciones presupuestales y al déficit fiscal. 

El Gobierno tiene la convicción de que debe emprender una ardua y  cuidadosa labor 
de control del gasto, no solamente sobre los sérvicios personales sino en otras erogacio-
nes correspondientes a los gastos de funcionamiento, que le permita alcanzar niveles 
compatibles con sus necesidades reales de funcionamiento y  acordes con las metas de 
crecimiento económico". (Anales del Congreso NI 132, lunes 26 de noviembre de 1990, 
página 21). 

No es que el Legislador esté exclusivamente autorizado para legislar en este campo 
solamente en lo referente a /as prestaciones mínivias de/os trabajadores oficiales como se dice 
en la demanda para fundamentar el cargo sino, más bien, que tiene plena competencia 
para los fines anteriormente señalados dentro de los cuales ha fijado el tope salarial y 
prestacional de dichos servidores, que hacen referencia a la asignación de los mismos 
y a las pensiones de jubilación que entrarán.a disfrutar una vez se retiren del servicio 
oficial. 

El límite de regulación de las prestaciones mínimas de los trabajadores oficiales deque 
trata el artículo 150 de la Constitución Nacional en su numeral 19 literal f) que se invoca 
como sustento principal de la acusación planteada, se refiere al Gobierno y  no al 
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Congreso pues, Como quedó visto, este último tiene plena potestad constitucional para 
señalare! régimen laboral y  prestacional de los servidores de las empresas industriales 
y comerciales del Estado y de las sociedades de economía mixta sometidas al régimen 
de dichas empresas, como se ha dejado expuesto, ya! tenor de las normas constitucio-
nales que se han examinado en esta providencia. 

Dicho de otra manera, la Constitución Nacional garantiza el derecho de negociación 
colectiva de los trabajadores oficiales, salvo las excepciones establecidas en la ley (art. 55 
C. N.). (Se destaca). 

J. El campo de aplicación de la contratación colectiva. 

La Contratación Colectiva no es ajena a la situación económica y  social de las 
empresas estatales, a los gastos de administración que debe fijare! Legislador (art. 150 
numeral 11 C. N.) ni al régimen laboral de sus servidores (arts. 150 numeral 7,1  y 210 
C. N. y Decretos 1050 y 3074 de 1968). 

Dentro del margen de discrecionalidad que le permiten la Constitución y la ley, la 
negociación colectiva está precedida por la prevalencia del interés general o colectivo y 
del bien común. 

Por clic', la ausencia de los lineamientos legales y de los topes señalados por el 
Legislador conduciría a que, por la vía de la contratación colectiva aquéllos se descono-
cieran, con el consiguiente quebrantamiento de la potestad del Legislador de regular 
dichas materias. 

Así mismo, produciría el desbordamiento de los gastos de la administración, 
permitiendo realizar erogaciones no contempladas en la ley de apropiaciones de la 
respectiva entidad, o en cuantía superior a la fijada enésta, o a que aquéllas se destinaran 
a fines no previstos en sus presupuestos. 

Ello conduciría a que por ese medio pudiesen desequilibrarse las apropiaciones y 
creare! Gobierno o las entidades de la Administración Nacional -dentro de las cuales 
están las empresas industriales y comerciales del Estado y las sociedades de economía 
mixta en los términos examinados a la luz de las disposiciones constitucionales 
precitadas- obligaciones con cargo a! Tesoro Nacional que excedieran el monto global 
fijado para el respectivo servicio en la misma ley de apropiaciones, con ostensible 
quebranto de los artículos 189-14 y 364 de la Carta Política. 

Por ello, las entidades de! Estado, al igual que sus sindicatos y trabajadores, deben 
negociar dentro de los límites legales con el fin de lograr un orden económico y social 
más justo, ene! que exista un equilibrio entre el Estado y sus trabajadores en el logro de 
la justicia y equidad. 

De ahí que las pretensiones laborales no puedan ser a tal punto ilimitadas, que 
conlleven al aniquilamiento de la empresa, a su quiebra, deterioro o improductividad, 
y que tampoco los entes estatales puedan constitucionalmente conceder salarios, 
prestaciones o prebendas irrisorias, al margen de la realidad social. 

Lo anterior se evidencia con lo establecido en el mismo artículo 55 de la Carta 
Fundamental, que expresa: 
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"Se garantiza el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones 
laborales, con las excepciones que señale la ley. 

Es deber del Estado promover la concertación y los demás medios para la solución 
pacífica de los conflictos colectivos del trabajo". 

Es sabido que la finalidad propia de las asociaciones de trabajadores y empleadores 
es celebrar negociaciones colectivas sobre las condiciones materiales, económicas y 
jurídicas en que debe realizarse el trabajo. 

El derecho a la negociación colectiva fue establecido en nuestro Código Sustantivo 
del Trabajo tanto para los trabajadores particulares como para los oficiales, habiéndose 
éste elevado a rango constitucional en la Carta Política de 1991. 

Los sujetos de la misma relación coiitractual son de una parte los sindicatos, 
asociaciones o los trabajadores no organizados y, de otra, los empleadores singular o 
colectivamente considerados. 

El objeto de las convenciones, convenios o pactos colectivos ha de ser en todo caso 
la regulación de asuntos directa o indirectamente referidos a las relaciones laborales en 
los distintos sectores de la economía. 

En esta forma y aunque la negociación colectiva no es propia de los empleados 
públicos, lo importante es generar la práctica del diálogo y concertación que por muchos 
años nos ha señalado la OIT-organización que sobrevivió a la segunda guerra mundial-
como una forma de evitar los conflictos laborales y afianzar un clima de tranquilidad 
social y paz ciudadana. 

Síguese también de lo expuesto que la protección del trabajo no puede en modo 
alguno conducir a que se desconozcan las diferentes remuneraciones que deben existir 
entre las distintas categorías de empleos dentro de una misma entidad, por razones de 
jerarquía, clase de funciones, responsabilidades que éstas aparejan, calidades exigidas 
para su desempeño, etc. 

En efecto, siendo el gerente, director o presidente de una de las entidades a que alude 
la norma demandada, el representante legal de la misma, y por tanto la persona que 
ocupa el cargo de más alto rango dentro de ella y  que responde por su manejo, dirección 
y control, no sería además justo ni equitativo que devengara un salario inferior al de sus 
subalternos o subordinados, así estén regidos por estatutos jurídicos de distinta índole. 

Así, aun cuando es cierto que la negociación colectiva por parte del Estado no puede 
ser inflexible ni rígida, so pena de contrariar y hacer impracticable tal derecho, no lo es 
menos que los imperativos constitucionales de que se ha dado cuenta obligan a 
enmarcarla dentro de los límites de lo razonable y  dentro de los fines y  la política social 
y económica del Estado Social de Derecho consagrado también en la Carta Fundamental. 

Por ello, para la Corte es claro que bien puede el Legislador, en ejercicio de sus 
competencias constitucionales fijar topes máximos a la remuneración y  prestaciones de 
los trabajadores oficiales, pues tal actuación tiene nítido asidero constitucional en las 
disposiciones ya comentadas, sin que, por lo demás, pueda válidamente aducirse que 
tal proceder comporta desconocimiento de la libertad de negociación colectiva, ya que, 
si el Gobierno está sometido a los derroteros normativos que sobre la materia fije la ley, 
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con mayor razón lo están sus representantes en las citadas entidades y sus trabajadores 
al negociar su régimen salarial y  prestacional  y  al plasmarlo en las Convenciones 
respectivas. 

Consecuente con lo anterior, expresó la Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, en sentencia de 9 de julio de 1992, lo siguiente: 

11 

Por otra parte como lo explicó el Tribunal Supremo del Trabajo, en nuestro medio 
las leyes laborales 'no deben aplicarse al pie de la letra, con exactitudes matemáticas que 
contraríenla naturaleza humana que las inspira y  justifica' (sent. del de julio de 1949, 
G. del T., Torno IV, pág. 625). Según este criterio jurisprudencia!, expresado hace más 
de ocho lustros, pero que hoy conserva plena vigencia, se entiende la razón por la cual 
algunos representantes del empleador deban ser excluidos de los beneficios extralega-
les establecidos en las Convenciones Colectivas de Trabajo, sin que ello implique 
violación del artículo lOdel C. S. del T., que consagra la igualdad de los trabajadores ante 
la ley sin distinción del carácter intelectual o material de la labor que realizan, ni 
quebrantamiento de los preceptos legales que fija el ámbito de aplicación de la 
Convención Colectiva del Trabajo, ni infracción de ninguna otra norma de las que en 
relación con este aspecto de su acusación cita el recurrente, y  sin que ello implique 
tampoco desconocimiento de que la persona jurídica que obra como empleadora y la 
persona natural que le sirve de órgano representativo, y  es además su trabajador, son 
personas diferentes. 

El fundamento de esta 'ética y  jurídica tesis' de la Corte, como denomina la réplica 
a la interpretación de la ley que hizo la Sala en su sentencia de 12 de diciembre de 1986, 
no es otro diferente al que destaca la parte opositora: la regla moral que rige toda 
obligación y  todo contrato, incluido el de trabajo, según la cual una misma persona no 
puede actuar en un convenio como parte y  contraparte, ni representar simultáneamente 
a ambas partes, cuando sus intereses sean opuestos o puedan llegar a serlo. 

Con la mira de evitar componendas en el adelantamiento de la negociación colectiva, 
que al igual que cualquier otro negocio debe realizarse sin contravenirlos principios de 
moralidad sobre los cuales descansa una sociedad, la Sala hizo la interpretación cuya 
modificación pretende el recurrente por parecerle contraria a las teorías de los autores 
foráneos que cita ene! cargo y  para cuya extensa exposición el recurrente debió olvidar 
el austero y  conciso estilo que para el planteamiento de la casación impone el artículo 
91 del C. P. T. 

Y es que no puede olvidarse que un gran aporte del derecho del trabajo fue el hacer 
a un lado la abstracción niveladora del concepto 'persona', para mostrar que detrás de 
él actúan 'empresarios', 'empleados', 'obreros', etc., vale decir, operan realidades 
sociológicas y  seres humanos; y que si bienes cierto que una cosa es la sociedad que actúa 

Publicada en J. y D., Torno XVI, pág. 185. (N. del ft). 
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en un momento dado como empleadora y  otra quienes dentro del ámbito de la empresa, 
sin dejar de ser sus trabajadores, encarnan y  personifican al patrono, no loes menos que 
estos 'altos empleados directivos de las empresas' -comoahora los denomina el artículo 
53 de la Ley 50 de 1990-reciben por la propia ley un diferente tratamiento, precisamente 
porque en ocasiones se confunden con el empleador frente a los demás trabajadores. 

Esta interpretación de los textos del Código Sustantivo del Trabajo y  de las normas 
que lo modifican, por medio de los cuales se regula lo concerniente a la aplicación de los 
beneficios obtenidos en una convención colectiva, y  segúnla cual quienes hayan actuado 
de algún modo en representación del empleador durante los trámites propios de su 
celebración quedan porese hecho excluidos de dicho régimen extralegal, se muestra tan 
acertada que inclusive ha sido recogida por el propio legislador mediante la Ley 4a. de 
1992 al disponer en su artículo 9Q  que 'los negociadores, en representación de la parte 
empleadora en las negociaciones de estas empresas (las empresas industriales y 
comerciales del Estado y  las sociedades de economía mixta) no se podrán beneficiar el 
régimen prestacional obtenido mediante la convención'. 

Este respaldo del propio legisladora la interpretación que el recurrente critica, es un 
argumento adicional, si acaso el expresado por la sentencia del 12 de diciembre se 
considerara insuficiente, para que la Corte persista en considerar que el genuino sentido 
de los preceptos legales anteriores a la Ley 4a. de 1992 es el explicado en el fallo que el 
recurrente califica como una interpretación equivocada, sin que pueda argumentarse 
que esa regla legal únicamente cobijaría a los negociadores en representación de la parte 
empleadora cuando la convención colectiva se celebre entre una empresa estatal o una 
sociedad de economía mixta y  su correspondiente sindicato, pero no tiene aplicación 
cuando se trata de un empleador particular por cuanto, y  como es sabido, donde existe 
la misma razón debe existir la misma disposición"'. 

Y en sentencia de abril 24 de 1991, de la que fue ponente el Magistrado Rafael 
Baquero Herrera, la Corte Suprema de Justicia -Sala de Casación Laboral, Sección 
Segunda- también señaló: 

"El pacto colectivo que -como es sabido- se rige por las normas que gobiernan la 
Convención Colectiva no se aplica ni se extiende al representante del patrono y  menos 
aún por razones éticas cuando ha intervenidocomo negociador en el trámite y  solución 
del conflicto de intereses. Este principio no se desvirtúa por el hecho de que al Director 
de una Corporación o Gerente de una Compañía se le hayan concedido beneficios 
convencionales durante la ejecución de su contrato de trabajo". 

"Ilustra la cuestión jurídica a que se refiereel cargo la doctrina recibida por esta Sala 
de la Corte en sentencia de 12 de diciembre de 1986 (G. J., Tomo CLXXXVI, 1909 ss.) y 
que se transcribe a continuación: 

Por su esencia misma las negociaciones colectivas del trabajo deben desarrollarse 
entre uno o más sindicatos y uno o más patronos, con fundamento en el pliego sindical 
de peticiones y  para regular las actividades laborales en la empresa o empresas 
respectivas. 

Sentencia de julio 9 de 1992. Radicación 468. Magistrado Ponente: Dr. Hugo Suescún Pujois. 
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Una de las partes, la sindical, representa la fuerza de trabajo. La otra, patronal, 
representa la organización y  el patrimonio empresarial. 

Entonces, cuando el patrono es una persona moral o ente colectivo, para actuar en 
la vida del derecho requiere necesariamente la intervención de personas físicas que lo 
representen. Estos seres humanos vienen a encarnar pues, a personificar materialmente 
ante los ojos ajenos al ente colectivo, de por sí imperceptible por ser inmaterial. Sus 
personeros pues corporizan al patrono incorpóreo. 

De consiguiente, quien actúe por la parte patronal y  ostente la representación de un 
ente colectivo a tiempo de celebrarse la dicha Convención, no puede transmutarse a 
través de una extraña e inconcebible alquimia jurídica en simple trabajador, para 
beneficiarse como tal de las estipulaciones convencionales que aceptó como aquella 
parte patronal ni aún bajo el pretexto de la extensión de su amparo a todos los servidores 
de la empresa por ministerio de la ley. 

si en el ente colectivo patronal hayel propósito de favorecer laboralmente a quienes 
sean sus personeros legales, han de ser la Asamblea de Accionistas, la Junta de Socios, 
la Junta Directiva u otros organismos supremos de la colectividad así organizada, 
quienes le conceden esos beneficios por acto unilateral y  en calidad o cantidad igual, 
superior o inferior alo pactado para los trabajadores ordinarios en convención colectiva, 
que es necesariamente acto jurídico bilateral". (Págs. 4 a 7). 

Por otra parte, es pertinente advertir que la negociación colectiva constituye una 
preciosa conquista del derecho del trabajo, en aras de lograr la paz y  armonía que debe 
existir en las relaciones laborales, pero de ninguna manera se puede considerar como un 
derecho absoluto, por cuanto tiene limitaciones que emanan unas de su naturaleza 
intrínseca y  finalidades propias y  otras del marco legal que las contempla. 

No pueden entonces consagrarse beneficios exagerados para quienes a través de la 
negociación personifican más al interés del empleador que el de los trabajadores, 
quienes deben ser básicamente los destinatarios naturales de ella; de manera que la 
limitación contenida en el artículo 311  de la Ley 60 de 1990, para algunos directivos 
respecto del personal que ocupe cargos de elevada jerarquía en dichas entidades, no es 
la única que consagra la ley a la negociación colectiva, porque además están las 
referentes a su misma definición contenida en el artículo 467 del C. S. del T. conforme 
al cual: 

"Convención Colectiva de trabajo es la que se celebra entre uno o varios patronos o 
asociaciones patronales, por una parte, y  uno o varios sindicatos o federaciones 
sindicales de trabajadores, por la otra, para fijarlas condiciones que regirán los contratos 
de trabajo durante su vigencia". 

A su turno, con arreglo al artículo 37 del Decreto 2351 de 1965, se establecen unas 
restricciones en el sentido de que las Convenciones Colectivas sólo son aplicables a los 
afiliados al sindicato que las celebró y a quienes adhieran posteriormente a ellas, 
cuando la organización sindical no agrupa un número de trabajadores superior a la 
tercera parte del personal de la empresa. 
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De otro lado, no sobra agregar, como lo advierte el señor Procurador General de la 
Nación en su vista fiscal, que la limitación a que hace referencia la norma acusada, 
también se encuentra reiterada en el artículo 9de la Ley 4a. de 1992, dentro del contexto 
racionalizador del gasto público a que se ha hecho mención. 

Para concluir, esta Corte pone de presente que lo dicho en este fallo no puede en 
modo alguno interpretarse como un desconocimiento de los derechos adquiridos por 
aquellos trabajadores oficiales queal momento de expedirse la disposición impugnada, 
alcanzaron y  sobrepasaron el monto salarial y  prestacional allí indicado. 

Ciertamente, al ejercerla función de guardiana de la Carta, esta Corporación reitera 
la necesidad de que a través de sus fallos se garantice la efectividad de los derechos que 
en ella se consagran. Por ello, la aplicación de la disposición sub examine debe en todos 
los casos respetar los derechos adquiridos de los trabajadores oficiales respecto de los 
cuales se predicare la hipótesis fáctica descrita, como quiera que en ese evento se estaría 
en presencia de situaciones jurídicas ya consolidadas y no de meras expectativas. 

En efecto, no debe olvidarse el artículo 58 de la Carta Política, cuyos términos 
categóricos en lo pertinente prescriben: 

Sega rant izan la propiedad privada y  los demás derechos adquiridos con arreglo alas leyes 
civiles los cuales no pueden scrdesconocidos ni vulnerados por leyes posteriores. 

Con este entendimiento concluye la Corte Constitucional que lejos de contrariar la 
Carta, la norma acusada se adecua a sus mandatos. Así habrá de declararlo. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional, oído el concepto del Procurador 
General de la Nación y previos los trámites previstos en el Decreto 2067 de 1991, 
administrando justicia en nombre del pueblo y  por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Declarar EXEQUIBLE el artículo 311  de la Ley 60 de 1990. 

Cópiese, publíquese, comuníquese al Gobierno Nacional, insértese en la Gaceta de 
la Corte Constitucional y archívese el expediente. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGOMEJIA,  Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAV1RIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNJANDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 
-Con salvamento de voto- 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia por no haberasistido a la sesión de la Sala Plena efectuada el día 25 de marzo 
del presente año, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SALVAMENTO DE VOTO A LA SENTENCIA No. C-112 DE MARZO 25 DE 1993 

DERECHO DE NEGOCIACION COLECTIVA/DERECHOS ADQUIRIDOS 
(Salvamento de voto) 

El caso en estudio remite a la clásica discusión de la dogmática acerca de los nexos entre 
autonomía de la voluntad e intervencionismo de Estado. La posibilidad estatal de fijarle topes 
legislativos a una negociación laboral libremenfeacordadnsen tre las partes remiten taldiscusión. 
El derec Izo a la negociación colectiva tiene excepciones constitucionales y legales. Las dos 
excepciones son en función del sujeto. Del artículo 150 mi umeral 19, literales e yf, se desprenden 
dos conclusiones: existe u it único estatuto laboral para los empleados públicos, que es el previsto 
en la ley-litera! "e"-;ielestatutodelos trabajadores oficiales consagra las prestaciones mínimas 
a que tienen derecho, no así las máximas -literal "f"-. Esta segunda conclusión tiene el mismo 
fundamento que para los trabajadores particulares regula el estatuto del trabajo, al tenor del 
art ículo53 Superior. El intervencionismo de Estadoes para racionalizar la economía, noasí para 
limitarel monto máximode las conquistas prestacionales de los trabajadores. Elloes concordante 
con e! inciso 2 del artículo 55 de la Carta, que establece que es deber del Estado promover la 
concertación laboral. La decisión adoptada por la mnai/oría de la Corporación echa por tierra una 
conquista laboral de los trabajadores, desconociéndose entonces con el fallo los derechos ya 
adquiridos por los trabajadores. La ausencia de tope máximo en la negociación colectiva de los 
trabajadores oficiales es u ita conquista adquirida y consolidada de los trabajadores q tic no podía 
ser suprimida, como lo ¡tace la norma estudiaday la sentencia de mayoría. 

Ref.: Expediente N D-088. 

Artículo 311  de la Ley 60 de 1990. 

El Magistrado Alejandro Martínez Caballero salva el voto en el proceso de la 
referencia, por no compartir la decisión de fondo de la Sala Plena de la Corte Constitu-
cional en la que se declaró exequible el artículo 311  de la Ley 60 de 1990, que dice: 

"En ningún caso podrán los directivos de las empresas industriales y comerciales del 
Estado yde las sociedades de economía mixta sometidas al régimen dedichas empresas, 
autorizar remuneraciones y prestaciones para los trabajadores oficiales de la respectiva 
entidad que anualmente excedan lo percibido por el representante legal de la misma". 
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La Corte Constitucional es un órgano estatal encargado de producir fallos en 
derecho y no se pronuncia por tanto sobre la conveniencia de las normas. El suscrito no 
desconoce el lamentable exceso que ha habido por parte de los representantes legales de 
algunos entes públicos, que en algunas oportunidades han autorizado remuneraciones 
y prestaciones gravosas para el Erario. Allí han fallado, aparte de los propios represen-
tantes legales, los mecanismos del control de tutela propios de la descentralización 
funcional de la Rama Ejecutiva. Pero tal práctica nefasta escapa a una sentencia de 
constitucionalidad de esta Corporación, la cual sólo debe analizar las consideraciones 
de orden jurídico. Es precisamente ello la razón de ser de este salvamento de voto: velar 
por la integridad del ordenamiento jurídico, en este caso comprometido en un asunto 
de principios. 

En mi sentir pues la decisión de exequibilidad adoptada por la mayoría de la Sala 
Plena de la Corte Constitucional no es la interpretación más conforme con la Constitu-
ción Política de 1991, por los siguientes tres motivos: 

A. Argumento filosófico. 

En primer lugar, el trabajo es un valor fundante del Estado Social de Derecho. Como 
lo ha establecido ya esta Corporación: 

"La Constitución es un sistema portador de valores y principios materiales. En su 
'suelo axiológico' se encuentra el valor del trabajo, que según el Preámbulo de la Carta 
Fundamental se debe asegurar a los integrantes de la sociedad, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo que garantice un orden político, económico y social 
justo. Por ello el Constituyente le otorgó al trabajo el carácter de principio informador 
del Estado Social de Derecho, al considerarlo como uno de sus fundamentos, al lado de 
la dignidad humana, la solidaridad de las personas que integran la sociedad y la 
prevalencia del interés general (artículo 1Q de la Constitución). 

La persona es el sujeto de la Constitución y, como condición de la dignidad humana, 
la Carta es portadora de derechos y deberes (Título II). El trabajo es justamente uno de 
ellos (art. 25), con un carácter de derecho-deber y, como todo el tríptico económico de 
la Carta -propiedad (art. 58), trabajo (art. 25), empresa (art. 333)-, cumple una función 
social. 

El trabajo es una actividad que goza en todas sus modalidades de la especial 
protección del Estado. Una de las garantías es el estatuto del trabajo, que contiene unos 
principios mínimos fundamentales (art. 53), cuya protección es de tal naturaleza, que es 
inmune incluso ante el Estado de Excepción por hechos que perturben o amenacen 
perturbar en forma grave e inminente el orden social, económico y ecológico. El 
Gobierno, coii las facultades excepcionales que le otorga la declaratoria de dicho Estado, 
no puede desmejorar los derechos sociales de los trabajadores (art. 215). 

El mandato Constitucional de proteger el trabajo como derecho-deber, afecta a todas 
las ramas y poderes públicos, para el cumplimiento de uno de los fines esenciales del 
Estado: garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes que genera esa 
labor humana (art. 2Q)"l. 

Cfr. Corte Constitucional. Sentencia N5  SC-221 de 1992. 
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En este orden de ideas, el preámbulo de la Constitución consagra que uno de los 
valores del Estado colombiano es "asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia el 
trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y  la paz, dentro de un marco 
jurídico, democrático y participativo quegaranticeun orden político, económico y  social 
justo...". 

Estos valores del Preámbulo son recogidos en el artículo 111  de la Carta Política, que 
dice: 

"Colombia es un Estado Social de Derecho... fundada en el respeto de la dignidad 
humana, en el trabajo y  la solidaridad de las personas que la integran yen la prevalencia 
del interés general". 

Y dichos valores son a su vez desarrollados en el artículo 25 constitucional, el cual 
es del siguiente tenor: 

"El trabajo es un derecho y  una obligación social y  goza, en todas sus modalidades, 
de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en 
condiciones dignas y  justas". 

Es pues en este orden de ideas que debe enmarcarse el estudio de constitucionalidad 
del artículo 311  de la Ley 60 de 1990, de suerte que la decisión de fondo sea consecuente 
con la filosofía humanista de la Constitución de 1991. 

Tal filosofía humanista es heredera espiritual del pensamiento occidental clásico, 
del renacimiento, de la revolución francesa, del socialismo utópico y  ya más reciente-
mente de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948. 

B. Argumentos jurídicos. 

1. Los derechos de asociación sindical y  de negociación colectiva. 

Inscrito en la órbita filosófica descrita en el acápite anterior, el derecho al trabajo 
conlleva implícito los derechos de asociación sindical y  de negociación colectiva, 
regulados en los artículos 39 y  55 de la Carta Política, respectivamente. 

El artículo 39 de la Constitución dice así: 

"Los trabajadores y  empleados tienenderecho a constituir sindicatos oasociaciones, 
sin intervención del Estado. Su reconocimiento jurídico se producirá con la simple 
inscripción del acta de constitución... 

No gozan del derecho de asociación sindical los miembros de la fuerza pública". 

Por su parte el artículo 55 de la Carta Política afirma lo siguiente en su inciso primero: 

"Se garantizará el derecho de negociación colectiva para regular las relaciones 
laborales, con la excepción que señale la ley...". 

Es pues deber del Estado promover la oncertación y los demás medios para la 
solución pacífica de los conflictos colectivos de trabajo. 

De estas dos disposiciones se concluye que la consecuencia de la asociación sindical 
es justamente la negociación colectiva. No se trata pues de dos normas aisladas sino que 
la una es la expresión de la otra. 
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Ahora bien, estas normas deben ser interpretadas a la luz de las normas internacio-
nales sobre la materia, de conformidad con lo previsto en los precitados artículos 93 y 
53 de la Constitución, según los cuales los Pactos y  Convenios sobreel derecho al trabajo 
hacen parte del derecho interno y  sirven de criterio de interpretación constitucional. 

En efecto el artículo 93 de la Constitución reza así: 

"Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que recono-
cen los derechos humanos y que prohíben su limitación en los Estados de Excepción, 
prevalecen en el orden interno. Los derechos y  deberes consagrados en esta Carta, se 
interpretarán de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia". 

Y el artículo 53 constitucional dispone en su penúltimo inciso que "los convenios 
internacionales del trabajo debidamente ratificados, hacen parte de la legislación 
interna". 

En este orden de ideas, el artículo 411  del Convenio N 98 de la OIT dispone: 

"Artículo 4.  Deberán adoptarse medidas adecuadas a las condiciones nacionales, 
cuando ello sea necesario, para estimular yfomentar entre los empleadores y las organi-
zaciones de empleadores, por una parte, y las organizaciones de trabajadores, por otra, 
el pleno desarrollo y uso de procedimientos de negociación voluntaria, con objeto de reglamen-
tar, por medio de contratos colectivos, las condiciones de empleo. (Destacados no 
originales)". 

Como anotan Von Potobsky y Bartolomei de la Cruz, "los elementos que cabe 
destacar de esta disposición son el carácter voluntario de la negociación colectiva, la 
cuestión de la titularidad de la negociación, y su objetivo de reglamentar las condiciones 
de empleo mediante contratos colectivos. La voluntariedad, que tiene gran importancia 
en la aplicación del Convenio y su interpretación, constituye un elemento que cuadra 
perfectamente con el espíritu de la época en que fue adoptado el instrumento. Es 
interesante anotar que este elemento fue mantenido cuando muchos años después, en 
plena crisis económica, se adopté el Convenio sobre la negociación colectiva, 1981 
(NQ 154)"2. 

2. Fundamento de dichos derechos. 

¿Cuál es la ratio inris de la negociación colectiva? La respuesta es clara: la igualdad. 

En efecto, el principio de igualdad material apunta a conferir un trato igual a los 
idénticos y  desigual a los distintos. Aplicado al caso que nos ocupa, el principio de 
igualdad significa que al momento de negociar entre un (1) patrono y un (1) trabajador 
las condiciones prestacionales y  salariales, aquél se encuentra posicionado en condicio-
nes de franca superioridad sobre éste. Para com pensar tal desequilibrio, la Constitución 
y los instrumentos internacionales han previsto el mecanismo de la negociación 
colectiva, que consiste precisamente en tratar de posicionar en condiciones similares a 
patronos y  trabajadores. 

2 	Vid VON POTOBSKY, Geraldo y BARTOLOMEI DE LA CRUZ, Héctor. La Organización Internacional del 
Trabajo. Ed. Astrea. Buenos Aires, 1990, págs. 306 y  307. Esta nota es concordante con la Recomendación 
NO 583 de la Comisión de Libertad Sindical. 
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Para ilustrar mejor esta idea es pertinente citar el artículo 13 de la Constitución, que 
dice: 

"Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección 
y trato de las autoridades ygozarán delos mismos derechos, libertades y oportunidades 
sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, 
religión, opinión política o filosófica. 

El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva  y 
adoptará medidas en favor de grupos discriminados o marginados. 

El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición 
económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y 
sancionará los abusos o maltratos que contra ella se cometan". 

Además la negociación colectiva se mueve dentro de unos márgenes económicos - 
la ley de la oferta y  la demanda- y jurídicos -los derechos constitucionales, internacio-
nales y legales-, que tienen como fundamento de su margen de discrecionalidad el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad de las partes, las cuales autónomamente 
pueden acordar las condiciones prestacionales y laborales concretas. 

En este sentido el artículo 16 de la Carta de 1991 señala lo siguiente: 

"Todas las personas tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad sin más 
limitaciones que las que imponen los derechos de los demás y el orden jurídico". 

Por esta vía es preciso concluir que el caso en estudio remite a la clásica discusión de 
la dogmática acerca de los nexos entre autonomía de la voluntad e intervencionismo de 
Estado. 

En efecto, la posibilidad estatal de fijarle topes legislativos a una negociación laboral 
libremente acordadas entre las partes remite a tal discusión. Para la doctrina, luego de 
la inicial concepción racionalista e individualista de una autonomía de la libertad sin 
límites, se ha arribado a una noción matizada de la misma como consecuencia del 
intervencionismo de Estado. 

En este marco el suscrito se limita a citar lo afirmado por Ospina Fernández, cuyas 
líneas comparte plenamente: 

"So pretexto de establecer la indispensable justicia social, de adecuar los procesos de 
la economía nacional y de otras consideraciones por el estilo, proliferan leyes propia-
mente dichas, o sea, expedidas porel órganolegislativo, como también actos del órgano 
ejecutivo, tales como decretos-leyes, decretos legislativos, decretos ejecutivos, regla-
mentos autónomos, resoluciones y  medidas administrativas informales, etc., por medio 
de los cuales se planifican, dictan, regulan y  controlan a gran escala la iniciativa y las 
actividades jurídicas que son o eran materia de la autonomía de la voluntad privada"3. 

Agréguese a lo anterior que el intervencionismo de Estado en este caso se tradujo en 
una limitación de la autonomía de la libertad de las partes para acordar negociaciones 

OSPINA FERNANDEZ, Guillermo y OSPINA ACOSTA, Eduardo. Teoría general de los actos o negocios  
jurídicos. Temis. Tercera edición, Bogotá, 1987, pág. 17. 
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de orden laboral mediante la imposición de unos topes máximos enderezados a 
subsanar los defectos del control de tutela que debía realizar la administración central 
sobre sus entes descentralizados -fenómeno institucional-, a costa de las aspiraciones 
económicas y  prestacionales de los servidores públicos -fenómeno de derechos huma-
nos-. 

3. Excepciones constitucionales. 

El derecho a la negociación colectiva tiene excepciones constitucionales y  legales. 

Inicialmente se estudiarán las primeras. 

Las excepciones constitucionales son dos: para los miembros de la fuerza pública 
(arts. 39 y 219) y para los empleados públicos (art. 150 numeral 19 literal e). 

Es de anotar que los trabajadores de los servicios públicos esenciales pueden 
ciertamente celebrar negociaciones colectivas pero no pueden hacer huelga por expresa 
prohibición constitucional, esto es, se encuentran privados no del derecho en sí a 
negociar sino de uno de sus instrumentos (art. 56). 

Estas excepciones son claras y  no ofrecen discusión. 

4. Las excepciones legales. 

Aparte de las dos excepciones anteriores, de base constitucional, la propia Carta ha 
dispuesto en el artículo 55 que la ley podrá establecer nuevas excepciones al derecho 
de negociación colectiva. 

Según el argumento central de la decisión de mayoría, es esta autorización 
constitucional al legislador para consagrar excepciones al derecho en estudio la que 
fundamenta la constitucionalidad del artículo 311  de la Ley 60 de 1990. 

Para el suscrito tal interpretación no es la más conforme con la Constitución, por lo 
siguiente: 

Según los artículos 93 y  53 precitados, son las normas internacionales sobre la 
materia las que deben servir de parámetro de interpretación de la Constitución. 

Estas excepciones deben ser interpretadas a la luz de las normas internacionales 
sobre la materia, de conformidad con lo previsto en los precitados artículos 93 y  53. Así, 
el artículo SQ del Pacto de Derechos Económicos, Sociales y  Culturales establece: 

1. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a garantizar: 

a) El derecho de toda persona a fundar sindicatos y afiliarse al de su elección, con 
sujeción únicamente a los estatutos de la organización correspondiente, para promover 
y proteger sus intereses económicos y  sociales. No podrán imponerse otras restricciones 
al ejercicio de este derecho que las que prescriba la ley y  que sean necesarias en una sociedad 
dcnwcrótica en interés de la seguridad nacional o del orden público, o para la protección de los 
derechos y libertades ajenos... 

c) El derecho de los sindicatos a funcionar sin obstáculo y  sin otras limitaciones que (as 
que prescriba la ley i, que sean necesarias en una sociedad denmocriítica cn interés de la seguridad 
nacional o del orden públicoo para la protección de losderechos y libertadesajenos...... (Cursivas 
no originales). 
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Además los artículos 511  (parcial) y 611  del Convenio N 98 de la OIT disponen: 

"Artículo 52• La legislación nacional deberá determinar el alcance de las garantías 
previstas en el presente Convenio en lo que se refiere a su aplicación a las fuerzas 
armadas ya la policía... 

Artículo 6. El presente Convenio no tratade la situación delos funcionarios públicos 
en la administración del Estado y no deberá interpretarse, en modo alguno, en 
menoscabo de sus derechos o de su estatuto". 

Se observa que las dos excepciones al derecho a la negociación colectiva son en 
función del sujeto, así: la seguridad nacional y el orden público apuntan a limitar dicho 
derecho para los miembros de la fuerza pública; los derechos y libertades ajenos se 
enderezan a prohibir que entre patronos y trabajadores se acuerden situaciones jurídicas 
que afecten a terceros. 

En otras palabras, el derecho internacional sobre la materia no consagra excepciones 
relativas al monto de las prestaciones, como sí lo hace la norma que fue declarada 
exeqaible por la mayoría de la Corporación. 

5. Alcance del intervencionismo de Estado. 

Dice así el artículo 150 en su numeral 19, literales e) y O: 

"Corresponde al Congreso hacer las leyes. Por medio de ellas ejerce las siguientes 
funciones: 

19. Dictarlas normas generales, y  señalar en ellas los objetivos y  criterios a los cuales 
debe sujetarse el Gobierno para los siguientes efectos: 

e) Fijarel régimen salarial y  prestacional de los empleados públicos, de los miembros 
del Congreso Nacional y  de la Fuerza Pública; 

O Regular el régimen de prestaciones sociales mínimas de los trabajadores oficiales. 

Estas funciones en lo pertinente a prestaciones sociales son indelegables en las 
Corporaciones públicas territoriales y  éstas no podrán arrogárselas". 

De esta norma se desprenden dos conclusiónes: existe un único estatuto laboral para los 

empleados públicos, que es el previsto en la lesi  -lital "e"-;yelestatutode los trabajadores oficiales 

consagra las prestaciones mínimas a que tienen derecho, no así las máximas -literal "f"-. Esta 

segunda conclusión tiene el mismofundamento que para los trabajadores particulares regula el 
estatuto del trabajo, al tenor del artículo 53 superior. 

Esta última facultad legislativa es el desarrollo de la intervención del Estado en la 
economía prevista por el constituyente en el artículo 334 superior, que dice: 

"La dirección general de la economía estará a cargo del Estado. Este intervendrá, por 
mandato de la ley, en la explotación de los recursos naturales, en el uso del suelo, en la 
producción, distribución, utilización y consumo de los bienes, y en los servicios públicos 
y privados, para racionalizar la economía con elfin deconseguirel mejoramientode la calidad 

de vida de los habitantes, la distribución equitativa de las oportunidades y los beneficios 
del desarrollo y  la preservación de un ambiente sano. 
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El Estado, de manera especial, intervendrá para dar pleno empleo a los recursos 
humanos y asegurar que todas las personas, en particular las de menores ingresos, tengan 
acceso efectivo a los bienes y servicios básicos. 

También para promoverla productividad y  la competitividad y el desarrollo armónico 
de las regiones". (Cursivas fuera de texto). 

Se observa pues que el intervencionismo de Estado es para racionalizarla economía, 
no así para limitarel monto máximo de las conquistas prestacionales de los trabajadores. 
Ello es concordante con el inciso 2  del artículo 55 de la Carta, que establece que es deber 
del Estado promover la concertación laboral. 

6. La irrevocabilidad. 

Las prestaciones y beneficios laborales de los trabajadores son irrevocables, de 
conformidad con el artículo 53 de la Carta, que dice: 

... La ley correspondiente tendrá en cuenta por lo menos los siguientes principios 
mínimos fundamentales: ...irrenunciabilidad a los beneficios mínimos... La ley, los 
contratos, los acuerdos y  convenios de trabajo, nopuedcn menoscabar la libertad, la dignidad 
humana ni los derechos de los trabajadores". (Destacados del suscrito). 

Se advierteque la decisión adoptada por la mayoría de la Corporación echa por tierra 
una conquista laboral de los trabajadores, desconociéndose entonces con el fallo los 
derechos ya adquiridos por los trabajadores. 

En efecto, en la legislación anterior a la entrada en vigencia de la nueva Constitución 
-julio de 1991-, no se limitaba el tope máximo de las prestaciones de los trabajadores 
oficiales. Por tanto ello constituía una conquista laboral de dichos servidores públicos. 
Conquista que por el artículo 53 de la Carta empezó a gozar de protección constitucional 
y se tomó "irrenunciable" e irrevocable. 

Al respecto la Sala Plena de la Corte había dicho que "lo anterior permite a esta Corte 
afirmar que se configura un menoscabo de los derechos adquiridos por los trabajadores 
de Colpuertos en las convenciones colectivas a las cuales se ha hecho alusión. El 
Gobierno Nacional, al dictar con posterioridad a la fecha de la firma de las convenciones, 
un decreto que reduce los derechos pensionales de los trabajadores sindicalizados, ha 
desconocido los derechos adquiridos con arreglo a la ley, pieza capital de nuestro 
ordenamiento jurídico... No es así porque lo ganado en una convención colectiva 
significa un derecho en síinísnw para el trabajador, que en algún momento de su vida de 
trabajo se verá confrontado con la realización de la hipótesis normativa. Pero, además, 
es derecho actual y no mera expectativa pues se trata de una conquista de ese conjunto 
específico de trabajadores que labora en Colpuertos"4 . 

Por tanto la ausencia de tope máximo en la negociación colectiva de los trabajadores 
oficiales es una conquista adquirida y consolidada de los trabajadores que no podía ser 
suprimida, como lo hace la norma estudiada y la sentencia de mayoría. 

' 	Cfr. Corte Constitucional. Sentencia N C-013 de enero 21 de 1993. 
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C. Argumentos económicos. 

El último de los fundamentos de este salvamento apunta a establecer que si se le 
colocan límites máximos a las conquistas laborales de los trabajadores oficiales en las 
negociaciones colectivas, se estará colocando en circunstancias de inferioridad en el 
mercado laboral alas empresas industriales y  comerciales del Estado ya las sociedades 
de economía mixta asimilables a las anteriores, cuando se desenvuelven en un ámbito 
no monopolístico, de suerte que se desconocería la libre competencia económica, 
regulada en el artículo 333 de la Carta. 

Así, el artículo 333 de la Constitución señala lo siguiente: 

"La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites del 
bien común. Para su ejercicio, nadie podrá exigir permisos previos ni requisitos, sin 
autorización de la ley. 

La libre competencia económica es un derecho de todos que supone responsabilida-
des... 

El Estado por mandato de la ley, impedirá que se obstruya o se restrinja la libertad 
económica y evitará o controlará cualquier abuso de personas o empresas hagan de su 
posición dominante en el mercado nacional...". 

Esta norma es concordante con el inciso final del artículo 334 superior, que establece 
queel intervencionismo de Estado tienecomo fin promoverla competitividad económica. 

La intervención del Estado en la economía es en este caso con el fin de colocarle una 
base mínima -"piso"- y no un tope máximo -"techo"-  a la negociación colectiva, de 
conformidad con el artículo 150 numeral 19 de la Carta, que en este sentido consti tucio-
nalizó el artículo 711  numeral 2Q del Decreto 1848 de 1969. 

Por losanteriores tres argumentos, de carácter filosófico, jurídico y  económico, todos 
ellos de estirpe constitucional, es que difiero de la decisión de mayoría en este proceso. 

Fecha, itt supra. 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 
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SENTENCIA No. C-113 
de marzo 25 de 1993 

SENTENCIA DE CON STITUCIONALIDAD-Efectos/COSAJUZGADA 
CONSTITUCIONAL/CORTE CONSTITUCIONAL/COMPETENCIA/DECRETO 

LEGISLATIVO DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS-Límites 

La facultad de señalarlos efectos de sus propios fallos, de conformidad con la Constitución, 
nace para la Corte Constitucional de la misión que le confía el inciso primero del artículo 241, de 
guardar la "integridad u supremacía de la Constitución", porque para cumplirla, el paso previo 
e indispensablees la interpretación q ¡te se hace en la sentencia quedebeseñalarsus propios efectos. 
No hau, que olvidar que, según el artículo 59  de la Constitución, el Estado reconoce la primacía 
de los derechos inalienables de la persona, reconocimiento obligatorio para la Corte Constitucio-
nal, como para todas las autoridades pero con mat/or fuerza. Por ello, recortar, mediante ¡una 
norma de inferior jerarquía, la facultad que la Corte tiene de fijare! contenido de sus sentencias, 
podría impedirledefender los derechos de los súbditos frentea ¡asan f oridades. Salta ala vista que 
ci Presiden tede la República seexcedióen el ejercicio de las facultades que le confirió la Asamblea 
Nacional Constituyente, pues éstas se le confirieron para dictar el "régimen procediniental", 
dentro del cual, como se explicó, no está,,, no pueden estar, coni prend idos los efectos de las 
sentencias ejecutoriadas dictadas en asuntos de constitucionalidad. 

SENTENCIA-AclaracióruICOSAJUZGADA/PRINCJPIO DE SEGURIDAD 
JURIDICA 

Si al aclarar la sentencia se restringen ose amplían los alcances de la decisión, ose cambian 
los motivos en que se basa, se estará en realidad no ante una aclaración de un fallo, sino ante uno 
ii iievo. Hipótesis esta última que pugna con el principio de la cosa juzgada, yatenta, por la mismo, 
contra la seguridad jurídica. Hay que tener en cuenta que ;Iing:n;a de las normas de la 
Constitución que reglamentan la jurisdicción constitucional, confiere a la Corte la facultad de 
aclarar sus sentencias. Ni en las once funcionesdescritas en el artículo 241, ni en ninguna otra 
iiori;za constitucional, SL' asigna a la Corte Constitucional la facultad de servir de órgano 
consult:voa los jueces . Y tampoco hay norma constitucional que les permita a éstos elevar tales 
consultas. De otra parte, la posibilidad tic aclarar "los alcances de su fallo" no sólo atenta contra 
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la cosa juzgada, sino que es contraria ala seguridad jurídica, uno de losfinesfundamentales del 
derecho. Además, la existencia de múltiples aclaraciones, haría desordenada y caótica la 
jurisprudencia de la Corte. Sin que sobre advertir que si la ley, según la ficción universalmente 
aceptada, es conocida por todos, con mayor razón hay lugar a presumir que los jueces, 
generalmente graduados en Derecho, tienen la suficiente formación jurídica para leer yen tender 
las sentencias de la Corte. Lo cual explica porqué la norma comentada, a más de ser inexequible, 
es inútil. 

Ref.: Expediente NQ D-096. 

Norma acusada: inciso 211  parcial del artículo 21 del Decreto 2067 de 1991. 

Demandantes: José A. Pedraza Picón, Luz Beatriz Pedraza Bernal y Gonzalo Mejía 
Uribe. 

Magistrado Ponente: Dr. JORGE ARANGO MEJIA. 

Aprobada según Acta NQ 25, en Santafé de Bogotá, D. C., a los veinticinco (25) días 
del mes de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993). 

1. ANTECEDENTES 

Haciendo uso de la acción pública de inconstitucionalidad, los ciudadanos JOSE A. 
PEDRAZA PICON, LUZ BEATRIZ PEDRAZA BERNAL y GONZALO MEJIA URIBE, 
presentaron demanda de inconstitucionalidad contra una parte del inciso segundo del 
artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, por presunta infracción de los artículos 4,  53, 84 
y23 transitorio de la Constitución Nacional. 

A la demanda se le dio el trámite estatuido para el efecto y una vez oído el concepto 
fiscal, procede la Corte a decidir. 

II. NORMA ACUSADA 

El aparte demandado se escribe en cursiva: 

"Los fallos de la Corte sólo tendrán efecto hacia el futuro, salvo para garantizar el 
principio de favorabilidad en materias penal, policiva y disciplinaria y en el caso previsto 
en el artículo 149 de la Constitución". 

III. FUNDAMENTOS DE LA DEMANDA 

Argumentan los demandantes que el legislador no contempló en el aparte acusado 
del inciso 2Q del artículo 21 del Decreto 2067 de 1991, la "favorabilidad laboral", omisión 
que en su sentir viola lo dispuesto en el artículo 53 de la Constitución Nacional que 
ordena al legislador consagrar "sin excepción alguna que la ley no puede menoscabar 
los derechos de los trabajadores" yque en el precepto acusado se restringe este principio 
fundamental y se desconoce el deber del legislador de respetar todo aquello que se 
relacione "con materia de trabajo". 

Luego, señalan que el artículo 23 transitorio de la Carta concedió al Presidente de la 
República precisas facultades para establecer el régimen procedimental de los juicios y 
actuaciones que deben surtirse ante la Corte Constitucional, "pero no fue autorizado 
para establecer regímenes diferenciales en las áreas penal y laboral", que es lo que 
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estatuye la norma acusada al declarar "el efecto retroactivo de las declaraciones de 
inconstitucionalidad que profiera la Corte Constitucional, pero excluye las que se 
refieran a la aplicación extung (sic) de la ley laboral". 

Igualmente, agregan que también se infringe el artículo 4  que consagra la primacía 
de la Constitución, de manera que cualquier norma jurídica que sea incompatible con 
sus preceptos, deviene inconstitucional. 

Para finalizar, dicen los impugnadores que tampoco se dio aplicación al artículo 84 
de la Constitución que "instituye que un derecho o una actividad que haya sido 
reglamentada de manera general, no puede ser afectada por las autoridades públicas 
estableciendo requisitos adicionales para su ejercicio. Entonces si el artículo 53 ha 
establecido como garantía constitucional el principio de favorabilidad sin limitarla a 
materia penal, policiva o disciplinaria", la disposición acusada es inexequible, porque 
"se está incluyendo una restricción impropia que con mayor generosidad en las 
garantías de los ciudadanos concedió el artículo 53 de la Constitución". 

IV. CONCEPTO DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 

Enviada la comunicación ordenada por el art. 244 de la Constitución, dentro del 
término de fijación en lista, el Ministerio de Justicia presentó un escrito destinado a 
justificar la constitucionalidad del mandato impugnado por cuanto no "restringe en 
absoluto ningún derecho fundamental en materia laboral", ni contraría las demás 
normas constitucionales citadas por los impugnadores. 

V. CONCEPTO FISCAL 

El jefe del Ministerio Público pide a la Corte que declare exequible el aparte 
demandado ya que no infringe las normas citadas por los demandantes, ni ninguna otra 
de la Constitución. 

Para sostener su solicitud, afirma el Procurador que ni en la Constitución antes 
vigente, ni en el anterior régimen procedimental constitucional, contenido en el Decreto 
432 de 1969, se consagraba el efecto de los fallos de inexequibilidad, motivo por el cual 
le correspondió a la jurisprudencia del Consejo de Estado y  de la Corte Suprema de 
Justicia señalarlos, atendiendo en primer término al significado del vocablo "inexequi-
bilidad", cuya declaratoria determina "el desaparecimiento de lo así sentenciado, de la 
normatividad jurídica por ser contrario a la Constitución, cúspide del orden jerárquico 
establecido en nuestro derecho". 

Continúa su concepto el Ministerio Público, estableciendo que el principio de 
favorabilidad tiene connotaciones diferentes en el campo penal y  laboral. Al respecto, 
afirma: 

"En efecto, mientras que en el primero (materia pena]) es supuesto que haya una 
sucesión de leyes o cambio de legislación en que una situación de hecho se regule de 
diferentes maneras, en la segunda (materia laboral) opera una primacía de la realidad 
sobre formalidades en la relación laboral ( ... ). En tanto que en el aspecto penal es 
permitida la aplicación de la norma solo (sic) en lo favorable, en materia laboral la 
disposición que se adopte debe aplicarse sin escindir su contenido, es decir, en su 
integridad. 
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Una diferencia fundamental se aprecia cii uno y  otro principio no obstante tratar 
ambos el fenómeno de la favorabilidad: niientrasqueenen el aspecto laboral las normas 
solo (sic) tienen aplicación hacia el futuro, en materia penal, por mandato constitucional, 
el principio de la irretroactividad de la ley penal tiene una importante excepción en el 
caso de que la ley nueva sea más favorable al inculpado(...). 

En esta excepción se funda precisamente el que el legislador extraordinario haya 
consignado que los fallos de la Corte tendrán efectos retroactivos en materia penal, 
policiva y disciplinaria, campo en el cual opera de manera excepcional el principio de 
retroactividad de la ley ( ... )". (Fls. 32, 33). 

Y finaliza manifestando que en el aparte acusado del inciso 2 del artículo 21 del 
Decreto 2067 de 1991, 

"no podía entonces por razones obvias incluirse la materia laboral, porque allí las 
disposiciones siempre se aplican hacia el futuro como en las demás materias reguladas 
por el derecho, incluidas las sentencias de la Corte que por regla general tienen efectos 
futuros". 

VI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

a. Competencia. 

La Corte es competente para conocer y decid irla presente acción de inexequibilidad, 
por dirigirse contra parte de una norma que pertenece a un decreto expedido por el 
Presidente de la República en ejercicio de las facultades que le confirió el artículo 23 
transitorio de la Constitución, decreto cuyo control le fue asignado a la Corte Constitu-
cional, en virtud del artículo transitorio 10, en concordancia con el 6. Para mayor 
claridad, conviene transcribir estas normas: 

"Artículo transitorio 23. Revístese al Presidente de la República de precisas faculta-
des extraordinarias para que dentro de los dos meses siguientes a la promulgación de 
la Constitución dicte mediante decreto, el régimen procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante la Corte constitucional. 

En todo tiempo el Congreso podrá derogar o modificar las normas así establecidas. 

Mientras se expide el decreto previsto en el inciso primero, el funcionamiento de la 
Corte Constitucional yel trámite ydespacho de los asuntos a su cargo, se regirán por las 
normas pertinentes del Decreto 432 de 1969". 

"Artículo transitorio 6. Créase una Comisión Especial de treinta y  seis miembros 
elegidos por cuociente electoral por la Asamblea Nacional Constituyente, la mitad de los 
cuales podrán ser delega tarios, que se reunirá entreel 15de julio yel4deoctubrede 1991 
y entre el 18 de noviembre de 1991 y  el día de la instalación del nuevo Congreso. La 
elección se realizará en sesión convocada para este efecto el 4 de julio de 1991. 

Esta Comisión tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Improbar por la mayoría de sus miembros, en todo o en parte, los proyectos de 
decreto que prepare el Gobierno Nacional en ejercicio de las facultades extraordinarias 
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concedidas al Presidente de la República por el artículo anterior y  en otras disposiciones 
del presente Acto Constituyente, excepto los de nombramientos. 

Los artículos improbados no podrán ser expedidos por el Gobierno. 

b) Preparar los proyectos de ley que considere convenientes para desarrollar la 
Constitución. La Comisión Especial podrá presentar dichos proyectos para que sean 
debatidos y  aprobados por el Congreso de la República. 

c) Reglamentar su funcionamiento". 

"Artículo transitorio 10. Los decretos que expide el Gobierno Nacional en ejercicio 
de las facultades otorgados en los artículos anteriores tendrán fuerza de ley y su control 
de constitucionalidad corresponderá a la Corte Constitucional". 

Como se ve, la competencia de la Corte Constitucional para conocerde las demandas 
de inexequibilidad contra el Decreto 2067, que no fue improbado por la Comisión 
Especial, se basa en normas expresas. Esto explica por qué la Corte conoció de la 
demanda contra el artículo 38 del mismo decreto, declarado exequible. (Sentencia N 
C-105, de fecha 11 de marzo de 1993, Magistrado Ponente, Dr. José Gregorio Hernán-
dez). Y conoció, también, de la presentada contra el último inciso del artículo 2, 
declarado inexequible. (Sentencia NQ C-03, de fecha 14 de enero de 1993, Magistrado 
Ponente: Dr. Alejandro Martínez Caballero). 

b. Las sentencias de la Corte en ejercicio del control jurisdiccional y la cosa 
juzgada. 

La Constitución de 1991 se refirió a la fuerza decosa juzgada que tienen las sentencias 
que la Corte Constitucional dicta en ejercicio del control jurisdiccional, atributo que la 
jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ya les había 
reconocido invariablemente. Al respecto, establece el artículo 243: 

"Artículo 243. Los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional 
hacen tránsito a cosa juzgada constitucional. 

Ninguna autoridad podrá reproducir el contenido material del acto jurídico decla-
rado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan en la Carta las disposiciones 
que sirvieron para hacer la confrontación entre la norma ordinaria y  la Constitución". 

Nada más dice la Constitución en relación con la cosa juzgada y  las sentencias 
aludidas. 

c. El Decreto 2067 de 1991. 

En uso de las facultades que le confirió el artículo transitorio 23 de la Constitución, 
el Presidente de la República dictó el Decreto 2067 de 1991, "por el cual se dicta el 
régimen procedimental de los juicios y  actuaciones que deban surtirse ante la Corte 
Constitucional". 

¿ Qué dijo el artículo transitorio 23 de la Constitución? 

"Artículo transitorio 23. Revístese al Presidente dela República de precisas faculta-
des extraordinarias para que dentro de los dos meses siguientes a la promulgación de 
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la Constitución dicte mediante decreto, el régimen procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional. 

En todo tiempo el Congreso podrá derogar o modificarlas normas así establecidas. 

Mientras se expide el decreto previsto en el inciso primero, el funcionamiento de la 
Corte Constitucional y el trámite y despacho de los asuntos a su cargo, se regirán por las 
normas pertinentes del Decreto 432 de 1969". 

¿Qué debe entenderse por régimen proedimental de los juicios y  actuaciones que 
deban surtirse ante la Corte Constitucional? Sencillamente, la regulación del trámite de 
todos los procesos cuyo conocimiento corresponde a la Corte Constitucional. No 
resultan inoportunas algunas reflexiones al respecto. 

En general, en el léxico jurídico que podríamos llamar corriente, procediniental es 
sinónimo de procesal, palabra esta última que designa lo "concerniente al proceso". 

Lo anterior, se repite, en el léxico jurídico usual. Sin embargo, el término proced unen-

tal, neologismo aún no aceptado por la Real Academia Española, pues no figura en la 
última edición de su diccionario, losan algunos procesalistas con un sentido diferente. 
Guillermo Cabanellas y Luis Alcalá-Zamora y Castillo en el "Diccionario Enciclopédico 
de Derecho Usual", explican que es "neologismo propuesto por los procesalistas para 
diferenciar en cierto modo el aspecto de trámite o material, que en las causas significa 
el procedimiento, de lo abstracto o relación que entrañan lo procesal y el proceso". (Ob. cit., 
12a. ed. 1978, Editorial Heliasta, Buenos Aires, Tomo V, pág. 433). 

Carnelutti, por su parte, distingue entre dos nociones afines: el proceso y el procedi-
miento. El primero es la "suma de actos que se realizan para la composición del litigio"; 
el segundo, "el orden y la sucesión de su realización". Y explica: "La diferencia 
cualitativa entre los dos conceptos es tan profunda, que llega a reflejarse en una 
diferencia cuantitativa, que se puede expresar considerando el proceso como continente 
y el procedimiento como contenido: en realidad, si un solo procedimiento puede agotar 
el proceso, es posible y hasta frecuente que dl desarrollo del proceso tenga lugar a través 
de más de un procedimiento; el paradigma de esta verdad lo ofrece la hipótesis, 
absolutamente normal, de un proceso que se lleva a cabo a través del primero y del 
segundo grado; y como se verá, en los dos grados tienen lugar dos procedimientos, que 
se suman en un solo proceso". ("Sistema de Derecho Procesal Civil", Tomo IV, NI,  614, 
pág. 2, Ed. Uteha Argentina, 1944, B/Aires). 

En síntesis: es claro que cuando el artículo transitorio 23 de la Constitución se refiere 
al "régimen procedimental", debe entenderse por tal el orden y la sucesión de los 
trámites en los juicios y actuaciones ante la Corte Constitucional. Régimen procedimental 
es concepto diferente al de régimen procesal, pues esta última expresión se refiere, por una 
parte, a nociones abstractas, como el proceso, la relación procesal, y, por la otra, al 
proceso como una suma de procedimientos. 

Lo dicho explica por qué el Decreto 2067 de 1991, trata de actos como la forma de las 
demandas, las notificaciones, los término, los traslados, etc., actos que podríamos 
llamar materiales y concretos. Las nociones abstractas del derecho procesal, aunque 
naturalmente son la base del decreto mencionado, están físicamente ausentes de él. 
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La anterior digresión demuestra que la facultad concedida por la Asamblea Cons-
tituyente al Presidente en el artículo transitorio 23, sólo autorizaba a éste para dictar 
mediante decreto el régimen procedimen tal, régimen que se agota al terminar el proceso. 
Y aun sise deja de lado la distinción señalada y  se considera que las nociones de régimen 
procedimental y  régimen procesal, tienen el mismo significado, es evidente que el referido 
régimen está circunscrito al proceso, no va más allá. 

d. ¿Cuándo termina un proceso? 

A la luz de los criterios expuestos, podemos afirmar que un proceso termina cuando 
se han cumplido todos los procedimientos que lo integran, cuando son más de uno. 

En la práctica, el proceso, que en general comienza con la notificación del auto 
admisorio de la demanda, termina cuando se ejecutoría la sentencia, es decir, cuando la 
sentencia es firme, por no haber recurso contra ella, o haberse decidido los que se 
interpusieron. Sólo excepcionalmente, en los casos en que el mismo juez está facultado 
para cumplir, dentro del mismo proceso, la decisión contenida en la sentencia firme, a 
través de un incidente por lo general, se da el caso en que la ejecutoria de la sentencia 
no coincide con la terminación del proceso. 

Viniendo al tema de los procedimientos que se siguen ante la Corte Constitucional, 
puede decirse que, en general, terminan con la ejecutoria de la sentencia. Así ocurre, por 
ejemplo, sin lugar a dudas, en la acción pública de inconstitucionalidad, lo mismo que 
cuando la Corte decide sobre las objeciones de inconstitucionalidad hechas por el 
Gobierno: ejecutoriada la sentencia, ha concluido el proceso y  no hay lugar a seguir 
hablando de régimen proccdmmental, sencillamente porque no hay en lo sucesivo más actos 
procesales qué regular, pues sería discutible en extremo considerar como tales el envío 
de copias de la providencia a algunos funcionarios ola publicación de la providencia en 
la Gaceta Constitucional. 

Concluyamos: El procedimiento se agoto cuando el proceso termina, i, esto ocurre cuando 
la sentencia esfirnie, es decir, está ejecutoriada. 

e. Los efectos de los fallos de la Corte en asuntos de constitucionalidad. 

Si se analiza el artículo 21 del Decreto 2067, hay que señalar lo siguiente. 

El inciso primero se limita a copiar parcialmente el inciso primero del artículo 243 
de la Carta, para concluir, refiriéndose a las sentencias que profiera la Corte Constitu-
cional, que "son de obligatorio cumplimiento para todas las autoridades y los particu-
lares". Declaración que, en rigor, no quita ni pone rey, por ser redundante. Pues el hacer 
tránsito a cosa juzgada, o el tener "el valorde cosa juzgada constitucional", no es en rigor 
un efecto de la sentencia: no, más bien es una cualidad propia de ella, en general. 

Piénsese que aún en los casos en que la Corte declara exequible una norma acusada 
por vicios de forma en su creación, la sentencia hace tránsito a cosa juzgada, pues en lo 
sucesivo será imposible pedir la declaración de inexequibilidad por tales vicios. 

Y la sentencia firme, sobra decirlo, es de obligatorio cumplimiento. Además, las que 
recaigan en las acciones públicas de inconstitucionalidad, tienen efecto erga omnes, por 
la naturaleza misma de la acción y por su finalidad. 
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El inciso primero del artículo 21 no presenta, en consecuencia, disparidad o 
contrariedad en relación con norma alguna de la Constitución. 

No ocurre igual con el segundo, que es la norma acusada, como se verá. 

f. ¿Cuál es la autoridad llamada a señalar los efectos de los fallos de la Corte? 

Para responder esta pregunta, hay que partir de algunos supuestos, entre ellos estos: 

El primero, que los efectos de un fallo, en general, y en particular de los de la Corte 
Constitucional en asuntos de constitucionalidad, se producen sólo cuando se ha 
terminado el proceso, es decir cuando se han cumplido todos los actos procesales. En 
otras palabras, cuando la providencia está ejecutoriada. 

El segundo, que la propia Constitución no serefirióa los efectos de las sentencias de 
inconstitucionalidad, limitándosea declararen el inciso primero del citado artículo 243, 
como se indicó, que los fallos que la Corte dicte en ejercicio del control jurisdiccional 
hacen tránsito a cosa juzgada. Pero, bien habría podido la Asamblea Constituyente 
dictar otras normas sobre la materia. No lo hizo porque, en rigor, no eran necesarias. 

Pero,fuera del poder const itui/en te, ¿a quién corresponde declarar los efectos de los fallos de 
la Corte Constitucional, efectos que no hacen parte del proceso, sino que se generan por la 
terminación deáste? Unicainentea la propia Corte Constitucional, ciñéndose, como es lógico, al 
texto y al espíritu de la Constitución. Sujeción que implica tener en cuenta los fines del derecho 
objetivo, pde la Constitución que es parte de él, que son la justicia ti la seguridad jurídica. 

En conclusión, sólo la Corte Constitucional, deconform ¡dad coi¡ la Constitución, puede, en 
la propia sentencia, señalar los efectos de ésta. Este principio, z'ól,doen general, es rigurosamente 
exacto en tratándose de las sentencias dictadas en asuntos de constitucionalidad. 

En consecuencia, incurrió en falta el Presidente de la República al dictar la norma 
demandada, pues ejerció funciones atribuidas por la Constitución a la Corte Constitu-
cional. Violó, concretamente, el artículo 121, según el cual "ninguna autoridad del 
Estado podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuyen la Constitución y  la ley". 
Y violó, además, el inciso tercero del artículo 113, que consagra el principio de que los 
"diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas". 

Además, inaceptable sería privar a la Corte Constitucional de la facultad de señalar 
en sus fallos el efecto de éstos, ciñéndose, hay que insistir, estrictamente a la Constitu-
ción. E inconstitucional hacerlo por mandato de un decreto, norma de inferior jerarquía. 
Pues la facultad de señalar los efectos de sus propios fallos, de conformidad con la 
Constitución, nace para la Corte Constitucional de la misión que le confía el inciso 
primero del artículo 241, de guardar la "ingrídad y supremacía de la Constitución", 
porque para cumplirla, el paso previo e indispensable es la interpretación que se hace 
en la sentencia que debe señalar sus propios efectos. En síntesis, entre la Constitución 
y la Corte Constitucional, cuando ésta interpreta aquélla, no puede interponerse ni una 
hoja de papel. 

No hay que olvidar que, según el artículo 511  de la Constitución, el Estado reconoce 
la primacía de los derechos inalienables de la persona, reconocimiento obligatorio para 
la Corte Constitucional, como para todas las autoridades pero con mayor fuerza. Por 
ello, recortar, mediante una norma de inferior jerarquía, la facultad que la Corte tiene 
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de fijar el contenido de sus sentencias, podría impcdirle defender los derechos de los 
súbditos frente a las autoridades. 

No existe el riesgo de que la Corte desborde sus facultades, pues la tarea de guardar 
"la integridad y supremacía de la Constitución", sólo puede cumplirla en los "estrictos 
y precisos términos" del artículo 241. 

g. Límites de las facultades conferidas por el artículo transitorio 23. 

¿Qué hizo el artículo transitorio 23 de la Constitución? Concedió unas facultades 
extraordinarias al Presidente de la República, en los siguientes términos: 

"Artículo transitorio 23. Revísteseal Presidentedela República de precisas faculta-
des extraordinarias para que dentro de los dos meses siguientes a la promulgación de 
la Constitución dicte mediante decreto, el régimen procedimental de los juicios y 
actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucional". 

Las mencionadas facultades eran similares a las que el Congreso puede conferir 
según el numeral 10 de! artículo 150. En efecto, eran: 

a) Precisas; 

b) Extraordinarias; 

c) Temporales. 

Pues bien: ha sido constante la jurisprudencia colombiana en afirmar que las 
facultades extraordinarias tienen unos límites precisos, no sólo en el tiempo, sino en su 
extensión, determinada esta última por su finalidad. Tanto bajo la Constitución de 1886 
y sus reformas, como bajo la actual, se ha reiterado esta tesis, porque las normas 
respectivas son esencialmente iguales. Ha dicho esta Corte: 

"Estando en cabeza del Congreso Nacional la titularidad de la función legislativa y 
siendo, por tanto, excepcionales los casos en que al Presidente de la República le es 
permitido ejercerla, uno de los cuales es el de las denominadas facultades extraordina-
rias (artículo 150, numeral 1 , de la Constitución vigente; 76, numeral 12 de la anterior), 
el uso de esas atribuciones, que de suyo no son propias del Ejecutivo, está limitado de 
manera taxativa y  estricta al ámbito material y temporal fijado por la ley habilitante. 

Asílo ha entendido de tiempo atrás la jurisprudencia de la Corte Suprema de justicia 
y así lo considera también la Corte Constitucional. 

Ello implica que el Presidente tan sólo puede legislar, con apoyo en las facultades 
concedidas, dentro del tiempo previsto por la propia ley y  que los correspondientes 
decretos únicamente pueden tratar sobre los asuntos en ella indicados, sin lugar a 
extensiones y  analogías. El desbordamiento de tales límites por el jefe del Estado 
representa una invasión de la órbita constitucional del Congreso y  la consiguiente 
violación de la Carta Política". (Corte Constitucional, Sentencia N C-416, Magistrado 
Ponente, Dr. José Gregorio Hernández Galindo, Gaceta Constitucional Tomo JI, pág. 38). 

Comparando, a la luz de esta interpretación que la Corte reitera, el inciso segundo 
del artículo 21, del Decreto 2067, con el artículo transitorio 23, salta a la vista que el 
Presidente de la República se excedió en el ejercicio de las facultades que le confirió la 
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Asamblea Nacional Constituyente, pues éstas se le confirieron para dictar el "régimen 
procedimental", dentro del cual, como se explicó, no están, no pueden estar, compren-
didos los efectos de las sentencias ejecutoriadas dictads en asuntos de constituciona-
lidad. 

Solamente cabría agregar que si son precisas, y por ende limitadas, las facultades 
concedidas por el Congreso por medio de una ley, con mayor razón lo son las que 
concede el propio Constituyente por medio de una norma constitucional, así sea ésta 
transitoria. 

h. Otras normas del Decreto 2067 de 1991. 

Aunque no han sido objeto de esta demanda, existen otras normas del Decreto 2067 
de 1991 que también debenexaminarse a la luz de la Constitución, conel fin de establecer 
si son contrarias a ésta. Esto, por varias razones: 

La primera, la conexidad que existe entre la norma acusada y  las que serán 
analizadas. Conexidad ostensible sise tiene en cuenta que todas hacen parte del mismo 
Capítulo IV del Decreto 2067, y se refieren a los efectos de los fallos que la Corte dicta 
en ejercicio de la misión de guardar la integridad y supremacía de la Constitución. 

La segunda, el que sería absurdo que la Corte se abstuviera de estudiar una norma 
que tiene visos de inexequibilidad, y hace parte de un mismo decreto, por el solo hecho 
de no haber sido incluida en una demanda. Tal conducta, de ser deliberada, implicaría 
faltar a los fines del artículo 241 de la Constitución. 

Lo anterior explica por qué el inciso tercero del artículo 611  del Decreto 2067, en su 
parte final, expresa: "La Corte se pronunciará de fondo sobre todas las normas 
demandadas y podrá señalar en la sentencia las que, a su juicio, conforman unidad 
normativa con aquellas otras que declara inconstitucionales". 

Dicho lo anterior, veamos cuáles son las normas de que se trata. 

i. Inciso final del artículo 21 del Decreto 2067, que reza: 

"Excepcionalmente la Corte Constitucional podrá señalar de manera expresa que los 
efectos de la cosa juzgada se aplican sólo respecto de las disposiciones constitucionales 
consideradas en la sentencia. En este evento, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación del fallo, el demandante podrá solicitar a la Corte cualquier aclaración al 
respecto". 

En relación con esta disposición, puede decirse lo siguiente: 

En primer término, las mismas razones que llevan a concluir que es inexequible el 
inciso segundo, son valederas para llegar a similar conclusión respecto de éste. Pues 
también se refiere a los efectos de la sentencia, asunto que le estaba vedado al Presidente, 
por no estar comprendido en el régimen procedimental que fue el objeto de las 
facultades conferidas por el artículo 23. Esto, en cuanto al contenido de la sentencia. 

A lo anterior, cabría agregar que la declaración de inexequibilidad de este inciso, no 
obsta para que la Corte, en ejercicio de sus fu nciones propias, señale en la sentencia que los 
efectos de la cosa juzgada se aplican sólo respecto de las disposiciones constitucionales 
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consideradas en la sentencia. Al fin ya] cabo, sólo ala Corte Compete determinare! contenido 
de sus sentencias. 

En lo que tiene que ver con la facultad que tiene el demandante de pedir "cualquier 
aclaración" de las sentencias que declaran la exequibilidad de una norma "sólo respecto 
de las disposiciones constitucionales consideradas en la sentencia", valgan estas re-
flexiones. 

Sea lo primero decir que] a Constitución misma no ha previsto recurso alguno contra 
las sentencias que se dictan en asuntos de constitucionalidad. Y si la Constitución no lo 
establece, mal podría hacerlo una norma de inferior jerarquía. 

Pero, se dirá que la aclaración en sí no es un recurso y  que por ello podría hacerse 
sin violar la Constitución. Contra este argumento se puede aducir lo siguiente: si la 
aclaración no varía, como no podría hacerlo, la parte resolutiva del fallo, y  tampoco 
cambia, porque igualmente está vedado hacerlo, su motivación, careced e objeto, resulta 
inane. 

Si, por el contrario, so pretexto de aclararla sentencia se restringen ose amplían los 
alcances de la decisión, o se cambian los motivos en que se basa, se estará en realidad 
no ante una aclaración de un fallo, sino ante uno nuevo. Hipótesis esta última que pugna 
con el principio de la cosa juzgada, gatenta, por lo mismo, contra la seguridad jurídica. 

Además, como toda sentencia tiene que ser motivada, tiene en ella su propia 
explicación, es completa. 

Pero, por sobre todo, hay que tener en cuenta que ninguna de las normas de la 
Constitución que reglamentan la jurisdicción constitucional, confiere a la Corte la 
facultad de aclarar sus sentencias. Por el contrario, según el artículo 241, "se le confía 
la guarda de la integridad y  supremacía de la Constitución en los estrictos y precisos 
términos de este artículo". Y entre las 11 funciones que cumple, no está tampoco la 
facultad de que se trata. 

j. Artículo 24, cuyo texto es este: 

"Artículo 24. La declaración de constitucionalidad de una norma no obsta para que 
proceda la acción de tutela respecto de acciones y  omisiones de las autoridades o de los 
particulares derivadas de ella. 

"Tampoco impide, que un juez no aplique la norma cuando por las circunstancias 
particulares del caso sea necesario proteger algún derecho constitucional que no fue 
considerado en la sentencia de la Corte Constitucional. En estos casos, el juez podrá, de 
oficio, elevar consulta a la Corte para que ésta aclare los alcances de su fallo. La Corte 
podrá resolver la consulta dentro de los diez días siguientes a la recepción del escrito 
donde se formule la consulta y  comunicará inmediatamente al juez correspondiente la 
absolución de la consulta". 

Con relación a esta norma, valen estos argumentos: 

En primer lugar, ¿puede afirmarse que el artículo 24 versa sobre el "régimen 
procedimental de los juicios y  actuaciones que deban surtirse ante la Corte Constitucio-
nal"? En manera alguna, como lo demuestran estas razones. 
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El inciso primero se refiere a la acción de tutela, para decirle a los jueces y tribunales 
a los cuales compete el conocimiento de ésta en las instancias, que la declaración de 
constitucionalidad de una norma, no impide la acción de tutela respecto de acciones y 
omisiones de las autoridades o de los particulares derivadas de ella. 

Dicho sea de paso, este inciso es superfluo, pues se limita a recordar algo que todos 
tienen que saber: que uno de los supuestos de hecho de la acción de tutela, para que la 
pretensión sea fundada, es la violación de la ley, por acción o por omisión. Y que pueden 
violarse tanto las normas declaradas exequibles por la Corte, como aquellas que no han 
sido objeto de tal declaración, por no habersido juzgadas por ella. 

Volviendo al tema, es evidente que este inciso primero nada tiene que ver con el 
régimen procedimental que la Corte Constitucional aplica en el trámite de los asuntos 
cuyo conocimiento le corresponde. 

Como tampoco tiene relación el inciso segundo, que, además, excede el límite de las 
facultades conferidas por el art. 23, porque otorga a los jueces la facultad de hacer 
consultas a la Corte Constitucional, y asigna a ésta la potestad, que no la obligación, de 
absolverlas. 

Ni en las once funciones descritas en el artículo 241, ni en ninguna otra norma 
constitucional, se asigna a la Corte Constitucional la facultad de servir de órgano 
consultivo a los jueces . Y tampoco hay norma constitucional que les permita a éstos 
elevar tales consultas. 

De otra parte, la posibilidad de aclarar "los alcances de su fallo", no sólo atenta contra 
la cosa]  uzgada, sino que es contraria ala seguridad jurídica, uno de los fines fundamentales 
del derecho. 

Además, la existencia de múltiples aclaraciones, haría desordenada y caótica la 
jurisprudencia de la Corte. 

Sin que sobre advertir que si la ley, según la ficción universalmente aceptada, es 
conocida por todos, con mayor razón haylugara presumir que los jueces, generalmente 
graduados en Derecho, tienen la suficiente formación jurídica para leer y entender las 
sentencias de la Corte. Lo cual explica porqué la norma comentada, a más de ser 
inexequible, es inútil. 

Por lo expuesto, la Corte Constitucional, en nombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución, 

RESUELVE: 

Decláranse inexequibles las siguientes disposiciones, todas del Decreto 2067 de 
1991: 

a) El inciso segundo del artículo 21, que dice: 

"Los fallos de la Corte sólo tendrán efecto hacia el futuro, salvo para garantizar el 
principio de favorabilidad en materias penal, policiva y disciplinaria y en el caso 
previsto en el artículo 149 de la Constitucióñ". 

b) El inciso cuarto del artículo 21, que dice: 
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"Excepcional mente la Corte Constitucional podrá señalarde manera expresa que los 
efectos de la cosa juzgada se aplican sólo respecto de las disposiciones constitucionales 
consideradas en la sentencia. En este evento, dentro de los diez días siguientes a la 
notificación del fallo, el demandante podrá solicitar a la Corte cualquier aclaración al 
respecto". 

c) El artículo 24, cuyo texto es este: 

"Artículo 24. La declaración de constitucionalidad de una norma no obsta para que 
proceda la acción de tutela respecto de acciones y omisiones de las autoridades o de los 
particulares derivadas de ella. 

Tampoco impide, que un juez no aplique la norma cuando por las circunstancias 
particulares del caso sea necesario proteger algún derecho constitucional que no fue 
considerado en la sentencia de la Corte Constitucional. En estos casos, el juez podrá, de 
oficio, elevar consulta a la Corte para que ésta aclare los alcances de su fallo. La Corte 
podrá resolver la consulta dentro de los diez días siguientes a la recepción del escrito 
donde se formule la consulta y comunicará inmediatamente al juez correspondiente la 
absolución de la consulta". 

Cópiese, publíquese, notifíquese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta 
Constitucional. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA,  Magistrado Ponente 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia, por no haber asistido a la sesión de la Sala Plena efectuada el día 25 de 
marzo del presente año, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. C-114 
de marzo 25 de 1993 

TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES-Certificado de carencia de informes 

Noencuentraesta Corporación quees contraria al ejercicio de las libertades la expedición del 
certificado de carencia de informes por tráfico deestupefacicntes, ni por el con ten ido material ni 
por la reglamentación en detalle de los literales acusados del artículo 93 de la Ley30 de 1986. No 
puedeentenderse que la exigencia de un requisitoadministrativo, Cotizo el certificado expedido por 
la Oficina del Ministerio de Justicia, resulte violatorio del derecho a la ¡ion ra, o al fuero íntimo, 
o al trabajo, o a la presunción de inocencia, por cuanto una persona no puede deducir que de esa 
exigencia legal per se, haya sido invadida su intimidad o su honra resulte vulnerada, o su 
inocencia puesta en entredicho, como tampoco puede un funcionario público de la nuís alta 
jerarquía, sosf ener, porel hechode que, para tomar posesión del cargo, deba exponer si¿ declaración 
de renta, que se está desconfiando de su honorabilidad, inocencia o buena fe actual ofutura o 
atentando contra su libertad de trabajo. 

DERECHO A LA INFORMACION/HABEAS DATA/ACTO DELICTUAL 

Es usual que, tanto en las instancias públicas como en las instancias privadas, se recojan 
informaciones, bien como fin propio des¡< actividad o para servir de soporte a otras actividades 
igualmeutede naturaleza pública o privada. Se 1w sostenido la importancia de la información en 
elfuncionamientode la sociedad actual. Sus abusos han sido el motivo del surgimientodel nuevo 
derecho denominado habeas data. No puede entonces pensarse que u mia entidad pública no sólo 
no disponga sino que no tenga la posibilidad de utilizar informaciones, recogidas con motivo de 
la persecución del delito, con fines de interés público. Las actividades de "inteligencia i, 
con train teligencia ", no ¡macen más que recoger y manejar informaciones relacionadas con los 
ilícitos, por lo que se constituyen en instru mento fundamental del Estado contemporáneo en la 
lucha contra el delito, Inc/ma que no sólo se realiza frente a los actos delictivos consumados, sino 
también en el campo preventivo. 

Ref.: Demanda Nw D-167. 

Norma acusada: literales f) y g) del artículo 93 de la Ley 30 de 1986. 

100 



C-114/93 

Actor: Franklin Liévano Fernández. 

Magistrado Sus tanciador: Dr. FABIO MORON DIAZ. 

Santafé de Bogotá, D. C., veinticinco (25) de marzo de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Corte Constitucional de la República de Colombia, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

en la demanda instaurada por el ciudadano FRANKLIN LIEVANO FERNANDEZ, 
en acción pública de inconstitucionalidad, radicada con el NI D-167. 

1. ANTECEDENTES DE LA DEMANDA 

El ciudadano Franklin Liévano Fernández demandó los literales O y g) del artículo 
93 de la Ley 30 de 31 de enero de 1986, cuyo texto es el siguiente: 

«LEY 30 DE 1986 

Artículo 93. La Oficina de Estupefacientes del Ministerio de Justicia hará las veces 
de Secretaría Ejecutiva del Consejo, para lo cual cumplirá las siguientes funciones: 

O Expedir el certificado de carencia de informes por tráfico de estupefacientes en un 
plazo máximo de sesenta (60) días, transcurrido el cual se entenderá resuelta favorable-
mente la solicitud y por consiguiente se expedirá éste a las personas que adelanten 
trámites ante el Departamento de la Aeronáutica Civil en forma particular o como 
miembro de empresas para lo siguiente: 

1. Importación de naves; 

2. Adquisición del dominio o cambio de explotador de aeronaves. Este certificado 
deberá expedirse en el término máximo de diez (10) días, vencido el cual, sino hubiese 
sido expedido, se entenderá resuelta favorablemente la solicitud. El interesado deberá 
presentar con éste su cédula de ciudadanía si es persona natural o el certificado de 
constitución y  gerencia si fuere persona jurídica; 

3. Estudio, construcción y reforma de aeródromos o pistas e instalaciones; 

4. Obtención y  renovación del permiso de operación de aeródromos o pistas; 

S. Solicitud para obtener o renovar permisos de empresas de servicios aéreos 
comerciales, escuelas, aeroclubes, talleres aeronáuticos; 

6. Aprobación de los nuevos socios que vayan a adquirir cuotas o acciones de una 
empresa de servicios aéreos comerciales, escuelas, aeroclubes y talleres aeronáuticos; 
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7. Aprobación del nuevo propietario o explotador de un aeródromo o pista; 

S. Aprobación de licencias para personal aeronáutico. 

Este certificado podrá revocarse en cualquier momento, por orden del Consejo 
Nacional de Estupefacientes, por medio de resolución motivada. 

g) Expedir certificado de carencia de informes por tráfico de estupefacientes a las 
personas que adelanten trámites ante el Incomex y el Ministerio de Salud para el 
consumo o distribución de: Eter etílico, acetona, cloroformo, ácido clorhídrico, ácido 
sulfúrico, amoníaco, permanganato de potasio, carbonato liviano y  disolvente o dilu-
yente para barnices...'>. 

El actor considera violados el derecho a la intimidad (artículo 15 de la Carta) y  el 
derecho al trabajo (artículo 25 ibidem), con base en los siguientes argumentos: 

1. Violación del derecho a la intimidad: afirma el demandante que "cuando la Oficina 
de Estupefacientes del Ministerio de Justicia desarrolla la función de expedir certifica-
dos de carencia de informes por tráfico de estupefacientes irrumpe violando el derecho 
a la intimidad y al buen nombre de las personas a quienes al expedir el certificado 
ninguna cualidad les agrega, pero que sí lo hace dañándolas cuando lo niega puesto que 
construye en su contra el predicamento contrario: Esto es, que el individuo trafica en 
estupefacientes, lo cual, sin que obre una condena en sentencia judicial definitiva, afecta 
su buen nombre". 

2. Violación del derecho al trabajo: el actor señala que la no expedición del 
mencionado certificado a la persona "no le permite: importar aeronaves, adquirirlas o 
transferir su dominio; obtener o renovar permisos de operación de aeródromos o pistas; 
obtener o renovar permisos de empresas de servicios aéreos o comerciales, escuelas, 
aeroclubes y talleres aeronáuticos ni ser socio de las mismas, como tampoco realizar el 
trabajo de piloto, copiloto, ingeniero de vuelo, etc., ni consumir ni distribuir eter etílico, 
acetona, cloroformo, ácido clorhídrico, ácido sulfúrico, amoníaco, permanganato de 
potasio, carbonato liviano o disolvente para barnices de empleo industrial". 

De la intervención de terceros. 

1. Intervención del Ministerio de Justicia: 

El Ministerio de Justicia interviene en el proceso de la referencia para defender la 
constitucionalidad de la norma acusada. 

El Ministerio inicia la exposición trayendo a colación la sentencia de la Sala Plena de 
la Corte Suprema de Justicia, en la cual sé pronunció sobre la misma disposición en 
estudio, declarándola entonces exequible; el máximo Tribunal de Casación en ejercicio 
del control de constitucionalidad expresó en aquella oportunidad: 

"El verdadero sentido de la norma es el de consagrar un requisito adicional que 
deben obtener las personas que adelantan trámites ante el Departamento de Aeronáu-
tica Civil, en forma particular o como miembros de empresa, relativos a la importación 
de aeronaves, adquisición de dominio, cambio de explorador de aeronaves; estudio, 
construcción y  reforma de aeródromos o pistas; obtención y  renovación de permisos de 
operación de aeródromos o pistas; o de empresas de servicios aero-comerciales, 
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escuelas, aeroclubes o talleres aeronáuticos; aprobación del nuevo propietario o explo-
tador de un aeródromo o pista y aprobación de licencias para personal aeronáutico. 

lo cual se encamina a comprobar la solvencia moral de quien aspira a obtener una 
licencia de la clase de las mencionadas. 

las licencias y permisos de operación que se han citado son concesiones que hace 
el Estado a quienes cumplan con unos requisitos mínimos establecidos en la ley o 
reglamentos, los cuales pueden ser variados o aumentados por el legislador sin inferir 
agravio, cuando así lo aconsejen las conveniencias públicas'". 

El Ministerio de Justicia se fundamenta igualmente en otra sentencia de la misma 
Corporación, en la que se expresa: 

"Ante la confluencia de intereses en juego entre el de la libertad de escoger y  ejercer 
una profesión, de una parte yde la otra, los de la comunidad yios gobernados de no verse 
afectados por el inadecuado o indebido ejercicio de aquélla, sea el legislador ordinario, 
o en ocasiones el extraordinario previa y debidamente facultado poraquél para hacerlo, 
y no la administración, el organismo garante y el único competente para expedir con 
fuerza de ley las normas que exijan idónea formación científica o técnica en las 
actividades que por su naturaleza e importancia comprometen a la colectividad, o para 
dictarlas disposiciones que formalicen las condiciones del otorgamiento de títulos como 
emitir las que se restrinjan o impidan el desempeño de esas actividades a quienes no 
cumplan los requisitos mínimos de preparación o moralidad profesional"2 . 

El Ministerio estima que las disposiciones acusadas "están enderezadas a la protec-
ción de la comunidad en cuanto contienen medidas que se consideran idóneas para la 
prevención del comercio ilícito de estupefacientes, por el daño social que causa". 

Por lo anterior, el Ministerio de Justicia solicita que se declare la constitucionalidad 
de las disposiciones acusadas. 

2. Intervención de la Comisión Andina de Juristas: 

Esta entidad interviene enel proceso de la referencia para coadyuvar el ataque contra 
las normas acusadas, cuando afirma lo siguiente: 

"De acuerdo con el artículo 248 C. N., en todos los órdenes, sólo las sentencias 
condenatorias pueden tenerse como antecedentes penales. En el caso de la norma 
acusada, en una actuación de índole administrativa, un certificado da lugar a que una 
persona aparezca como responsable del delito de narcotráfico. La sindicación que de 
delincuente se hace a la persona se fundamenta sólo en simples 'informes', pudiendo 
consistir éstos en reportes de otras entidades administrativas o de los organismos de 
seguridad, sin que ello implique siquiera un indicio grave de la existencia de un proceso, 
o no siendo más que providencias judiciales todavía no definitivas. 

No se discute aquí la necesidad y  la obligación del Estado de perseguir los delitos y 
prevenir su comisión. Sin embargo, sus procedimientos no deben implicar el descono- 

Cfr. Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencia 106 de 1986. 
2 	Cfr. Corte Suprema deJusticia. Sala Plena. Sentencia de julio 23 de 1981, con ponencia del Magistrado Manuel 

Gaona Cruz. 
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cimiento de los derechos de las personas, so pena de que el Estado mismo se convierta 
en autor de la violación de la Constitución. La admisión en este caso de 'listas negras' 
de delincuentes que no han sido vencidos enjuicio, constituye un precedente que estaría 
dando cabida a la creación de similares funciones de expedición de informes respecto 
de otros tipos de delincuencia. 

Por último, dejando de un lado por un momento el análisis de la constitucionalidad 
de la norma, es pertinente hacer una consideración práctica acerca de la utilidad de la 
norma. De llegar a existir prueba suficiente contra una persona en un proceso por 
narcotráfico, procede de inmediato su detención. De la misma manera, existiendo 
prueba suficiente, tanto los bienes como las empresas vinculadas a un proceso, resultan 
embargados o intervenidos. En todos estos casos, procede hacer efectiva las disposicio-
nes de la autoridad judicial competente, lo que en consecuencia impide la realización de 
cualquiera de las actividades para las cuales se exige el 'certificado de existencia de 
informes sobre narcotráfico'. De ahí que este documento resulte siendo innecesario para 
los fines que persigue la norma". 

De esa forma, la Comisión Andina de Juristas concluye que la norma en comento es 
inexequible. 

3. Intervención de la Dirección Nacional de Estupefacientes: 

Este organismo expresa las razones en que se fundamenta para solicitarla constitu-
cionalidad de la disposición acusada, a través de las mismas sentencias citadas por el 
Ministerio de Justicia (vid supra). 

Estima la Dirección Nacional de Estupefacientes que "el certificado en cuestión 
nunca ha tenido la calidad de antecedente penal tal como la define el artículo 248 de la 
Constitución, sino que hace parte de la facultad que tiene el Estado de reglamentar una 
actividad de manera general, como lo establece el artículo 84 de la Constitución". 

La Dirección sostiene que, como al negar el certificado de que trata esta acción, se 
informa al peticionario las razones que al efecto se tuvieron con el objeto de facilitarle 
la aclaración de la situación jurídica ante las autoridades competentes, se le está dando 
pleno cumplimiento al artículo 15 de la Carta que señala el derecho de la persona de 
conocer, actualizar y  rectificar las informaciones que sobre ella se tengan en bancos de 
datos o archivos. Y respecto del derecho a) trabajo, La Dirección afirma que "el Estado 
simplemente ha reglamentado que ciertas actividades no pueden ser desarrolladas por 
personas que no reúnen los requisitos mínimos de idoneidad requeridos para su 
ejercicio". 

En ese orden de ideas, se solicita la exequibilidad de los literales f) y g) del artículo 
93 de la Ley 30 de 1986. 

Del concepto del Procurador General de la Nación. 

El Ministerio Público, en su concepto de rigor, comienza por realizar unas conside-
raciones acerca de los derechos y garantías fundamentales de las personas en la nueva 
Constitución, destacando los derechos a la intimidad y a la honra como piedras 
puntales del caso en estudio. El Procurador explica que "el Estado debe respetar y  hacer 
respetar tales derechos, y el Legislador debe señalar la forma de su protección". 

104 



C-114/93 

Seguidamente, el Procurador se explaya en las garantías judiciales fundamentales 
como el debido proceso, la preexistencia legal y  juez natural, la favorabilidad, la 
presunción de inocencia, el derecho de defensa, la cosa juzgada, el habeas corpus, el 
principio de las dos instancias, la no reformatio jo pejus, el derecho a no declarar contra 
sí mismo o contra sus parientes. El Procurador ubica luego más tarde tales derechos en 
los tratados internacionales. 

Luego la vista fiscal enfrenta el derecho a la intimidad con los informes estatales 
sobre narcotráfico, llegando a la conclusión de que "no puede entenderse que los 
Organismos de Seguridad, los Bancos de Datos Oficiales y  la Direcciónde Estupefacien-
tes, mantengan en sus archivos datos con base en los cuales puedan producir o negar la 
certificación de que la persona no registra informes sobre narcotráfico, sin que tal 
información corresponda a lo efectivamente probado y  controvertido en los procesos 
judiciales, más cuando esos datos tienen consecuencias jurídicas específicas sobre la 
actividad laboral, comercial, industrial, etc., del solicitante". 

Respecto al artículo 248 de la Carta, el Ministerio Público comenta: "mayor exigen-
cia, de tan amplio alcance y omnicomprensiva, de lo único que puede constituir 
antecedente penal y  contra ven cional seguramente no pueda existir, por la garantía que 
significa para todas las personas de que los archivos oficiales no se pueden registrar y 
por ende dar informaciones públicas o a las autoridades competentes, sino exclusiva-
mente sobre lo que hoy constituye antecedente criminal: sentencias judiciales condena-
torias, definitivas y  producto de procesos penales o contravencionales. Nada más, y 
nada menos". 

El Ministerio Público realiza luego un recuento de antecedentes jurisprudenciales 
sobre el tema, para finalmente pronunciarse sobre la norma demandada y llegar a la 
conclusión de la inexequibilidad de la disposición. 

De la audiencia pública. 

El día 17 de febrero de 1993 se realizó una audiencia pública en la sede de la Corte 
Constitucional, con el fin de escuchar la intervención de Rafael Pardo Rueda, Ministro 
de Defensa, de Andrés González Díaz, Ministro deJusticia, yde Gabriel de Vega Pinzón, 
Director Nacional de Estupefacientes, todos ellos en nombre del Gobierno Nacional; de 
Carlos Gustavo Arrieta Padilla, Procurador General de la Nación, quien intervino en 
representación de la sociedad civil; y del actor, Franklin Liévano Fernández. 

Los tres voceros del Gobierno defendieron la constitucionalidad de la norma 
acusada, como ya lo habían expresado en el memorial que remitieron oficialmente con 
destino a este proceso (vid su pra). Resumen de estas intervenciones fue entregado por 
escrito. 

El Procurador por su parte reiteró sus tesis sobre la inconstitucionalidad de la norma 
objeto de revisión, como ya lo había expresado en su concepto de rigor. No obstante el 
doctor Arrieta Padilla realizó unas reflexiones adicionales acerca de la complejidad del 
tema y  de la necesidad de ubicar la solución jurídica final en el marco de la realidad 
nacional. 

Finalmente el actor reiteré los argumentos que expresó en la demanda acerca de la 
inconstitucionalidad de los literales f) y g) del artículo 93 de la Ley 30 de 1986. 
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De la documentación extraproceso. 

Con destino a este proceso el señor FiscalGeneral de la Nación, doctor Gustavo de 
Greiff Restrepo, remitió por escrito las razones por la cuales considera que la norma 
acusada es conforme con la Constitución. Tal escrito fue remitido ante la imposibilidad 
del Fiscal para asistir a la audiencia pública a la cual fue expresamente invitado. 

El Fiscal estima que el Estado puede constitucionalmente controlar ciertas activida-
des y que es necesario hacer prevalecer el interés general y el bien común. Además la 
norma objeto de examen no viola, dice él, el derecho al trabajo, la presunción de 
inocencia ni el debido proceso. 

Cumplidos, como están, los trámites previstos en la Constitución y la ley, procede 
la Corte a decidir el negocio de la referencia d  

El texto que antecede de la sentencia fue elaborado por el Dr. Alejandro Martínez 
Caballero, con ocasión de su proyecto sobre el negocio de la referencia, que al no haber 
sido admitido por la Sala Plena, pasó al actual Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón 
Díaz, por seguirle en turno alfabético. 

II. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

a. La competencia. 

Es competente la Corte Constitucional para conocerde la presenteacción ciudadana, 
por pertenecer la normatividad acusada a una ley de la República, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 241 numeral 4  de la Constitución Política. 

b. La materia. 

El examen de constitucionalidad de la referencia comprende la determinación de la 
exequibilidad de los literales O y g) del artículo 93 de la Ley 30 de 1986, y  de sus 
eventuales violaciones a los derechos fundamentales ala intimidad, la honra ye! trabajo 
que tienen reconocidos los individuos y las, personas en preceptos prevalentes de la 
Carta. Comprende además la precisión de los contenidos del artículo 248 del mismo 
Estatuto Superior. 

El artículo 93 otorga competencias a la Oficina de Estupefacientes del Ministerio de 
Justicia para cumplir entre otras funciones la de expedir un "certificado de carencia de 
informes por tráfico de estupefacientes" con destino al Departamento de la Aeronáutica 
Civil, a las personas naturales o jurídicas que pretendan autorizaciones administrativas 
de esta última entidad relacionadas con importación de naves, o el traslado del dominio 
de las mismas, o su cambio de explotador; el estudio, construcción y reforma de 
aeropuertos y sus instalaciones; la obtencióny renovación de permisos de operación de 
estos inmuebles; la aprobación de nuevos socios en las empresas de servicios aéreos, 
comerciales, escuelas, aeroclubes y talleres aeronáuticos; aprobación de! nuevo propie-
tario o explotador de un aeródromo o pista; y para la aprobación de licencias para 
personal aeronáutico. 

También autoriza el artículo 93, cuyos segmentos se examinan, a la misma Oficina 
de Estupefacientes del Ministerio de Justicia para expedir certificado de "carencia de 
informes por tráfico de estupefacientes" condestino al Incomex, ya! Ministerio de Salud, 
a las personas que ante estos últimos organismos adelanten trámites referentes al 
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consumo o distribución de sustancias precursoras para el procesamiento de narcóticos 
tales como: éter etiico, acetona, cloroformo, ácido clorhídrico, de ácido sulfúrico, 
amoníaco, permanganato de potasio, carbonato liviano y disolvente o diluyente para 
barnices. 

Es claro para esta Corporación que las disposiciones de la ley buscan establecer un 
régimen preventivo tanto de la fundamental libertad de circulación (artículo 24 C. N.), 
como de la libertad de iniciativa económica privada (artículo 333 C. N.), con miras a 
asegurar un ejercicio de las mismas acorde con los intereses superiores que informan el 
interés público, representado en la necesidad de perseguir el delito, en consideración del 
fin ilícito que caracteriza la comisión de hechos punibles relacionados con el tráfico de 
drogas a que se destinan los bienes y actividades mencionadas en los literales O y g) del 
artículo 93 de la Ley 30 de 1986. 

Registra la Corte que efectivamente puede resultar de alguna incomodidad para 
quienes ejerzan con fines lícitos esas libertades, el requisito, acto administrativo condi-
ción, del certificado al que se refiere el precepto. Sin embargo, esta molestia resulta, visto 
el fundamento de los fines perseguidos por el legislador, tolerable en el marco de las 
exigencias propias de la sociabilidad. En efecto, la sociedad colombiana acusa una 
realidad a la cual no puede ser ajena, ni a las previsiones del legislador ni a los deberes 
sociales, ni a las decisiones de esta Corte que en esta materia ha hecho varios pronun-
ciamientos. Lo anterior en razón de que la libertad además de ser un ideal es una 
referencia de la autodeterminación de la persona humana en sociedad. Así lo ha 
entendido el propio constituyente al disponer las competencias de la ley para organizar 
la libertad, lo que quiere decir que ésta no puede existir sin fronteras sino que requiere 
de reglamentos jurídicos como garantía de su propia existencia. El propio artículo 24 
superior, se refiere a "las limitaciones que establezca la ley" como condicióndel ejercicio 
de la libertad de circulación y en similares términos lo hace el artículo 333 ibidem con 
relación a la libre iniciativa económica de los particulares. Más aún, de manera general 
los derechos y actividades de las personas pueden ser objeto de reglamentación según 
el artículo 84 de la Carta Política. 

No cabe duda pues, de que las regulaciones a la libertad que se comentan, encuentran 
justificación constitucional tanto desde un punto de vista formal como desde un punto 
de vista material; lo primero por las expresas remisiones a la ley de la Constitución 
Política y lo segundo por el interés público que persiguen las disposiciones hoy 
acusadas, porque bien dispone el Estatuto Superior que cuando de la aplicación de una 
ley expedida por motivo de utilidad pública o interés social, resultaren en conflicto los 
derechos particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá 
ceder al interés público o social (art. 58 C. N.). 

Las competencias de la ley para regularla libertad también tienen un límite, de suerte 
que no sólo hay regulaciones no permitidas por la naturaleza de la libertad, sino que 
también una reglamentación demasiado excesiva o detallada, puede igualmente anular 
el ejercicio de la libertad. Pero en este caso no encuentra esta Corporación que es 
contraria al ejercicio de las libertades la expedición del certificado de carencia de informes 
por tráfico de estupefacientes, ni por el contenido material ni por la reglamentación en 
detalle de los literales acusados del artículo 93 de la Ley 30 de 1986. Cualquier persona 
movida por intereses lícitos puede obtener sin dificultad el dicho acto condición. 
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La existencia misma de la ley, tal como se desprende de su texto, no es abusiva del 
fuero de la libertad autorizado en la Carta Política. Ahora bien, la circunstancia de que 
un registro de informaciones contenga errores no es imposible. Frente a esta eventua-
lidad, no imputable a la normatividad en examen, puede sercorregida por el interesado 
en ejercicio de su derecho a rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre él 
en archivos de entidades públicas (art. 15 C. N.). 

De otra parte, encuentra la Corte entre las contingencias propias de la libertad en 
nuestro tiempo, medidas que si se tomaran frente a libertades ejercidas de manera 
intensa y  frecuente podrían significar su abolición, contrariando las normas y  principios 
constitucionales, como por ejemplo, para el uso de medidas de transporte público 
urbano, la exigencia de un certificado análogo al comentado. Los aspectos concretos de 
las libertades que se examinan tienen unos titulares de espectro reducido, y su interés 
particular, del mayor respeto, puede ser objeto de cargas públicas más exigentes o 
numerosas, sin perjuicio de su libertad en aras del interés público. 

Es de uso corriente en la lógica de colaboración de las instituciones públicas, cuyo 
interés no es otro que el del servicio público,que aúnen esfuerzos para el cumplimiento 
de sus funciones, como en el caso de la intervención de la Oficina de Estupefacientes del 
Ministerio de Justicia, en apoyo del debido cumplimiento de las funciones propias del 
Departamento de Aeronáutica Civil, el Incornex y el Ministerio de Salud, en razón de la 
especialidad que unas y  otras cumplen. 

Ahora bien, no puede entenderse que la exigencia de un requisito administrativo, 
como el certificado expedido por la Oficina del Ministerio de Justicia, resulte violatorio 
del derecho a la honra, o al fuero íntimo, o al trabajo, o a la presunción de inocencia, por 
cuanto una persona no puede deducir que de esa exigencia legal per se, haya sido 
invadida su intimidad o su honra resulte vulnerada, o su inocencia puesta en entre 
dicho, como tampoco puede un funcionari9 público de la más alta jerarquía, sostener, 
por el hecho de que, para tomar posesión del cargo, deba exponer su declaración de 
renta, que se está desconfiando de su honorabilidad, inocencia o buena fe actual o futura 
o atentando contra su libertad de trabajo (art. 122 C. N.). Son prevenciones ordinarias 
impuestas, se repite, por la lógica de convivencia de nuestro tiempo y  sus exigencias, y 
es deberde los ciudadanos ajustarse a ellas como un aporte más a la vigencia de un orden 
justo (art. 211  C. N.). 

Es usual que, tanto en las instancias públicas como en las instancias privadas, se 
recojan informaciones, bien como fin propio de su actividad o para servir de soporte a 
otras actividades igual mente de naturaleza pública o privada. Ha sostenido la jurispru-
dencia de esta Corporación la importancia de la información en el funcionamiento de la 
sociedad actual. Sus abusos han sido el motivo del surgimiento del nuevo derecho 
denominado habeas dato, como una evocación similar a la clásica expresión latina del 
derecho de babeas corpus aportado por la tradición inglesa, según la cual se protegía la 
esencialísima libertad física, que se expresaen la dicha frase. No es, pues indiferente la 
coincidencia idiomática con una delas más caras e indiscutibles garantías liberales; este 
fenómeno de la información es objeto de la norma jurídica en diversos campos, de suerte 
que cualquier enumeración puede resultar insuficiente. En efecto, y  para mostrar la 
complejidad e importancia del fenómeno, basta a la Corporación evocar algunos 
registros informativos indispensables para el funcionamiento institucional: la informa- 
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ción contentiva de la lista de votantes Como soporte de la organización democrática; la 
información contenida en los censos, base que permite determinar la realidad social y 
sus necesidades, las informaciones comerciales que confieren elementos necesarios al 
normal funcionamiento del crédito. No puede entonces pensarse que una entidad 
pública no sólo no disponga sino que no tenga la posibilidad de utilizar informaciones, 
recogidas con motivo de la persecución del delito, con fines de interés público. Toda una 
estrategia criminal, conocida en el lenguaje especializado, corno las actividades de 
"inteligencia y  contrainteligencia", no hacen más que recoger y  manejar informaciones 
relacionadas con los ilícitos, por lo que se constituyen en instrumento fundamental del 
Estado contemporáneo en la lucha contra el delito, lucha que no sólo se realiza frente a 
los actos delictivos consumados, sino también en el campo preventivo, tal como lo 
dispone la preceptiva en examen. 

Caso distinto al que se contempla en las disposiciones examinadas es el que tuvo 
oportunidad de considerar esta Corte cuando resolvió sobre la inexequibilidad del 
artículo 12 perteneciente al Decreto 262 de 198, adoptado como legislación permanente 
por el Decreto 2270 de 1991 (Sentencia N C-007/93 del dieciocho de enero de 1993. 
Magistrado Ponente: Dr. José Gregorio Hernández Galindo), pues al paso que allí se 
establecía de manera expresa una exigencia de antecedentes de la persona, los cuales, 
según el artículo 248 de la Constitución únicamente pueden estar contenidos en 
sentencias judiciales definitivas y no en la documentación llevada por las unidades o 
bases militares cuyos comandantes estaban encargados de expedirlos correspondientes 
certificados, en las normas acusadas se habla muyconcretamente de carencia de informes 
sobre los datos que -como corresponde a su función-debe poseerla Oficina Nacional de 
Estupefacientes no necesariamente sobre antecedentes relativos a condenas proferidas 
en contra del solicitante, sino sobre conductas de éste que puedan ameritar una 
consideración previa por parte del Departamento de Aeronáutica Civil, el Incomex y  el 
Ministerio de Salud, para lo de su cargo, en virtud de una labor preventiva, según sedeja 
dicho. 

El artículo 248 elabora un concepto de "antecedentes penales", indicando que debe 
entenderse por tales únicamente las condenas proferidas en sentencias  judiciales, con 
ocasión de delitos o contravenciones. Sin detenerse en los interrogantes por la incohe-
rencia que plantea en este artículo la expresión "contravención", que es inconducente 
para el presentecaso, observa la Sala que se disponeconstitucionalmente la elaboración 
o el mantenimiento de una información que tiene que ver con los condenados judicial-
mente, con motivo de sus conductas antisociales. Esta información lógicamente no 
puede entenderse como una prohibición del constituyente para que existan otras 
informaciones relacionadas con los delitos y las contravenciones, en manos de las 
agencias públicas encargadas de la defensa social, porque tal interpretación conduciría 
al absurdo de eliminar instrumentos indispensables para la prevención del delito, como 
antes se indicó. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional por intermedio de su Sala Plena, 
administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Declarar EXEQUIBLES los literales D y g) del artículo 93 de la Ley 30 de 1986, 
demandados por el ciudadano Franklin Liévano Fernández, por las razones precedentes. 
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Cópiese, publíquese, comuníquese al Gobierno Nacional, insértese en la Gaceta 
Constitucional y archívese el expediente. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 
-Con salvamento de voto- 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia, por no haber asistido a la sesión de la Sala Plena efectuada el día 25 de 
marzo del presente año, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SALVAMENTO DE VOTO A LA SENTENCIA No. C-114 DE MARZO 25 DE 1993 

DERECHOS-Efectividad (Salvamento de voto) 

La Constitución del 86 era una Carta programática -un esquema jurídico- que no llegaba 
al ser humano deforma inmediata, sino a través de instrumentos que, a fuerza de mediar, 
comportaban un efecto tardío. En cambio, la Constitución actual es una Carta de eficacia 
inmediata, ya que otorga ala norma constitucional el carácter de norma de normas y, por tanto, 
una prevalencia fundamental que vincula a todos los poderes públicos. Ello implica entonces 
la efectividad de los derechos, esto es, su real aplicación, su protección material, el hecho de unir 
el texto jurídico -fenómeno de vigencia- con la realidad 	-fenómeno de eficacia-. 

DEBIDO PROCESO (Salvamento de voto) 

Esta garantía consiste en que la persona que esta vinculada a un proceso, debe gozar de todas 
las formalidades democráticas que existen en un Estado de derecho, para efecto de su 
juzgamiento. Para que el procesado conozca con antelación cuales son las reglas de juego 
procesales a las que va a ser sometido y tenga la posibilidad de ejercer una defensa adecuada. 

PRESUNCION DE INOCENCIA/ANTECEDENTES PENALES/SENTENCIA 
CONDENATORIA (Salvamento de voto) 

La persona se presume inocente hasta que no se le demuestre lo contrario. Sólo estáfacultada 
para declarar responsable a una persona la autoridad competente, la cual debe arribar a su 
decisión con base en prueba suficiente que desvirtúe la presunción de inocencia que existe con 
respecto al procesado. Una consecuencia de la presunción de inocencia es el derecho a considerar 
como antecedentes penales sólo las sentencias condenatorias enfirme. Sólo son antecedentes las 
sentencias condenatorias ejecutoriadas; todo otro informe que no tenga tal calidad no debe ser 
tenido por antecedente y por tanto no puede desvirtuar el principio de la presunción de 
inocencia. 

TEORIA DE LAS AUTORIZACIONES/SENTENCIA DE 
CONSTITUCIONALIDAD CONDICIONAL (Salvamento de Voto) 

El Estado, en su intervención, tiene derecho a autorizar a las personas para el ejercicio de 
ciertas actividades en aras del interés general - artículo 10  C. P.-  dentro de sufin esencial de 
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asegurar la convivencia pacífica y  mantener un orden justo -art. 2 5idem-. Pero siendo Colombia, 

como loes, un Estado Social de Derecho, tal atribución intervencionista debe ser ejercida conforme 

al principio de legalidad, que es orden con stitucionalfnndamental, el cual implica respetar los 

derechos al trabajo, al buen nombre ya la honra de las personas, asícomo el debidoproceso t, demás 

garantías. Luego, según la teoría del núcleo esencial, el Estado no puede intervenir como quiera 

-sino dentro de parámetros- pero tampoco puede renunciar a este deber constitucional -núcleo 

esencial-. Y las personas por su parte pueden ser autorizadas -dentro de parámetros- sin que se 

les desconozcan sus derechos ygarantías -núcleo esencial-. Los literales f)yg) delartículo 9.3 de 

la Ley 30 de 1986, son constitucionales siempre icuando se entienda que "los informes" de que 

trata el certificado allíregu lado hacen alusión únicayexclusiz'ainentealosantecedentes penales, 

en los términos del artículo 248 de la Constitución. De esta manera cohabitan los derechos 

individuales i, las facultades estatales de orden constitucional para autorizar ciertas actividades 

de los particulares. 

PREVALENCIA DE DERECHOS/COHABITACION DE DERECHOS/DERECHOS 
FUNDAMENTALES-Núcleo Esencial (Salvamento de voto) 

En eleven to de la existencia simultánea dedos o más derechos en un caso concreto, los cuales 

son aparentemente contrarios,existcn criterios constitucionales para establecer la prevalenciade 

¡iii derecho sobre otro. Dichos criterios resuelven tal contradicción t torna cohabitables los 

derechos. En el asunto objeto del salvamento de voto, el problema se resuelve así- Según la 

Constitución, lo institucional está al serviciodelo humano -artículos 2ij 123 C. P.-, asíconio 

lo procesal está subordinado a lo sustancial -artículo 228 idem-. En este sentido, el Magistrado 

que suscribe el salvamento estima que los dos grupos de derechos no son incompatibles sino que 

ellos cohabitan a partir del concepto del núcleo esencial de los derechos. Según la teoría del núcleo 

esencial de los derechos, éstos pueden ser canalizados en sus diferentes expresiones, sin ser 

desconocidos de plano; ellos pueden ser objeto de regulación pero no de desnaturalización. 

Ref.: Demanda N D-167. 

Norma acusada: literales f) y g) del artículo 93 de la Ley 30 de 1986. 

El Magistrado Alejandro Martínez Caballero hace salvamento de voto en e] proceso 
de la referencia, y se aparta de la decisión de la mayoría por considerar que la 
interpretación dada a los literales f) y g) del artículo 93 de la Ley 30 de 1986, no es la 
interpretación más conforme con la Constitución Política, con fundamento en los tres 
argumentos aquí consignados. 

1. De la persona. 

1.1. Derechos constitucionales de la persona. 

Según el artículo 1de la Constitución Política de 1991, Colombia es Estado Social de 
Derecho cuyo fin esencial es la dignidad del hombre. Se trata pues de una Carta 
humanista, personalista, fundada en unos valores y  principios materiales que irradian 
todo el ordenamiento jurídico. 

La dignidad humana es el valor que genera el reconocimiento positivo de los 
derechos y garantías funda mentales que reconoce la Carta. Dichos derechos y  garantías 
son inalienables, inherentes y esenciales al hombre. 
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Ahora bien, los derechos y las garantías constitucionales que se relacionan con la 
norma objeto de este proceso son los siguientes: 

1.1.1. El derecho de la esfera interna de la persona. 

La esfera interna de la persona, en su dimensión genérica, quedó consagrada en 
cuatro artículos de la Carta: 15, 21, 33 y  74. El artículo 15 establece el derecho a la 
intimidad y sus implicaciones. El artículo 21 regula el derecho a la honra. El artículo 33 
la prohibición de obligar a una persona a declarar contra sí o contra sus seres queridos. 
Y el artículo 74 el acceso de los particulares a los documentos públicos y el secreto 
profesional. Todo lo anterior debe ser complementado además con el artículo 28, sobre 
inviolabilidad del domicilio. 

El derecho al buen nombre en particular faculta a la persona para exigir respeto por 
su buena fama o imagen, o sea aquella calificación cualitativamente positiva quede ella 
hace la sociedad. 

Dicen así los incisos primero y segundo del artículo 15 de la Constitución: 

"Todas las personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar ya su buen 
nombre, y el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho 
a conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en 
bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 

Enla recolección, tratamiento y circulación de datos se respetarán la libertad y demás 
garantías consagradas en la Constitución". 

El derecho a la intimidad en general y al buen nombre en particular son unos de los 
nuevos derechos que la Constitución de 1991 reconoce. Estos derechos se caracterizan 
por presentar dos matices: uno, como la necesidad del hombre de su vida privada, de 
su rincón propio; y otro, como libertad individual, esa posibilidad de toda persona de 
tomar decisiones que conciernen a la esfera de su vida privada por sí misma. 

"Sobre lo anterior, la Corte Constitucional ha expresado': 

"Ahora bien, el tema de la vida privada en general y de la intimidad en particular 
plantea las dos dimensiones fundamentales del hombre: la individual y la social. La 
humanidad ha asistido a un largo proceso de sociabilización caracterizado por la 
manifestación social, la concentración urbana y el intervencionismo estatal. En este 
marco se inscribe el estudio de la intimidad en la sociedad contemporánea. Como anota 
Foucault, 'vivimos en una sociedad que se caracteriza por una vigilancia permanente 
sobre los individuos por alguien que ejerce sobre ellos un poder". Ya antes Ortega y 
Gasset había llamado la atención sobre los peligros que engendra la colectivización de 
la humanidad. En efecto, este autor afirma que 'la socialización del hombre es una faena 
pavorosa. Porque no se contenta con exigirme que lo mío sea para los demás... sino que 
me obliga a que lo de los demás sea mío". En este sentido, el derecho de la intimidad 

Cfr. Corte Constitucional. Sala IV de Revisión. Proceso N5  T-1 109. Sentencia N' T-444 de julio 7 de 1992. 

2 	FOUCAULT, Michel. La verdad y las formas jurídicas. Gedisa. Barcelona. 1980, pág.  99. 

ORTEGA Y GASSET, José. La socialización del hombre. Obras completas. Sexta edición. Editorial Revista de 
Occidente. Madrid, 1963, pág. 745. 
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tiende a proteger al hombreen su aislamiento necesario frente a sus semejantes, frente 
a la prensa y frente al Estado". 

Se trata, sin duda, del freno al Estado ya la sociedad, en la conducta reiterada de 
buscar información de la otra persona,buena o mala, real o fantasiosa, cruenta o límpida, 
desconociendo ese espacio vital a que tienen derecho las personas humanas para lograr 
el desarrollo de la personalidad. 

En cuanto al derecho a la honra, dice así el artículo 21 de la Carta: 

"Se garantiza el derecho a la honra. La ley señalará la forma de su protección". 

El derecho a la honra es el que garantiza la reputación o la imagen exterior de una 
persona, mientras que el derecho a la intimidad asegura la opinión que la persona tiene 
de sí misma, esto es, el ego. 

1.1.2. El derecho al trabajo. 

El trabajo es uno de los principios fundamentales del Estado colombiano, según se 
estableceen el preámbulo de la Carta. Los artículos 25y53 de la Constitución por su parte 
regulan y desarrollan el derecho al trabajo. 

La razón del carácter fundamental del trabajo reside en el hecho de que el hombre 
es un hacedor de cosas. El hombre necesita transformar la realidad para colocarla a su 
servicio y así disponer de los medios materiales que le facilitan una vida digna. 

Ahora bien, como se verá más adelante, el derecho al trabajo debe ser leído a la luz 
de las facultades constitucionales del Estadb para reglar ciertas actividades de la libre 
iniciativa privada -artículo 333 C. P.- que implican un riesgo social -artículo 26 C. P.-, sin 
que les esté dado a las autoridades públicas exigir requisitos adicionales -artículo 84-. 

1. 2. Efectividad de los derechos. 

La Constitución del 86 era una Carta programática -un esquema jurídico- que no 
llegaba al ser humano de forma inmediata, sino a través de instrumentos que, a fuerza 
de mediar, comportaban un efecto tardío. Encambio, la Constitución actual es una Carta 
de eficacia inmediata, ya que otorga a la norma constitucional el carácter de norma de 
normas y, por tanto, una prevalencia fundamental que vincula a todos los poderes 
públicos. Ello implica entonces la efectividad de los derechos, esto es, su real aplicación, 
su protección material, el hecho de unir el texto jurídico -fenómeno de vigencia- con la 
realidad -fenómeno de eficacia-. 

Ahora bien, el constituyente en su afán de garantizar al máximo el respeto de la 
persona en sus relaciones judiciales con el Estado, creó unos mecanismos para su 
defensa y  protección. 

Dichos mecanismos son básicamente el debido proceso sustancial -que es un 
instrumento genérico-, la preexistencia legal y  el juez natural, la favorabilidad, la 
presunción de inocencia, el derecho de defensa, la cosa juzgada, el /zabcas corpus, el 
principio de las dos instancias, la no reforinatio in pejus, el derecho a no declarar contra 
sí mismo ocontra sus parientes. Para efectos del caso concreto sedetendrá esta sentencia 
sólo en los siguientes mecanismos de protección de los derechos: 
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1.2.1. El debido proceso. 

El artículo 29 de la Constitución dice que se garantiza el debido proceso en toda 
actuación judicial y  administrativa. 

Esta garantía consiste en que la persona que está vinculada a un proceso, debe gozar 
de todas las formalidades democráticas queexistenen un Estado de Derecho, para efecto 
de su juzgamiento. Entre dichas garantías se destacan las siguientes ritualidades de un 
proceso: leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y 
con la observancia de la plenitud de las formas de cada juicio, para que el procesado 
conozca con antelación cuáles son las reglas de juego procesales a las que va a ser 
sometido y tenga la posibilidad de ejercer una defensa adecuada. 

1.2.2. Presunción de inocencia. 

Partiendo de la dignidad humana -artículo la  C. P.-, la personase presume inocente 
hasta que no se le demuestre lo contrario. Sólo está facultada para declarar responsable 
a una persona la autoridad competente, la cual debe arribar a su decisión con base en 
prueba suficiente que desvirtúe la presunción de inocencia que existe con respecto al 
procesado. 

Una consecuencia de la presunción de inocencia es el derecho a considerar como 
antecedentes penales sólo las sentencias condenatorias en firme. 

En este sentido el artículo 248 de la Constitución reza así: 

"Unicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva 
tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales en todos los órdenes 
legales". 

Según esta disposición, sólo son antecedentes las sentencias condenatorias ejecuto-
riadas; todo otro informe que no tenga tal calidad no debe ser tenido por antecedente y 
por tanto no puede desvirtuar el principio de la presunción de inocencia. 

1.2.3. Principio de buena fe. 

La buena fe es también fruto de la dignidad de la persona, que conduce a predicar 
la bondad natural del hombre. Se presume entonces del hombre una conducta' leal y 
honesta. Es evidente que la conducta esperada está enmarcada dentro de la confianza, 
seguridad y honorabilidad de la persona. 

1.3. Deberes del hombre. 

Según el artículo 95 de la Carta, la persona se encuentra también sujeta a deberes de 
estricto cumplimiento y que hacen el justo contrapeso a sus derechos para asegurar la 
convivencia pacífica entre los hombres. 

Los deberes se pueden globalizar en la solidaridad y la cohabitación de derechos. 

CONZALEZ PEREZ, Jesús. El principio general de la buena fe en el Derecho Administrativo. Editorial Civitas, 
S. A. Madrid, 1983. 
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Los deberes implican que los derechos tienen cargas. Así lo dice el artículo 95 
superior, cuando afirma que "el ejercicio de los derechos y  libertades reconocidos en esta 
Constitución implica responsabilidades". 

2. Del Estado. 

2.1. Fines del Estado. 

Colombia es un Estado finalista, esto es, urtEstado al servicio de ciertos fines de tinte 
humanista. Los fines esenciales del Estado están consagrados en el artículo 211  de la Carta, 
entre los que se destacan, para el caso en estudio, el servicio a la comunidad, la 
efectividad de los derechos, asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden 
justo. 

2.2. El principio de legalidad. 

El Estado Social de Derecho no puede lograr sus fines de cualquier manera, por 
importantes que ellos sean. El Estado debe lograr sus fines sólo de una cierta manera: 
conforme al derecho, vale decir, conforme al principio de legalidad. 

En este sentido el preámbulo de la Carta establece el desarrollo de la acción del 
Estado y de la vida en sociedad "dentro de un marco jurídico", y el artículo la  expresa 
que "Colombia es un Estado Social de Derecho". Los artículos 3 ,  6, 121 y  122 reiteran 
lo anterior. En consecuencia el Estado debe sujetarse a un encuadramiento normativo 
-materialmente justo-, en el que todas sus competencias están regladas. 

2.3. Teoría de las autorizaciones. 

Según el artículo 333 de la Constitución, "la actividad económica y la iniciativa 
privada son libres, dentro de los límites del bien común. Para su ejercicio, nadie podrá 
exigir permisos previos ni requisitos, sin autorización de la ley". 

El artículo 150 de la Carta reitera la facultad del Congreso de la República para 
expedir códigos en todos los campos de la legislación. 

Por su parte el artículo 26 superior dispone que "toda persona es libre de escoger 
profesión u oficio. La ley podrá exigir títulos de idoneidad... Las ocupaciones, artes y 
oficios que no exijan formación académica son de libre ejercicio, salvo aquellas que 
impliquen un riesgo social". 

Y el artículo 84 constitucional establece una restricción a las autoridades para fijar 
"permisos, licencias o requisitos adicionales" a los fijados por la ley. 

A juicio del Magistrado, de la concordancia de los artículos 333, 150, 26 y  84 de la 
Constitución se desprende lo siguiente para el salvamento de voto: 

El principio general de la actividad económica y  profesional es la libertad. Sin 
embargo tal principio tiene excepciones en la medida en que el Estado tiene ciertamente 
la facultad de intervenir para autorizar ciertas actividades que impliquen idoneidad 
profesional o riesgo social, en aras de la prevalencia del interés general -artículo la 
C. P.-. 

Es por ello que la Carta reserva al Legislador la facultad de autorizar la realización 
de algunas actividades de la comunidad que irnpliquen riesgo social. Tal atribución es 
a veces concretada por el Ejecutivo en ejercicio del poder de policía. 
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En este sentido el Magistrado comparte íntegramente el sentir de Garrido Falla, 
cuando anota que "de las reglamentaciones de policía se desprenden dos tipos de 
prohibiciones: unas con carácter absoluto, en el sentido que niegan al particular toda 
posibilidad de hacer o actuar en un determinado sentido...; otras prohibiciones, en 
cambio, no tienen sino un carácter relativo, pues en relación con la actividad de que se 
trate permiten a la policía que examine y aprecie las circunstancias que se dan y, en su 
caso, que remuevan los obstáculos que para el particular deri vaban de la reglamentación 
establecida. Esta es, cabalmente, la técnica de las autorizaciones. Se trata, por tanto, de 
una técnica que repugnaba, hasta cierto punto, al Estado de Derecho liberal, pero que 
deviene rasgo típico del Estado intervencionista de nuestros días"'. 

Ahora bien, "la falta de autorización -anota por su parte García Trevijano-, puede 
contemplarse como defecto de la capacidad de disposición, de la potestad de disposi-
ción, como falta de consentimiento, como voluntad incompleta y en cualquier caso 
afecta la validez. El acto jurídico realizado sin ella podría a lo sumo estimarse como 
sometido a la condición de que se otorgue: bien suspensiva, bien resolutoria negativa 
del otorgamiento, pero nada más... La autorización, al igual que la concesión, es un 
genus que engloba una gran familia de actos administrativos todos ellos tipificados con 
la nota de remover obstáculos impuestos previamente para el lícito y legal ejercicio de 
un derecho preexistente: obsérvese que afecta al ejercicio del derecho y no a este 
mismo". 

Por otra parte, es tal el riesgo social de las actividades para las cuales se requiere la 
autorización de que trata la norma acusada, que la comunidad internacional se ha 
comprometido a controlar la venta, circulación y uso de los elementos que se requieren 
para la producción y  tráfico de estupefacientes. En efecto, en la "Convención de las 
Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y  sustancias sicotrópicas", 
suscrita en Viena el 20 de diciembre de 1988, se dice que es deber de las Partes adoptar 
las medidas conducentes para controlar tales actividades. Si bien es cierto que el Estado 
colombiano aún no ha ratificado dicha Convención, el país intervino en su elaboración 
y ha sido voluntad del Gobierno Nacional someter en reiteradas oportunidades dicho 
Convenio a la consideración del Congreso de la República. 

3. De la cohabitación de derechos. 

3.1. Criterios sobre prevalencia de derechos. 

Considera el Magistrado que, de conformidad con lo anterior, en el caso concreto se 
encuentra en presencia de dos derechos de orden constitucional: 

- De un lado, la persona tiene derecho a que de ella se conozca sólo lo mínimo para 
el normal convivir en sociedad y  dentro de ciertas ritualidades que es preciso respetar. 

- Y de otro lado, el Estado tiene el derecho (y el deber) a conocer lo máximo necesario 
para la debida protección de las personas y las instituciones, sin violar los derechos 
humanos. 

Cfr. GARRILX) FALLA, Fernando. Tratadc'de [)erechoAdininistrativo. Volumen II. Prtegeneral: conclusión. 
Novena Edición. Tecnos. Madrid, 1989, págs. 132 y 133. 

Val GARCIA-TREVIJANOS, José Antonio. Lc actos administrativos. Civitas. Madrid, 1986, págs. 242 y  243. 
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Así las cosas, en el evento de la existencia simultánea de dos o más derechos en un caso 
concreto, los cuales son aparentemente contrarios,existen criterios constitucionales para estable-
cer la prevalencia de un derecho sobre otro. Dichos criterios rcstíelz,eií tal contradicción i,' torna 
coba bitables los derechos. 

En el asunto objeto del salvamento de voto, el problema se resuelve así: 

Según la Constitución, lo institucional está al servicio de lo humano -artículos 2 y 
123 C. P.-, así como lo procesal está subordinado a lo sustancial -artículo 228 idem-. 

En este sentido, el Magistrado que suscribe el salvamento estima que los des grupos 
dederechos no son incompatibles sino queellos cohabitan a partir del concepto del n úcleoesencial 
de los derechos. 

En efecto, según la teoría del núcleo esencial de los derechos, éstos pueden ser 
canalizados en sus diferentes expresiones, sin ser desconocidos de plano; ellos pueden 
ser objeto de regulación pero no de desnaturalización. 

Así lo dice Haberle, cuando afirma que "se denomina contenido esencial al ámbito 
necesario e irreductible de conducta que el derecho protege, con independencia de las 
modalidades que asuma el derecho o de las formas en que se manifieste. Es el núcleo 
básico del derecho fundamental, no susceptible de interpretación o de opinión sometida 
a la dinámica de coyunturas o ideas políticas"7. 

Por tanto los derechos y garantías de las personas pueden ser canalizados sin llegar 
a desconocerse su núcleo esencial, así como los derechos investigativos del Estado 
pueden ser canalizados sin llegar tampoco a desconocerse su núcleo esencial. 

4. Conclusiones. 

Al aplicar las nociones anteriores al salvamento de voto se concluye: 

El Estado, en su intervención, tienedereclo a autorizara las personas para el ejercicio 
de ciertas actividades en aras del interés general -artículo 111  C. P.- dentro de su fin 
esencial de asegurar la convivencia pacífica y mantener un orden justo -art. 2  idem-. 

Pero siendo Colombia, como lo es, un Estado Social de Derecho, tal atribución 
intervencionista debe ser ejercida conforme al principio de legalidad, que es orden 
constitucional fundamental, el cual implica respetar los derechos al trabajo, al buen 
nombre y a la honra de las personas, así corno el debido proceso y demás garantías. 

Luego, según la teoría del núcleo esencial,el Estado no puede intervenir como quiera 
-sino dentro de parámetros- pero tampoco puede renunciar a este deber constitucional 
-núcleo esencial-. Y las personas por su parte pueden ser autorizadas -dentro de 
parámetros- sin que se les desconozcan sus derechos y garantías -núcleo esencial-. 

Y justamente una de las garantías constitucionales de las personas es la consagrada 
en el artículo 248 de la Carta, que dice: 

HABERLE, l'eter. El conteeidoeseici,l comogarantia de los dei ochos íundamentales. Grundgeset, Autlage. 
Heidelberg, 1983. 
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"Unicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva 
tienen la calidad de antecedentes penales y  contravencionales en todos los órdenes 
legales". 

De conformidad con una norma tan clara, de orden constitucional, y  que desarrolla 
el derecho fundamental a la presunción de inocencia, el Magistrado que suscribe el 
presente salvamento de voto, estima que los literales O y g) del artículo 93 de la Ley 30 
de 1986, son constitucionales siempre y  cuando se entienda que "los informes" de que trata el 
certificado allí regulado hacen alusión thnca y exclusivamente a los antecedentes penales, en 
los términos del artículo 248 de la Constitución. 

De esta manera cohabitan los derechos individuales y  las facultades estatales de 
orden constitucional para autorizar ciertas actividades de los particulares. 

Deotra forma, si no seadoptara esta solución, es evidente que otro tipode "informe" 
sobre tráfico de estupefacientes, que no sea un "antecedente" penal o contravencional, 
violaría flagrantemente el artículo 248 precitado. 

Por otra parte, se observa que esta decisión es concordante con la adoptada por la 
Corte Constitucional en la Sentencia SC-007/93, cuando afirmó: 

"La norma acusada es inconstitucional en cuanto faculta por vía general a unas 
autoridades públicas para imponer una sanción administrativa consistente en la sus-
pensiónde autorizaciones o permisos de operación con apoyo en indicios calificados por 
esas mismas autoridades, sin procedimiento previo tendiente a establecer en concreto 
la responsabilidad del afectado, quien, dado el silencio del precepto sin remisión alguna 
a la normatividad aplicable, carece de toda oportunidad de contradicción y  defensa. De 
ahí que esta Corte considere violado en el presente caso el artículo 29 de la Carta y 
también flagrantemente desconocido el artículo 83,a cuyo tenor se presume la buena fe 
de los particulares en todas las gestiones que adelanten ante las autoridades". 

En el caso concreto los informes se expiden, según se anotó, sólo cuando obren 
antecedentes penales o contravencionales, los cuales lógicamente sólo se materializan 
mediante procedimientos que respetan el debido proceso. 

Se concluye pues que la norma acusada, leída como aquí se indica, no viola la Carta. 

Quedan así consignadas las razones por las cuales en su oportunidad no compartí 
la posición de la mayoría de la Sala de la Corporación. 

Fecha, ut supra. 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado. 

Cfr. Cç'rte Cotistjuicic'n,t. Sentc tic i,i SC_007/3, de cncrc' 18 de 1993. Magistrado Ik'nente: Dr. José Gregodo 
Hernández Galind('. 
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SENTENCIA No. C-115 
de marzo 25 de 1993 

IMPUESTO DE RENTA/INGRESOS DE FUENTE NACIONAL 

La preceptiva delarf (culo 124, no lince más que indicar que los aludidos pagos, hechos por las 
filiales y subsidiarias ala casa matriz, no son deducibles, lo que quiere decir que integran la base 
gravabledel impuestode ren fa, en perfectaarinonía con lo estatuido en clii uniera! 7delartículo 
24 del Estatuto, en el sentido de que constituyen ingresos de fuente nacional. No asiste razón 
constitucionala la demanda, porque, no existiendo doble tributación, carecen defu ndnmento los 
cargos que dependían de ésta. Se deduce la clara impropiedad en que incurre el demandante al 
confundir el concepto de ingreso de fuente nacional con el de no deducibilidad de pagos, para 
efectos impositivos; por cuanto el uno identifica la naturaleza de la renta, mientras el otro la 
condiciona de manera específica en el artículo 124;de suerte que la declaratoria de inconstitucio-
nalidad pretendida parel actor, dejaría exentosdel impuesto de remesas tde ren fa, los montos de 
esos pagos de las filiales i, subsidiarias; por cuanto su carácter inconstitucional le restaría 
posibilidad de aplicar esos impuestos a ese porcen taje de la base gravable, por deducible, a pesar 
de su determinación como fuente de renta nacional. 

Ref.: Expediente N D-177. 

Acción de Inexequibilidad contra el artículo 124 del Decreto 0624 de 1989, "por el 
cual se expide el Estatuto Tributario de los impuestos administrados por la Dirección 
General de Impuestos Nacionales". 

Actor: Paul Chan-Speyer W. 

Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORON DIAZ. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo veinticinco (25) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

1. ANTECEDENTES 

El ciudadano PAUL CHAN-SPEYER W., en ejercicio de la acción de inconstitucio-
nalidad consagrada en el artículo 241 numeral 411  de la Constitución Política, presentó 
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el 28 de julio de 1992, demanda en donde solicita sea declarado inconstitucional 
parcialmente el artículo 124 del Decreto 624 de 1989. 

Una vez cumplidos los trámitesconstitucionales ylegales y recibido el concepto del 
Procurador General de la Nación previsto en los numerales 2'-y 4'-del artículo 242 de la 
Carta, la Corporación procede a dictar sentencia. 

II. NORMA ACUSADA 

«DECRETO NQ 0624 DE 1989 
(30 de marzo) 

Artículo 124. Los pagos a la casa matriz no son deducibles. Las filiales, subsidiarias, 
sucursales o agencias en Colombia de sociedades extranjeras, no tendrán derecho a 
deducir de sus ingresos, a título de costo o deducción, cantidad alguna pagada o 
reconocida, directa o indirectamente a sus casas matrices u oficinas del exterior, por 
concepto de gastos, comisiones, honorarios de administración o dirección, regalías y 
explotación o adquisición de cualquier clase de intangibles>'. 

Lo destacado es la parte del artículo que se demanda. 

III. LA DEMANDA 

El actor cita las normas constitucionales contenidas en los artículos 93,95 numeral 
911; 100 y  363 de la Carta; a las cuales, según su parecer, es contrario el segmento legal 
acusado, por las consideraciones resumidas a continuación: 

- Que el artículo 124 del Estatuto Tributario tiene como antecedentes más inmedia-
tos el artículo 51 de la Ley 9 de 1983, y  el artículo 21 del Decreto ejecutivo N2  1900 de 
1973, fuera de otras normas citadas en el libelo. 

- Que en la exposición de motivos del Estatuto Tributario se indica que enel precepto 
revisado se está "repitiendo lo ya consagrado por las normas del Pacto Andino". 
(Decisión 24 del Acuerdo de Cartagena). 

- Que "la situación cambió diametralmenteen 1987, año a partir del cual las normas 
del Pacto Andino ya no prohíben la deducción de los referidos pagos" y  que por tanto, 
ha dejado de existir la razón expresa por la cual se estableció la posibilidad de deducir 
regalías y  pagos por la explotación de intangibles. 

- Que "las razones para la expedición de lo que hoy es el artículo 124 del Estatuto 
Tributario fueron las siguientes: 

1. Que los pagos cuya deducción no se permite no fueran verdaderos repartos de 
utilidades'. 

'2. Que al repartirse utilidades de esta forma, no se escapare a las disposiciones 
cambiarias que establecían limitaciones al monto de giro de utilidades, así como 
tampoco se burlare el impuesto establecido para la remesa de otilidades al exterior'. 

'3. Que no existía control estatal para establecer la realidad de los gastos'. 
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'4. Que dicha ausencia de control podía dar origen a la violación cambiaria atrás 
aludida ya evasiones fiscales provenientes del hecho dequea las sociedades extranjeras 
beneficiarias de los pagos no se les gravaban dichos ingresos' ". 

- Que las anteriores razones que comparte, "hoy no están presentes con respecto a 
los pagos de regalías y  explotación de intangibles", toda vez que actualmente "no se 
obtiene provecho alguno en el ocultamiento de reparto de utilidades bajo la forma de 
pago de regalías, por las razones siguientes: 

'a) La limitación que existía para el giro de utilidades al exterior fue eliminada 
totalmente por el artículo 411  de la Resolución N 51 del 22 de octubre de 1991 del Consejo 
Nacional de Política Económica y  Social -Conpes-, en ejercicio de facultades legales 
conferidas por la Ley 9 de 1991'. 

'b) Adicionalmente, todos los contratos que generan pagos por concepto de regalías 
han de ser revisados y aprobados por el Comité de Regalías, como lo ordena la ley' 

- Que "hoy ya no puede haber evasión fiscal. En efecto, los pagos de regalías y 
explotación de intangibles son rentas de fuente colombiana, conforme lo dispone el 
numeral 711  del artículo 24 del Estatuto Tributario". 

- "Efectivamente, los pagos de regalías y explotación de intangibles son rentas de 
fuente nacional y  por tanto gravables para las matrices u oficinas del exterior de las 
subsidiarias o sucursales de sociedades extranjeras en Colombia, a una tasa efectiva de 
impuesto de renta yde remesas del 38.4%, retenida íntegra menteen la fuente, conforme 
lo disponen los artículos 12,24 numeral 7Q,  240, 406,408,417y 321, literal b) del Estatuto 
Tributario". 

"La circunstancia de la no deducibilidad del pago, sumada al gravamen de la 
retención en la fuente, genera el anormal, injusto, inequi ta tivo y  por ende inconstitucio-
nal fenómeno de una doble tributación injustificada, pues el pago de regalías a la casa 
matriz u oficina del exterior, en la realidad económica origina una absurda y  desigual 
tasa efectiva de impuestos del 68.4% (30%) al no permitirse la deducibilídad del pago; 
otro 30%a título de impuesto de renta íntegramente retenido en la fuente; yel 12% sobre 
el saldo, a título de impuesto de remesas íntegramente retenido en la fuente. Esta tasa 
efectiva de impuestos se reduce al 60%, si se da la condición establecida por el último 
inciso del artículo 53 del Estatuto Tributario, subrogado por el artículo 5  de la Ley 6 
de 1992, previa aprobación del Comité de Regalías. 

- Que "si por una parte los pagos por regalías se gravan en la forma atrás expuesta 
y por la otra se prohibe su deducción con fundamento en el artículo 124 del Estatuto 
Tributario, se produce una doble tributación que contra ría los principios fundamentales 
de los tributos". Cita sentencia del honorable Consejo de Estado. 

- Que se "presenta una transgresión irrefutable al principio tributario dei USTICIA, 
introducido ala Constitución Nacional por el numeral 9" del artículo 95" y desarrollado 
por el artículo 683 del Estatuto Tributario. 

- Que resulta injusto mantener la prohibición a este tipo de contribuyentes de 
deducir las regalías pagadas a sus casas en el exterior, "luego de haber desaparecido 
todas las razones para haber establecido esta restricción; verbigracia, prohibición de la 
Decisión 24 del Acuerdo de Cartagena, limitación al monto de giro de utilidades, 
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ausencia de controles y,  principalmente, la no gravabilidad alas regalías percibidas por 
las casas u oficinas del exterior". 

- Que las desproporcionadas tarifas impositivas ahuyentan la inversión extranjera. 

-Que desde luego debe respetarse "lo establecido en el artículo 29 del Decreto 1265 
de 1987, que sólo admite contratos de regalías 'cuando se trate de nuevas tecnologías o 
de tecnologías utilizadas para la producción de bienes destinados a la exportación" 

- Que el precepto establece una discriminación injustificable entre nacionales y 
extranjeros, que viola el artículo 100 de la C. N. que "ordena la igualdad para los 
extranjeros en cuanto a las garantías concedidas a los nacionales. Así mismo, se 
transgrede el principio constitucional tributario de la equidad, trasunto de la justicia y 
de la igualdad, consagrados por los artículos 95, numeral 9 y 363 de la Constitución 
Política de 1991". Y que el artículo 93 de la Carta dispone la interpretación de los 
derechos y  deberes de conformidad con los tratados internacionales sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia. 

IV. INTERVENCION DE AUTORIDAD PUBLICA 

Las doctoras Nohora Inés Matiz y  Elizabeth Whittingham García, en su calidad de 
ciudadanas y  de funcionarias de la División de Representación Externa de la Unidad 
Administrativa Especial-Dirección de Impuestos Nacionales, intervinieron en el proce-
so para sostener la constitucionalidad de la preceptiva acusada, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 244 de la Carta y  desarrollado en el artículo 11 del Decreto 2067 
de 1991, "por el cual se dicta el régimen procedimental de los juicios y  actuaciones que 
deben surtirse ante la Corte Constitucional". Las intervinientesen su escrito planteanlos 
siguientes argumentos: 

- Que la ley tributaria es de orden público y una vez expedida surge la obligación 
tanto para el Estado como para el administrado de cumplirla. 

-Que la leyentra en vigencia desde su publicación o cuando la misma ley lo indique 
(art. 52 del C. R.P.M.). Cesa su vigencia porderogatoria tácita oexpresa, o cuando expira 
el plazode su vigencia, o cuandoes declarada inconstitucional por la CorteConstitucio-
nal. 

- Que es incuestionable la aplicación del artículo 124 del Estatuto Tributario, "por 
parte de la administración y su acatamiento por parte de las sociedades respecto de las 
cuales se establece la prohibición de la deducción por pagos a la casa matriz, porque la 
potestad de exención sólo la tiene el Estado a través del legislativo, y no es posible que 
sobre una ley vigente y  válidamente expedida pueda naducirsecircunstancias de hecho 
para el reconocimiento de una exención, por modificación a esta ley, a tra vés de la Rama 
Jurisdiccional, como pretende el demandante se haga respecto a la norma acusada". 

- Que los acuerdos del Pacto Andino pueden ser fuentes de consulta por parte del 
legislativo para la regulación de las materias, "pero no puede aceptarse que la 
modificación de esos acuerdos y  el mismo estado económico actual del país, se 
constituyan en las causas de las cuales se pueda originar un efecto directo sobre la 
constitucionalidad de la norma". 
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- Que la norma fue expedida, en lo concerniente a su forma y a su contenido de 
acuerdo con el texto constitucional vigente. 

- Que "si se trata de enfrentar disposiciones con fuerza de ley, no es la honorable 
Corte Constitucional la Corporación competente para este análisis jurídico y  menos de 
conformidad con el numeral 4Q del artículo 241 de la Constitución Nacional, que señala 
el actor como facultad para declarar la inexequibilidad propuesta". 

- Que la legislación del Pacto Andino se predica respecto de los países suscriptores 
y no tiene "un efecto multiplicador respecto de otros países y no son reguladores de la 
legislación interna hasta el punto de determinar su modificación". 

- Que el Gobierno actual ha expedido unbuen número de leyes orientadas a fomentar 
la inversión extranjera, "que se ha caracterizado en el aspecto fiscal por rebajar 
gradualmente los gravámenes, el impuesto a la inversión extranjera, etc., considerando 
las circunstancias económicas del mercado interno y su capacidad decompetitividad en 
el mercado internacional". 

- Que sin perjuicio del tratamiento dado a las regalías por los artículos 5Q y 133 de la 
Ley 6,1  de 1992, el legislador ha considerado conveniente "mantener la prohibición de 
deducir a título de costo o deducción los pagos afectados por las filiales o sus casas 
matrices en los términos del artículo 124 del E. T. y  tal prohibición se hizo extensiva a 
otros conceptos con ocasión de la expedición de la Ley 49 de 1990, artículo 15 por la cual 
se introdujo el artículo 124-1 al Estatuto Tributario". 

- Que esta legislación se mantiene no para evitar posibles evasiones sino por la 
naturaleza jurídica de las filiales y  subsidiarias (art. 260 C. de Co.). 

-Que se trata entre la matriz y  las filiales y  subsidiarias del mismo ente, "por lo cual, 
mal puede aceptarse que los ingresos de la que funciona en Colombia, puedan 
disminuirse con pagos que se haga a sí misma". Sus deudas entre sí no constituyen 
acreencias, sino que hacen parte de un mismo patrimonio (art. 287 del Estatuto 
Tributario). 

- Que no existe doble tributación según lo afirma el actor, porque "él está determi-
nando doblemente un 30% porque no se trata de que sobre el valor no deducible se 
aplique esta tarifa y se determine un impuesto y  que además, sobre la base gravable se 
aplique nuevamente la tarifa para determinar el impuesto". 

- Que el tratamiento de capitales en 1 pacto andino, es un tema "que por sus 
características no tiene ninguna conexión directa con ellos". Y la norma no vulnera el 
artículo 100 C. NI., sobre igual trato a nacionales y  extranjeros,  y  es acorde con la 
regulación contenida en el artículo 363 ihideni sobre sistema impositivo. 

V. CONCEPTO DEL MINISTERIO PUBLICO 

El señor Procurador General de la Nación, mediante oficio N 106 del 26 de octubre 
de 1992, rinde el concepto ordenado por los artículos 242-2 y  278-5 de la Carta Política, 
dentro del término precisado en el artículo 711  del Decreto 2067 de 1991, en el cual solicita 
a la Corte Constitucional declarar inexequibles las expresiones "regalías y explotación", 
contenidas en el artículo 124 del Decreto 624 de 1989, previas las siguientes considera-
ciones: 
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- Que el derecho tributario debe estar contenido en normas "claras, precisas y 
completas". 

- Que el Estatuto Tributario enumera los ingresos que se consideran de fuente 
nacional (art. 24 numeral 711)• 

- Quela Ley 49 de 1990 estableció "las tarifas de los impuestos de renta y remesas de 
las sociedades extranjeras, las cuales descenderían progresivamente de 20 a 12% entre 
los años 1990y 1996, para las nuevas inversiones regiría una tasa menor, cli 2%; régimen 
que en su conjunto reducía la tasa de tributación total del 44% al 38.4% (incluyendo el 
30% sobre el total de utilidades). Se dispuso además que en caso de reinvertirse las 
utilidades, la tasa de tributación sería del 30%. 

- Que la Ley 6 de 1992 "en su artículo 133, aceleró este proceso, al continuar 
disminuyendo la tarifa del impuesto de remesas que se causa sobre las utilidades 
comerciales de las sucursales de sociedades u otras entidades extranjeras, del 12% para 
1993, hasta llegar al 7% para el año gravable de 1996 y siguientes". 

- Que el artículo 20 del Estatuto Tributario prescribe "que salvo las excepciones 
especificadas en los pactos internacionales y  en el derecho interno, son contribuyentes 
del impuesto sobre la renta y complementarios, las sociedades y  entidades extranjeras 
de cualquier naturaleza, únicamente en relación a su renta y  ganancia ocasional de 
fuente nacional. Para tales efectos, según la misma norma, se aplica el régimen señalado 
para las sociedades anónimas nacionales, salvo cuando tengan restricciones expresas". 
Así mismo, como ya se citó, el artículo 12 ibide,n determina que las sociedades y 
entidades extranjeras son gravadas únicamente sobre sus rentas y  ganancias ocasiona-
les de fuente nacional". 

- Que, según lo sostuvo el Consejo de Estado en sentencia sobre asunto similar, el 
tratamiento a "las sociedades extranjeras y sus sucursales en el Estatuto Tributario se 
tiene que las primeras, como ya se dijo, son gravables únicamente sobre su renta 
nacional; las regalías y explotación se consideran por el mismo ordenamiento como 
rentas de fuente nacional, luego gravadas directamente por este concepto e indirecta-
mente a través de la no deducibilidad, máxime como lo percibió el Consejo de Estado, 
cuando existe una identidad en el sujeto contribuyente, se produce entonces el fenómne-
no de la doble tributación, que choca con el principio tributario de la equidad y la justicia 
consagrados en los artículos 95-9, 100 y 363 de la Constitución". 

Procede la Corporación a dictar sentencia, previas las siguientes 

CONSIDERACIONES: 

a. Competencia. 

La Corte Constitucional es competente para conocer de la acción de inconstitucio-
nalidad de la referencia, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 241 numeral 5,1  

de la Carta Política, por hacer parte la preceptiva acusada de un decreto con fuerza de 
ley. 

b. La materia. 

El examen constitucional se ocupa de declarar si la prohibición de deducir los pagos 
a las casas matrices de sociedades extranjeras, que realicen las filiales o subsidiarias en 
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el país por concepto de regalías / explotación de cualquier clase de intangibles, es 
exequible o no lo es. 

El contenido del artículo 124 del Estatuto Tributario (Decreto 624 de 1989), tiene 
origen en el criterio adoptado por la política económica del Estado con relación al 
tratamiento que debe darse al capital extranjero. Ese criterio, consulta las distintas 
realidades productivas y monetarias del país, y su mejor conducción en la economía 
internacional; para situaren ésta, de la mañera como el legislador autorizado lo estime 
en su sabiduría, los intereses nacionales y su protección en el marco de la cooperación 
internacional, sobre bases de equidad, reciprocidad y conveniencia nacional (art. 226 
C. N.). 

Es natural que normas como la examinada sean modificadas frecuentemente según 
el cambio de las realidades fácticas de que se ocupa y de las variables propias de la 
decisión del gobernante, sin perjuicio deque todo su contenido debe estar conforme con 
lo prescrito en el Estatuto Fundamental. Los antecedentes recientes y las normas 
concordantes posteriores muestran esta realidad. 

El antecedente inmediato de la norma examinada se encuentra en el artículo 51 de 
la Ley 9a de 1983 de igual texto, que retomaba de manera general, desde ese entonces, 
el criterio legislativo incorporado a nuestro sistema jurídico con ocasión de la Decisión 
24 del Acuerdo de Cartagena "Pacto Andino" por el Decreto 1900 de 1973, que prohibía 
las deducciones en cuestión, según lo dispuesto en su artículo 21 del siguiente tenor 
literal: 

"Artículo 21. Las contribuciones tecnológicas intangibles darán derecho al pago de 
regalías, previa autorización del organismo nacional competente, pero no podrán 
computarse como aporte de capital. 

Cuando esas contribuciones sean suministradas a una empresa extranjera por su 
casa matriz o por otra filial de la misma casa matriz, no se autorizará el pago de regalías 
ni se admitirá deducción alguna por ese concepto para efectos tributarios". 

En el plano internacional, hubo una derogatoria de la Decisión 24 por la Decisión 220 
del Acuerdo de Cartagena (1987), para no seguir prohibiendo la deducción de los 
comentados pagos. Así pues, esta última Decisión no prohibió las deducciones, lo que 
por supuesto, dejaba en libertad a cada Estado signatario de mantenerlas o no, según su 
voluntad legislativa autónoma. 

La circunstancia de que en la exposición de motivos del artículo 51 de la Ley 9 de 
1983, se haya hecho alusión a que la prohibición estaba contemplada por las normas del 
Pacto Andino, no sería razón suficiente, como lo sostiene el demandante, para que, como 
resultado de la supresión del precepto en la legislación de ese conjunto jurídico-
internacional, hubiese desaparecido la ratio legis de la norma en el orden jurídico 
interno; lo anterior por varias razones: la primera, porque el mismo texto de la 
exposición de motivos no afirma que la causa de la expedición del artículo 51 de la Ley 
9 de 1983, sea el hecho de que exista la misma prohibición en el derecho internacional, 
sino que simplemente se expresa allí, como un criterio comparativo que se está 
"repitiendo lo ya consagrado por las normas del Pacto Andino", con las cuales, debía 
concordar la legislación interna. La segunda razón, se encuentra en el hecho de que la 
legislación del pacto tantas veces citado, no obliga a Colombia sino frente a los países 
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concurrentes a ese proceso de integración y  no necesariamente frente al resto de países 
del concierto internacional, con referencia a los cuales se presenten los supuestos de 
hecho previstos en la norma. Viene a confirmarla interpretación anterior, un argumento 
de historia legislativa; la circunstancia de que en 1989 al expedirse el Decreto 624, 
contentivo del llamado Estatuto Tributario, ya no existía la Decisión 24 que había sido 
cambiada en el punto por la Decisión 220 hacia 1987, y'  sin embargo, se reprodujo en 
ese Estatuto lo que disponía en el anterior régimen, el artículo 51 de la Ley 9 de 1983, 
reseñada atrás. 

De otra parte, el actor interpreta que al disponer el artículo 24 numeral 7  del Estatuto 
Tributario que son rentas de fuente nacional los beneficios o regalías de cualquier 
naturaleza provenientes de la explotación de toda especie de propiedad industrial o del 
"Know how", o de la prestación de servicios de asistencia técnica sea que éstos se 
suministren en el exterior o en el país, y los provenientes de la propiedad literaria, 
artística y científica explotada en el país, se genera por mandato de la ley una doble 
tributación, en razón de lo dispuesto por el artículo 124 ibidein en la parte acusada, toda 
vez que dispone la no deducibilidad de los pagos correspondientes a la casa matriz. 

Resulta equivocada la interpretación, que además es compartida por el señor agente 
del Ministerio Público, al concluir la disposición de una doble tributación en los dos 
preceptos, que le otorga a la norma acusada un carácter "anormal, injusto, inequitativo 
y por ende inconstitucional". No existe la doble tributación, que pudiera traducirse en 
"una desigual tasa efectiva de impuestos del 68.4% (30% al no permitirse la deducibi-
lidad del pago; otro 30% a título de impuesto de renta íntegramente retenido en la fuente; 
y 12% sobre el saldo, a título de impuesto de remesas íntegramente retenido eii la 
fuente)". En efecto, aquella tasa efectiva se reduce tal como lo sostienen los representan-
tes de la Administración de Impuestos Nacionales, al formular reparo a la interpretación 
del demandante, que desemboca en determinar doblemente un 30% del mismo impues-
to de renta, "porque no se trata de que sobre el valor no deducible se aplique esta tarifa 
y se determine un impuesto y que además, sobre la base gravable se aplique nuevamente 
la tarifa para determinar el impuesto. Porque en el primer caso, el valor no deducible 
simplemente forma parte de un factor de determinación de la renta y  sobre él no es 
posible calcular impuesto. Y en el segundo caso, se determina la renta líquida gravable 
y a ésta sí se aplica la tarifa del impuesto". 

Interpretación que comparte la Corporación, pues la preceptiva del artículo 124, no 
hace más que indicar que los aludidos pagos, hechos por las filiales y  subsidiarias a la 
casa matriz, no son deducibles, lo que quiere decir que integran la base gravable del 
impuesto de renta, en perfecta armonía con lo estatuido en el numeral 7del artículo 24 
del Estatuto, en el sentido de que, como se ha indicado antes, constituyen ingresos de 
fuente nacional. 

De donde se concluye que no asiste razón constitucional a la demanda, porque, no 
existiendo doble tributación, carecen de fundamento los cargos que dependían de ésta, 
de acuerdo con lo cual la norma transgredía "el principio tributario de JUSTICIA, 
introducido a la Constitución Nacional de Colombia" por el numeral 92  de su artículo 
95, y también la pretendida violación del artículo 93 ibidein, como consecuencia "del 
preámbulo y  del articulado de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
aprobada y proclamada por la Asamblea General de las Naciones Unidas", ni se viola 
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elartículo 100 de la Carta, encuanto disponeque los extranjeros disfrutaránen Colombia 
de los mismos derechos civiles que se conceden a los colombianos. Resultan, se repite, 
estos cargos infundados y  mal formulados en la demanda sub cxnniinc. 

Observa la Corte la clara impropiedad en que incurre el demandante al confundir 
el concepto de ingreso de fuente nacional con el de no deducibilidad de pagos, para 
efectos impositivos; por cuanto el uno identifica la naturaleza de la renta, mientras el 
otro la condiciona de manera específica en el artículo 124; de suerte que la declaratoria 
de inconstitucionalidad pretendida por el actor, dejaría exentos del impuesto de 
remesas y de renta, los montos de esos pagos delas filiales y subsidiarias; por cuanto su 
carácter inconstitucional le restaría posibilidad de aplicar esos impuestos a ese porcen-
tajede la base gravable, por deducible, a pesar de su determinación como fuente de renta 
nacional en el numeral 7" del artículo 24 del Estatuto Tributario. 

Con fundamento en lo anteriormente expuesto, la Corte Constitucional, adininis-
trando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Declarar EXEQUIBLE, las expresiones "regalías y explotación" del artículo 124 del 
Decreto 624 de 1989, por las consideraciones precedentes. 

Cópiese, publíquese, comuníquese al Gobierno Nacional, insértese en la Gaceta 
Constitucional y archívese el expediente. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia, por no haber asistido a la sesión de la Sala Plena efectuada el día 25 de 
marzo del presente año, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. C-125 
de marzo 30 de 1993 

COSAJUZGADA 

El artículo 10 del Decreto 2651 de 1991 que en esta oportunidad se demanda, ia fue objeto 
de acusación ante esta Corporación. Por tanto los fallos que profiere la Corte Constitucional cn 
ejercicio de las competencias que esta le atribuie como guardiana de su supremacía e integridad 
producen efectos definitivos, erga omnes , hacen tránsito acosa juzqada constitucional. Esta 
Corporación analizó el inandat o demandado no sólo por el aspecto referido al posible exceso en el 
ejercicio de las facultades extraordinarias, sino también por vicios de mérito, no encontrando que 
se hubiera infringido ningún canon del Estatuto Superior. 

Ref.: Expediente N D-160. 

Norma acusada: artículo 10-parcial-del Decreto 2651 de 1991. 

Temas: Inasistencia injustificada a la audiencia de conciliación -Consecuencias-. 
Cosa juzgada constitucional. 

Actor: Jaime Sierra. 

Magistrado Ponente: Dr. HERNANDO HERRERA VERGARA. 

Aprobada por Acta NQ 26. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo treinta (30) de mil novecientos noventa y  tres (1993). 

1. ANTECEDENTES 

Procede la Corte Constitucional a resolver la demanda de inconstitucionalidad 
incoada por el ciudadano JAIME SIERRA, contra el artículo 10 del Decreto 2651 de 1991, 
con excepción de su parágrafo, por presunta infracción a los artículos l,  29 y 5w-e 
transitorio de la Constitución Nacional. 

A la presente demanda se le imprimió el trámite constitucional y legal corres-
pondiente. 
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II. NORMA ACUSADA 

El texto de la disposición materia de impugnación es el siguiente: 

"Artículo 10. Con excepciónde las audiencias previstas en el trámite de conciliación 
aque serefiereel artículo 2y el numeral 3Q  del artículo 16 de este Decreto, la inasistencia 
injustificada a alguna de las audiencias de conciliación previstas en este decreto o a la 
contemplada en el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, tendrá, además de 
las consecuencias indicadas en el citado artículo, las siguientes: 

1) Si se trata de demandante, se producirán los efectos señalados en el artículo 346 
del Código de Procedimiento Civil, los cuales decretará el Juez de oficio o a petición de 
parte. 

2) Si se trata de excepcionante en el proceso ejecutivo, el Juez declarará desiertas 
todas las excepciones de mérito propuestas por él. 

3) Si se trata de demandante en proceso ejecutivo se tendrán por ciertos los 
fundamentos de hecho susceptibles de confesión en que se funden las excepciones de 
mérito. 

4) Si se trata de demandado se tendrán por ciertos los hechos susceptibles de 
confesión contenidos en la demanda y además el Juez declarará desiertas las excepcio-
nes de prescripción, compensación y  nulidad relativa, si las hubiere propuesto. 

5) Si se trata de alguno de los litisconsortes necesarios, se le impondrá una multa, 
hasta 10 salarios legales mínimos mensuales, en favor de la Nación, Consejo Superior 
de la Judicatura. 

En el auto que señale fecha para la audiencia se prevendrá a las partes sobre las 
consecuencias que acarrea la inasistencia. 

III. FUNDAMENTOS DE LA ACUSACION 

A juicio del actor, el artículo transitorio 52, literal e) de la Constitución Nacional, 
autorizó al Presidente de la República para descongestionar los despachos judiciales. No 
así para crear medios coercitivos ni disciplinarios t, incnos a violar el Estado tic Derecho 
consagrado en el artículo I, como tampoco a desaparecer los principios rectores previstos en el 
artículo 29 del mismo Estatuto Superior, que es lo que -en su opinión- hace el precepto 
demandado. 

En su sentir, el Presidente de la República rebasó el marco constitucional al suprimir 
el debido proceso, el principio de que toda sentencia debe estar fundamentada vi¡ pruebas 
legalinen te decretadas y practicadas, el derecho de defensa, el prnu'ipio de igualdad de las partes, 
el principio de contradicción de la prueba Ve! principiodeapreciación de la prueba en conjunto, 
cercena ido así los derechos ciudadanos. 

Para concluir el demandante asevera que la no asistencia a la audiencia de conciliación, 
asíno la 1iairni pedido las partes conlleva la pdrdidadc todos los derechos hasta dde ser escuchado, 
dentro de! proceso. 

130 



C-125/93 

En prueba de su aserto adjunta una fotocopia de un proceso ejecutivo singular en el 
cual el demandado resultó condenado apagar una multa de varios salarios mínimos por 
causa de su inasistencia a la audiencia de conciliación. 

IV. INTERVENCION CIUDADANA 

El Ministerio de Justicia -por medio de apoderado- presentó un escrito destinado a 
defender la constitucionalidad del mandato acusado con fundamento en la considera-
ción siguiente: 

"El que puede lo más, puede lo menos. Si la Constitución lo autorizó (se refiere al 
Presidente de la República) para expedir las normas transitorias para descongestionar 
los despachos judiciales, ello constituye una materia en que caben no solamente las 
disposiciones básicas que desarrollan el mecanismo de la conciliación sino también las 
coercitivas, las sancionadoras, que hagan posible la puesta en marcha y la adopción del 
mecanismo ideado, en caso de incumplimiento o de inobservancia". 

En opinión de ese Despacho, 

"No hay en las normas acusadas una sola queafecte los principios constitucionales que se 
dicen transgredidos, porque las partes procesales y los intervinientes quedan todos, 
absoluta mente todos, sometidos a las consecuencias de su incumplimiento o inobservancia". 

Por lo demás, pone de presente que no debe perderse de vista que si la inasistencia 
alas audienciasdeconciliaciónes justificada, no hayconsecuencia alguna, y  secontinúa 
con la posibilidad de utilizarla conciliación como medio eficaz para arreglar conflictos 
de intereses privados. 

V. EL CONCEPTO FISCAL 

El Jefe del Ministerio Público emitió ]avista fiscal respectiva en oficio número 097de1 
13 de octubre de 1992, en el que pide a la Corte declarar exequible el artículo acusado, 
con la advertencia de que, si ya se ha dictado sentencia dentro de los expedientes 
acumulados N° D-070, D-075, D-081 y  D-103 en donde también se demandó esta misma 
norma, se esté a lo allí resuelto. 

Los fundamentos en que se basa el agente fiscal son éstos: 

- La norma acusada concibió mecanismos tendientesa lograrel cumplimiento de las 
audiencias de conciliación por los intervinientes, medios que son desarrollo de la 
atribución conferida y quede no establecerse, harían inanes los esfuerzos del habilitador 
de lograr una pronta y cumplida administración de justicia mediante la descongestión 
de los despachos judiciales. 

- No se viola el debido proceso por cuanto: 

"la norma además de determinar de manera clara e inequívoca a qué clase de 
inasistencia se aplicarán las sanciones, refiriéndose a aquella que es 'injustificada', 
determina las consecuencias que acarreará a las partes su no concurrencia a las 
audiencias de conciliación, trátese de demandante, de demandado o de litisconsorte 
necesario, advirtiendo su texto, que en el auto que señale la fecha para audiencia, s 
prevendrá alas partes sobre las consecuencias que acarrea la inasistencia loque deja ver 
la intención del legislador de que no se asalte a los intervinientes con una decisión 
sorpresiva". 
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- El actor sólo acusa la parte del artículo que contiene aspectos punitivos sin 
observar que el parágrafo de la misma determina las causales de justificación, instru-
mentos para impugnar una posible sanción, así como la previsión del recurso de 
apelación contra el auto que resuelve la solicitud de justificación, o contra el que impone 
una sanción. 

Por ello, no puede decirse que la disposición atacada vulnera el debido proceso, 
especialmente el derecho de defensa; más bien puede afirmarse que por el contrario, la 
norma cumple los principios básicos que informan las garantías del artículo 29 Superior. 

VI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

A. Competencia. 

Esta Corporación es tribunal competente para decidir la acusación formulada, por 
cuanto ella se dirige contra una norma que hace parte de un decreto expedido por el 
Presidente de la República en ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 
transitorio 5Q,  literal e) de la Constitución Nacional y de conformidad con lo ordenado 
por el artículo 10 transitorio del mismo ordenamiento, en concordancia con el 241-5 
ibideni. 

B. Cosa juzgada. 

Hace ver la Corte que el artículo 10 del Decreto 2651 de1991   que en esta oportunidad 
se demanda, ya fue objeto de acusación ante esta Corporación dentro de los procesos 
acumulados que se radicaron bajo lo N° D-070, D-075, D-081 y D-103, los cuales 
concluyeron con la sentencia NQ C-592 del 7de diciembrede 1992, en la que con ponencia 
del honorable Magistrado Fabio Morón Díaz se declaró exequible -entre otras disposi-
ciones-, el precepto citado. 

De conformidad con lo preceptuado por los artículos 243 de la Carta Política y21 del 
Decreto 2067 de 1991, los fallos que profiere la Corte Constitucional en ejercicio de las 
competencias que ésta le atribuye como guardiana de su supremacía e integridad 
producen efectos definitivos, erga onznes y hacen tránsito a cosa juzgada constitucional, 
salvo que sehaya limitado o restringido el pronunciamiento a determinadas d isposicio-
nes constitucionales, como es el caso en que seacusan disposiciones exclusivamente por 
el aspecto de facultades extraordinarias, vicios de procedimiento en la formación de 
leyes, etc., eventosen los cuales se permiten demandas posteriores por razones distintas 
de las anotadas. 

En el presente caso, esta Corporación analizó el mandato demandado no solo por el 
aspecto referido al posible exceso en el ejercicio de las facultades extraordinarias, sino 
también por vicios de mérito, no encontrando que se hubiera infringido ningún canon 
del Estatuto Superior. 

Dijo entonces la Corte Constitucional, en apoyo de la exequibilidad del precepto 
controvertido: 

"Se trata pues de obligar a la asistencia a las audiencias de conciliación en tanto 
pasos necesarios, que comprometen el interés público, en el logro de mayores niveles 
de eficiencia en las soluciones de justicia, sin perjuicio de dejar a salvo, el papel de la 
voluntad de las partes en la decisión de conciliar o de no hacerlo. Lo que acarrea las 
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sanciones no es pues la voluntad de conciliar o no hacerlo, sino la inasistencia a la 
audiencia en tanto oportunidad procesal necesaria. Con lo cual no resulta contrario el 
precepto a la voluntariedad propia del debido proceso de la conciliación, y sí un 
instrumento propiciatorio de ésta y por consiguiente de la descongestión de los 
despachos judiciales". 

Así, pues, se ha operado el fenómeno procesal de la cosa juzgada constitucional que 
impide a esta Corte reabrir el debate sobre el artículo materia de impugnación. 

Por ello, se ordenará estar a lo resuelto en la sentencia citada. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional, en nombre del pueblo y por 
mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

ESTESE A LO RESUELTO en la Sentencia N C-592 del 7 de diciembre de 1992, en 
cuanto declaró EXEQUIBLE el artículo IO del Decreto 2651 de 1991. 

Cópiese, publíquese, comuníquese al Gobierno Nacional, insértese en la Gaceta de 
la Corte Constitucional y  archívese el expediente. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia, por no haber asistido a la sesión de la Sala Plena efectuada el día 30 de 
marzo del presente año, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. C-126 
de marzo 30 de 1993 

ESTADO UNITARIO/ENTIDADES TERRITORIALES/DESCENTRALIZACION 
ADMINISTRATIVAIAUTONOMIA 

El Estado unitario, en sentido estricto, es una organización centralizada a la cual le están 
subordinados los entes regionales y  locales, los cuules, bajo la limitante de la centralización 
política, ejercen las competencias propias de la autonomía y la descentralización. La Carta de 
1991, revela una tendencia marcada hacia la acentuación ij profuudización de la descentralización 
i, la autonomía Concedidas a las entidades territoriales. El principio de autonomía se desarrolla 
cuando al definir los caracteres de las entidades territoriales, no sólo les atribuye competencias 
propias, que son de la esencia de su autonomía, sino que afirma derechos i consagro poderes 
exigibles i, oponibles a las autoridades de los niveles superiores, lo que indudablemente supone 
un cambio cualitativo en la concepción de estos entes. 

DECRETO LEGISLATIVO DE FACULTADES EXTRAORDINARIAS/ 
CONTRATACION ADMINISTRATIVA 

Las facultades que pueden ser conferidas al Presidcntcde la República por clartículo 150-10 
i, las que se le otorgaron por el artículo 39 t ransit brin de la Constitución, tienen un carácter 
extraordinario y lo Iinbihtan para expedir decretos con fuerza de ley; en ambos casos el titular 
de las facultades esel Presideutede la República; noobstante, son sustancial inentediferentes;las 
primeras provienen de u iza fuente legal, mientras que las segundas se derivan de la z'olu n tad del 
constituyente. Las facultadesdelartículo39 transitorio ten ían, dos únicos línutes, el tiem po i, la 
materia: el primero imponía su ejercicio durante un término máximo de tres (.3) meses, t el 
segundo la adopción de medidas tendientcs ansegurar la debida organización yfuncionanuento 
de estas entidades; este propósito no era posible lograrlo sino a través del desmonte gradual del 
sistema centralizado y de tutela a que venían sometidos estos territorios, i, procediendo a 
reestructu ranos internamente, mediantesu adecuación alas nuevas realidades políticas, sociales 
ieconómicas del pais. Se requería, conioasílo contemnpkíel Decreto 2274 de 1991, de un régonen 
jurídico que perniitiera llevara cabo, en forma eficaz, el proceso de conversión Y  vinculación de 
estas entidades al régimen departamental ordinario. En principio, es el legislador ordinario a 
quien corresponde dictar normas, en materia de contratación administrativa, a las cuales debe 
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someterse tanto la administración central como la descentralizada; peroen razón del otorgamiento 
a! Presidentede la República de las facultadesextraordinarias a queal udcelartículo39 transitorio 
se le habilitó especialinen te para expedir las normas de contratación. 

ENTIDADES TERRITORIALES/AUTONOMIA-Límites/REGIMEN DE 
CONTRATACION 

El conceptode autononiíadepartamcntal, en manera alguna, se opone a que como loestablece 
elartículo302 de la Constitución Política, la leypueda establecer para unoo varios departamentos 
diversas capacidades y  competencias de gest ión administrativa yfiscal distintas alas señaladas 
para ellos en la Constitución, en atención a la necesidad de mejorar la administración o la 
prestación de los servicios públicosdeacuerdo con su población, recursos económicos i, naturales 
y circunstancias sociales, culturales y  ecológicas  y que en razón de ello pueda delegar, a uno o 
varios departamentos, atribuciones propias de los organismos oen t idades públicas nacionales. El 
inciso2 5delartículo 24 de! Decreto 2274 de 1992, esevidentemente inconstitucional, por cuanto 
un órgano externo, perteneciente a la administración central y extraño por completo a la 
organización departamental, como lo es el Consejo de Ministros, condiciona la declaratoria de 
emergencia, o de urgencia de un contrato departamental a su concepto previo vfavorablc. No se 
aviene con los criterios constitucionales, elestablecimientoen la normademandada, de una tutela 
en materia contractual para los nuevos departamentos t, sus entidades descentralizadas. 

CONTRATO DE PRESTACION DE SERVICIOS 

Los contratos de prestación de servicios son objeto de una regulación especial, que en nada 
vulnera la autonomía departamental, pues la disposición enunciada solo busca imnpcdirexcesos 
o abusos con su celebración, lo cual está conforme con el desarrollo del contenido material de 
las facultades de! artículo 39 transitorio, en cuanto estaban dirigidos a asegurar la debida 
organización ijelfuncionamiento de los nuevos departamentos. Es evidente, además, que una 
adecuada regulación de la contratación administrativa garantiza la ético, la eficiencia yel buen 
funcionamiento de los servicios administrativos, lo cual se adecua al precepto del artículo 209 de 
la C. N. Puede señalarse que la norma acusada consagra un régimen transitorio en materia de 
contratos de prestación de servicios, limitada por el factor de temporalidad, en el sentido de que 
dicho régimen operará hasta cuando se liai,a expedido el Estatuto General de Contratación Pública 
y de la administración nacional por el Congreso de la República, en ejercicio de la atribución 
señalada ene! inciso fina! del artículo 150 de la Constitución Nacional. 

MONOPOLIO RENTISTICO-Regulación 

Nada en el Decreto 2274 de 1991 era contrario al contenidode las facultades extraordinarias 
otorgadas por el artículo 39 transitorio, puesto que el decreto simplemente adoptó medidas 
especiales en materia de organización, administración, control t,i explotación del monopolio 
rentístico, que conformealartículo336 dela Constitución corresponde fijardeordinarioa la ley. 
No invadióel legislador extraordinario, como lodiceeldemandante, las facultades legislativas de 
creación y  regulación de monopolios, porcuantoel Presidentealexpedircl Decreto2274 de 1991, 
no creó un monopolio -el de la lotería- 1/a que él existía de antemano. 

LOTERIA DE LOS TERRITORIOS NACIONALES/ENTIDADES 
DESCENTRALIZADAS-Naturaleza 

La decisión del legislador cxtraordiiiariode calificar iasociedad "Lotería Territorios Nacio-
nales" como mimia "sociedad entre entidades públicas" no hace sino reconocer a los nuevos 
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departamentos los derechos sociales, que, con anterioridad poseían en su condición de intenden-
cias y comisarías en la mencionada lotería y precisar su verdadera naturaleza jurídica, que se 
adecua alas previsiones del Decreto-ley 130 de 1976, que regula las entidades descentralizadas 
indirectas. A la fecha de expedición del Decreto 2274 de 1991, las intendencias y comisarías no 
disponían de Asambleas Departamentales, pues carecían de esas corporaciones administrativas, 
en razón de que no eran departamentos. Las Asambleas, para los nuevos departamentos, solo 
fueron integradas, por primera vez, en marzo de 1992; por lo tanto, si aún no existían en la 
mencionada fecha dichas corporaciones, resulta obvio que las facultades otorgadas al Presidente 
fueran ejercidas para asegurar la debida organización yfuncionamiento de los nuevos departa-
mentos y no incurrió el Presidente alejercerel mandato expreso del constituyente, en la arrogación 
de las funciones propias de las Asambleas Departamentales. Si bien, las loterías constituyen un 
arbitrio rentístico no tienen el carácter de un ingreso tributario. 

Ref.: Expediente N D-106. 

Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 24, inciso 2,  25, 34 y  39 del 
Decreto-ley 2274 de 1991, "por el cual se dictan normas tendientes a asegurar la debida 
organización y funcionamiento de las entidades territoriales erigidas como departa-
mentos en la Constitución Política y se dictan otras disposiciones". 

Actor: Marco Antonio Díaz Guevara. 

Magistrado Ponente: Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL. 

Sentencia aprobada mediante Acta N 26 de la Sala Plena, en Santafé de Bogotá, 
D. C., a los treinta (30) días del mes de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993). 

La Corte Constitucional de la República de Colombia, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CON STITUCION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

1. ANTECEDENTES 

En ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad consagrada en el inciso 
primero del artículo 242 de la Constitución Nacional, el ciudadano MARCO ANTONIO 
DIAZ GUEVARA acude ante esta Corporación con el fin de solicitar la declaratoria de 
inexequibilidad de los artículos 24, inciso 2,  25, 34 y 39 del Decreto-ley 2274 de 1991. 

Cumplidos como están los trámites constitucionales y legales estatuidos para 
asuntos de esta índole, procede la Corte Constitucional a adoptar la correspondiente 
decisión. 

II. NORMAS ACUSADAS 

A continuación se transcriben las disposiciones materia de impugnación: 
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"Artículo 24 inciso 2. Régimen Contractual Transitorio.'La declaratoria de emer-
gencia o urgencia evidente para la celebración de con tratos en los nuevos departamentos 
requerirá concepto previo y  favorable del Consejo de Ministros'. 

Artículo 25. Contratos de Prestación de Servicios. Los contratos de prestación de 
servicios sólo podrán celebrarse mediante contratación directa cuando su cuantía no 
exceda del valor que el primero (11̀ ) de enero del año en que se celebren, tengan 500 
unidades de poder adquisitivo constante (Upac). 

Los contratos de prestación de servicios que excedan la cuantía indicada se somete-
rán a concurso de méritos". 

"Artículo 34. Loterías. Los nuevos departamentos se subrogan en los derechos 
sociales quelasantiguas intendencias ycomisarías teníanenla Lotería delos Territorios 
Nacionales, entidad que seguirá funcionando como una sociedad entre entidades 
públicas del orden departamental. 

Los gobernadores, como representantes legales de los nuevos departamentos, en 
asamblea de accionistas, procederán a reformar los respectivos estatutos, para ordenar-
los a las disposiciones constitucionales, legales y reglamentarias vigentes. 

En dichos estatutos se podrá disponerademásloreferentea la realización de sorteos 
ordinarios, que en tal caso se realizarán conjuntamente. 

Los ingresos provenientes de la Lotería se destinarán exclusivamente a servicios de 
salud". 

"Artículo 39. Sociedades o Asociaciones con Entidades Públicas. 'La Nación y sus 
entidades descentralizadas podrán participar con otras entidades públicas en socieda-
des o asociaciones que se creen u organicen, con o sin la participación de personas 
privadas, en los términos del Decreto-ley 1 30de 1976 para promoverel desarrollo de las 
regiones de la Amazonia y de la Orinoquia en materia ambiental, ecológica, de] 
desarrollo económico, la investigación y la planificación' ". 

III. LA  DEMANDA 

A. Normas constitucionales que se consideran infringidas. 

El actor considera transgredidas las siguientes normas constitucionales: ordinales 
711, 10e inciso final del artículo 150; artículos 287,294 y  298; ordinales 30,71! y 911  del artículo 
300; artículos 336 y  39 transitorio de la Constitución Política de Colombia. 

B. Los fundamentos de la demanda. 

En primer término señala el actor que las normas demandadas se expidieron con 
extralimitación de las atribuciones otorgadas al legislador extraordinario y  que, como 
consecuencia, se violaron las normas constitucionales que tutelan la autonomía admi-
nistrativa de los departamentos. 

Ajuicio del demandante, dentro de las materias queconstituyen reserva constitucio-
nal se encuentran aquellas que hacen parte del estatuto general de contratación de la 
administración pública, las cuales son de competencia del Congreso y, por lo tanto, no 
podían ser objeto de facultades extraordinarias, al tenor de lo dispuesto en el numeral 
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10 del artículo 150 de la Carta Política. El legislador extraordinario no podía expedir 
normas como las contenidas en los artículos24, inciso 2 y 25 del Decreto 2274 de 1991, 
que regulan aspectos concretos del estatuto contractual, los cuales deben ser objeto de 
ley ordinaria, o de lo contrario desborda las facultades conferidas. 

Con el nuevo régimen departamental consagrado en la Constitución de 1991, carece 
de fundamento constitucional someter a los nuevos departamentos a una "tutela 
contractual", según la cual, se requiere de concepto previo de una autoridad nacional 
para calificar los aspectos del trámite de los contratos por parte de estas entidades, ya 
quesi lasentidades territoriales tienen autonomía para administrarsus bienes mediante 
contratos, es de su competencia lo relacionado con su formación y adjudicación. Por 
tanto, al contener los artículos 24, inciso segundo y  25 del Decreto-ley 2274 de 1991, 
normas que son propias de la autonomía fiscal y  administrativa de los departamentos, 
se violaron las disposiciones constitucionales que tutelan dicha autonomía. 

De otra parte, con el pretexto de regular órganos básicos de la administración 
departamental, el legislador extraordinario no podía regular materias objeto de reserva 
constitucional y legal o conceder privilegios a tributos departamentales, sin desbordar 
el límite de tales facultades ni crear sociedades de naturaleza regional, cuando ello está 
reservado por la Constitución Nacional a las entidades territoriales. 

Seguidamente el demandante señala, que extinguida la lotería de las intendencias 
ycomisarías pordesaparecer esas entidades territoriales, el Gobierno debió suprimir las 
instituciones nacionales que administraban esos territorios y no crear una nueva 
entidad, como lo hizo el artículo 34 del Decreto 2274, por carecer de atribuciones 
expresas. Con dicha disposición, el legislador extraordinario estableció un tratamiento 
preferencial para tributos de las entidades territoriales recién creadas, en el sentido de 
mantenerlas asociadas para su mejorbeneficio, sustrayéndrlasal control de losorganis-
mos departamentales para colocarlas integralmenteba jo el control fiscal de un organis-
mo nacional, con lo cual se infringe el artíctdo 294 de la Carta y  aparece ostensible la 
extralimitación del Gobierno en el uso de las facultades conferidas por el artículo 39 
transitorio de la Constitución Nacional. 

Dentro del régimen departamental, ordenamiento al cual deben someterse los 
nuevos departamentos, tanto los derechos dela lotería, como la formación de sociedades 
del orden departamental ola autorización para contratar esos derechos son del resorte 
de las respectivas Asambleas Departamentales, yesas atribuciones, a juicio del actor, no 
se las puede arrogar el legislador extraordinario. Con el artículo 34 del Decreto 2274 de 
1991, el Gobierno crea una sociedad entre entidades públicas del orden departamental, 
autoriza a losGobernadores para reformar estatutos y  disponer sobre sorteos ordinarios 
y reemplaza órganos decontrol fiscal delos departamentos, todas funciones propias de 
las Asambleas, con lo cual seinfringió abiertamente la autonomía de los departamentos 
recién creados. 

Afirma el actor, que con el artículo 39 del Decreto 2274 se otorgan a la Nación unas 
facultades imprecisas e indefinidas para constituir entidades descentralizadas indirec-
tas, alejadas de los requisitos a que se refiere el artículo 150 numeral 10 de la Constitu-
ción, según el cual, estas facultades no pueden superarlos seis meses ydeben ser precisas 
y limitadas en el tiempo. 
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Finalmente, se viola el artículo 39 transitorio de la Carta, pues el Presidente fue 
investido por dicha norma de facultades extraordinarias para expedir Decretos-leyes 
que aseguraran la debida organización y  funcionamiento de los nuevos departamen-
tos, y con las normas citadas, extralimitó el uso de las facultades e invadió la órbita de 
la autonomía departamental, apartándose del mandato constitucional. 

IV. INTERVENCION CIUDADANA 

Durante el término de fijación en lista, presentaron escritos de impugnación a las 
pretensiones de la demanda, los ciudadanos Augusto Hernández Becerra, en su propio 
nombre, yMarcela Monroy Torres, como apoderada del Ministerio deGobierno y dela 
Lotería La Nueve Millonaria de la Nueva Colombia Ltda. 

El ciudadano Augusto Hernández Becerra fundamenta la constitucionalidad de las 
disposiciones acusadas en las siguientes consideraciones: 

- En cuanto a la naturaleza jurídica del decreto demandado, es procedente señalar 
que las facultades atribuidas por el artículo 39 transitorio de la Constitución Política al 
Presidente de la República son "extraordinarias deestirpe constitucional, directamente 
conferidas por el constituyente", por lo que no cabe confundirlas con las facultades 
extraordinarias de origen legal a que se refiere el numeral lo del artículo 150 de la Carta. 
Unas y  otras facultades extraordinarias no tienen entre sí nada en común, salvo el 
nombre y el titular de ellas, porque han sido concebidas en distintos ni veles jerárquicos 
y tienen un régimen jurídico diferente. 

El decreto demandado es un "decreto con fuerza de ley", mediante el cual se facultó 
al Presidente de la República para hacer las veces de legislador; esto es, para dictar 
normas jurídicas de carácter general, tendientes a la debida organización y funciona-
miento de los nuevos departamentos creados por el artículo 309 de la Carta, al igual que 
para suprimir entidades de carácter nacional y asignar a estos entes territoriales los 
bienes nacionales que, a su juicio, debieran pertenecerles. 

- La Constitución no confiere a las entidades territoriales una autonomía absoluta, 
sinolimitada porlaConstituciónyla ley. Nadaenel Decreto 2274de 1991 estaba vedado 
a la ley ni era contrario a las facultades extraordinarias señaladas en el artículo 39 
transitorio de la Carta. El Decreto simplemente adopta medidas especiales en materia 
deorganización, administración, control y explotación de un monopolio rentístico que, 
según el artículo 336 de la Constitución, corresponde fijar no a cada departamento, sino 
a la ley. 

La autonomía de las entidades territoriales es, en la Constitución Política de 1991, 
una particular concepción de la descentralización administrativa y  política, dentro del 
marcodel Estado unitario que permite a la Constitución ya la leyestablecer limitaciones 
a las facultades, atribuciones o competencias de dichas entidades. 

Si en materia contractual la posibilidad de limitación legal es indiscutible, no lo es 
menos en cuanto al régimen de los monopolios rentísticos que administran los depar-
tamentos. En cuanto hace a la Lotería de los Territorios Nacionales, las medidas 
adoptadas en el decreto obedecieron exclusivamental propósito de asegurar la debida 
organización y  funcionamiento de los nuevos departamentos. 
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-Concluye, finalmente, que las normas acusadas contenidas en el Decreto 2274d e 
1991, encuadran dentro del marco de las facultades qual Gobierno atribuyó el artículo 
transitorio 39, y no vulneran ninguna disposición constitucional. 

La apoderada del Ministerio de Gobierno y de la Lotería La Nueve Millonaria de la 
Nueva Colombia Ltda., presentó un escrito de defensa de la constitucionalidad del 
artículo 34 del Decreto 2274 de 1991, en el cual se destacan los siguientes argumentos: 

- El texto del artículo 39 transitorio indica que la facultad que da origen al Decreto 
2274 de1991   no se debe entender causada en el artículo 150 numeral 10 de la Carta, pues 
quien dotó al Ejecutivo de facultades extraordinarias para expedir decretos con fuerza 
de ley fue la Asamblea Nacional Constituyente- y no el Congreso. Estas facultades no 
fueron solicitadas por el Gobierno; se originaron en la voluntad única del constituyente, 
quien habilitó al Ejecutivo extraordinariamente para legislar sobre tales temas. 

- Las facultades concedidas por el artículo 39 transitorio deben entenderse a la luz 
de las circunstancias y  exigencias que la realidad impone, como son el grado de 
desarrollo socio-económico de las antiguas intendencias y  comisarías, estimado inferior 
a los de los demás departamentos y,  de otra parte, su conversión en nuevos departamen-
tos, exigió a la Asamblea Nacional Constituyente desarrollar un sistema de transición 
que permitiera que "los territorios nacionales, fueran igualados, es decir, puestos en 
condiciones semejantes a los departamentos ya constituidos". 

- La debida organización y  el funcionamiento de los nuevos departamentos entrañan 
una gama de facultades no especificadas, una de las cuales debía ser necesariamente la 
atinente al funcionamiento de la Lotería de los Territorios Nacionales, entidad que, 
según el artículo 34 del Decreto acusado, seguiráfuncionnndoconmo n iza sociedad decimt,dadcs 
públicas del orden departamental 

La norma anterior, no es violatoria del ordinal 711  del artículo 300 de la Carta, puesto 
que conla norma acusada loque se persigue es desarrollar jurídicamente una transición 
entre el régimen aplicable a las antiguas intendencias y comisarías, particularmente en 
lo relacionado con el manejo de las loterías, de los ingresos generados por éstas y  el 
nuevo régimen departamental. 

No hay, por tanto, creación de una entidad sino la adecuación de la antigua Lotería 
de los Territorios Nacionales a las exigencias de la organización y  funcionamiento de los 
nuevos departamentos. 

Debe entenderse, que la autorización de juego conjunto y el sistema de asociación 
correspondiente, establecido en el artículo 34 del Decreto 2274, responde a la filosofía 
de acciones afirmativas del Estado, como mecanismo para lograr un trato igualitario y 
superarlas condiciones de desigualdad ydiscriminación, logrando hacer más eficientes 
la explotación de los derechos de juego de la lotería de cada uno de esos departamentos 
que, por su precario grado de desarrollo económico, no estarían en condiciones de 
financiar individualmente. 

V. CONCEPTO DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACION 

El Procurador General de la Nación por oficio número 077 del 16 de septiembre de 
1992, emitió el concepto ordenado por los artículos 242-2 y 278-5 de la Constitución 
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Nacional, dentro del término legal, solicitando a la Corte Constitucional declarar 
EXEQUIBLES los artículos 24, inciso segundo, 25,34 y 39 del Decreto 2274 de 1991, con 
fundamento en los argumentos que a continuación se resumen: 

1. El Decreto 2274 de 1991 es producto de una habilitación extraordinaria otorgada 
por la Asamblea Nacional Constituyente al Presidente de la República; se trata de 
facultades de rango constitucional a las cuales se recurrió, ante la ausencia de actividad 
legislativa. Dichas facultades se originaron en la voluntad del Constituyente, estiimila-
da por la urgencia de desarrollar con prontitud y  eficacia las normas constitucionales, 
mientras que las facultades del artículo 150-10, suponen la solicitud por parte del 
Presidente y que el Congreso las otorgue para expedir normas con fuerza de ley, cuando 
la necesidad lo exija o la conveniencia pública lo aconseje. Por lo tanto, es improcedente 
invocarla transgresión del artículo 150-10 de la Carta porque el Decreto que se estudia 
se desenvuelve en otro contexto. 

2. La autonomía de los entes territoriales que consagra la nueva Constitución no es 
absoluta sino limitada dentro de la órbita de la ley. No se ve, entonces, cónm pueda estar 
lesionada la autonomía fiscal y  administrativa de los departamentos si ella está 
constitucionalmente limitada por la ley; y el Ejecutivo, habilitado como lo fue por el 
artículo 39 transitorio, podía establecer en su calidad de "legislador extraordinario", 
limitaciones alas facultades, competencias y  atribuciones de las entidades territoriales. 

3. Ala fecha de la expedición del Decreto 2274 de 1991, las intendencias y comisarías 
no disponían de Asambleas Departamentales, pues éstas tan sólo serían elegidas en 
marzo de 1992. En ausencia del cuerpo colegiado departamental y frente al deber 
constitucional impuesto al Ejecutivo de suprimir las entidades nacionales encargadas de 
la administración de los antiguos Territorios Nacionales, era obvio que esa facultad se 
ejerciera para adecuarlas al nuevo ordenamiento constitucional. 

4. El artículo 34 acusado no es violatorio de norma constitucional alguna, pues su 
finalidad apunta a desarrollar jurídicamente una transición entre el régimen aplicable 
alas antiguas intendencias y  comisarías en lo relacionado con el manejo de las loterías, 
sus ingresos, y el nuevo régimen departamental. 

Ajuicio del Procurador, "el Ejecutivo no podía limitarse a suprimirla Lotería de los 
Territorios Nacionales, sino que debía garantizar que los recursos provenientes de las 
mismas se conservaran para garantizar la correcta prestación del servicio de salud. No 
se crea por lo tanto una entidad nueva, sino que se adecua la antigua lotería a las 
exigencias de la organización y funcionamiento de los nuevos departamentos". 

5. Finalmente, enconceptodel Procurador, la disposición contenida enel artículo 39 
del Decreto 2274 de 1991, garantiza el funcionamiento y la organización de los nuevos 
departamentos, y no vulnera mandato constitucional alguno por encontrarse dentro de 
un contexto de transición constitucional. 

VI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

1. Competencia. 

Esta Corporación es competente para conocer de la demanda de la referencia, en 
atención a lo dispuesto por el artículo 10 transitorio en concordancia con el literal a) del 
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artículo 0-también transitorio de la Carta, ya que las normas acusadas fueron dictadas 
por el Presidente eje la República, en ejercicio de las facultades extraordinarias que le 
otorgó la Asamblea Nacional Constituyenteenel artículo 31)  transitorio de la misma, con 
la participación de la Comisión Especial Legislativa. 

2. Un nuevo modelo de ordenamiento territorial. 

La organizacióndel Estado cii la Constitución del 886, se fundóen la fórmula según 
la cual la República de Colombia se reconstituiría como una República Unitaria, 
centralizada políticamente y descentralizada administrativamente. La descentraliza-
ción en dicha Constitución era un sistema o técnica de administración que daba 
prevalencia a lo nacional sobre lo regional y local. 

La Constitución de 1991 introdujo un cambio profundo y  cualitativo en dicho 
esquema al dotar a las entidades territoriales de una autonomía tanto objetiva como 
subjetiva para el manejo de sus asuntos. En tal virtud, su artículo l  dispuso: 

"Colombia es un Estado Social de Derecho, organizado en forma de República 
Unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entidades territoriales...". 

Esta Corte, en Sentencia N C-478 del 6 de agosto de 1992, con ponencia del 
Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, expresó sobre el punto lo siguiente: 

"La autonomía y  la descentralización encauza sus mecanismos de acción en múlti-
ples aspectos. Sin embargo, responden a ópticas diferentes: Mientras la descentraliza-
ción busca una mayor libertad de las instancias periféricas -territoriales y funcionales-
en la toma dedecisiones y, corno consecuencia deello una mayoreficiencia en el manejo 
de la cosa pública, la autonomía encauza sus propósitos hacia la mayor libertad de los 
asociados en aras de un mayor bienestar y  control de sus propios intereses". 

Por voluntad expresa del Constituyentede1'P)1,la descentralización yla autonomía 
constituyen hoy elementos fundamentales de nuestra Rcpiul'lica Unitaria. 

En la Ponencia para Primer Debate sobreordenaniiento territorial, el Constituyente 
Gustavo Zafra Roldán identificó con precisión algunas ideas dominantes, entre las 
cuales está presente enlugardestacadoladi'scciitralizaciiu;i, como seinfieredel siguiente 
texto: 

"La multiplicación de entidades territoriales ha generado un esquema de ordena-
miento territorial que no muestra claramente una visión integral. Sin embargo, del 
articulado aprobado se desprende que hubo cinco (5) ideas dominantes: la autonomía 
ciclas entidades territoriales, la profundiiacióndela descentralización, el fortalecimien-
to económico de los entes territoriales, la consagración del municipio como eje funda-
mental del Estado y la democracia participativa. 

Estascincoideasrectorasconstituyenla filosofía del i)ueVoordenamieflt() territorial 
colombiano que se propone, sin que me coniprometa en la afirmación sobreiiitegralidad 
y coherencia del modelo finalmente propuesto por la mayoría de la Comisión". 

En posterior intervención respecto a la forma de Estado, el mismo Constituyente 
Zafra Roldán afirmó: 
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"La Constitución Nacional debe definirel modelo global deordenamiento territorial 
colombiano (...). La mayor cerca nía al unitarismo o al federalismo depende del grado de 
autonomía, de descentralización, y sobre todo, de competencias para legislar yad minis-
trar justicia que tengan las entidades subnacionales. En este sentido, ya la Asamblea 
Nacional Constituyente aprobó en primer debate adoptar en Colombia una forma de 
Estado Unitario perocon descentralización yautonomía de las entidades territoriales". 
(G. C. N 80, pág. 3). 

En la Ponencia para Segundo Debate, el Constituyente Jaime Castro Castro precisa 
el tratamiento de los contenidos materiales de los conceptos de descentralización y 
autonomía de la siguiente manera: 

.La Asamblea, comoera su propósito,decidió profundizar ydesarrollarel proceso 
de descentralización que el país inició con la elección popular de alcaldes. Con tal fin, 
institucionalizó el concepto de autonomía en la propia Constitución. Le dio entonces a 
la descentralización un claro contenido auto,uwiico". 

El Estado Unitario, en sentido estricto, es una organización centralizada a la cual le 
están subordinados los entes regionales y locales, los cuales, bajo la limitante de la 
centralización política, ejercen las competencias propias de la autonomía y la descentra-
lización. 

La Carta de1991, revela  una tendencia marcada hacia la acentuación y  profundiza-
ción de la descentralización y  la autonomía concedidas a las entidades territoriales. 

El artículo 1de la Constitución Política después de ratificar que la organización de 
nuestro Estado es la de República Unitaria y  de reiterar el principio de la descentraliza-
ción administrativa, declara que tal régimen operará con autonomía de sus entidades 
territoriales, lo que enuncia el propósito firme de ir más allá de la descentralización 
administrativa practicada hasta ahora. 

El principio de autonomía enunciado se desarrolla en el artículo 287 de la Carta, 
cuando al definir los caracteres de las entidades territoriales, no sólo les atribuye 
competencias propias, que son de la esencia de su autonomía, sinoque afirma derechos 
y consagra poderes exigibles y oponibles a las autoridades de los niveles superiores, lo 
que indudablemente supone un cambio cualitativo en la concepción deestos entes. Entre 
esos derechos, se destacan como fundamentales: el de gobernarse por autoridades 
propias, lo cual implica la ruptura de las tradicionales tutelas jerárquicas; la atribución 
de competencias propias, atendiendo los principios de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad (art. 288C. P.),- el manejo independiente de sus recursos, y la facultad de 
establecer tributos con destino al cumplimiento de sus cometidos, y de participaren las 
rentas nacionales. 

3. Situación en que se encontraban las intendencias y  comisarías antes de la 
expedición de la Constitución de 1991. 

En un estudio efectuado por Dainco en el año 1988, se hicieron las siguientes 
observaciones y consideraciones en cuanto a la situación de estos territorios: 

"No gozan, pues, las intendencias y comisarías de la misma autonomía que tienen 
los departamentos, sino que además el control de tutela sobre ellas se ejerce con mayor 
intensidad por parte del poder central. Así, por ejemplo, existe sobre estas entidades 
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territoriales cierto grado de control jerárquico expresado en el requisito de aprobación 
de algunos de sus actos por parte del Gobierpo Nacional, como en el caso de la creación 
de municipios; y en cuanto a sus órganos deliberativos, los Consejos Intendenciales y 
Comisariales, no tienen en principio capacidad de decisión y  autonomía propia, pues 
algunos de sus actos deben ser refrendados por Dainco, entidad que a partir de 1975, 
tuvo a su cargo la responsabilidad directa desu tutela" (Revista Económica Colombiana 
N 210 de octubre de 1988). 

Conviene citar las palabras del constituyente Cornelio Reyes con respecto a las 
condiciones y  necesidades de estas entidades territoriales, dentro de la ponencia que 
sobre las zonas periféricas presentó ante la Asamblea Constituyente: 

"En el proyecto de reforma constitucional que el Gobierno presentó ante la Asam-
blea, se propuso dar a estas entidades un éarácter de 'departamentos especiales', en 
atención a que existen amplias zonas del territorio con características especiales, por 
razón des u densidad poblacional, como que sonáreas prácticamente deshabitadas; por 
su ubicación geográfica, corresponden casi en su integridad a zonas de frontera, por su 
nivel de desarrollo y  de integración frente al resto del país, que exigen tratamiento 
diverso al de los demás departamentos. 

Los hechos que se invocan como fundamento para crear los Illamados 'departamen-
tos especiales', se vuelven razones para defender la tesis de que deben serdepartamen-
tos plenos, con la misma estructura política y  administrativa de los departamentos 
tradicionales, pues la ubicación geográfica, o que signifique tierras de frontera, hacen 
más imperativo el mandato de darles autonomía, importancia política y  personalidad 
administrativa. Su bajo nivel de desarrollo y  su desvinculación del resto del país, 
imponen una política de mayor atención, de mayor autonomía y  de mayores recursos, 
para que haya desarrollo e integración con la Nación". (G. C. N 42). 

Los antecedentes reseñados sirvieron desoporte a la norma constitucional que le dio 
pleno reconocimiento a una situación que desde tiempo atrás se venía viviendo, en 
cuanto a la desoladora condición en que tenía a estos territorios el organismo encargado 
de ejercer a nombre del gobierno central la tutela sobre las antiguas intendencias y 
comisarías. Se evidenciaba en ese entonces, un desconocimiento total de la realidad 
geográfica y  humana de dichos territorios, la formulación y ejecución de acciones 
incoherentes de programas que no culminaban y  la mayoría de las veces erráticos y, en 
fin, una tutela estéril y  estorbosa. 

El Constituyente de 1991 tuvo en cuenta las circunstancias económicas, sociales y 
políticas, de los llamados territorios nacionales y  dio vía libre a las necesidades sentidas 
de estas regiones, abandonadas por el Gobierno Nacional, en total rezago y atraso 
institucional, para darles el reconocimiento como entidades territoriales, no ya de 
inferior grado y  rango, sino en igualdad de condiciones con los demás departamentos. 
Fue una respuesta afortunada de la Asamblea Nacional Constituyente de reconocerles 
a tales entidades su autonomía y promover el desarrollo de estos sectores del país, al 
elevarlos a la categoría de departamentos en el artículo 309 de la Carta Política. 

Surgieron así, otros nueve departamentos, con idéntico status y en las mismas 
condiciones que los demás, salvo el hecho de que para las antiguas comisarías, no fue 
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de aplicación inmediata la disposición relativa ala elección popular de sus gobernado-
res para los comicios de marzo de 1992 (art. 17 transitorio). 

4. Las facultades extraordinarias otorgadas por el artículo 39 transitorio de la 
Constitución Nacional. 

El tránsito del régimen intendencial y  comisarial al departamental, no se podía 
efectuar súbitamente sin el riesgo de grandes trastornos administrativos; por ello, el 
artículo 39 transitorio de la Carta, revistió al Presidente de la República de precisas 
facultades extraordinarias, por un término de tres (3) meses, para expedir decretos con 
fuerza de ley mediante los cuales se asegure la debida organización i, elfuncionainiento de los 
nuevos departamentos erigidos como tales en la Constitución. 

Las referidas facultades se extendieron a la posibilidad de suprimir las instituciones 
naciona les encargadasde laadminist ración de las antiguas intendencias y comisarías ydeasignar 
a las entidades territoriales los bienes nacionales que a juicio del Gobierno deban pertenecerles. 

Queda claro, como se ha visto, que tales facultades, de carácter extraordinario, 
fueron conferidas al Ejecutivo directamente por la Asamblea Nacional Constituyente, 
para que las desarrollara en la forma y dentro de los límites que aquélla le precisó. En 
consecuencia, no se trataba de facultades solicitadas por el Presidente al Congreso yque 
éste se las hubiera otorgado sobre materias precisas y por un tiempo determinado 
(C. P. art. 150-10). 

Teniendo en cuenta la fuente que dio origen a las facultades, el análisis constitucional 
a que se somete el Decreto acusado ante esta Corporación, no puede reducirse a la 
preceptiva del artículo 150-10 de la Carta, sino que requiere análisis jurídico especial, 
dada su naturaleza. 

Las facultades que pueden serconferidas al Presidente de la República porel artículo 
150-10 y las que se le otorgaron por el artículo 39 transitorio de la Constitución, tienen 
un carácter extraordinario y lo habilitan para expedir decretos con fuerza de ley; en 
ambos casos el titular de las facultades es el Presidente de la República; no obstante, son 
sus tancial mente diferentes; las primeras provienen de una fuente legal, mientras que las 
segundas se derivan de la voluntad del constituyente. 

Las facultades del artícuk 39 transitorio tenían, dos únicos límites, el tiempo y la 
materia: el primero imponía su ejercicio durante un término máximo de tres (3) meses, 
y el segundo la adopción de medidas tendientes a asegurar la debida organización y 
funcionamiento de estas entidades; este propósito no era posible lograrlo sino a través 
del desmonte gradual del sistema centralizado y de tutela a que venían sometidos estos 
territorios, y  procediendo a reestructurarlos internamente, mediante su adecuación a las 
nuevas realidades políticas, sociales y  económicas del país. Se requería, como así lo 
contempló el Decreto 2274 de 1991, de un régimen jurídico que permitiera llevar a cabo, 
en forma eficaz, el proceso de conversión y vinculación de estas entidades al régimen 
departamental ordinario. 

5. La expedición del Decreto 2274 de 1991. 

En ejercicio de las facultades extraordinarias otorgadas por el art. 39 transitorio de 
la Constitución Política, el Ejecutivo presentó ante la Comisión Especial Legislativa, el 
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proyecto de Decreto destinado a reglamentar la organización yfuncionamientode loso uevos 
departamentos, erigidos como tales por el artículo 309 constitucional. Dentro de las 
consideraciones que motivaron la redacción del citado proyecto, se pueden mencionar 
las siguientes: 

"El proyecto de Decreto que se somete la consideración de la Comisión Especial, 
tiene por objeto expedirlas normas estrictamente necesarias para facilitar esa transición 
de las antiguas intendencias y  comisarías, al régimen departamental y  permitirles 
desarrollar en el más breve término todas las facultades propias de su bien ganada 
autonomía. 

Las materias de que se ocupa el Decreto sb las relativas al gobierno departamental, 
gobernadores, control fiscal, régimen administrativo del departamento, municipios, 
corregimientos departamentales, contratos, patrimonio departamental, supresión y 
liquidación de Dainco, y  disposiciones varias 

De otra parte en cuanto a las disposiciones varias, el Decreto conserva la Lotería de 
los Territorios Nacionales en su actual estructura, en la que simplemente los nuevos 
departamentos sustituyan a las antiguas intendencias y  comisarías en sus derechos 
sociales. La Asamblea de accionista queda facultada para proceder a las reformas 
estatutarias que sean necesarias para adecuar la organización y  funcionamiento de la 
entidad a las nuevas disposiciones constitucionales y  legales". (G. L. NQ 5). 

Por su parte, los ponentes del proyecto sometido a consideración de la Comisión 
Legislativa manifestaron: 

"La Constitución que rigió hasta julio de 1991, dividía territorialmente la Nación en 
departamentos, intendencias, comisarías, municipios y distritos municipales. A la 
cabeza de estas entidades territoriales se hallaban los gobernadores, intendentes, 
comisarios y  alcaldes, nombrados por el Presidente y, en último caso, por los goberna-
dores con excepción del Alcalde Mayor de Bogotá, los cuales a partir del acto legislativo 
NQ 1 de 1986 comenzaron a ser elegidos por el voto de los ciudadanos. 

El Constituyente de 1991 interpretando la tendencia descentralizadora que buscaba 
la eficiencia de la gestión administrativa local, erigió las antiguas intendencias y 
comisarías en departamentos. Al hacerlo quiso eliminar el tratamiento discriminatorio 
que, a juicio de muchos, se le daba sin verdadera justificación a vastas zonas del país. 
Para contribuir al desarrollo de éstas, convino en que se les entregaran nuevos instru-
mentos que les permitieran avanzar en sus niveles de desarrollo, a partir de una mayor 
autonomía política, democracia participativa, redistribución de las finanzas públicas y 
reconocimiento de la diversidad territorial. 

El Decreto reviste una especialísima importancia para el futuro desarrollo social y 
económico de los nuevos departamentos ya que según se establezca su estructura 
organizativa y de funcionamiento básico, dependerá el éxito con que puedan empren-
der su nueva vida político-administrativa, sacando a su población del marginamiento 
en que se encuentran, para integrarlo al contexto general de la Nación construyendo en 
igualdad de oportunidades que los demas departamentos, el devenir histórico de la 
República". 
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6. Examen de los cargos de inconstitucionalidad. 

6.1. Los artículos 24, inciso 22  y25 del Decreto 2274 de 1991. 

Sostiene el demandante que las normas contenidas en los artículos 24, inciso 
segundo y25 del Decreto 2274 de 1991, lesionan la autonomía de los departamentos para 
administrar sus propios intereses seccionales, especialmente en lo relativo al régimen 
contractual, por cuanto de lo dispuesto en la Constitución Nacional se infiere que si las 
entidades territoriales tienen autonomía para administrar sus bienes mediante contra-
tos, es de su competencia todo lo relacionado con su formación y  adjudicación. De la 
misma manera, con el nuevo régimen departamental consagrado por la Carta en el 
Título XI, carece de fundamento constitucional someter a los nuevos departamentos a 
tutela contractual, consistente en el requisito de concepto previo de una autoridad 
nacional para calificar los aspectos de trámite de los contratos. 

Las normas especiales contenidas en el Decreto 468 del 1986 -Estatuto Contractual 
de las Intendencias y Comisarías-, fueron subrogadas por el artículo 24 del Decreto 
demandado al disponer que el régimen jurídico de contratación, aplicable a los nuevos 
departamentos, y sus entidades descentralizadas, sería el contemplado enel Decreto 222 
de 1983; adicionalmente se creó una especie de tutela contractual al establecerse que, en 
el caso de declaratoria de emergencia o urgencia evidente en la celebración de contratos, 
se requerirá concepto previo t,'favornble del Consejo de Ministros. 

De otra parte, en el artículo 25 se establecieron más formalidades -contratación 
directa o concurso de méritos- para la celebración de contratos de prestación de 
servicios, atendiendo a su cuantía. 

Según el aparte final del artículo 150 de la C. P. compete al Congreso expedir el estatuto 
gcncralde contratación de Iaadminist ración pública yen espccialdc la adnnnist ración nacional. 

Ello significa que, en principio, es el legislador ordinario a quien corresponde dictar 
normas, en materia de contratación administrativa, a las cuales debe someterse tanto la 
administración central como la descentralizada; pero en razón del otorgamiento al 
Presidente de la República de las facultades extraordinarias a que alude el artículo 39 
transitorio se le habilitó especialmente para expedir las normas de contratación antes 
mencionadas. 

Claramente se observa que las facultades del artículo 39 transitorio de la Constitu-
ción Política no tiene la precisión propia de las que puede otorgar el legislador al 
Presidente de la República con base en el artículo 150-10, como se deduce de su texto 
según el cual ellas están dirigidas a asegurar la debida organización y  funcionamiento 
de los nuevos departamentos; pero es obvio que dada la naturaleza especial de estas 
facultades, en cuanto provienen del Constituyente, no sele podía exigira éste que obrara 
dentro de las previsiones de la norma del artículo 150-10. 

En este orden de ideas, considera la Corte que en materia contractual podía el 
Presidente de la República expedir las normas de los artículos 24 inciso 11 y  25 del 
Decreto 2274 de 1991, la regulación de la contratación, mediante la expedición de 
normas transitorias, esto es, mientras se dicta el estatuto general de contratación a que 
alude el inciso final del artículo 150 de la Carta Política, garantiza el buen funcionamien-
to de los nuevos departamentos. 
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Tampoco estas normas implicaron la invasión de las facultades de las asambleas a 
que alude el numeral 1 del artículo 300 de la Constitución Política, dado que como, más 
adelante se explica, éstas no existían en los nuevos departamentos, para la época en que 
tales disposiciones fueron expedidas. 

Esta interpretación especial, que hace la Corte con respecto a las facultades del 
artículo 39 transitorio de la Carta Política, no conlleva la aceptación, en modo alguno, 
de la tesis que se ha sostenido acerca de las facultades implícitas. 

La disposición del inciso 211  del art. 24 del Decreto 2274 de 1991 viola la autonomía 
de los departamentos. 

Dice el tratadista Francis-Paul Benoit, refiriéndose al fenómeno de la administración 
local: 

"La existencia de colectividades locales, dentro del Estado-Nación y al lado del 
Estado-colectividad, es el resultado de fenómenos históricos complejos relacionados 
con la misma creación de las formas políticas. Cuando los hombres han intentado 
organizarse en sociedad, bien se limitaron a constituir grupos parcelarios, tribus o 
ciudades, y ésta parece haber sido su primera tendencia natural, bien han tratado de 
constituir vastos conjuntcs de carácter estatal, impuestos en general a los demás por un 
hombre o una minoría. Estas dos corrientes de fuerzas sociológicas se opusieron. La 
tendencia a la constitución de vastos conjuntos prevaleció frecuentemente, y de esta 
forma nacieron los Estados. Pero, en este caso, la oposición de estas dos corrientes ha 
continuado a veces en el interior del Estado ya constituido y ha llevado a una cierta 
división de las misiones públicas entre las autoridades del Estado y autoridades mucho 
más próximas de los administrados por su modo de designación y por su implantación 
territorial. Así nació el fenómeno de la administración local, que aparece como una 
modalidad de la ordenación del poder público dentro de un Estado`. 

El artículo 111  de la Carta Política, que hace parte del Título 1, de los principios 
fundamentales, expresamente reconoce la forma unitaria del Estado, al igual que la 
organización descentralizada, y con autonomía de sus entidades territoriales. 

El principio de la autonomía aparece luego reiterado en el artículo 287 idem, según 
el cual: Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, yden tro 
de los límites de la Constitución y la ley. Corno lógica consecuencia de esta cualidad, se 
afirma en la norma citada que las entidades territoriales tendrán los siguientes derechos: 

"1.- Gobernarse por autoridades propias. 2.- Ejercer las competencias que les 
corresponden; 3.- Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el 
cumplimiento de sus funciones; 4.- Participar en las rentas nacionales". 

Referido a los departamentos, el principio de autonomía se reconoce en el artículo 
298 de la Carta Política así: 

Cfr. BENOIT, Francis-Paul. El derecho administrativo francés. Institutode Estudios Administrativos. Madrid, 
1977, pág. 162. 

148 



C-126193 

"Los departamentos tienenautonomía para la administración de los asuntos seccio-
nales y la planificación y promoción del desarrollo económico y social dentro de su 
territorio en los términos establecidos por la Constitución". 

Otra afirmación de la autonomía para el manejo de los asuntos que son propios de 
los Departamentos la constituye el cumplimiento de las funciones y  las atribuciones 
normativas que corresponden a las Asambleas, según el art. 3(X) de la Carta Política, así 
como las atribuciones que se asignan al Gobernador como jefe de la administración 
seccional y  representante legal del departamento (arts. 303 y  304 C. P.). 

Una interpretación sistemática de los mencionados preceptos constitucionales, 
permite arribar a la conclusión de que el principio de la autonomía de las entidades 
territoriales y,  particularmente, la de los departamentos, que interesa para definir el 
presente asunto, supera el concepto de descentralización, que consagraba la Constitu-
ción de 1886, pues la autonomía de dichos entes implica su capacidad para autode-
terminarse y gobernarse por órganos propios en forma independiente y sin injerencia 
del poder central, en lo interno, mediante la utilización del conjunto de las competencias 
que les han sido asignadas para el cumplimiento de los cometidos que le son propios. 

Diferentes normas constitucionales limitan, regulan y encauzan la autonomía de los 
departamentos; y. gr. el artículo 287 que dice que las entidades territoriales gozan de 
autonomía para la gestión de sus intereses, dentro de los límites de la Constitución y  la 
ley; el artículo 288 que trata de la ley orgánica de ordenamiento territorial que 
establecerá la distribución de competencia entre la Nación y las entidades territoriales 
y que "las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas 
conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los 
términos que establezca la ley"; el artículo 296 sobre la potestad prevalente del 
Presidente de la República frente a la de los gobernadores en materia de conservación 
del orden público; y el artículo 298 incisos 2Q y 311  que establece que los departamentos 
ejercen funciones administrativas, de coordinación, decomplementariedad de la acción 
municipal, de intermediación entre la Nación y los municipios y de prestación de los 
servicios que determinen la Constitución y las leyes, además de que la ley reglamentará 
lo relacionado con el ejercicio de las atribuciones que la Constitución les otorga. 

Consecuente con lo anterior, hay que reconocer que el ámbito de la autonomía de las 
entidades territoriales aparece limitado en lo externo por la necesidad de mantener la 
forma unitaria del Estado, y la vigencia de la centralización política, así como también 
en lo interno, en los casos o situaciones expresamente regulados por la Constitución, o 
por ley, dentro de la órbita propia de las funciones que al legislador ordinario o al 
extraordinario les corresponden. 

Es necesario precisar, que el artículo 287 de la C. P. no contiene una cláusula general 
de competencia que habilite al legislador para que, discrecionalmente y sin limitación 
alguna, restrinja la autonomía administrativa que corresponde a las entidades territo-
riales, pues resulta contrario a la lógica y a la técnica jurídica que el Constituyente haya 
reconocido la autonomía, como principio fundamental, en el art. 1,1  de la Carta Política 
y luego la desconozca, en norma posterior (art. 287, ibidem). 

El legislador ordinario oc! extraordinario, al hacer uso de sus respectivas competen-
cias deben actuar ceñidos al principio de legalidad establecido en el art. 121 de la Carta 
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Política y, además, dentro de unos criterios de racionalidad y  razonabilidad, que 
aseguren y hagan real y efectiva la autonomía administrativa que el Constituyente 
reconoció como un derecho a las entidades territoriales, dentro de la filosofía de la 
realización material yefectiva de los derechos que, entre los fines esenciales del Estado, 
señala el artículo 21  constitucional. 

El concepto de autonomía departamental, en manera alguna, se opone a que como 
lo establece el artículo 302 de la Constitución Política, la ley pueda establecer para uno 
o varios departamentos diversas capacidades y competencias de gestión administrati-
va y fiscal distintas a las señaladas para ellos en la Constitución, en atención a la 
necesidad de mejorar la administración o la prestación de los servicios -públicos de 
acuerdo con su población, recursos económicos y  naturales y circunstancias sociales, 
culturales y ecológicas y que en razón de ello pueda delegar, a uno o varios departa-
mentos, atribuciones propias de los organismos o entidades públicas nacionales. 

El inciso 29  del artículo 24 del Decreto 2274 de 1992, a la luz de las consideraciones 
precedentes, es evidentemente inconstitucional, por cuanto un órgano externo, pertene-
ciente a la administración central yextraño por completo a la organizacióndepartamen-
tal, como lo es el Consejo de Ministros, condiciona la declaratoria de emergencia, o de 
urgencia de un contrato departamental a su concepto previo y  favorable. 

Bajo la vigencia de la Constitución de 1886 la tutela que sobre los departamentos 
ejercía el poder central, a través del Gobernador, que era nombrado por el Presidente de 
la República, y tenía la condición de agente de éste, desapareció con la Constitución de 
1991 como se infiere de la elección popularde Gobernadores (artículo 303 C. P.) y de las 
normas de los artículos 1 , 287y 298, no obstanteque, actualmente, los Gobernadores son 
agentes del Presidente de la República para el mantenimiento del orden público, la 
política económica general o aquellos asuntos que medianteconvenio acuerde la Nación 
con el departamento. 

Si como se acaba de señalar la tutela ha desaparecido, bajo la perspectiva que se ha 
analizado, no se aviene con los criterios constitucionales, el establecimiento en la norma 
demandada, de una tutela en materia contractual para los nuevos departamentos y sus 
entidades descentralizadas. Por consiguiente, la norma acusada es inconstitucional, y 
así habrá de declararse. 

En cuanto hace referencia a la norma contenida en el artículo 25 del Decreto 2274 
de 1991, relativaa los cont rntosdeprcst ación de servicios, seobserva queestos contratos son 
objeto de una regulación especial, que en nada vulnera la autonomía departaipental, 
pues la disposición enunciada sólo busca impedir excesos o abusos con su celebración, 
lo cual está conforme con el desarrollo del contenido material de las facultades del 
artículo 39 transitorio, en cuanto estaban dirigidos a asegurar la debida organización y 
el funcionamiento de los nuevos departamentos. Es evidente, además, que una adecua-
da regulación de la contratación administrativa garantiza la ética, la eficiencia y el buen 
funcionamiento de los servicios administrativos, lo cual se adecua al precepto del 
artículo 209 de la C. N. 

Así mismo, puede señalarse que la norma acusada consagra un régimen transitorio 
en materia de contratos de prestación de servicios, limitada por el factor de tempora-
lidad, en el sentido de que dicho régimen operará hasta cuando se haya expedido el 
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Estatuto General de Contratación Pública y de la Administración Nacional por el 
Congreso de la República, en ejercicio de la atribución señalada en el inciso final del 
artículo 150 de la Constitución Nacional. 

6.2. Artículos 34 y39 del Decreto 2274 de 1991. 

Los monopolios rentísticos. 

Sostiene el actor, que mediante las facultades extraordinarias, el Presidente no podía 
regular lo relativo a la organización, administración y explotación de los monopolios 
rentísticos, por cuanto constituyen materia tributaria reservada al legislador. 

Es equivocada la apreciación del demandante, porque la Constitución no confiere a 
las entidades territoriales una autonomía absoluta, sino limitada por la Constitución y 
la ley, con las precisiones que antes se han hecho. Por lo tanto, si el Presidente obró en 
ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 39 transitorio de la Carta, como 
legislador extraordinario, en virtud de la asignación de competencias que efectuó el 
Constituyente, estaba autorizado, como lo hizo, para modificarla legislación preexisten-
te a la que estaban sometidas las antiguas intendencias y comisarías y establecer las 
previsiones tendientes a asegurar la organización y el funcionamiento de los nuevos 
departamentos. 

En razón de lo anterior, se afirmaque, en la materia que nos ocupa, nada enel Decreto 
2274 de 1991 era contrario al contenido de las facultades extraordinarias otorgadas por 
el artículo 39 transitorio, puesto que el decreto simplemente adoptó medidas especiales 
en materia de organización, administración, control y explotación del monopolio 
rentístico, que conforme al artículo 336 de la Constitución corresponde fijar de ordinario 
a la ley. 

La Lotería de los Territorios Nacionales. 

Afirma el demandante, que el artículo 34 acusado viola los artículos 300, ordinales 
7Q y 99,  y298 de la Constitución Política, por cuanto los derechos de lotería y la formación 
de sociedades de carácter departamental son del resorte de las respectivas Asambleas 
Departamentales, facultades y atribuciones que no se las puedearrogarel legislador ordinario 
o extraordinario, puesto que son atribuciones que hacen partede la ant onomíadepa rtanien tal. Con 
el artículo 34 el Gobierno en uso de las facultades extraordinarias creó una sociedad entre 
entidades públicas departamentales, todas funciones de las Asambleas, con, lo que se infringe 
abiertamente la autonomía de los nuevos departamentos. 

Con respecto a los argumentos que sobre la materia expone el actor, esta Corte 
considera importante hacer las siguientes precisiones: 

El Presidente de la República fue facultado, en virtud del artículo 39 transitorio de 
la Carta, para legislar extraordinariamente sobre todo lo que asegurara debidamente la 
organización y funcionamiento de los nuevos departamentos. 

Dentro de los activos de las antiguas intendencias y  comisarías se encontraban los 
derechos sociales que cada una de ellas tenía en el monopolio de la lotería, cuyo manejo 
y administración se había encargado a la entidad, denominada Lotería de los Territorios 
Nacionales. 
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No es exacta, en consecuencia, la afirmación del actor en el sentido de que se hubiera 
creado por la norma acusada una nueva sociedad entre entidades públicas, porque lo que 
hace la norma es reconocer el hecho de la existencia, previa ala expedición de la referida 
norma, de la sociedad Lotería Territorios Nacionales. La decisión del legislador extraordi-
nario de calificar dicha entidad como una sociedad entre entidades públicas no hace sino 
reconocer a los nuevos departamentos los derechos sociales, que, con anterioridad 
poseían en su condición de intendencias y comisarías en la mencionada lotería y precisar 
su verdadera naturaleza jurídica, que, por otra parte se adecua a las previsiones del 
Decreto-ley 130 de 1976, que regula las entidades descentralizadas indirectas. 

Se anota, además, que el legislador extraordinario al establecerlas previsiones de las 
normas acusadas, no hizo otra cosa que reiterar la parte final del artículo 309, según el 
cual los bienes y derechos que a cualquier título pertenecían a las intendencias y comisarías 
continuarán siendo de propiedad de los respectivos departamentos. En tal virtud, aún sin la 
norma acusada, los nuevos departamentos son titulares de los derechos sociales en la 
Lotería de los Territorios Nacionales. 

Afirma el actor, que no podía el legislador extraordinario, con base en las atribucio-
nes otorgadas por el artículo 39 transitorio, como lo hizo el artículo 34 del Decreto 2274 
de 1991, expedir normas relativas a los derechos de lotería, formación de sociedades del 
orden departamental, o a la autorización para contratar esos derechos, porque esa 
facultad está reservada a las Asambleas Departamentales. 

Tampoco podía el Presidente, a juicio delactor, establecer una lotería departamental 
ni permitir, como lo hizo, en el artículo 39 acusado, de manera imprecisa e indefinida, 
la participación con otras entidades públicas en sociedades o asociaciones que se creen 
u organicen para promover el desarrollo de la Amazonia y la Orinoquia, por cuanto esa 
es una función propia de las Asambleas Departamentales. 

Al respecto cabe anotar, que a la fecha de expedición del Decreto 2274 de 1991, las 
intendencias y comisarías no disponían de Asambleas Departamentales, pues, carecían 
de esas corporaciones administrativas, en razón de que no eran departamentos. 

o 

Las Asambleas, para los nuevos departaiientos, sólo fueron integradas, por primera 
vez, en marzo de 1992; por lo tanto, si aún no existían en la mencionada fecha dichas 
corporaciones, resulta obvio que las facultades otorgadas al Presidente fueran ejercidas 
para asegurar la debida organización y funçionamiento de los nuevos departamentos 
y no incurrió el Presidente al ejercer el mandato expreso del constituyente, en la 
arrogación de las funciones propias de las Asambleas Departamentales, como lo afirma 
el demandante. 

Se concluye de lo anterior, que no podía el Presidente, suprimir la Lotería de los 
Territorios Nacionales, sino desarrollar jurídicamente un régimen de transición, aplicable 
alas antiguas intendencias y comisarías, encuanto al manejo de la lotería y sus ingresos. 

No se creó, como acertadamente conceptia el Procurador General de la Nación, una 
entidad nueva, sino que se adecuó a las exigencias de la organización y funcionamiento 
de los nuevos departamentos. Era deber constitucional del Ejecutivo adoptar las 
medidas efectivas y adecuadas para llevar a cabo esa transición; no podía limitarse 
únicamente a suprimir esas entidades sino que debía adoptar acciones encaminadas a 
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garantizar que los recursos provenientes del monopolio de la lotería se concervaran para 
así asegurar la correcta y  eficiente prestación del servicio de salud en esos territorios. 

El demandante desarrolló el cargo de violación del artículo 294 de la C. P., al afirmar 
que el legisladorextraordínario no podía regular igualmente materias de reserva constitucional 
y legal, o conceder privilegios a tributos departamentales, sin desbordar el límite de tales 
facultades. 

Dice el artículo 294 de la Constitución Política, en lo pertinente: La ley no podrá 
conceder exenciones nr tratamientos preferenciales en relación con los tributos de propiedad de 
las entidades territoriales. 

El demandante parte del supuesto errado de que las loterías son un tributo; por lo 
tanto, considera la Corte que no se presente violación de la norma en cuestión, por cuanto 
si bien, las loterías constituyen un arbitrio rentístico no tienen el carácter de un ingreso 
tributario. 

Finalmente, señala el demandante la violación del artículo 336 de la C.P.,  en armonía 
con el 150-10 idem, en razón de que la organización, administración y  explotación de los 
monopolios rentíntiscos const it ui/en materia tributaria reservada al legislador, no susceptible de 
regularse, mediante facultades extraordinarias. 

Evidentemente el legislador ordinario no puede conceder facultades extraordina-
rias al Presidente de la República para decretar impuestos (artículo 150-10 inciso final 
C. P.); pero olvida el demandante, que al expedirse el Decreto 2274, no se creó impuesto 
alguno porque el monopolio de las loterías no tienen el carácter de un tributo. Además, 
se repite, las facultades extraordinarias conferidas al Presidente por el atículo 39 
transitorio, son completamente diferentes a las que regula el artículo 150-10. 

No invadió el legislador extraordinario, como lo dice el demandante, las facultades 
legislativas de creación y  regulación de monopolios, por cuanto el Presidente al expedir 
el Decreto 2274 de 1991, no creó un monopolio -el de la lotería- ya que él existía de 
antemano. 

Sociedades o asociaciones con entidades públicas. 

La norma del artículo 39 del Decreto 2274 de 1991, contempla la posibilidad de 
constituir sociedades o asociaciones con participación de la Nación y  otras entidades 
públicas y  particulares, lo cual se enniarca dentro de la materia propia de las facultades 
del artículo 39 transitorio de la Constitución Política, pues el buen funcionamiento de los 
nuevos departamentos, exigía la adopción de medidas especiales tendientes a promo-
ver, con la participación de la Nación, mediante el desarrollo de una política de investi-
gación y  planificación, el desarrollo integral de las entidades territoriales que conforman 
las regiones de la Amazonia yOrinoquia, en lo social, económico y ambiental. 

Además conviene agregar, que la posibilidad de constituir dichas asociaciones ya 
tenía una consagración legal en el Decreto 130 de 1976, al cual expresamente se remite 
la norma acusada; por consiguiente ésta no hace sino reiterar la autorización que de 
antemano existía para constituir entidades descentralizadas indirectas. 

153 



C-126/93 

VII. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional, administrando 
justicia en nombre del pueblo y  por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. Declarar INEXEQUIBLE el inciso 20  del artículo 24 del Decreto 2274 de 
1991, "por el cual se dictan normas tendientes a asegurar la debida organización y 
funcionamiento de las entidades territoriales erigidas como departamentos en la 
Constitución Política y se dictan otras disposiciones". 

Segundo. Declarar EXEQUIBLES los artículos 25, 34 y  39 del Decreto 2274 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, cúmplase y archívese el expediente. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado Ponente 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia, por no haber asistido a la sesión de la Sala Plena efectuada el día 30 de 
marzo del presente año, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. C-127 
de marzo 30 de 1993 

TIPO PENALABIERTO/TERRORISMO/DELITO POLITICO 

Frente a delitos "estáticos" o tradicionales, deben consagrarse tipos penales cerrados. Pero 
frente a delitos "dinámicos" o fruto de las nuevas ii sofisticadas organizaciones y  medios 
delincuenciales, deben consagrarsc tipos penales abiertos. Así pues, el "terrorismo" es un delito 
dinámico i se diferencia por tanto de los demás tipos. Como conducta responde a unas 
caracteristicas diferentcsde cualquier tipo penal, por losiguientc: Primero, es plu riofensivo pues 
afecta o puede llegar a afectar varios bienes jurídicos protegidos por el ordenamiento penal. 
Segundo, obedece a organizaciones delincuenciales sofisticadas. Tercero, el terrorista deni uestra 
con su actitud una insensibilidad frentea los valores superiores de la Constitución Política, que 
son un mnínimoético, al atentar i,idiscrin,inada,nente contra la vida iltiigiiidatíde las personas. 
Es de tal gravedad la conducta terrorista que los beneficios constitucionalmente consagrados para 
el delito político no pueden extenderse adelitos atroces nia homicidios comnet idos fuera deconiba te 
o aprovechando la situación de indefensión de la víctima. El delito político es diferente al delito 
común yrecibeen consecuencia un trafodistinto. Pero,a su vez, losdelit os,aún políticos, cuando 
son atroces, pierden la posibilidad de beneficiarse de la amnistía o indulto. 

HOMICIDIO CON FINES TERRORISTAS/DERECHO A LA IGUALDAD 

No existe vulneración dclartículo 13de la Constitución que consagra c!dercchoa la igualdad, 
cuando se trata de homicidio con fines terroristas cinto sujeto pasivo es cualificado. La norma no 
vulnera elprincipiodela igualdad, pucs la igualdad se refierea un trato igualitariocntre iguales. 
La interpretación correctadebeencan,inarsea resaltaren cada hecho pnizibleclelenientosnbjetiz'o 
de la finalidad terrorista. Es decir no basta que el sujeto pasivo aparezca relacionado en un 
catálogo, sino que se hace iniprescindible quelas motivaciones sean propiasde terrorismo cuando 
contra esas personas se atente. Por otra parte las autoridades para mantener la independencia e 
integridad nacionales deben ser respetadas por todas las personas i los ciudadanos, con 
fundamento en el artículo 95-3 de la Constitución. El aii mcmi to de la pena responde entonces al 
atentado contra la persona (como emiel homnicidiosimpledel art ícu lo .323 del Código Penal), pero 
cobra gran Importancia su dignidad, la ocupación y su representatividad en la comunidad. No 
se trata en consecuencia de que tenga nmai,or valor la vida de determinadas personas. 
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INCREMENTO PATRIMONIAL 

La expresión "de una u otra forma ", debe entenderse como incremento patrimonial no 
justificado, derivado de actividades delictivas, en cualquier forma que se presenten éstas. Las 
actividades delictivas deben estar judicialmente declaradas, para no violar el debido proceso, y 
el artículo 248 de la Constitución Política, según el cual únicamente las condenas proferidas 
en sentencias judiciales en forma definitiva tienen la calidad de antecedentes penales y 
contravencionales en todos los órdenes legales. 

NORMA DEROGADA 

Las expresiones "intendente", "comisario", "suplente", "Concejos intendenciales" "Con-
cejos Comisaria les ", "SubdirectorNacional de Orden Público "y "Director Seccional de Orden 
Público ,̀ son contrarias a las disposiciones constitucionales pues éstas desaparecieron con la 
vigencia de la nueva Constitución Política. 

Ref.: Proceso No. D-179. 

Norma acusada: Decreto 2266 de 1991. 

Actores: María Consuelo del Río Mantillá y Reinaldo Botero Bedoya. 

Magistrado Ponente: Dr. ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo 30 de 1993. 

La Corte Constitucional de la República de Colombia, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

ha proferido la siguiente, 

SENTENCIA 

en la demanda instaurada en acción pública de inconstitucionalidad, radicada con 
el No. D-179, adelantada por los ciudadanos MARIA CONSUELO DEL RIO MANTI-
LLA y REINALDO BOTERO BEDOYA, en contra del Decreto 2266 de 1991, por medio 
del cual se convirtieron en normas permanentes algunas disposiciones contenidas en 
los Decretos de Estado de Sitio N" 3664 de 1.986, 1198 de 1.987, 1631 de 1.987, 180 de 
1.988, 2490 de 1.988, 1194 de 1.989, 2790 de 1.990 y  99 de 1.991. 

I. ANTECEDENTES 

El Gobierno Nacional, mediante el Decreto 1038 de mayo 1° de 1.984, había 
decretado el Estado de Sitio en todo el territorio nacional. 

Posteriormente el 27 de enero de 1.988 el Gobierno dictó en ejercicio de las 
facultades de excepción, el Decreto N° 180, denominado "Estatuto para la Defensa de 
la Democracia", por el cual se complementan algunas normas del Código Penal y se 
dictan otras disposiciones conducentes al restablecimiento del orden público. 
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Más tarde el Gobierno Nacional expidió los Decretos 261 de 1988 y 09 de 1991, por 
medio de los cuales modificó algunas disposiciones del Decreto 180 de 1988. 

Esta era la situación que reinaba al momento de la reforma constitucional de 1991. 
Ahora el artículo SQ transitorio de la Constitución Política autorizó al Gobierno Nacional 
para convertir en normas permanentes los decretos expedidos en ejercicio de las 
facultades de Estado de Sitio que se hubiesen dictado hasta el momento de la promul-
gación de la Constitución, para lo cual contaba con 90 días a partir del día 5 de julio de 
1991; decretos estos que debían ser sometidos a la aprobación de la Comisión Especial 
Legislativa, la cual había sido creada por el artículo 6Q transitorio de la Carta. 

Fue así como la Comisión Especial Legislativa aprobó parcialmente los referidos 
decretos de Estado de Sitio sometidos a su consideración por el Gobierno, que después 
fueron promulgados en un solo cuerpo normativo media nteel Decreto 2266 de 1991 que 
ahora nos ocupa. 

1. El Decreto demandado. 

'<DECRETO NUMERO 2266 DE 1991 
(4 de octubre) 

por el cual se adoptaiz COmO legislación permanente unas 
disposiciones expedidas en ejercicio de las facultades del Estado de Sitio. 

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de la atribución conferida por 
el artículo transitorio SQ de la Constitución Política, y 

CONSIDERANDO: 

Que el Gobierno Nacional se encuentra autorizado por el artículo transitorio 8 de 
la Constitución Política para convertir en legislación permanente, los decretos expedi-
dos en ejercicio de las facultades del Estado de Sitio, que la Comisión Especial no haya 
improbado; 

Que la Comisión Especial creada por el artículo transitorio 6Q de la Constitución 
Política enejercicio dela atribución conferida en el literal a) de la misma disposición, ha 
decidido no improbar las normas del Decreto legislativo 815 de 1989, que se adoptan 
como legislación permanente, 

DECRETA: 

ARTICULO l. Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 3664 de 1986: 

Artículo 11. El que sin permiso de autoridad competente importe, fabrique, transpor-
te, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de defensa 
personal, municiones o explosivos, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años y  en 
el decomiso de dicho elemento. 

La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando el hecho se cometa en las 
circunstancias siguientes: 

a) Utilizando medios motorizados; 

b) Cuando el arma provenga de un hecho ilícito; 
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c) Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las 
autoridades; 

d) Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la 
identidad o la dificulten. 

Artículo 2. El que sin permiso de autoridad competente importe, fabrique, repare, 
almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo 
de las Fuerzas Armadas, incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años y en el decomiso 
del material correspondiente. 

La pena mínima anteriormente dispuesta se elevará al doble cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 211  del artículo 111  de este Decreto. 

ARTICULO 2.  Adóptese como legislación permanente las siguientes disposiciones 
del Decreto legislativo 1198 de 1987: 

Artículo l.  Elévase a la condición de delito la contravención descrita en el artículo 
64 de la Ley 30 de 1986 y  del artículo 65 de la misma ley, las cuales serán sancionables 
con pena de prisión de tres (3) a diez (10) años. 

ARTICULO Y. Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 1631 de 1987: 

Artículo 1. Al responsable de alguna de las conductas punibles previstas en el 
Código Penal cuando su acción aparezca encaminada a perseguir o intimidar a 
cualquier habitante del territorio nacional por sus creencias u opiniones políticas, 
partidistas o no, se le aplicará la pena prevista en la respectiva disposición aumentada 
de una cuarta parte a la mitad. 

La misma pena se impondrá si la conducta se realiza contra los parientes, hasta el 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, de la persona 
a quien se pretende intimidar o perseguir por razón de sus creencias u opiniones 
políticas. 

ARTICULO 4.  Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 180 de 1988: 

Artículo l.  Terrorismo. El que provoque o mantenga en estado de zozobra o terror 
a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la 
integridad física o la libertad de las personas olas edificaciones o medios de comuni-
cación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices valién-
dosede medios capaces de causar estragos incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) 
años y multa de diez (10) a cien (100) salarios mínimos mensuales, sin perjuicio de la 
pena que le corresponda por los demás delitós que se ocasionen con este hecho. 

Si el estado de zozobra o terror es provocado mediante llamada telefónica, cinta 
magnetofónica, video, cassette o escritos anónimos, la pena será de dos (2) a cinco (5) 
años y  la multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 2. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas señaladas en el 
artículo anterior, serán de quince (15) a veinticinco (25) años de prisión y  tina multa de 
veinte (20) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales, cuando: 
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a) Se hiciere partícipe en la comisión del delito a menores de dieciséis (16) años; 

b) Se asalten o se tomen instalaciones militares, de policía, de los cuerpos de 
seguridad del Estado o sedes diplomáticas consulares; 

c) La acción se ejecute para impedir o alterar el normal desarrollo de certámenes 
electorales; 

d) El autor o partícipe hubiere sido miembro de las Fuerzas Militares, Policía 
Nacional u organismos de seguridad del Estado; 

e) Cuando con el hecho se afecten edificaciones de países amigos ose perturben las 
relaciones internacionales. 

Artículo 4.  Omisión de informes sobre actividades terroristas. El queconociendode 
la presencia de terroristas, o sus planes y actividades para cometer alguna de las 
conductas contempladas en el artículo primero, omitiere informaroportunaniente sobre 
ellos a la autoridad competente, incurrirá en la pena establecida en el artículo l, 
disminuida de una sexta parte a la mitad. 

Cuando la omisión sea cometida por empleados oficiales la pena se aumentará de 
una tercera parte a la mitad. 

Artículo 6.  Instigación o constreñimiento para ingreso a grupos terroristas. Quien 
fomente o ejecute actividades tendientes a obtener el ingreso de personas a grupos 
terroristas, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años. 

La pena se aumentará de tilia tercera parte a la mitad cuando la acción se realice 
respecto de menores de dieciséis (16) años, de miembros activos o retirados de las 
Fuerzas Militares, de Policía Nacional u organismos de seguridad del Estado, o cuando 
se constriña u obligue a alguien a participar o colaborar en actividades terroristas. 

Artículo 711• Concierto para delinquir. El que forme parte de un grupo de sicarios o 
de una organización terrorista incurrirá por este solo hecho prisión de diez (10) a quince 
(15) años. 

La pena se aumentará en una tercera parte para quienes promuevan, encabecen o 
dirijan a los integrantes de estos grupos u organizaciones. 

Artículo 8. Instigación al terrorismo. El que pública o privadamente incite a otro u 
otros a la comisión de actos terroristas, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años 
y multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 12. Empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos. El que con 
propósitos terroristas coloque, lance bomba, artefacto explosivo o incendiario, o corro-
sivo de cualquier tipo, lo envíe, porte o remita, que pueda afectar la integridad física de 
las personas o los bienes, en la vía pública, centros de recreación, instalaciones depor-
tivas, instituciones de enseñanza, iglesias, en lugares caracterizados por la concurrencia 
habitual de personas, centros de salud, edificios públicos o privados, en lugares 
destinados a la habitación, en instalaciones industriales, militares o de policía, estará 
sometido ala pena de diez (10) a veinte (20) años de prisión y multa de diez (10) a cien 
(100) salarios mínimos mensuales. 
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Artículo 14. Corrupción de alimentos y medicinas. El que envenene, contamine, o 
altere producto o sustancia alimenticia o medicinal con fines terroristas, incurrirá en 
prisión de cinco (5) a diez (10) años y a multa de cinto (5) a cincuenta (50) salarios 
mínimos mensuales. 

Artículo 15. Instrucción y entrenamiento. El que organice, instruya, entrene o equipe 
a personasen tácticas, técnicas o procedimientos militares o terroristas, o las contrate con 
fines terroristas, incurrirá en prisión de ocho (8) a catorce (14) años y multa de quince 
(15) a sesenta (60) salarios mínimos mensuales. 

Cuando la instrucción o entrenamiento se refiera a la fabricación o uso de armas de 
fuego, explosivos, sustancias inflamables, asfixiantes, tóxicas o corrosivas, o se realice 
con mercenarios, las penas se aumentarán de una tercera parte a la mitad. 

Artículo 16. Utilización ilícita de equipos transmisores o receptores. El que para los 
efectos previstos en el artículo primero posea o haga uso de aparatos de radiofonía o 
televisión, o de cualquier medio electoral electrónico diseñado o adaptado para emitir 
o recibir señales, incurrirá, por este solo hecho en prisión de tres (3) a seis (6) años. 

Artículo 17. Administración de recursos.El que administre dinero o bienes relacio-
nados con terroristas, incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años y multa de 
cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 18. Intercepción de correspondencia inicial. El que viole, intercepte o 
sustraiga correspondencia oficial, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años. 

La pena descrita en el inciso anterior se aunentará hasta en una tercera parte, cuando 
la correspondencia esté destinada o remitidaa los organismos de seguridad del Estado. 

Artículo 19. Utilización ilegal de uniformes e insignias. El que sin permiso de 
autoridad competente importe, fabrique, transporte, almacene, distribuya, compre, 
venda, suministre, sustraiga, porteo utilice prendas para la fabricación de uniformes de 
campaña, insignias o medios de identificación, de uso privativo de la fuerza pública o 
de los organismos de seguridad del Estado, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años, 
multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales y en el decomiso de 
dichos elementos. 

Artículo20. Suplantación deautoridad. Elquecon fines terroristas simule autoridad, 
suplante a la autoridad legítima, o usurpe sus funciones, incurrirá en prisión de cuatro 
(4) a ocho (8) años y multa de diez (10) a sesenta salarios mínimos mensuales. 

Artículo 21. Instalación a la comisión de delitos militares. El que en beneficio de 
actividades terroristas incite al personal de las Fuerzas Militares, Policía Nacional u 
organismos de seguridad del Estado a desdrtar, abandonar el puesto o el servicio, o 
ponga en práctica cualquier medio para estefin, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez 
(10) años y multa de cinco (5) a cincuenta (5Ó) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 22. Secuestro. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, 
incurrirá en prisión de quince (15) a veinte (20) años y multa de cien (100) a doscientos 
(200) salarios mínimos mensuales. 
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Artículo 23. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas señaladas en el 
artículo anterior, se aumentarán en una tercera parte si Concurriere alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a) Si el delito se cometiere en personas de inválido, enfermo, menor de dieciséis (16) 
años, mayor de sesenta (60) años o mujer embarazada; 

b) Sise somete ala víctima a tortura durante el tiempo que permanezca secuestrada; 

c) Si la privaciónde libertad del secuestrado se prolongare por más dediez (10) días; 

d) Si se comete en ascendiente, descendiente, adoptante o adoptivo, hermano o 
hermana, cónyuge o a fin en línea directa en primer grado; 

e) Sise comete en persona que sea o hubiere sido empleado oficial y  por razón de 
sus funciones; 

f) Cuando se exija por la libertad del secuestrado un provecho o cualquier utilidad; 

g) Cuando se presione la obtención de lo exigido con amenazas de muerte o lesión 
del secuestrado, o con ejecución deacto queimplique peligro común, grave perjuicio de 
la comunidad o de la salud pública; 

h) Cuando se comneta para hacer u omitir algo o con fines publicitarios de carácter 
político. 

Artículo 24. Torturas. El que someta a otra persona a tortura física o síquica, incurrirá 
en prisión de cinco (5) a diez (10) años, siempre que el hecho no constituya delito 
sancionado con pena mayor. 

Artículo 25. Extorsión. El que con el propósito de facilitar actos terroristas, obligue 
a otro a hacer, suministrar, tolerar u omitir alguna cosa mediante amenazas, incurrirá 
en prisión de seis (6) a doce (12) años y  en multa de quince (15) a sesenta (60) salarios 
mínimos mensuales. 

Artículo 26. Amenazas personales o familiares. El que por cualquier medio apto para 
difundir el pensamiento atemorice, amenace o cause alarma, zozobra o terror en una 
persona o familia, incurrirá, por este solo hecho, en prisión de uno (1) a cuatro (4) años 
y multa de cinco (5) a veinticinco (25) salarios mínimos mensuales. 

Si la persona amenazada o intimidada fuere funcionario público perteneciente a la 
Rama Jurisdiccional o al Ministerio Público o sus familiares, la pena se aumentará en una 
tercera parte. 

Artículo 28. Secuestro de aeronaves, naves o medios de transporte colectivo. El que 
mediante violencia, amenazas o maniobras engañosas, se apodere de nave, aeronave, 
o de cualquier otro medio de transporte colectivo, o altere su itinerario, o ejerza su 
control, será sancionado con prisión de diez (10) a quince (15) años y multa de diez (10) 
a cien (100) salarios mínimos mensuales. 

Si Como resultado de estos actos seocasionaren daños a la integridad personal de la 
tripulación c) sus ocupantes, la pena será de quince (15) a veinte (20) años y  la mnuita de 
veinte (20) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales. 
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Sise produce la muerte de una o varias personas, la pena será de veinte (20) a treinta 
(30) años y la multa de cincuenta (50) a doscientos (2(X)) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 29. Homicidios con fines terroristas. El que con fines terroristas diere muerte 
a un magistrado, juez, gobernador, intendente, tesorero municipal, o miembros princi-
pales o suplentes del Congreso de la República, de las Asambleas Departamentales, de 
los Consejos Intendenciales, de los Consejos Comisariales ode los Concejos Municipales 
o del Distrito Especial de Bogotá, Presidente de la Ropúblíca, Procurador General de la 
Nación, ContralorGeneralde la República, Ministrodel Despacho, jefe de Departamen-
to Administrativo, candidato, dirigente político, dirigente de Comité Cívico o Gremial, 
periodista, profesor universitario, directivo de organización sindical, miembros de las 
Fuerzas Militares, Policía Nacional o de Organismos de Seguridad del Estado, Cardenal, 
Primado, Agente Diplomático o Consular, Arzobispo u Obispo, incurrirá en prisión de 
quince (15) a veinticinco (25) años y  en multa decincuenta (50) a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales. 

Artículo 30. Circunstancias deagravación punitiva. Las penas previstas en el artículo 
anterior, se aumentarán hasta en una quinta parte cuando el hecho se cometa: 

a) Si el hecho produjo incapacidad para trabajar o enfermedad que no pase de treinta 
(30) días, las penas serán de dos (2) a cuatro (4) años de prisión y multa de cinco (5) a 
veinte (20) salarios mínimos mensuales; 

b) Si la incapacidad o la enfermedad pasare de treinta (30) días, sin exceder de 
noventa (90) días, la pena se aumentará hasta en una tercera parte; 

c) Si la incapacidad o enfermedad excediere de noventa (90) días, la pena se 
aumentará en dos terceras partes. 

Artículo 32. Si el daño consistiere en deformidad física transitoria, la pena será de 
cuatro (4) a ocho (8) años y  multa decinco (5) acuarenta (40) salarios mínimos mensuales. 

Si fuere permanente la deformidad, la pena será de cinco (5) a diez (10) años de 
prisión y multa de diez (10) a cincuenta salarios mínimos mensuales. 

Si la deformidad afecta el resto, las penas se aumentarán hasta en una tercera parte. 

Artículo 33. Perturbación funcional. Siel daño consistiereen perturbación funcional 
transitoria de un órgano o miembro, la pena será de cinco (5) a cincuenta (50) salarios 
mínimos mensuales. 

Si fuere permanente, la pena será de seis (6) a doce (12) de prisión y  multa de cinco 
(5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 34. Perturbación síquica. Si el daño consistiere en perturbación síquica 
transitoria, la pena será de cinco (5) a diez (10) años de prisión y multa de cinco (5) a 
cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. 

Si fuere permanente, la pena será de siete (7) a trece (13) años de prisión y la multa 
de diez (10) a cien (1(0) salarios mínimos mensuales. 

Artículo 35. Pérdida anatómica o funcional de un organismo o miembro. Si el daño 
consistiere en la pérdida de la función de un órgano o miembro, la pena será de ocho () 
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a catorce (14) años de prisión y  la multa de veinte (20) a ciento veinte (120) salarios 
mínimos mensuales. 

Artículo 36. Unidad punitiva. Si, como consecuencia de la conducta, se produjeren 
varios de los resultados previstos en los artículos anteriores, sólo se aplicarán las penas 
correspondientes al de mayor gravedad. 

ARTICULO 5.  Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 2490 de 1988: 

Artículo 311• Cuando las lesiones personales se ocasionen por quien pertenezca a 
grupo armado, las penas previstas en el artículo 31 del Decreto legislativo 180 de 1988 
se incrementarán en otro tanto. 

ARTICULO 6.  Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 1194 de 1989: 

Artículo l.  Quien promueva, financie, organice, dirija, fomente o ejecute actos 
tendientes a obtener la formación o ingreso de personas a grupos armados de los 
denominados comúnmente escuadrones de la muerte, bandas de sicarios o de justicia 
privada, equívocamente denominados paramilitares, será sancionado por este solo 
hecho con pena de prisión de veinte (20) a treinta (30) años y  multa de cien (100) a ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales. 

Artículo 2. La persona que ingrese, se vincule, forme parte o a cualquier título 
pertenezca a los grupos armados a que se refiere el artículo anterior, será sancionada, 
por este solo hecho, con pena de prisión de diez (10) a quince (15) años y multa de 
cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales, sin perjuicio de la sanción 
que le corresponda por los demás delitos que corneta en ejercicio de esa finalidad. 

Artículo 3.  El que instruya, entrene o equipe a personas en tácticas, técnicas o 
procedimientos militares para el desarrollo de las actividades delictivas de los grupos 
anteriormente mencionados, incurrirá en prisión de quince (15) a veinte (20) años y  en 
multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales. 

Artículo 4.  Cuando las conductas descritas en el presente Decreto sean cometidas 
por miembros activos o retirados de las Fuerzas Militares o de Policía Nacional o de 
organismos de seguridad del Estado, la pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad. 

ARTICULO 7. Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 1856 de 1989: 

Artículo 6. Quien preste su nombre para adquirir bienes con dineros provenientes 
del delito del narcotráfico y  conexos, incurrirá en pena de prisión de cinco a diez años 
y multa de dos mil (2.000) a cinco mil (5.000) salarios mínimos mensuales, sin perjuicio 
del decomiso de los respectivos bienes. 

ARTICULO 8.  Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 1857 de 1989: 
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Artículo l.  Los que mediante el empleo de las armas pretenda n derrocar al Gobierno 
Nacional, o suprimir o modificar el régimenconstitucional ()legal vigente, incurrirán en 
prisión de cinco (5) a nueve (9) años y  en multa de cien (100) a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales. 

Artículo 2. Los que mediante el empleo de las armas pretendan impedir transitoria-
mente el libre funcionamiento del régimen constitucional o legal vigentes, incurrirán en 
arresto dedos (2) ya ocho (8) años y  multa decincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos 
legales mensuales. 

ARTICULO 9Q•  Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 1858 de 1989: 

Artículo l.  El que con el pretexto de- adelantar campaña política en desarrollo de 
actividades electorales utilice las armas o amenace por cualquier medio, para obtener 
apoyo o votación por determinado candidato o lista de candidatos, o por los mismos 
medios impida a un ciudadano o lista de candidatos, o por los mismos medios impida 
a un ciudadano el libre ejercicio del derecho de sufragio, incurrirá en prisión de tres (3) 
a seis (6) años y multa de diez (10),i cincuenta (50) salarios mínimos legales mensuales. 

ARTICULO lO. Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 1895 de 1989: 

Artículo l.  El quede manera directa o por interpuesta persona obtenga para sío para 
otro incremento patrimonial no justificado, derivado, en una forma de actividades 
delictivas, incurrirá, por ese solo hecho, en prisión de cinco (5) a diez (10) años y multa 
equivalente al valor del incremento ilícito logrado. 

ARTICULO 11. Adóptanse como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 2790 de 1990: 

Artículo 6. Siempre que el delito de secuestro se dirija contra persona que ocupe 
alguno de los cargos mencionados en el numeral 111  del artículo Y del Decreto 474 de 
1988 o en funcionamiento de la Rama Jurisdiccional, Registrador Nacional del Estado 
Civil, Miembro del Consejo Nacional Electoral, Delegado del Consejo Nacional 
Electoral o del Registrador, Registrador Departamental o Municipal del Estado Civil, 
Agente del Ministerio Público, Agente Diplomático o Consular al servicio de la Nación 
o acreditado ante ella, Comandante General o miembro de las Fuerzas Armadas, de la 
Policía Nacional o de los Cuerpos de Seguridad, Subdirector Nacional de Orden 
Público, Director Seccional de Orden Público, Miembro de la Asamblea Nacional 
Constitucional, Miembro principal o suplente de las Asambleas Departamentales, 
funcionario elegido por corporación de elección popular, Cardenal, Primado, Arzobis-
po, Nuncio y Obispo; o se ejecute con fines terroristas; u obedezca a los propósitos 
descritos en elartículo 1del Decreto 1631 de 1987 o persiga los objetivos enunciados en 
el artículo 268 del Código Penal, se sancionará con prisión de veinte (20) a veinticinco 
(25) años y  multa de un mil a dos mil salarios mínimos legales mensuales. 

Quien forme parte de grupo u organización de personas que tenga como uno de sus 
fines o propósitos el decometer el hecho punible descrito en el inciso anterior, incurrirá 
por ese solo hechoenla sanción allí prevista, disminuida en una tercera parte. La misma 
sanción se aplicará a quien, teniendo conocimiento de la comisión de hecho punible de 
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secuestro ayude a eludir la acción de la autoridad, o a entorpecer la investigación 
correspondiente, o a ocultar o asegurar el producto del delito o lo adquiera o enajene. 

Del mismo modo, quien conociendo de los planes o actividades de uno de los 
mencionados grupos u organizaciones de personas en relación con el delito de secues-
tro, omitiere informar oportunamente sobre aquéllos ala autoridad, o no denunciare un 
secuestro de CUYOS autores o partícipes tenga conocimiento, incurrirá en la pena 
establecida en el inciso primero de este artículo disminuida en la mitad. 

Parágrafo. Los incrementos o disminuciones de que tratan los artículos 23 del 
Decreto 1 8Ode 1988,270 y 27 del Código Penal, se aplicarán a todas las figuras delictivas 
descritas en los incisos precedentes. 

Artículo 72  El que constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, con el 
propósito de obtener provecho ilícito para sí o para los incrementos señalados en los 
artículos 355 y  372 del Código Penal. 

Si el propósito o fin perseguido por el agente es el de facilitar actos terroristas 
constriñendo a otro mediante amenazas a hacer suministrar, tolerar u omitir alguna 
cosa, la sanción será de quince (15) a veinte (20) años de prisión y  niulta de un mil a un 
mil quinientos salarios mínimos legales mensuales. 

Quien forme parte de organización o grupo de personas que tenga como uno de sus 
fines o propósitos la comisión de hecho punible de lo descrito etilos incisos anteriores, 
o ayude a eludir la acción de la autoridad, o a entorpecer la investigación correspondien-
te, o a ocultar asegurar el producto del delito, o lo adquiera o enajene, incurrirá por ese 
solo hecho en la sanción prevista en el inciso primero disminuida en una tercera parte. 

Del mismo modo, quien conociendo de los planes y  actividades de uno de los 
mencionados grupos u organizaciones de personas en relación a delito de extorsión, 
omitiere informar oportunamente sobre aquéllos a la autoridad, o no denuncie una 
extorsión de cuyos autores o participa iites tenga conocimiento, incurrirá en la pena 
establecida en el inciso primero disminuida en la mitad. 

ARTICULO 12. Adóptaiise como legislación permanente las siguientes disposicio-
nes del Decreto legislativo 099 de 1991: 

Artículo l  Para todos los efectos de ley, los artículos del Decreto legislativo 2790 de 
1990, que se incluyen a continuación quedarán así: estatuto, por causa o por motivo de 
esos cargos o dignidades o por razón del ejercicio de sus funciones, estarán sujetos a pena 
de prisión de quince (15) a veinticinco (25) años y  multa de cincuenta (50) a doscientos 
(200) salarios mínimos legales mensuales. 

ARTICULO 13. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias. 

Publíquese y cúmplase. 

Dado en Santafé de Bogotá, D. C., a 4 de octubre de 1991». 

2. De la demanda. 

Los ciudadanos María Consuelo del Río Mantilla y  Reinaldo Botero Bedoya, cii 
ejercicio de la acción pública de inconstitucionalidad consagrada en el artículo 241 de 
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la Constitución, demandaron ante la Corte Constitucional la inexequibilidad del Decre-
to 2266 de 1991, por medio del cual se convierten en normas permanentes algunas 
disposiciones contenidas en los Decretos de Estado de Sitio N° 3664 de 1986, 1198 de 
1987, 1631 de 1987, 180 de 1988, 2490 de 1988, 1194 de 1989, 2790 de 1990 y  099 de 1990. 

Los actores consideran infringidas las normas constitucionales contenidas en los 
artículos 4Q,  52, 13, 20, 22, 29, 93, 94, 113, 114, y  los artículos 8 y 9,1  transitorios. 

También estiman violadas las normas internacionales de derechos humanos, que 
por disposición del artículo 93 de la Carta prevalecen sobre el derecho interno. Tales 
disposiciones son: los artículos 72,  9Q, 11 y 12 de la Carta de las Naciones Unidas; los 
artículos 1 Q, 2, 411,5Q-2,5Q-3 a) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y  Políticos; los 
artículos 2,  18,25 y 26de la Declaración Americana de Derechos y  Deberes del Hombre; 
los artículos 7Q,  8, 24, 25 y 27 de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

La motivación de la violación se resume en los siguientes puntos: 

a) Violación al principio nullum crimen, nulla poena, sine lege previa, scripta et 
certa. 

Para los actores todas las disposiciones contenidas en el Decreto 2266 de 1991 
contienen tipos penales abiertos, abstractos, ambiguos e indeterminados, motivadores 
de una facultad discrecional para el juzgador a efecto de que legisle sobre la tipicidad 
y la culpabilidad, determinando la existencia del hecho punible atendiendo a valoracio.-
nes subjetivas. 

Al sentir de los demandantes, la carencia de una tipicidad estricta, como elemento 
estructural de la legalidad del delito y la pena, viola el principio de tipicidad general 
de rango constitucional, corno mecanismo garantista de las libertades democráticas y 
sistematizador del Estado de Derecho. Ello en la medida que los tipos penales no 
determinan ni definen el comportamiento sancionable ni el derecho protegido, ya que 
su estructura gramatical y su objeto político depende en todo caso del criterio del 
juzgador, que es quien determina y  define el comportamiento sancionable y  el monto 
de la pena. 

Se torna corno ejemplo en la demanda la categoría general de "terrorismo" que está 
fundamentada sobre el hecho de una presunción general hipotética según la cual 
diferentes conductas consideradas corno punibles quedan sometidas al régimen de 
adecuación típica del género "actividad terrorista", siendo que ciertas conductas 
(contenidas en la Ley 30 de 1984) o el homicidio agravado por las circunstancias del 
sujeto pasivo del hecho, queden descritas ipso jure como actividades terroristas. 

Al observar todas las disposiciones contenidas en el Decreto 2266 de 1991 se 
encuentra, afirman los ciudadanos Del Río y  Botero, que la estructura descriptiva de las 
conductas no consulta el principio de tipicidad como mecanismo garantista de la 
libertad individual, y  se hace un reiterado uso de fórmulas abiertas en relación con la 
conducta misma o con los objetos o instrumentos utilizados para cometer el delito. 

b) Violación del principio de igualdad ante la ley. 

Seguidarnentelos actores sostienen que ls normas protectoras de derechos tanto en 
su forma descriptiva como en los mecanismos deejecución para su cumplimiento deben 
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estar revestidas de una generalidad tal que permita que los derechos de todos los 
ciudadanos se encuentren debidamente protegidos dentro de las mismas condiciones 
y circunstancias, pues la Constitución protege valores generales. 

Consideran los demandantes que una norma que no protege valores generales invita 
a su violación y corresponde al legislador ordinario proteger permanentemente los 
derechos individuales y concretos, mediante los mecanismos jurídicos y políticos que 
señalen las normas generales de rango constitucional, de modo que el articulado de la 
Carta adquiera características concretas en su materialización protectora. 

c) El Estado de Sitio: sus elementos estructurales. Los motivos determinantes de 
su declaratoria fueron derogados por el Constituyente. 

Por último los demandantes aducen que el nuevo orden creado a partir de las 
disposiciones constitucionales expedidas por la Asamblea Nacional Constituyente se 
enmarca dentro de un contexto político e histórico determinado, definido como un 
acuerdo internacional tendiente a eliminar los factores de perturbación del orden 
público y con el firme propósito de hallar salidas específicas y  civilizadas a los factores 
de conflicto y violencia que en ese entonces afectaban toda la vida nacional. 

Si los motivos de la declaratoria del Estado de Sitio contenidos en el Decreto 1038 de 
1984 fueron los atentados contra el orden institucional vigente por parte de grupos 
armados, sostienen los actores, no seentiendecómoa partirdela expedición dela nueva 
Carta de derechos y  la derogatoria de esa medida exceptiva (Decreto 1684 del 4 de julio 
de 1991), se mantengan vigentes normas que en su momento tenían como fundamento 
factores reales que hoy todavía subsisten sin necesidad de que para contrarrestarlos 
haya sido necesario volver a declarar turbado el orden público mediante un Estado de 
Excepción. 

3. De la intervención ciudadana. 

Durante el término de fijación en lista el Abogado Vicente Soto Lara, en representa-
ción del Despacho del Ministro de Justicia, presentó a la Secretaría de la Corte 
Constitucional un escrito en el que sustentó la constitucionalidad del Decreto 2266 de 
1991 con fundamento en los siguientes argumentos: 

a) El Gobierno Nacional procedió a la expedición del decreto acusado para dar 
cumplimiento al precepto constitucional contenido en el artículo transitorio SQ de la 
Constitución. 

b) Una prueba fehaciente sobre la constitucionalidad del Decreto 2266 de 1991, se 
encuentra en la actuación de la Comisión Especial Legislativa creada por el artículo 
transitorio 62  de la Constitución. 

c) La Corte Suprema de Justicia en sentencia del 25 de junio de 1991 consideró que 
se hace necesario en determinadas circunstancias tomar medidas especialmente rígi-
das que hagan posible la satisfacción de los ciudadanos y  el cumplimiento de los 
deberes del Estado. Ha sido principal preocupación del Gobierno Nacional, corno 
también de los ciudadanos en general, combatir las manifestaciones de terrorismo y la 
delincuencia organizada, lo que se ha expresado en una decisión colectiva por rechazar 
tales fenómenos de violencia. 
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d) El estado actual del orden público hace necesario que el Gobierno cuente con 
instrumentos ágiles que le permitan hacer frente a los desafíos que sufre el Estado de 
derecho y conjurar las crisis que sobreviven a diario por cuenta de los violentos. Con 
la expedición del Decreto 2261 de 1991 se da un avance a la efectiva protección de los 
derechos del ser humano y en especial a los ciudadanos colombianos. 

e) Antela penosa situación de impunidad y  de infracción permanente a los preceptos 
constitucionales, legales y morales en protección al bienestar o a la tranquilidad y a un 
estado pacífico y  armónico de la comunidad colombiana, se deben aplicar medidas 
severas y rígidas y aún aflictivas a quienes incurran en conductas ilegales e ilícitas, pues 
deben soportar todo el peso de la ley. 

O El Gobierno en cumplimiento estricto de las normas constitucionales debe: 
defender el Estado Social de Derecho (art. 1Q),  promover la prosperidad general, 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y  deberes consagrados en la 
Constitución y  asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo (art. 211), 

acatar la Constitución y las leyes, respetar y  obedecer a la autoridad (art. 411), darle 
primacía a los derechos inalienables de la persona (art. 511), ser responsable por infracción 
de la Constitución y de las leyes (art. 6Q),  y velar por la paz como un derecho y deber de 
obligatorio cumplimiento (art. 22). 

Con base en los anteriores argumentos, el Ministerio de Justicia solicitó a la Corte 
Constitucional la declaratoria de constitucionalidad del Decreto 2266 de 1991. 

4. Del concepto del Procurador General de la Nación. 

De conformidad con lo ordenado en los artículos 242-2 y  278-5 de la Carta Política, 
procedió el Procurador General de la Nación a rendir el concepto de rigor dentro de la 
oportunidad establecida para el efecto en el artículo 711  del Decreto 2067 de 1991. 

Considera el titular del Ministerio Público que la confrontación normativa entre el 
Decreto demandado y la Constitución se encuentra inscrita dentro de las circunstancias 
o el ámbito de la normatividad jurídica y no dentro de un marco de excepción o de 
perturbación del orden público. Así, el fundamento de validez para adoptar normas de 
estado de sitio como legislación permanente, reside en la compatibilidad de las mismas 
con la preceptiva de la Carta Política vigente y no en las motivaciones que le dieron 
origen: su control es autónomo de las consideraciones que en su momento esgrimió el 
Ejecutivo para su expedición y fueron declaradas exequibles por la Corte Suprema de 
Justicia, como juez de la Constitución de ese entonces. Cita al respecto la vista fiscal el 
salvamento de voto proferido por los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia 
doctores Pablo J. Cáceres, Rafael Méndez Arango, Ramón Zúñiga, Pedro Escobar, Simón 
Rodríguez, Manuel Enrique Daza y Jorge Enrique Valencia, a la sentencia de 15 de 
agosto de 1991, en la que la Corporación se inhibió para decidir sobre la revisión del 
Decreto 099 de 1991. 

El Procurador analiza la normatividad demandada desde dos puntos de vista: uno 
formal y  otro material. 

1) Análisis formal de las normas demandadas. 

En relación con este aspecto, el Procurador encuentra que tanto el Gobierno como la 
Comisión Especial Legislativa cumplieron con todos los requisitos, toda vez que las 

168 



C-127/93 

normas incorporadas,¡ la disposición demandada se encontraban vigentes al momento 
en que se promulgó la Constitución y ellas fueron declaradas exequibles por la Corte 
Suprema de Justicia. 

El decreto demandado fue expedido el 4 de octubre de 1991, o sea dentro de los 9() 
días que disponía para el efecto. El acto proferido fue un decreto con fuerza de ley y, 
finalmente no fue improbado por la Comisión Legislativa. 

Por todo lo anterior el Ministerio Público concluye que formainienteel Decreto 2266 
de 1991 es conforme con la Constitución. 

2) Análisis material de las normas demandadas. 

Enel análisis el Procurador partede la ba sede que la Carta Políticade 1991 es un Pacto 
Social fruto de un consenso para la paz, para la búsqueda de soluciones democráticas a 
la crisis, en el que se consagró un catálogo de derechos, deberes y garantías, en donde 
la persona humana es la que legitima la existencia misma del Estado. 

Por otra parte el Procurador General sostiene lo siguiente: 

"Por lo tanto, no se compadece con el nuevo Estado Social de Derecho, que supone 
una protección real y efectiva de los derechos de las personas, la consagración como 
legislación permanente, de normas de Estado de Sitio, como algunos de los sometidos 
a examen, que vulneran una serie de derechos y  garantías individuales, al adolecer de 
graves fallas a nivel de técnica legislativa, que desarrollan instrumentos, tales como lo 
ha demostrado la experiencia, de tipo regresivo, represivo y  autoritario, fruto de la 
urgencia enquedebieron ser tomadas, válidas ante la gravedad que revestía la situación 
de orden público y  la falta de claridad respecto de una política criminal coherente". 

El Ministerio Público divide así la presentación de sus argumentos: 

a) Falta de técnica legislativa como vicio de inconstitucionalidad. 

Según la vista fiscal, la Corte Suprema deJusticia, al analizar los decretos de Estado 
de Sitio que fueron posteriormente incorporados como legislación permanente, consi-
deró que algunos de ellos adolecían de graves fallas a nivel de técnica legislativa. El 
Procurador en su concepto considera que las fallas o defectos de técnica legislativa que 
vayan en detrimento del derecho fundamental al debido proceso, deben ser declaradas 
inconstitucionales, sobre todo en tratándose de normas de derecho penal que son de 
orden público. Al respecto manifestó el Procurador: 

"Cuando la técnica legislativa deja ya de ser un problema formal y accesorio para 
convertirse en un asunto estructural de la norma acusada, se constituye esta falla en un 
vicio de inconstitucionalidad". 

b) Antijuridicidad como garantía del principio de legalidad. 

La ausencia de precisión y  claridad en cuanto a los valores protegidos que subyacen 
en las conductas definidas en el Decreto demandado, lesionan según la vista fiscal el 
principio de la legalidad, el cual hace parte del principio del debido proceso. 

El Ministerio Público analiza los artículos l,  2, 311, 9Q,  lOe, 27, y 28 del Decreto 180 
de 1988, en los que se presenta una confusión con la consagración legal en un estatuto 
deuna pluralidad debienes jurídicos y  queobedecea una política criminal no coherente; 
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además, la norma demandada adolece de una serie de defectos en la asignación de las 
penas. 

c) Tipicidad. 

En el aspecto dela tipicidad el Procurador comparte los argumentos esgrimidos por 
los actores porque la normatividad acusada viola el principio de tipicidad y  por ende el 
del debido proceso, en la medida en que existe una descripción vaga y  ambigua de casi 
todas las conductas tipificadas en el decreto en comento. 

d) La criminalización como última política para afrontar problemas de orden 
público. 

La experiencia ha demostrado que las niedidas tendientes a la desjudicialización y 
a la despenalización han sido más efectivas pala controlar el tipo de conductas que el 
Decreto impugnado intenta reprimir. En el caso particular de las normas demandadas 
se observa un incremento desmesurado en las penas. 

Finalmente advierte el Procurador que la declaratoria de inexequibilidad de los 
artículos acusados no comporta una desprotección de los bienes jurídicos que la norma 
pretende tutelar, puesto que las conductas allí descritas se encuentran tipificadas 
sistemáticamente en el régimen penal ordinario. 

Como conclusión el Procurador General solicita a la Corte Constitucional que 
declare la inconstitucionalidad del Decreto 2266 de 1991, por violar especialmente los 
artículos l,  211,13 y  29 de la Carta Política. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. Competencia. 

La competencia de esta Corporación para resolver en definitiva sobre la constitucio-
nalidad del decreto transcrito se deriva del artículo 10 transitorio de la Carta Política, que 
dice: 

"Los decretos que expida el Gobierno en ejercicio de las facultades otorgadas en los 
anteriores artículos tendrán fuerza de ley y su control de constitucionalidad correspon-
derá a la Corte Constitucional". 

Y en efecto el Decreto 2266 de 1991 fue dictado en virtud de los artículos 5 y 6 
transitorios. 

2. Un itinerario en búsqueda de la convivencia. 

Para la década de los ochenta, en Colombia se vivía una crisis generalizada. Las 
causas que llevaron al legislador de excepción a decretar el Estado de Sitio en todo el 
territorio nacional mediante el Decreto 1038 de 1984 no habían desaparecido y  por el 
contrario se habían recrudecido con las acciones de grupos narco terroristas y  guerrille-
ros, que atentaban contra el Régimen Constitucional mediante hechos de perturbación 
del orden público. Dichas causas eran: 

"Que en diversos lugares del país han venido operando reiteradamente grupos 
armados que han atentado contra el Régimen Constitucional, mediante lamentables 
hechos de perturbación del orden público y  suscitadoostensihlealarma en los habitantes; 
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Que para conjurar la grave situación especialmente en los departamentos de 
Caquetá, Huila, Meta y  Cauca, el Gobierno declaró turbado el orden público y en Estado 
de Sitio el territorio de dichos departamentos por medio del Decreto número (,1 5 del 14 
de marzo anterior; 

Que el Gobierno ha utilizado para el cumplimiento de sus obligaciones constitucio-
nales los medios que le atribuye la legislación ordinaria, sin que haya bastado su efecto 
para recobrar la normalidad; 

Que con posterioridad a la expedición del Decreto número 615 de1984,   han tenido 
asaltos a poblaciones por obra de grupos armados, entre ellos los ocurridos sobre 
Acevedo en el departamento del Huila, Corinto en el departamento del Cauca, Sucre 
y Jordán Bajo en el departamento de Santander, Giraldo en el departamento de 
Antioquia y Miraflores en la comisaría del Guaviare; 

Que por la acción persistente de grupos antisociales relacionados con el narcotráfico, 
viene perturbándose gravemente el normal funcionamiento de las instituciones en 
desafío criminal,¡ la sociedad colombiana, con sus secuelas en la seguridad ciudadana, 
la tranquilidad y  la salubridad públicas y  en la economía nacional; 

Que recientemente ocurrieron actos terroristas en las ciudades de Medellín, Cali y 
Bogotá, causantes de la destrucción de numerosos vehículos de transporte colectivo; 

Que al anochecer del día de ayer fue asesinado el señor Ministro de Justicia, Rodrigo 
Lara Bonilla; 

Que en general, hechos de violencia provocados por las circunstancias antes 
mencionadas han ocasionado sensibles bajas del personal de las Fuerzas Militares y de 
Policía, lo mismo que víctimas en la población civil; 

Que se hace necesario, ante la gravedad de la situación, adoptar las medidas de 
excepción contempladas en el artículo 121 de la Constitución Política". 

En ejercicio de las facultades de excepción que tal estado permitía, se expidió entre 
otras normas el Decreto 180 de 1988 o Estatuto para la Defensa de la Democracia. 
Algunas de las consideraciones para la expedición del Decreto fueron las siguientes: 

"Que tales fenómenos de perturbación del orden público se han agravado conside-
rablemente en todo el territorio nacional, manifestándose en actos que atentan contra la 
vida e integridad de funcionarios del Estado, dirigentes políticos y  sindicales, intelec-
tuales; el secuestro de candidatos a alcaldías y  corporaciones públicas de elección 
popular, con fines desestabilizadores de las instituciones democráticas; 

Que igualmente mediante actos terroristas se han causado graves daños a oleoduc-
tos, plantas industriales, edificios públicos, sedes de partidos y  agrupaciones políticas, 
instalaciones militares, policiales y  de servicios públicos; 

(...) 

Que es deber del Gobierno Nacional enfrentar esta situación de violencia generali-
zada yde ataques premeditados a las instituciones democráticas que se han manifestado 
en el auge de actos terroristas, para lo cual es necesario complementar las disposiciones 
del Código Penal y de Procedimiento Penal. 
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Que la declaración del actual Estado de Sitio tuvo origen, igualmente, en la acción 
criminal de grupos relacionados con el narcotráfico, la cual se ha concretado en actos 
desestabilizadores de las instituciones democráticas, como la muerte violenta del 
Procurador General de la Nación". 

La respuesta frente a la situación de crisis fue de dos órdenes: primero, la decisión 
de varios grupos guerrilleros que hicieron dejación de las armas para intervenir en el 
proceso democrático y participaren la elaboración de la nueva Constitución; y  segundo: 
la participación de la sociedad civil en la reforma constitucional a través de la convoca-
toria y  elección de los delega tarios a una Asamblea Nacional Constituyente. 

No obstante lo anterior, algunos movimientos guerrilleros no atendieron a la 
oportunidad de participar en la vida democrática del país y  decidieron continuar con la 
lucha armada como vía para la consecución de sus fines. 

Y por su parte el narcoterrorismo continuó en su estrategia de violencia y  terror, por 
lo que las consideraciones que tuvo encuentael Ejecutivo para decretar el Estado de Sitio 
en el año 1984, siguen vigentes nueve años después. 

Así pues, la Constitución de 1991 buscó consolidar la paz en el país mediante el 
establecimiento de un Estado Social de Derecho cuyo fin esencial es garantizar la 
protección efectiva de los derechos humanos. La nueva Carta Fundamental fue fruto 
del consenso, de la participación de los diferentes actores, muchos de ellos tradicional-
mente marginados o fuera de la participación democrática. 

El anhelo de paz de los colombianos se consignó en el Preámbulo y en los artículos 
2, 22 y  95-6 de la Constitución. La paz quedó consagrada como un derecho y  como un 
deber. Como Bobbio, "la paz es sólo la condición preliminar para la realización de una 
libre convivencia". 

Pero para el logro de la paz no basta con expedir las normas sino que es necesario 
cumplirlas. Como afirma Lowenstein: "Una constitución escrita no funciona por sí 
misma, una vez haya sido adoptada por el pueblo, sino que una constitución es lo que 
los detentadores y los destinatarios del poder hacen de ella en la práctica`. 

Es entonces por el anhelo de paz en un marco de pluralismo y  tolerancia que el 
Constituyente consagró al efecto, en los artículos transitorios, unas normas "puente" 
con el fin de asegurar un proceso de transición sin traumatismos entre la legislación 
expedida bajo el anteriormente denominado Estado de Sitio y  el nuevo régimen 
constitucional. En dichas normas transitorias se establece lo siguiente: 

En el artículo S  transitorio se dice: 

"Los decretos expedidos en ejercicio de las facultades de Estado de Sitio hasta la 
fecha de promulgación del presente Acto Constituyente, continuarán rigiendo por un 
plazo máximo de noventa días, durante los cuales el Gobierno Nacional podrá conver-
tirlos en legislación permanente, mediante decreto, si la Comisión Especial no los 
imprueba". 

BOBRIO, Norberto. El problema de la guerra y las vías de la paz. Editorial Gedisa. Barcelona, 1982, pág. 179. 
2 	LOWENSTEIN, Karl. Teoría de la Constitución. Editorial Ariel Derecho. Barcelona, 1988, pág. 170. 
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Dicha Comisión Especial estaba consagrada en el artículo 6 transitorio. Fue en 
virtud de estas disposiciones que se expidió el Decreto 2266 de 1991, cuyo objetivo era 
justamente establecer como permanentes las normas de excepción que a juicio del 
Gobierno ameritaban mantenerse, como quiera que subsistían grupos que no seavenían 
a los postulados de paz de la nueva Constitución. 

Por otra parte, el artículo 13 transitorio de la Constitución dice que "El Gobierno 
podrá dictar las disposiciones que fueren necesarias para facilitar la reinserción de 
grupos guerrilleros desmovilizados que se encuentren vinculados a un proceso de paz 
bajo su dirección". 

Así mismo el Decreto 2265 de 191 también prolongó la vigencia de los decretos 
denominados de sometimiento ala justicia de personas que se encuentren al margen de 
la ley. 

Luego existen inecauisnws jurídicos para,çarautizar la reinstitucionalización del país tic! 
sometimiento de todos ala nhelo de la consecución de la paz en todo el territorio nacional. 

En consecuencia es a ¡a luz de los inicz'os postulados de paz de la Carta del 91 que debe 
entenderse ci Decreto 2266 de 1991. 

De otro lado, el Decreto 2266 de 1991 debe ser interpretado a la luz de los Pactos y 
Convenios Internacionales sobre Derechos Humanos ratificados por Colombia, de 
conformidad con el artículo 93 de la Constitución. Tienen que ver concretamente con 
dicho Decreto dos fuentes formales y una fuente material, así: 

Son fuentes formales el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratifica-
do por Colombia mediante la Ley 74 de 1968, en su artículo 9e, y la Convención 
Americana de Derechos Humanos "Pacto de San José de Costa Rica", ratificada por la 
misma ley, en sus artículos 7,  8e, 24, 25 y  27. 

Yes fuente material la Carta de Naciones Unidasde 1948en sus artículos 7a 12. Este 
último instrumento, según la Secretaría de la ONU, "no puede obligar a los Estados 
Miembrosenla misma forma en queun Tratado puede obligar a las Partes; no obstante, 
teniendo en cuenta la mayor solemnidad y significado de una Declaración, puede 
considerarse que el órgano que la aprueba abriga mayores esperanzas de que los 
miembros de la comunidad internacional habrán de respetarla"3. 

Acontinuación seestudiarán las acusaciones de los actores engeneral ycada uno de 
los tipos de las normas demandadas en particular. 

3. Análisis general del Decreto 2266 de 1991. 

En primer lugar, tanto el Procurador General de la Nación como los actores 
consideraron que las normas acusadas vulneran el principio de tipicidad y  por ende el 
del debido proceso, en la medida en que existe una descripción vaga y ambigua en la 
mayoría de las conductas tipificadas en el Decreto 2266 de 1991. 

h/361 6/Rey. 1 'e 17 /(N4/ 1334, citado por Hortensia D.F. Gutiérrez lk'sse. los deiechc humanos y las 
garantías. Editotial Zavalia. Buenos Aires, 1988, pág. 62. 
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En segundo lugar, doctrinariamente se ha sostenido que los tipos penales abiertos 
son: "los que describen escuetamente la conducta o mencionan solamente el resultado, 
sin precisar en el primer caso las circunstancias en que tal conducta ha de realizarse, ni 
indicar en el segundo la modalidad del comportamientQ que ha de producirlo`. 

La dogmática tradicional ha considerado que el tipo penal debe contener en sí mismo 
todos los elementos que lo determinan y  quelo hacen diferente a otros tipos penales que 
pueden llegar a ser parecidos. Así lo fundamentan en los artículos 28 y  6 de la 
Constitución, reiterados por el artículo 311 del Código Penal que establece: "La ley penal 
definirá el hecho punible de manera inequívoca". 

Este principio busca quelas personas a quienes las normas van dirigidas, conozcan 
hasta donde va la protección jurídica de sus actos. Con la tipicidad se desarrolla el 
principio fundamental nullum crimen, nulla poena sine lege, es decirla abstracta descrip-
ción que tipifica el legislador con su correspondiente sanción, debe ser de tal claridad 
que permita que su destinatarioconozca exactamente la conducta punitiva; en principio, 
se debe evitar pues la indeterminación para no caer en una decisión subjetiva y 
arbitraria. 

No obstante este principio general, el propio Código Penal ha consagrado tipos 
penales abiertos en los que no existe total precisión de las circunstancias en que la 
conducta debe realizarse. De esta categoría son entre otros, la falsificación de moneda 
(Código Penal art. 207) y  el incesto (Código Penal art. 259). En el primer caso 
-falsificación de moneda-, el significado de moneda se debe entender como un medio de 
pago cuya emisión y  circulación están regulados en la ley y  sobre los cuales el Estado 
ejerce la suprema dirección. En el incesto, la amplitud de la conducta descrita -"otro acto 
erótico sexual"-, es necesaria, pues las consecuencias antijurídicas se producen tanto con 
la sexualidad normal como con la anormal ytanto en el acceso carnal propiamente dicho 
como en los actos que pueden conducir a ello. 

Estos dos tipos penales que se han tomado como ejemplo, desde el Código Penal de 
1837 responden a una clasificación como "tipos abiertos", por lo que se demuestra que 
en determinadas circunstancias el legislador no plasma en el tipo penal la descripción 
perfecta de la conducta, por ser imposible y sin embargo históricamente se ha conside-
rado que con ello no se vulnera el principio de tipicidad. 

La Corte Constitucional estima que el Decreto 2266 de 1991 es conforme con la 
Constitución, en lo relativo a la acusación de los tipos abiertos, con base en las siguientes 
consideraciones: 

"Primero, con la Constitución Política de 1991 explícitamente se ha constitucionali-
zado todo el derecho, ya que la Constitución es su hilo conductor, por el artículo 4  que 
establece que ésta es norma de normas, y  no hay área jurídica inmune al derecho 
constitucional. 

REYES ECHANDIA, Alfonso. Detecho Penal. Parte General. Undécima edición. Editorial Temis, 
Bogotá, 1987, pág. 118. 
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Por lo tanto con la Carta Fundamental de 1991 se ha 'constitucionalizado' el Derecho 
penal en particular. Igualmente con la misma Carta se ha internacionalizado el Derecho 
penal a partir del iiis cogens. 

Hubo pues un doble marco de constitucionalización del Derecho Penal enla nueva 
Constitución Política". 

Segundo, como lo anotó el constitucionalista argentino Humberto Quiroga Lavié, 
los siglos XVIII y  XIX estuvieron dominados por la estática. Los discursos, incluyendo 
el jurídico, se caracterizaban por la descripción precisa de las cosas, las cuales se 
encontraban en un mundo plano y sin movimiento. Esta concepción estática permeó 
durante las primeras décadas de este siglo al ordenamiento jurídico, que en materia 
penal se tradujo en una descripción clara y precisa de los tipos penales. En un mundo 
así estático, que parecía una fotografía, los tipos abiertos no tenían lugar. 

El siglo XX está dominado por la dinámica. Fue Einstein el que en el discurso de la 
física introdujo la dinámica que reemplazó a la física estática de Newton. Ello fue un 
cambio histórico de repercusiones en todos los dominios. El derecho no es la excepción. 
Es así como el derecho penal de hoy debe responder a maquinarias delictivas "en 
movimiento", que trascienden los viejos esquemasde los tipos cerrados. Deallíqueesta 
Corporación encuentra que a la luz de la Constitución Política, expedida en las 
postrimerías del siglo XX, los tipos penales abiertos no son inconstitucionales per se. 

Ciertamente existen tipos penales claramente tipificados en el Código Penal que no 
admiten interpretación diferente que la de los contenidos intrínsecos de la misma 
norma. Pero tratándose de comportamientos que avanzan a una velocidad mayor que 
la delos tipos -como es el caso del terrorismo-, requierenuna interpretaciónba jo la óptica 
del actual Estado Social de Derecho. 

"En este sentido, frente a delitos 'estáticos' o tradicionales, deben consagrarse tipos 
penales cerrados. Pero frente a delitos 'dinámicos' o fruto de las nuevas y  sofisticadas 
organizaciones y  medios delincuenciales, deben consagrarse tipos penales abiertos. 
Esta distinción faculta un tratamiento distinto para dos realidades diferentes, con base 
en el artículo 13 de la Constitución Política". 

Asípues, el "terrorismo" esun delito dinámico ysediferencia por tanto delos demás 
tipos. Comoconducta respondea unas características diferentes de cualquier tipo penal, 
por lo siguiente: Primero, es phtrwfcnsiz'o pues afecta o puede llegar a afectar varios 
bienes jurídicos protegidos porel ordenamiento penal. Segundo, obedece a organizacio-
nes delincuenciales sofisticadas. Tercero, el terrorista demuestra con su actitud una 
insensibilidad frente a los valores superiores de la Constitución Política, que son un 
mínimo ético, al atentarindiscriminadamentecontra la vida ydignidad delas personas. 

A continuación se expresarán los argumentos que respaldan la tesis de la Corte: 

a. El delito político y el terrorismo. 

Es de tal gravedad la conducta terrorista que los beneficios constitucionalmente 
consagrados para el delito político no pueden extenderse a delitos atroces ni a 

Conferencia prc'n unciada en el a ud i tui o de la íscuel a Judicial ''Rc'd rit' Lana 1 k'ni II a", en tu viern bre ci e 191Q. 
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homicidios cometidos fuera de combate o aprovechando la situación de¡ ndefensión de 
la víctima. Así lo dispuso el artículo 30 transitorio de la Constitución: 

"Autorízase al Gobierno Nacional para conceder indultos o amnistías por delitos 
políticos y conexos, cometidos con anterioridad a la promulgación del presente Acto 
Constituyente, a miembros de grupos guerrilleros que se incorporen a la vida civil en 
los términos de la política de reconciliación. Para tal efecto, el Gobierno expedirá las 
reglamentaciones correspondientes. Este beneficio no podrácxtcndersca delitos atroces ni a 
homicidios conieticlosfiieradc coi,il'ntcoa1;reiz'ecluu,idose del estado ¿le indefensión de la víctima". 
(Cursivas no originales). 

Como seobserva, el delito político es diferenteal delito común y recibe enconsecuen-
ciaun trato distinto. Pero, a su vez, los delitos, aún políticos, cuando sonatroces, pierden 
la posibilidad de beneficiarse de la amnistía o indulto. 

Colombia ha reconocido el legítimo derecho a la resistencia. En efecto, el artículo 111  

de la Carta de 1991 define a Colombia como un Estado pluralista. El pluralismo es la 
amplitud dela opción para serdistinto, enunmarco de tolerancia por partedelos demás. 
Tal precepto es reiterado por el artículo 19 superior, que establece el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad, una de cuyas manifestaciones es la libertad de opción 
política. Es por ello justamente que el artículo 150-17 y  el artículo 13 transitorio de la 
Constitución permiten conceder aninistías o indultos únicamente por delitos políticos. 

Bobbioafirina en su libro "El Problema de la Guerra ylas Vías de la Paz" que "existen 
hoy medios alternativos para la violencia como fórmula de la resistencia a la opresión 
que es el método democrático quecumple la misma función que la violencia organizada 
y tiene la misma eficacia que los procedimientos que emplea aquélla"'. 

El pensamiento democrático ha sido la invención de nuevas instituciones -Estado 
Social de Derecho-, e instrumentos -democracia participativa-, que permiten resolver, 
sin necesidad de recurrir a la violencia individual o colectiva, conflictos sociales cuya 
solución había sido confiada históricamente a la acción violenta. 

"En nuestros días el derecho de resistencia a la opresión se ejerce democráticamente 
mediante la protesta realizada a través de las formas institucionales que la propia 
Constitución Política consagra". 

En otras palabras, el poder democrático para esta fase de la civilización, reconoce a 
los diferentes y aún a los contrarios y les permite su legítima expresión. 

Un régimen democrático se caracteriza por la convivencia conforme a las reglas de 
juego y unas normas jurídicas y morales, fuera de las cuales la política se convierte en 
una actividad no acorde con el ordenamiento jurídico'. 

Así pues, los delitos atroces y los homicidios cometidos fuera de combate, aún por 
móviles políticos, quedan exentos de algunos beneficios constitucionales. 

BOBEE), N,'rheu6'. El problema de la guerra y 1a5 vías de la paz. Editorial Gedisa. Bai celona. lQS2, pág. IYI. 

CÍr. AVMEN1 E. José. Confrontación, dialogo y compromiso. Editorial Nova Terra. Barcelona, 1568, pégs, 126 
V 
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b. El terrorismo en los pactos internacionales sobre derechos humanos. 

El derecho internacional público está integrado por preceptos y  principios materia-
les aceptados por la comunidad internacional, denominados ms cogcns. 

El profesor Eduardo Suárez9, define el ms cogens como: 

Aquellos principios que la conciencia jurídica de la humanidad, revelada por sus 
manifestaciones objetivas, considera como absolutamente indispensable para la Coexis-
tencia y  la solidaridad de la comunidad internacional en un momento determinado de 
su desarrollo orgánico". 

La Corte Constitucional en sentencia sobrela exequibilidad del Protocolo 1 adicional 
de los Convenios de Ginebra relativo a la protección de las víctimas de los conflictos 
armados internacionales', estableció que los Protocolos hacen parte del ms cogcns y que 
en ellos están consagradas las garantías fundamentales para la protección de las 
víctimas de los conflictos armados no internacionales. Estas garantías se encuentran 
definidas en el artículo 411  del Protocolo 11, así: 

"Artículo 4 (Garantías fundamentales). 

1. Todos aquellos que no tomen parte directa o que hayan dejado de tomar parte en 
las hostilidades, tanto si su libertad ha sido restringida como si no, tienen derecho al 
respeto a su persona, su honor, sus convicciones y sus prácticas religiosas. En todas 
circunstancias recibirán un trato humano, sin ninguna distinción que les perjudique... 

2. Sin perjuicio para las líneas generales de lo que antecede, quedan prohibidos en 
el presente y en el futuro, en todo lugar y  ocasión, los siguientes actos contra aquellos 
a quienes se refiere el párrafo l: 

a) La violencia contra la vida, la salud y en bienestar físico o mental de las personas, 
especialmente el asesinato, así como los tratos crueles, como las torturas, mutilaciones 
o cualesquiera formas de castigo corporal. 

d) Los actos de terrorismo. 

h) Las amenazas de llevar a cabo cualquiera de los actos anteriores". 

El ms cogens está recogido y  positivizado en el inciso 1Q del artículo 15 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y  Políticos, que establece: 

"1. Nadie será condenado poractos u omisiones que en el momento de cometerse no 
fueran delictivos según el derecho nacional o internacional. Tampoco se pondrá pena más 
grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito. Si con posterioridad a 
la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente 
se beneficiará de ello". (Cursivas no originales). 

Representante mexicano en la Convención de Viena. 

Sentencia C-574 de la Sala Plena de la Corte Constitucional de 28 de octubre de 1992. Magistrado Ponente: 
Dr. Ciro Angarita Barón. 
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Con fundamento en el artículo citado anteriormente y que aparece de igual forma en 
el artículo 9de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, "Pacto de San José 
de Costa Rica", el concepto del principio de legalidad de la acción y  de la pena se refiere 
no sólo a la tipicidad nacional sino también a la internacional. Es ésta una norma que 
debe ser observada por los ordenamientos internos de cada uno de los Estados Partes. 

Y el inciso 211  del citado artículo 15, consagra: 

"2. Nada de lo dispuesto en este artículo se opondrá al juicio ya la condena de una 
persona por actos u omisiones que, enel momento decometerse, fueren delictivos según 
los principios generales del derecho reconocidos por la comunidad internacional". 

De conformidad con este inciso, además de establecer tipos cerrados, se permite la 
consagración de tipos abiertos, según se desprende de la expresión "principios genera-
les". 

En respuesta, la comunidad internacional reconoció que determinadas conductas 
merecen un tratamiento especial por atentar contra la dignidad inherente a la persona, 
pues todos los derechos se derivan de su respeto, como se desprende del segundo 
considerando del Pacto Internacional de Derechos Civiles y  Políticos. 

En este sentido, el artículo II de la Convención para la Prevención y  la Sanción del 
Delito de Genocidio, adoptada y  abierta ala firma y  ratificación, o adhesión, por la 
Asamblea General en su Resolución 260 A (III), de 9 de diciembre de 1948, que entró en 
vigor el 12 de enero de 1951, de conformidad con el artículo XIII, se establece: 

"En la presente Convención, se entiende por genocidio cualquiera de los actos 
mencionados a continuación, perpetrado con la intención de destruir, total o parcial-
mente, a un grupo nacional, étnico, racial o religioso, como tal: 

a) Matanza de miembros del grupo; 

b) Lesión grave a la integridad física o mental de los miembros del grupo,-

c) 

rupo;

c) Sometimiento internacional del grupo a condiciones de existencia que hayan de 
acarrear su destrucción física, total o parcial; 

d) Medidas destinadas a impedir los nacimientos en el seno del grupo; 

e) Traslado por fuerza de niños del grupo a otro grupo". 

Y el artículo IV, como complemento del anterior, consagra: 

"Las personas que hayan cometido genocidio o cualquiera de los otros actos 
enumerados en el artículo III, serán castigadas, ya se trate de gobernantes, funcionarios 
o particulares". 

También el Convenio de Ginebra IV del 12 de agosto de 1949 relativo a la protección 
debida a las personas civiles en tiempo de guerra, adoptado mediante la Ley 5a. de1960,   
dice: 

"...A este respecto se prohíben, en cualquier tiempo y lugar, por lo que atañe a las 
personas arriba mencionadas: 

a) Los atentados contra la vida y  la integridad corporal, especialmente el homicidio 
en todas sus formas, las mutilaciones, los tratos crueles, la tortura y los suplicios...". 
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Es igualmente pertinente citar al respecto la Convención sobre la Imprescriptibilidad 
de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad de noviembre de 1968, 
la Convención sobre Prevención y Represión del Terrorismo que tuvo lugar en Washi ng-
ton en febrero de 1971, la Resolución adoptada al respecto por la Asamblea General de 
las Naciones Unidas del 18 de diciembre de 1972, la Resolución 3074 de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas de diciembre de 1973, sobre los Principios de Coopera-
ción Internacional de la Identificación, Detención, Extradición y Castigo de los culpables 
de Crímenes de Guerra o de Crímenes de Lesa Humanidad, la Convención Europea para 
la represión del terrorismo celebrada en Estrasburgo en mayo de 1976 y  la Resolución 
contra el terrorismo adoptada el 12 de abril de 1978 en Luxemburgo, entre otros. 

En conclusión, la comunidad internacional ha reconocido en forma unánime y 
reiterada que el terrorismo es un delito que por ser atroz tiene un trato distinto. 

c. Tratamiento del terrorismo en derecho comparado. 

La Constitución española, en el artículo 13-3 dispone que quedan excluidos de la 
extradición los delitos políticos y al mismo tiempo distingue el delito político de los 
actos de terrorismo, de la siguiente forma: 

"13-3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, 
atendiendo al principio de reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos 
políticos, no considerándose como tales los actos de terrorismo". (Destacados no originales). 

El derecho comparado recogió el trato especial que al delito de terrorismo le ha dado 
la comunidad internacional, y es así como enel artículo 55-2 de la Constituciónespañola 
relativo a la suspensiónde los derechos y libertades, seestablece una excepción aplicable 
en forma exclusiva a la actuación de "bandas armadas o elementos terroristas", 
independientemente de las restricciones consagradas para los Estados de Excepción, de 
la siguiente forma: 

"55-2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en que, de forma 
individual y con la necesaria intervención judicial y el adecuado control parlamentario, 
los derechos reconocidos en los artículos 17-2 y  18-2 y 3 pueden ser suspendidos para 
personas determinadas, en relación con las investigaciones correspondientes a la 
actuación de bandas armadas o elementos terroristas" 10 . 

El tratamiento constitucional del delito de terrorismo en España se centra en la Ley 
Orgánica 9 de 26 de diciembre de 1984, que en su artículo 10  hace referencia a los delitos 
cometidos por "bandas armadas o elementos terroristas". 

Sobre la interpretación de la disposición constitucional ya transcrita -art. 55-2 de la 
Constitución española-, el Tribunal Constitucional, expresó al respecto: 

"El propio constituyente ha sido consciente de la existencia, como problema actual, 
del terrorismo y del propio peligro que el mismo implica para la vida y la integridad de 
las personas y para el propio orden democrático. Por ello ha introducido en el artículo 
55-2 una habilitación al legislador, para establecer un régimen específico de suspensión 

° 	Cfr. LO 4 /1988, de 25 de mayo, de reforma de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (4.5); STC 199/1987, de 16 
de diciembre (Legislación antiterrorista de 1984). 
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de determinados derechos fundamentales con la finalidad de facilitar las investigacio-
nes correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas, posibi-
lidad de suspensión de derechos que la Constitución ha estimado como necesaria para 
el propio sostenimiento del Estado Democrático de Derecho, y que refleja, además, 
experiencias realizadas en los países europeos afectados también por fenómenos 
terroristas. Esta prevención constitucional demuestra, sin necesidad de mayor argu-
mentación adicional, el reconocimiento ex Constifutione de la razonabilidad y no 
arbitrariedad de la existencia de esa diferenciación de trato respecto al goce de 
determinados derechos constitucionales en ciertas situaciones cuando se trata de 
facilitar la investigación de unos delitos de especial gravedad en relación con la vida e 
integridad física de las personas y de especial trascendencia para la subsistencia del 
orden democrático constitucional. En consecuencia la existencia de esta normativa 
legal no supone violación alguna del derecho a la igualdad"11 . 

Este principio había sido consagrado ya por la ley irlandesa contra el terrorismo de 
1973, la ley provisional británica sobre prevención del terrorismo de 1974, las diversas 
leyes alemanas para reformar el Código Penal y la Legislación Procedimental en materia 
de terrorismo y las leyes italianas contra el terrorismo de 5 y 28 de abril de 1978, entre 
otras, lo que prueba la intención estatal de recoger los principios internacionales. 

d. El terrorismo en el derecho colombiano. 

Al igual que en el Derecho comparado, en el Derecho nacional ha existido un 
tratamiento especial para el delito de terrorimo en la legislación, la jusrisprudencia y 
la doctrina. 

a. En la legislación. 

El delito de terrorismo, antes de la expedición de la norma revisada ya había sido 
consagrado en Colombia; aparece por primera vez en el Código Penal de 1980, fruto del 
anteproyecto del Código Penal de 1979, en los delitos contra la seguridad pública. Allí 
se dijo: 

"Artículo 187. Terrorismo. El que con el fin de crear o mantener un ambiente de 
zozobra, o de perturbar el orden público, emplee contra personas o bienes, medios de 
destrucción colectiva, incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años, sin perjuicio 
de la pena que corresponda por los demás delitos que se ocasionen con este hecho". 

El delito de terrorismo fue modificado pór el Decreto 180 de 1988 y  adoptado como 
legislación permanente por el Decreto 2266 de 1991, artículo 4,  hoy vigente y objeto de 
revisión constitucional. 

Este último contiene un tipo penal más extenso ya que en el anterior se limitaba a 
describir que los medios de destrucción colectiva se empleen contra las personas o los 
bienes, mientras que el segundo amplía a la posibilidad de poner en peligro la vida, la 
integridad física o la libertad de las personas, las edificaciones, los medios de comuni-
cación, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices. El 

Cfr. Sentencia 199 de 16 de diciembre de 1987. Jurisprudencia Constitucional. Torno Decimonoveno. Boletín 
Oficial del Estado, págs. 568 y 569. 

180 



C-127/93 

legislador está demostrando la necesidad de amparar todos aquellos bienes jurídicos 
vulnerables cuya protección se exige. 

Como se advierte, el derecho nacional recogió los tipos abiertos que para el 
terrorismo establecían el Derecho internacional y  comparado. 

Como antecedentes del delito de terrorismo se tiene que en los años 70, el genocidio 
-como modalidad delictiva-, fue incluido en el anteproyecto de Código Penal de 1976. 

En efecto, en el anteproyecto de Código Penal de 1976, se estableció: 

"Art. 457. El que con el propósito de destruir total o parcialmente un determinado 
grupo humano, por razón de su nacionalidad, raza, credo religioso o político, de muerte 
a varios de sus miembros, incurrirá en prisión de veinte a treinta años. 

El que con igual propósito y  por las mismas razones, lesione gravemente a los 
miembros del grupo o someta a éste a condiciones de vida que puedan ocasionar su 
desaparición total o parcial, o adopte medidas destinadas a impedir los nacimientos 
dentro del grupo, o traslade contra su voluntad, la totalidad de sus miembros o parte 
de ellos a otro núcleo o lugar, incurrirá en prisión de cinco a quince años". 

La comisión redactora de este proyecto en su respectiva exposición de motivos 
explicó así las razones y la redacción de este único artículo`: 

"Para dar desarrollo a la Convención aprobada por la Asamblea General de las 
Naciones Unidas y  acogida mediante la Ley 28 de 1959, incorpórase a este Título las 
normas que reprimen el genocidio, dándoles una redacción que consulta la técnica 
legislativa nacional" (art. 457). 

b. En la jurisprudencia. 

La tesis de la constitucionalidad de los tipos abiertos en circunstancias excepcionales 
ha sido aceptada por la Corte Suprema de Justicia en la revisión constitucional del 
Decreto 180 de 1988, "por el cual se complementan algunas normas del Código Penal y 
se dictan otras disposiciones conducentes al restablecimiento del orden público". 

La Corte Suprema de Justicia declaró su constitucionalidad, salvo los literales a) y b) 
del artículo 40, en la Sentencia de marzo 3 de 1988. 

Consideró la Corte en relación al punto de la tipicidad, lo siguiente: 

"No considera la Corte, como lo afirma alguno de los impugnantes, que en la 
tipificación de las nuevas formas delictivas a las que hace referencia el Capítulo 1Q se 
haya desconocido el principio de la determinación y  tipicidad que emerge de los 
artículos 23, 26 y  28 de la Carta. En este sentido no obstante que puedan señalarse 
algunos errores de técnica legislativa, que no alcanzan a constituirse en vicio de 
inconstitucionalidad, se trata más bien que varias formas delictivas corresponden al 
concepto de normas en blanco ()de reenvío de que se habla en el ámbito del derecho 
penal, por eso cuando se toman aisladamente los literales a), b) y c) del parágrafo del 

2  CANCINO MORENO, Antonio José. Las instituciones penales colombianas y su evolución a partir del 
Código de 1837. Tomo!. Parte Especial. Universidad Externado de Colombia. 1988, pág. 339. 
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artículo 311  puede parecer, ala luz de lo afirmado por el impugnante, que existe equívoco 
sobre el comportamiento penalizado por el legislador extraordinario al señalar ciertas 
conductas como constitutivas de auxilio a actividades terroristas, pero naturalmente los 
jueces competentes deberán interpretar tales literales con criterio sistemático armoni-
zándolo con el artículo 111  que define cuál es la conducta constitutiva del terrorismo y 
también con las normas ordinarias del Código Penal relativas al aspecto intencional del 
delito, es decir, a la culpabilidad ya la complicidad criminal...". 

c. En la doctrina. 

Independientemente de las normas y  la jurisprudencia, el pensamiento jurídico 
nacional se había ocupado ya del terrorismo. 

De otro lado, el Procurador General de la Nación emitió concepto favorable sobre la 
exequibilidad del Decreto 180 de 1988, con excepción de los literales a) y b) del artículo 
40 y  de todo el artículo 47, para los que solicitó la inexequibilidad. En el considerando 
tercero, expresó el Procurador, en aquella oportunidad: 

"Aunque las normas que se revisan sean objeto de reparos de orden técnico en 
cuanto que la descripción de las conductas que se tipifican manifiestan algunos errores, 
ello no indica violación de los principios consagrados por los artículos 23, 26 y  28 de la 
Carta. En su concepto: 

la mayoría de los artículos impugnados por este concepto prescriben tipos penales 
su6ordinados, en blanco o de reenvío que para su cabal entendimiento y  aplicación 
precisan su integración con el respectivo tipo básico. Así es posible que si se toman 
separada o aisladamente los literales a), b) y c) del parágrafo del artículo 3Q,  resulte 
equívoco el comportamiento que penaliza el legislador extraordinario al señalar ciertas 
conductas como constitutivas deauxilio a actividades terroristas. Pero es obvio que tales 
disposiciones, en la labor interpretativa propia de los jueces competentes, deben ser 
armonizadas con criterios sistemáticos, especialmente con el artículo l  que define con 
claridad y precisión la conducta constitutiva de terrorismo, y también con las normas 
ordinarias del estatuto penal relativas al aspecto intencional del delito (culpabilidad) y 
a la complicidad criminal. 

.Se tiene entonces que ninguno de los artículos del estatuto en revisión que 
describen hechos punibles ycircunstancias deagravación punitiva o elevan a categorías 
autónomas delicti vas simples formas de participación criminal,ofrecen ambigüedad en 
su redacción, por lo que se avienen a la Constitución Nacional y de modo especial a los 
principios prescritos en los artículos 23, 26 y  28' 

4. Garantías constitucionales  legales del terrorismo. 

El hecho de que se le confiera un tratamiento excepcional al delito de terrorismo no 
implica el desconocimiento de principios consagrados en la Constitución yen los Pactos 
Internacionales sobre Derechos Humanos. 

"Los principios valorativos tanto en materia de derecho penal material, procesal, 
como en la ejecución de la pena, que tienen como fundamentos la Constitución Política 
yen los Tratados Internacionales, matizanlaanterior interpretaciónde los tipos abiertos 
y garantizan los derechos de los sindicados". 
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Estos principios son característicos de una administración de justicia penal justa. 
Entre estos principios se cuentan: el de la proporcionalidad, el de la culpabilidad, 
entendido en su función limitadora, el de la legalidad, el de la publicidad del proceso, 
el del derecho a la defensa, el derecho a ser oído, el in dubio pro reo, el recurso a una 
instancia superior, el poder intervenir en el proceso y  el derecho a la prueba, la 
prohibición de realizar determinadas pruebas o de valorarlas como tal, el derecho a no 
declarar contra sí mismo y  a no presentor testimonio en determinado caso, a determi-
nados límites de carácter social y  constitucional en la ejecución penitenciaria entre 
otros, contenidos en los artículos 28 a 36 de la Constitución. 

Igualmente la interpretación del delito de "terrorismo", más allá de la rigurosidad 
técnica, debe matizarseconformeal principioconstitucional de legalidad, en procura de 
evitar que a su amparo se incriminen y penalicen los delitos políticos, en sí mismos 
considerados, el delito común y la protesta social, como así lo sostuvo la Corte Suprema 
de Justicia": 

"El delito de terrorismo contemplado en el artículo 1 del Estatuto para la defensa 
de la Democracia, requiere para su estructuración de la presencia de varios elementos 
subjetivos los unos, de carácter objetivo los otros, es indispensable que exista por parte 
del sujeto agente, el propósito de provocar o mantener un estado de zozobra o terror 
a la población o a un sector de ella, para alterar la paz, la tranquilidad o el orden público, 
pero es necesario además, que este propósito tratede realizarse con 'actos que ponen en 
peligro la integridad física, la libertad de las personas, las edificaciones, medios de 
comunicación o de transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas 
motrices..., valiéndose para clic) de medios capaces de causar estragos'. 

Entiéndese por estrago y  de acuerdo con el diccionario de la Academia de la 
Lengua, no todo daño o deteriore) que secausea losbienes por leve que sea, 'sino el daño 
hecho en guerra, con matanza de gente, destrucción de la campaña del país, o en el 
ejército, ruina, asola m ¡en to'. 

Con esta acepción, parece haber incorporado el legislador el vocablo a la norma, 
cuando requiere para la existencia del delito del terrorismo el empleo de medios 
capaces de causar estragos, ruina o devastación o medios de destrucción colectiva como 
lo demanda el Código Penal colombiano en su artículo 187 sobre terrorismo. 

Considera en consecuencia la Corte, que cuando la pandilla juvenil o 'gallada' 
incursionó en el barrio... no lo hizo con el propósito de alterar la paz, la tranquilidad, el 
orden público, bienes tutelados porel Estatuto Antiterrorista, como se desprende de las 
motivaciones del Decreto en comento, sino en un acto de vandaiaje muy propio del 
espíritu de destrucción y de rivalidad tan frecuentes en estas pandillas juveniles. 

Por otra parte tampoco se contemplaron en la realización de la conducta 'medios 
capaces de causar estragos' como explosivos, armas de fragmentación o de fuego. 

Se vislumbra por tanto, Con mayor precisión un posible delito contra el patrimonio 
económico (daño en bien ajeno), valorado en varios miles de pesos y de competencia 
de la justicia ordinaria. 

1 	Fal lo de la Corte u  pierna de Justicia de septiembre S de 1 1)53•  Magistrad o Ponen w: Pr. Jorge Carreño Luengas. 
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Por lo anterior, la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, dirime la 
colisión de competencias atribuyéndola al Juzgado Sexto Penal Municipal de Cali, a 
quien se le remitirá el expediente...". 

5. Sobre el pronunciamiento de disposiciones ya derogadas. 

En el artículo 29 del Decreto legislativo 180 de 1988, incorporado como legislación 
permanente por el artículo 4del Decreto 2266 de 1991, se encuentran expresiones tales 
como "intendente", "comisario", "suplente", "consejos intendenciales" y "consejos 
comisariales", las cuales ya se encuentran derogadas pordisposición de la Constitución 
de 1991, que en el artículo 309 erigió en departamentos las antiguas intendencias y 
comisarías. 

Igualmente en el artículo 6  del Decreto legislativo 2790 de 1990, adoptado como 
legislación permanente por el artículo 11 del Decreto 2266 de 1991, se encuentran las 
siguientes expresiones: "Subdirector Nacional de Orden Público", "Director Seccional 
de Orden Público", las cuales fueron derogadas por el artículo 253 de la Constitución, 
desarrollado posteriormente por el Decreto 2699 de 1991. 

La Corte Constitucional en Sentencia C-416 de la Sala Plena, sobre la tesis de la 
sustracción de materia, estableció: 

"Ahora bien, la Corte discrepa de la tesis según la cual la llamada sustracción de 
materia debe conducir necesariamente a un fallo inhibitorio, pues la importancia del 
control constitucional no reside únicamente sobre el efecto inmediato sobre la futura 
ejecutabilidad de la norma atacada sino que se extiende al establecimiento de una 
doctrina por medio de la cual el organismo ençargado de velar por el imperio de la Carta 
Política señala el alcance e interpretación de los principios y preceptos que la integran. 

No puede, entonces, erigirse el argumento de la sustracción de materia, como 
sucedió en el pasado, en obstáculo infranqueable para que la jurisdicción constitucional 
cumpla cabalmente el trascendental cometido que tuvo a bien confiarle el propio 
Constituyente". 

Así pues, la Corte Constitucional en esta oportunidad reitera los planteamientos 
enunciados y,  en consecuencia, habrá de pronunciarse sobre la constitucionalidad de los 
preceptos acusados sin inhibirse al respecto. 

6. Estudio particular del articulado del Decreto 2266 de 1991. 

Artículo 12  del Decreto 2266 de 1991. Adóptause como legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 3664 de 1986. 

En esta norma se incorporaron los artículos 1y 2del Decreto 3664 de 1986, a saber: 

"Artículo l.  El que sin permiso de autoridad competente, importe, fabrique, 
transporte, almacene, distribuya, venda, suministre, repare o porte armas de fuego de 
defensa personal, municiones o explosivos, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) 
años y en el decomiso de dicho elemento. 

La pena anteriormente dispuesta se duplicará cuando el hecho se corneta en las 
circunstancias siguientes: 
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a) Utilizando medios motorizados; 

b) Cuando el arma provenga de un hecho ilícito; 

c) Cuando se oponga resistencia en forma violenta a los requerimientos de las 
autoridades; 

d) Cuando se empleen máscaras o elementos similares que sirvan para ocultar la 
identidad o la dificulten". 

El artículo 201 del Código Penal establecía: 

"El que sin permiso de autoridad competente fabrique o almacene armas de fuego 
o municiones, o trafique con ellas, incurrirá en prisión de uno (1) a cuatro (4) años". 

Se debe advertir que en muchas ocasiones, por la redacción de los agravantes, se 
producirán fenómenos de aparente concurso que, resueltos en forma correcta, podrían 
significar penas menores de las que trae originalmente el Código Penal y  se subsumirían 
ciertas conductas como "violencia contra empleado oficial", que en el artículo transcrito 
aparecen como agravante y no como delito independiente. 

De conformidad con el artículo 248 de la Constitución, el agravante de que trata el 
literal b) no tendrá operancia si no se ha demostrado previamente que las armas 
provienen de un "hecho ilícito", declarado tal por sentencia ejecutoriada. 

La norma es constitucional con fundamento en el artículo 223de la Constitución que 
consagra la prohibición de portar armas, municiones de guerra y explosivos, así como 
de poseerlos sin permiso de autoridad competente. Igualmente se respeta aquí el 
principio constitucional del debido proceso por cuanto las situaciones más graves 
contienen una pena superior, dando aplicación al principio de la proporcionalidad de 
las sanciones. También encuentra fundamento enel artículo 2relativoa uno de los fines 
esenciales del Estado -asegurar la convivencia pacífica- y en el artículo 22 que consagra 
la paz como un derecho y  un deber de obligatorio cumplimiento. Es de advertir que el 
actual Códigode Procedimiento I'enal en el artículo 71-4, exceptúa de la competencia de 
los jueces regionales el porte de armas de fuego de defensa personal. 

"Artículo 2. El que sin permiso de autoridad competente, importe, fabrique, repare, 
almacene, conserve, adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo 
de las fuerzas armadas, incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años y en el decomiso 
dél material correspondiente. 

La pena mínima anteriormente dispuesta se elevará al doble cuando concurran las 
circunstancias determinadas en el inciso 22  del artículo l  de este Decreto". 

El artículo 202 del Código Penal establecía: 

"El que sin permiso de autoridad competente fabrique, repare, almacene, conserve, 
adquiera, suministre o porte armas o municiones de uso privativo de las Fuerzas 
Militares o de Policía, incurrirá en prisión de uno (1) a cinco (5) años". 

La norma es constitucional con fundamento en el artículo 223 de la Constitución que 
consagra la prohibición de portar armas, municiones de guerra y  explosivos, asícomrto 
de poseerlos sin permiso de autoridad competente. Igualmente respeta el principio 
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constitucional al debido proceso por cuanto las situaciones más graves contienen una 
pena superior. También encuentra fu ¡ida mentoesta norma en los artículos 2relativo al 
fin esencial del Estado de asegurar la convivencia pacífica y en el artículo 22 que 
consagra la paz como un derecho y  un deber de obligatorio cumplimiento. 

Artículo 2 del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse como legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 1198 de 1987. 

El Decreto legislativo 1198 de 1987 fue declarado exequible por la Corte Suprema de 
Justicia en sentencia de agosto 20 de 1987. De dicho Decreto, sólo el artículo 1 fue 
incorporado por el Decreto 2266 de 1991, el cual dice: 

"Artículo 11. Elévase a la condición de delito la contravención descrita en el artículo 
64dela Ley30de1986 ve] artículo65dela misma, lascuales serán sancionables con pena 
de prisión de tres (3) a diez (10) años". 

La contravención del artículo 64 disponía: 

"Incurren en contravención: 

El dueño, poseedor o arrendatario de predios donde: 

a) Existan o se construyan pistas de aterrizaje sin autorización del Departamento 
Administrativo de la Aeronáutica Civil; 

b) Aterricen o emprendan vuelo aeronaves sin autorización de la Aeronáutica Civil 
o sin causa justificada, a menos que diere inmediato aviso a las autoridades civiles, 
militares o de policía más cercana; y 

c) Existan pistas o campos de aterrizaje con licencia otorgada por la Aeronáutica 
Civil, que no dé inmediato aviso a las autoridades de que trata el literal anterior sobre 
el decolaje o aterrizaje de aeronaves en las circunstancias previstas en el literal a) del 
numeral 1 "del presente artículo". 

Por la Ley 30 de 1986 se adoptó el Estatuto Nacional de Estupefacientes y  se 

consagraron delitos y contravenciones relacionados con el tráfico de estupefacientes. 
Los artículos 64 y  65 de la disposición citada hacen referencia al dueño, poseedor o 
arrendatario de un predioen donde se construyan pistas de aterrizaje sin autorización 
del Departamento Administrativo de la Aeronáutica Civil cuando no avise a las 
autoridades sobre el aterrizaje o decolaje de las aeronaves. La modificación de la 
conducta de contravención a delito es facultad del legislador -en este caso extraordina-
rio- y su baseconstitucional seencuentra en el artículo 58 que dispone quela propiedad 
es una función social que implica obligaciones. Igualmente encuentra fundamento esta 
disposición en el artículo 21` relativo a uno de los fines esenciales del Estado -asegurar 
la convivencia pacífica- y  en el artículo 22 que consagra la paz como un derecho y  un 
deber de obligatorio cumplimiento. 

Es necesario anotar que las sanciones hasta de diez (10) años, por conductas 
tradicionalmente consideradas como contravenciones, son desproporcionadas dentro 
del sistema penal colombiano. El aumento indiscriminado de penas no es solución, 
cuando se observa que en otras conductas más graves, el Estado cede de manera muy 
dócil. 
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Artículo 39  del Decreto 2266 de 1991. Adóptause corno legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 1631 de 1987. 

El Decreto 1631 de 1987 fue declarado exequible por la Corte Suprema de Justicia 
mediante sentencia de octubre 15 de 1987. De este Decreto, sólo el artículo 1 fue 
incorporado por la norma revisada. Dicho artículo establece: 

"Artículo l.  Al responsable de alguna de las conductas punibles previstas en el 
Código Penal cuando la acción aparezca encaminada a perseguiro intimidar a cualquier 
habitantedel territorio nacional por sus creencias u opiniones políticas, partidistas o no, 
seleaplicará la pena prevista en la respectiva disposiciónaumentada deu na cuarta parte 
a la mitad. 

La misma pena se impondrá si la conducta se realiza contra los parientes, hasta el 
cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, de la persona a 
quien se pretenda intimidar o perseguir por razón de sus creencias u opiniones 
políticas". 

Esta norma es un agravante genérico de punibilidad que puede no ser demasiado 
aceptable desde un puntodevista estricta mente lógico, pueshabría conductasen las, que 
sería imposible su aplicación. 

Sinembargo,el artículo es conformecon la Constitución Política, en especial con los 
siguientes artículos: l, que consagra la participación pluralista; 2, que dice que es fin 
esencial del Estado de garantizar los derechos; 13, en cuanto a la igualdad sin discrimi-
nación por razones de religión, opinión política o filosófica; 18, queconsagra la libertad 
de conciencia; y en los artículos 40, 95-5 y 258 que establecen los derechos al voto ya la 
participación electoral de los ciudadanos. 

Artículo 4. Del Decreto 2266 de 1991. Adóptause corno legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 180 de 1988. 

En esta norma se incorporan los artículos l,  211,4", 6, 7, 8,  12, 14, 15, 16, 17, 1 8 , 1, 
20,21, 22,23,24,25,26,28,29,3(),31,32,33,34,35, y  36del Decreto 180 de1988, los cuales 
se estudian a continuación: 

El Decreto 180 de 1988 fue declarado exequible por la Corte Suprema de Justicia, 
salvo el artículo 40 literales a) y b), mediante sentencia de marzo 3 de 1988. 

"Artículo l.  Terrorismo. El que provoqueo mantenga en estado de zozobra o terror 
a la población o a un sector de ella, mediante actos que pongan en peligro la vida, la 
integridad física o la libertad de las personas() las edificaciones o medios de conmnica-
ción, transporte, procesamiento o conducción de fluidos o fuerzas motrices valiéndose 
de medios capaces de causar estragos incurrirá en prisi.n de diez (10) a veinte(20) años 
y multa dediez (10)a cien (100) salarios mínimos men jales, sin perjuicio de la pena que 
le corresponda por los demás delitos que se ocasione o con ese hecho. 

Si el estado de zozobra o terror es provocado medi,i:,tc llamada telefónica, cinta 
magnetofónica, video cassette o escrito anónimo, la peo será dedos (2),1 cinco(S) años 
y la multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales". 

El artículo 1 8 7 del Código Penal establecía: 
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"El que con el fin de crear o mantener un ambiente de zozobra, o de perturbar el 
orden público, emplee contra personas o, bienes, medios de destrucción colectiva, 
incurrirá en prisión de diez (10) a veinte (20) años, sin perjuicio de la pena que 
corresponda por los demás delitos que se ocasionen con este hecho". 

Materialmente esta disposición desarrolla y  protege el valor fundante de la paz, 
consagrado en el preámbulo y en los artículos 2,  22 y  95 de la Constitución. La nueva 
Constitución consagra como fines prioritarios del Estado el asegurar la convivencia 
pacífica y  la vigencia de un orden justo. En cuanto al carácter "abierto" del tipo y  su 
relación con el debido proceso, su constitucionalidad de principio queda a salvo pero el 
juez debe estarse a lo afirmado en el capítulo anterior (vid supra) sobre el papel del 
derecho internacional sobre derechos humanos. La falta de técnica legislativa que 
eventualmente pueda afectar el debido proceso consagrado en el artículo 29 de la 
Constitución Política -esgrimida por el Procurador- puede y  debe ser subsanada por el 
operador jurídico en cada caso concreto. Asípues, siguiendo los lineamientos de la Corte 
Suprema de Justicia, se exigirá de parte del juez una mayor razonabilidad al momento 
de pronunciarse de fondo. Las críticas de los actores relacionadas con el aumento 
indiscriminado de penas yla conversión ençonductasdelictivas de antiguas contraven-
ciones son materia de debates académicos y  de las cámaras legislativas, mas no es el 
control de constitucionalidad el ámbito para debatir el tema. 

"Artículo 2.  Circunstancias de agravación punitiva. Las penas señaladas en el 
artículo anterior, serán de quince (15) a veinticinco (25),1 ¡los de prisión y multa de veinte 
(20) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales, cuando: 

a) Se hiciere partícipe de la comisión del delito a menores de dieciséis (16) años; 

b) Se asalten o se tomen instalaciones militares, de policía, de los cuerpos de 
seguridad del Estado o sedes diplomáticas o consulares; 

c) La acción se ejecute para impedir o alterar el normal desarrollo de certámenes 
electorales; 

d) El autor o partícipe hubiere sido miembro de las Fuerzas Militares, Policía 
Nacional u organismos de seguridad del Estado; 

e) Cuando con el hecho se afecten edificaciones de países amigos ose perturben las 
relaciones internacionales" 

Indudablemente que como en todo exceso, los resultados que se persiguen pueden 
no obtenerse, u obtenerse los contrarios. Aquí, porel fenómeno de los agravantes, puede 
resultar unconcurso de hechos punibles subsumido en dichas agravantes, con una pena 
menor. 

El tipo penal de terrorismo seagrava cuando concurrenlas circunstancias consagra-
das enel artículo 2.  El aumento punitivo responde a una política criminal coherente con 
la gravedad de la conducta delictiva, en función del interés tutelado. El artículo es 
constitucional y  sigue los lineamientos de los artículos 2'-(fines esenciales del Estado), 
22 (la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento), 44 y 45 (derechos de 
los niños y adolescentes), 23 (la igualdad), 40 (la participación en la conformación, 
ejercicio y  control del poder político), y  95 (deber de propender al logro y  manteni-
miento de la paz). 
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"Artículo 4Q•  Omisión de informes sobre actividades terroristas. El que conociendo 
de la presencia de terroristas, o sus planes y  actividades para cometer alguna de las 
conductas contempladas en el artículo primero, omitiere informar oportunamente sobre 
ellos a la autoridad competente, incurrirá en la pena establecida en el artículo 111,
disminuida de una sexta parte a la mitad". 

Cuando la omisión sea cometida por empleados oficiales la pena se aumentará de 
una tercera parte a la mitad" 

Este artículo es constitucional, pues el artículo 95-7 de la Carta consagra el deber de 
colaborar con el buen funcionamiento de la administración de la justicia. Así mismo el 
artículo 22 establece el deber de propugnar por la paz. La pena será agravada cuando 
se trate de empleados oficiales, con fundamento en el artículo 6 que consagra la mayor 
responsabilidad de los empleados oficiales por omisión o extralimitación en el ejercicio 
de sus funciones. No existen razones de inconstitucionalidad en la norma demandada; 
sin embargo se debe tener presente que existen figuras como el estado de neceidad y 
la insuperable coacción ajena, contempladas en el Código Penal, que justificarían la 
omisión de informar oportunamente sobre las actividades terroristas de que trata el 
artículo. 

"Artículo 6. Instigación o constreñimiento para ingreso a grupos terroristas. Quien 
fomente o ejecute actividades tendientes a obtener el ingreso de personas a grupos 
terroristas, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años. 

La pena se aumentará en una tercera parte a la mitad cuando la acción se realice 
respecto de menores de dieciséis años, de miembros activos o retirados de las Fuerzas 
Militares, de Policía Nacional u organismos de seguridad del Estado, o cuando se 
constriña u obligue a alguien a participar o colaborar en actividades terroristas". 

El artículo en mención es constitucional, porcuanto el artículo 95-3 impone el deber 
de respetar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener 
la independencia y  la integridad nacionales. 

"Artículo 7Q•  Concierto para delinquir. El que forme parte de un grupo de sicarios o 
de una organización terrorista incurrirá por este solo hecho en prisión de diez (10) a 
quince (15) años. 

La pena se aumentará en una tercera parte para quienes promuevan, encabecen o 
dirijan a los integrantes de estos grupos u organizaciones". 

El actual artículo 186 del Código Penal contiene el tipo penal del "concierto para 
delinquir" en el cual no se hace una distinción de la actividad a realizar por el grupo: 

Art. 186. Cuando varias personas se concierten con elfin de coineterdelitos, cada una decilas 
será penada, por este solo hecho, con prisión de tres (3) a seis (6) años. 

Si actuaren en despoblado o con armas, la pena será de prisión de tres (3) a nueve (9) años. 

La pena se aumentará en una tercera parte para quienes pronnievan, encabecen odirijan el 
concierto. 
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La Corte Suprema de Justicia estableció" que la descripción hecha en el artículo 7Q 
del Decreto 180 de 1988, esto es, concierto para delinquir, es uno de aquellos delitos 
creados por las necesidades expuestas y  referidas sin duda alguna a aquellos compor-
tamientos ligados directa mente con la situación deorden público. No es enconsecuencia 
la descripción del tipo penal del concierto para delinquir de que trata el artículo 186 del 
Código Penal que igualmente se transcribe, en cuanto no le agregó al comportamiento 
de quienes se conciertan para cometer delitos otros elementos que ampliarán la 
conducta. La descripción del artículo 186 del Código Penal se estructura sobre la 
existencia de una organización, así sea rudimentaria, conformada por un grupo de 
personas que previamente han convenido en cometer delitos, sin otra finalidad, 
mientras que en el tipo penal del Decreto 180 de 1988, se exige pertenecer a una 
organización terrorista o a un grupo de sicarios, conducta alternativa que se cumple en 
los dos eventos, por el solo hecho de pertenecer a dichas agrupaciones. 

La Constitución consagra como principio fundamental la libertad de asociación en 
el artículo 38 para el desarrollo de las distintas actividades que las personas realizan en 
sociedad; norma que debe ser entendida cómo la asociación para realizar actividades 
lícitas, como lo dispone el artículo 16 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos 'Tacto de SanJosé deCosta Rica",aprobado porLey 74de 1968, queenvirtud 
del artículo 93 de la Carta prevalece en el orden interno. 

"Articulo M.  Instigación al terrorismo. El que pública o privadamente incite a otros 
u otros a la comisión duactos terroristas incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años 
y multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales". 

"Artículo 12. Empleo o lanzamiento de sustancias u objetos peligrosos. El que con 
propósitos terroristas coloque, lance bomba o artefacto explosivo o incendiario, o 
corrosivo de cualquier tipo, lo envíe, porteo remitan, que pueda afectar la integridad 
física de las personas o los bienes, en la vía pública, centros de recreación, instalaciones 
deportivas, instituciones de enseñanza, iglesias, en lugares caracterizados por la 
concurrencia habitual de personas, centros de salud, edificios públicos o privados, en 
lugares destinados a la habitación, en instalaciones industriales, militares o de policía, 
estará sometido a la pena de diez (10) a veinte (20) años de prisión y  multa de diez (10) 
a cien (100) salarios mínimos mensuales". 

El actual artículo 198 del Código Penal establece: 

Art. 198. El que emplee o lance contra persona, edificio o medio de locomoción, o en lugar 
publico o abierto al puibhco, sustancio u objeto de los mencionados en el artículo precedente, 
incurrird cli prusuon de uno (1) a cinco (5) años, siempre que el hecho no constituyo otro delito. 

La norma es constitucional, ya que responde a los ideales de paz que consagra la 
Constitución en el Preámbulo, los artículos l,  211  y  22; y  los derechos a la vida (11), ya 
no ser sometida la persona a tratos inhumanos (12). Solamente se agregaría que se trata 
de un tipo de los llamados "de mera conducta". 

"Artículo 14. Corrupción de alimentos y  medicinas. El que envenene, contamine o 
altere producto o sustancia alimenticia o medicinal con fines terroristas, incurrirá en 

11 	Corte Suprema de justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia de abril 4 de lÇ)SÇI. 

190 



C-127/93 

prisióndecinco(5) a diez (10) años y multa decinco (5),1 cincuenta (50) salarios mínimos 
mensuales". 

El actual artículo 206 del Código Penal establece: 

Art. 206. E!q ¡te ent'enenc, cuntamiize,,altere pruductí' osustancia al inientie ,fl,, medicina!, 
mcii rrirá en prisión de ¡imio (1)0 cinco (5) aóos. 

Lii la misma pena iiicurrirííel que çlj  nimnisi re prmlim cta o sustancio de/ms mei,cu timad, 'sen este 
articulo. 

La pena se aumentará luis/a en la untad, si el que suministre fue el unsulo que elaboró, 
cnm'enenó, contamino (1 altero. 

La norma es constitucional por los mismos motivos que lo anterior. 

"Artículo 15. Instrucción y  entrenamiento. El que organice, instruya, entrene o 
equipe a persona en tácticas, técnicas o procedimientos militares o terroristas, o las 
contrate con fines terroristas incurrirá en prisión de ocho (8)a catorce (14) años y  multo 
de quince (15) a sesenta (60) salarios mínimos mensuales. 

Cuando la instrucción oentrenamiento se refiera a la fabricación o uso de armas de 
fuego, explosivos, sustancias inflamables, asfixiantes, tóxicas o corrosivas o se realice 
con mercenarios, las penas se aumentarán de una tercera parte a la mitad". 

El artículo en mención es constitucional, Como quiera que el derecho a la educación 
consagrado en el artículo 67 de la Carta propende por el acceso al conocimiento, a la 
ciencia, a la técnica ya los demás bienes y valores de la cultura. I'or ello el entrenamiento 
y la instrucción de actividades ilícitas resulta contrario a los fines del Estado y  a la 
consecución de la paz como un derecho y deber de todas las personas. 

"Artículo 16. Utilización ilícita deequipos transmisores o receptores. El que para los 
efectos previstos en el artículo primero posea o haga uso de aparatos de radiofonía o 
televisión, o de cualquier medio electrónico diseñado o adaptado para emitir o recibir 
señales, incurrirá por este solo hecho, en prisión de tres (3) a seis (6) anos". 

El artículo 75 dela Constituciónestablecequeel espectro electromagnéticoes unbien 
público inenajenable e imprescriptible sujeto a la gestión y  control del Estado. Por lo 
tanto al Estado le compete el control de las comunicaciones Y  más aún cuando éstas 
pueden ser manipuladas con fines terroristas. 

"Artículo 17. Administración derecursos. El que ad ministre dinero obienes relacio-
nados con terroristas, incurrirá en prisión de diez (lO) a veinte (20) años, y multo de 
cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos mensuales". 

Es constitucional la norma, pues es un fin del Estado prlmover la prosperidad 
nacional, asegurar la convivencia pacífica y  la vigencia de un orden justo. El que 
administre bienes relacionados con actividades terroristas por el contrario contribuye 
al fomento de dichas actividades y a su sostenimiento. Por otra parte la libertad de 
escoger profesión u oficio está consagrada en la Constitución en el artículo 26. A su vez 
el Estado puede vigilarel ejerciciode la profesión cuando ésta impliqueun riesgo social. 

"Artículo 18. Intercepción de correspondencia oficial. El que viole, intercepte o 
sustraiga correspondencia oficial, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años. 
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La penad escrita en el inciso anterior se aumentará hasta en una tercera parte, cuando 
la correspondencia esté des tinada o remitidaa los organismos de seguridad del Estado". 

El actual artículo 288 del Código Penal establece: 

Art. 288. El que ilícitamente sustraiga, oculte, extravíe, destruya, intercepte, controle o 
impida una comunicación privada dirigida a Otra persona, o se entere indebidamente de su 
contenido, incu rrirácn arrestode seis (6) meses ados (2) años, siempre q  ¡(e el hecho no constituya 
delito sancionado con pena mayor. 

La pena será de ocho (8) mescsa tres (3) años de arresto sise tratare de comunicación oficial. 

Sic! autor del hecho revela el contenido de la comunicación, o la emplea en provecho propio 
oajenoo con perjuiciode otro, la pena será prisión de unoa tres años, sise trataredecomnunicación 
privada, y de dos a cinco años si fitere oficial. 

La norma es constitucional, pues se fundamenta en la protección a la corresponden-
cia y  demás formas de comunicación privada, las cuales sólo pueden ser interceptadas 
o registradas medianteorden judicial, en loscasos ycon las formalidades queestablezca 
la ley. 

"Artículo 19. Utilización ilegal de uniformes e insignias. El que sin permiso de 
autoridad competente importe, fabrique, transporte, almacene, distribuye, compre, 
venda, suministre, sustraiga, porteo utilice prendas para la fabricación de uniformes de 
campaña, insignias o medios de identificación, de uso privativo de la fuerza pública o 
de los organismos de seguridad del Estado, incurrirá en prisión de tres (3) a seis (6) años, 
multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales y en el decomiso de 
dichos elementos". 

El artículo es conforme con la Constitución que establece en los artículos 216 y 217 
que la fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la 
Policía Nacional. Igualmente es deber de toda persona respetar y apoyar a las autorida-
des democráticas legítimamente constituidas para mantener la independencia y la 
integridad nacionales, según la preceptiva del artículo 95 superior. 

"Artículo 20. Suplantación de autoridad. El que con fines terroristas simule autori-
dad, suplante a la autoridad legítima, o usurpe sus funciones, incurrirá en prisión de 
cuatro (4) a ocho (8) años y  multa dediez (10) a sesenta (60) salarios mínimos mensuales". 

El artículo 161 del Código Penal establece: 

Art. 161. El particular que sin autorización legal ejerza funciones publicas, imicurrmí en 
prisión de seis (6) meses a dos (2) años. 

El artículo es conforme con la Constitución por las mismas razones que la norma 
anterior. 

"Artículo 21. Incitación a la comisión de delitos militares. El que en beneficio de 
actividades terroristas incite al personal de las fuerzas militares, Policía Nacional u 
organismos de seguridad del Estado a desertar, abandonar el puesto o el servicio, O 

ponga en práctica cualquier medio para este fin, incurrirá en prisión de cinco (5) a diez 
(10) años y multa de cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales". 
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El artículo es también ajustado ala Constitución por las razones expuestas en los dos 
artículos anteriores. Sin embargo, se considera que las personas que despliegan las 
conductas descritas en la norma, por este solo hecho no sed ebeii considerar terroristas, 
ya que su conducta se enma rca en el artículo 1 del Decreto 10 de 1988. 

"Artículo 22. Secuestro. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculte a una persona, 
incurrirá en prisión de quince (15) a veinte (20) años y  multa de cien (100) a doscientos 
(200) salarios mínimos mensuales". 

El artículo 268 del Código Penal disponía: 

Art.268. El que arrebate, sustraiga, retenga u oculten una persona con el propósito de exigir 
por su libertad un provecho o cualquier utilidad, o para que se haga u omita algo o con fines 
publicitarios de carácter político, incurrirá en prisión de seis (6)n quince (15) años. 

Como lo anotó la Corte Suprema de Justicia al declarar la exequibilidad de la 
normal 5,  hizo una interpretación según la cual se debe entender implícito en el tipo el 
"ánimo terrorista". El ingrediente ha debido figurar expresamente en la disposición 
porque se trataría entonces de una repetición del artículo 268 del Código Penal. 

El artículo en mención es constitucional porqueen el Preámbulo de la Constitución 
seasegura la paz y la libertad, yen el artículo 2 seccmsagra como fin esencial del Estado 
asegurar la convivencia pacífica y  la vigencia de un orden justo. De igual forma los 
artículos 11 y  12 superiores protegen el derecho a la vida y  la prohibición de tratos 
crueles inhumanos o degradantes; así mismo el artículo 24 constitucional se ocupa 
específicamente de la libertad de locomoción de todo colombiano de circular libremen-
te por el territorio nacional, salvo las limitaciones que establezca la ley. 

"Artículo 23. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas señaladas en el 
artículo anterior, se aumentarán en una tercera parte si concurriere alguna de las 
siguientes circunstancias: 

a) Si el delito se cometiere en persona de inválido, enfermo, menor de dieciséis (16) 
años, mayor de sesenta (60) años o mujer embarazada; 

b) Si se somete a la víctima a tortura durante el tiempo que permanezca secuestrada,-

e) 

ecuestrada;

c) Si la privación de libertad del secuestrado se prolongare por más de diez (10) días; 

d) Si se comete en ascendiente, descendiente, adoptante o adoptivo, hermano o 
hermana, cónyuge o afín en línea directa de primer grado; 

e) Si se comete en persona que sea o hubiere sido empleado oficial y  por razón de 
sus funciones; 

f) Cuando se exija por la libertad del secuestrado un provecho o cualquier utilidad,-

g) 

tilidad;

g) Cuando se presione la obtención de lo exigido con amenazas de muerte o lesión 
del secuestrado, o con ejecución deacto qucimplique peligro común, grave perjuicio de 
la comunidad o de la salud pública; 

Coi te Suprema de Justicia. Sentencia de marzo 3 de 1988. Magistrado Ponente: Dr. Fabio Morón Díaz. 
Jurisprudencia y Doctrina. Tomc, XVII. N 193-204, 1988, pág. 311. 
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h) Cuando se corneta para hacer u omitir algo o con fines publicitarios de carácter 
político" 

El artículo 269 del Código Penal establecía: 

Art. 269. La pena señalada en los artículos anteriores se aumentará hasta en la mitad, si 
concurrierealguna de las siguientes circunstanciás: 

1. Si el delito se comete en persona de inválido, enfermo, menor de dieciséis años, mai/or de 
sesenta o en ni ujer embarazada. 

2. Si se somete a la víctima a tortura física o moral durante el tiempo que permanezca 
secuestrada. 

3. Si la privación de la libertad del secuestrado se prolongare por más de treinta días. 

4. Sise cometiere en ascendiente, descendiente, adoptante o adoptivo, hermano o hermana 
cónyuge o afín en línea directa en primer grado. 

5. Sisecometeen persona quesea ohubieresidqenipleado oficial o por razón desus funciones. 

6. Cuando se presione la obtención de lo exigido con amenazas de muerte o lesión del 
secuestrado o con ejecutar acto que implique peligro comimn grave perjuicio de la com unidad o 
la salud pública. 

La disposición es conforme con la Carta pues se trata del desarrollo de una facultad 
constitucional del legislador para fijar las penas. El aumento de la pena obedece a las 
diferentes situaciones en que se coloca a la víctima del delito de secuestro o atendiendo 
a su minoría de edad o a su edad avanzada. La Constitución protege precisamente en 
el artículo 44 a los niños frente al secuestro, como también el artículo 46 se ocupa de la 
protección de las personas de la tercera edad. También en la Carta se consagra la 
protección de la paz. De igual forma los artículos 11 y 12 defienden el derecho a la vida 
y la prohibición de tratos crueles inhumanos o degradantes; y el artículo 24 se ocupa 
específicamente de la libertad de locomoción. 

"Artículo 24. Torturas. El que someta a otra persona a tortura física o síquica, 
incurrirá en prisión de cinco (5) a diez (10) años, siempre que el hecho no constituya 
delito sancionado con pena mayor". 

El artículo 279 del Código Penal establecía: 

Art. 279. E! que someta a otro a tortura física o moral, incurrirá en prisión de uno (1)a tres 
(3) años, siempre que el hecho no constituya delito sancionado con pena mayor. 

El artículo es conforme con la Constitución pues expresamente en la Carta se prevé 
la prohibición de la tortura. Además la Corte Constitucional, en la Sentencia N C-587, 
consideró a propósito de la tortura que los derechos fundamentales no sólo vinculan 
a los organismos del Estado sino a los particulares y por lo tanto éstos pueden ser 
también sujetos activos del tipo penal de tortura. 

"Artículo 25. Extorsión. El que con el propósito de facilitar actos terroristas, obligue 
a otro a hacer, suministrar, tolerar u omitir alguna cosa mediante amenazas, incurrirá 
en prisión de seis (6) a doce (12) años y en multa de quince (15) a sesenta (60) salarios 
mínimos mensuales". 
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El actual artículo 355 del Código Penal establece: 

Art. 355. Modificado por el Decreto 2790 de 1990 art. 7 2, El que constriña a otro a hacer, 
tolerar u omitir alguna cosa, COn el propósito de obtener provecho ilícito para sío para un tercero, 
incurriráen prisión decinco(5) aquince(15)años con los incrementos señalados en los artículos 
355 i372 del Código Penal. 

Sic! propósitoo fin perseguido porelage;tceselde facilitar los actos terroristas constriñendo 
a otro mediante amenaza a hacer, suministrar, tolerar u omitir alguna cosa, la sanción será de 
quince (15) a veinte (20)años de prisión imultade un mila un mil quinientos salarios nnninios 
mensuales. 

Quien forme parte de organización o grupo de personas que tenga como uno de sus fines o 
propósitos la comisión de hecho pu niblede los descritos en los incisos ant eriores, oaiude a eludir 
la acción de la autoridad, o a entorpecer la ínvestgación correspondiente, (la ocultar o asegurar 
el producto del delito, o lo adquiera o enajene, incurrirá por ese solo liechul en la sanción prevista 
en el inciso primero disnnn nido en una tercera parte. 

Del nnsniO modo, quien conociendo de los planes i, actividades de uno de los mencionados 
grupos u organizaciones de personas en relación con delito de extorsión, omitiere informar 
oportioiamente sobre aquéllos a la autoridad, no denuncie una extorsion de cui/os autores o 
partícipes tenga conocimiento, incurrirá en la pena establecida en el inciso primero disnunu ¡da 
en la mitad. 

El artículo es conforme a la Constitución ya que busca proteger el derecho consagra-
do en el artículo 16 dela Constitución,que estableceel libre desarrollo dela personalidad 
sin más limitaciones que las que imponenlos derechos de los demás y  el orden jurídico. 

Se observa que el inciso segundo del artículo 355 es exactamente igual al artículo 25 
del Decreto 180 de 1988, por lo que en su oportunidad el funcionario judicial determi-
nará la norma que deba aplicarse atendiendo a los principios de favorabilidad. 

"Artículo 26. Amenazas personales o familiares. El que por cualquier medio apto 
para difundir el pensamiento atemorice, amenace o cause alarma, zozobra o terror en 
una persona o familia, incurrirá, por este solo hecho, en prisión de un (1) año a cuatro 
(4) años y  niulta de cinco (5) a veinticinco (25) salarios mínimos mensuales. 

Si la persona amenazada o intimidada fuere funcionario público perteneciente a la 
Rama Jurisdiccional o al Ministerio Públicoo sus familiares, la pena so-aumentará en una 
tercera parte". 

Nuevamente se debe resaltar que no resulta nada técnico tipificar conductas que 
encajan en los tipos penales vigentes; se corre con ello el riesgo de propiciar la 
impunidad al crear diferentes graduaciones punitivas para conductas similares, y 
posibles conflictos de competencia. 

El artículo es conforme a la Constitución porquebusca proteger el derecho constitu-
cional al libre desarrollo de la personalidad -art. 16 C. 1'.-. Igualmente el artículo 15 de 
la Carta garantiza la intimidad personal y familiar; y  en el artículo 42 el Estado y  la 
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sociedad garantizan la protección integral de la familia. Por otra parte el tipo pena¡ 
también hace referencia a los funcionarios de la Rama Judicial y del Ministerio Público, 
por lo que se trata del cumplimiento de los deberes de las personas y  los ciudadanos en 
relación con las autoridades legítimamente constituidas. 

"Artículo 28. Secuestro de aerona ves, naves, o medios de transporte colectivo. El que 
mediante violencia, amenazas o maniobras engañosas, se apodere de nave, aeronave o 
de cualquier otro medio de transporte colectivo, o altere su itinerario, o ejerza su control, 
será sancionado con prisión de diez (10) a quince (15) años y multa de diez (10) a cien 
(100) salarios mínimos mensuales. 

Si como resultado de estos actos seocasionaren dañosa la integridad personal de la 
tripulación o sus ocupantes, la pena será de quince (15) a veinte (20) años y multa de 
veinte (20) a ciento cincuenta (150) salarios mínimos mensuales. 

Si se produce la muerte de una o varias personas, la pena será de veinte (20) a treinta 
(30) años y la multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos mensuales". 

El artículo 281 del Código Penal establecía: 

El que mediante violencia o maniobra engañosa se apodere de una aeronave o la haga desviar 
de su ruta en vuelo incurrirá en prisión de tres (3) a diez (10) años. 

El comentario realizado respecto del secuestro, se debe implícitamente considerar 
que se refiera a fines terroristas. 

Es constitucional el artículo en el caso objeto de estudio por cuanto es deber de todas 
las personas y los ciudadanos propender al logro y mantenimiento de la paz -art. 95 
C. P.-. El artículo protege la vida y  determina la prohibición de los tratos crueles, 
derechos estos consagrados en los artículos 11 y  12 de la Carta. 

"Artículo 29. Homicidio con fines terroristas. El que con fines terroristas diere 
muerte a un magistrado, juez, gobernador, intendente, comisario, alcalde posesionado 
o simplemente elegido, personero o tesorero municipales, o miembro principal o 
suplente del Congreso de la República, de las Asambleas Departamentales, de los 
Consejos intendenciales, de los Consejos Comisariales o de los Consejos Municipales o 
del Distrito Especial de Bogotá, Presidente de la República, Procurador General de la 
Nación, Contralor General de la República, Ministro del Despacho, Jefe de Departamen-
to Administrativo, candidato, dirigente político, dirigentedeComité Cívico o Gremial, 
periodista, profesor universitario, directivo de organización sindical, miembros de las 
Fuerzas Militares, Policía Nacional ode Organismos deSeguridad del Estado, Cardenal, 
Primado, Agente Diplomático o Consular, Arzobispo u Obispo, incurrirá en prisión de 
quince (15) a veinticinco (25) años y multa de cincuenta (50) a doscientos (200) salarios 
mínimos mensuales". 

El artículo 323 del Código Penal establece: 

El que matare a otro incurrirtí en prisión de diez (10) a quince (15) años. 

Debe aclararse que se trata deun tipoespecial agravado porla cualificación del sujeto 
pasivo. Se hace referencia a cargos que ya no existen. De igual manera deberían figurar 
otros cargos creados por la nueva Constitución, como serían el Fiscal General y el 
Defensor del Pueblo, es decir adecuarlo a la nueva Carta Fundamental. 
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El artículo es constitucional porque busca protegerla vida. En especial el Preámbulo 
de la Constitución se refiere a la protección de la vida; y  como derecho fundamental la 
vida ocupa el primer lugar en el artículo 11 de la Carta. No existe vulneración del artículo 
13 de la Constitución que consagra el derecho a la igualdad, cuando se trata de homicidio 
con fines terroristas cuyo sujeto pasivo es cualificado. La norma no vulnera el principio 
de la igualdad, pues la igualdad se refiere a un trato igualitario entre iguales. La 
interpretación correcta debe encaminarse a resaltar en cada hecho punible el elemento 
subjetivo de la finalidad terrorista. Es decir no basta que el sujeto pasivo aparezca 
relacionado en un catálogo, sino que se hace imprescindible que las motivaciones sean 
propias de terrorismo cuando contra esas personas se atente. Por otra parte las 
autoridades para mantener la independencia e integridad nacionales deben ser respe-
tadas por todas las persona y los ciudadanos, con fundamento en el artículo 95-3 de la 
Constitución. El aumento de la pena responde entonces al atentado contra la persona 
(como en el homicidio simple del artículo 323 del Código Penal), pero cobra gran 
importancia su dignidad, la ocupación y  su representatividad en la comunidad. No se 
trata en consecuencia -como expresan los demandantes- de que tenga mayor valor la 
vida de determinadas personas. 

Ahora bien, respecto de las expresiones "intendente", "comisario", "suplente", "con-
sejos intendenciales", "consejos comisariales", porcuanto la nueva Constitución elevó a la 
categoría de departamentos las antiguas intendencias y comisarías -art. 309 C. P.-, y 
eliminó la figura de los suplentes en las Corporaciones legislativas -art. 261 C. 1'.-, la 
Corte se pronunciará de conformidad con la decisión de la misma Corporación en 
relación con disposiciones ya derogadas (vid supra). 

"Artículo 30. Circunstancias de agravación punitiva. Las penas previstas en el 
artículo anterior, se aumentarán hasta en una quinta parte cuando el hecho se corneta: 

a) En el cónyuge, ascendiente, descendiente, adoptivo, hermano o afín en línea 
directa en primer grado, del Presidente de la República; 

b) Para preparar, facilitar o consumar otro hecho, para ocultarlo, asegurar su 
producto o la impunidad para sí o para los participantes; 

c) Valiéndose de las actividades de inimputable; 

d) Con sevicia; 

e) Con cualquiera de las circunstancias contempladas en los numerales 3,1  y 4 del 
artículo 324 del Código Penal,- 

f) 

enal;

O Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechán-
dose de esta situación". 

El artículo 324 del Código Penal establece: 

La pena será de dICC1SLi5 a treinta años de prisión, sic¡ hecho descrito en el art ícnlo anterior 
se cometiere: 

1. En la persona del ascendiente o descendiente, cónyuge, hermano, adoptante o adoptivo o 
pariente ¡insta el segundo grado de afinidad. 
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2. Para preparar,  facilitar oconsuinnrotro liecluipunible; para ocultarlo, nsegurarsu producto 
o la impunidad, para sío para los partícipes. 

.3. Por ,nediode cualquiera de las conductas previstas en los Capítulos Segundo i Tercero de! 
Título V, del Libro Segundo de este Código. 

4. Por precio, promesa remuneratoria, ánimo de lucro o por otro motivo abyecto of:ítil. 

5. Valiéndose de la actividad de inimpiitable. 

6. Con sevicia. 

7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad, oaprovechándosedcesa 
situación. 

El artículo es constitucional pues sólo se refiere a la denominada dosimetría penal. 
Concretamente se protege la vida -preámbulo y art. 11 de la C. ['.-. Por otra parte las 
autoridades para mantener la independencia e integridad nacionales deben ser respe-
tadas por todas las personas y los ciudadanos, con fundamento en el artículo 5-3 de la 
Constitución. 

"Artículo 31. Lesiones personales con fines terroristas. El que con fines terroristas 
cause daño físico o mental a alguna de las personas mencionados en el artículo 28 del 
presente Decreto, incurrirá en las siguientes penas: 

a) Si el hecho produjo incapacidad para trabajar o enfermedad que no pase de treinta 
(30) días, la pena será de dos (2) a cuatro (4) años de prisión y  multa de cinco (5) a veinte 
(20) salarios mínimos mensuales; 

b) Si la incapacidad o la enfermedad pasare de treinta (30) días, sin exceder de 
noventa(90) días, la pena se aumentará hasta en una tercera parte; 

c) Si la incapacidad o enfermedad excediere de noventa (90) días, la pena se 
aumentará en dos terceras partes". 

El artículo 331 del Código Penal establece: 

El que causen otro dañoen el cuerpo o en la salid, incurrirá en las sanciones establecidas en 
los artículos siguientes. 

El artículo anteriormente transcrito tiene como fundamento constitucional los 
artículos 2 (convivencia pacífica), 12 (tratos inhumanos), 13 (derecho a la igualdad), 16 
(libre desarrollo de la personalidad), 22 (la paz es un derecho y  un deber), 25 y  53 (del 
derecho al trabajo). 

"Artículo 32. Si el daño consistiere en deformidad física transitoria, la pena será de 
cuatro (4) a ocho (8) años y multa decinco (5) a cuarenta (40) salarios mínimos mensuales. 

Si fuere permanente la deformidad, la pena será de cinco (5) a diez (10) años de 
prisión y multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. 

Si la deformidad afecta el rostro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte". 

El artículo 333 del Código Penal establece: 

Si el daño coiisistiere en deformidad física transitoria, la pena será de u no (1) a seis (6) años 
de prisión ti multa de tres mil a diez mil pesos. 
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Sifuere permanente, la pena será de dos (2) a siete (7) años de prisión j,i lit ti Ita de cuatro mil 
a doce ?ni! pesos. 

Si la deformidad afectare el rostro, la pena se aumentará hasta en una tercera parte. 

La norma es constitucional y se funda en los artículos 12 (tra tos crueles, inhumanos 
o degradantes) y en el artículo 16 (libre desarrollo de la personalidad). 

"Artículo 33. Perturbación funcional. Si el daño consistiere en perturbación funcio-
nal transitoria de un órgano o miembro, la pena será de cinco (5) a cincuenta (50) salarios 
mínimos mensuales. 

Si fuere permanente, la pena será de seis (6) a doce (12) años de prisión y  multa de 
cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos mensuales". 

El artículo 334 del Código Penal establecía: 

Sic! dañoconsistiereen perturbación funcionaltransitoriade un órgano o miembro, la pena 
scrtí de veinte (20) iiicscs a siete (7) años de prisión y  inulta de tres mil a doce ini! pesos. 

Sifuere pernianen te, la pena será de dos (2) años de prisión y  in :i!ta de cinco inil a veinte mil 
pesos. 

La norma es constitucional por los mismos motivos de la anterior. 

"Artículo 34. Perturbación síquica. Si el daño consistiere en perturbación síquica 
transitoria, la pena será de cinco (5) a diez (10) años de prisión y  multa de cinco (5) a 
cincuenta (50) salarios mínimos mensuales. 

Si fuere permanente la pena será de siete (7) a trece (13) años de prisión y  la multa 
de diez (10) a cien (100) salarios mínimos mensuales". 

El artículo 355 del Código Penal establece: 

Sic! daño consistiere en perturbación psíquica transitoria, la pena será de dos (2) a siete (7) 
años de prisión y  multa de cuatro mil a quince un! pesos. 

Sifuere perinanen te, la pena será de tres a n ueveañosde prisión i, mu Ita de cinco iinla treinta 
mil pesos. 

Como las dos anteriores, esta disposición es también constitucional. 

"Artículo 35. Pérdida anatómica o funcional de un órgano o miembro. Si el daño 
consistiere en la pérdida de la función de un órgano o miembro, la pena será de ocho (8) 
a catorce (14) años de prisión y  la multa de veinte (20) a ciento veinte (120) salarios 
mínimos mensuales". 

El artículo 336 del Código Penal establece: 

Sieldaño consistiere en la pérdida de la función de un órgano o miembro, la pena será de cuatro 
a diez años de prisión y multa de diez mil a cincuenta ini! pesos. 

La pena anterior se aumentará hasta en una tercera parte en caso de pérdida anatómica del 
órganoo miembro. 

Ver los tres últimos comentarios. 
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"Artículo 36. Unidad punitiva. Si corno consecuencia de la conducta se produjeren 
varios de los resultados previstos en los artículos anteriores, sólo se aplicarán las penas 
correspondientes al de mayor gravedad" 

El artículo 337 del Código Penal establece: 

Si COmO consecuencia de la conducta se produjeren varios de los resultados previstos en los 
artículos anteriores, sólo se aplicará la pena correspondiente al de mayor gravedad. 

La norma es constitucional porque desarrolla los principios de igualdad -art. 13- y 
debido proceso -art. 29-. 

Artículo 59  del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse como legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 2490 de 1988. 

Mediante sentencia de marzo 27 de1989,   este Decreto 2490 fue declarado exequible 
por la Corte Suprema de Justicia, salvo los artículos IQ y 2. De este Decreto, sólo el 
artículo 31  fue incorporado por la norma revisada. Dicho artículo dice: 

"Artículo 3.  Cuando las lesiones personales se ocasionen por quien pertenezca a 
grupo armado, las penas previstas en el artículo 31 del Decreto legislativo 180 de 1988 
se incrementarán en otro tanto". 

El artículo es constitucional porque la Constitución establece en los artículos 216 y 
217 que la fuerza pública estará integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional. Igualmente es deber de toda persona y  de todo ciudadano respetar 
y apoyar a las autoridades democráticas legítimamente constituidas para mantener la 
independencia y la integridad nacionales -art. 95 C. P.-. La norma es también constitu-
cional con fundamento en el artículo 223 de la Constitución que consagra la prohibición 
de portar armas, municiones de guerra y explosivos, o poseerlos sin permiso de 
autoridad competente. Así mismo respeta este artículo el principio constitucional al 
debido proceso -art. 29- y  a la igualdad -art. 13-, por cuanto las situaciones más graves 
contienen una pena superior. 

Artículo 69  del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse como legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 1194 de 1989. 

En esta norma se incorporaron los artículos l,  2, 311  y 411  del Decreto 1194 de 1989, 
los cuales se analizan a continuación. 

El Decreto 1194 fue declarado exequible por la Corte Suprema de Justicia mediante 
sentencia de julio 13 de 1989. 

"Artículo l.  Quien promueva, financie, organice, dirija, fomente, ejecute actos 
tendientes a obtener información o ingreso de personas a grupos armados de los 
denominados comúnmente escuadrones de la muerte, bandas de sicarios o de justicia 
privada, equivocadamente denominados paramilitares, será sancionado por este solo 
hecho con pena de prisión de veinte (20) a treinta (30) años y multa de cien (100) a ciento 
cincuenta (150) salarios mínimos legales mensuales". 

La norma es conforme a la Carta de 1991, pues ella busca desarrollar valores y 
derechos consagrados en el Preámbulo y en los artículos 2, 16 y 22 de la Carta Política. 

200 



C-127/93 

"Artículo 2. La persona que ingrese, se vincule, forme parte a cualquier título 
pertenezca a los grupos armados a que se refiere el artículo anterior, será sancionada, 
por este solo hecho, con pena de prisión de diez (10) a quince (15) años y  multa de 
cincuenta (50) a cieii (100) salarios mínimos legales mensuales, sin perjuicio de la sanción 
que le corresponda por los demás delitos que cometa en ejercicio de esa finalidad". 

La norma tiene como fundamento constitucional el Preámbulo y  los artículos 2, 16, 
95-4 y22  de la Carta Política. Mientras que en el artículo anterior se trataba de la persona 
que organizaba un grupo llamado "paramilitar", aquí se trata de la persona que ingrese 
a uno de tales grupos. 

"Artículo 311• El que instruya, entrene o equipe a personas en tácticas, técnicas o 
procedimientos militares para el desarrollo de las actividades delictivas de los grupos 
anteriormente mencionados, incurrirá en prisión de quince (15) a veinte (20) años y en 
multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios mínimos legales mensuales". 

La norma tiene base constitucional en el Preámbulo y en los artículos 2,  16, 67 -ya 
que la educación busca enaltecer a la persona-,95-4 y22 de la Carta Política. Este artículo 
se refiere a la persona que "entrene" los grupos a que se refieren los dos artículos 
anteriores. 

"Artículo 4.  Cuando las conductas descritas en el presente Decreto sean cometidas 
por miembros activos o retirados de las Fuerzas Militares o Policía Nacional, de 
Organismos de Seguridad del Estado la pena se aumentará de una tercera parte a la 
mitad". 

El artículo es constitucional con fundamento en el artículo 217 que consagra a la 
Fuerza Pública como la institución encargada de la defensa de la soberanía, la indepen-
dencia, la integridad del territorio nacional y el orden constitucional. 

Artículo 7 del Decreto 2266 de 1991. Adóptause corno legislación permanente las 
disposiciones del Decreto legislativo 1856 de 1989. 

Sólo el artículo 6  del Decreto 1856 de 1989 fue incorporado por el Decreto 2266 de 
1991 Dicho artículo dice: 

"Artículo 6.  Quien preste su nombre para adquirir bienes con dineros provenientes 
de delito de narcotráfico y  conexos, incurrirá en pena de prisión de cinco a diez años y 
multa dedos mil (2.000) acinco mii (5.000) salarios mínimos mensuales, sin perjuicio del 
decomiso de los respectivos bienes" 

Esta forma especial de receptación está bien concebida por este artículo; además en 
su parte final, en donde se refiere al decomiso de los bienes, es totalmente constitucional 
si se observa el artículo 34 de la Carta Fundamental, siempre que se haga con respecto 
a las garantías constitucionales, esto es, estar precedido de orden judicial y prueba que 
lo justifique, como lo sostuvo la Corte Suprema de Justicia en sentencia de octubre 3 de 
1989. 

El principal fundamento del artículo transcrito se encuentra en el artículo 83 de la 
Constitución, que establece que las actuaciones de los particulares y  de las autoridades 
públicas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presumirá siempre. 
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Artículo 89  del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse corno legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 1857de 1989. 

El Decreto 1857 fue declarado exequible por la Corte Suprema de Justicia mediante 
sentencia de octubre 3 de 1989. De dicho Decreto, los artículos 11  y  2 fueron incorpora-
dos por el Decreto revisado. Dicen así dichos artículos: 

"Artículo la.  Los que mediante el empleo de las armas pretendan derrocar al 
Gobierno Nacional, o suprimir o modificar el régimen constitucional o legal vigente, 
incurrirán en prisión de cinco (5) a nueve (9) años y en multa de cien (100) a doscientos 
(200) salarios mínimos mensuales. 

"Artículo 2.  Los que mediante el empleo de las armas pretendan impedir transito-
riamenteel libre funcionamiento del régimenconstitucional ()legal vigentes, incurrirán 
en arresto de dos (2) a ocho (8) años y multa de cincuenta (50) a cien (100) salarios 
mínimos mensuales". 

Se consagran aquí los delitos de rebelión y sedición, respectivamente, los cuales 
serán analizados conjuntamente. Estas dos normas, conocidas como "delitos políti-
cos", son constitucionales porque ellas simplemente incrementan las penas de los 
artículos 125 y  126 del Código Penal, cuyo objeto no era otro que asegurar el Régimen 
Constitucional (defender la independencia nacional y  mantener la integridad territo-
rial). El tipo penal quedó intacto. Dicho tipo está consagrado como hecho punible en 
todos los países del mundo y corresponde a la necesidad lógica del régimen constitu-
cional de protegerse. Ahora bien, observa la Corte que es muy importante que el juez de 
la causa diferencie en cada caso el delito político del simple delito de terrorismo, a partir de los 
móviles altruistas del sujeto activo del delito político, enoposición al denominado delito 
"común". Enefecto, en Sentencia de octubre 1 8de 1988, la Corte Suprema de Justicia hizo 
plena claridad en el sentido de que el Estatuto para la Defensa de la Democracia -cuyas 
normas ahora nos ocupan-, ha dejado indemne la legislación ordinaria relacionada con 
los delitos políticos, y  en consecuencia cuando un miembro de una organización 
subversiva sea sorprendido con los efectos descritos, habrá de ser procesado en forma 
exclusiva por los tipos delictivos de rebelión o sedición. Con ello la Corte Suprema de 
Justicia dio cabal aplicaciónal principio deconsunción, resolviendo el aparente conflicto 
de normas y  evitando así la violación del debido proceso en lo atinente al principio del 
non bis in idem. 

Carrara afirmaba: "Por una parte a los conspiradores y  a los innovadores políticos 
se les califica de infames y se les persigue hasta en sus bienes y  en sus hijos; por otra, 
se esparcen flores sobre sus tumbas, y se perpetúa su memoria como si fueran mártires, 
en biografías y  en cánticos populares; y  mientras unos reproducen su efigie para 
entregarla al verdugo, otros colocan en el muro doméstico su imagen como un 
recuerdo digno de veneración y de llanto"". 

Jiménez de Asúa por su parte señalaba con razón que el motivo noble o altruista del 
delincuente político debe conllevar necesariamente a una transformación que beneficie 

CARRARA, Francesco. Programa de Derecho Criminal. Volumen VII. Tomo 9. Editorial Temis. Bogotá. 1982, 
pág. 523. 
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todo el conglomerado social, permitiendo un desarrollo armónico de los medios de 
producción, reflejado en paz, seguridad y felicidad. Pero si el motivo es levantar una 
revolución para instaurar una anarquía absoluta, para volver a los tiempos de la 
esclavitud, y en donde no se tengan los más mínimos derechos, perpetran un delito 
común y jamás deben recibir sus acciones delictivas el privilegiado trato del delito 
evolutivo. 

Artículo gg  del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse corno legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 1858 de 1989. 

Mediante sentencia de octubre 3 de 1989 la Corte Suprema de Justicia declaró 
exequible el Decreto 1858 de 1989. En el artículo 11  de dicho Decreto, incorporado por 
la norma revisada, dice: 

"Artículo l.  El que con el pretexto de adelantar campaña política o en desarrollo de 
actividades electorales utilice las armas o amenace por cualquier medio, para obtener 
apoyo o votación por determinado candidato o lista de candidatos, o por los mismos 
medios impida a un ciudadano el libre ejercicio del derecho de sufragio, incurrirá en 
prisiónde tres (3) a seis (6) años V en multa de diez (10) a cincuenta (50) salarios mínimos 
legales mensuales". 

Esta norma constituye un delito especial con relación a los tipos penales consagrados 
en los artículos 249 y  250 del Código Penal, variando la pena en el evento en que se 
cometa "con el pretexto de adelantar campaña política o en desarrollo de actividades 
electorales o utilice armas o amenace por cualquier medio". 

El artículo en mención es conforme con el ordenamiento constitucional y tiene 
fundamento en los artículos 16 (libre desarrollo de la personalidad), 40 (derecho a 
participar en la conformación, ejercicio y  control del poder político), 95-5 (deber de 
participar en la vida política), 258 (el voto es un derecho y un deber ciudadano) y 260 (la 
elección de los ciudadanos en forma directa). 

Artículo 10 del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse corno legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 1895 de 1989. 

El Decreto 1895 fue declarado exequible por la Corte Suprema de Justicia mediante 
sentencia de octubre 3 de 1989. En el artículo IQ de dicho Decreto, incorporado por la 
norma revisada, dice: 

"Artículo l.  El que de manera directa o por interpuesta persona obtenga para sí o 
para otro, incremento patrimonial no justificado, derivado, en una u otra forma, de 
actividades delictivas, incurrirá por ese solo hecho, en prisión de cinco (5) a diez (10) 
años y multa equivalente al valor del incremento ilícito logrado". 

La expresión "de una u otra forma", debe entenderse como incremento patrimonial 
no justificado, derivado de actividades delictivas, en cualquier forma que se presenten 
éstas. Las actividades delictivas deben estar judicialmente declaradas, para no violar el 
debido proceso, y el artículo 248 de la Constitución Política, según el cual únicamente 
las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva tienen la calidad de 
antecedentes penales y contra vencionales en todos los órdenes legales. 
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Es conformeconla Constitución el artículo transcrito por disposiciónde los artículos 
34 (extinción del dominio de los bienes adquiridos medianteenriquecimiento ilícito), 58 
(función social de la propiedad) y  83 de la Carta Política (principio de la buena fe). 

Artículo 11 del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse como legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 2790 de 1990. 

En esta norma se incorporan los artículos 611  y 711  del Decreto 2790 de 1990, que dicen 
así: 

Mediante Sentencia del 11 de abril de 1991 la Corte Suprema de Justicia declaró 
exequible el Decreto en mención. 

"Artículo 6.  Siempre que el delito de secuestro se dirija contra persona que ocupe 
alguno delos cargos mencionados en el numeral 1 del artículo 2del Decreto 474de 1988 
o en funcionario de la Rama Jurisdiccional, Registrador Nacional del Estado Civil, 
Miembro del Consejo Nacional Electoral, Delegadodel Consejo Nacional Electoral, odel 
Registrador, Registrador Departamental o Municipal del Estado Civil, Agente del 
Ministerio Público, Agente Diplomático ó Consular al servicio de la Nación o acredi-
tado ante ella, Comandante General o miembros de las Fuerzas Armadas, de la Policía 
Nacional o de los Cuerpos de Seguridad, Subdirector Nacional de Orden Publico, Director 
Seccional de Orden Publico, Miembro de la Asamblea Nacional Constitucional, Miembro 
principalosuplentede las Asambleas Departamentales, funcionario elegido porCorporación 
de elección popular, Cardenal, Primado, Arzobispo, Nuncio y  Obispo; o se ejecute con 
fines terroristas; u obedezca a los propósitos descritos en el artículo 1del Decreto 1631 
de 1987o persiga objetivos enunciados en el artículo 268del Código Penal, se sancionará 
con prisión de veinte (20) a veinticinco (25) años y multa de un mil a dos mil salarios 
mínimos legales mensuales. 

Quien forme parte de grupo u organización de personas que tenga como uno de sus 
fines o propósitos el de cometer el hecho punible descrito en el inciso anterior, incurrirá 
por ese solo hecho en la sanción allí prevista, disminuida en una tercera parte. La misma 
sanción se aplicará a quien, teniendo conocimiento de la comisión de hecho punible de 
secuestro, ayude a eludir la acción de la autoridad, o a entorpecer la investigación 
correspondiente, o a ocultar o asegurar el producto del delito o lo adquiera o enajene. 

Del mismo modo, quien conociendo de los planes o actividades de uno de los 
mencionados grupos u organizaciones de personas en relación con el delito de 
secuestro, omitiere informar oportunamente sobreaquéllos a la autoridad, o no denun-
ciareun secuestro decuyos autores o partícipes tenga conocimiento, incurrirá en la pena 
establecida en el inciso primero de este artículo disminuida en la mitad. 

Parágrafo. Los incrementos o disminuciones de que tratan los artículos 23 del 
Decreto 180de 1988,270y 271 del Código Penal, seaplicarán a todas las figuras delictivas 
descritas en los incisos precedentes". (Destacados no originales). 

El artículo es constitucional por cuanto apunta a proteger la vida. En especial el 
Preámbulo de la Constitución se refiere a la protección de la vida y,  como derecho 
fundamental, ella ocupa el primer lugar en el artículo 11 de la Carta. No existe 
vulneración del artículo 13 de la Constitución que consagra el derecho a la igualdad, 
cuando el sujeto pasivo es cualificado, porque justamente se confiere un trato desigual 
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a situaciones disímiles. No se trata pues del hecho de que una vida humana valga más 
que otra, ya que todas las vidas son igualmente valiosas. Se sanciona más severamente 
el delito sólo por la representatividad y  el papel que el sujeto pasivo del delito 
desempeña en la sociedad. Ahora la interpretación correcta en estos casos debe 
encaminarsea descubrirel elemento subjetivo dela finalidad terrorista. Es decir no basta 
que el sujeto pasivo aparezca relacionado en un catálogo, sino que se hace imprescin-
dible que las motivaciones sean propias de terrorismo cuando contra esas personas se 
atente. Por otra parte las autoridades democráticas legítimamente constituidas para 
mantener la independencia e integridad nacionales deben ser respetadas por todas las 
personas con fundamento en el artículo 95-3 de la Constitución. 

La Corte Constitucional respecto de las expresiones "SubdirectorNacionaldeOrden 
Público", "Director Seccional de Orden Público" y "suplente", se acoge a los plantea-
mientos sobre el pronunciamiento en torno a disposiciones derogadas (vid smipra). 

"Artículo 711 • El que constriña a otro a hacer, tolerar u omitir alguna cosa, con el 
propósito de obtener provecho ilícito para sí o para un tercero, incurrirá en prisión de 
cinco (5) a quince (15) años con los incrementos señalados en los artículos 355 y  372 del 
Código Penal. 

Si el propósito o fin perseguido por el agente es el de facilitar actos terroristas 
constriñendo a otro mediante amenazas a hacer, suministrar, tolerar u omitir alguna 
cosa, la sanción será de quince (15) a veinte (20) años de prisión y multa de un mil a un 
mil quinientos salarios mínimos legales mensuales. 

Quien forme parte de organización o grupo de personas que tenga conk) uno de sus 
fines o propósitos la comisión de hecho punible de los descritos en los incisos anteriores, 
o ayude a eludir la acciónde la autoridad,o a entorpecer la investigación correspondien-
te, o a ocul taro a asegurar el producto del, o lo adquiera o enajene, incurrirá por ese solo 
hecho en la sanción prevista en el inciso 12  disminuida en una tercera parte. 

Del mismo modo, quien conociendo de los planes o actividades de uno de los 
mencionados grupos u organizaciones de personas en relación a delito de extorsión, 
omitiere informar oportunamente sobre aquéllos a la autoridad, o no denuncien una 
extorsión de cuyos autores o partícipes tenga conocimiento, incurrirá en la pena 
establecida en el inciso l  disminuida cola mitad". 

La norma es conforme con la Constitución con fundamento en los artículos 16 (libre 
desarrollodela personalidad), 22 (la pazes un derechoyun deberde todas las personas), 
95-3 (el deber de apoyar y respetar a las autoridades) y 95-7 (el deber de colaborar con 
la administración de la justicia). 

Artículo 12 del Decreto 2266 de 1991. Adóptanse como legislación permanente las 
siguientes disposiciones del Decreto legislativo 099 de 1991. 

En esta norma se incorporó sólo el artículo 111  del Decreto 099 de 1991, que dice: 

"Artículo l.  Para todos los efectos de ley, los artículos del Decreto legislativo 2790 
de 1990, que se incluyen a continuación quedarán así: los delitos de constreñimiento 
ilegal, tortura, homicidio y lesiones personales que se cometan en algunas de las 
personas relacionadas en el numeral 111  del artículo ( del presente estatuto, por causa 
o por motivo de esos cargos o dignidades o por razón del ejercicio de sus funciones 
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estarán sujetos a pena de prisión de quince (15) a veinticinco (25) años y multa de 
cincuenta (50) a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales". 

Finalmente es también constitucionalel artículo en mención por cuanto se funda-
menta en los derechos a la vida (art. 11), a la prohibición de tratos crueles inhumanos 
o degradantes (art. 12), en el principio de igualdad (art. 13) y  en el libre desarrollo de 
la personalidad (art. 16). Estos altos valores, principios y  derechos reciben en este 
artículo una especial protección, por lo cual no se riñe con la preceptiva constitucional 
sino que, por el contrario, ésta es objeto de desarrollo. 

Las expresiones "intendente", "comisario", "suplente", "consejos intendenciales" 
"consejos comisariales", "Subdirector Nacional de Orden Público" y  "Director Seccio-
na] de Orden Público", son contrarias a las disposiciones constitucionales, pues éstas 
desaparecieron con la vigencia de la nueva Constitución Política. 

Las expresiones mencionadas se encientran consagradas en los artículos 29 del 
Decreto legislativo 180 de 1988 y  6Q del Decreto legislativo 2790 de 1990, ambos 
adoptados como legislación permanente por el Decreto 2266 de 1991, quecorresponden 
a los delitos de "homicidio con fines terroristas" y "secuestro", y  al ser elementos 
estructurales del tipo penal, no puede haber analogía con las actuales denominaciones 
que reemplazaron los cargos o las funciones. 

En consecuencia, es necesario retirar las expresiones ¡u comento del ordenamiento 
jurídico revisado, mediante la declaratoria de su inexequibilidad. 

III. DECISION 

En mérito delo expuesto, la Corte Constitucional, administrando justicia en nombre 
del pueblo y por mandato de la Constituión, 

RESUELVE: 

Primero. Declarar EXEQUIBLE el Decreto 2266 de 1991, con excepción de las 
expresiones "intendente", "comisario", "suplente", "consejos intendenciales", "conse-
jos comisariales", "Subdirector Nacional de Orden Público" y "Director Seccional de 
Orden Público", por las razones expuestas en esta sentencia. 

Cópiese, notifíquese, cúmplase e insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Presidente 

ALEJANDRO MA RTINEZ CABALLERO, Magistrado Ponente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 
-Con aclaración de voto- 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 
-Con salvamento de voto- 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 
-Con aclaración de voto- 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 
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VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

La suscrita Secretaria General de la Corte Constitucional, hace constar: que el 
honorable Magistrado doctor EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, no firma la presente 
providencia, por no haber asistido a la sesión de la sala Plena efectuada el día 30 de 
marzo del año en curso, por encontrarse en comisión oficial. 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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ACLARACION DE VOTO A LA SENTENCIA No, C-127 DE MARZO 30 DE 1993 

CONMOCION INTERIOR/LEGISLACION TRANSITORIA/LEGISLACION 
PERMANENTE (Aclaración de voto) 

La constitucionalidadde las normas que la Corte ha declarado excqu ibles, bien que se las mire 
bajo la ó pticnde la transitoriedad, ya que se las contemple comodisposiciones permanentes, dadas 
las características que reviste el mal del terrorismo más allá de la coyuntura del actual Estado de 
Conmoción Interior o de los ya pasados días del Estado de Sitio. No es lo mismo verificar la 
constitucionalidad de unas normas cuando corresponden al ejercicio de atribuciones extraordi-
narias propiciadas por la declaratoria de un Estado de Excepción que examinarlas como 
disposiciones llamadas a regir de modo permanente, aunque su contenido material sea idéntico. 

Ref.: Expediente No. D-179, Decreto 2266 de 1991. 

En relación con el fallo de la referencia debo aclarar mi voto en el siguiente sentido: 

1. Con absoluta independencia de los motivos específicos que han llevado al h. 
Magistrado Carlos Gaviria a apartarse del fondo de la decisión adoptada por la Sala 
Plena en este proceso, los cuales respeto pero no comparto, me parece indispensable 
expresar que estimo válidas sus apreciaciones, así como las del honorable Magistrado 
Jorge Arango Mejía, en relación con la preocupante tendencia que viene mostrando el 
Estado colombiano en su conjunto hacia la "normalización" de la legislación excepcio-
nal, propia de los tiempos de crisis, convirtiendo toda medida extraordinaria en 
permanente, pese a los deliberados propósitos del Constituyente de 1991. 

Coincido en ese análisis, desde la perspectiva de quien observa el fenómeno 
considerado globalmente, sin que piense que esa conciencia deba conducir fatalmente 
a la declaratoria de inconstitucionalidad de todo precepto excepcional que haya sido 
convertido en permanente por voluntad del Congreso de la República o del propio 
Constituyente (artículo transitorio 811 dela Carta Política), como ha ocurrido en relación 
con las disposiciones aludidas en la sentencia. 

En el presente caso, estoy convencido de la constitucionalidad de las normas que la 
Corte ha declarado exequibles, bien que se las mire bajo la óptica de la transitoriedad, 
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ya que se las contemple como disposiciones permanentes, dadas las características que 
reviste el mal del terrorismo más allá de la coyuntura del actual Estado de Conmoción 
Interior o de los ya pasados días del Estado de Sitio. 

Así, pues, me parece útil y  hasta necesario que la sentencia hoy proferida por la Corte 
Constitucional no se entienda como beneplácito al anotado rumbo legislativo, ni 
tampoco en el sentido de que la Corporación juzga con el mismo lente ybajo los mismos 
criterios de constitucionalidad las medidas de excepción y las que se incorporan al 
orden jurídico ordinario. 

Porel contrario, la Corte ha dejado definidos con entera claridad los linderos de esos 
dos estados, reclamando diferente enfoque y adecuada interpretación para cada uno 
de ellos. 

Para corroborarlo es suficiente citar la Sentencia NQ C-007 del 18 de enero del 
presente año, mediante la cual se falló sobre la constitucionalidad de algunas normas de 
Estado de Sitio que en su momento fueron encontradas avenidas ala Constitución pero 
que, convertidas en legislación permanente y  desde esta perspectiva, se declararon 
inexequibles. Dijo entonces la Sala Plena, con ponencia del suscrito Magistrado: 

"Pero, además, por cuanto corresponde al tipo de legislación que ocupa la atención 
de la Corte en este proceso, debe insistirse en que, como bien lo afirma el concepto fiscal, 
no es lo mismo verificar la constitucionalidad de unas normas cuando corresponden 
al ejercicio de atribuciones extraordinarias propiciadas por la declaratoria de un Estado 
de Excepción que examinarlas como disposiciones llamadas a regirde modo permanen-
te, aunque su contenido material sea idéntico. Los criterios relativos al alcance de cada 
precepto varían de una hipótesis a la otra, de tal manera que no por haberse hallado 
exequible la norma de Estado de Sitio puede predicarse la exequibilidad de esa misma 
disposición cuando se la concibe como integrada al orden jurídico de normalidad y ha 
sido revestida de carácter permanente. 

En consecuencia, la Corte Constitucional avoca el conocimiento de las normas 
acusadas subrayando que habrá de orientar su examen por los criterios que se dejan 
expuestos". 

En relación específica con una de las disposiciones entonces estudiadas se dijo: 

"La Corte Suprema de justicia llamó la atención, en su oportunidad (Sentencia NQ 12 
del 26 de febrero de 1987), acerca de que, por virtud de la medida excepcional adoptada 
mediante el artículo l  Q del Decreto legislativo 3667 de 1986 -cuya constitucionalidad se 
juzgó entonces bajo la perspectiva de la precariedad propia del Estado de Sitio y hoy se 
mira como disposición de carácter permanente-, quedaba '  .. suspendida la facultad del 
Consejo Nacional de Estupefacientes, para ejercitarse transitoriamente por los coman-
dantes de unidades operativas, bases aéreas y navales, quienes por las funciones de 
control y  vigilancia directa que ejercen en sus respectivas áreas asegura la eficacia 
inmediata de la medida', resaltando que se trataba de una medida precautelativa de 
carácter policivo .. para remediar o evitar alteraciones del orden público... (Se destaca). 

Siendo ese el sentido de la facultad, nada justifica su adopción como norma legal 
llamada a regir de modo permanente, menos aún si se tiene en cuenta que la función 
constitucional de la fuerza pública no es la policiva, atribuida por el artículo 218 de la 
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Carta a otro cuerpo, sino '...la defensa de la soberanía, la independencia, la integridad 
del territorio nacional y del orden constitucipnal' (artículo 217 C. N.). A ello se agrega 
que, hoy por hoy, a la luz del artículo 214 del Estatuto Fundamental, ni siquiera en los 
Estados de Excepción pueden suspenderse los derechos fundamentales ni interrumpir-
se el normal funcionamiento de las ramas del poder público. 

Ahora bien, si se trata de actos flagrantemente violatorios del orden jurídico, las 
garantías constitucionales en referencia no obstan para que se apliquen con todo rigor 
las n didas pertinentes, según lo previene, inclusive respecto de la libertad personal, 
el artículo 32 de la Carta. 

Así pues, el artículo demandado será declarado inexequible". 

No vacilo en calificar de trascendental el debate que sobre este punto se ha llevado 
a cabo en el seno de la Corte. 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 
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SALVAMENTO DE VOTO A LA SENTENCIA No. C-127 DE MARZO 30 DE 1993 

ESTADOS DE EXCEPCION-Finalidad (Salvamento de voto) 

Es evidente que las normas dictadas al amparo de uno cualquiera de los Estados de 
Excepción están signadas por el fin que las justifica: remover una situación anómala, 
perturbadora de la vida comunitaria, situación que se asume transitoria y que, en 
consecuencia, transfiere ese carácter a la legalidad que la regula. Por eso, en el caso de 
la conmoción interna, que es la que está en juego en el asunto que nos ocupa, las reglas 
dictadas durante su vigencia desaparecen del ordenamiento por el solo hecho de 
restablecerse la normalidad. 

LEGISLACION PERMANENTE/NORMAS DE ESTADO DE SITIO 
(Salvamento de voto) 

Los buenos propósitos de poner término al Estado de Excepción permanente que vivimos 
durante unís de 40 años, bajo el régimen de la Constitución anterior, fijándosele límites 
temporales, se malograron por completo, pues se autorizó a que se hicieran permanentes las 
consecuencias, i,,a que e! Estado de Excepción mismo no podía serlo. Es decir, dando la apariencia 
de un cambio radical, se dejaron las cosas como estaban. Ahora, bajo una Constitución que se 
proclama garantista, vamos a padecer la normatividad de un régimen restrictivo. Es que un 
Estado democrático no lo es sólo porque su constitución tenga esa fisonomía, sino porque de ese 
espíritu esté informado el ordenamiento jurídico en su totalidad. 

TIPO PENAL ABIERTO/TERRORISMO (Salvamento de voto) 

Abunda tal decreto, en la consagración de tipos penales abiertos que esbozan de modo 
imnprcciso conductas delictuales que el juez, con su buen o mal juicio, debe terminar de 
construir, y a las que se asocia, ii;ia vez más, el expediente ineficaz y manido de las pellas 
duplicadas que constituyen i,;;a amenaza mayor para los inocentes que para los criminales de 
oficio. La categoría general signada como "terrorismo" constituida por distintas conductas, 
internamente vinculadas por el problemático vínculo de que todas ellas pueden ser generadoras 
de zozobra social y en la misma medida punibles, es un ejemplo que acertadamente aducen los 
demandantes, de peligrosa indeterminación iambigüedad en la configuración de tipos penales, 
pugnante en todo con la rigurosa técnica legislativa que ha de informar la legislación criminal y 
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se traduce en garantíadeaplicación justa de la ley, tanto para quien de veras la ha quebran fado 
como para quien, atendida la rigurosa tipicidad de la conducta, debe ser declarado inocente. No 
son de recibo los argumentos enderezados a demostrar que los tipos abiertos constituyen una 
práctica que no se contrae a la legislación emergente sino que permea inclusive a nuestra 
legislación penal ordinaria i que encuentra también ejemplos en estatutos foráneos. 

NORMATIVIDAD PENAL/ESTADO SOCIAL DE DERECHO-Normas Penales 
(Salvamento de voto) 

Las normas penales de un Estado de Derecho no se legitiman sólo por los pla usibles fines que 
persiguen, sino además por los medios cualificados que usan para perseguirlos, que no son 
cualquier tipo de medios, sino aquellos que participan de los propósitos altamente human (st icos 
que informan esa modalidad civilizada de gobierno i, de convivencia que se denomina Estado 
de Derecho que es, por principio, la negación del maquiavelismo político, el aserto institucio-
nalizado de que elfin no justifica los medios. 

Ref.: Expediente NQ D-179. 

He disentido del fallo proferido por la Sala Plena, en el proceso de la referencia, por 
las razones que en seguida consigno: 

1. Nuestra Carta Política -como la mayoríade las constituciones modernas- estable-
ce diferentes tipos de régimen jurídico, según se viva en tiempos de normalidad o de 
alteración significativa del orden público. Las causas generadoras de dicha alteración y 
su grado de incidencia en la vida ordinaria de la comunidad determinan diversidad de 
situaciones, todas ellas anómalas, que se denominan genéricamente Estados de Excep-
ción y se hallan regulados en los artículos 212 a 215 de nuestro Estatuto Fundamental. 

2. La evaluación de los factores determinantes de la situación irregular compete, en 
principio, al Presidente de la República como responsable del mantenimiento del orden. 
Es él quien, verificando la existencia de ciertas condiciones de hecho, decreta, con la 
firma de todos los Ministros, la vigencia del cprrespondiente Estado de Excepción. 

3. Tal declaratoria tiene como consecuencia, un trastorno temporal en el funciona-
miento del Estado de Derecho. V.gr., se desdibuja la separación de las ramas del poder 
puesto que el Gobierno va a hacer las veces de legislador en aquellos ámbitos afectados 
por los factores generadores del desorden y,  precisamente, para contrarrestarlos. Es ésa 
la finalidad de los decretos extraordinarios y es ella la que justifica su contenido. 

Ahora bien: es apenas lógico que, tratándose de disposiciones de emergencia, en 
materia de orden público, sean más severas que las que rigen en tiempo de normalidad 
y pospongan la vocación garantista que debe signar la normatividad deun Estado Social 
de Derecho, en aras de un propósito tan impostergable como temporario: el restableci-
miento de la normalidad fáctica y consecuencialmente jurídica. 

4. Durante la vigencia de la Constitución anterior (la del 86) tanto se abusó de lo que 
entonces se denominaba Estado de Sitio, que la situación se hizo irrisoria por lo 
paradójica: lo normal era lo anormal. Se vivía en permanente Estado de Sitio y, por tanto, 
la plena vigencia de los beneficios del Estado de Derecho sólo se daba en el papel. La 
práctica y la realidad eran bien diferentes. 
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El malestar derivado de esa distorsión no fue un factor despreciable en la voluntad 
generalizada de cambiar el Estatuto Básico con la esperanza de que, desaparecido éste, 
quedaran también proscritas las censurables prácticas anejas. Las modificaciones 
introducidas al artículo 121 de la Carta anterior en las reformas constitucionales de 1960 
y de 1968, y  la incorporación en esta última del estado de emergencia económica a fin 
de que con el pretexto del orden público turbado no se siguiera legislando sobre todas 
las materias incluyendo la economía, o de que, si se presentaba en ese campo la 
situaciónemergente, no sedecretara el Estado de Sitio con todas sus inevitables secuelas, 
tendían a morigerar el régimen autoritario y restrictivo, bajo el cual vivía permanente-
mente el país al amparo del famoso artículo. 

5. Las precitadas normas de la Carta del 91 (artículos 212 a 215) consagratorias de 
los Estados de Excepción, se establecieron, justamente, para corregir una situación que 
hacía írrito el Estado de Derecho. Por eso se distinguieron diferentes categorías de 
excepcionalidad, en armonía con las causas generadoras de la anormalidad, y se 
acordaron facultades extraordinarias para el Presidente, a tono con la situación que, 
como responsable del orden, tuviera que enfrentar. 

6. Es evidente que las normas dictadas al amparo de uno cualquiera de los Estados 
de Excepción están signadas por el fin que las justifica: remover una situación anómala, 
perturbadora de la vida comunitaria, situación que se asume transitoria y  que, en 
consecuencia, transfiere ese carácter a la legalidad que la regula. Por eso, en el caso de 
la conmoción interna, que es la que está en juego en el asunto que nos ocupa, las reglas 
dictadas durante su vigencia desaparecen del ordenamiento por el solo hecho de 
restablecerse la normalidad. 

7. Es claro que entre el régimen de normalidad y  el de excepción existen diferencias 
notables, pues de no ser así carecería de sentido la previsión de uno y otro, según las 
circunstancias fácticas prevalecientes. Tales diferencias pueden reducirse finalmente a 
ésta: el de normalidad es un régimen de plenitud de garantías y  el de excepción un 
régimen restrictivo. Disponer que las normas pensadas para el segundo sigan rigiendo 
una vez restablecido el primero, es una incongruencia mayúscula advertible aún por el 
observador menos avisado. 

Porque el dilema parece inexorable: o las medidas fueron dispuestas responsable-
mente para contrarrestar las causas generadoras del estado de conmoción, y  entonces 
no pueden mantener su vigencia cuando esas causas han desaparecido, o éstas no eran 
transitorias y  entonces no podían generar el Estado de Excepción y,  por ende, lo que ha 
debido hacer el Gobierno es proponerlas al legislador ordinario, ahorrándole al país los 
traumatismos inevitables de la declaratoria de la conmoción. 

8. Lo que hay que deplorar es que semejante despropósito esté amparado por el 
artículo 8Q transitorio de la Carta, que autorizó al Gobierno para que obrara de ese modo, 
manteniendo, con la anuencia de la Comisión Especial, la vigencia de normas restricti-
vas en tiempos de normalidad. Por esa vía, los buenos propósitos de poner término al 
Estado de Excepción permanente que vivimos durante más de 40 años, bajo el régimen 
de la Constitución anterior, fijándosele límites temporales, se malograron porcompleto, 
pues se autorizó a que se hicieran permanentes las consecuencias, ya que el Estado de 
Excepción mismo no podía serlo. Es decir, dando la apariencia de un cambio radical, se 
dejaron las cosas como estaban. Ahora, bajo una Constitución que se proclama garan- 
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lista, vamos a padecer la normatividad de un régimen restrictivo. Es que un Estado 
democrático no loes sólo porque su constitución tenga esa fisonomía, sino porque de ese 
espíritu esté informado el ordenamiento jurídico en su totalidad. 

9. Pero la autorización genérica del artículo 8,  que no puede ser razonablemente 
interpretado como una carta en blanco para pretermitir disposiciones axiales del 
Estatuto Fundamental, no dispensa de confrontar en concreto las normas cuya vigencia 
permanente se ha dispuesto, con los principios consignados en la nueva Constitución  
y es eso lo que los actores han propuesto, en elcaso su!' examine, con respecto al Decreto 
2266 de 1991, que dio el carácter de permanentes a un cúmulo de normas penales 
dictadas bajo el régimen de Estado de Sitio, concretamente algunas de las contenidas en 
los Decretos 3364 de 1986,1198 de 1987, 1631 del mismo año, 180y2490 de 1988, 1194 
de 1989, 2790 de 1990 y  99 de 1991. 

10. Examinar la constitucionalidad de esas disposiciones como constitutivas de 
una norinatividad ordinaria, comporta un mdical cambio de óptica. Porque el juez 
constitucional no puede aplicar al legislador ordinario la misma comprensiva (y 
comprensible) benevolencia que usa a menudo para el legislador emergente. Es que éste 
cumple su función compelido por el afán de remover factores de desorden que 
imposibilitan o dificultan en extremo la vida comunitaria, de la cual él mismo, como 
gobernante, es supremo responsable. La mengua de ciertos bienes (las libertades y  las 
garantías) que la propia Carta protege por lo valiosos, aparece entonces justificada por 
la necesidad inaplazable de restablecer el ordén. Pero cuando es el legislador ordinario 
quien actúa, esas consideraciones no pueden tener ya operancia. Porque, además, uno 
puede legítimamente preguntar: si las normas dictadas bajo el Estado de Excepción no 
fueron eficaces para remover las causas de desorden (puesto que si lo hubieran sido, 
su función ya estaría agotada), ¿qué garantiza que una vez restablecida la normalidad 
jurídica vayan a cobrar una eficacia que no tuvieron bajo las circunstancias específicas 
que las justificaban? 

11. En el caso a estudio, los actores arguyen que las disposiciones demandadas 
adolecen de una notable falta de técnica jurídica, pero no los mueve un afán purista de 
que sea la nuestra una legislación técnicamente perfecta. Es que, como claramente lo 
demuestran (y  su apreciación es corroborada y  fortalecida por la consistente vista del 
Ministerio Público), esa carencia de destreza formal se traduce en desdibujamiento de 
la tipicidad del delito y, en consecuencia, en desconocimiento de un principio univer-
salmente aceptado a partir de la Ilustración, y  positivizado en nuestro ordenamiento, 
a saber, el principio de la legalidad del delito y  de la pena. 

12. Es casi un tic mental de nuestros legisladores emergentes y  en ocasiones también 
de los ordinarios, que por desventura ha permeado y contagiado a una buena parte de 
la opinión nacional, el esgrimir como única respuesta a la proliferación del delito un 
régimen penal drástico, irrespetuoso a menudo de los principios y  garantías de 
inspiración humanística que la Constitución consagra. Poca imaginación se advierte en 
la adopción de medidas de profilaxis social o de fortalecimiento cualitativo de los 
organismos de inteligencia que determinaran una disminución significativa del delito 
(las primeras) o una mayor eficacia en la aprehensión de los delincuentes -de los 
verdaderos delincuentes- yen la aplicación condigna de las penas existentes, que ya son 
suficientemente drásticas (las segundas), yencambio son ya unestereotipo los decretos 
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extraordinarios (o las leyes) que, a modo de reflejo condicionado, se producen cuando 
un nuevo y  macabro hecho de violencia estremece al país. 

Cuando tal cosa ocurre (jy con cuánta frecuencia ocurre!) ya se puede predecir la 
reacción legislativa: se duplican las penas consagradas para esas conductas delictivas y 
se debilitan los mecanismos de defensa del sindicado, ingrediente esencial del debido 
proceso. Los verdaderos responsables, generalmente, continúan disfrutando de la 
libertad que les permite proseguir su acción torticera y, por tanto, el aumento de penas 
los deja indemnes, pero a trueque de esto se crean graves riesgos para quienes son menos 
diestros en eludir la acción de las autoridades policivas, muchas veces ciudadanos 
inocentes. 

13. Nada que distorsione y desfigure más el sistema democrático y de derecho 
trazado en la Constitución, que un régimen penal laxo en las garantías al sindicado e 
implacable en la vindicta, rasgos inequívocos del derecho penal autoritario, congruente 
apenas con un sistema político del mismo cuño. 

Es quecuando la atención se centra apenas en la defensa presunta de la sociedad, con 
olvido casi absoluto del posible sujeto de la pena, en nada difiere (por ese aspecto), un 
sistema de instituciones liberales y democráticas de uno declaradamente totalitario. 

Fue ese el peligroso desvío (o ¿desvarío?) del positivismo penal que llegó a soslayar, 
en beneficio de un objetivo que juzgaba prevalente (la defensa de la sociedad), la 
legalidad del delito y de la pena, y la condición moral del delincuente. 

14. El criterio de la peligrosidad, como postulado básico de la acción represiva del 
Estado, difumina los principios del derecho penal liberal y  relega, por tanto, a un plano 
secundario la tipicidad del delito. A lo que hay que atender, entonces, para poner en 
marcha esa acción y llevarla hasta sus consecuencias últimas, no es a que el comporta-
miento observado por el sujeto, y rigurosamente verificado por el juez, coincida de 
modo incuestionable con la conducta nítidamente descrita en las normas (que sea típica) 
sino a que parezca socialmente peligroso, no importa cuán inconsistente y gaseoso sea 
el concepto mismo de peligrosidad. 

15. Colombia vivió el auge de esa tendencia, no sólo con admirables exponentes 
intelectuales de ella, sino con estatutos que la ejemplificaron en la práctica, de modo 
incontrastable. El Decreto 0014 de 1955, por citar sólo la instancia más notable, ilustra 
bien esa afirmación. A un individuo, y. gr., se le sindicaba y  se le responsabilizaba 
penalmente no propiamente por haber cometido un delito, sino por haberse colocado en 
cualquier circunstancia que se juzgara conducente a él. La falta de empleo, por ejemplo, 
era una de esas circunstancias. Y mientras más abierto fuera el tipo penal (menos típica 
la conducta), tanto mejor, pues con mayor expedición y soltura podía moverse el juez 
en la tarea de hallar quién se encontraba en una situación predelictual y  sólo por eso era 
digno de sanción, cual quiera fuera la finalidad (aún altruista y. gr.: la resocialización 
del sujeto) que a ésta se le atribuyera. 

16. Aunque el positivismo penal (que no es equiparable, desde luego, al positivismo 
jurídico sino más bien su antítesis) ha quedado definitivamente superado por teorías 
que rescatan la libertad humana como presupuesto de la responsabilidad y,  consecuen- 
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temente, por prácticas legales y judiciales de incuestionable sello humanístico, nuestra 
legislación penal de emergencia suele, quizá inconscientemente, ofuscada por lo 
agobiante de las circunstancias, recoger esas marchitas banderas. Tal es el caso del 
Decreto 2266, sometido a examen de la Corte por actores alertas que, como muchas otras 
personas sensibles al deterioro de la democraia, no desmayan en la desalentadora lucha 
por restituir a nuestro derecho penal el sello humanitario que no ha debido perder, ni 
siquiera bajo las circunstancias degradadas que desde hace mucho tiempo afronta el 
país y frente a las cuales la represión deshumanizada se ha mostrado inepta. 

17. Porque no hay duda de que ese estatuto urdido con un rimero de normas 
originarias todas del Estado de Sitio, de ingrata recordación para las conciencias libres, 
acusa, justamente, las desviaciones que más arriba hemos examinado. 

Abunda, tal decreto, en la consagración de tipos penales abiertos que esbozan de 
modo impreciso conductas delictuales que el juez, con su buen o mal juicio, debe 
terminar de construir, y a las que seasocia, una vez más, el expediente ineficaz y manido 
de las penas duplicadas que constituyen una amenaza mayor para los inocentes que 
para los criminales de oficio. Porque, para aludir al menos a un caso inquietante, el que 
de veras es sicario conoce medios eficaces para evadir la acción de quienes lo persiguen 
y afronta la posibilidad de una condena como un riesgo profesional; pero mucho más 
inerme frente a la sindicación se halla el muchacho que habita una zona parcial o 
totalmente deprimida, poblada de asesinos con los cuales corre el peligro de confundirse 
por la sola proximidad física y  por los comunes hábitos culturales. Porque, desde luego, 
es posible establecer, con una alta dosis de probabilidad y por medios probatorios 
rigurosos, que alguien mató por dinero, pero una elevada incertidumbre circundará 
siempre la vaga imputación de que una persona, que jamás ha matado, pertenece a una 
banda de sicarios. Así como el ser "vago" era una circunstancia que se juzgaba de 
inminencia predelictual en la llamada "Ley Lleras" y  en el ya citado Decreto 0014 de 
1955, y  quien se colocaba en ella era considerado acreedor, por ese solo hecho, a una 
medida de seguridad (eufemismo para encubrir la infamante y tal vez injustificada 
pena), conforme a las normas que estamos tratando, la sola circunstancia de vivir en un 
barrio pobre y estar obligado a convivir con delincuentes, puede ser suficiente para 
merecer una drástica pena (y  ahora sí sin siquiera el consuelo del eufemismo). 

18. La categoría general signada como "terrorismo" constituida por distintas con-
ductas, internamente vinculadas por el problemático vínculo de que todas ellas pueden 
ser generadoras de zozobra social y en la misma medida punibles, es un ejemplo que 
acertadamente aducen los demandantes, de peligrosa indeterminación y  ambigüedad 
enla configuraciónde tipos penales, pugnante en todo con la rigurosa técnica legislativa 
queha de informar la legislación criminal yque se traduceen garantía de aplicación justa 
de la ley, tanto para quien de veras la ha quebrantado como para quien, atendida la 
rigurosa tipicidad de la conducta, debe ser declarado inocente. 

19. Justo es reconocer, eso sí, que las normas de que nos venimos ocupando gozan 
de gran aceptación en la opinión pública que, de ordinario, confunde dos cosas bien 
distintas: la urgencia de superar la situación crítica, y la justicia y eficacia de los 
instrumentos que se emplean para superarla. ts prevalido del beneplácito que produce 
en la conciencia ingenua la expedición de ese tipo de medidas, que el legislador 
emergente se anima a proseguir cada vez con más bríos su empresa restrictiva y 
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atentatoria de la libertad, ala vez que fallida desde el punto de vista de los objeti vos que 
persigue. 

No es la emoción desbordada y morbosa, efecto ordinario de los hechos deplorables 
que padecemos, la que ha de presidir la tarea legislativa, sino la razón ("que es patrón 
y medida" conforme al apotegma tomista) la que ha de conducir esa empresa. Y es 
responsabilidad de quien legisla no sacrificar la justeza y  eficacia de las decisiones a los 
halagos de un aplauso estéril o a los espejismos de una drasticídad inane y  altamente 
riesgosa a la vez. 

20. La Constitución del 91, espléndida en garantías, no parece compatible en su letra 
y mucho menos en su espíritu, con la persistencia de una legislación penal restrictiva, 
pensada sólo como excepcional y  transitoria, bajo situaciones de emergencia jurídica-
mente más drásticas que las construcciones ahora vigentes y,  quizás por eso mismo, 
poco ortodoxa en el asunto de las garantías penales que, a partir de Beccaria, son 
patrimonio inalienable de la humanidad civilizada. 

Es que el gran reto del Estado de Derecho, que el Constituyente del 91 quiso afirmar 
y actualizar, consiste, precisamente, en afrontar aún las más críticas situaciones sin 
abdicar del que es su legado ideológico, constitutivo de lo que es a un tiempo su razón 
de ser y su sustancia. 

21. Me parece que en ese olvido imperdonable incurre el fallo de la Corte aún con 
los retoques subsiguientes a la discusión de Sala. Las normas penales de un Estado de 
Derecho no se legitiman sólo por los plausibles fines que persiguen, sino además por los 
medios cualificados que usan para perseguirlos, que no son cualquier tipo de medios, 
sino aquellos que participande los propósitos altamente humanísticos que informan esa 
modalidad civilizada degobierno y  de convivencia que sedenomina Estado de Derecho 
quees, por principio, la negación del maquiavelismo político, el aserto institucionaliza-
do de que el fin no justifica los medios. 

El fallo deja sin respuesta los cargos formulados por los actores a la normatividad 
demandada y  eficazmente prohijados por el señor Procurador. Se esfuerza más, en 
cambio, lo quees biendiciente, en poner de presente el propósito laudable que la inspira, 
lo que, según lo hemos dicho reiteradamente, no es en sí mismo suficiente. No son 
tampoco de recibo los argumentos enderezados a demostrar que los tipos abiertos 
constituyen una práctica que no se contrae a la legislación emergente sino que permea 
inclusive a nuestra legislación penal ordinaria y  que encuentra también ejemplos en 
estatutos foráneos. 

Si la reiteración de un mal mudara su naturaleza y  la aceptación generalizada de lo 
inicuo lo tornara en justo, entonces síes taría dispuesto el suscrito a echar atrás todas sus 
razones. No es así, no sé si para bien o para mal. 

22. Finalmente, es preciso aludir al argumento de que si no se hubiera hecho 
permanente la legislación de Estado de Sitio, habrían quedado impunes muchas 
conductas que merecen el tratamiento de delitos. Porque lo cierto es que nuestro Código 
Penal imbuido también, por desventura, del mismo espíritu displiscente con las 
libertades y garantías que ha venido imponiéndose como rasgo distintivo de nuestra 
legislación penal de emergencia, a través de estatutos restrictivos y de dudosa constitu-
cionalidad así se les denomine "de seguridad" o "de defensa de la democracia", tiene 
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respuesta para todas ellas, tal vez más adecuada y en todo caso un poco más atenta ala 
protección de esos bienes que parecen definitivamente olvidados en la normatividad de 
excepción. 

Fecha, uf supra. 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 
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ACLARACION DE VOTO A LA SENTENCIA No. C-127 DE MARZO 30 DE 1993 

LEGISLACION PERMANENTE (Aclaración de voto) 

Es una paradoja, ¿apa rente o real?, que la legislación transitoria quedebiódictarsealam paro 
del Estado de Sitio, duran te la vigencia de la Constitución de 1886, pueda ahora ser permanente, 
a pesar de los ochenta o más artículos que la nueva Constitución consagra a los derechos ii 
libertades fundamentales de/a persona bu inana. Por este camino llegaremos a! Estado de Sitio 
permanente sin nombrarlo. Ahora 1/a nosedcsgastarán solamente las instituciones diseñadas para 
las épocas anormales, sino toda la estructura constitucional de los tiein pos de paz, con todos los 
peligros que esto implica para la supervivencia del Estado de Derecho, que es incompatible lo 
mismo con la dictadura que con la anarquía. 

Ref.: Expediente N D-179. 

Decreto 2266 de 1991, "por el cual se adoptan como permanentes normas expedidas 
durante el Estado de Sitio". 

He votado afirmativamente la exequibilidad del Decreto 2266 de 1991, que convierte 
en legislación permanente decretos dictados bajo el régimen de Estado de Sitio, entre 
ellos el Decreto 180 de 1988, llamado "Estatuto para la Defensa de la Democracia", 
porque considero que uno de los fines del Estado, es decir, del derecho objetivo, es 
prevenir, combatir y castigar el delito. Pero, tengo que aclarar mi voto, así: 

Es una paradoja, ¿aparente o real?, que la legislación transitoria que debió dictarse 
al amparo del Estado de Sitio, durante la vigencia de la Constitución de 1886, pueda 
ahora ser permanente, a pesar de los ochenta o más artículos que la nueva Constitución 
consagra a los derechos y libertades fundamentales de la persona humana. Por este 
camino llegaremos al Estado de Sitio permanente sin nombrarlo. Ahora ya no se 
desgastarán solamente las instituciones diseñadas para las épocas anormales, sino toda 
la estructura constitucional de los tiempos de paz, con todos los peligros que esto implica 
para la supervivencia del Estado de Derecho, que es incompatible lo mismo con la 
dictadura que con la anarquía. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo 30 de 1993 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 
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SENTENCIAS DE TUTELA 1993 
(Marzo) 



SENTENCIA No. T-100 
de marzo 4 de 1993 

DERECHO DE ACCESO A DOCUMENTOS PUBLICOS/CONTROL FISCAL 
DEPARTAMENTAL 

La posibilidad de acceder a los docu men tos públicos, reconocida constitucionalmente a toda 
persona, tiene un carácter de derecho autónomo, aunque se encuentra íntimamente ligada al 
ejercicio de otros derechos como dde petición tic! de información. La solicitud dedocumentos por 
partede unos organismos estatales a sus similares, siempre quesea pertinente y hinja competencia 
por parte de la dependencia solicitante, está legitimada por el interés público que la función 
fiscalizadora encierra ti, por tanto, genera la correlativa obligación de tramitarla con la debida 
oportunidad. La persona que posesionada de un determinado empleo, corresponde como su 
función propia ladecjercer control i, vigilancia. Tiene el derechoa que se le permita actuary para 
hacerlo precisa de una suficiente información i, del conocimiento oportuno ij completo de los 
asuntos y documentos sobre los cuales recae su responsabilidad fiscalizadora. Tal derecho es 
tutelable si no hay mcd ioalternativodedefensaantc los jueces; pues, adcmnás de/de petición, está 
comprometida la efectividad de otro derecho que esta Corte ha estimado fundamental cual ese! 
señalado en el artículo 40 de la Constitución. Una de las expresiones de éste ese! desempeño de 
funciones y cargos públicos que resulta de imposible goce cuando hay perturbaciones como las 
denunciadas por la petente en este caso. 

DERECHO DEPETICION-Naturaleza 

La sola orden dada por el superiora sus inferiores en lo referente al trámite de un asunto a su 
cargo provocado por la presentación de ¡imia solicitud de persona particular o de entidad 
fiscalizadora, no satisface por sí misma el derecho de petición ni tampoco representa curso 
adecuado a las solicitudes o requerimientos de los organismos de control. La naturaleza y los 
fumes del derecho -si se trata de lo primero- y la eficiencia de la función pública -si la hipótesis 
es la segunda- demandan de/funcionario que recibe la petición o de aquél a quien se dirige el 
requerimiento una especialdiligencia, no sólo Cmi la ejecución de actos internos que conduzcan a 
la resolución del asunto objctodel interés mmiamm ifestado por la persona u organismo solicitante simio 
en la respuesta a éste respecto del trámite que se ha dado a lo pedido. 
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ACCION DE TUTELA-Objeto 

Siendo la acción de tu tela iiii inccan isnio que tiene por objeto la expedición de u no orden para 
quca qué! contra quien se intenta actúeoseabstenga de hacerlo; la evolución de los acontecimien-
tos en el caso que se examnia hace innecesario cualquier mandato judicial enderezado a la 
protección actual del derecho violado. 

SERVIDOR PUBLICO-Deberes 

Los servidores públicos "están al servicio del Estado yde la comunidad­,lo cmii es corroborado 
para todas las ramas ijdependencias del poder público, a ciiyo tenor "los diferenfc órganos del 
Estado tienen funciones separadas pero colaboran armónicamente para la realización de sus 
fines". Específicamente en cuanto a la función administrativa, declara el artículo 209 de la 
Constitución que ella "está al servicio de los intereses generales", razón por la cual "las 
autoridades administrativasdeben coordinarsus actuaciones para el adecuado cumplimiento de 
los fines del Estado". 

Sala Quinta de Revisión. 

Ref.: Expediente NI T-6440. 

Luz Marina Motta de Manrique contra el Gobernador Departamental del Huila. 

Magistrados: Drs. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Ponente; HER-
NANDO HERRERA VERGARA y ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO. 

Santafé de Bogotá, D. C., cuatro (4) de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993). 

Procede la Sala Tercera de Revisión a efectuar el análisis del fallo proferido por el 
honorableConsejo de Estado en el asunto de la referencia, en virtud del cual éste decidió 
revocar la sentencia pronunciada por el Tribunal Administrativo del Huila que había 
concedido la tutela solicitada. 

1. ANTECEDENTES 

LUZ MARINA MOTTA DE MANRIQUE como ciudadana colombiana y también 
en su calidad de Contralora General del Departamento del Huila, instauró acción de 
tutela contra JULIO ENRIQUE ORTIZ CUENCA, Gobernador del mismo Departa-
mento, por considerar vulnerado su derecho de petición y su derecho-deber de 
fiscalización, propio del cargo que desempeña. 

Los hechos que originaron la presente acción pueden exponerse de la siguiente 
forma: 

- La peticionaria le expresó al señor Gobernador del Huila su decisión de abstenerse 
de participar en las sesiones del Consejo de Gobierno, por estimar que su presencia 
comprometería la independencia que debía mantener, por ser de su cargo el ejercicio 
de la función fiscalizadora. 

Así mismo, en escrito presentado el día 4 de agosto, solicitó a dicho funcionario que 
remitiera a la Contraloría copias de todas las actas correspondientes a las reuniones 
llevadas a cabo desde el meS de enero hastá la fecha en que formulaba la petición y  de 
las que se realizaran en lo sucesivo, alegando que en dichas reuniones se toman 
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decisiones y se aprueban operaciones sujetas al control posterior que constitucional-
mente compete a la Contraloría Departamental. 

- Ante la falta de respuesta al anterior pedimento, la doctora Luz Marina Motta de 
Manrique decidió reiterar su solicitud, mediante oficio del 13 de julio del mismo año. 

- El Gobernador, en oficio número 382 del 19 de agosto de 1992, dirigido al Tribunal 
Administrativo del Huila -al cual correspondió decidir en primera instancia sobre la 
acción en referencia- expuso que tan pronto se recibieron las solicitudes contenidas en 
oficios del 16 de junio y  del 13 de julio de 1992, "le ordené al Secretario del Consejo de 
Gobierno, doctor Yunda Penagos, tramitar la expedición de las copias pedidas por la 
señora Contralora". 

Agregó que "de acuerdo con el escrito del doctor Yunda Penagos, las copias de las 
actas se encuentran en la Secretaría del Consejo de Gobierno, sin que hasta la fecha 
ningún funcionario (de la Contraloría) haya venido a retirarlas". 

- La peticionaria aportó al proceso un escrito de fecha 2() de agosto con el cual remite 
el oficio del día 14 del mismo mes, mediante el cual el Secretario del Consejo de Gobierno 
le informa que las fotocopias solicitadas fueron expedidas oportunamente sin que 
hubieran sido retiradas por la demandante. 

Al respecto la Contralora del Departamento del Huila estima que "es obvio que el 
presuroso y  extemporáneo oficio adjunto, recibido en el despacho el 14 de agosto del 
corriente año en las horas de la tarde, tuvo como causa la interposición de la presente 
acción, y como fin dar respuesta a los eventuales requerimientos de ese despacho; tanto 
así, que nunca se me dio a conocer, por el señor Gobernador, el destino de mis 
solicitudes, las cuales y  aún hasta el día de hoy, a pesar de mis requerimientos, no han 
sido satisfechas". 

II. DECISIONES JUDICIALES 

El Tribunal Administrativo del Huila decidió, por medio de providencia calendada 
el veinticuatro (24) de agosto de mil novecientos noventa y  dos (1992), concederla tutela, 
con base en las siguientes consideraciones: 

- No duda la Sala sobre la orden impartida por el Gobernador al Secretario del 
Consejo de Gobierno en sentido de expedir las copias solicitadas, de acuerdo con el 
informe rendido por este funcionario, bajo la gravedad de juramento, el día 19 de agosto 
de 1992. Pero no puede tenerse como satisfecha la petición reiterada de la Contraloría 
Departamental con la afirmación hecha por el Secretario del Consejo de Gobierno en 
torno a que las copias estaban a su disposición, porque teniendo en cuenta los términos 
empleados en las solicitudes de la funcionaria, debieron haber sido remitidas oportu-
namente a su despacho, máxime si se había puesto de presente la importancia de tales 
documentos para el ejercicio del control fiscal. 

- Cuando la demandante requirió por segunda vez la expedición de copias, el señor 
Gobernador ha debido tomar las medidas pertinentes para que la orden dada al doctor 
Jaime Yunda Penagos se cumpliera. Además, como las dos peticiones iban dirigidas al 
mandatario seccional, ha debido contestarlas o informar a la interesada lo pertinente, 
conforme a lo preceptuado en el artículo 6-del Código Contencioso Administrativo. 
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Concluye diciendo el Tribunal que esta conducta omisiva de la Administración 
Departamental viola el derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitu-
ción Nacional. 

Impugnado el anterior fallo por el Gobernador del Huila, el Consejo de Estado 
asumió el conocimiento del proceso en segunda instancia y  por medio de sentencia del 
seis (6) de octubre de mil novecientos noventa y  dos (1992), revocó la decisión del 
Tribunal Administrativo. 

Aquella alta Corporación de justicia realizó el siguiente análisis jurídico: 

- Lo que pretende la señora Contralora no es propiamente la protección de un 
derecho fundamental, sino que se le permita o facilite el ejercicio de las funciones 
públicas que la Constitución y  la ley le han atribuido. 

La demandante debió acudir entonces a los mecanismos previstos en la ley, en los 
casos en que una autoridad entorpezca el ejercicio de las funciones de otra. 

-E nipero,  como la peticionaria también formula la acción de tutela como ciudadana 
en ejercicio, es necesario estudiar la solicitud desde otra perspectiva. 

El Tribunal no apreció debidamente las pruebas recaudadas en el proceso, pues se 
deduce del informe rendido bajo la gravedad del juramento por el Gobernador, que se 
ordenó la expedición de las copias solicitadas y que éstas quedaron a disposición de la 
señora Luz Marina Motta de Manrique. 

Agrega el Consejo de Estado: 

"Tampoco se compadece la solución dada por el Tribunal con la seriedad que debe 
primar en el manejo de estos instrumentos constitucionales extraordinarios, ya que no 
puede fundamentarse un amparo como el aquí otorgado, en el hecho de que si la 
peticionaria, en una interpretación caprichosa del derecho que le asistía, estimó que no 
debía ir oenviar a funcionarios de su dependencia a retirarlas copias de los documentos 
requeridos, porque el Gobernador estaba obligado a llevárselas o hacer que le llevaran 
a su despacho, debía entenderse vulnerado el derecho de petición y  porque como lo 
afirma el Tribunal: 'teniendo en cuenta los términos de las solicitudes cuestionadas lo 
normal era remitirlas oportunamente a la peticionaria, máxime que ésta había argumeli-
tado la importancia de tales copias para el ejercicio del control fiscal, lo cuales innegable 
conforme al art. 268 de la C. N. aplicable por disposición del inciso sexto del art. 272 
ibidem' (fi. 30). 

"La anterior no es una afirmación gratuita de la Sala sino que salta a la vista de los 
documentos que obran en el expediente, pues ante el segundo memorial enviado al 
Tribunal por la Contralora y del cual se transcribieron unos apartes surge la pregunta 
de porqué dicha funcionaria habiendo recibido el oficio suscrito por el doctor Yunda 
Penagos, enel que le informaba que las copias de los documentos solicitados estaban a su 
disposición, no envió a alguno de sus colaboradores a retirarlos y en cambio sí procedió 
a redactar nuevo memorial diciéndole al Tribunal que hasta la fecha no le han sido 
satisfechos sus peticiones, porque el hecho de que los documentos se encuentran a su 
disposición no implica que se le hayan entregado, puesto que 'obviamente deben hallarse 
a mi disposición y de cualquier ciudadano «todos» los documentos públicos (fi. 16)' 
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III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

Habida cuenta de su competencia, según lo preceptuado en el artículo 86 de la 
Constitución Nacional y en el Decreto 2591 de 1991, entra la Corte a revisar los fallos 
proferidos en relación con las sentencias mencionadas. 

Acceso oficial a los documentos públicos. 

La posibilidad de acceder a los documentos públicos, reconocida constitucional-
mente a toda persona (art. 74C. N.), tiene un carácter de derecho autónomo, aunque se 
encuentra íntimamente ligada al ejercicio de otros derechos como el de petición y  el de 
información, según ya lo ha establecido esta Corte. (Cfr. Sentencia NT-493 de fecha 28 
de julio de 1992. Magistrado Ponente: Dr. Ciro Angarita Barón). Ella representa, a la vez 
que un mecanismo enderezado a la protección de los intereses individuales o colectivos, 
una forma de verificación por parte de los gobernados sobre el sentido y el alcance de 
las actuaciones de gobernantes y funcionarios públicos, por lo cual es factible entenderlo 
también como instrumento mediante el cual se logra realizar el derecho a participar en 
la conformación, ejercicio y  control del poder político, consagrado en el artículo 40 de 
la Carta, elemento que a su vez resulta esencial dentro del concepto de la democracia 
participativa (art. -III C. N.). 

Vistas así las cosas, esta garantía puede ser objeto de defensa judicial por la vía del 
artículo 86 superior, dada su necesaria conexidad con el ejercicio de derechos funda-
mentales como los enunciados. 

Ahora bien, cosa distinta es el acceso oficial a los documentos públicos, que está 
vinculada a la fiscalización de la gestión administrativa y que se fundamenta en 
principios y manda tos constitucionales aplicables tanto al orden nacional como al nivel 
de los departamentos, distritos y  municipios (artículos 267 y  272 de la Carta). En estos 
casos el acceso a los documentos públicos adquiere un valor esencial que trasciende la 
pura esfera del beneficio individual o de grupo y  que se inscribe dentro del campo de 
los deberes y obligaciones de quienes tienen a su cuidado las delicadas funciones de 
manejar los bienes e intereses colectivos y  de vigilar y  controlar ese manejo. 

En hipótesis como la descrita en la demanda no estamos únicamente ante el ejercicio 
del derecho de petición, que busca dar curso a la inquietud o al interés particular o 
general del gobernado frente a la autoridad pública (aunque el petente también lo sea), 
haciendo que se le deba responder y  brindarle pronta resolución (artículo 23 C. N.), sino 
que se trata fundamentalmente de actuaciones de una autoridad en relación con otra 
para los efectos del ejercicio de una función fiscalizadora. 

La solicitud de documentos por parte de unos organismos estatales a sus similares, 
siempre que sea pertinente y haya competencia por parte de la dependencia solicitante, 
está legitimada por el interés público que la función fiscalizadora encierra y, por tanto, 
genera la correlativa obligación de tramitarla con la debida oportunidad. Obsérvese 
que, en principio, ya no está en Juego el bien personal de quien ejerce el cargo, es decir, 
el del servidor estatal como individuo, sino que se halla comprometido el bien público. 

Ello hace que, por encima de rencillas y pugnas entre funcionarios y dependencias 
oficiales, sean éstas de gestión o de control, deba prevalecer el interés común, aquí 
representado en el cabal funcionamiento de los órganos estatales, el cual se hace 
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imposible en un clima de pugnacidad dentro del cual unos servidores públicos obsta-
culicen a los otros el ejercicio adecuado de sus atribuciones y  competencias. 

En relación con lo dicho, no puede perderse de vista que, como bien lo entendió en 
la sentencia que se revisa el h. Consejo de Estado, una persona puede invocar, además 
de su investidura, su derecho ciudadano, que merece protección por mandato constitu-
cioiial aunque no se os tente cargo alguno. Mal podría desecharse la invocación quehaga 
la persona -como acontece en el caso subexami,ie- endemlinda de protección a su propio 
derecho, el cual puede verse lesionado además del interés público controvertido si 
-como aquí sucede- la obstrucción a la actividad oficial también significa bloqueo al 
derecho que se tiene a formular peticiones ante las autoridades o a desempeñar 
cabalmente una función pública. 

Así, por lo que atañe a situaciones como la planteada en este proceso, aparte del 
deber que tiene el servidor del Estado en cuanto a la atención de las peticiones 
respetuosas que le formulen los particulares Con el fin de acceder a los documentos 
oficiales no reservados (artículos 23 y 74 C. N.) y del acatamiento a las normas legales 
sobre suministro de ellos a otras dependencias estatales, debe considerarse también la 
perspectiva dela persona a quien, posesionada deundeterminado empleo, corresponde 
como su función propia la de ejercer control y  vigilancia. Ella tiene el derecho a que se 
le permita actuar y  para hacerlo precisa deuna suficienteinformación y  del conocimien-
to oportuno y  completo de los asuntos y  documentos sobre los cuales recae su 
responsabilidad fiscalizadora. Tal derecho es tutelable si no hay medio alternativo de 
defensa ante los jueces, pues, además del de petición, está comprometida la efectividad 
de otro derecho que esta Corte ha estimado fundamental cual es el señalado en el artículo 
40 de la Constitución. Una de las expresiones de éste es el desempeño de funciones y 
cargos públicos (numeral 71!), que resulta de imposible goce cuando hay perturbaciones 
como las denunciadas por la petente en este caso. 

En el proceso que nos ocupa, el material probatorio permite establecer que el 
Gobernador del Huila recibió desde el 17 de junio de 1992 solicitud escrita de la 
Contralora Departamental, en el sentido de que fueran enviadas a su despacho copias 
de las actas correspondientes alas reuniones del Consejo de Gobierno, "por cuanto en 
ellas se toman decisiones y  se aprueban operaciones sujetas al control posterior que nos 
corresponde ejercer". 

Ante la ausencia de respuesta, la Contralora envió una nueva comunicación al Jefe 
de la Administración Departamental insistiendo en la solicitud (oficio del 13 de julio de 
1992) y  el 10 de agosto instauró acción de tutela ante el Tribunal Administrativo del 
Huila. 

Unicamente como consecuencia de la acción, aunque el Tribunal aún no se había 
pronunciado, el Secretario General de la Gobernación informó por primera vez a la 
peticionaria lo siguiente: 

" ... inmediatamenterecibióel señor Gobernadorcada una deestas solicitudes, les dio 
curso a mi despacho con la instrucción de que fueran atendidas. 

Fue así como enseguida se expidieron las copias solicitadas y se han seguido 
expidiendo cada vez que dicho cuerpo ha dado su aprobación a las actas de sus 
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reuniones. Desde entonces están a su disposición en esta Secretaría, sin que hasta el 
momento ningún funcionario de su dependencia haya venido a retirarlas". 

Puede verse cómo, si acaso enel interior dela Gobernación, hubo -como lo manifiesta 
el Secretario- una orden emanada del mandatario seccional en el sentido de atender el 
requerimiento de la Contralora, ésta no recibió noticia alguna de ello y  tan sólo a raíz de 
la demanda de tutela se le puso de presente que las copias pedidas habían estado 
siempre a su disposición. 

A este respecto debe señalarse que la sola ordendada por el superiora sus inferiores, 
en lo referente al trámite de un asunto a su cargo provocado por la presentación de una 
solicitud de persona particular o de entidad fiscalizadora, no satisface por sí misma el 
derecho de petición ni tampoco representa curso adecuado a las solicitudes o requeri-
mientos de los organismos de control. La naturaleza y  los fines del derecho -si se trata 
de lo primero- y  la eficiencia de la función pública -si la hipótesis es la segunda-
demandan del funcionario que recibe la petición o de aquél a quien se dirige el 
requerimiento una especial diligencia, no sólo en la ejecución de actos internos que 
conduzcan a la resolución del asunto objeto del interés manifestado por la persona u 
organismo solicitante sino en la respuesta a éste respecto del trámite que se ha dado a 
lo pedido. Por ejemplo, en el caso sub lite, lo menos que podía esperar la Contralora era 
una comunicación de la Gobernación en la cual se le informara de la orden ya impartida 
y de la disponibilidad que tenía sobre la documentación solicitada. La conducta 
silenciosa del Gobernador frente a la solicitud unida al transcurso del tiempo sin que se 
produjeran actos positivos y concretos en relación con la petición, hizo creer ala petente 
-como era natural que ocurriera- que no tendría acceso a los documentos por ella 
requeridos, lo cual explica que hubiese instaurado la acción de tutela. 

Pero -claro está- una vez enterada de esa disponibilidad, la Contralora ha debido 
ejercer a plenitud su función de fiscalización haciendo uso de la vía más expedita para 
acceder en efecto a los documentos que había solicitado, sin supeditar ese deber a la 
resolución que se adoptara en materia de tutela. 

Ahora bien, para la fecha de este fallo y  aun al momento de resolverse sobre la tutela 
en primera instancia, las circunstancias de las cuales se partió han sufrido sustancial 
modificación, pues, según el expediente ya la Contralora Departamental del Huila, 
recibió el aviso proveniente de la Secretaría General de la Gobernación en el que se le 
informa que las actas solicitadas se encuentran a su disposición. Lo relativo a la 
definición de si debe enviar por ellas ole tienen que ser remitidas a su despacho, resulta 
indiferente en cuanto se relaciona con el ejercicio de la función de control y particular-
mente con el necesario acceso a los documentos que estimaba indispensables para tal 
efecto. Este punto no debe obstaculizar el interés común ya subrayado, que está de por 
medio en este caso y  que se sobrepone a cualquier diferencia momentánea entre 
funcionarios. 

La Corte Constitucional procedería a conceder la tutela impetrada, revocando la 
decisión de segunda instancia, de no ser por el hecho de que, siendo la acción de tutela 
un mecanismo que tiene por objeto la expedición de una orden para que aquel contra 
quien se intenta actúe o se abstenga de hacerlo (artículo 86 C. N.), la evolución de los 
acontecimientos en el caso que se examina hace innecesario cualquier mandato judicial 
enderezado a la protección actual del derecho violado. 
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En consecuencia, habrá de confirmarse la providencia del h. Consejo de Estado, 
adicionándola en el sentido de prevenir tantt al Gobernador como a la Contralora 
acerca de su comportamiento futuro en la materia aludida, pues las peculiares 
características del caso permiten concluir que dificultades fácilmente superables entre 
las dos dependencias oficiales han sido llevadas por una y por otra a innecesarios 
choques que perjudican en alto grado los intereses del servicio público y  atentan 
claramente contra los principios de eficacia y  celeridad que deben presidir la función 
administrativa.  

En lo que concierne a la realización de principios constitucionales sobre este 
particular es pertinente recordar que los servidores públicos, según las voces del 
artículo 123 de la Carta, "están al servicio del Estado y de la comunidad", lo cual es 
corroborado para todas las ramas y  dependencias del poder público, por el artículo 113 
ibjdeni, a cuyo tenor "los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas pero 
colaboran armónicamente para la realización de sus fines". Específicamente en cuanto 
a la función administrativa, declara el artículo 209 de la Constitución que ella "está al 
servicio de los intereses generales", razón por la cual "las autoridades administrativas 
deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del 
Estado". 

En vista de las anteriores consideraciones, la Sala Quinta de Revisión de la Corte 
Constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y  por mandato de la 
Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR, pero porlas razones expuestas eneste fallo, la sentencia del 
seis (6) de octubre de mil novecientos noventa y dos (1992), por medio de la cual el 
Consejo de Estado revocó la de primera instancia y decidió negar la tutela solicitada. 

Segundo. PREVENIR al Gobernador del Huila ya la Contralora del mismo depar-
tamento para que, en el cumplimiento de las funciones públicas de gestión y de control 
fiscal que les corresponden, eviten situaciones como las que han dado lugar al presente 
proceso y coordinen entre sílos esfuerzos tendientes a lograr los fines del Estado dentro 
de los principios constitucionales de eficacia y  celeridad y teniendo en cuenta que la 
función administrativa y  el control fiscal deben estar al servicio de los intereses 
generales. 

Tercero. Por Secretaría, LIBRESE comunicación en la forma y para los efectos 
previstos en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y  cúmplase. 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Presidente de la Sala 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-101 
de marzo 8 de 1993 

MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL-Eficacia/ADOPCION 

Entendida la acción como parte integrantedel ordenamiento jurídico, su aplicación sólo tiene 
lugar, dentro de la gama de medios que aquel ofrece para la realización de los derechos de las 
personas, cuando no exista alguno que resulte idóneo para proteger de manera inmediata i 
objetiva el que aparece vulnerado o amenazado, por virtud de una acción u omisión de una 
autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ¡el,,; es decir, cuando ei afectado 
nodisponede otro mnediode defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. Por lo tanto, la disponibilidad del otro medio judicial que puede 
ser usado para la defensa del derecho afectado ha de ser apreciada en concreto, teniendo en cuenta 
las condiciones del caso en particu lar íi las circunstancias especificas en que se halle el peticionario. 
La peticionaria aun dispone de otros medios ordinarios para defendersu derecho, comoel recurso 
extraordinario de revisión, que de prosperar, invalidaría la sentencia que dcc retó la adopción. 

ACCION DETUTELA-Naturaleza 

La acción de tutela no es un mecanismo adicional ni alternativo a los consagrados por la 
legislación ordinaria para la protección de los derechos de las personas. Su función está 
expresamente señalada , definida tanto por el artículo 86 de la Carta como por el Decreto 2591 
de 1991. Se trata de un procedimiento preferente u/sumario para la protección inmediata de los 
derechos con st itucionalesfundamcntales cuandoqu ¡era queéstos resulten vulnerados o aniena-
zados 

ulneradosoamena-
zados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en los casos 
previstos por la lei. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvo que se utilice com,io fnccamnsmno transitorio para evitar un perjuicio 
irreniediable. De allí que en varias oportunidades la Corte ha resaltado el carácter subsidiario de 
la acción de tutela como uno de sus elementos esenciales. 

Ref.: Expediente N T-5757. 

Peticionaria: Bexi Esther Daza Daza. 
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Procedencia: Juzgado Civil Municipal de San Juan del Cesar, Guajira. 

Magistrado Ponente: Dr. JORGE ARANGO MEJIA. 

Aprobado por Acta N1  1, en Santafé de Bogotá D. C, a los ocho (8) días del mes de 
marzo de mil novecientos noventa y tres (1993). 

Procede la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 
Magistrados Jorge Arango Mejía, Antonio Barrera Carbonell y Eduardo Cifuentes 
Muñoz, a revisar el fallo proferido por el Juzgado Civil Municipal de San Juan del Cesar, 
el día 17 de septiembre de 1992, en el proceso de Tutela N1  T-5757, adelantado por la 
señora BEXI ESTHER DAZA DAZA, identificada con la cédula de ciudadanía N 
56.074.863 de San Juan del Cesar, quien actúa en su propio nombre. 

El negocio llegó al conocimiento de esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional 
por la vía ordinaria de la remisión que hizo el Juzgado Civil Municipal de San Juan del 
Cesar, en virtud de lo ordenado por el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y33 del Decreto citado, la Sala 
de Selección de la Corte eligió para efectos de revisión la presente acción de tutela, por 
lo cual se entra a dictar sentencia. 

1. INFORMACION PRELIMINAR 

Hechos de la demanda. 

Según la demandante, los hechos que motivaron la formulación de la presente 
acción fueron los siguientes: 

1. El día 22 de julio de 1991, la peticionaria dio a luz una niña, siendo atendida 
durante el parto por la enfermera Amaury Fragozo Oñate, quien le sustrajo a su hija. 
Recuperada del parto, acudió a la Oficina Regional del Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar a informar su caso y a solicitar ayuda para recuperar a la niña. Fue 
citada en repetidas ocasiones durante el término de dos (2) meses a dicho despacho, sin 
que se le definiera nada sobre el particular. 

2. En el mes de octubre regresó ala Oficina de Bienestar Familiar donde le dieron una 
nueva cita a la cual no pudo asistir por imposibilidad física, originada en la negativa de 
su padre a permitirle la salida de su casa para atender la citación, lo mismo que en la 
conducta asumida por los propietarios de los automóviles que pasaban por el lugar de 
su domicilio en negarse a llevarla a esas dependencias. 

3. La peticionaria debió abandonar por un tiempo la pretensión de recuperar a su hija 
por amenazas provenientes de la señora Ainaury Fragozo, quien le decía que si seguía 
insistiendo en el reclamo, se lo diría a su padre, y que si éste moría era responsabilidad 
suya. En vista de esto, abandonó su reclamo hasta unos días después de la muerte de su 
padre, cuando recurrió nuevamente a la Oficina de Bienestar Familiar donde le 
manifestaron que su hija se encontraba en, proceso de adopción, y que ella ya había 
perdido el derecho sobre ella. 

La peticionaria en ejercicio de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la 
Constitución Nacional y  regulada por el Decreto 2591 de 1991, mediante escrito del 7 de 
septiembre de 1992, solicitó al Juzgado Civil Municipal de San Juan del Cesar la 
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protección inmediata de algunos de sus derechos fundamentales, a fin de que los 
mismos se le restablecieran para poder ejercer sus derechos como madre y  tenerbajo su 
techo a su hija, la cual le había sido "raptada" (sic). Estos derechos le fueron vulnerados 
por parte del Defensor de Familia del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
Regional Centro Zonal Dos Fonseca, Guajira. 

II. DECISION JUDICIAL OBJETO DE REVISION 

ElJuzgado Civil Municipal de San Juan del Cesar, por sentencia del l 7de septiembre 
de 1992, no accedió a la petición formulada, con fundamento en las siguientes conside-
raciones: 

1. Revisada la actuación surtida por el Instituto de Bienestar Familiar, Centro Zonal 
Dos Fonseca, Guajira, ésta se encuentra ajustada a un procedimiento administrativo 
regulado por el Decreto 2737 de 1989, en el cual la acciona nte pudo intervenir por haber 
sido vinculada a él para impugnar los actos administrativos que considerara lesivos a 
sus intereses. 

2. No puede señalarse la actividad de la Defensoría de Menores como omisiva pues, 
por el contrario aparece diligente, ya que en ejercicio de sus funciones, y observando el 
estado de abandono en que se encontraba la menor, procedió a procurar su vinculación 
a un núcleo familiar de que carecía, hasta culminar su actuación con la notificación de 
la sentencia de adopción emitida por el Juzgado Promiscuo de Familia de San Juan del 
Cesar, el día 25 de mayo de 1992, por medio de la cual se integró a la menor a la familia 
Atencio Fragozo. 

3. Llama la atención el Juzgado sobre la afirmación de la solicitante en el sentido de 
que su hija le fue "raptada" por la señora Amaury Fragozo, pues de ser cierto tal hecho 
a mós de ser un hecho moralmente reprobable, puede ser objeto de una investigación 
penal. Tal situación obliga al funcionario a poner el hecho en conocimiento de la 
autoridad competente para que se inicie la respectiva investigación. 

4. Finalmente, advirtiendo el Juzgado la existencia de la sentencia de adopción, 
considera pertinente poner en conocimiento de la accionante la procedencia del recurso 
de revisión contra dicho fallo, de configurarse algunas de las causales que el Código de 
Procedimiento Civil consagra para ello. 

Por las razones expuestas, el Juzgado resuelve no acceder a la acción de tutela 
reclamada por la solicitante. 

Por no haberse impugnado la anterior decisión, el proceso fue remitido a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión y, al haber sido seleccionado, correspondió a 
esta Sala su conocimiento. 

III. PRUEBAS SOLICITADAS POR LA CORTE CONSTITUCIONAL EN LA REVI-
SION 

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, la Corte 
con el propósito de obtener un mejor conocimiento de los argumentos invocados por la 
peticionaria, decidió solicitar al Defensor de Familia de la Regional Guajira, Centro 
Zonal Dos Fonseca, doctor Iván Javier Rodríguez Bolaño, informar acerca de los hechos 
que a continuación se mencionan: 
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1 Pregunta: "Conqué fundamentos se expidió la Resolución NOO9 del 6 d marzo 
de 1992, por medio de la cual se declaró el estado de abandono de la menor Yeritza 
Paulina Daza Daza y  se dejó al cuidado del hogar compuésto por Efraín Orlando Atencio 
y Amaury Esther Fragozo?". 

Respuesta: "1. Fundamentos de hecho: (...) c) En la declaración rendida ante esta 
Defensoría de Familia por la señora Amaury Esther Fragozo Oñate, manifestó que la 
menor en referencia se la había entregado voluntariamente su madre biológica, Bexi 
Daza Daza, aduciendo sentir rechazo por la menor Yeritza Paulina desde el momento 
de su nacimiento y  aún desde que se encontraba en su vientre debido a los constantes 
conflictos familiares con sus padres quienes también la rechazaban, y que además el 
presunto padre biológico de la menor negó la paternidad, respondiendo en igual forma 
a tales rechazos; 

"d) En varias oportunidades se citó a la señora Bexi Daza Daza, hasta que el día 27 
de septiembre de 1991 compareció a este Despacho mostrándose renuente a que se le 
tomara declaración, razón por la cual se hizo seguimiento de historia socio-familiar; 
durante la entrevista realizada personalmente por el suscrito Defensor de Familia, 
manifiesta la señora Bexi Daza Daza poco interés en tener el cuidado personal de su 
menor hija, debido a presiones familiares y constantes amenazas por parte de sus 
padres, hasta el punto de mostrar desquiciamiento en dichas relaciones que no le 
permitían atender adecuadamente a Yeritza Paulina y fue por ello que no se tomó la 
molestia de ver a la menor en el momento de nacer y decidió regalarla a la señora 
Amaury Esther Fragozo Oñate por cuanto la vida de la menor corría peligro; se observó 
en la referida entrevista poca afectividad e inestabilidad emocional de la señora Bexi 
Daza Daza hacia su menor hija. 'De ello hay constancia en el informativo'. Como 
tampoco se preocupó por ver a la menoro tener contactocon ella mientras se encontraba 
en el hogarde los esposos Fragozo Atencio quienes nunca se negaron a que ésta pudiera 
mantener sus vínculos yderechos afectivoscomo madre, frentea los derechos de su hija. 
Así mismo se le hicieron a la señora Bexi Daza Daza ciertas observaciones y recomen-
daciones, sobre las consecuencias que podría originar su negativa en tenerla custodia 
y cuidado personal de su menor hija (...)". 

"O Mediante visita social practicada por la licenciada Ruth Ravelo Santana, trabaja-
dora social de este Centro Zonal, el día 21 de enero de 1992, a la residencia de la familia 
Daza Daza, se pudo constatar según dictamen social, que la señora Bexi Daza Daza 
mostró desinterés y falta de afecto hacia la menor Yeritza Paulina, rechazando con su 
comportamientude mantener real mentea su ladoa su menorhija, dada voluntariamen-
te a la familia que hoy la tiene, respondiendo en igual forma los abuelos maternos". 

"h) Mediante edicto emplazatorio publicado el día 22 de febrero de 1992, página 8D 
del diario El Heraldo, secitó a la señora Bexi Daza Daza para que se hiciera presente en 
el proceso de investigación administrativa que cursaba en este Despacho a favor de la 
menor Yeritza Paulina, por haberse perdidoelcontacto con la madre y jamás compareció 
a este llamado". 

2. Pregunta: "Si el doctor Iván Javier Rodríguez Bolaño, en su calidad de Defensor 
de Familia del Centro Zonal Dos Fonseca, conocía desde un comienzo las circunstan-
cias por las que atravesaba la señora Bexi Esther Daza Daza, las cuales constituyen el 
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objeto de la tutela en referencia, y  si es así, sírvase indicar las razones que motivaron su 
concepto favorable para recomendar la adopción de la menor en favor del hogar 
formado por Efraín Orlando Atencio y  Amaury Esther Fragozo?". 

"2. Como ya se dijo antes, esta Defensoría una vez perfeccionada la investigación y 
evacuado todo el acervo probatorio del informativo, pudo estabicceren su oportunidad 
según estudios socio-familiares, visitas domiciliarias y  entrevistas personales, que la 
menor no fue raptada (sic) del seno de su hogar, y no como olímpicamente lo ha 
manifestado y  ha querido demostrar la accionanteen su tutela, todo ello obedece a que 
la señora Bexi Daza Daza rechazó desde el primer día del nacimiento a su menor hija, 
y a tener la responsabilidad del cuidado personal de Yeritza Paulina Daza Daza, así 
como también sus familiares más cercanos, y fue así como esta Defensoría tomó la 
medida de protección que en esos momentos protegiera los intereses de la referida 
menor, ya que las personas llamadas por ley a brindarle legalmente su crianza y 
educación, se encontraban rotundamente negándose a tales circunstancias". 

"Jamás dentro del proceso se estableció que la menor fue objeto de secuestro o rapto 
(sic). Desde un comienzo se conocieron los hechos narrados en este memorial cuestión 
queignora el Despacho, por cuanto tal situación de rapto (sic) no la expuso la señora Bexi 
Daza Daza como tampoco se demostró en el expediente, por las razones aludidas". 

3. Pregunta: "Si tuve) conocimientodelos hechos por los queel mismo día del parto 
en que nació la menor Yeritza Paulina Daza Daza, la señora Amaury Fragozo Oñate en 
su calidad de enfermera, presuntamente según los hechos invocados por la accionante, 
tomó a la menor sustrayéndola de los brazos de su madre y llevándosela con ella lejos 
de su verdadero hogar ?". 

"3. Insisto en que la señora Amaury Esther Fragozo Oñate, según hechos averigua-
dos por esta Defensoría, no tomó arbitrariamente a la menor Yeritza Paulina de los 
brazos de su madre. Si lo hizo fue bajo la voluntad y  consentimiento de la madre 
biológica asícoino de sus abuelos maternos. Sintiendo un llamado ciudadano la señora 
Amaury Esther Fragozo Oñate se dignó en trasladarse hasta este Centro Zonal y puso 
en conocimiento los hechos ya señalados en su oportunidad. Mal podría decirse 
entonces que la menor fuera objeto de rapto por parte de la señora Amaury Esther 
Fragozo Oñate". 

Asímismo, la Corte solicitóal Juzgado Promiscuo de Familia de San Juan del Cesar, 
el envío de copias del proceso de adopción de la menor Yeritza Paulina Daza Daza, 
seguido por Efraín Orlando Atencio y  Amaury Esther Fragozo Oñate. 

Mediante Oficio N 144 del 5 de febrero de 1993, el mencionado Juzgado hizo llegar 
a la Corte copias auténticas del proceso. 

IV. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

A. Competencia. 

Es competente esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional para proferir 
sentencia en relación con el fallo dictado por el Juzgado Civil Municipal de San Juan del 
Cesar, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 inciso tercero y 241 numeral 
9de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 33,34,35 y36 del Decreto 
2591 de 1991. 
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Además, su examen se hace por virtud de la selección que de dicha providencia 
practicó la Sala correspondiente y del reparto que se verificó en la forma señalada por 
el reglamento de esta Corporación. 

B. Procedencia de la acción de tutela en este caso. 

En consideración a los hechos relatados, esta Sala estima procedente dilucidar, a 
manera de aspectos previos fundamentales de su decisión, si en el presente caso existe 
otro medio de defensa judicial. De otra parte, conviene analizar las características 
esenciales de los derechos fundamentales de los niños. 

1. La acción de tutela: un remedio excepcional. 

Según disponeel artículo 86 dela Constitución,la acción de tutela no procede cuando 
el peticionario disponga de otro medio para la defensa judicial de su derecho, a menos 
que intente la acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicioirreniediable. 

Por su parte el artículo 61-'del Decreto 2591 de 1991 señala: 

"La acción de tutela no procederá: 

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquella 
se utilicecomo mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existen-
cia de dichos medios ser apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 
circunstancias en que se encuentra el solicitante...". 

El sentido de las disposiciones, tanto la norma constitucional como la legal, es el de 
subrayar el carácter supletorio del mecanismo, preservando así la integridad del 
ordenamiento jurídico como un todo armónico estructurado sobre la base de brindar a 
todas las personas medios eficaces de acceso a la administración de justicia para la 
defensa de los derechos que les corresponden, conforme a la Constitución y  las leyes. 

La acción de tutela no fue consagrada por el Constituyente de 1991 como un 
reemplazo o alternativa adicional a todos los procedimientos e instituciones existentes 
dentro del ordenamiento jurídicocolombiano, sino que tuvo su origen en la declaración 
contenida en el artículo 2  de la Constitución, según la cual uno de los fines esenciales 
del Estado es el de: "garantizar la efectividad de los derechos consagrados en la 
Constitución". 

De esa manera, entendida la acción como parte integrante del ordenamiento 
jurídico, su aplicación sólo tiene lugar, dentro de la gama de medios que aquel ofrece 
para la realización de los derechos de las personas, cuando no exista alguno que resulte 
idóneo para proteger de manera inmediata y objetiva el que aparece vulnerado o 
amenazado, por virtud de una acción u omisión de una autoridad pública o de 
particulares en los casos señalados porla ley: es decir, cuando el afectado no disponede 
otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable. 

Por lo tanto, la disponibilidad del otro medio judicial que puede ser usado para la 
defensa del derecho afectado ha de ser apreciada en concreto, teniendo en cuenta las 
condiciones del caso en particular y las circunstancias específicas en que se halle el 
peticionario. Pues la acción de tutela es un remedio excepcional, que no fue establecido 
para suplantar todos los procesos ordinariamente previstos por el legislador para 
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defenderlos derechos vulnerados. Si existeun medio diferente y eficaz en la legislación 
ordinaria, quien se considere agraviado debe acudir a éste, pues la acción de tutela es 
improcedente. 

En el presente caso estima la Corte Constitucional que, teniendo en cuenta las 
circunstancias en las cuales se encontraba la peticionaria, los hechos expresados en la 
solicitud de tutela y  las pruebas que aparecen dentro del expediente, el medio judicial 
señalado por el Juez que conoció en primera y  única instancia como apto para excluir 
la acción de tutela, es efectivamente idóneo para la protección de los derechos presun-
tamente vulnerados ala accionante: el recurso extraordinario derevisión, reglamentado 
por las normas de procedimiento civil, tal como lo señala el artículo 113 del Decreto 2737 
de 1989 (Código del Menor), el cual dispone: 

"Artículo 113. Podrá pedirse la invalidez dela sentencia que decreta la adopción, 
mediante el ejercicio del recurso extraordinario de revisión reglamentado en el Código 
de Procedimiento Civil". 

En cuanto a este mecanismo de defensa, el artículo 381 del Código de Procedimiento 
Civil (modificado D. E. 2282 de 1989, artículo 111), señala que "el recurso de revisión 
podrá interponerse dentro de los dos años siguientes a la ejecutoria de la respectiva 
sentencia". 

2. La acción de tutela no se instituyó para sanear los descuidos procesales. 

Como lo ha señalado esta Corte, la acción de tutela no es un mecanismo adicional 
ni alternativo a los consagrados por la legislación ordinaria para la protección de los 
derechos de las personas. Su función está expresamente señalada y definida tanto por 
el artículo 86 de la Carta como por el Decreto 2591 de 1991. Se trata de un procedimiento 
preferente y  sumario para la protección inmediata de los derechos constitucionales 
fundamentales cuando quiera queéstos resulten vulneradoso amenazados por la acción 
ola omisión decualquier autoridad pública, ode particulares en los casos previstos por 
la ley. Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, salvoque seutiliceconm mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. De allí que en varias oportunidades la Corte ha resaltado el carácter 
subsidiario de la acción de tutela como uno de sus elementos esenciales. 

En este sentido se pronunció esta Corte en Sentencia NI T-01 de abril 3 de1992,   Sala 
Tercera de Revisión: 

"Quien no ha hecho uso oportuno y adecuado de los medios procesales que la ley 
le ofrece para obtener el reconocimiento de sus derechos o prerrogativas, se abandona 
voluntariamente a las consecuencias de los fallos que le son adversos. De su conducta 
omisiva no es responsableel Estado, ni puede admitirse que la firmeza de los proveídos 
sobre los cuales el interesado noejerció recurso, constituya transgresión u ofensa a unos 
derechos que, pudiendo, no hizo valer en ocasión propicia. Es inútil, por tanto, apelar 
a la tutela, cual si se tratara de una instancia nueva y  extraordinaria, con el propósito de 
resarcir los daños causados por el propio descuido procesal". 

En el presente caso, se observa dentro del expediente que se revisa y en las pruebas 
obtenidas por esta Corporación, que durante el trámite de la solicitud de adopción que 
siguió el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, a través de la Regional Dos de 
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Fonseca, fue citada y requerida en repetidas ocasiones y por diversos medios, la señora 
Esther Daza Daza, para que se hiciera presente en las diligencias allí adelantadas e 
hiciera valer su condición de madre biológica, lo cual nunca llevó a cabo. De esa manera 
y como lo señala la Resolución N 009 del 6 de marzo de 1992, proferida por la entidad 
mencionada, se declaró en estado de abandono a la menor Yeritza Paulina Daza Daza, 
teniendo en cuenta entre otras consideraciones, "que seagotaron todos los recursos para 
localizar a los padres de la mentada menor sin obtener respuesta alguna por parte de 
éstos, por lo cual se ordena dejarla al cuidado del hogar Atencio-Fragozo, mientras se 
perfeccionaba el proceso de adopción". 

La anterior Resolución fue debidameilte notificada y  contra ella procedían tanto el 
recurso de reposición como el de apelación y el de queja, de los cuales pudo hacer uso 
la peticionaria afectada, pero que no ejercité por motivos que esta Corporación desco-
noce. 

Posteriorm elite dura nte el trámitedcadopción que se realizó en el Juzgado Promis-
cuo de Familia, se citó en repetidas ocasiones ala señora Bexi Esther Daza Daza, quien 
no se hizo presente en las respectivas diligencias, lo que llevó al Juzgado a decretar el 
día 25 de mayo de 1992, la adopción plena de la menor. En este caso también disponía 
la afectada de medios judiciales para la defensa de sus derechos, tal como lo señala el 
artículo 112 del Decreto 2737 de 1989, inciso 2: "La sentencia que resuelva sobre la 
adopción podrá ser apelada ante el Tribunal Superior del Distrito Judicial (...)". Pero 
tampoco este recurso fue interpuesto. 

3. Funciones del Defensor de Familia. 

De especial importancia es la función asignada a los Defensores de Familia en los 
casos de abandono. El artículo 36 del D. E. 2737 de 1989, establece: 

"Corresponde al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, por intermedio del 
Defensor de Familia del lugar donde se encuentre el menor, declarar las situaciones de 
abandono o de peligro, de acuerdo con la gravedad de las circunstancias, con el fin 
de brindarle la protección debida. Para este propósito, actuar de oficio o a petición de 
cualquier persona que denuncie la posible existencia de una de tales situaciones". 

Compete entonces al Defensor de Familia definir la situación de abandono, para lo 
cual debe, tan pronto tenga conocimiento de los hechos, abrir la correspondiente 
investigación y practicar las pruebas que sean necesarias tendientes a establecer las 
circunstancias que puedan configurar el abandono o peligro del menor. La ley lo faculta 
por tanto, para tomarlas medidas provisionales queasegurenla protección yasistencia 
del menor mientras se lleva a cabo la investigación, la cual culminará, en caso dequelas 
personas de quienes dependía la menor no se hicieren presentes durante las citaciones 
y diligencias ordenadas, con una resolución motivada que declarar la situación de 
abandono o peligro. 

Dentro de las medidas que el Estado, y  concretamente el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar a través de sus Defensores de Familia, puede tomar para darle 
protección y asistencia a los menores dcclhrados en situación de emergencia o abando-
no, se encuentra la figura de la adopción (Decreto 2737de 1989, art. 88). A través de ella 
se busca que estos menores tengan un hogar, una familia, que le dé la protección y 
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asistencia necesaria para garantizar su desarrollo arniónicoe¡ ntegral  y  el ejercicio pleno 
de sus derechos. 

Como se indicaba con anterioridad, declarada la situación de abandono o de peligro 
del menora través de resolución motivada por partedel Defensorde Familia, éste puede 
adoptar las medidas del caso para brindarle la protección y asistencia necesaria, como 
"ubicar" al menor en un hogar apropiado, previo el estudio social, económico y familiar 
de quienes habrán de tener su tenencia. 

En el presente caso, el Defensor de Familia de Dos Fonseca, después de investigar 
y determinar los hechos y  la situación en que se encontraba la menor Yeritza Paulina 
Daza Daza, procedió a declarar la situación de abandono de la menor, y a tomar las 
medidas tendientes a la protección de ésta, como fue dejarla al cuidado de la familia 
Atencio-Fragozo. 

Igualmente, durante todo el proceso deadopción, partiendo del estudio que llevó al 
Defensor de Familia a la declaración de abandono de la menor, el Juzgado Promiscuo 
de Familia de San Juan del Cesar decretó la adopción. La peticionaría en su calidad de 
madre biológica tuvo la oportunidad, en todas las instancias, de controvertir las 
decisiones adoptadas a través de los diversos medios judiciales consagrados para tales 
efectos, pero nunca hizo uso de ellos. No obstante lo anterior, aún dispone de otros 
medios ordinarios para defender su derecho, como el recurso extraordinario de revi-
sión, que de prosperar, invalidaría la sentencia que decretó la adopción. Esto, natural-
mente, suponiendo que exista una de las causales previstas en la ley, única razón que 
justificaría el cambio de la situación creada por la sentencia. 

C. Petituin de la demanda de tutela. 

La accionante aduce la vulneración por parte del Defensor de Familia de la Seccional 
Dos Fonseca, de los derechos que como madre tienea repeler todo lo que tienda a separar 
a su hijo de su lado, y  el derecho correlativo del niño de tener una familia y  no ser 
separado de ella, al incurrir en omisiones durante el trámite del proceso de adopción, 
pues "( ... ) meraptaron mi hija (...) y me impidieron asistir a las citas en las dependencias 
de Bienestar Familiar ( ... )". 

Las actuaciones consideradas por la peticionaria como omisivas por parte de la 
autoridad pública, en cabeza del Defensor de Familia, que a su juicio vulneraron sus 
derechos fundamentales, son las que llevaron a que se declarara por Resolución N 009 
de marzo 6de 1992, en estado de abandono la menor Ycritza Paulina Daza Daza, ya que 
éste nunca le colaboró en solucionarle su petición, relativa al hecho de haber sido 
"raptada" (sic) su hija por parte de la enfermera Amaury Fragozo al momento del parto. 
Según ella, el funcionario lacitaba en repetidas ocasiones pero nunca le daba respuestas 
concretas, hasta el momento en que le manifestó que la menor había sido dada en 
adopción. 

Aunque no es del caso entrar a definir si la declaratoria de abandono de la menor y 
su posterior entrega en adopción, se llevaron a cabo en los términos que señala la ley, 
locuales competencia dela justicia ordinaria a través de los mecanismos y  recursos por 
ella consagrados, sí conviene precisar que con base en los documentos y  pruebas que 
reposan en el expediente, a la accionante se le brindaron todos los medios y  oportuni-
dades para hacer valer el derecho que como madre biológica tiene sobre su Iii jo, para que 
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éste no sea separado de su lado (C. N. art. 44). No obstante que en reiteradas ocasiones 
fue citada a las oficinas del Bienestar Familiar, no acudió, tal COO se hizo constar 
expresamente enla Resolución que declaró el estado debandono de la menor: "( ... ) que 
se han agotado todos los recursos para localizar a los padres de la mentada menor (...), 
lo cual nunca se logró llevar a cabo". 

Revisada la actuación surtida por el Defensor de Familia, ésta se encuentra ajustada 
al procedimiento administrativo señalado por el Decreto 2737 de 1989, en el cual la 
peticionaria pudo actuar e intervenir por haber sido vinculada a la investigación que 
condujo a la declaración de abandono, para impugnar o controvertirlos actos adminis-
trativos que considerare lesivos para sus intereses. 

V. LA TUTELA Y LA COSA JUZGADA 

La Sala Plena de la Corte, en Sentencia N C-543 del ]'-de octubre de 1992, estimó 
improcedente la acción de tutela contra las sentencias firmes. 

La Sala comparte esta jurisprudencia, pues entiende que la acción de tutela no debe 
sacrificar la seguridad jurídica y, en la práctica, no puede convertirse en camino fácil 
para revivir procesos concluidos. 

Vi. DECISJON 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Revisión de la Corte Constitucional, 
actuando en nombre del pueblo y  por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Civil Municipal de San 
Juan del Cesar, Guajira, cli 7 de septiembre de 1992, en el proceso de tutela promovido 
por la señora Bexi Esther Daza Daza, mediante el cual se negó la tutela impetrada. 

Segundo. SOLICITAR al Juzgado Civil Municipal de San Juan del Cesar, Guajira, 
hacer conocer a la peticionaria, Bexi Esther Daza Daza, los medios jurídicos de que 
dispone, en relación con la sentencia que decretó la adopción. 

Tercero. ORDENAR que por Secretaría se comunique esta providencia al Juzgado 
Civil Municipal de San Juan del Cesar, Guajira, en la forma y para los efectos previstos 
en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Notifíquese,cópiese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional 
y cúmplase. 

JORGE A RANGO MEJIA, Magistrado Ponente 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-102 
de marzo 10 de 1993 

DERECHO A LA VIDA-Protección 

En materia constitucional la protección delderechoa la vida incluye en su n jícleo conceptual 
la protección contra todo acto que anienace dichoderecho, no importa la magnitud oc! grado de 
probabilidad de la amenaza, con tal de que ella sea cierta. 

DERECHOS FUNDAMENTALES-Vulneración/DERECHOS FUNDAMENTALES- 
Amenaza 

La vulneración de los derechos fundamentales requiere de una verificación objetiva que 
correspondeefecfuara los jueces de tutela mediante la estimación de su ocurrencia enipírica 1/su 
repercusión jurídico-constitucional; la amenaza en cambio, incorpora criterios tanto subjetivos 
como objetivos, configurándose no tanto por la intención de la autoridad pública odel particular, 
cuando sea del caso, sino porel resultado que su acción o abstención pueda tener sobre el ámnnio 
de la persona presuntamente afectada. Para que se determine la hipótesis constitucional de la 
amenaza se requiere la confluencia de elementos subjetivos y objetivos o externos. El temor del 
sujeto que ve peligrar sus derechos fundamentales i, la convalidación de dicha percepción 
mediante elementos objetivos externos, tiene como significado el que ofrecen las circunstancias 
temporalesehistóricas en que sedesarrollan los hechos. El criterio con st itucional para evaluar la 
existencia de amemiazas a los derechos fundamentales es racional. No supone la verificación 
enipírica de los factores de peligro, simio la creación de un parámetro de lo que una persona cii 
similares circunstancias podría razonablemnenteesperar. 

DERECHO A LA PAZ-Alcance 

Una característica peculiardel derecho a la paz es dde la multiplicidad que asume su forma 
de ejercicio. Es un derecho de autonomía en cuanto está vedado a la injerencia del poder público 
i,i de los particulares, que reclama a su vez un deber jurídico correlativo de abstención; un 
derecho de participación, en el sentido de que está facultado su titular para intervenir en los 
asuntos públicos comno miembro activo de la coniunidad política; un poderdeexigencia frente al 
Estado i los particulares para reclamar .  el cumplimnientode obligaciones de hacer. Como derecho 
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que pertenece  toda persona, implica para cada miembro de la comunidad, cnt re of ros derechos, 
el de vivir en una sociedad que excluya la violencia como medio de solución de conflictos, el de 
impedir o denunciar ¡a ejecución de hechos vio/nt arios de los derechos humanos i,' el de estar 
protegido contra todo acto de a rbitrariedad, violencia o terrorismo. La convivencia pacífica es un 
fin básico del Estado y ha de ser el móvil uultimo de las fuerzas del orden constitucional. La paz 
es, además, presupuestodel procesodemocrático, libre y abierto, y condición necesaria para el goce 
efectivo de los derechos fundamentales. Si en todo momento es deber fundamental del Estado 
garantizar ¡a efectividad de los principios, derechos i, deberes consagrados en la Constitución, 
defender la independencia nacional, mantener la integridad territorial vasegu rar la convivencia 
pacífica ti ¡a vigencia del orden jurídico, el cumplimiento de ese deber resulta de insoslayable 
urgencia en circunstancias de grave perturbación del orden publico, como las actuales. 

ACCION DE TUTELA-Indefensión 

La indefensión en que se encuentra una gran cantidad, si no la mayoría de las poblaciones 
colombianas, dada su condición económica, social it  política, no le permite tener los instrumen-
tos adecuados para repeler los ataques t la agresión de los grupos alzados en armas. Dicha 
función, que corresponde asumirla al Estado directamente como fin esencial inherente a su 
naturaleza, ¡a ejerce por medio de la Fuerza Pública, ges pecificanientede la Policía, según el cual 
éstas están instituidas para mantener las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos 
i,libertades públicas t, para asegurar la convivencia pacífica de los habita Pites deColombia, dentro 
de un conceptodc cuerpoencnrgado de velar porelmantenimiento del orden público i la seguridad 
de ¡os ciudadanos, a las órdenes de las autoridades políticas. Corresponde entonces al Gobierno 
Nacional dotar a esta institución de las herramientas (recursos, personal, etc.) necesarias para 
cumplir Cali el mandato que la Constitución le ha impuesto. Por tanto, debe otorgarle los 
mecanismos que le permitan cumplir cabalmente esta función. 

ESTADO SOCIAL DE DERECHO/INTERES GENERAL-Prevalencia 

El art ículo 1 5de la Carta desarrolla esta voluntad del Constituyente cuando, al cliii nciar los 
fundamentos del Estado Social de Derecho, incluue la prevalencia del interés socia/general como 
una de las características esenciales de la organización política. Tal es ¡a concepción que debe 
presidir toda actuación de los funcionarios del Estado u/para el caso que nos ocupa, de los miembros 
de la Fuerza Pública, concretamente de la Policía Nacional, cuita función esencial consiste en 
asegurar a todos los habitantes del territorio nacional la convivencia pacífica, al igual que ¡a 
protección a todas las personas en su vida, honra, bienes i,' demás derechos ti libertades, para lo 
cualdisponede los recursos i,, los instrumentos necesarios para repeler cualquier fipotic agresión 
ontaque que afecte tales derechos. No podrá entonces preferirse la protección de unos intereses 
particulares en desmedro del interés general que asiste a toda la colectividad. 

Ref.: Expediente NQ T-6495. 

Peticionario: Amparo García Bustamante y  otros. 

Procedencia: Juzgado Penal del Circuito de Santo Domingo, Antioquia. 

Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 

Aprobado por Acta N 1. 

Santafé de Bogotá, D. C., diez (10) de marzo de mil novecientos noventa y tres (1993). 
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Procede la Corte Constitucional, a través de su Sala Cuarta de Revisión, integrada 
porlos Magistrados Carlos Gaviria Díaz, JoséGregorio Hernández Cal¡ ¡ido y Hernando 
Herrera Vergara, a revisarlos fallos proferidos por el Juzgado Promiscuo Municipal de 
Santo Domingo, Antioquia el día 10 de septiembre de 1992, y  por el Juzgado Penal del 
Circuito de Santo Domingo, el día 7 de octubre del mismo año, en el proceso de Tutela 
N T-6495, adelantado por AMPARO GARCIA BUSTAMANTE, ROSAURA SUAREZ 
QUINTERO, TERESA MUNOZ, MARTHA DE BUITRAGO,MARTHA LIGIA PULGA-
RIN, BAUDILIO A. MORENO, MARIA LUISA JARAMILLO, ROSA RIVERA OROZ-
CO, MARCO SALAZAR, NORBERTO CASTAÑO, MARIA ELENA SUAREZ, LUZ 
HELENA OSORIO, MARIA ELENA QUINTERO, MAR ITZA PULGARIN, MARIELA 
IDARRAGA, ANA LUISA RIOS, ELVIRA SUÁREZ, ZORAIDA PULGARIN, LUZ 
ESTELA DE ARCO, MARIELA PULGARIN, MARIAGRACIELA RESTREPO,GLORIA 
VERGARA GOMEZ, GUILLERMO ALVAREZ, FIDELINA BUSTAMANTE, LUIS 
DARlO RESTREPO, ARTURO PULGARIN, MARIA FABIOLA AGUIRRE, ANA MA-
RIA PULGARIN, HERMELINA FRANCO, OFELIA SUAREZ y LUZ MARINA HENAO 
en su propio nombre, habitantes de la Calle Zea, Municipio de Santo Domingo, 
Antioquia, contra la decisión adoptada por el Alcalde Municipal, el Comandante de la 
Policía y el Ministerio de Defensa, de construir el nuevo Comando de Policía en ese 
sector del Municipio. 

El negocio llegó al conocimiento de esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional 
por la vía ordinaria de la remisión que hizo el Juzgado Penal del Circuito de Santo 
Domingo en virtud de lo ordenado por el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

Conforme el artículo 86 de la Constitución Política y 33 del Decreto 2591 de 1991, 
la Sala de Selección de la Corte eligió para efectos de revisión la presente acción de 
tutela, por lo cual se entra a dictar sentencia. 

1. INFORMACION PRELIMINAR 

A. Hechos de la demanda. 

Los hechos que motivaron la formulación de la presente acción son los siguientes: 

1. Por espacio de varios años el Comando de Policía del MunicipiodeSanto Domingo 
venía funcionando en un inmueble del municipio ubicado en la plaza principal, lo que 
le permitía controlar la situación de orden público sin representar peligro para la 
población urbana. 

2. La cabecera municipal se había caracterizado por ser tranquila y  apacible; sin 
embargo, durante los últimos años empezaron a incursionar grupos guerrilleros 
dentro de la población, con acciones como la toma de la población, el secuestro del 
Alcalde Municipal y continuas amenazas contra la población civil. 

3. Mediante Acuerdo N043 del 31 deagosto de 1991, el Concejo Municipal de Santo 
Domingo aprobó un proyecto por el cual se donaba al Ministerio de Defensa un lote de 
terreno destinado a la construcción del nuevo Comando de Policía, situado en la Calle 
Zea con la Carrera Girardot (esquina). Los vecinos del lugar, educadores y  padres de 
familia expusieron a la administración municipal los inconvenientes del proyecto y 
solicitaron su revocatoria, teniendo en cuenta que el lugar donde se construiría el 
Comando es una zona residencial y educativa, donde funciona la Escuela Urbana de 
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niñas y  el Colegio Nacional Tomás Carrasquilla. Así mismo, la alteración del orden 
público por parte de la guerrilla es constante y  en caso de una toma guerrillera podían 
resultar lesionados los estudiantes y sufrir graves daños la población civil. 

4. La ejecucióndel Acuerdo inicialmente suspendida a solicitud cielos habitantes, fue 
llevada a cabo a raíz del secuestro y posterior liberación del Alcalde Municipal, 
iniciándose la obra en los primeros meses de 1992. 

5. Finalmente, Planeación Departamental tiene unos parámetros establecidos para 
reubicar Comandos de Policía, dentro de los cuales figura el que éstos no pueden estar 
ubicados en zonas residenciales, ni cerca a escuelas, colegios, hospitales o similares. 

Consideran los peticionarios que un Comando ubicado en las circunstancias descri-
tas ofrece dificultades para defenderse de un virtual ataque, y serán entonces la 
población civil y escolar las que asuman las consecuencias,  como sucedió el día 24 de 
agosto de 1992, cuando un frente guerrillero del ELN se tomó el pueblo y dinamitó el 
nuevo Comando, sufriendo daños las residencias y los centros educativos. En los 
actuales momentos persiste la amenaza de un nuevo atentado, ya que se continúa 
construyendo la obra. 

B. Derechos presuntamente vulnerados o amenazados. 

Consideran que con la actuación de la administración municipal, se amenazan sus 
derechos constitucionales fundamentales a la vida, a la integridad física ya la educación, 
para lo cual solicitan que se ordene la suspensión de la construcción del Comando de 
Policía, se prohíba su ocupación y  se ordene el cambio de destinación de la obra. 

II. DECISION JUDICIAL 

A. Sentencia del Juzgado Promiscuo Municipal de Santo Domingo. 

El Juzgado Promiscuo Municipal de Santo Domingo, Antioquia, mediante sentencia 
del 10 de septiembre de 1992, decidió acoger la solicitud de tutela impetrada con base 
en los siguientes argumentos: 

"1. En el caso que nos ocupa, se ve comprometida la vida de los habitantes, se ve 
truncada la garantía ala educación, dado que sellan visto obligados algunos padres de 
familia a retirar sus hijos para evitarles un mal mayor; también la seguridad y 
tranquilidad se están afectando, aunque se trata de derechos no incluidos dentro del 
Capítulo de los Derechos Fundamentales, pero que están en forma directa relacionados 
con el derecho a la vida. Es decir, atentándose contra la seguridad ciudadana y la 
tranquilidad pública, se está afectando la vida de los habitantes de la Zona. 

2. Si bien el Alcalde y  el Concejo autorizando a aquel podían donar un terreno para 
construir el Comando de Policía, debió consultarse la voluntad popular, porque el 
Alcalde ni el Concejo son entes autónomos sino representantes de la comunidad y se 
deduce del acervo probatorio que existió un conato de fraude al sacar el acuerdo del 
Concejo, no pudiéndose establecer el responsable. 

3. Debe entonces reubicarse el Comando de Policía y a fin de no perjudicar los 
intereses de ésta, lo más viable es una negociación con el municipio para comprar dicha 
construcción destinándola a una obra más acorde con la ubicación. 
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4. Todos los derechos, Como la libre comercialización de bienes y la construcción son 
de competencia en su regulación, del municipio, pero siempre limitados en su ejercicio 
al derecho de los demás, en este caso, concretamente la vida y  la integridad personal, la 
cual se ve lesionada y  en peligro en forma indirecta por la violación directa de la 
tranquilidad y  la seguridad ciudadana". 

La anterior providencia fue impugnada por el apoderado de la Policía Nacional, 
Ministerio de Defensa, aduciendo comorazones para solicitar que se deniegue la acción 
instaurada por los peticionarios, que ésta es improcedente por cuanto la protección que 
se pretende recae en unos derechos colectivos, los cuales están excluidos por el artículo 
E, del Decreto 2591 de 1991, pues para ello están consagradas las acciones populares de 
que trata el artículo 88 de la Constitución Nacional. Igualmente señala que el derecho 
a la vida no ha sido violado por los miembros de la Policía Nacional, y que por el 
contrario ésta tiene como función, proteger a los habitantes del Municipio de Santo 
Domingo, cumpliendo el mandato constitucional de salvaguardar el orden público. 
Finalmente, expresa que el derecho citado por los habitantes de la Calle Zea es el de la 
seguridad el cual no es un derecho constitucional fundamental 5mb un derecho político 
de rango legal, respecto del cual no procede la acción de tutela. 

B. Sentencia del Juzgado Penal del Circuito. 

El Juzgado Penal del Circuito de Santo Domingo, Antioquia, a través de sentencia 
del 7 de octubre de 1992, confirmó la decisión proferida por el Juzgado Promiscuo 
Municipal, por las siguientes razones: 

"1. Quienes instauraron la acción de tutela pretendían que se les protegiera el 
derecho a la vida y su integridad física, primordialmente por la construcción que se 
realizaensu sector por parte dela Nación-Ministerio de Defensa-Policía Nacional.Justo 
es reconocerque no es esta autoridad pública la queestá atentando contra estosderechos 
constitucionales fundamentales; poresa construcción se tiene a la subversión de la zona 
a la expectativa en su intención de volar o destruir la misma, que lográndose irían en 
detrimento de los moradores del sector. 

2. Es del parecer esta Judicatura que con la amenaza que se cierne por parte de la 
guerrilla al tenerse como objetivo la edificación, se ven amenazados los derechos 
fundamentales de los niñosen su vida e integridad física, teniendo en cuenta que anexo 
a la citada construcción está la Escuela Integrada Magda Moreno donde reciben 
educación cantidad de párvulos en quienes también ha incidido de manera directa esta 
problemática. Lo propio ha de decirse respecto a los jóvenes y menores de edad que 
reciben educación en el Colegio Nacional Tomás Carrasquilla. 

3. Así las cosas, como se encuentran amenazados los derechos constitucionales 
fundamentales, expresados de manera indirecta, por parte de la autoridad pública 
Nación-Mindefensa-Polinal, porla acción deconstruirun Comando de Policía en lugar 
residencial y estudiantil en detrimento de personas humanas que por allí habitan y 
estudian, por ataques subversivos, es del caso declarar que la autoridad pública debe 
ceder a los intereses que clamorosamente pregonan y reclaman los residentes y 
estudiantes de la Calle Zea con Carrera Girardot del Municipio de Santo Domingo" 

Por todo lo expuesto, ese Juzgado confirma el fallo de primera instancia, con la 
adición de que también se amenaza violarel derechoconstitucional fundamental de los 
niños (art. 44 C. N.) en la vida y la integridad física. 
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III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

Primera. Competencia. 

Es competente esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional para proferir 
sentencia en relación con el fallo proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santo 
Domingo, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 inciso tercero y  241 
numeral 90  de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 33, 34, 35 y  36 
del Decreto 2591 de 1991. 

Segunda. La materia objeto de las actuaciones. 

En primer término, encuentra la Sala que los peticionarios de modoexpreso solicitan 
en virtud del ejercicio de la acciónde tutela queconsagra el artículo86de la Constitución 
Nacional y  reglamenta el Decreto 2591 de 1991, la protección de los derechos constitu-
cionales fundamentales a la vida ya la educación, que aseguran los artículos 11 y 67 
respectivamente de la Carta Política. 

En concepto de la Corte, la cuestión planteada por los accionantes se contrae 
específicamente a obtener que se decrete por vía de la citada acción, la protección 
inmediata de sus derechos mediante la ordei al Ministerio de Defensa a través del 
Comandante de Policía y  del Alcalde Municipal de Santo Domingo para que suspenda 
la construcción del Comando de Policía, que se adelanta en dicha población, en el sector 
denominado "Calle Zea" y  se proceda a efectuar en otro lugar donde no corran riesgo 
la vida ni los bienes de los habitantes. 

En otros términos, los peticionarios pretenden el amparo judicial de unos determi-
nados derechos constitucionales fundamentaIs amenazados por las incursiones y ata-
ques de los grupos subversivos, las cuales siempre están dirigidas contra el Comando 
de Policía ubicado contiguo a la zona residnciaI donde tienen sus viviendas los 
peticionarios, y donde funciona la Escuela Urbana de niñas Magda Moreno y el Colegio 
Nacional integrado Tomás Carrasquilla. 

Del examen del escrito presentado se observa que los accionantes hacen radicar la 
solicitud en la decisión adoptada porel ConcejoMunicipal de Santo Domingo mediante 
Acuerdo número O43del 31 deagostode 1991, porel cual el municipio donóal Ministerio 
de Defensa un lote de terreno ubicado enla Calle Zea con Girardot, para la construcción 
del nuevo Comando de Policía, el cual fue posteriormente ejecutado por el Alcalde 
Municipal el día 27 de noviembre de 1991 cuando se firmó la escritura respectiva en la 
Notaría 39  de Bogotá, obra que se inició en los primeros meses de 1992, en contra de la 
voluntad de los residentes, padres de familia y  educadores. 

Opinan los peticionarios que con dicha obra se pusieron en peligro sus derechos 
fundamentales, en especial teniendo en cuenta que el día 24 de agosto de 1992 el grupo 
guerrillero ELN se tomó la poblaciónydinamitóel Comando de Policía, sufriendo daños 
las residencias y  los centros educativos contiguos a dicho Comando. Señalan los 
accionantes que actualmente el peligro persiste porcuanto se continúa construyendo la 
obra, amenazando de esa manera los derechos fundamentales a la vida, a la educación, 
al igual que los derechos de los niños. 

Por tanto, considera esta Corte que deberá analizarse lo relativo al derecho funda-
mental a la vida, para determinar con base en la situación actual de orden público y de 

240 



T-102/93 

violencia que vive el país, si efectivamente se produce la amenaza a los derechos a que 
se refieren los peticionarios en la solicitud de tutela. 

Tercera. El derecho a la vida en la Constitución de 1991. 

El derecho a la vida recibe en la Carta de 1991 un reconocimiento expreso como 
derecho. No es ya el reflejo de una obligación estatal, aunque ésta se mantiene (art. 2 
C. N.), sino que existe como derecho y  como tal tiene una mayor autonomía y  alcance. 

El derecho a la vida es uno de aquellos derechos inalienables de la persona cuya 
primacía reconoce el artículo 5  de la Constitución, lo que hace que ellos vinculen al 
Estado en dos sentidos: en la de su respeto y  en la de su protección. La autoridad estatal 
está constitucionalmente obligada a no hacer cosa alguna que destruya o debilite el 
contenido esencial de esos derechos, ya crear las condiciones indispensables para que 
tengan cabal observancia y  pleno cumplimiento. 

El artículo 11, a su turno, consagra el derecho a la vida como un derecho constitucio-
nal fundamental y  reconoce su inviolabilidad, en el sentido de que sin justa causa nadie 
tiene un título legítimo para vulnerarlo o amenazarlo. El derecho a la vida -que es el 
derecho de toda persona al ser y a la existencia- es intangible frente al Estado y a los 
particulares mientras con su ejercicio no se infiera daño injusto a los derechos de otro. 

Una característica relevante de este derecho es que la vida constituye la base para el 
ejercicio de los demás derechos. Es decir, la vida misma ese] presupuesto indispensable 
para que haya titularidad de derechos y obligaciones. 

Tener derecho a la vida es reconocer que nadie puede por una causa injusta 
desconocérmela, lesionármela ni quitármela. 

A. La protección del derecho a la vida. 

La protección y  el respeto que el Estado debe brindar a los titulares del derecho a la 
vida no puede reducirse a una simple consideración de carácter formal, por cuanto el 
derecho a la vida no sólo implica para su titular el hallarse protegido contra cualquier 
tipo de injusticia, sea ésta de índole particular o institucional, sino además tener la 
posibilidad de poseer todos aquellos medios sociales y económicos que le permitan a la 
persona vivir conforme a su propia dignidad. 

Mientras en derecho penal una amenaza contra la vida sólo se configura con la 
iniciación de la etapa ejecutiva del delito, en materia constitucional la protección del 
derecho a la vida incluye en su núcleo conceptual la protección contra todo acto que 
amenace dicho derecho, no importa la magnitud o el grado de probabilidad de la 
amenaza, con tal de que ella sea cierta. 

Una amenaza contra la vida puede tener niveles de gravedad diversos. Puede ir 
desde la realización de actos quedeterminenun peligro adicional mínimo para alguien, 
hasta la realización de actos de los que se derive la inminencia de un atentado. Con 
independencia de la responsabilidad penal que se deduzca de cada una de estas 
situaciones, la Constitución protege a las personas contra todos aquellos actos que 
pongan en peligro de manera objetiva su vida. El Estatuto Fundamental protege el 
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derecho ala vida y dicha protección tiene lugar cuando quiera que se afecte el goce del 
derecho, no importa el grado de afectación. 

Así pues, una perspectiva constitucional muestra bien cómo se vuinera el derecho 
fundamental a la vida por la realización de actos que ponen en peligro objetivo tal 
derecho, así el peligro no sea inminente. 

Sería ingenuo creer que la consagración expresa del derecho a la vida en el texto 
constitucional actóa como una fórmula mágica sobre nuestra realidad política y social, 
convirtiendo a Colombia en una sociedad pacífica. Esa consagración tiene sentido y 
alcance en cuanto manifiesta una voluntad nacional de crear las condiciones necesarias 
para que la violencia deje de ser empleada como medio de solución de conflictos. En 
otras palabras, el reconocimiento del derecha humano a la vida en una norma de rango 
jurídico supremo (C. N. art. 11), deberá asumirse,  por gobernantes y  gobernados como 
un compromiso de restablecer las reglas que conforman el mínimo exigido para el 
mantenimiento y desarrollo de la convivencia civilizada y el consenso social. 

El derecho a la vida sólo puede ser efectivamente garantizado cuando el Estado 
ejerce a plenitud la exclusividad de la administración de justicia, y  el privilegio de la 
coerción legítima. El abuso del poder, la justicia privada y  la acción de los grupos 
irregulares armados que con diversos móviles suplantan a la autoridad, son los más 
poderosos obstáculos que hoy impiden el cumplimiento del deber fundamental de 
proteger las vidas de cuantos habitan en Colombia. Por ello, con el objeto de una 
efectiva y concreta protección de los derechos fundamentales de las personas, entre los 
cuales el derecho a la vida ocupa un lugar primordial, la Carta Política de 1991 creó la 
figura de la acción de tutela en su artículo 86. 

B. La acción de tutela y el artículo 86 dq la Constitución Nacional. 

La acción de tutela está consagrada en el artículo 86 de la Constitución Nacional 
como un mecanismo procesal específico y  directo cuyo objeto es en la protección eficaz, 
c(ncreta e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales en una determi-
n.ida situación jurídica, cuando éstos resulten amenazados o vulnerados por la acción 
ola omisión de una autoridad pública o de un particular en los casos consagrados por 
la ley. 

Como lo ha venido sosteniendo esta Corte de manera reiterada, dicha acción es un 
medio procesal específico porque se contrae a la protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales afectados de manera actual e inminente, siempre que 
éstos se encuentran en cabeza de una persona o grupo determinado de personas, y 
conduce, previa la solicitud, a la expedición de una declaración judicial que contenga 
una o varias órdenes de efectivo e inmediato cumplimiento, enderezadas a garantizar 
,1 1 protección, con fundamento constitucional. 

Según el artículo 86 de la Carta, la acción de tutela no procede cuando el afectado 
u ponga de otro medio para la defensa judicial de su derecho, a menos que intente la 
acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Su efectiva aplicación, entonces, sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos 
medios que el ordenamiento jurídico ofrece para la realización de los derechos, no 
exista algunoque resulteidóneo para proteger inmediata y  objetivamente el queaparece 
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vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o nega ti vade una 
autoridad pública o de un particular. 

De otra parte, conviene subrayar que la acción de tutela, aunque esté prevista para 
la protección específica ydirecta de los derechos constitucionales fundamentales, no es 
un mecanismo excluyente de la protección consecuencial e indirecta de los restantes 
derechos e intereses jurídicos, siempre que en su ejercicio se reclame y se determine la 
violación directa y  eficiente de los derechos constitucionales fundamentales. 

Asílas cosas, laacción de tutela es instrumento constitucional de carcterdirecto de 
protección de los derechos constitucionales fundamentales, por cuanto siempre presu-
pone una actuación preferente y sumaria a la que el afectado puede acudir sólo en 
ausencia de cualquier otro medio de defensa judicial de aquellos derechos, "salvo que 
aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable" 
(artículo 6numeral l,  Decreto 2591 de 1991), yen todo caso, procura la restitución al 
sujeto peticionario en el goce del derecho de rango constitucional fundamental que se 
demuestra lesionado o amenazado. 

La acción detutela procedecontra las decisiones u omisionesdecualquierautoridad 
pública o de particulares, cuando éstos violen o amenacen violar derechos fundamen-
tales, a fin de evitar un atentado contra la dignidad de la persona lmmana. Las 
manifiestas violaciones a dicha condición, encuentran un importante recurso en la 
acción de tutela, cuando no pueda mediar otro correctivo judicial. Así tiene la mencio-
nada acción el carácter de supletiva, mas no de sustitutiva de las competencias 
constitucionales y legales de las autoridades públicas, para impartir justicia. 

Obsérvese que no se trata de un mecanismo de defensa judicial en abstracto o con 
fines generales que pueda dirigirse contra todos los integrantes o agentes de una rama 
del poder público en su conjunto, o contra un acto con vocación general y abstracta para 
lo cual la Carta y la ley establecen otras vías, ni versa sobre la protección específica o 
general de los derechos subjetivos controvertibles judicialmente por las vías ordinarias 
o especializadas, ni sobre la legalidad de los actos administrativos de contenido 
individual, subjetivo y concreto, atacables ante la jurisdicción de lo contencioso admi-
nistrativo. 

Finalmente, señálese que su consagración constitucional se dirige a establecer un 
procedimiento, o eventualmente un conjunto de procedimientos judiciales autónomos, 
específicos ydirectos, de garantía inmediata de protección de los derechos considerados 
como fundamentales, cuando quiera que resulten amenazados o vulnerados por la 
concreta acciónola oniisióndeunaautoridad pública o por un particular enlos términos 
señalados por la ley. 

C. Vulneración y amenaza de los derechos fundamentales. 

La vulneración y la amenaza de los derechos fundamentales son dos causales 
distintas: la vulneración requierede una verificación objetiva que corres pondeefectuar 
a los juecesde tutela mediante la estimación de su ocurrencia empírica y su repercusión 
jurídico-constitucional; la amenaza en cambio, incorpora criterios tanto subjetivos 
como objetivos, configurándose no tanto por la intención de la autoridad pública o del 
particular, cuando sea del caso, sino por el resultado que su acción o abstención pueda 
tener sobre el ánimo de la persona presuntamente afectada. Para que se determine la 
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hipótesis constitucional de la amenaza se requiere la confluencia de elementos subjeti-
vos y  objetivos o externos. El temor del sujeto que ve peligrar sus derechos fundamen-
tales y la convalidación de dicha percepción mediante, elementos objetivos externos, 
tiene como significado el que ofrecen las circunstancias temporales e históricas en que 
se desarrollan los hechos. 

El criterio constitucional para evaluar la existencia de amenazas a los derechos 
fundamentales es racional. No supone la verificación empírica de los factores de 
peligro, sino la creación de un parámetro de lo que una persona en similares circuns-
tancias podría razonablemente esperar. De esta manera se evita que cualquier persona, 
ante las comunes tensiones sociales que la vida moderna comporta, y  particularmente 
en el caso colombiano en que la violencia y  la situación de orden público, generan en 
el ciudadano un estado sicológico de permanente riesgo e inseguridad, y en el temor 
a que su vida se encuentra en condición de peligro, aduzca la existencia de amenazas 
contra sus derechos fundamentales. 

Más aún, se requiere para que pueda afirmarse efectivamente que la persona se 
halla ante la presencia de una amenaza, que las circunstancias históricas así lo 
confirmen de manera generalizada y  pueda aceptarse que el temor advertido se origina 
en la apreciación subjetiva y  razonable de la situación fáctica vivida. 

D. Protección a la sociedad civil víctima del conflicto armado. 

Según el artículo 2  de la Constitución Nacional, son fines esenciales del Estado 
"mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y  la vigencia de 
un orden justo". 

Estos fines son inherentes al Estado mismo y son su razón de ser y  el instrumento 
con que la sociedad procura su supervivencia, seguridad, tranquilidad, y  son la 
plataforma de la convivencia, de ese vivir en paz tan anhelado, y para ello están 
instituidas las autoridades de la República: "para asegurarla convivencia pacífica y  un 
orden justo", lo cual implica consecuencialmente el deber de éstas de brindarles 
protección a todas las personas, nacionales o extranjeras residentes en Colombia, 
respecto de sus vidas, honra, bienes, creencias y  demás derechos y  libertades consagra-
dos constitucional y  legalmente. Por su parte y en relación directa con la norma 
anterior, se consagra constitucionalmente la existencia de un Cuerpo de Policía cuya 
finalidad primordial está dirigida hacia el interior del Estado, esto es, al mantenimiento 
de las condiciones para el ejercicio de los derechos y  libertades de los habitantes en el 
territorio y para asegurar la convivencia pacífica, lo cual implica principalmente 
actividades de carácter preventivo. 

En procura de garantizarles a los ciudadanos esa convivencia pacífica y  el orden 
justo a que se refiere la Carta, el Estado ha sido dotado de unos mecanismos cuyo 
objetivo está dirigido a dicho propósito. Yla misma Constitución establece una serie de 
derechos y  garantías para tal fin. Todo el andamiaje del país gira sobre la defensa, el 
apoyo, la organización y el mejoramiento de la sociedad y de la comunidad que lo 
conforman. Los tres poderes están comprometidos en ello y para eso existen las leyes 
ylos mecanismos que las viabilizan, olas sanciones cuando no se cumplen; las normas 
de tránsito, los programas de acueductos yde carreteras, y  en fin, toda la actividad del 
Gobierno hacia los gobernados, está allí contenida. 
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E. Del derecho a la paz. 

La Constitución de 1991, que nació por la voluntad del pueblo de hacer cesar la 
situación sangrienta y de desorden público que viene sufriendo el país, consagró en el 
artículo 22 ese anhelo como un derecho constitucional fundamental: La paz es un derecho 

un deber de obligatorio cu niplinuento. 

Este derecho se halla estrechamente relacionado con el respeto efectivo de los 
demás derechos iguales e inalienables de todo hombre. 

No debe confundirse la paz con la simple ausencia de guerra y  de sangre 
derramada, o con la conjuración policiva de las crisis que afectan la seguridad nacional 
y la tranquilidad pública. Pero la verdadera paz no puede ser definida como una mera 
superación de la contienda armada o como una tregua. 

La paz, en definitiva, no es otra cosa que el respeto efectivo de los derechos 
humanos. Cuando la dignidad humana es atropellada por la violencia o el terror, se está 
dentro de una situación de guerra contra lo más sagrado e inviolable del hombre. No 
puede haber paz mientras a nuestro alrededor hay quienes asesinan, secuestran o hacen 
desaparecer. 

Una característica peculiar de este derecho es el de la multiplicidad que asume su 
forma de ejercicio. Es un derecho de autonomía en cuanto está vedado a la injerencia 
del poder público y  de los particulares, que reclama a su vez un deber jurídico 
correlativo de abstención; un derecho de participación, en el sentido de que está 
facultado su titular para intervenir en los asuntos públicos como miembro activo de la 
comunidad política; un poder de exigencia frente al Estado y los particulares para 
reclamar el cumplimiento de obligaciones de hacer. 

Como derecho que pertenece a toda persona, implica para cada miembro de la 
comunidad, entre otros derechos, el de vivir en una sociedad que excluya la violencia 
como medio de solución de conflictos, el de impedir o denunciar la ejecución de hechos 
violatorios de los derechos humanos y el de estar protegido contra todo acto de 
arbitrariedad, violencia o terrorismo. 

La convivencia pacífica es un fin básico del Estado y ha de ser el móvil último de 
las fuerzas del orden constitucional. La paz es, además, presupuesto del proceso 
democrático, libre y  abierto,  y  condición necesaria para el goce efectivo de los derechos 
fundamentales. El lugar central que ocupa en el ordenamiento constitucional llevó a su 
consagración como derecho y deber de obligatorio cumplimiento. 

F. La violencia en Colombia. 

El país conoce, desde hace varios lustros, la presencia y  acción do grupos guerrille-
ros, que han venido generando graves situaciones de orden público. Esto ocurre por la 
capacidad de perturbación que muestran las organizaciones subversivas y por las 
consecuencias inmediatas que se derivan de su presencia y de su acción. 

La situación de violencia que vive el pueblo colombiano ha tomado cauces inusita-
dos. Todos los días homicidios, secuestros, emboscadas, carros-bomba, atentados 
contra oleoductos y  entidades de diverso orden, toma de pueblos y saqueos deentidades 
bancarias. Todo ello coniprendeel cotidiano resumendela violencia queen los actuales 
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momentos azota al país. No en vano nos encontramos en lo que hoy sedenomina Estado 
de "Conmoción Interior", a cuyo amparo el Gobierno ha venido adoptando medidas 
tendientes al restablecimiento del orden. No en vano la paz fue uno de los principales 
fines buscados en el nuevo consenso social, al punto de ser denominada la Asamblea 
Nacional Constituyente como "La Constituyente de la Paz". 

En poco tiempo hemos recorrido el pentagrama de la violencia. De los contados 
casos de secuestros y  atentados hemos pasado a la intensificación de la subversión en 
los campos, que hoy son escenario de violentos enfrentamientos entre el ejército y  los 
grupos alzados eia armas. 

La situación de orden público que vive Colombia desde hace varias décadas, se ha 
agravado significa tivamenteenlos últimosaños en razón delas acciones terroristas, de 
las organizaciones guerrilleras y de la delincuencia organizada. 

Además de las acciones armadas contra la Fuerza Pública, los grupos guerrilleros 
han intensificado su estrategia de atentar;  contra la población civil y  contra la infraes-
tructura de producción y de servicios, con el fin de minar la solidaridad ciudadana con 
las autoridades, debilitar la organización económica del país y obtener de funcionarios 
públicos o de particulares, concesiones y beneficios de diversa índole. Y precisamente, 
es a través de esas acciones que ha venido obteniendo la subversión la financiación de 
sus acciones bélicas. 

El surgimiento y desarrollo de "una guerra social" en Colombia, causante de 
innumerables masacres, asesinatos y desapariciones, sumado al recrudecimiento de la 
acción guerrillera, a la intensificación desmesurada y  casi inverosímil de la delincuen-
cia común y a la incapacidad de las fueras del orden para controlar la situación por 
los canales de la legalidad, hacen que la sociedad colombiana se encuentre, de hecho, 
viviendo en una situación de riesgo permanente. 

La violencia en Colombia tiene el aravante de la pluralidad de causas que la 
determinan y de la enorme dificultad para resolver los conflictos en beneficio de la paz, 
precondición de la estabilidad institucional. La multiplicidad de sujetos y  de grupos 
enfrentados proporciona una enorme susceptibilidad a los actores en conflicto frente 
a las amenazas o las simples acciones o movimientos de los demás grupos y, en 
consecuencia, hace más precaria la acción de las autoridades en su tarea de preserva-
ción y mantenimiento del orden, por la dificultad de control de la situación y  de sus 
propias fuerzas. 

La indefensión en que se encuentra 'una gran cantidad, si no la mayoría de las 
poblaciones colombianas, dada su condición económica, social y  política, no le permite 
tener los instrumentos adecuados para repeler los ataques y la agresión de los grupos 
alzados en armas. Dicha función, que corresponde asumirla al Estado directamente 
como fin esencial inherente a su naturaleza, la ejerce por medio de la Fuerza Pública, y 
específicamente de la Policía, conforme lo dispone el artículo 218 de la Carta, según el 
cual éstas están instituidas para mantenerlas condiciones necesarias para el ejercicio de 
los derechos y libertades públicas y para asegurar la convivencia pacífica de los 
habitantes de Colombia, dentro de un concepto de cuerpo encargado de velar por el 
mantenimiento del orden público y la seguridad de los ciudadanos, a las órdenes de las 
autoridades políticas. 

252 



T-102/93 

Corresponde entonces al Gobierno Nacional dotar a esta institución de las herra-
mientas (recursos, personal, etc.) necesarias para cumplir con el mandato que la 
Constitución le ha impuesto. Por tanto, debeotorgarlelos mecanisniosque le permitan 
cumplir cabalmente esta función. 

Si bien en todo momento es deber fundamental del Estado garantizar la efectividad 
de los principios, derechos y  deberes consagrados en la Constitución, defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia 
pacífica y la vigencia del orden jurídico, el cumplimiento de ese deber resulta de 
insoslayable urgencia en circunstancias de grave perturbación del orden público, como 
las actuales. 

Ello hace indispensable aumentar la cobertura de la protección de los ciudadanos 
a todo lo largo de la geografía nacional, en especial en las zonas de mayor actividad 
subversiva, incrementando el pie de fuerza y los recursos hacia la institución garante 
de estos derechos inherentes a todos, cual es,como seanotó con anterioridad, la Policía, 
encargada además de mantener la paz y la efectividad de los derechos dentro del 
Estado. 

Pero no sólo el Estado debe actuar en armonía con el mandato que le ha impuesto 
la Carta Fundamental: la sociedad y en particular cada uno de los habitantes del 
territorio nacional, sin importar su raza o condición social, deben no sólo colaborarles 
a las autoridades en el cumplimiento de su tarea de protección y  defensa de la 
independencia e integridad nacional, sino que deben actuar bajo el principio de la 
solidaridad social, consagrado en el artículo 95 de la Constitución Nacional, "respon-
diendo con acciones humanitarias ante situaciones que pongan en peligro la vida o la 
salud de las personas", e igualmente, propender al logro y mantenimiento de la paz. 

Se exige al Estado el cumplimiento de sus deberes y  obligaciones constitucionales 
y legales, dentro de las cuales emerge como fundamental la protección dela vida, honra 
y bienes de las personas, sin discriminación alguna, lo que implica hacer efectiva la 
garantía de igualdad en cuanto a la protección y  seguridad de todos los habitantes del 
territorio nacional, y para ello el Estado dispone de la Fuerza Pública, factor de apoyo 
para el sostenimiento del Estado Social de Derecho. 

Independientemente de la situación jurídica de normalidad o anormalidad política, 
la sociedad civil, víctima de la confrontación armada, debe ser protegida por el Estado. 
Los asaltos guerrilleros a poblaciones, los secuestros y  atentados terroristas afectan 
directamente a personas inermes, ajenas al conflicto bélico y  lesionan el interés general. 
Así mismo, en los operativos militares que adelanta el Ejército Nacional lo mismo que 
la Policía, pueden resultar lesionados o vulnerados los derechos fundamentales de 
personas atrapadas en la "mitad de los dos fuegos", como en el presente caso, en que sólo 
existe la eventualidad de una agresión contra el Comando de Policía, evento en el cual 
pueden resultar afectados en sus vidas y bienes no sólo los peticionarios, vecinos del 
Comando, sinolos demás habitantes del sector, incluidos losestudiantes de las escuelas 
ubicadas en esa zona. 

La angustiosa situación de desamparo en que se encuentran sumidas las personas 
civiles que no participan directamente en las hostilidades, exige una protección 
especial, y  para garantizar este derecho, el Estado ha utilizado diversos mecanismos e 
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instrumentos entreloscualescabedestacarel establecimiento en cada población del país 
y a cargo de las respectivas autoridades locales, bajo la dirección de los mandos 
nacionales y  departamentales, de unidades o Comandos de Policía. 

Para ello ha diseñado planes y programas que pretenden en mayor grado garantizar 
la convivencia pacífica y  la protección de los derechos de los habitantes del respectivo 
conglomerado humano, señalándoles como lugar para fijar sus Comandos sitios 
estratégicos queden el mayor grado deseguridad posible. No podría entonces pensarse 
en que estos comandos fueran ubicados en zonas alejadas de la población y  de los sitios 
donde se hace indispensable su presencia, como lo es cerca a los establecimientos de 
comercio y a las dependencias bancarias y  municipales, por cuanto es precisamente allí 
donde se debe hacer efectiva la garantía constitucional de la protección a la población 
civil. 

Cuarta. Del caso concreto. 

Si la misma Constitución pregona que las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra 
y bienes, la comunidad puede exigir que se establezca una guarnición para la defensa 
de esas garantías enel lugar que consideren apropiado. Deben escogerse, sí, los medios 
adecuados para la protección civil y  propender a la fortificación de las instalaciones 
destinadas para tal efecto. No obstante, en muchos casos, como sucede en el asunto que 
se revisa, se pone en peligro la vida de los habitantes de un sector de la población por 
la cercanía a casas de habitación y escuelas, las cuales quedan expuestas a eventuales 
ataques e incursiones guerrilleras, situación esta que se presenta a lo largo de la 
geografía nacional, pues si se revisa la ubicación de los Comandos de Policía en los 
distintos municipios, ciudades o distritos, éstos se encuentran localizados en los sitios 
céntricos y de mayor afluencia de población, precisamente con la intención y el 
propósito de brindar un mayor grado de protección a ésta, de manera que le permita al 
momentodeun ataque repeler con mayor rapidez y  agilidad la agresión. Si ello no fuera 
así, la actividad guerrillera, como la narrada en la presente solicitud, en la cual un frente-
del 

rente
del ELN se tomó la población y  dinamitó el nuevo Comando, sufriendo daño las 
residencias y  centros educativos del sector, se convertiría en una constante diaria y sus 
acciones aumentaríanendesmedro de la población civil, haciéndola blanco más fácil de 
sus ataques, evento este que está presente a lo largo de la geografía nacional; pues si se 
examina la situación que viven actualmente algunos municipios del país, éstos se 
encuentran en circunstancias similares a las expresadas por los accionantes, habitantes 
del Municipio de Santo Domingo, Antioquia, de constantes amenazas y  ataques 
realizados por grupos subversivos. 

Es necesario, igualmente, tener en cuenta que otros habitantes o gremios de la 
cabecera municipal pueden requerir la misma protección para sus moradas o establecí-
niientos decomercio, bancarios, industriales, etc., y  exigir la permanencia del Comando 
de Policía en el lugar donde actualmente funciona, pues si la misma Constitución 
pregona que las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y  demás derechos 
y libertades, paradójicamente una comunidad puede exigir, incluso acudiendo a este 
mecanismo, que se establezca allí una guarnición para la defensa de esas garantías. 
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Si se accediera ala petición de los actores tendiente a suspenderla construcción del 
Comando de Policía, en primer lugar se dejaría la población en una situación de total 
desprotección frentea un eventual ataque o incursión guerrillera, vulnerando el Estado, 
a través de sus distintas autoridades, la obligación que la Carta Fundamental le impone 
en el sentido de velar por la integridad territorial y  asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. Así mismo, si para este efecto la Corte accediera favorable-
mente a la petición impetrada por los peticionarios, como erróneamente lo consideraron 
los jueces de primera y  segunda instancia, en el sentido de llevar a cabo la suspensión 
de la obra a través del mecanismo de la acciónde tutela, ello llevaría a dejardesprotegida 
a la población, especial m ente en aquel los lugares que por su situación y condición social 
requieren en mayor grado de ella. Conduciría igualmente a que cualquier persona 
invocando la acción de tutela pudiera lograr que se suspendiera la construcción de los 
Comandosde Policía u ordenar su trasladoa otro lugar dentro del municipio, argumen-
tando la amenaza de su derecho a la vida, peligrando en consecuencia no sólo la 
institución como tal y sus miembros, sino también los demás habitantes, y generando 
así una gran inestabilidad, especialmente en circunstancias como las que actualmente 
vive el país. 

De esa manera si se resolviera favorablemente cada tutela que por esta causa se 
invocara, se pondrían en situación de conflicto los derechos e intereses de la población, 
por cuanto así como los peticionarios pretenden la suspensión de la construcción del 
Comando por considerar amenazados sus derechos fundamentales a la vida y a la 
educación, éste último por cuanto a juicio de los accionantes en caso de un ataque de un 
grupo subversivo podrían ser afectados los estudiantes de las escuelas contiguas al 
Comandó, otras personas, habitantes o gremios de la cabecera municipal pueden 
considerar, dehacerseefectiva la suspensión, amenazados sus derechos fundamentales 
ya que se encontrarían en condiciones de desprotección en cuanto a su vida y  bienes. 
Podrían entonces requerir el mismo amparo para sus moradas o establecimientos Y 

exigir válidamente la terminación de la obra del Comando de Policía. 

De allí que no sea factible ordenar a través de la acción de tutela, la suspensión de 
la construcción del Comando de Policía del Municipio de Santo Domingo como medida 
tendiente a la protección de los derechos fundamentales de los peticionarios. 

Quinta. Conclusión. 

La Constitución declara solemnemente en su Preámbulo que los fines buscados por 
el Constituyente al sancionarla y promulgarla no son otros que los de "fortalecer la 
unidad de la Nación y  asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, la 
justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, dentro de un marco jurídico, 
democrático y participa tivo que garantice un orden político, económico y social justo", 
expresiones todas estas que consagran el bien común como fundamento de la sociedad 
y del Estado. 

El artículo l.1  de la Carta desarrolla esta voluntad del Constituyente cuando, al 
enunciar los fundamentos del Estado Social de Derecho, incluye la prevalencia del 
interés social general como una de las características esenciales de la organización 
política. 
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Los órganos que integran las ramas del pdder público y las demás dependencias del 
Estado, han de tener este principio constitucional como criterio básico en el ejercicio de 
sus atribuciones y competencias. 

La actividad de la administración pública, en todos sus niveles, tieneque cumplirse, 
entonces, dentro de una perspectiva en la que no se pierda de vista y, por el contrario, 
se persiga de manera constante y prioritaria el beneficio colectivo, con la óptica social 
que lo anteponga a intereses individuales o de grupo. 

Tal es la concepción que debe presidir toda actuación de los funcionarios del Estado 
y para el caso que nos ocupa, de los miembros de la Fuerza Pública, concretamente de 
la Policía Nacional, cuya función esencial consiste en asegurara todos los habitantes del 
territorio nacional la convivencia pacífica, al igual que la protección a todas las personas 
en su vida, honra, bienes y demás derechos y libertades, para lo cual dispone de los 
recursos y los instrumentos necesarios para repeler cualquier tipo de agresión o ataque 
que afecte tales derechos. No podrá entonces preferirse la protección de unos intereses 
particulares en desmedro del interés general que asiste a toda la colectividad. 

En cuanto al asunto en sí, considera esta Corporación que el peligro para la población 
de Santo Domingo no se origina en la presencia  de la Policía Nacional o en la 
construcción de su cuartel, sino en la presencia de grupos armados irregulares y  en la 
posibilidad de que éstos ataquen al poblado. En caso de presentarse esta ultima 
eventualidad, no solo estarían en peligro de muerte violenta o daño físico los habitantes 
del sector en que se encuentre el cuartel policial, sino todos los vecinos del municipio 
-incluyendo a los de la Caja Agraria, Juzgadós, Alcaldía y otros blancos casi cotidianos 
de los grupos guerrilleros-. Para proteger a la población en caso deataque armado es que 
la Policía Nacional debe contar con la infraestructura necesaria y  el cuartel, indudable-
mente, hace parte de ella. De no construirseen la calleen que habitan los petentes, habría 
que hacerlo en otro lugar del casco urbano donde los vecinos tendrían las mismas 
aprensiones que los accionantes y, también en ese hipotético caso, los vecinos inmedia-
tos habrían de aceptar la vecindad del cuartel, en aras de hacer posible la protección de 
toda la población. 

No debe olvidarse, finalmente, la situación actual de violencia en que se encuentra 
sumido el territorio nacional, y que colocan al ciudadano en unas condiciones de 
permanente riesgo en cuanto a las amenazas contra sus derechos fundamentales, y en 
especial contra su vida e integridad personal,factor de especial importancia al momento 
de entrara determinar la mayor afección de unos derechos respecto a otros, como sucede 
en el asunto materia de revisión. 

Por tanto, considera esta Corte que deberán revocarse los fallos proferidos por los 
Juzgados Promiscuo Municipal y  Penal del Circuito de Santo Domingo, en el sentido de 
denegar la tutela impetrada por los peticihnarios en cuanto a la suspensión de la 
construcción del Comando de Policía de ese municipio. 

IV. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, 
administrando justicia en nombre del pueblo y  por mandato de la Constitución, 
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RESUELVE: 

Primero. REVOCAR las sentencias proferidas por el Juzgado Promiscuo Municipal 
de Santo Domingo el día 10 de septiembre de 1992, y por el Juzgado Penal del Circuito 
de Santo Domingo el 7 de octubre de 1992. En consecuencia se DENIEGA la tutela 
impetrada y se autoriza proseguir la construcción de la obra que había sido interrum-
pida. 

Segundo. COMUNIQUESE la presente decisión al Juzgado Promiscuo Municipal de 
Santo Domingo y al Juzgado Penal del Circuito de Santo Domingo, para que sea 
notificada a las partes conforme lo dispone el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, publíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucio-
nal y cúmplase. 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-106 
de marzo Ii de 1993 

DERECHO A ESCOGER PROFESION/DERECHO A ESCOGER OFICIO 

El derecho a escoger profesión u oficio no existe ni subsiste por sísolo, sino que conlleva una 
obligación correlativa por parte del Estado, cuales la de crear los mecanismos y las condiciones 
que hagan factible el libre ejercicio del derecho, pues de nada valdría tener el derecho si no puede 
hacerse efectivo su goce y ejercicio. Por ello, el Estado debe desarrollar los medios que hagan 
realizable su práctica. En el caso específico en que se crea una profesión ya ella se le impone como 
requisito para su ejercicio obtener un título de idoneidad, el Estado debe ofrecer las garantías y 
los medios necesarios para que quien termine la profesión de que se trate pueda ejercerla 
libremente. De izada valdría obtener el t ítulosi por falta de una licencia o matrícula que el mismo 
legislador ha impuesto como condición para su ejercicio no se ejerce la profesión ni se desempeñan 
las funciones que ella demanda. 

ACCION DETUTELA-Naturaleza 

La acción de tu tela como mecanismode protección inmediatade los derechos constitucionales 
fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenanziento jurídico, de 
manera que su efecfivaaplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios queaquél 
ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger 
instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado oes objeto de amenaza por virtud de una 
condu cta positiva o negativa de una autoridad pública ode particulares en los casos señalados por 
la ley, a través de una valoración que siempre se ¡zaceen concreto, tomando en consideración las 
circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u 
omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción 
ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pites su 
carácter yesencia es ser único medio de prof ección que, al afectadoen susderechosfu ndanientales, 
brinda el ordenamiento jurídico. 

MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL-Eficacia 

Es condición fundamental para que se pueda estructurar la improcedencia de la acción de 
tutela sobre la base de la existencia de otro medio de defensa judicial, la idoneidad atribuible a! 
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medio de defensa judicial alternativo. Cabe señalar además, que la autoridad judicial al 
administrar justicia en relación con acciones de tu tela, debe buscar la certeza en la realización de 
los derechos, por encima de consideraciones de índole formal capaces de sacrificar el contenido 
material de aquellos. 

ACCION DE CUMPLIMIENTO-Finalidad 

El peticionario de la tutela  persigue la obtención de un mandato para que se reglamente la 
Ley 28 de 1989, yasítengn esta cabal cumplimiento, se observa que, en principio, aquel dispone 
de un medio de defen sajudicial de carácter constitucional coinoes "la acción de cumplimiento", 
Izara lograr su propósito. En el presente la acción de cumplimiento es inoperante para que el 
accionan te pueda obtener la defensa de sus derechos, dado que el legislador no ha reglamentado 
el artículo 87 de la Constitución Política. Es decir, que para la efectividad y realización de sus 
derechos el peticionario no cuenta con un medio idóneo de defensa. En el presente caso no se trata 
propiamente de exigir el cumplimiento de una ley; simplemente la pretensión del accionante se 
dirigen que se obligue al Gobierno Nacional a que expida la reglamentación de la referida ley, para 
que la administración le pueda expedir su matrícula profesional, lo cuales algo distinto. Es decir, 
que realmente el peticionario de la tutela no pide el cumplimiento de la ley en forma directa. 
Aparece ostensible en los autos la violación del derecho fundamental al trabajo ya¡ ejercicio de la 
profesión del peticionario como Ingeniero Pesquero, por lo cualdebe partirse de esta realidad y de 
la consideración de queel afectado no dispone de otro medio judicialdedefensa para la protección 
de sus derechos, para acceder a decretar la tutela impetrada, aparte de que uno de los fines 
esenciales del Estado es "garantizarla efectividad de los principios, derechos y deberes con sagra-
dos en la Constitución". 

INGENIERIA PESQUERA/DECRETO REGLAMENTARIO-Expedición 

El hecho de que han transcurrido más de cuatro (4) años sin que el Gobierno Nacional haya 
expedido el correspondiente decreto reglamentario de la Ley 28 de febrero 10 de 1989, lo cual, 
en principio, hace suponer que para su cumplimiento dicho reglamento no se ha estimado 
necesario. No puede quedar supeditado el ejercicio del derecho fundamentala 1 trabajo del actor 
a que en un futuro lejano se dicte la reglamentación de una ley que, por sí misma, habilita al 
mencionado Consejo para expedir la matrícula profesional al peticionario. La administración 
dentro de una discrecionalidad razonable, puede exigir, para los casos de expedición de las 
licencias de los ingenieros pesqueros, ciertos requisitos que se juzguen indispensables, dentro del 
con texto normativo antes reseñado, bajo la perspectiva de la observancia del principio de eficacia 
consagrado en el artículo 209 de la Carta Política que, para el caso, se traduce en asegurar la 
oportuna expedición de las licencias a los ingenieros pesqueros. 

Ref.: Expediente NI T- 5502. 

Peticionario: Alberto Betancourt Mendivil. 

Procedencia: Tribunal Superior de Bogotá - Sala Laboral. 

Magistrado Ponente: Dr. ANTONIO BARRERA CARBONELL. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo once (11) de mil novecientos noventa y tres (1993). 

La Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistra-
dos Antonio Barrera Carboneil, Eduardo Cifuentes Muñoz y  Carlos Gaviria Díaz, 
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EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUC ION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

eneiproceso de acción de tutela ejercida por ALBERTO BETANCOURT MENDIVIL, 
a través d2 apoderado, contra la omisión del Presidente de la República al no reglamen-
tarla Ley 28 de 1989, por la cual se reconoció la Ingeniería Pesquera como una profesión; 
acción de tutela fallada en primera instancia por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito 
de Santafé de Bogotá el 23 de junio de 1992 y  en segunda instancia por la Sala Laboral 
del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá el 16 de septiembre del 
mismo año. 

I. ANTECEDENTES 

En virtud de lo ordenado por el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, el proceso llegó 
al conocimiento de esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional por la vía ordinaria 
de la remisión que hizo el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá. 

Conforme al artículo 86 de la Constitución Política y33 del Decreto ibidem, la Sala de 
Selección de la Corte eligió para efectos de revisión la presente acción de tutela. 

De acuerdo con el artículo 34 del Decreto 2591 de 1991, entra esta Sala de Revisión 
a dictar la correspondiente sentencia. 

A. Hechos de la demanda. 

Los hechos que motivaron la formulación de la presente acción, son los siguientes: 

1. El 10 de febrero de 1989, se expidió la Ley 28, por la cual se reconoció la Ingeniería 
Pesquera como una profesión, quedando sujeto su ejercicio en las modalidades de 
formación técnica profesional y tecnológica, ala posterior reglamentación por parte del 
Gobierno Nacional. 

2. Han transcurrido cuatro (4) años desde la fecha de expedición de la citada Ley, 
y aún no se ha procedido a su reglamentación. 

3. El peticionario es Ingeniero Pesquero de la Universidad Tecnológica del Magda-
lena, pero no ha podido ejercer su profesión por cuanto el Consejo Nacional de 
Ingeniería Pesquera, creado por el artículo 3Q  de la Ley 28 de 1989, aduciendo falta de 
reglamentación al respecto, no le ha expedido la matrícula correspondiente, razón por 
la cual se encuentra desempleado. 

4. Considera que por la conducta omisiva del Presidente de la República en 
reglamentar la ley, se le ha vulnerado su derecho fundamental al trabajo. 

B. Decisión del Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Santafé de Bogotá. 

El Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Bogotá, mediante sentencia del 23 de junio 
de 1992, decidió denegar la tutela impetrada,con base en los siguientes argumentos: 
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1. De acuerdo con los hechos contenidos en la demanda, se colige que la acción 
conducente, en el presente caso, es la acción de cumplimiento y no la acción de tutela, 
por cuanto la pretensión se dirige a obtener el cumplimiento de una ley por el Ejecutivo. 

2. El Código Contencioso Administrativo, prevé la acción de la reparación directa, 
el cual permite dirimir la controversia planteada en autos, toda vez que la conducta 
omisiva que se le imputa al Gobierno constituye un hecho administrativo y, como tal, 
ante la presencia de eventuales perjuicios en la mora de darle desarrollo a la Ley 28 de 
1989, lo procedente es demandar la responsabilidad estatal con fundamento en dicha 
acción. 

3. De acuerdo con el artículo 6Q del Decreto 2591 de 1991, que señala como causal de 
improcedencia de la acción de tutela, la existencia de otros recursos de defensa judicial, 
salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, 
se colige la improcedencia de la acción de tutela entablada, ya que el actor dispone de 
otros medios aptos para lograr la expedición del correspondiente decreto reglamenta-
rio. 

C. Impugnación del fallo de primera instancia. 

La anterior providencia fue impugnada por el accionante aduciendo, como funda-
mento para obtener la protección de su derecho fundamental al trabajo, que con la 
omisión de la administración pública se le está causando un perjuicio irremediable, al 
perder las oportunidades de trabajo, máxime teniendo en cuenta que es un padre de 
familia que tiene a su cargo una esposa y un hijo qué mantener. Manifiesta además que 
la acción de tutela al menos transitoriamente, vendría a ponerle fin a la vulneración de 
su derecho al trabajo, por cuanto de ser acogida, obligaría al Ejecutivo Nacional a 
reglamentar la Ley 28 de 1989, como es su deber constitucional. 

D. Decisión de la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Santafé de Bogotá. 

La Sala Laboral del Tribunal Superior de Bogotá, a través de sentencia del 16 de 
septiembre de 1992, confirmé la decisión proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del 
Circuito de Bogotá, por las siguientes razones:. 

1. No se está antela violación de ningún derecho fundamental ni de manera especial 
al del trabajo, por cuanto lo que se pretende es la reglamentación de una ley y la 
expedición de una tarjeta profesional, razón por la cual la acción de tutela no es el 
mecanismo adecuado para obtener los fines propuestos por el peticionario. La acción 
de tutela protege exclusivamente los derechos constitucionales fundamentales y por lo 
tanto no puede utilizarse para hacer cumplir leyes, decretos, reglamentos o cualquier 
otra norma de rango inferior, como así lo dispone el artículo 21, del Decreto 306 de 1992. 

2. La conducta omisiva que se le atribuye al Ejecutivo, por tratarse de la actividad de 
la administración pública, no es discrecional, pues está sujeta a un control de legalidad 
por parte de la jurisdicción contencioso-administrativa, de ahíque se pueda afirmarque 
no se ha vulnerado ningún derecho fundamental y que el accionante cuenta con otro 
medio de defensa. Además, no se está frente a una situación que conlleve un perjuicio 
con las características de irremediable, por lo cual tampoco es procedente la tutela 
solicitada. 
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E. Pruebas solicitadas por la Corte Constitucional. 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 19 del Decreto 2591 de 1991, y con 
el propósito de obtener un mejor conocimiento del asunto sometido a revisión, se ofició 
a los Ministros de Agricultura y Desarrollo Económico, al igual que al Presidente de la 
Asociación Nacional de Industriales (ANDI), solicitándoles informar si el Consejo 
Profesional de Ingeniería Pesquera, del cual hacen parte, se había reunido en alguna 
oportunidad y,  si así era, cuáles temas fueron discutidos. 

En primer lugar,el Presidente de la ANDI respondió a esta Corporación manifestan-
do que el Consejo efectivamente había sesionado el día 6 de abril de 1990, en la ciudad 
de Santa Marta, con la asistencia de varios de sus miembros. Para respaldar lo anotado, 
acompañó copia del Acta Ne 003, en la cual, dentro de los puntos tratados, estaba el 
relativo al Estudio y aprobación de solicitudes de Matrícula i, Tarjeta Profesional, donde se 
consideró lo siguiente: 

"El Secretario Ejecutivo informa que dándole cumplimiento a lo establecido en el 
Título II, arts. 52, 611, 71', 8Q,  92 y 10 de la Resolución 001 del C.P.I.P., se recibió y  se constató 
la autenticidad de los documentos remitidos por los Ingenieros Pesqueros: ( ... ), a quienes 
por cumplir con todos los requisitos exigidos por el C.P.I.P., se les puede otorgar la 
Matrícula Profesional, expedirles la respectiva Tarjeta Profesional. 

Los miembros del Consejo deciden otorgarMatrícula Profesional y  expedirla Tarjeta 
Profesional a los Ingenieros Pesqueros anteriormente reseñados, en el orden que 
aparece consignado en la Resolución 003 que se anexa a la presente Acta". 

Por su parte el Ministro de Desarrollo Económico respondió en el sentido de no 
haber sido convocado, ni él ni ningún otro titular de esa Cartera a participar en el Consejo 
Profesional de Ingeniería Pesquera. 

En la investigación efectuada por ese despacho se estableció que el proyecto de 
decreto reglamentario del Consejo, fue redactado por el Ministerio de Agricultura y 
glosado por la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República, mediante oficio 424 
del 26 de enero de 1993 dirigido al Secretario General de ese Ministerio. 

Finalmente, el Ministro de Agricultura, a través del Jefe de la Oficina Jurídica, dio 
respuesta a esta Corporación en los siguientes términos: 

"1. Según Acta número 003 en reunión celebrada por el C.P.I.P., el día 6 de abril de 
1990 en la ciudad de Santa Marta, se contó con la participación de los Delegados del 
Ministro de Educación, de la Asociación Nacional de Industriales 'ANDI', de la 
Universidad del Magdalena, de igual forma el Delegado de este Despacho ( ... ). 

2. Mediante oficio número 03927 del 31 de mayo de 1990, emanado de la oficina 
jurídica, este Ministerio se abstuvo de dar trámite a la solicitud de firma de quince (15) 
Matrículas Profesionales, y en su lugar recomendando al Presidente del 'C.P.I.P.', el 
desarrollo de la Ley 28 de 1989, a través de un decreto reglamentario ( ... ). 

3. Por medio del oficio número 0275 del 28 de febrero de 1991, la entonces Ministra 
de Agricultura doctora María del Rosario Sintes Ulloa, convocó al 'C.P.I.P.' para una 
reunión el día 15 de marzo de 1991, con el finde estudiar conjuntamente el proyecto de 
decreto reglamentario, reunión esta a la que sólo asistieron los representantes de la 
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Asociación Colombiana de Ingenieros Pesqueros 'A.C.I.P., de la Universidad del 
Magdalena y Funcionarios de este Ministerio. 

4. A solicitud de la 'A.C.I.P.', este Ministerio desplazó un funcionario (...), durante 
los días 26 y  27 de febrero de 1992 a la ciudad de Santa Marta, ocasión en la cual se 
presentó un proyecto concreto y unificado de decreto reglamentario a la Ley 28 de 1989. 

Como quiera que se requería el concepto de las entidades integrantes del 'C.P.I.P.', 
se remitió a los Ministerios de Desarrollo Económico, Educación y ANDI el respectivo 
proyecto de decreto ( ... ). 

5. Una vez surtido el trámite ante las respectivas entidades, en las que se formularon 
una serie de recomendaciones, fueron atendidas en su integridad por este despacho, 
procediéndose finalmente a la remisión del proyecto, con las firmas de los Ministros de 
Educación y Agricultura, a la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República ( ... ), 
la cual a través del oficio número 424 del 26 de enero de este año, recomendó introducir 
algunos ajustes al proyecto, los que efectivamente fueron tenidos en cuenta por este 
despacho; remitiéndose luego el proyecto de decreto a la Secretaría Jurídica, mediante 
oficio número 001341 del 12 de febrero de 1993 ( ... )". 

II. COMPETENCIA 

Es competente esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional para proferir 
sentencia en relación con el fallo proferido por la Sala Laboral del Tribunal Superior de 
Bogotá, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 inciso tercero, y 241 numeral 
9" de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 33,34,35 y36 del Decreto 
2591 de 1991. 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

A. La materia objeto de las actuaciones. 

Del examen del escrito presentado por el señor Alberto Betancourt Mendivil, se 
deduce que su pretensión está dirigida a obtener por la vía de la acción de tutela, una 
orden judicial que imponga al Presidente de la República el cumplimiento del deber de 
reglamentar la Ley 28 de 1989, para efectos de obtener la expedición de la matrícula de 
ingeniero pesquero y de esa manera ejercer su actividad profesional, esto es, disfrutar 
de los derechos al trabajo ya ejercer libremente profesión u oficio que están consagrados 
en los artículos 25 y 26 de la Constitución Nacional; estima además, que se le causa un 
perjuicio irremediable al perder las oportunidades de trabajo. 

B. El derecho constitucional fundamental al trabajo. 

El derecho al trabajo, concebido como el desempeño libre de actividad personal 
legítima que entraña la obtención de recursos económicos que sufragan necesidades de 
la persona y el núcleo familiar y que debe prestarse en condiciones dignas y justas, 
pertenece a la categoría de los derechos fundamentales y a él se refiere el artículo 25 de 
la Carta Política. 

Característica propia de los derechos fundamentales es que son inherentes al ser 
humano, a su esencia, a su naturaleza, e inalienables y sin los cuales éste no podría 
subsistir. Ello sucede con el derecho al trabajo, el cual además de realizar al hombre como 
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tal, dignificándolo, constituye un medio insustituible para conseguir recursos para su 
congrua subsistencia y la de su prole. 

Siendo el derecho al trabajo parte integrante de la personalidad humana, es 
incuestionable su carácter de derecho fundrnental, como lo ha reconocido esta Corte. 
(Sentencias de Tutela números 003 de mayo 11 de 1992; 014 de mayo 28 de 1992; 407 de 
junio S de 1992; 441 de julio 3 de 1992; 446 de julio 8 de 1992; 451 de julio 10 de 1992; 457 
de julio 14 de 1992; 462 de julio 13 de 1992; 475 de julio 29 de 1992; 499 de agosto 21 de 
1992; 610 de diciembre14 de 1992; 615 de diciembre 18 de 1992y  008 de enero 18 de 1993). 

C. El derecho constitucional fundamental a escoger profesión u oficio. 

La categoría jurídica de la libertad de escoger o elegir libremente la profesión, el arte, 
la ocupación o el oficio, que consagra el artíulo 26 de la Constitución Nacional, emana 
de la libertad general de actuar y constituye una de las manifestaciones del derecho al 
libre desarrollo de la personalidad. Nadie puede imponer a una persona el ejercicio de 
una ocupación habitual, ni impedirle el desairollo de la actividad laboral que correspon-
da a sus conocimientos o a sus dotes. 

Sin embargo, en aras del bien común siempre podrá el Estado exigirle la demostra-
ción de la suficiencia que tiene para desempeñar las labores propias de la actividad en 
la cual eligió ocuparse, como es la exigencia de los títulos de idoneidad. 

El Constituyente de 1991 distingue entre los oficios que no exigen formación 
académica y los que sí la demandan. El ejercicio de los primeros es libre, a menos que 
ellos impliquen un riesgo social. Los seguidos quedan sujetos a la exigencia legal de 
títulos de idoneidad, los cuales se refieren no tanto al derecho de ejercer la actividad 
elegida, sino de cumplir con unos requisitos y exigencias por ella impuestos. De esta 
forma, para poder garantizar la legitimidad de dichos títulos en actividades que 
comprometen el interés social, se requiere,en ciertos casos, de licencias, matrículas o 
certificaciones públicas en las cuales se da fe de que el título de idoneidad fue 
debidamente adquirido en instituciones aptas para expedirlo. 

No obstante, es importante anotar que el derecho mencionado no existe ni subsiste 
por sí solo, sino que conlleva una obligación correlativa por parte del Estado, cual es la 
de crear los mecanismos y las condiciones que hagan factible el libre ejercicio del 
derecho, pues de nada valdría tener el derecho si no puede hacerse efectivo su goce y 
ejercicio. Porello, el Estado debe desarrollarlos medios que hagan realizable su práctica. 

En el caso específico en que se crea una profesión ya ella se le impone como requisito 
para su ejercicio obtener un título de idoneidad, el Estado debe ofrecer las garantías y 
los medios necesarios para que quien termine la profesión de que se trate pueda ejercerla 
libremente. De nada valdría obtener el título si, por falta de una licencia o matrícula que 
el mismo legislador ha impuesto como cóndición para su ejercicio, no se ejerce la 
profesión ni se desempeñan las funciones que ella demanda. 

D. Naturaleza subsidiaria de la acción de tutela. 

Según dispone el inciso 311  del artículo 86 de la Constitución, la acción de tutela no 
procede cuando el peticionario disponga de otro medio para la defensa judicial de su 
derecho, a menos que intente la acción como mecanismo transitorio para evitar un 
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perjuicio irremediable, entendido éste, según el numeral l  del artículo 61  del Decreto 
2591 de 1991, corno aquel que sólo puede ser reparado en su integridad ,ncdiantc una 
indemnización. 

El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es 
decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos 
constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al 
ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando 
dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no 
exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que 
aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o 
negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a 
través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las 
circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción 
u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece 
la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o 
complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al 
afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico. 

Es condición fundamental para que se pueda estructurar la improcedencia de la 
acción de tutela sobre la base de la existencia de otro medio de defensa judicial, la 
idoneidad atribuible al medio de defensa judicial alternativo. Cabe señalar además, que 
la autoridad judicial al administrar justicia en relación con acciones de tutela, debe 
buscar la certeza en la realización de los derechos, por encima de consideraciones de 
índole formal capaces de sacrificar el contenido material de aquellos. 

Sobre el particular ha expresado esta Corte: 

"A este respecto debe expresarla Corte, como criterio indispensable para el análisis, 
que únicamente son aceptables como medios de defensa judicial, para los fines de excluir 
la acción de tutela, aquellos que resulten aptos para hacer efectivo el derecho, es decir, 
que no tienen tal carácter los mecanismos que carezcan de conducencia y eficacia 
jurídica para la real garantía del derecho conculcado. 

( ... ) Considera esta Corporación que cuando el inciso 3  del artículo 86 de la Carta 
Política se refiere a que "el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial..." 
como presupuesto indispensable para entablar la acción de tutela, debe entenderse que 
ese medio tiene que ser suficiente para que a través de él se restablezca el derecho 
fundamental violado o se proteja de su amenaza, es decir, tiene que existir una relación 
directa entre el medio de defensa judicial y la efectividad del derecho. Dicho de otra 
manera, el medio debe ser idóneo para lograr el cometido concreto, cierto, real, a que 
aspira la Constitución cuando consagra ese derecho". (Sentencia N 3 del 11 de mayo de 
1992, Sala Tercera de Revisión). 

E. Improcedencia de la acción de tutela cuando existen otros medios de defensa 
judicial o cuando se pretende hacer cumplir una ley. 

El artículo 6del Decreto 2591 de 1991 señala como causales de improcedencia de la 
tutela, entre otras, la existencia de otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que 
aquella se utilicecotizo mecanismo transitorio liara evitar un perjuicio irremediable. Por su parte 
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el artículo 2 del Decreto 306 de 1992,/a acción de ti¡ tela psotegc exclusivamente los derechos 
constitucionales fundamentales,y por lo tanto, no puede ser utilizada para hacer res petarderechos 
que sólo tienen rango legal, ni para hacer cumplir /as leyes, los decretos, los reglamentos o 
cualquier otra norma de rango inferior. 

F. La acción de cumplimiento como otro medio de defensa judicial (artículo 87 de 
la Constitución Nacional). 

A propósito del tema de los mecanismos de protección de los derechos, la 
Subcomisión Tercera, Comisión Primera de la Asamblea Nacional Constituyente 
incluyó dentro de dichos mecanismos la denominada acción de cunip!ilniento, encamina-
da a obligar a la correspondiente autoridad, mediante la intervención de la autoridad 
judicial, a proceder a la ejecución o cumplimiento de una ley o acto administrativo, 
cuando así lo solicite cualquier persona. 

En la Ponencia para Segundo Debate ante la Plenaria de la Asamblea Nacional 
Constituyente, se dijo al respecto: 

"La acción de cumplimiento tiene el propósito de combatir la falta de actividad de 
la administración. Son frecuentes los casos en los cuales pese a existir un clarísimo deber 
para que las autoridades desarrollen una determinada acción de beneficio particular o 
colectivo, las mismas se abstienen de hacerlo. El particular afectado podría en f onces acudir 
a esta acción para exigir el cumplimien fo del deber omitido". (Gaceta Constitucional NQ 57). 

Sobre el particular el constituyente Jaime Arias señaló: 

"(...) Tenemos que reconocerque el problema legislativo que sella visto en Colombia 
no es solamente porque el Legislativo no legisle, en todos sus órdenes, sino también que 
esa ley, esas ordenanzas, esos acuerdos, muchas veces no los ejecutan; entonces lo que 
queremos establecer aquíes una acción para que una vez la leij ha cumpl ido con todo su trámite 
y ha entrado en vigencia a través de su publicación o a través del mecanismo mediante el 
cual la misma norma prevé cuando entra en vigencia, pues sea puesta en vigencia de verdad, 
y que las personas por ese interés general que les asiste, tengan un mecanismo a través del cual 
se puedan hacer efectivas y por eso las hemos denominado acción de ejecución y de 
cumplimiento". (Asamblea Nacional Constituyente, sesión de mayo 6 de 1991). 

De estos antecedentes, se evidencia claramente la voluntad de instituir esta acción 
como instrumento efectivo para hacer cumplir las leyes o los actos administrativos, 
contando para ello con el concurso de las autoridades judiciales. 

En razón de que, en el presente caso, el peticionario de la tutela persigue la 
obtención de un mandato para que se reglamente la Ley 28 de 1989, y así tenga ésta cabal 
cumplimiento, se observa que, en principio, aquel dispone de un medio de defensa 
judicial de carácter constitucional como es "la acción de cumplimiento", para lograr su 
propósito. Más adelante se analizará, si dicho medio de defensa es adecuado o no para 
la defensa de los derechos que el peticionario alega le han sido desconocidos. 

G. Procedencia de la acción de tutela en el presente caso. 

Mediante la Ley 28 de 1989, se reconoció la Ingeniería Pesquera como una profesión 
y se reglamenté su ejercicio; en su artículo 10 se dispuso la creación del Consejo 
Profesional de Ingeniería Pesquera de Colombia a quien corresponde, entre otras 
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funciones, la de expedir la matrícula o certificado provisional a los profesionales que 
llenen los requisitos pertinentes, y  en el artículo 311  de la misma Ley, se señala que para 
poder ejercer la profesión de Ingeniero Pesquero en el territorio de la República de 
Colombia, se requiere obtener matrícula expedida por el Consejo Profesional de 
Ingeniería Pesquera. 

La oficina jurídica del Ministerio de Agricultura, mediante oficio 03927 de mayo 31 
de 1990, dirigido al Presidente del Consejo Profesional de Ingeniería Pesquera de 
Colombia (C.P.I.P), expresó que existen vacíos normativos en la Lei1 28 de 1989 que ameritan 
reglamentación a efecto de determinar aspectos como los requisitos que se deben acreditar para 
obtener la tarjeta profesional de Ingeniero Pesquero y su respectiva matrícula; la autoridad 
co?npetente para firmar las tarjetas profesionales, i en fin, todas aquellas que se estimen 
pertinentes ;;ara desarrollar la ley. 

Con el propósito de impulsar el proyecto de decreto reglamentario de la Ley 28 de 
1989, el día 15 de marzo de 1991 el Ministerio de Agricultura convocó a una reunión con 
los miembros del Consejo Profesional de Ingeniería Pesquera, en la cual se estudió el 
proyecto que, según las pruebas obtenidas por esta Corte, se encuentra actualmente en 
la Secretaría Jurídica de la Presidencia de la República para efectos de su expedición 
después de un proceso de ajustes y modificaciones en los que intervinieron todos los 
miembros del citado Consejo. 

Con fundamento en lo anterior, se procede a entrar a considerar, si en el presente 
asunto la acción de tutela es el mecanismo adecuado para obtener la protección de los 
derechos del peticionario presuntamente vulnerados por la conducta omisiva del 
Presidente de la República en reglamentar la Ley 28 de 1989. 

A simple vista, aparece que en el caso subexamine no es procedente la acciónde tutela 
de que trata el artículo 86 de la Constitución Nacional, puesto que de una parte existe 
otro medio de defensa judicial instituido por el propio constituyente, como es "la acción 
de cumplimiento" y, de otra parte, la acción de tutela no procede ni puede ser utilizada 
para hacer cumplir leyes, decretos o reglamentos. 

No obstante, la procedencia de la acción de tutela, ha de estudiarse en cada caso, 
tomando en cuenta las circunstancias concretas de la situación del afectado que alega la 
vulneración o la amenaza de sus derechos fundamentales y,  además, la consideración 
deque el medio de defensa alternativo deque dispone, sea suficientemente idóneo y real 
para lograr la adecuada protección de dichos derechos. 

Estima esta Sala de Revisión que en el presente la acción de cumplimiento es 
inoperante para que el accionante pueda obtener la defensa de sus derechos, dado que 
el legislador no ha reglamentado el artículo 87 de la Constitución Política. Es decir, que 
para la efectividad y realización de sus derechos el peticionario no cuenta con un medio 
idóneo de defensa. 

Lo anterior, se avala con la sentencia del 10 de diciembre 1992 proferida por esta 
Corporación con ocasión de las acciones de cumplimiento presentadas directamente a 
ella y que se radicaron bajo los números 001, 002, 003, 004, 005, 006 y  007, en la cual se 
concluyó que la acción de cumplimiento es improcedente en la actualidad, por falta de 
desarrollo legal del artículo 87 de la Constitución Política. 
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En el presente caso no se trata propiannte de exigir el cumplimiento de una ley; 
simplemente la pretensión del accionanté se dirige a que se obligue al Gobierno 
Nacional a que expida la reglamentación de la referida Ley, para que la administración 
le pueda expedir su matrícula profesional, lo cual es algo distinto. Es decir, que 
realmente el peticionario de la tutela no pideel cumplimiento de la Ley en forma directa. 

Aparece ostensible en los autos la violación del derecho fundamental al trabajo y al 
ejercicio de la profesión del peticionario cómo Ingeniero Pesquero, por lo cual debe 
partirse de esta realidad y  de la consideración de que el afectado no dispone de otro 
medio judicial de defensa para la protecciólt de sus derechos, para acceder a decretar la 
tutela impetrada, aparte de que uno de los fines esenciales del Estado es garantizar la 
efectividad de los principios, derechos i, deberesconsagrados en la Constitución. 

No necesariamente la expedición del decreto reglamentario es requisito indispensa-
ble para la aplicación o cumplimiento de una ley, pues lo normal es que la ley contenga 
totalmente las formulaciones o principios generales que permitan su aplicación. 

Del contenido normativo de los artículos iQ a 13 de la Ley 28 de 1989, se infiere que 
ella contiene las regulaciones mínimas nécesarias para su aplicación; es así, como 
dichas normas reconocen a la Ingeniería Pesquera como una profesión, definen la 
materia propia de la cual se ocupa; establecen la necesidad de matrícula para el ejercicio 
de esta profesión, los requisitos exigidos para obtenerla y  la necesidad de ocupar 
Ingenieros Pesqueros en el "desarrollo y  fomento de la industria pesquera" o en 
asuntos directamente relacionados con la pesca o explotación de recursos hidrobiológi-
cos; crean y  asignan las funciones del Coisejo Profesional de Ingeniería Pesquera y, 
finalmente, señalan que el objetivo de la ley expedida en desarrollo de los artículos 17, 
32, 39 y  41 de la Constitución Nacional, es la defensa de los intereses de la Nación en 
particular, lo relativo a la moralidad, la seguridad y  la salubridad públicas. 

Llama la atención a esta Sala de Revisión el hecho de que han transcurrido más de 
cuatro (4) años sin que el Gobierno Nacional haya expedido el correspondiente decreto 
reglamentario de la Ley 28 de febrero 10 de 1989, lo cual, en principio, hace suponer que 
para su cumplimiento dicho reglamento no se ha estimado necesario. 

No puede quedar supeditado el ejerciçio del derecho fundamental al trabajo del 
actor a que en un futuro lejano se dicte la reglamentación de una ley que, por sí misma, 
habilita al mencionado Consejo para expedir la matrícula profesional al peticionario. La 
administración dentro de una discrecionaliad razonable, puede exigir, para los casos 
de expedición de las licencias de los ingenieros pesqueros, ciertos requisitos que se 
juzguen indispensables, dentro del contexto normativo antes reseñado, bajo la perspec-
tiva de la observancia del principio de eficacia consagrado en el artículo 209 de la Carta 
Política que, para el caso, se traduce en aseirar la oportuna expedición de las licencias 
a los ingenieros pesqueros. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCAR las sentencias proferidas por la Sala Laboral del Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá el 16 de septiembre de 1992, y  por 
el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de la misma ciudad el día 23 de junio de 1992, 
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en el sentido de conceder la tutela del derecho al trabajo formulada por el ciudadano 
Alberto Bentancourt Mendivil. 

Segundo. ORDENAR al Consejo Profesional de Ingeniería Pesquera de Colombia 
(C.P.I.P.) que dentro del término de 48 horas proceda a adelantar los trámites 
correspondientes y a expedir al señor Alberto Betancourt Mendivil la matrícula que lo 
habilite para ejercer su profesión de Ingeniero Pesquero. 

Tercero. DISPONER que de conformidad con el artículo 23 del Decreto 2067 de 1991, 
en todos aquellos casos similares al presente por sus hechos ycircu nstancias, la doctrina 
constitucional enunciada en esta sentencia tendrá el carácter obligatorio. 

Cuarto. COMUNICAR la presente decisión al Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Santaféde Bogotá, Sala Laboral, ya] Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de la misma 
ciudad, para que sea notificada a las partes conforme lo disponeel artículo 36 del Decreto 
2591 de 1991. Igualmente, se ordena comunicar dicha decisión a los señores Ministros 
de Educación Nacional, Desarrollo Económico y Agricultura, en su carácter de miem-
bros principales del Consejo Profesional de Ingeniería Pesquera. 

Notifíquese, cópiese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta de la Corte 
Constitucional. 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado Ponente 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

Sentencia aprobada por la Sala Segunda de Revisión, en Santafé de Bogotá, a los once 
(11) días del mes de marzo de mil novecientos noventa y  tres (1993). 
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SENTENCIA No. T-107 
de marzo 12 de 1993 

ACCION DE TUTELA-Improcedencia/MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL/ 
RESOLUCION DE CONTRATO 

La acción de tutela no es procedente cuando existan otros recursos judiciales al alcance del 
afectado con la violación de sus derechos Ji umanos deesa superior categoría, según lo ha definido 
el propio constitu tiente. Es así, que por este respecto no resulta procedente la acción instaurada, 
pues, como lo relata el mismo autor, j,ia agotó otro medio judicial dedcfcnsa, el proceso ordinario 
de resolución de contrato, de manera exhaustiva. Y no puede improvisarse la fu tela, porel citado 
carácter subsidiario o residual, en un mecanismo para revisar providencias judiciales, ni aún en 
el caso de que puedan resultar equivocadas o erróneas a juicio de quien viese en ellas rechazadas 
o inadmif idas sus pretensiones. 

ACCION DE TUTELA-Alcance 

Las pretensiones de los actores tienen por objeto el hacer valer derechos como los que 
provendrían, del incumplimiento o las fallas en laejecución contractual, que no son susceptibles 
de amparo por vía de tutela, mediante la cual se protegen, de manera exclusiva, los derechos 
constitucionales fundamentales, 1/por tanto, no puede ser utilizada para hacer respetar derechos 
de rango legal, ni para hacer cumplir las leyes, los decretos, los reglamentos ocualquierotra norma 
de rango inferior. 

Ref.: Expediente N T-4461. 

Actor: Gonzalo Salvador Moreano Lemos. 

Magistrado Ponente: Dr. FABIO MORON DIAZ. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo doce (12) de mil novecientos noventa y tres (1993). 

La Corte Constitucional, Sala de Revisión de Tutelas, se pronuncia sobre la acción 
de la referencia, en el grado jurisdiccional de revisión, teniendo en cuenta los siguientes 
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ANTECEDENTES: 

El señorGONZALO SALVADOR MOREANO LEMOS actuando por intermedio de 
apoderado judicial, el doctor Germán Humberto Rincón, quien además representa a la 
señora ROSA CHAVES DE MOREANO, interviniente como coadyuvante, presentan 
demanda, por vía de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la C. N. y 
desarrollada legalmente en los Decretos N 2591 de 1991 y  NQ 306 de 1992, para que se 
le conceda el "amparo constitucional establecido en nuestra Carta Fundamental en su 
artículo 86 en contra del representante legal de la CORPORACION DE AHORRO Y 
VIVIENDA, Las Villas y en virtud a que en este momento no disponemos de otro medio 
de defensa judicial". 

- Relata distintas incidencias de un contrato de mutuo con destino ala construcción 
de un edificio en la ciudad de Pasto (Nariño), que celebró con la Corporación de Ahorro 
y Vivienda, Las Villas, y que a su juicio ésta incumplió, además de violar reglas propias 
de ese tipo de instituciones financieras, según lo reconoció la Superintendencia Banca-
ria, y de actuar con "dolo total". 

- Sus cargos se concretan a solicitar que se prohíba a la Corporación adelantar 
cualquieracción judicial o extrajudicial para solicitarel pago de la obligación respaldada 
en la hipoteca que corrió como garantía real del mutuo, y en consecuencia, ordenar la 
cancelación del registro de la hipoteca y,  también ordenar a Las Villas la devolución de 
los $600.000 "que les entregó el señor Moreano Lemos por concepto de intereses de un 
préstamo que nunca recibió". También pide condenar al pago de indemnización por 
perjuicios materiales y morales originados en la conducta de la demandada. 

- Considera que los hechos narrados violan los artículos 15, 16, 21 y 28 de la 
Constitución Política, por el daño causado con el descrédito familiar a la familia 
Moreano Lemos, quienes "actualmente son vistos como incumplidos, malas pagas, 
'marruyeros' (sic). El honor y  la honra están ante la población en el piso". 

- Que a pesar de no haber recibido un solo peso del crédito que le otorgó la 
Corporación y de haber pagado intereses por $600.000 m/l en 1982, ahora ésta le cobra 
mediante acción ejecutiva la suma de $19.000.000, acción que fue suspendida mientras 
se decidía la demanda ordinaria que había formulado y que fue resuelta en su contra en 
primera y segunda instancia y en la Corte Suprema de Justicia, donde no se casó la 
sentencia de segunda instancia, que definía la solicitud de resolución del contrato y la 
indemnización de perjuicios correspondiente. 

- En "este momento no disponemos de otro medio de defensa judicial". 

La primera instancia. 

El Juzgado Veintisiete Civil del Circuito de Santafé de Bogotá, en providencia del 
diecisiete (17) de junio de mil novecientos noventa y  dos (1992), para decidir la acción 
de la referencia, resolvió: "NEGAR la acción de tutela propuesta por los ciudadanos 
Gonzalo Salvador Moreano Lemos y Rosa de Moreano, a través de su apoderado 
especial, el abogado Germán Humberto Rincón Perfetti, en contra de la Corporación de 
Ahorro y Vivienda, Las Villas", previas las siguientes consideraciones: 
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- Que la acción de tutela resulta improcedente por el carácter privado de la 
demandada, cuya gestión no se enmarca en ninguna de las conductas frente a las cuales 
la ley autoriza la acción de tutela (art. 42 Decreto 2591/91). 

- Que "los derechos fundamentales que se consideran violados, en su orden 
consagrados por los artículos 15,16, 21 y  28 dé la Constitución Nacional, la verdad no 
se entiende de qué manera han sido afectados por la relación surgida entre las partes". 

- Que la situación jurídica en examen, se rige por normas del derecho privado, cuyos 
recursos están a disposición de los demandantes, quienes no "han quedado huérfanos" 
de medios judiciales de defensa, a pesar dehaberse intentado la acción de resolución de 
contrato. Toda "responsabilidad, ya contractual o extracontractual tiene reconocimien-
to legal, a disposición de los asociados, para que las hagan valer en la vía jurisdiccional, 
con sujeción a los términos, procedimientos y  pruebas previamente establecidos". 

"Aun puede pensarse, como lo sugiere el actor, en un abuso del derecho, un delito, 
un cuasi delito, como fuentes de obligaciones, que, es obvio, no son susceptibles de ser 
reclamadas junto con los perjuicios pertinentes por la vía de la acción de tutela". 

- Que no puede el juez de tutela entrar "a cuestionar los fallos adoptados por la 
jurisdicción, que hicieron tránsito a cosa juzgada y en todo caso, a juicio del despacho, 
no apuntan a una violación de un derecho fundamental". 

El fallo anterior fue impugnado por los accionantes. 

La segunda instancia. 

El Tribunal Superior de Distrito Judicial de Santafé de Bogotá -Sala Civil- mediante 
providencia del treinta y uno (31) de julio de mil novecientos noventa y  dos (1992), 
resolvió: "CONFIRMAR en su integridad la providencia de junio 17 de 1992 y proferida 
en este asunto por el Juzgado 27 Civil del Circuito", luego de considerar lo siguiente: 

- Que la acción de tutela sólo procede contra particulares "en aquellos casos que 
taxativamente señala la ley (art. 86 C. N. y art. 42 Decreto 2591/91). 

- Que los "derechos constitucionales fundamentales están plasmados en las normas 
contenidas en los arts. 11 a 41 de la C. N. y por extensión para los efectos de la tutela 
también son tutelables los derechos que allí no están comprendidos pero que merecen 
la especial protección en cada caso concreto (art. 2Q Decreto 2591/91)". 

- Que el accionante ya hizo uso de un medio judicial que le autorizaba la ley. "Es más, 
la acción de tutela no se instituyó como mecanismo jurídico para revivir controversias 
ya decididas cuya sentencia hizo tránsito a cosa juzgada material". 

- Que las peticiones del actor no pueden ser resueltas mediante los trámites propios 
de la acción de tutela, y  que, además, "tiene a su alcance otro medio judicial para 
reclamar del órgano jurisdiccional del Estado la protección que conforme a la ley debe 
dársele". 

Visto lo anterior, pasa la Corte adecidirenel presente negocio, previas las siguientes: 

272 



T-107/93 

CONSIDERACIONES: 

a. La competencia. 

Es competente la Sala para conocer de la acción de tutela instaurada por el señor 
Gonzalo Salvador Moreano Lemos y  la señora Rosa Chaves de Moreano, de acuerdo con 
lo preceptuado en los artículos 86 inciso 2y 241 numeral 92  de la Constitución Política 
y según los desarrollos de los artículos 33 y  34 del Decreto 2591 de 1991. 

b. La materia. 

La causa permite a esta Corporación detenerse sobre las materias que pueden ser 
objeto de la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Carta Política. 

La primera y necesaria precisión al respecto, se enuncia en el Orden Superior 
cuando señala que la "tutela" tiene por objeto la protección inmediata de los "derechos 
constitucionales fundamentales", cuando quiera que estos resulten vulnerados o ame-
nazados por la acción o la omisión de las "autoridades públicas". También busca 
amparar la vía judicial del artículo 86 de la Carta, los mismos derechos, cuando resulten 
vulnerados por "particulares" encargados de la prestación de un servicio público o 
cuya conducta afecte de manera grave y directa el interés colectivo, o respecto de quienes 
el actor se encuentre encondiciones de subordinación indefensión, todas estas hipótesis 
directrices, de acuerdo con los casos establecidos por la ley que regule la materia. 

El Decreto 2591/91 establece en su artículo 42 que la acción de tutela procederá 
contra las acciones de los particulares en los siguientes casos: cuando el particular 
demandado esté encargado de la prestación del servicio público de la educación y para 
proteger los derechos consagrados en los artículos 13, 15,16, 18, 19, 20, 23, 27, 29,37 y 
38 de la Carta; o esté encargado de la prestación del servicio público de salud para 
proteger los derechos a la vida, a la intimidad, a la igualdad y a la autonomía; o tenga 
a su cargo la prestación de servicios públicos domiciliarios; o cuando el demandante 
tenga una relación de subordinación o indefensión con tal organización; o el acusado 
viole o amenace violar la prohibición de la esclavitud, la servidumbre y la trata de seres 
humanos en todas sus formas; o sea el demandado acusado por violacióndel Iinbeasdatn; 
o se origine la acción en el derecho a la rectificación de informaciones inexactas o 
erróneas; o cuando el particular actúe en ejercicio de funciones públicas; o la petición se 
formule para tutelar la vida o la integridad de quien se encuentre en situación de 
subordinación o indefensión, presumiéndose la indefensión del menor que solicite la 
tutela. 

El presente negocio no se encuentra tipificado en ninguno de los casos que señala 
la ley, de procedencia de la acción de tutela contra particulares. Siendo la Corporación 
de Ahorro y Vivienda, Las Villas, una entidad particular, y tratándose en el presente 
negocio de los reparos que una parte contractual hace a la otra con motivo de la ejecución 
de un contrato de mutuo, no resulta procedente lo impetrado por el actor mediante el 
camino judicial que se resuelve en esta providencia. 

La acción de tutela es un mecanismo residual y subsidiario de las demás vías o 
medios judiciales a disposición de los asociados para la protección o garantía de sus 
derechos constitucionales fundamentales. De manera que no es procedente cuando 
existan otros recursos judiciales al alcance del afectado con la violación de sus derechos 
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humanos de esa superior categoría, según lo ha definido el propio constituyente. Es así, 
que por este respecto tampoco resulta procedente la acción instaurada, pues, como lo 
relata el mismo autor ya agotó otro medio judicial de defensa, el proceso ordinario de 
resolución de contrato, de manera exhaustiva. Y no puede improvisarse la tutela, por el 
citado carácter subsidiario o residual, en un mecanismo para revisar providencias 
judiciales, ni aún en el caso de que puedan resultar equivocadas o erróneas a juicio de 
quien viese en ellas rechazadas o inadmitidas sus pretensiones. 

De otra parte, las pretensiones de los actores tienen por objeto el hacer valer derechos 
como los que provendrían, del incumplimiento olas fallas en la ejecución contractual, 
que no son susceptibles de amparo por vía de tutela, mediante la cual se protegen, de 
manera exclusiva, los derechos constitucionales fundamentales, y por tanto, no puede 
ser utilizada para hacer respetar derechos de rango legal, ni para hacer cumplir las leyes, 
los decretos, los reglamentos o cualquier otra norma de rango inferior (art. 2 Decreto 
306/92). Mal podría entonces, el juez de tutela, tomar las decisiones de ordenar a la 
Corporación de Ahorro y Vivienda, Las Villas, cesar toda acción judicial o extrajudicial 
en procura del pago de una obligación hipotecaria, ni oficiar a la Oficina de Registro la 
cancelación de inscripción del contrato de hipoteca, ni la devolución de sumas de dinero, 
depositadas en ejecución de un contrato de hipoteca, ni la devolución de sumas de 
dinero, depositadas en ejecución de un contrato de mutuo, o disponer indemnización 
en abstracto por el incumplimiento contractual. 

Finalmente, no observa la Sala, en la situación contractual, ni en las actuaciones u 
omisiones del demandado, violación de los derechos consagrados en los artículos 16, 
21 y  28 de la Constitución Política. 

Teniendo en cuenta lo anterior, la Corte Constitucional, Sala deRevisióndeTutelas, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Santafé de Bogotá -Sala Civil- de fecha julio treinta y uno (31) de mil novecientos 
noventa y dos (1992), en el asunto de la referencia, por las razones precedentes. 

Segundo. COMUNIQUESE al Juzgado Veintisiete (27) Civil del Circuito de Santafé 
de Bogotá, la presente decisión para que sea notificada a las partes conforme lo ordena 
el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, publíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional. 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

JORGE ARANGO MEJIA,  Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-108 
de marzo 17 de 1993 

DERECHO A LA EDUCACION-Alcance 

Eldoble carácterdel tratamiento quen Ineducación otorga la Carta Política, de una parte como 
derecho fundamental inherente a la persona humana, y de la otra, que la sitúa en el plano de 
acreed orn del servicio públicoeducativo en tanto titidarde un derecho asisten cial odela segunda 
generación, impone la obligación al intérprete de determinar las relaciones imperativas, entre los 
dos órdenes de la garan tía. Lo primero esque la libertad de la educación prima sobre los contenidos 
asistenciales de la misma, de suerte que no puede confu ndirse la posibilidad de ejercerla libertad 
de enseñanza de manera general con la posibilidad de disponer de la educación como servicio, el 
cita!, bien se ha precisado, impone la existencia del reglamento legal y de las instituciones 
encargadas de la prestación del servicio. Lo segundo, que interesa de manera especial ala presente 
causa,es la relación existente entre los dos órdenes normativos cuando loasistencial se con sol ida 
en una realidad fáctica de carácter contractual para la persona, caso en el cual esta consolidación 
viene a conformar una realidad jurídica cuyos vínculos con la libertad de enseñanza generan 
consecuencias jurídicas especiales. De manera que el derecho asistencial a la educación una vez 
convertido en realidad en las relaciones entre particulares, deviene fundamental y por ende 
susceptible de ser protegido ,nediante el ejercicio de la acción de tutela,  en determinados casos y 
atendiendo a sus particulares características. 

DERECHO AL TRABAJO/DERECHO A LA EDUCACION-Coexistencia/TUTELA 
TRANSITORIA 

Al armonizar las dos sit naciones jurídicas, elderecho al trabajo consagrado en elartículo 25 
de la Carta con el derecho fundamentaln Ineducación que seencuen fra consolidado en cabeza del 
actor como titular, debe procurarse una solución jurídica racional que considere tanto elderecho 
que surgedel cont rato laboral comoelqueen sus evoluciones surgió para el peticionario, en cuanto 
al derecho a educarse. Así lo impone no sólo la jerarquía de los derechos fundamentales 
desarrollada en la Carta sino también el marco general del Estado Social de Derecho, desarrollado 
de manera específica en el núcleo de la acción por el propio constituyente, al señalar el 
mejoramiento cii la formación intelectual de los trabajadores como una de las obligaciones 
inherentes a la relación laboral. Las condiciones particulares del caso que se examina y  la 
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sustancial importancia de! derecho constitucionala la educación hacen admisible la concesión de 
la tutela como mecanismo transitorio, para evitar el perjuicio irremediable consistente en la 
disyuntiva de abandonar el estudio o renunciar al contro de trabajo. Se reconocerá que aun 
cuando no se haya solicitado el amparo como niecanismo transitorio, éste debe concederse 
condicionado a la resolución judicial ordinaria de la controversia laboral. La coexistencia que 
en el ceso concreto reconoce la Sala del derecho a la educación y de los deberes que lo 
complementan, no significa en modo alguno desconocimiento u olvido de los derechos y 
obligaciones involucrados dentro del contrato de trabajo. 

Ref.: Expediente NQ T-6478. 

Acción de tutela presentada ante el Juzgado 39 Penal del Circuito de Bogotá, contra 
Leonor García de Andrade en su calidad de representante legal y  rectora de la 
Universidad INCCA de Colombia. 

Peticionario: Edgar Castro. 

Magistrados: Drs. FABIO MORON DIAZ, Ponente; JORGE ARANGO MEJIA y 
VLADIMIRO NARANJO ME SA. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo diecisiete (17) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Sala de Revisión en asuntos de tutela, integrada por los honorables Magistrados 
Jorge Arango Mejía, Vladiniiro Naranjo Mesa y  Fabio Morón Díaz, en ejercicio de sus 
competencias constitucionales y legales, previo estudio del Magistrado Ponente, resuel-
ve sobre la revisión de las sentencias proferidas por el Juzgado 39 Penal del Circuito de 
Bogotá el diecisiete (17) de septiembre de mil novecientos noventa y  dos (1992) y  por el 
Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bogotá, Sala Penal, el catorce (14) de octubre 
del mismo año. 

1. ANTECEDENTES 

A. La petición. 

1. Ante el Juez Penal del Circuito (reparto) de Bogotá, el abogado Oscar José Dueñas 
Ruiz, en ejercicio del poder otorgado por el señor EDGAR CASTRO, presentó escrito 
mediante el cual impetra la acción de tutela prevista en el artículo 86 de la Constitución 
Política, contra la doctora LEONOR GARCIA DE ANDRADE en su calidad de represen-
tante legal y  rectora de la UNIVERSIDAD INCCA DE COLOMBIA; además de invocar 
el preámbulo "como parte integral de la Carta", estima el actor que se están violando el 
derecho al trabajo en condiciones dignas y justas (articulo 25 C. N.), el "derecho a la 
dignidad consagrado también en el artículo 21 de la C. N.", el libre desarrollo de la 
personalidad en relación con el derecho que tienen los trabajadores a capacitarse según 
los términos del artículo 53 de la Carta y con el derecho a la educación contemplado en 
el artículo 64 del Estatuto Superior; reclama también por la vulneración de la libertad de 
expresar opiniones y de asociación sindical (arts. 20 y  38 de la C. N.) y aduce finalmente 
como sustento los artículos XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y 
Deberes del Hombre y  el 25 de la Convención Americana. Solicita "que en el plazo 
perentorio de 48 horas se le ordene a la Fundación Universidad Incca de Colombia, 
representada por Leonor García de Andrade, no continuar atentando contra los dere- 
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chos fundamentales indicados.., y por tanto se le defina con precisión que no se puede 
emplear términos denigrantes contra el libre ejercicio de la Asociación Sindical ni afectar 
la dignidad, ni menoscabarse el derecho de Edgar Castro a la capacitación, a la 
educación ni impedírsele el libre desarrollo de su personalidad y consecuencialmente 
que no se le pongan trabas a Edgar Castro para continuar sus estudios universitarios en 
la Incca" A más de lo anterior pide la aplicación del artículo 25 del Decreto 2591 de 1991 
"si el señor Juez lo estima pertinente" y, "como medida provisional.., y luego como 
orden definitiva, se indique que podrá asistir a clases en la referida Universidad". 

La petición fue repartida en debida forma alJuzgado 39 Penal del Circuito, despacho 
en el que se surtió la actuación judicial correspondiente. 

2. Los hechos que señala el peticionario como causa de la acción que impetra, se 
resumen a continuación: 

a. El señor Edgar Castro ingresó como trabajador de la Universidad Incca de 
Colombia el dos (2) de noviembre de mil novecientos setenta y siete (1977) fecha desde 
la cual desempeña el cargo de vigilante. 

b. El mencionado señor Castro fue admitido en la Escuela Profesional de Leyes y 
Jurisprudencia de la Universidad Incca de Colombia, habiéndose matriculado para 
cursar Derecho a partir del primer período lectivo de 1992, de tal forma que a la fecha 
de presentación de la acción de tutela se encontraba cursando el segundo semestre en 
la jornada nocturna, de 6 a 10. Desde su ingreso y  en atención a los beneficios pactados 
en Convención Colectiva, se le concedió una beca. 

c. Para poder cursar su primer semestre el estudiante Castro tuvo que solicitar 
vacaciones pues como todos los vigilantes de la Universidad debía cumplir turnos 
rotativos de las 06:00 a las 14:00 horas; de las 14:00 a las 22:00 horas y de las 22:00 a las 
06:00 horas en las diferentes sedes con que cuenta esecentro de educación superior. Pese 
a ello, el Vicerrector Administrativo de manera excepcional autorizó al trabajador para 
prestar sus servicios en los turnos primero y tercero, es decir de 6:00 ant. a 2:00 pm. y 
de 10:00 pm. a 6:00a.m., durante los meses de junio a septiembre, inclusive, facilitándole 
de ese modo la realización de sus estudios. 

d. Desde el 10 de septiembre de 1992 el vigilante Edgar Castro fue trasladado a la 
carrera 40A NQ 8-56 de Santafé de Bogotá, sede 12, para laborar desde las 2:00 pm. a las 
10:00 pm., situación que le impide en forma absoluta su asistencia a las clases, que se 
desarrollan de las 6:00 p.m. a las 10:00 p.m. en la sede de la Facultad de Leyes y 
Jurisprudencia ubicada en la calle 24A #13-72 de esta ciudad. En comunicación que le 
dirigió el Secretario General del claustro universitario, fechada el 13 de agosto de 1992, 
se le informa "que no es posible acceder a que usted únicamente tenga turno de 
vigilancia en la jornada diurna...", y más adelante se le explica: "Frente a su situación 
debe ser realista y así como logró sortear con éxito su primer semestre, trate de hacerlo 
con el actual y siguientes. Porque si en un momento dado resolvió adelantar estudios 
universitarios en su calidad de vigilante, tieneque serconsciente que las dificultades que 
esto conlleva debe sortearlas de la mejor manera posible no siempre condicionadas a una 
concesión. Ahí radica el verdadero mérito y satisfacción personal del esfuerzo realiza-
do". Según el accionante, "se supone que si una universidad le permite a un trabajador 
matricularse es porque no le va a obstaculizar el estudio. Sin embargo, no sólo se lo ha 
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programado en horario que le imposibilitará acudir alas clases sino que se lo ha enviado 
a laborar lo más lejos posible". 

e. Afirma el peticionario que la actitud que han observado las Directivas de la 
Universidad Incca encuentra explicación en el hecho de que Edgar Castro "es el 
Presidente de Sintraunincca. Y porque Sintraunincca ha acudido ante el lcfes, ejercitan-
do el derecho de petición. Y, el Icfes ha iniciado investigación contra las Directivas de 
la Incca", habiéndosele sindicado de "apelar a la injuria y al ultraje ya la calumnia, para 
aumentar la militancia sindical" e incluso se llegó al extremo "de insinuar que los 
integrantes del Sindicato planificaban acciones contra la Universidad". 

B. La sentencia de primera instancia. 

Mediante sentencia calendada el diecisiete (17) de septiembre de mil novecientos 
noventa y  dos (1992), el Juzgado 39 Penal del Circuito de Bogotá resolvió "tutelar el 
derecho a la educaciónen favordel querellante EdgarCastro", decidiendo "ORDENAR-
LE a la Rectora de la Universidad lncca de Colombia que en forma inmediata disponga 
lo pertinente para que el trabajador de esa Institución, vigilante Edgar Castro, sea 
ubicado en adelante dentro de horarios de labores que no interfieran para nada con el 
de sus estudios de Derecho que realiza en eseclaustro". Lo anterior con fundamento en 
las siguientes consideraciones: 

a. Estimé el fallador que "en el presente çaso se viene conculcando por parte de la 
Universidad Incca de Colombia, el sagrado derecho a la educación que como principio 
fundamental contempla nuestra Constitución Nacional". 

b. "No se puede desconocer que el señor Edgar Castro tiene obligaciones de carácter 
laboral para con la Universidad Incca de Colombia, pero ello no es obstáculo para que 
en forma paralela con sus labores realice sus estudios de Derecho en la jornada nocturna. 
Lo anterior si se tiene en cuenta que el señor Edgar Castro no es único vigilante de la 
Universidad, porque de acuerdo con los listados de fijación de turnos, esta función la 
desempeñan entre 10y 1 5 personas de manera equitativa, en diferentes horarios. De ahí 
que la jornada laboral es perfectamente viable; que el señor Edgar Castro la cumpla 
dentro de un horario que no interfiera con el de sus estudios nocturnos, como en forma 
acertada y justa lo había autorizado la Universidad Incca deColombia desdeel 8 de junio 
de 1990 con el oficio 052". 

C. La previa impugnación. 

La doctora Leonor García de Andrade, en su calidad de representante legal de la 
Fundación Universidad Incca de Colombia, dentro del término legal impugné el fallo, 
"a fin de que se REVOQUE por el superior jerárquico y se absuelva de los cargos 
formulados a la Fundación Universidad Incca de Colombia". Como fundamentos de la 
impugnación eXpUSO los que se resumen así: 

a. El actor está vinculado a la Universidad mediante contrato bilateral de trabajo 
regido por el Código Sustantivo del Trabajo y que reúne los requisitos de su artículo 23, 
"donde las partes fijaron las condiciones de modo, tiempo, lugar y  remuneración". 

b. El cargo de celador o vigilante es rotativo en razón de las necesidades del servicio, 
por ello se han establecido turnos diurnos, nocturnos y  semidiurnos, cuya programa-
ción corresponde a la División de Vigilancia de la Universidad. 
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c. "El salario recibido por los vigilantes está integrado por la remuneración del 
trabajo nocturno con los componentes porcentuales que exige la ley". 

d. Segúnla impugnante el artículo 64 de la Carta "no establece la desarticulación del 
trabajo en los contratos laborales pactados por las partes frente al servicio de la 
educación", luego no existe violación alguna por parte de la Universidad, dado que "el 
contrato laboral que vincula a las partes no puede ser desconocido o modificado sino por 
acuerdo entre las mismas partes". 

e. La beca parcial de estudios con la que fue beneficiado el señor Edgar Castro 
"contradice la fundamentación del Juzgado, al decir que se niega el derecho a la 
educación"; en el reglamento estudiantil se previene que la mencionada beca "no 
autoriza en forma alguna el cambio de horario de trabajo". Concluye su impugnación 
afirmando que "no puede argumentarse que un derecho nazca y se articule a la vida 
jurídica a expensas de otro derecho. Esto sería tutela de unos derechos y desamparo para 
otros derechos de igual categoría". 

D. La sentencia del Tribunal Superior del Distrito judicial de Bogotá-Sala Penal. 

La Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá, 
mediante sentencia calendada el catorce (14) de octubre de mil novecientos noventa y 
dos (1992), decidió: "REVOCAR, en todas sus partes, la providencia objeto de la alzada" 
con base en los argumentos que se sintetizan a continuación: 

a. El Título II del Capítulo 1 de la Carta contempla los llamados derechos básicos o 
fundamentales. A su turno el Capítulo 2 se refiere a los derechos sociales, económicos 
y culturales; en consecuencia, "dentro del anterior contexto sistemático, aparece claro 
que el derecho reconocido al ciudadano Edgar Castro, no está previsto, ciertamente, 
como derecho fundamental, por más que humana y  socialmente sea la base-fundamen-
to, no sólo de la realización-promoción del hombre, sino la preparación y habilitación 
para mejores condiciones de trabajo; lo que llevaría prima facie, como lo hizo, sin mayor 
discernimiento, el Juzgado, a dar prelación al interés del estudiante Castro, en este caso 
concreto". 

b. En el asunto examinado se está frente aun derecho colectivo o social que el Estado 
debe cumplir en forma programática y progresiva. El es/tudiante Castro es titular de los 
derechos a la educación y al trabajo y "dentro de esta situación es claro que prevalece 
el vínculo contractual laboral, que ha manejado el empleador de conformidad con las 
cláusulas, objeto y funciones, previamente estipuladas entre las partes, de donderesulta 
lógica y atendible la argumentación ofrecida por la recurrente, cuando señala, que 'el 
artículo 64 de la Constitución Nacional no establece la desarticulación del trabajo en los 
contratos laborales pactados por las partes frente al servicio de la educación'...". 

c. Estima el fallador que la disyuntiva que enfrenta el estudiante entre trabajar o 
estudiar no deriva de la vulneración del derecho al trabajo que tampoco es tutelable; 
además, la posibilidad de estudiar no se relaciona con el derecho consagrado en el 
artículo 16 por ser colectivo o social y porque la restricción que la afecta deriva de un 
derecho invocado por el patrón, es decir, la dicha restricción proviene "del cumplimien-
to de un contrato, pues es facultad-poder del empleador, señalar los turnos u horarios 
dentro de los cuales debe realizarse la función, a menos que se haya pactado expresa- 
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Contiene el artículo 69 previsiones atinentes a la denominada educación superior, 
ya que encabeza su enunciado normativo la garantía de la autonomía universitaria y 
el predicado conforme al cual "las universidades podrán darse sus directivas y  regirse 
por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley", que establecerá además, "un régimen 
especial para las universidades del Estado", encargado además de fortalecer la inves-
tigación científica en los centros de educación superior oficiales y  privados, de ofrecer 
condiciones especiales para su desarrollo y  de promover "mecanismos financieros que 
hagan posible el acceso de todas las personas aptas a la educación superior" 

El doble carácter anotado del tratamiento que a la educación otorga la Carta Política, 
de una parte como derecho fundamental inherente a la persona humana, y de la otra, que 
la sitúa en el plano de acreedora del servicio público educativo en tanto titular de un 
derecho asistencial o de la segunda generación, impone la obligación al intérprete de 
determinar las relaciones imperativas, entre los dos órdenes de la garantía. Lo primero 
es que la libertad de la educación prima sobre los contenidos asistenciales de la misma 
(ver Sentencia T-08 de 1992. Magistrado Ponente: Dr. Fabio Morón Díaz), de suerte que 
no puede confundirse la posibilidad de ejercer la libertad de enseñanza de manera 
general con la posibilidad de disponer de la educación como servicio, el cual, bien se ha 
precisado, impone la existencia del reglamento legal y de las instituciones encargadas 
de la prestación del servicio. Lo segundo, que interesa de manera especial a la presente 
causa, es la relación existente entre los dos órdenes normativos, cuando lo asistencial se 
consolida en una realidad fáctica de carácter contractual para la persona, caso en el cual 
esta consolidación vienea conformar una realidad jurídica cuyos vínculos con la libertad 
de enseñanza generan consecuencias jurídicas especiales. De manera que el derecho 
asistencial a la educación una vez convertido en realidad en las relaciones entre 
particulares, deviene fundamental y  por ende susceptible de ser protegido mediante el 
ejercicio de la acción de tutela, en determinados casos y atendiendo a sus particulares 
características. 

El caso concreto permite a la Sala, igualmente, avanzar en la determinación de las 
relaciones entre derechos de distinta categoría que surgen como consecuencia del tráfico 
jurídico en la sociedad. La situación que se plantea de la existencia de un ejercicio de 
funciones laborales en el marco de un contrato y sus consecuencias en el derecho a la 
educación del trabajador, como resultado delp pactado en una convención colectiva que 
viene a ser parte del contrato respectivo, merece detenido análisis en sus implicaciones 
concretas y para tener en cuenta principios jurídicos consagrados también en la Carta 
de 1991. De manera que al armonizar las dos situaciones jurídicas, el derecho al trabajo 
consagrado en el artículo 25 de la Carta con el derecho fundamental a la educación que 
se encuentra consolidado en cabeza del actorcomo titular, debe procurarse una solución 
jurídica racional que considere tanto el derecho que surge del contrato laboral como el 
que en sus evoluciones surgió para el peticionario, en cuanto al derecho a educarse. Así 
lo impone no sólo la jerarquía de los derechos fundamentales desarrollada en la Carta 
sino también el marco general del Estado Social de Derecho, desarrollado de manera 
específica en el núcleo de la acción por el propio constituyente, al señalar el mejoramien-
to en la formación intelectual de los trabajadores como una de las obligaciones inheren-
tes a la relación laboral. En efecto, el artículo 54 de la Carta estatuye la obligación del 
Estado y de los empleadores, consistente en "ofrecer formación y habilitación profesio-
nal y  técnica a quienes lo requieran". 
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La Sala considera limitado el criterio del ad quem al entender que por encontrarse el 
derecho a la educación regulado dentro de la categoría de derechos sociales, económicos 
y culturales, no resulta en el caso un derecho fundamental, toda vez que no sólo no 
interpreta la normatividad constitucional en su conjunto, sino que además, valora la 
existencia del derecho de manera estática desconociendo la dinámica realidad de los 
derechos humanos en la vida social, que son, en verdad de los que se ocupa el orden 
constitucional. 

Observa la Sala que el peticionario acreditó en este caso la previa concesión del 
permiso para adelantar sus estudios profesionales y que en consecuencia se encontraba 
adelantándolos en la forma correspondiente; además se encuentra que surgió en el 
desarrollo de dicha relación contractual de carácter laboral una variación no aceptada 
por el peticionario, puesto que en su opinión afectaba su derecho constitucional 
fundamental a educarse. Se desprende de la petición anotada y previa la interpretación 
que de la misma hace esta Sala, que el interesado reclama que en las condiciones 
especiales en que se encuentra no se le cause el perjuicio irremediable consistente en su 
retiro de los estudios o la renuncia a su contrato de trabajo. 

Destaca la Sala que la controversia suscitada está sometida a las consecuencias 
judiciales propias del debate sobre los derechos de contenido jurídico y económico, 
regulados por un contrato individual de trabajo y  por otro colectivo, asunto de 
competencia de los jueces laborales y de las autoridades correspondientes. Así las cosas 
cabe determinar si la sustancial importancia del derecho constitucional a la educación 
enlas específicas condiciones de un contrato de trabajo, se puede ver afectada de manera 
tal que se cause un perjuicio irremediable que exija la actuación de los jueces por vía de 
la tutela consagrada enel artículo 86 de la Carta. En verdad, las condiciones particulares 
del caso que se examina y la sustancial importancia del derecho constitucional a la 
educación hacen admisible la concesión de la tutela como mecanismo transitorio, para 
evitar el perjuicio irremediable consistente en la disyuntiva de abandonar el estudio o 
renunciar al contrato de trabajo. Obsérvese que no obstante el contenido social de las 
relaciones contractuales de naturaleza laboral, en casos como el que se examina, deben 
tenerse en cuenta las cláusulas contractuales que regulan la relación, lo mismo que las 
obligaciones que competen a las partes; obviamente la existencia de la vía judicial que 
resuelva la litis eventual entre patrono y trabajador, en casos como el examinado, no 
enerva la posibilidad del amparo constitucional de un derecho sustancial como el de la 
educación. No desconoce la Sala el perjuicio irremediable que se le causaría al trabajador 
por la variación unilateral del permiso; empero la controversia tiene un alcance mayor 
de la que depende, y  éste no es otro que el de la resolución de las controversias sobre las 
específicas cláusulas contractuales. Por todo lo anterior se reconocerá que aun cuando 
no se haya solicitado el amparo como mecanismo transitorio, éste debe concederse 
condicionado a la resolución judicial ordinaria de la controversia laboral. 

La coexistencia que en el caso concreto reconoce la Sala del derecho a la educación 
y de los deberes que lo complementan, no significa en modo alguno desconocimiento 
u olvido de los derechos y obligaciones involucrados dentro del contrato de trabajo. Esa 
coexistencia impone además la necesidad de armonizar razonablemente lo uno con lo 
otro, de modo que otorgándosele a lo fundamental el tratamiento correspondiente, se 
logre también dispensar la atención debida al complejo de actividades o funciones que 
no se enmarquen dentro de esa categoría, sin propiciar contrariedades y cuidando de 
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que uno de los extremos no vaya a anulara] otio. Por eso surge como solución admisible 
y razonable la protección como mecanismo transitorio, del derecho a la educación que 
se debate en una relación concreta, mientras los jueces competentes resuelven las 
eventuales controversias de contenido jurídico y económico. 

La situación fáctica involucra condiciones de tiempo y de espacio, puesto que al 
trabajador se le exige el cumplimiento de sus turnos de vigilancia en horario que 
coincide con el de la realización de las clases y en un lugar distante de aquel que sirve 
de sede a la Facultad de Leyes y Jurisprudencia de la Universidad Incca. Tal como lo 
entendió el fallador de primera instancia: "No se puede desconocer que el señor Edgar 
Castro tiene obligaciones de carácter laboral para con la Universidad Inccade Colombia, 
pero ello no es obstáculo para que en forma paralela con sus labores realice sus estudios 
de Derecho en la jornada nocturna. Lo anterior si se tiene en cuenta que el señor Edgar 
Castro no es el único vigilante de la Universidad, porque de acuerdo con los listados de 
fijación de turnos, esta función la desempeñan entre lO y 15 personas de manera 
equitativa, en diferentes horarios. De ahíque la jornada laboral es perfectamente viable; 
que el señor Edgar Castro la cumpla dentro de un horario que no interfiera con el de sus 
estudios nocturnos, como en forma acertada y justa lo había autorizado la Universidad 
Incca de Colombia desde el 8 de junio de 1990 con el oficio 052" 

Las consideraciones precedentes llevan a la Sala a revocar la decisión de segunda 
instancia y en su lugar a conceder la tutela solicitada sólo como mecanismo transitorio, 
dentro delos términos, mientrasel peticionario alcanza la solución que proceda ante los 
jueces competentes. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional, en Sala de Revisión, administran-
do justicia, en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCAR la sentencia proferida por el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial de Santafé de Bogotá -Sala Penal-, de fecha octubre catorce (14) de mil 
novecientos noventa y dos (1992), en el asunto de la referencia, por las razones 
precedentes, y en su lugar conceder la tutela como mecanismo transitorio del derecho 
a la educación de que es titular el señor Edgar Castro, en ejercicio del cual le debe ser 
permitida, con los ajustes necesarios a su relación laboral, su asistencia a las clases en la 
Facultad de Leyes y Jurisprudencia de la Universidad Incca de Colombia, en la que se 
encuentra matriculado. El peticionario dispondrá del término legal de cuatro (4) meses 
para instaurar las acciones correspondientes ante los jueces competentes. 

Segundo. La Universidad Incca de Colombia, representada por su Rectora, doctora 
Leonor García de Andrade, DARÁ CUMPLIMIENTO al presente fallo dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a su notificación. El desacato a esta decisión dará 
lugar a la imposición de las sanciones contenidas en los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 
de 1991. 

Tercero. COMUNIQUESE al Juzgado Treinta y Nueve (39) Penal del Circuito de 
Santafé de Bogotá, la presente decisión para que sea notificada a las partes conforme lo 
ordena el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 
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Notifíquese, cópiese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional. 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-109 
de marzo 19 de 1993 

ACCION DE TUTELA-Improcedencia/RESTITUCION DE INMUEBLE 

No cabe dudan esta Corte que si la pretensión del peten te era la restitución del inmueble de 
su propiedad, la acción de tutela iw es/a vía judicial procedente, por disponer el peten te de otros 
medios idóneos de defensa judicial para la protección de sus derechos, v.gr. las acciones civiles 
o policivns establecidas en la ley. 

ACTO POLICIVO-Naturaleza/CONTROL CONSTITUCIONAL/ACCION DE 
TUTELA/JUICIO POSESORIO/DEBIDO PROCESO 

Las decisiones que ponen término a un proceso civilde policía noson susceptiblesde recursos 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa porexpresa disposición legal. En consecuencia, 
esta suerte de actuaciones administrativas de carácter policivo son susceptibles de control 
constitucional por víndelaaccióndetutela. Desde el punto de vista orgánicola actuación policiva 
tiene carácter administrativo. En el plano material, su naturaleza administrativa - situada en el 
umbral mismo de la judicial - se deduce de su función preventiva tj protectora de las situaciones 
de libertad y de las diferentes titularidades jurídicas. Si bien las decisiones policivas reciben la 
misma denominación de las sentencias, no pueden asimilarse a éstas. En este orden de ideas, 
aquéllas no se encuentran excluidas de la acción de tutela en el evento de una vulneración de/os 
derechos fu ndamen tales. Eldesconocim ¡en tode las formas propias del proceso deam paro policivo 
por perturbación a la posesión, por parte de la División de Justicia Departamental del Huila, 
vulneró los derechos de defensa y debido proceso del pef ente quien, en virtud de lo dispuesto en 
el artículo 333 del C. de P. C., no podía impedir la diligencia de entrega del bien por ser una de 
las personas contra quien producía efectos la supuesta sentencia de amparo posesorio. 

DERECHO DE POSESION-Perturbación 

El objeto de la litis en un proceso policivo por perturbación de la posesión radica en la 
verificación por parte de la autoridad ad,ninistrativa de los supuestos de hecho -posesión y su 
perturbación ilegítima-en los que eldemandantesustente su pretensión deamparo. No persigue 
este proceso determinar la parte que tenga derecho a la posesión del predio. Su finalidad tampoco 
es la de recuperar la posesión perdida, pretensión que para prosperar debe estar antecedida de la 
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acción policiva de lanzamiento por ocupación de hecho y surtirse el trámite regulado en normas 
especiales. La decisión deaniparar la posesión a quien se acusa de pertu rbarla, derivóen la insólita 
inversión de las partes procesales y de sus pretensiones y concluyó en la directa pérdida de la 
posesión por parte del querellante que buscaba precisamente evitar su perturbación. 

PRINCIPIO DE CONGRUENCIA 

El principio de congruencia entre la demanda y la sentencia impone a la autoridad el deber 
de resolver el litigio con estrictasujeción a los hechos ya las pretensiones aducidas por las partes. 
No era jurídicamente admisible otorgar el amparo de la posesión al querellado ni ordenar la 
desocupación del predio por no ser estas pretensiones propias del proceso policie'o y porque una 
decisión en tal sentido desconocía los derechos de defensa del querellante y del actual poseedor. 
En consecuencia, la División de Justicia Departamen tal del Huila no debió nm parar la posesión 
al querellado ni proceder a lanzar del predio al n itevo propietario. Debía, por el contrario, sin su 
juicio no se encontraba acreditada la posesión del querellante, rechazar su pretensión, lo cija!, 
dicho sea de paso, constituyó también una decisión errónea por no predicarse de las acciones 
posesorias de policía los requisitos -un año completode posesión tranquila e in ¡ir f erru m pida- para 
instaurar los interdictos posesorios exigidos por el Código Civil. En estas condiciones, la decisión 
policiva "extra petita" sorprendió al querellante originario y al tercero respecto del cual tenía 
efectos la sentencia, colocándolos en situación de indefensión. 

TUTELATRANSITORIA-ImprocedencialJUEZ DE TUTELA-Facultades 

La sentencia revisada concedió la tutela como mecanismo transitorio y suspendió temporal-
mente los efectos de la decisión de la División de Justicia Departamental de la Gobernación del 
Huila. En principio, resulta improcedenteel otorgamientode la acción de tutela como mecanismo 
transitorio sin nie.dinr petición de la persona presu nta menteafect ada, máxime si se tiene en cuenta 
la ostensible vulneración del derecho fundamental al debido proceso quedemandaba su inmediata 
ydefinitiva protección, la cual no podía en ningún supuesto -por la misma razón- restringir su 
eficacia al lapso de cuatro meses. En todo caso, se impone la adopción de una providencia tuitiva 
de carácter definitivo ante la manifiesta violación del debido proceso en sede administrativa. 

Ref.: Expediente NQ T-4899. 

Actor: Guillermo Salas Narváez. 

Magistrado Ponente: Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ. 

La Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los Magistra-
dos Eduardo Cifuentes Muñoz, Carlos Gaviria Díaz y José Gregorio Hernández 
Galindo, ha pronunciado 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CON STITUCION 

la siguiente 
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SENTENCIA 

en el proceso de tutela T-4899 adelantado por el señor Guillermo Salas Narváez 
contra la División de Justicia Departamental de la Gobernación del Huila y la Alcaldía 
Municipal de Tello, Huila. 

1. ANTECEDENTES 

1. El señor GUILLERMO SALASNARVAEZ, mediante escritura pública NQ 1170 de 
mayo 3 de 1991, otorgada en la Notaría la. del Círculo de Neiva, inscrita en el registro 
de instrumentos públicos con el folio de matrícula inmobiliaria N 200-0080327, compró 
al señor MIGUEL ANGEL SANTOS ESPINOSA el predio rural denominado "El 
Mamón", ubicado en la vereda Cucharito del Municipio de Tello, Departamento del 
Huila. 

El 31 de mayo de 1991, se presentó en el mencionado predio el Alcalde Municipal de 
Tello conel fin de practicar diligencia deentrega del inmueble al señor Francisco Vargas 
Sánchez ,en desarrollo de lo ordenado por la División de Justicia Departamental de la 
Gobernación del Huila en sentencia del 16 de abril de 1991. Mediante esta decisión, la 
autoridad administrativa puso término a un proceso civil de policía por perturbación a 
la posesión -regulado por el Código Departamental de Policía del Huila, arts. 542 y  ss.-
iniciado por el querellante señor Alexander Herrera Santos, anterior poseedor del 
predio, contra el querellado, señor Francisco Vargas Sánchez. 

En efecto, el señor Herrera Santos había instaurado demanda ordinaria de policía 
por perturbación a la posesión, en noviembre de 1990 ante la destrucción por parte del 
vecino señor Vargas Sánchez del cerco que separa ambas fincas y  la introducción de su 
ganado al predio "El Mamón", aduciendo que esas eran tierras de la comunidad. 

En primera instancia, el Alcalde Municipal de Tello, mediante sentencia de febrero 
111  de 1991, amparó la posesión al querellante y ordenó al demandado cerrar los broches 
y reparar los cercos de su finca en la colindancia con el predio "El Mamón" y evitar que 
su ganado invadiera el predio vecino. La autoridad municipal fundamentó su decisión 
en la existencia de cosa juzgada policiva en el amparo de posesión del predio "El 
Mamón" en favor de Alexander Herrera Santos y  en contra de Francisco Vargas 
Sánchez, originada en una anterior sentencia de amparo posesorio dictada el 3 de 
febrero de 1976, la cual amparaba a Miguel A. Santos Espinosa y recaía sobre el mismo 
predio. 

No obstante, apelada esta decisión por el apoderado de la parte vencida, la División 
de Justicia Departamental de la Gobernación del Huila, en sentencia de abril 16 de 1991, 
revocó el fallo impugnado. Consideró la autoridad departamental que no se daban los 
presupuestos para decretar la cosa juzgada al no existir identidad de partes en el litigio. 
Además, sostuvo que el querellante Alexander Herrera no había detentado la posesión 
del predio durante un año completo y no cumplía, en consecuencia, lo estipulado por 
el artículo 974 del Código Civil para poder instaurar la acción posesoria. La División 
de Justicia Departamental resolvió revocarla decisión de primera instancia y amparar 
provisionalmente al señor Francisco Vargas Sánchez en la posesión del predio "El 
Mamón". Igualmente, ordenó al señor Guillermo Salas Narváez la desocupación del 
mismo, dejando a las partes en libertad para acudir a la justitica ordinaria de conside-
rarlo procedente. 
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En la diligencia de entrega, el nuevo propietario señorSalas Narváez, por¡ ntermedio 
de apoderado, se opuso a la misma y  sostuvo que tanto el Alcalde Municipal de Tello 
como la División de Justicia de la Gobernación del Huila carecían de competencia para 
tramitar este tipo de procesos posesorios en virtud del cambio normativo operado con 
laexpediciói- ,Iel Decreto 2303 de 1989. Adicionalmente, el abogado del opositor arguyó 
que su representado había sido involucrado de manera irregular al proceso policivo de 
Alexander Herrera contra Francisco Vargas por el Director de Justicia Departamental, 
quien, por esta razón, había fallado ultra pet ita, lo cual había llevado a instaurar contra 
él denuncia penal por el delito de prevaricato. 

Fi Alcalde Municipal de Tello rechazó la oposición con base en el artículo 338 del 
Código de Procedimiento Civil -que dispone el rechazo de plano de la oposición a la 
entrega formulada porpersona contra quien produzca efectos la sentencia-, v en el acto 
procedió a hacer entrega del predio al señor Francisco Vargas Sánchez. Simultáneamen-
te, concedió, conefecto devolutivo, el recurso deapelación interpuesto por el apoderado 
del propietario vencido. 

Finalmente, la División de Justicia Departamental del Huila, mediante providencia 
de agosto14 de 1991, confirmó en todas sus partes la decisión por la cual se rechazó la 
oposición. 

2. El 31 de julio del 992, el señor Guillermo Salas Narváez interpuso acción de tu tela 
contra las decisiones de la División de Justicia Departamental de la Gobernación del 
Huila y  del Alcalde Municipal de Tello por considerar que fue despojado en forma 
arbitraria e injusta del predio de su propiedad. En su solicitud, el peticionario estima que 
con tales actuaciones se le vulneran sus derechos fundamentales, los cuales sin embargo 
no especifica. No obstante, de sus argumentos puede deducirse que es la violación del 
derecho fundamental al debido proceso la razón de fondo de su petición: 

"No tenía conocimiento señor Juez que entre el señor Alexa nder Herrera y Francisco 
Vargas existiera un proceso posesorio policivo por hechos perturba torios sobre el 
mismo predio 'El Mamón'. Desarrollaba mis labores diarias en el fundo, cuando 
sorpresivamente fui lanzado por el señor Alcalde Municipal de Tello, Huila, pues 
inexplicablemente sin ningún derecho, motivo o razón jurídica el señor Director de 
Justicia Departamental me vinculó al proceso sin ser yo demandante, demandado, 
testigo, perito, etc., es decir, que no tenía ningún vínculo jurídico en el proceso, ni 
siquiera amistad con los litigantes. Se alegó ignorantemente que pesaba sobre el predio 
un statu quo pero ese statu quo solamente produce efectos jurídicos sobre las partes y no 
sobre los terceros, si con la ocu pació ndel predio por parte mía el que se sintiera lesionado 
en sus intereses debía iniciar contra mí un proceso separado para resolver si yo era un 
perturbador o si por el contrario tenía derecho a ocupar lo que me pertenecía. Pero esto 
no sucedió, esta determinación es inexplicable, que raya con claras normas del C. P.". 

3. El Juez 511  Penal del Circuito de Neiva, mediante sentencia de agosto 12 de 1992, 
concedió la tutela solicitada. Para el juzgador de primera instancia, la División de 
Justitica Departamental del Huila desconoció el derecho de posesión del señor Alexan-
der Herrera, iocual a su vez perjudicó al accionante de tutela. Sobreel particular sustuvo 
el fallador: 

"Aunque Guillermo Salas Narváez no fue parte en el proceso sobre amparo de 
posesión solicitada porAlexander Herrera Santos, sí fueafectadoen sus intereses como 
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nuevo propietario, poseedor y tenedor del bien, pues por el efecto de la resolución 
administrativa de la División de Justicia Departamental fue desalojado del predio 'El 
Mamón' que adquirió por compra de justicia. Se hace necesario tutelar su derecho como 
mecanismo transitorio, enrazón a que no dispone de otro medio de defensa judicial para 
demandar del vendedor del bien, la entrega material de ese cuerpo cierto, poniéndolo 
en capacidad de gozar y usufructuar el inmiebIe, mediante el contacto material de la 
cosa(...)". 

El fallador de tutela no precisó los derechos fundamentales que resultaron vulnera-
dos por la decisión administrativa. No obstante, aceptó implícitamente la existencia de 
una vulneración del derecho al debido proceso: 

"Igualmente debemos anotar que si como lo dice la División de Justicia Departamen-
tal en su fallo de segunda instancia que «también hemos podido analizar, que el nuevo 
propietario del predio 'El Mamón' y 'El Cucharito' no ha estado en posesión del mismo 
por un año completo...», también es cierto que la resolución tomada no se compadece 
con el fondo del litigio, pues aunque no nos corresponde criticar hechos ya cumplidos, 
sí consideramos que la decisión que debió tomar era la del rechazo de las pretensiones 
del querellante". 

En consecuencia, el Juez 5Q  Penal del Circuito de Neiva ordenó suspender los efectos 
dela sentencia de abril 1 6de 1991, mediante la cual la División de Justicia Departamental 
de la Gobernación del Huila había decretado el amparo posesorio en favor del señor 
Francisco Vargas Sánchez. El juzgador advirtió, además, al peticionario Salas Narváez, 
que disponía de 4 meses para acudir a la justicia ordinaria en defensa de sus derechos, 
al término de los cuales cesarían los efectos de su fallo. 

4. La anterior decisión no fue impugnada y tampoco fue seleccionada para revisión 
por la Corte Constitucional. No obstante, el Defensor del Pueblo, doctor Jaime Córdoba 
Triviño, insistió en la revisión del fallo por considerar que el trámite de tutela dado por 
el juez fue inadecuado, además de estimar importante que la Corte Constitucional 
precise la procedencia de la acción de tutela cómo mecanismo transitorio cuando la vía 
judicial ordinaria ofrecida como alternativa -acción del adquirente dirigida a obtener la 
entrega del tradente o la resolutoria, supone la Defensoría- no permite la intervención 
de la parte perjudicada con el fallo de tutela. 

5. En atención a la petición del Defensor del Pueblo, la Sala IX de Selección seleccionó 
la sentencia para revisión y, previo reparto, correspondió a la Sala III su conocimiento. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

Derechos fundamentales presuntamente vulnerados. 

1. De la solicitud de tutela se deduce claramente que el señor Guillermo Salas 
Narváez considera vulnerados sus derechos a la propiedad y al debido proceso por 
parte de las autoridades administrativas que intervinieron en el proceso civil de policía 
por perturbación de la posesión, iniciado por Alexander Herrera Santos contra Francis-
co Vargas Sánchez, actuaciones que terminaron por despojarlo de la posesión material 
del predio "El Mamón", el cual había adquirido mediante compraventa del señor 
Miguel Angel Santos Espinosa. 
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No cabe duda a esta Corte que si la pretensión del petente era la restitución del 
inmueble de su propiedad, la acción de tutela no es la vía judicial procedente, por 
disponer el petente de otros medios idóneos de defensa judicial para la protección de 
sus derechos, y. gr. las acciones civiles o policivas establecidas en la ley. 

No obstante, antes de rechazar la tutela solicitada es pertinente evaluar si en el 
trámite del proceso policivo que finalmente terminó afectando los derechos del petente 
se respetó el derecho fundamental al debido proceso, ya que el despojo del cual dice 
haber sido víctima pudo deberse no a la coacción particular sino a actuaciones de la 
autoridad violatorias del artículo 29 de la Constitución. 

Debido proceso en los juicios posesorios. 

2. El derecho de propiedad (C. P. art. 58y C. C. art. 669) y  su conservación han sido 
tradicionalmente protegidos por la ley dada su importancia económica y social. 

La ley garantiza la posesión o tenencia de una cosa determinada con ánimo de señor 
o dueño (C. C. art. 762). De ahí que se hayan consagrado diversos mecanismos procesales 
para su protección, entre los cuales se encuentran las acciones civiles (interdictos 
posesorios) y las acciones policivas (amparos posesorios y lanzamiento por ocupación 
de hecho). Unas y otras tienen por objeto conservar o recuperar la posesión de bienes 
raíces o de derechos reales constituidos sobre ellos, siendo opcional su utilización por 
parte del interesado, según el tipo de amenaza o el término de caducidad de la respectiva 
acción. 

En materia policiva, la ley contempla acciones para conservarla posesión en caso de 
simple perturbación -el amparo posesorio- (Código Nacional de Policía arts. 125 y 131) 
y acciones para recuperarla, en el evento de su despojo -lanzamiento por ocupación de 
hecho- (Ley 57 de 1905, Decreto 922 de 1930). 

Los procesos de policía originados en perturbación u ocupación de hecho son de 
competencia de la autoridad administrativa con funciones de policía -Alcaldes y 
Gobernadores-(C. P. arts. 315 y303). Los primeros se tramitan según los procedimientos 
establecidos en los Códigos Departamentales de Policía (C. P. art. 300-8) y, en subsidio, 
en los Códigos de Procedimiento Civil y Penal, mientras que los segundos están sujetos 
al trámite dispuesto en leyes especiales (L. 57/1905, D. 922 /1930). 

De otra parte, las decisiones que ponen término a un proceso civil de policía no son 
susceptibles de recursos ante la jurisdicción contencioso-administrativa por expresa 
disposición legal (Código Contencioso Administrativo art. 82). En consecuencia, esta 
suerte de actuaciones-administrativas de carácter policivo son susceptibles de control 
constitucional por vía de la acción de tutela. 

Desde el punto de vista orgánico la actuación policiva tiene carácter administrativo. 
En el plano material, su naturaleza administrativa -situada en el umbral mismo de la 
judicial- se deduce de su función preventiva y protectora de las situaciones de libertad 
y de las diferentes titularidades jurídicas. Si bien las decisiones policivas reciben la 
misma denominación de las sentencias, no pueden asimilarse a éstas. En este orden de 
ideas, aquéllas no se encuentran excluidas de la acción de tutela en el evento de una 
vulneración de los derechos fundamentales. 
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Vulneración del derecho al debido proceso en el presente caso. 

3. La vulneración de su derecho fundamental al debido proceso implícita en la 
solicitud de tutela, habría consistido, según él petente, en que en el trámite del proceso 
de amparo policivo por perturbación a la posesión se adoptaron decisiones sin 
fundamento legal -falta de competencia- y  se falló ultra pet ita por parte de la División de 
Justicia Departamental, al vincularlo indebidamente a un proceso en el que no era parte, 
además de ordenarle la desocupación del predio, no obstante que la pretensión inicial 
del querellante -la cual a la postre no prosperó- era impedir la perturbación de su 
posesión. 

Es necesario analizar si en efecto la autoridad policiva desconoció las formas 
propias del juicio civil de policía regulado en los artículos 542 a 576 del Código 
Departamental de Policía del Huila (Decreto 1117 de 1988) al fallar en contra del 
querellante Alexander Herrera Santos y ordnar el desalojo del peticionario de tutela, 
Guillermo Salas Narváez, en su calidad de nuevo propietario del predio. 

Las autoridades de la República están instituidas para proteger a las personas en su 
vida, honra, bienes, creencias ydemás derechos y libertades (C. P. art. 2v). Las autorida-
des de policía tienen la obligación de brindarla anterior protección (C. Nal. de P. art. 1Q)  

Dentro de sus competencias se encuentra la de intervenir para evitar la perturbación del 
derecho de posesión o mera tenencia que alguien tenga sobre un bien, en caso de que 
haya sido ilegítimamente violado, para restblecer y  preservar la situación que existía 
en el momento en que se produjo la perturbación (C. Nal. de Policía art. 125), debiendo 
practicar, en todo caso, una inspección ocular con intervención de peritos, partes y 
declarantes con miras a verificarlos hechos fundamento de la acción (C. Nal. de Policía 
art. 131). 

Respecto a la supuesta falta de competencia de las autoridades administrativas para 
conocer de los procesos de perturbación a la posesión, a raíz de la creación de la 
jurisdic ióii agraria que habría atribuido dicha competencia a la justicia civil (D. 2303 
de 1989), no le asiste razón al petente puesto que el cambio normativo operado se refiere 
a la com1etencia para conocer de los interdictos posesorios, del lanzamiento por 
ocupaciól L de hecho y  del restablecimiento de la posesión o tenencia en el caso del 
artículo 94 del Código Civil -ahora en cabza de los ¡Yaces agrarios y  anteriormente 
asignada a la justicia civil ordinaria- y no altera las competencias de las autoridades 
administrativas para tramitar las acciones de amparo policivo a la posesión cuya 
función preventiva no ha desaparecido y,  en cuyo trámite, en el presente caso, 
presuntamente se desconocieron los derechos del petente. 

El segundo cargo lo hace consistir el peticionario en el hecho de haber sido vinculado 
al proceso policivo sinser parte enel litigio, ni tener relación alguna con ninguna de ellas, 
yordenársele, no obstante, la desocupación del predio adquirido mediante compraven-
ta, con lo cual se habría proferido un fallo uLkra petita. 

En términos generales, las partes, sus pretensiones y  la naturaleza de la litis son 
presupuestos o elementos esenciales del proceso. En materia del proceso de amparo 
policivo por perturbación a la posesión, el onflicto se traba entre el querellante que 
afirma ser poseedor de un predio y  sufrirla perturbación de su posesión y el querellado 
quela origina y niega los supuestos dehechoen queel demandante funda su acción. Las 
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pretensiones del primero normalmente van dirigidas a hacer cesar dicha perturbación 
con el fin de que se proteja su derecho a conservar y  gozar pacíficamente de su posesión. 
La pretensión del querellado, por su parte, es la de que no se le ponga término a su 
conducta o se declare que ésta no ha existido. La litis se contrae exclusivamente a 
determinar el carácter de poseedor del accionante y  la ocurrencia de una perturbación 
ilegítima para efectos de brindarle o nq la protección policiva solicitada. 

La actuación de la División de Justicia Departamental del Huila -sentencia de abril 
16 de 1991- puso término al proceso policivo por perturbación de la posesión iniciado 
por el señor Alexander Herrera Santos, anterior poseedor del predio "El Mamón", 
contra el señor Francisco Vargas Sánchez. El querellante hizo consistir la perturbación 
en la destrucción del cerco y  la introducción de ganado al predio "El Mamón" por parte 
del querellado, y pretendió que la autoridad ordenara a éste respetar su posesión. El 
Alcalde Municipal de Tello desató el litigio en favor del querellante con fundamento en 
la convicción errónea de existir una cosa juzgada en materia del amparo posesorio sobre 
el predio "El Mamón". Aunque posteriormente la División de Justicia Departamental 
desechó la supuesta existencia de una decisión policiva con ese carácter, lo que no es 
posible por la naturaleza misma del fenómeno posesorio, dicha autoridad administra-
tiva no se limitó a rechazar las pretensiones del querellante, sino que procedió  amparar 
la posesión al querellado y  a ordenar la desocupación del predio por parte del nuevo 
propietario. 

La actuación de la División de Justicia Departamental del Huila es manifiestamente 
violatoria del debido proceso, pues desnaturaliza el objeto de la litis -evitar la perturba-
ción de la posesión-, invierte el juego de las pretensiones de las partes del proceso y 
vulnera los principios de congruencia (C. P. C. art. 305) y de igualdad procesal. 

En efecto, el objeto de la litis en un proceso policivo por perturbación de la posesión 
radica en la verificación por parte de la autoridad administrativa de los supuestos de 
hecho -posesión y su perturbación ilegítima- en los que el demandante sustente su 
pretensión de amparo. No persigue este proceso determinar la parte que tenga derecho 
a la posesión del predio. Su finalidad tampoco es la de recuperar la posesión perdida, 
pretensión que para prosperar debe estar antecedida de la acción policiva de lanza-
miento por ocupación de hecho y  surtirse el trámite regulado en normas especiales. 

De otra parte, la decisión de amparar la posesión a quien se acusa de perturbarla, 
derivó en la insólita inversión de las partes procesales y  de sus pretensiones y concluyó 
en la directa pérdida de la posesión por parte del querellante que buscaba precisamente 
evitar su perturbación. 

El principio de congruencia entre la demanda y  la sentencia impone a la autoridad 
el deber de resolver el litigio con estricta sujeción a los hechos y  a las pretensiones 
aducidas por las partes (C. P. C. art. 305). No era jurídicamente admisible otorgar el 
amparo de la posesión al querellado ni ordenar la desocupación del predio por no ser 
estas pretensiones propias del proceso policivo y  porque una decisión en tal sentido 
desconocía los derechos de defensa del querellante y  del actual poseedor. En conse-
cuencia, la División de Justicia Departamental del Huila no debió amparar la posesión 
al querellado ni proceder a lanzar del predio al nuevo propietario. Debía, por el 
contrario, si a su juicio no se encontraba acreditada la posesión del querellante, rechazar 
su pretensión, lo cual, dicho sea de paso, constituyó también una decisión errónea por 
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no predicarse de las acciones posesorias de policía los requisitos -un año completo de 
posesión tranquila e ininterrumpida- para instaurar los interdictos posesorios exigidos 
por el Código Civil (C. C. 974). En estas condiciones, la decisión policiva extra petif a 

sorprendió al querellante originario y al tercero respecto del cual tenía efectos la 
sentencia, colocándolos en situación de indefensión. 

El desconocimiento de las formas propias del proceso de amparo policivo por 
perturbación a la posesión, por parte de la División de Justicia Departamental del 
Huila, vulneró los derechos de defensa y debido proceso del petente quien, en virtud 
de lo dispuesto en el artículo 338 del Código de Procedimiento Civil, no podía impedir 
la diligencia de entrega del bien por ser una de las personas contra quien producía 
efectos la supuesta sentencia de amparo posesorio. 

El vicio de constitucionalidad que afecta la decisión de segunda instancia, se 
comunica al acto de ejecución de la misma. En consecuencia, la diligencia de entrega del 
predio "El Mamón" al señor Francisco Vargas Sánchez carece igualmente de fundamen-
to constitucional y  legal. Al concretarse con ella la vulneración de los derechos del 
peticionario, era procedente su cuestionamiento conjunto como en efecto se hizo en la 
solicitud de tutela. 

Improcedencia de la acción de tutela como mecanismo transitorio. 

4. La sentencia revisada concedió la tutela como mecanismo transitorio y  suspendió 
temporalmente los efectos de la decisión de la División de Justicia Departamental de 
la Gobernación del Huila. En principio, resulta improcedente el otorgamiento de la 
acción de tutela como mecanismo transitorio sin mediar petición de la persona 
presuntamente afectada, máxime si se tiene en cuenta la ostensible vulneración del 
derecho fundamental al debido proceso que demandaba su inmediata y definitiva 
protección, la cual no podía en ningún supuesto -por la misma razón- restringir su 
eficacia al lapso de cuatro meses. En todo caso, se impone la adopción de una 
providencia tuitiva de carácter definitivo ante la manifiesta violación del debido 
proceso en sede administrativa (C. P. art. 29). 

III. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Tercera de Revisión de la Corte Constitucional, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR, con carácter definitivo, por los motivos expuestos en los 
fundamentos jurídicos de esta providencia, la sentencia de agosto 12 de 1992, proferida 
por el Juez 5 Penal del Circuito de Neiva, por la cual se concedió la tutela solicitada por 
el peticionario. 

Segundo. LIBRESE comunicación al mencionado juzgado con miras a que se surta 
la notificación de esta providencia, según lo establecido en el artículo 36 del Decreto 
2591 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional. 

EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ, Magistrado Ponente 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado 
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JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

Sentencia aprobada por la Sala Tercera de Revisión, en la ciudad de Santafé de 
Bogotá, D. C., a los diecinueve (19) días del mes de marzo de mil novecientos noventa 
y tres (1993). 
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SENTENCIA No. T-110 
de marzo 18 de 1993 

TUTELA CONTRA PARTICULARES/HA BEAS DATA 

Cabe la tu tela  contra particulares para proteger, entre otros, los derechos consagrados en el 
artículo 15 de la Constitución y de manera expresa contempla la viabilidad de la acción cuando 
la entidad privada sea aquella contra quien se hubiere hecho la solicitud en ejercicio del Habeas 
data. 

BANCO DE DATOS/DERECHO A LA INTIMIDAD/DERECHO AL BUEN 
NOMBRE-Vulneración 

Se hace énfasis en el derecho que tiene la persona cuyo nombre e identificación han sido 
inscritos en una central de datos en calidad de deudor moroso o incumplido, a que la inscripción 
o el registro permanezcan vigentes tan solo durante el tiempo de la niara, el retardo o el 
incumplimiento. Una vez obtenido el pago de capital e intereses, el fundamento del dato 
desaparece y, en cambio, la subsistencia del registro lesiona gravemente la intimidad icl derecho 
al buen nombre del implicado quien, no siendo ya deudor moroso, está respaldado por la 
Constitución si reclama su exclusión del sistema corres pondiente. 

DERECHO AL BUEN NOMBRE/DERECHO A LA HONRA/DERECHO A LA 
INFORMACION-Prevalencia/RECTIFICACION DE INFORMACION 

Los derechos al buen nombre ya la honra deben prevalecer fren te al derecho a la niforniación, 
pues nocs justo queseestesuininist randoa todoel sectorfinanciero undatoen tornoa una persona 
liberada de la obligación que condujo a su registro i, que, pese al pago, se la haga permanecer en 
la tabla de quienes representan peligro para la banca por no pagar sus deudas cuando los hechos 
demuestran locontrario. 

HABEAS DATA 

La actualización a que se tiene derecho scgzí;i la Carta Política significa, en casos como el 
considerado, que una vez producido voluntariamente el pago, la entidad, que disponía del dato 
pierde su derecho a utilizarlo ti, por tanto, carece de razón alguna que siga suministrando la 
información en torno a que el individuo es o fue deudor moroso. 

296 



T-11O/93 

Sala Quinta de Revisión. 

Ref.: Expediente N T-7617. 

Acciónde tutela propuesta porAngel Ricardo Martínez Bobadilla contra Asociación 
Bancaria de Colombia. 

Magistrados: Drs. JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, Ponente; HER-
NANDO HERRERA VERGARA y  ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO. 

Aprobada en Santafé de Bogotá, D. C., en la Sala Quinta de Revisión de la Corte 
Constitucional a los dieciocho (18) días del mes de marzo de mil novecientos noventa 
y tres (1993). 

Se revisa el fallo proferido por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé 
de Bogotá -Sala Civil-, fechado el treinta (30) de noviembre de mil novecientos noventa 
y dos (1992), para resolver sobre la acción de tutela en referencia. 

L INFORMACION PRELIMINAR 

ANGEL RICARDO MARTINEZ BOBADILLA ejerció acción de tutela contra la 
ASOCIACION BANCARIA DE COLOMBIA por considerar que esa entidad ha violado 
sus derechos fundanientales consagrados en los artículos 15 y  21 de la Carta por los 
siguientes hechos: 

1. En el año de 1987 el actor contrajo con la Caja Social de Ahorros, por concepto del 
uso de una tarjeta Credibanco, una deuda que no pudo cancelar oportunamente por 
grave situación financiera. 

2. En octubre de 1992, por voluntad propia y  sin orden judicial alguna, canceló la 
totalidad de lo adeudado tanto por capital como por intereses. 

3. Mediante Oficio del 3 de noviembre, la Directora de Cartera deCredibanco solicitó 
a la Asobancaria eliminar el registro del actor en el archivo vigente de sancionados. 

4. La Asociación Bancaria respondió negativamente a lo solicitado e informó que el 
registro se mantendrá hasta noviembre de 1997, haciendo énfasis en que la tarjeta fue 
cancelada por mal manejo. 

5. Considera el accionante que mantenerlo en ese archivo de Asobancaria significa 
la muerte comercial con menoscabo de su intimidad, honra y buen nombre, perjudi-
cándolo además ante las demás entidades del orden financiero. Solicita se lo elimine 
totalmente de la central de datos. 

II. DECISION JUDICIAL 

Correspondió decidir sobre la presente acción de tutela al Tribunal Superior del 
Distrito Judicial -Sala Civil- el cual denegó la tutela en providencia del treinta de 
noviembre de mil novecientos noventa y dos, con los siguientes argumentos: 

1. Se trata de una tutela contra particulares regulada por el artículo 86 de la Carta y 
por los artículos 42 a 46 del Decreto 2591 de 1991. 

2. No se vislumbra de dónde pudo surgir la violación o amenaza al derecho a la 
"intimidad, honra y  buen nombre" pues la información que reposa en la central de 
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información del Sector Financiero de la Asociación Bancaria es fidedigna, completa y 
actual. 

3. Es cierto que la Corte Constitucional ha reconocido la prevalencia del derecho a 
la intimidad sobre el derecho a la información pero también se ha dicho que la libertad 
informática en materia financiera tiene como finalidad proteger a terceros de situaciones 
de riesgo al efectuar operaciones económicas con personas que incumplan sus obliga-
ciones. 

4. Existe un comúndenominador en el sentido de que en la medida en que los bancos 
de datos obren normal y  responsablemente enel suministro de la información, no existe 
atropello a la dignidad humana. 

5. De acuerdo con la información suministrada el petente no figura en el archivo 
vigente de la Central de Información Interbancaria, puesto que está a paz y salvo en 
virtud de que no tiene obligaciones pendientes por cancelar, lo que pone de presente que 
al estar actualizada la información no se conculcan los derechos constitucionales 
invocados como violados, pues la conservación de esos registros fidedignos, completos 
y actualizados no constituye per se un uso desproporcionado del poder informático. 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

Competencia. 

Esta Corporación goza de competencia para revisar el fallo de tutela en referencia, 
según lo disponen los artículos 86 y  241-9 de la Constitución Política y el Decreto 2591 
de 1991. 

Acción de tutela contra particulares. 

Como se ha expresado en varias providencias de la Corte Constitucional, la acción 
de tutela está orientada, en principio, a neutralizar, corregiro prevenir actos u omisiones 
de las autoridades públicas que impliquen violacióno amenaza de derechos fundamen-
tales. Sin embargo, el mismo artículo 86 de la Carta abre la posibilidad de que dicha 
acción se instaure contra personas o entidades particulares cuando de ellas provenga la 
conducta mediante la cual se quebranta un derecho ose atenta contra él, si, además, están 
encargadas de la prestación de un servicio público, si su actividad afecta grave y 
directamente el interés general o siel solicitante seencuentra en estado de subordinación 
o indefensión. 

Según el precepto constitucional, sobre la base de cualquiera de las enunciadas 
hipótesis, la ley establecerá los casos en los cuales sea procedente la acción de tutela 
contra particulares. Es, por ahora, el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991 la norma legal 
aplicable para los efectos de la señalada definición. 

En cuanto hace al derecho fundamental que constituye materia de este proceso, ese 
precepto establece que cabe la tutela contra particulares para proteger, entre otros, los 
derechos consagrados en el artículo 15 de la Constitución y  de manera expresa 
contempla la viabilidad de la acción cuando la entidad privada sea aquella contra quien 
se hubiere hecho la solicitud en ejercicio del habeas cinta, de conformidad con lo 
establecido en el mencionado canon constitucional. 

298 



T-11O/93 

Puesto que en este proceso se alega la violación del artículo 15 de la Carta, aunque 
la demandadaes una institución particular, se cumplen los presupuestos constituciona-
les y legales para que se estime procedente la acción de tutela instaurada. 

El derecho fundamental a la actualización de datos. 

La aplicación de las redes informáticas al servicio de las entidades financieras 
-consideradas individualmente o asociadas- para los fines de preservar las sanas 
prácticas del crédito, dando aviso a los usuarios de aquellas sobre los riesgos que pueden 
correr ante las posibilidades de contratación con eventuales deudores incumplidos, es 
un mecanismo legítimo que -como tuvo ocasión de expresarlo esta Corte en Sentencia 
N T-577 del 28 de octubre de 1992- asegura la confianza en el sistema financiero e 
interesa en alto grado al bien general. 

El derecho a utilizar tales sistemas está nítidamente garantizado por la Constitución 
en su artículo 20, a cuyo tenor toda persona tiene la libertad de informar y recibir 
información veraz e imparcial. El artículo 333 eiusdem protege la libre actividad 
económica y la iniciativa privada, en cuyo desarrollo se pueden establecer sistemas de 
circulación de datos mediante los cuales se proteja el interés de las empresas pertene-
cientes al sector evitando las operaciones riesgosas. 

Pero -claro está- ninguno de tales derechos es absoluto y, por el contrarío, tienen 
claras limitaciones derivadas unas del interés colectivo y  otras de los derechos funda-
mentales que corresponden al individuo. Entre estos últimos se encuentran, por cuanto 
respecta al tema que nos ocupa, los derechos a la intimidad y al buen nombre, 
reconocidos a favor de toda persona en el artículo 15 de la Constitución. 

Ha señalado esta Corte: 

"En casos de conflicto entre ambos, esta Sala no vacila en reconocer que la prevalen-
cia del derecho a la intimidad sobre el derecho a la información, es consecuencia 
necesaria de la consagración de la dignidad humana como principio fundamental y 
valor esencial, a la vez, del Estado Social de Derecho en que se ha transformado hoy 
Colombia, por virtud de lo dispuesto en el artículo primero de la Carta de 1991. 

En efecto, la intimidad es, como lo hemos señalado, elemento esencial de la 
personalidad y como tal tiene una conexión inescindible con la dignidad humana. En 
consecuencia, ontológicamente es parte esencial del ser humano. Sólo puede ser objeto 
de limitaciones en guarda de un verdadero interés general que responda a los presu-
puestos establecidos por el artículo l  de la Constitución. No basta, pues, con la simple 
ygenérica proclam ación de su necesidad: es necesario que ella responda a los principios 
y valores fundamentales de la nueva Constitución entre los cuales, como es sabido, 
aparece en primer término el respeto a la dignidad humana". 

En la misma providencia se afirma: 

"Los datos tienen por su naturaleza misma una vigencia limitada en el tiempo, la cual 
impone abs responsables o administradores de bancos de datos la obligación ineludible 
de una permanente actualización a fin de no poner en circulación perfiles de 'personas 
virtuales' que afecten negativamente a sus titulares, vale decir, a las personas reales. 
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De otra parte, es bien sabido que las sanciones o informaciones negativas acerca de 
una persona no tienen vocación de perennidad y, en consecuencia, después de algún 
tiempo tales personas son titulares de un verdadero derecho al olvido". (Cfr. Corte 
Constitucional. Sala Primera de Revisión. Sentencia N T-414 del 6 de junio de 1992). 

La Corte estima necesario reiterar esta doctrina y  hacer énfasis en el derecho que 
tiene la persona cuyo nombre e identificacióil han sido inscritos en una central de da tos 
en calidad de deudor moroso o incumplido, a.que la inscripción o el registro permanez-
can vigentes tan solo durante el tiempo de la nora, el retardo o el incumplimiento. Una 
vez obtenido el pago de capital e intereses, el fundamento del dato desaparece y, en 
cambio, la subsistencia del registro lesiona gravemente la intimidad y  el derecho al buen 
nombre del implicado quien, no siendo ya deudor moroso, está respaldado por la 
Constitución si reclama su exclusión del sistema correspondiente. 

En efecto, según las voces del artículo 15 de la Carta, las personas tienen derecho 
no solamente a conocer y  a rectificar sino a "actualizar" las informaciones que se hayan 
recogido sobre ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas o privadas. 
Lo primero implica la posibilidad que tiene el concernido de saber en forma inmediata 
y completa cómo, por qué y dónde aparece su nombre registrado; lo segundo significa 
que, si la información es errónea o inexacta, el individuo debe poder solicitar, con 
derecho a respuesta también inmediata, que la entidad responsable del sistema 
introduzca en él las pertinentes correcciones, aclaraciones o eliminaciones, a fin de 
preservar su buen nombre; lo tercero implica que el dato debe reflejar la situación 
presente de aquel a quien alude. 

Para la hipótesis específica de las obligaciones con entidades del sector financiero, 
la actualización debe reflejarse en la verdad actual de la relación que mantiene el 
afectado con la institución prestamista, de tal manera que el responsable de la 
informática conculca los derechos de la persona si mantiene registradas como vigentes 
situaciones ya superadas o si pretende presentar un récord sobre antecedentes cuando 
han desaparecido las causas de la vinculación del sujeto al sistema, que eran justamente 
la mora o el incumplimiento. 

Considera la Corte que en tales circunstancias, para que la información tenga la 
característica de veraz, como lo exige el artículo 20 de la Constitución, el nombre y la 
identificación de quien era deudor y ya no lo es, deben ser excluidos del catálogo de 
clientes riesgosos. El pago o solución de la deuda tiene la virtualidad de liberar 
jurídicamente al deudor, quitando justificación al acreedor para seguir exigiendo algo 
de él y, con mayor razón, para causar su descrédito, en especial si -como sucede en este 
caso- no fue necesario adelantar un proceso de cobro coactivo para obtener la completa 
cancelación de las sumas adeudadas. 

Los derechos al buen nombre y a la honra deben prevalecer frente al derecho a la 
información, pues no es justo que se esté suministrando a todo el sector financiero un 
dato en torno a una persona liberada de la obligación que condujo a su registro y que, 
pese al pago, se la haga permanecer en la tabla de quienes representan peligro para la 
banca por no pagar sus deudas cuando los hechos demuestran lo contrario. 

Si a lo anterior se añade que los posibles perjuicios del acreedor por causa de la mora 
han sido resarcidos, como lo prevé el ordenamiento jurídico, por el pago de intereses, 
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no existe proporcionalidad entre ese daño para la entidad acreedora y la sanción 
"moral" impuesta al afectado, quien por el solo hecho de figurar en esa Central de 
Información bajo el rubro de "mal manejo" queda automáticamente excluido de los 
servicios del sector financiero y del crédito. 

Por ello, carece de todo sustento constitucional el precepto contenido en el artículo 
11, inciso 2,  del Reglamento adoptado para la Central de Información de la Asociación 
Bancaria de Colombia, en cuya virtud se establece la vigencia indiscriminada de los 
datos en un archivo histórico durante cinco (5) años, vencidos los cuales se eliminarán 
definitivamente. 

Por una parte esa entidad carece de jurisdicción y competencia para imponer 
"sanciones" a los particulares y, por otra, así en gracia de discusión se admitiera 
semejante posibilidad, al calificar como "cliente riesgoso" a quien ha cumplido, 
negándole el derecho a que la información respecto de él sea debidamente actualizada, 
se viola flagranteniente el artículo 15 de la Constitución. 

En el asunto sub lite está debidamente probado que el señor Angel Ricardo Martínez 
Bobadilla cancelé la totalidad de las sumas adeudadas a la Caja Social de Ahorros por 
concepto de la Tarjeta de Crédito Credibanco (capital e intereses) sin necesidad de 
cobro judicial, y se encuentra a paz y salvo, circunstancia que amerita su exclusión 
definitiva del registro de la Central de Información del Sector Financiero de la 
Asociación Bancaria de Colombia. 

La actualización a que se tiene derecho según la Carta Política significa, en casos 
como el considerado, que una vez producido voluntariamente el pago, la entidad, que 
disponía del dato, pierde su derecho a utilizarlo y, por tanto, carece de razón alguna que 
siga suministrando la información en torno a que el individuo es o fue deudor moroso. 
En el primer evento el dato riñe con la verdad y  debe ser rectificado; en el segundo 
lesiona el buen nombre de la persona, que es un derecho fundamental. 

Por las razones expuestas, la Sala Quinta de Revisión de la Corte Constitucional, 
administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCASE la sentencia proferida por el Tribunal Superior del Distrito 
Judicial -Sala Civil- de Santafé de Bogotá de fecha treinta de noviembre de mil 
novecientos noventa y dos, al resolver sobre la acción de tutela impetrada por Angel 
Ricardo Martínez Bobadilla. 

Segundo. TUTELAR los derechos constitucionales invocados por Angel Ricardo 
Martínez Bobadilla (C. de C. 19.447.832 de Bogotá), ordenando a la Asociación Bancaria 
de Colombia que, en un término que no podrá exceder de las cuarenta y ocho (48) horas 
contadas a partir de la notificación de esta Sentencia, ELIMINE de manera definitiva 
y completa cualquier forma de registro del nombre del demandante en la Central de 
Información del Sector Financiero. 

Tercero. Será RESPONSABLE del cabal y correcto cumplimiento de esta providencia 
el señor Presidente de la Asociación Bancaria de Colombia, en su calidad de represen-
tante legal de la misma. 
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Cuarto. El DESACATO a lo ordenado por esta sentencia se sancionará en la forma 
prevista por los artículos 52 y  53 del Decreto 2591 de 1991. 

Quinto. LIBRESE la comunicación a que se refiere el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991. 

Cópiese, comuníquese, notifíquese, publiquese en la Gaceta de la Corte Consti tucio-
nal y  cúmplase. 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado Ponente 
Presidente de la Sala 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-111 
de marzo 18 de 1993 

DERECHO ALA SEGURIDAD SOCIAL-Naturaleza/ATENCION MEDICA- 
Carácter Permanente 

Dada la naturaleza de servicio público, de la seguridad social tiene que ser permanente, por 
lo cual no es admisible su interrupción, y que se habrá de cubrir con arreglo a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad. Si a lo dicho se agrega el carácter obligatorio del servicio, 
se tiene que, a la luz de la Constitución, el Estado es responsable de garantizar que las entidades 
de la seguridad social -públicas o particulares- estén dispuestas en todo momento a brindar 
atención oportuna y eficaz a sus usuarios. Las eventualidades que afectan o agravan las 
condiciones de salud de una persona dando lugara lo que, portal razón, sedeno,nina "urgencia" 
no se pueden circunscribira los días hábiles o de labor administrativa de una entidad de previsión 
y, por tanto, la atención médica -en su más amplio sentido- tiene que estar disponible para los 
afiliados de manera constante, motivo por el cual rifle con la normativa constitucional y atenta 
contra los más elementales derechos de la persona que la entidad obligada se desentienda de tan 
trascendental responsabilidad -inherente al concepto ial sentidode la seguridad social- dii rante 
los días festivos o de vacancia, dejando des protegidos a los trabajadores q  nc pagaiz precisamente 
para tener como contraprestación la disponibilidad de acceso permanente e inmediato a los 
correspondientes servicios. Estos no son dádivas sino verdaderos derechos subjetivos del afiliado. 
La seguridad sociales principio fundamental estatuido por el propio Constituyen te en relación 
con los trabajadores 'artículo 53 C. N.) y, por tanto, un derecho inalienable de éstos, tanto si 
laboran en el sector público, como si sirven al sector privado. 

DERECHO A LA SALUD-Asistencia 
Obligatoria/SERVICIO PUBLICO DE SALUD 

Todas las instituciones que ofrezcan servicios de salud, sean públicas o privadas y  tengan o 
110 celebrado contrato de asistencia con entidades de previsión social, están obligadas a prestar 
atención inicial de urgencia, independientemente de la capacidad socioeconómica de los 
solicitantes y sin condicionar ese servicio a pagos previos ni al cumplimiento de los contratos 
que eventualmente tengan celebrados con el Estado en materia de seguridad social. Esa obligación 
es genérica, perentoria e inexcusable, de tal manera que, en el caso de probarse la negativa o 
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ren uencia de cualquier institución a cumplirla, se configu ra grave responsabilidad en su cabeza 
por atentar contra la vida y la integridad de las personas noatend idas y, claro está, son aplicables 
no solamente las sanciones que prevé el artículo 49 de la Ley 10 de  1990 sino las penales del caso 
sise produjesen situaciones susceptibles de ello ala luz de la normatividad correspondiente. 

Sala Quinta de Revisión. 

Ref.: Expediente N T-5202. 

Acción de tutela intentada por Hever Rodríguez contra Caja Nacional de Previsión 
-Seccional Tolima- y  Clínica Tolima. 

Magistrados: Drs. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Ponente; HER-
NANDO HERRERA VERGARA y ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO. 

Sentencia aprobada en Santafé de Bogotá, D. C., mediante acta del dieciocho (18) de 
marzo de mil novecientos noventa y  tres (13). 

Se revisan las sentencias proferidas por el Juzgado Segundo Penal del Circuito y la 
Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito judicial de Ibagué, a los diecisiete (17) días 
de julio y veintiséis (26) de agosto, respectivamente, de mil novecientos noventa y dos 
(1992), en relacióncon la demanda de tutela instaurada por HEVER RODRIGUEZ contra 
la CAJA NACIONAL DE PREVISION -Seccional Tolima- y la CLINICA TOLIMA dela 
misma ciudad. 

1. INFORMACION PRELIMINAR 

Hever Rodríguez labora en la Dirección Seccional de la Administración Judicial del 
Distrito de Ibagué en el cargo de Auxiliar Administrativo Grado 03, desde el IQ de 
septiembre de 1990. 

En las primeras horas del 22 de junio de 1992 el actor fue víctima deun atraco del cual 
salió gravemente herido con arma cortopunzante y  objetos contundentes. 

Según expuso en la demanda, acudió a las clínicas Tolima y Minerva y al Hospital 
Federico Lleras de la ciudad de Ibagué y  en tales centros, aunque presentaba intensa 
hemorragia, le fue negada la asistencia médiça requerida, bajo el pretexto de que estaba 
afiliado a la Caja Nacional de Previsión y  "..esta entidad no paga los servicios...". 

Según el petente, finalmente fue atendidb en el Hospital Federico Lleras pero, para 
que así sucediera, tuvo que cancelar los correspondientes servicios con cargo a sus 
propios recursos. 

De acuerdo con lo expresado en la demanda, el solicitante padece en la actualidad 
graves trastornos de salud que constituyen secuelas de las lesiones sufridas. Al tenor del 
mismo escrito, estos quebrantos se agravaii progresivamente y amenazan la vida del 
demandante. 

El exponente afirma haber acudido a la Caja Nacional de Previsión -Seccional 
Tolima-, con sede en Ibagué, en donde se le recomienda asistir al Hospital Federico 
Lleras y  pagar por su cuenta los servicios " ... para que después pase la cuenta y  se me 
reintegre el dinero, o si quiero que viaje a Bdgotá y me presente a la Clínica de la Caja". 
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El petente afirma ser una persona de muy escasos recursos, cuya remuneración 
destina en su totalidad al sostenimiento del hogar. 

Según certificado expedido por la Pagaduría de la Dirección Seccional de Admi nis-
tración Judicial de Ibagué expedida el 6 de julio de 1992 (fi. 9 del expediente), su sueldo 
básico mensual es de $102.391 oo; SC le descontó la correspondiente cuota de afiliación 
a la Caja y mensualmente se le retiene la suma de $511956 con destino a Cajanal. 

II. DECISIONES JUDICIALES 

1. Primera instancia. 

El Juez Segundo Penal del Circuito de Ibagué, una vez le fue repartida la petición, 
ordenó citar al actor para que, bajo la gravedad del juramento se ratificara en lo 
afirmado, lo cual en efecto hizo durante diligencia practicada el 9 de julio de 1992. 
Preguntado acerca de si en ese momento se le estaban prestando los servicios médicos 
y si Cajanal estaba respondiendo por el valor de los mismos, Hever Rodríguez afirmó: 
En la actualidad no me están prestando ningún servicio médico". 

Mediante fallo del 17 de julio de 1992, el Juzgado resolvió tutelar el derecho a la 
seguridad social del petente, " ... para que en forma inmediata la Caja Nacional (Seccional 
Tolima) procure para el mismo, prestar el servicio médico, farmacéutico, hospitalario y 
quirúrgico que requiera". 

En el sentir del fallador, la seguridad social es un servicio público de carácter 
obligatorio que se debe prestar bajo la dirección, coordinación y  control del Estado, con 
sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que 
determine la ley. 

A su juicio, el derecho de todos los habitantes del territorio nacional a la seguridad 
social es irrenunciable. 

Recuerda la sentencia que, de conformidad con la Carta Política, los recursos de las 
instituciones de seguridad social no se podrán utilizar para fines diferentes a ella. 

Por otra parte, la atención de la salud y el saneamiento ambiental son servicios 
públicos a cargo del Estado. Este debe establecer las políticas para su prestación por 
entidades privadas. Por lo tanto, se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios 
de promoción, recuperación y protección de la salud. 

En relación con el caso concreto afirma el fallo que no parece acertado, ni mucho 
menos lógico, el proceder de la Caja Nacional (Seccional Tolima) cuando exige a sus 
afiliados que cancelen de su bolsillo el valor de los servicios que les presta el Hospital 
Federico Lleras para reintegrar luego los valores cancelados. En estas condiciones, el 
afiliado que no tuviera capacidad económica para pagar de su pecunio el valor del 
servicio prestado, se vería en la imperiosa necesidad de renunciar a que se le prestaran 
los servicios asistenciales. 

El Juzgado encontró fundadas las pretensiones del accionante y resolvió amparar 
sus derechos aplicando los artículos 48 y 49 de la Constitución. 
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2. Segunda instancia. 

Impugnada la sentencia por la Seccional Tolima de la Caja Nacional de Previsión, 
correspondió decidir sobre ella a la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial 
de Ibagué. Mediante auto del 3 de agosto de 1992, el Magistrado Ponente ordenó la 
práctica de algunas pruebas acerca de los hechos ocurridos en el caso objeto de 
controversia. Así, oyó en declaración al Director de la Seccional; solicitó y obtuvo del 
Hospital Federico Lleras Acosta una certificación sobre los servicios prestados al 
petente, el valor de los mismos, la incapacidad ocasionada y sus consecuencias; pidió y 
recibió copia de la historia clínica del solicitante. 

La Sala Penal del Tribunal profirió sentencia el 26 de agosto de 1992. Dijo así la 
providencia en sus consideraciones principales: 

"X. El haz probatorio no da la medida para proceder contra la Caja Nacional de 
Previsión Social-Seccional Tolima, ni contra las clínicas particulares Minerva y  Tolima 
-no existe prueba que quien implora el amparo hubiese solicitado allí los servicios 
médicos urgentes- las cuales, estas últimas, en desarrollo de la prestación del servicio 
público de salud, nunca podrán negar los auxilios médicos básicos urgentes a cualquier 
ciudadano colombiano que los requiera, sin distingos de posición social o económica, 
ni menos a un empleado oficial afiliado a la Caja Nacional de Previsión Social, porque 
la seguridad social es un servicio público de carácter obligatorio con la cual no se puede 
traficar ni negociar, si todos estamos amparados y somos iguales frente a la Constitu-
ción. 

XI. A contrario sensu, procede la Acción de Tutela contra el Hospital Federico Lleras 
Acosta de Ibagué, establecimiento oficial, por no haber atendido al pacientedemandan-
te Hever Rodríguez como afiliado a la Caja, sino como particular, mediante el pago de 
los servicios médicos urgentes, que handebido humanamente, prestarse gra tu¡ tamelite, 
lo cual refulge inconstitucional. Si no paga, se le niega la dispensa oportuna de salud y 
habría podido fallecer a las puertas de una entidad pública creada para proteger, 
defender, sanear, fortalecer y socorrer la vigencia de ese bien esencial para la vida. 

XII. Establecido como aparece que al concederse esta tutela ya cesaron los efectos del 
acto impugnado, se prevendrá a la autoridad pública para que en ningún caso vuelva 
a incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito para concederla (art. 24 Decreto 
2591 de 1991). 

Como la violación del derecho fue manifiesta y la acción de la entidad pública 
arbitraria, debe el hospital Federico Lleras Acosta, devolver inmediatamente, a quien 
acredite haber pagado el valor de los servicios cobrados por la atención médica a Hever 
Rodríguez el día veintidós (22) de junio de mil novecientos noventa y dos (1992), suma 
que será facturada por el hospital con cargo a la Caja Nacional de Previsión Social-
Seccional Tolima, para lo cual se fijará un plazo que no podrá exceder de 48 horas (art. 
29 Decreto 2591 de 1991). 

El más desprevenido de los empleados públicos del Tolima sabeque la Caja Nacional 
de Previsión, presta deficientes servicios médicos a sus afiliados y que no paga 
oportunamente a las entidades que contrata para la prestación de servicios médicos 
hospitalarios, lo cual da pábulo para que estas entidades se nieguen a atender a los 
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servidores del Estado. Sin embargo, esta conducta de manifiesta incuria y negligencia 
no aparece acreditada en el expediente". 

En consecuencia, el Tribunal resolvió revocar la sentencia de primera instancia y, en 
su lugar, acceder a la tutela implorada pero en contra del Hospital Federico Lleras 
Acosta, al cual previno para que en ningún caso volviera a incurrir en las acciones u 
omisiones que dieron mérito para concederel amparo. Así mismo, ordenó a dicho centro 
asistencial devolver, a quien acreditara haber pagado, la suma cobrada por los servicios 
médicos prestados de urgenci al demandante, para lo cual otorgó un plazo de cuarenta 
y ocho (48) horas, y  facturar ese valor a la Caja Nacional de Previsión. 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

1. Competencia. 

Puesto que se trata de revisar sentencias proferidas en desarrollo de lo previsto por 
el artículo 86 de la Constitución y las que anteceden fueron seleccionadas para tal efecto 
según las reglas del Decreto 2591 de 1991 y repartidas a la Sala Quinta de Revisión de 
la Corte Constitucional, ésta goza de plena competencia para resolver de manera 
definitiva sobre el asunto planteado. 

2. La seguridad social como servicio público permanente a cargo del Estado. 

La seguridad social, según lo que dispone el artículo 48 de la Constitución Política, 
es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordi-
nación y  control del Estado. Esto no significa que deba ser prestada forzosamente por 
entidades públicas, pues la misma disposición constitucional autoriza que se confíe a 
entes privados, de conformidad con la ley. 

En todo caso, es indudable, dada su naturaleza de servicio público, que la seguridad 
social tiene que ser permanente, por lo cual no es admisible su interrupción, y que se habrá 
de cubrir con arreglo a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad. Si a lo 
dicho se agrega el carácter obligatorio del servicio, se tiene que, a la luz de la Constitución, 
el Estado es responsable de garantizar que las entidades de la seguridad social -públicas 
o particulares- estén dispuestas en todo momento a brindar atención oportuna y eficaz 
a sus usuarios. Allí radica uno de los fines esenciales de la actividad que les compete 
según el artículo 211  de la Carta. 

Por la naturaleza misma de las cosas, las eventualidades que afectan o agravan las 
condiciones de salud de una persona dando lugar a lo que, por tal razón, se denomina 
"urgencia" no se pueden circunscribir a los días hábiles o de labor administrativa de una 
entidad de previsión y, por tanto, la atención médica -en su másamplio sentido- tieneque 
estar disponible para los afiliados de manera constante, motivo por el cual riñe con la 
normativa constitucional y atenta contra los más elementales derechos de la persona que 
la entidad obligada se desentienda de tan trascendental responsabilidad -inherente al 
concepto y al sentido de la seguridad social- durante los días festivos o de vacancia, 
dejando desprotegidos a los trabajadores que pagan precisamente para tener como 
contraprestación la disponibilidad de acceso permanente e inmediato a los correspon-
dientes servicios. Estos no son dádivas sino verdaderos derechos subjetivos del afiliado. 

Se repite que la entidad pública puede contratar con centros privados aquellos 
servicios que estén fuera de su alcance directo, sobre todo si son de alta especialización 
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o requieren equipos e instalaciones cuyo costoo complejidad exijan apoyo externo, pero 
aquélla debe asumir cuando menos la coordinación y el control permanentes del 
conjunto de instituciones comprometidas a brindar en concreto la atención que deman-
dan los usuarios, a objeto de que éstos sepan a dónde deben dirigirse con plena 
certidumbre de ser atendidos sin importar el día ni la hora, particularmente si de casos 
urgentes se trata. 

Así, en el caso que nos ocupa, un centro de urgencias o un médico de turno en las 
instalaciones de Cajanal en Ibagué habrían podido evitar al petente el penoso tránsito 
de una a otra unidad asistencial y la consiguiente amenaza a su salud e integridad o 
inclusive a su vida, afectado como estaba en día festivo por heridas que demandaban 
atención inmediata. 

No debe olvidarse que la seguridad sociales principio fundamental estatuido por el 
propio Constituyente en relación con los trabajadores (artículo 53 C. N.) y, por tanto, un 
derecho inalienable deéstos, tanto si laboran en el sector público, como si sirven al sector 
privado. 

La función genérica del Estado en materia de seguridad social se hace concreta en 
la responsabilidad que asume por su efectivo y real cubrimiento la entidad pública de 
previsión a la cual se encuentra afiliado el trabajador. De allí que el Decreto-ley 3135 de 
1968 (artículos 14 a 29, entre otros), al enunciar las prestaciones a cargo de tales 
organismos y al discriminar los servicios deasistencia médica, quirúrgica y hospitalaria 
a que tienen derecho los trabajadores o empleados y sus familias, aludan siempre a " ... la 
respectiva entidad de previsión...", radicando en ella las pertinentes obligaciones que 
son propias de este servicio público. 

Por lo dicho, no es aceptable para esta Corte la interrupción de los servicios de 
asistencia médica durante los días de vacancia, reconocida por la Dirección Seccional de 
la Caja (folio 26 del expediente), ni tampoco las afirmaciones del correspondiente 
Director contenidas en el memorial presentado el 23 de julio de 1992 con el objeto de 
impugnar la providencia de primera instancia dentro del presente proceso. 

Se afirma en el mencionado documento: 

"Cuando la Ley (61 de 1945) dice que (la Caja) 'podrá' extender su acción a todas las 
regiones del país, no quizo (sic) decir que 'deberá'; es decir que esté obligada la Caja 
Nacional a prestar el servicio a los afiliados en su propio lugar de trabajo y si se 
establecieron Seccionales y Agencias en todo el país, ha sido para facilitar el acceso de 
afiliados, pensionados y beneficiarios al servicio médico hospitalario y farmacéutico, 
pero no porque esté obligada por la ley a tener que prestar todos, absolutamente todos 
los servicios en las Seccionales, así como a construir clínicas u hospitales. Bien lo dice la 
misma Ley de creación, que su domicilio es la ciudad de Bogotá D. E. (sic) y no otra. De 
allí que cuando en las Seccionales no se pueda prestar un determinado servicio, el 
afiliado, pensionado o beneficiario se remite a la ciudad de Bogotá que es en donde se 
prestan la mayoría por no decir que la totalidad de los servicios...". 

Si se sigue este criterio tendríamos que concluir en que el Estado cumple con las 
perentorias obligaciones constitucionales en referencia cuando establece una clínica en 
Santafé de Bogotá, D. C., como si las necesidades de atención médica, quirúrgica y 
hospitalaria de trabajadores que laboran en toda la Nación pudieran ser cubiertas con 
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la eficiencia y  oportunidad requeridas desde la Capital de la República y en un solo 
centro asistencial. Ello implicaría un centralismo ajeno a los principios que consagran 
los artículos 1Q y 209 de la Carta, entre otros, y una ruptura del principio de igualdad 
(art. 13 C. N.), además de representar una concepción que esta Corte ha rechazado, 
segúnla cual el Estado es un fin en sí mismo (Cfr. Sala Plena, Sentencia 479 del 6 deagosto 
de 1992), pues considera que, por el contrario, su existencia y  actividad encuentran 
fundamento principal en la satisfacción de las necesidades de la persona y de la 
colectividad. 

La seguridad social debe extenderse, en condiciones dignas y razonables, a todo el 
territorio nacional, pues la Constitución la garantiza como derecho irrenunciable de 
"...todos los habitantes...". De allí que el artículo 48 ordene al Estado, con la participa-
ción de los particulares, ampliar progresivamente la cobertura de la Seguridad Social 
que comprenderá la prestación de los servicios en la forma que determine la ley. 

En consecuencia, la Caja Nacional de Previsión no puede excusarse por la deficiente 
prestación de los servicios de seguridad social a su cargo en la determinación que la ley 
haya hecho sobre su domicilio principal, pues éste no indica el ámbito territorial de 
cobertura de aquéllos. 

Ahora bien, la propia Constitución ha previsto la colaboración de los particulares, 
en los términos ya expuestos, o de otras entidades públicas, a fin de garantizar que los 
servicios médico-asistenciales, de hospitalización y cirugía, cubran de manera efectiva 
y en igualdad de oportunidades a todos los usuarios de la seguridad social cuya 
primordial responsabilidad toca al Estado, en este caso a la Caja Nacional de Previsión. 

Claro está, es deber y primordial responsabilidad de la Caja cumplir con los pagos 
correspondientes a los servicios que otras entidades presten a sus afiliados. 

El derecho a la salud. 

Pero, además, la salud es derecho de la persona con independencia de si trabaja o 
no yes también un servicio público a cargo del Estado, de donde resulta imperativo que 
éste disponga las condiciones operativas necesarias para hacer efectivo el acceso de 
todos a los servicios de promoción, protección y recuperación de aquélla, según 
perentorio mandato del artículo 49 constitucional. Corresponde al Estado, de acuerdo 
con el precepto, organizar, dirigir y reglamentar la prestación de tales servicios, 
establecer las políticas aplicables a los que se dejen a cargo de entidades privadas y 
ejercer su vigilancia y  control. 

Esa responsabilidad, sin embargo, no es exclusiva del Estado y, por ende, a la luz de 
la Constitución Política, no quedan excluidas de ella las entidades particulares, pues 
todo derecho cumple en nuestro sistema una función social que implica obligaciones y 
a las autoridades públicas compete asegurar que se hagan efectivas (artículo 2, inciso 
2,C.N.). 

Así, pues, las clínicas, hospitales y  centros médicos de carácter privado no pueden 
lícitamente negar la atención a quien requiere sus servicios, en especial si se trata de 
urgencias, abstracción hecha de si el solicitante está o no afiliado a alguna entidad de 
previsión y  con independencia de sí ésta tiene o no tiene celebrado convenio con el 
respectivo establecimiento así como del cumplimiento que venga observando el orga- 
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nismo público de seguridad social en relacióncon el contrato pertinente, pues la vida de 
la persona no puede ponerse en peligro por tal motivo, sin perjuicio de los reclamos o 
acciones a que haya lugar respecto del ente moroso. 

Tampoco es de recibo la actitud remisa del centro asistencial en cuanto a la 
prestación de dichos servicios ante la imposibilidad de pago previo por parte del 
usuario. La clínica privada tiene derecho a que le sea cancelado el justo valor de aquéllos, 
pero no le es dable supeditar a ese factor la atención de la novedad urgente e inaplazable 
del paciente, pues en todo caso prevalece el derecho de éste a la vida. 

El caso en estudio. 

Está probado que Hever Rodríguez sufrió heridas graves durante la madrugada de 
un lunes festivo y él afirma que, siendo indispensable su atención inmediata, la solicité 
a varios centros asistenciales de Ibagué, en los cuales le fue negada bajo el pretexto de 
que, por hallarse el paciente afiliado a la Caja Nacional de Previsión, no podía ser 
atendido con cargo a tal entidad dada la experiencia existente sobre el incumplimiento 
de ésta en el pago de las cuotas correspondientes. 

El hecho cierto es que el afectado, aunque teóricamente gozaba de la seguridad 
social, para lo cual cancelé su cuota de afiliación y se le descuenta periódicamente un 
porcentaje de su sueldo, es decir que reunía

' 
 los dos requisitos indispensables para ser 

atendido de manera inmediata (afiliación y cotización), tuvo que pagar el valor del 
servicio médico de urgencias que finalmente le prodigó el Hospital Federico Lleras 
Acosta. 

Según expresó el Director Seccional de la Caja en el escrito de impugnación, ella "... 
no labora en días festivos como lo fue el lunes 22 de junio, fecha en la cual fue requerido 
el Servicio de Urgencias por el señor Hever Rodríguez". 

También resulta del expediente que la Caja no tenía celebrado contrato para la 
prestación de servicios de salud con el Hospital Federico Lleras Acosta, pero sí lo tenía 
con la "Sociedad Médico Quirúrgica del Tolima Limitada - Clínica Hospital Tolima" 
(Contrato NQ 515 firmado el 4 de junio de 1992 por el término de un año. Folio 48 del 
expediente). Eran obligaciones del contratista, según dicho convenio, las de prestar 
asistencia médica en todas sus áreas, con especialistas, salas de cirugía, rayos X, 
escanografía, ecocardiografías, electrocarchogra fía, suministro de medicamentos y 
demás servicios, entre ellos el de laboratorio, asícomo los de consulta externa, "durante 
las 24 horas". 

El demandante dice haber acudido, el día en que sufrió las heridas, a las Clínicas 
Tolima y  Minerva de la ciudad de Ibagué, en las cuales, según él, no fue atendido. 

Dichos centros asistenciales allegaron al proceso sendas constancias sobre la 
atención en urgencias el día de los hechos, cumpliendo orden del Tribunal Superior de 
Ibagué. En lo concerniente a la Clínica Minerva (fI. 60 del expediente) lo único claro es 
que el petente no recibió de esa entidad servicio alguno en la indicada fecha, pues su 
nombre no aparece en la lista suministrada por ella sobre "personas atendidas", 
mientras que en el caso de la Clínica Tolima ésta afirma que Rodríguez requirió sus 
servicios "el día 18 de julio del presente año por cuenta de la Caja Nacional de 
Previsión, mas no el día 22 de junio..." (fI. 72 del expediente). 
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Resulta de lo anterior que no es posible para esta Corte determinar con certidumbre 
si en efecto en tales establecimientos se llegó al petente la oportuna atención médica, 
pues no está probado que hubiera acudido a ellos. La afirmación del accionante ha 
debido ser respaldada por cualquier medio probatorio, ya que mal podría exigirse a las 
clínicas que probaran en contrario tratándose, desde su punto de vista, de una negación 
indefinida no susceptible de ser acreditada. En consecuencia, no podía prosperar la 
acción de tutela que fue incoada por el actor contra la Clínica Tolima, ni habría 
prosperado tampoco si se hubiese dirigido contra la Clínica Minerva. 

En cambio, consta en el Expediente que el peticionario ingresó al Hospital Federico 
Lleras Acosta el día 22 de junio de 1992 a las 4.00a.m., previo pago de los servicios que 
le fueron prestados (fis. 61 y 62). 

Aplica ¡ido los principiosconstitucionalesex pues tosa] caso en coi troversia, tal como 
se deja definido, se tiene: 

- La Caja Nacional de Previsión -Seccional Tolima- ha sido negligente en el cumpli-
miento de su función de asistencia médica en el servicio de urgencias, que debería ser 
permanente para susafiliados. Ajuicio dela Corte no podía la Caja interrumpirdurante 
los días feriados la prestación del enunciado servicio, cuando menos para recibir a 
quienes eventualmente lo demandaran, de tal manera que en el caso .sub lite hubiera 
podido brindar los primeros auxilios al petente aunque, por las alegadas carencias en 
sus instalaciones y equipos, hubiera tenido que remitirlo a otra entidad asistencial, 
pública o privada. 

No se prodigó al afiliado la atención oportuna y eficaz a que tenía derecho, estando 
al día en sus cotizaciones a la Caja. 

Si bien es cierto que, según lo probado, Cajanal tiene celebrado un contrato con la 
Clínica Tolima, no existe una coordinaciónadecuada, que debería cumplirla correspon-
diente entidad oficial deprevisión, para orientara sus afiliados acerca de la posibilidad 
que tienen de recurrir a dicho centro en la convicción de obtener efectivamente los 
servicios médicos, hospitalarios, quirúrgicos y  asistenciales que forman parte de su 
derecho a la seguridad social. Por eso el demandante en el caso examinado no sabía a 
qué clínica u hospital acudir ni con cuál de los existentes en Ibagué había celebrado la 
Caja algún convenio para la prestación de tales servicios. 

Dado el hecho yacumplidodelaatención al paciente por partedel Hospital Federico 
Lleras Acosta, que resulté para aquél onerosa sin quehubiera debido serlo ya queestaba 
afiliado a Cajanal, lo menos que puede exigirsede la entidad pública sobre la cual recae 
la responsabilidad de la seguridad social en este caso, es que asuma en su totalidad los 
costos en que incurrió el petente por los servicios médicosqueseleprestaron a propósito 
de la urgencia y  el pago de todas las cantidades que deban cancelarse a aquélla o a otra 
institución en el futuro por la misma causa. 

Ahora bien, aunque -según el estudio que antecede- no está probado que el 
peticionario acudió a las clínicas Tolima y  Minerva ni que le fue negada la atención, 
tampoco puede concluirse que sean falsas las afirmaciones del actor, razón porla cual, 
si bien no se concederá la tutela contra los nombrados establecimientos asistenciales, no 
sobra advertir que, de conformidad con lo estatuido en los preceptos constitucionales 
objeto de análisis, en la Ley 10 de 1990 (artículo 2) y en el Decreto 412 de 1992 (artículo 
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22),  todas las instituciones que ofrezcan servicios de salud, sean públicas o privadas y 
tengan o no celebrado contrato de asistencia con entidades de previsión social, están 
obligadas a prestar atención inicial de urgencia, independientemente de la capacidad 
socioeconómica de los solicitantes y sin condicionar ese servicio a pagos previos ni al 
cumplimiento de los contratos que eventualmente tengan celebrados con el Estado en 
materia de seguridad social. Esa obligación es genérica, perentoria e inexcusable, de tal 
manera que, en el caso de probarse la negativa o renuencia de cualquier institución a 
cumplirla, se configura grave responsabilidad en su cabeza por atentar contra la vida y 
la integridad de las personas no atendidas y,  claro está, son aplicables no solamente las 
sanciones que prevé el artículo 49 de la Ley 10 de 1990 sino las penales del caso si se 
produjesen situaciones susceptibles de ello ala luz de la normativ¡dad correspondiente. 

Se revocará la sentencia de segunda instancia y en su lugar se confirmará la proferida 
por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Ibagué por cuanto, a juicio de la Corte, sí 
cabía la tutela contra la Caja Nacional de Previsión -Seccional Tolima-. 

Además, no encuentra esta Corporación justificado que el Tribunal haya resuelto 
conceder la tutela contra el Hospital Federico Lleras Acosta, pues no se instauró contra 
él y,  por tanto, no era parte en el proceso y,  además, si bien cobró los servicios médicos 
prestados al paciente, lo atendió en forma oportuna y no está probado que haya puesto 
como condición para ello la cancelación de la respectiva cuenta. 

IV. DECISION 

Con fundamento en las consideraciones expuestas, la Sala Quinta de Revisión de la 
Corte Constitucional, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCASE la sentencia proferida dentro del proceso de la referencia por 
el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Ibagué -Sala Penal- el veintiséis (26) de 
agosto de mil novecientos noventa y  dos (1992). 

Segundo. CONFIRMASE, por las razones enunciadas en esta providencia, el fallo 
pronunciado en primera instancia porel Juzgado Segundo Penal del Circuito de Ibagué 
el diecisiete (17) de julio de mil novecientos noventa y  dos (1992), en cuanto concedió 
la tutela impetrada contra la Caja Nacional de Previsión -Seccional Tolima-, pero SE 
MODIFICA en los siguientes sentidos: 

1. CONDENASE a la Caja Nacional de Previsión -Seccional Tolima- a asumir en su 
totalidad el pago de las sumas correspondientes a la atención médica y quirúrgica 
prestada al demandante o que se le deba prestar en el futuro por causa o con ocasión 
de los hechos materia del presente proceso. 

La cancelación de los costos ya causados o su reembolso al peticionario, si ya no 
se hubiere producido, será de cargo de la Caja Nacional de Previsión -Seccional Tolima-
y deberán efectuarse a más tardar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 
la notificación del presente fallo. 

2. PREVIENESE a la Caja Nacional de Previsión -Seccional Tolima- en el sentido de 
que su negligencia enla prestación ycoordinaciónde los servicios médico-asistenciales, 
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hospitalarios y  quirúrgicos inherentes a la función de seguridadsocial que le correspon-
de y que debe atender directamente o por medio de contratos con otras instituciones 
públicas o privadas, así como la interrupción del servicio público que le concierne, 
constituyen violación de derechos fundamentales de sus afiliados y  que si vuelve a 
incurrir en tales conductas se aplicarán las sanciones previstas en el Decreto 2591 de 
1991. 

3. NIEGASE la tutela impetrada en cuanto se refiere a la Clínica Tolima de Ibagué. 

Tercero. El Juzgado Segundo Penal del Circuito de Ibagué velará por el estricto y 
cabal cumplimiento de lo resuelto en esta sentencia y  aplicará, en su caso, las sanciones 
previstas por los artículos 27, 52 y  53 del Decreto 2591 de 1991. 

Cuarto. Por la Secretaría LIBRESE la comunicación a que se refiere el artículo 36 del 
Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y  cúmplase. 

JOSE GREGORIO HERNÁNDEZ GALINDO, Magistrado Ponente 
Presidente de la Sala 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-116 
de marzo 26 de 1993 

DERECHOS FUNDAMENTALES-Interpretación 

De todos modos el carácter de fundamental del derecho lo da su íntima relación con la 
existencia i desenvolz'nniento del ser humano en cuanto pose vendo una dignidad humana que 
lees injieren te, es menester proteger tal derecho porque asíse salvaguarda t mnbión dicho ser. Los 
derechos humanos fundamentales que consagra la Constitución dc 1991 son los que pertenecen 
a toda persona en razón a su dignidad humana. Fuerza concluir, que el carácter defundamental 
de un derecho no depende de su ubicación dentro de un texto constitucional sino que son 
fundamentales aquellos derechos inherentes a la persona Ji u mona. 

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL 

La fu ndamnen talidad de u ii derecho no depende sólo de la natu raleza del derecho, sino que se 
deben considerar las circunstancias particulares del caso La mida, la dignidad, la iuitinndndila 
libertad son derechos fundainentalesdadosu carácter inalienable. En cambio, la seguridad social 
es un derecho constitucional desarrollado en la ¡cg que, en principio, no ostenta el rango de 
fuundaniental, salvo que las circunstancias concretas permitan atril'u irle esta connotación porsn 
importancia imprescindible para la vigencia de otros derechos 

'
fu ridanientales. En cuanto a su 

carácter de derecho fundamental, podría afirmarse que, per se, la Seguridad Social no está 
incluida como derecho fundamental, carácter que se deduce en cada caso particular seguiui el 
componente de que se trate. Ha dedestacarse que la seguridad social ha sido ¡la  considerada por 
esta Corporación en algu nos eventos, comnoderechofuindaunental amparado por la acción de tu tela 
i, ello en virtud de la función de primer orden que cumple en beneficio del ser humano. 

SEGURIDAD SOCIAL-Concepto/PRINCIPIO DE EFICIENCIA/PRINCIPIO DE 
SOLIDARIDAD 

El concepto de seguridad social hace referencia al conjunto de medios de protección 
institucionales frente a los riesgos que atentan contra la capacidad y  oportunidad de los 
individuos i, sus familias para generar los ingresos suficientes cmi orden a una subsistencia 
digna. Toda persona afiliada a una institución de Seguridad Social, tales como el Instituto de 
los Seguros Sociales i la Caja de Previsión Social, mediante las condiciones determinadas en las 
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leyes y  acuerdos que la reglamentan, adquiere el derecho a sera tend ida en forma inmediata i 
adecuada en desarrollo del inciso primero del artículo 48 de la Carta, que con sagra los principios 
de eficiencia, solidaridad ij universalidad para la prestación del servicio público de seguridad 
social. La eficiencia es un principio que tiene como destinatario a los propios organismos 
responsables de la prestación del servicio público de la seguridad social -el Estado y los 
particulares-. Ella es reiterada por el artículo 209 de la Carta como principio rector de la gestión 
administrativa. Implicaasímismo la realización del conf rolde resultados del servicio. En cuanto 
ala solidaridad, este es un principio queaspira a realizare! valor justicia, que tiene sufu pida men to 
en la dignidad humana. Respecto a la universalidad, ésta se relaciona con la cobertura de la 
seguridad social: todas las personas tienen derecho de acceder a ella. Ello es natural, por cuanto 
si la dignidad es un atributo y un fin inherentede la persona, no es entonces concebible que unas 
personas gocen de vida digna y  otras no. 

DERECHO A LA SALUD/DERECHOS FUNDAMENTALES-Interpretación 

A pesar de no apa reccrdenfro del Capítulo 1, Título udc la Constitución, que se refieren los 
Derechos Const¡ti cwnales Fu nda,nentales, adq uiere esa categoría por considerarlo, como lo ha 
hecho esta Corporación, un "derecho fundamental por conexidad, los cuales son aquellos que no 
siendo denominados como tales en el texto constitucional, sin embargo, les es comunicada esta 
calificación en virtud de la íntima e inescindible relación con otros derechos fundamentales, de 
forma qiiesi no fueran protegidos en forma inmediata los primeros, se ocasionaría la vulneración 
oamenaza de los segundos. Ese! casode la salud, que nosiendoen principioderecho fundamental, 
adquiere esta categoría cuando la desatención del enfermo amenaza con poner en peligro su 
derecho ala vida". El derecho a la salud del actor adquiere el carácter defundaniental ya que su 
amenaza compromete otros derechos fundamentales, como lo son en el asunto que se revisa, la 
integridíid de la persona y la seguridad social del afiliado y por tanto en ese eventoes susceptible 
de protección a través de la acción de tutela. 

ACCION DE TUTELA-Omisión 

Noseentiendecónwnose han adoptado las medidas anteriores, necesarias para la recupera-
ción de la salud del peticionario, siendo que ellas corresponden a la esencia queel derecho con lleva 
inherentes asu naturaleza. De esta manera puedescíialarse que ha existido omisión por parte de 
la entidad pública -la Caja Nacionalde Previsión Social, Seccional Córdoba-en la prestación del 
servicio a la salud del accionan te como ha quedado demostrado. Cuando se considera vulnerado 
o amenazado el derecho a la seguridad social por falta de atención a la salud, no cabe duda que 
estonios fren tea un derecho fundamental que hace procedente la acción de tutela. 

DERECHO A LA SALUD-Vulneración 

La actuación de la Clínica Montería, al negarse a practicarle la intervención quirúrgica 
requerida al actor, i, ordenada por la Caja Nacional de Previsión Social, aduciendo la 
inexistencia de un contrato de prestación de servicios con ésta y  el hecho de que, como lo 
manifestara su director, "el servicio se presta sólo al que paga", ésta podría en principio llegar 
a considerarse lesiva de los derechos fundamentales del paciente, teniendo en cuenta la 
norniatividad vigente en el sentido de que la autoridad competente (pública o privada) que se 
niega a impartir una orden médica a una persona afectada física y psicológicamente por una 
lesión, puede en ciertos casos, vulnerar el derecho a la salud ii a la intcçridad fisica, psíquica 
it moral, según como se indicó con anterioridad, sic! derecha a la vida se encuentra en situación 
de peligro o riesgo inminente, 
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Ref.: Expediente N T-8200. 

Peticionario: Iván Elías Bader Pico. 

Procedencia: Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Montería. 

Temas: Derecho a la Salud y a la Seguridad Social. 

Magistrado Ponente: Dr. HERNANDO HERRERA VERGARA. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo 26 de 1993. 

Procede la Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 
Magistrados Hernando Herrera Vergara, Alejandro Martínez Caballero y Fabio Morón 
Díaz, a revisar el fallo proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de 
Montería el día 28 de octubre de 1992, en el proceso de tutela número T-8200, adelantado 
por IVAN ELIAS BADER PICO, en su propio nombre. 

El negocio llegó al conocimiento de esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional 
por la vía ordinaria de la remisión que hizo el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de 
Montería, en virtud de lo ordenado por el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y33 del Decreto ibidem, la Sala 
de Selección de la Corte eligió para efectos de revisión la presente acción de tutela. 

1. INFORMACION PRELIMINAR 

El peticionario, Juez Penal Municipal de Cereté, instauró la acción de tutela, en su 
calidad de ciudadano y actuando en su propio nombre contra la Caja Nacional de 
Previsión Social -Seccional Córdoba-y la Clínica de Montería, por considerar que el no 
haber hecho efectiva la orden de practicarle la cirugía de Polipectomía en el oído, 
constituye una clara vulneración de sus derechos fundamentales a la Salud (artículo 48 
C. N.) ya la Seguridad Social (artículo 49C. N.), eindirectaniente atenta contra el derecho 
a la vida (artículo 11 C. N.). 

Los hechos que motivaron la formulación de la presente acción son los siguientes: 

1. Desde hace tres (3) años se encuentra bajo tratamiento médico en la Caja Nacional 
de Previsión Social, por afecciones en el oído derecho, el cual no ha podido concluir 
eficazmente, pues no se le ha suministrado la medicina formulada. 

2. El día 25 de junio de 1992 fue atendido por el especialista en otorrinolaringología, 
Dr. Alvarez, quien consideró practicar una Polipectomía en el oído derecho, bajo 
microscopio. 

3. El 2 de julio del mismo año, el Dr. José Maroso, médico coordinador de la Caja dio 
la orden de hospitalización y requirió al Dr. Alvarez para que llevara a cabo la 
Polipectomía. El Dr. Alvarez al recibir la orden manifestó que la única institución 
hospitalaria en Córdoba que podía prestar esos servicios era la Clínica Montería por ser 
la que cuenta con el microscopio. 

4. El 8 de julio remitieron al paciente a la Clínica Montería para practicarle la 
Polipectomía, la cual se negó a efectuarla alegando no tener contrato de prestación de 
servicios con la Caja Nacional de Previsión. 
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Al informar el paciente lo anterior, el director de la Caja respondió diciendo que 
esperara unos días porque ya la documentación para la firma del contrato entre la Caja 
y la Clínica Montería se había enviado a Bogotá. 

5. Han transcurrido cinco (5) meses desde que se dio la orden para la cirugía y  aún 
no hay solución a ese grave problema de salud que afecta su oído. Así mismo, desde 
agosto viene inflamado de los ojos y  a pesar de que el oftalmólogo lo ha atendido dos 
veces, continúa con malestares en la vista. 

Solicita el peticionario que ante la situación en que se encuentra en que sus derechos 
han sido desconocidos por la autoridad pública, representada en la Caja Nacional de 
Previsión, al igual que por la Clínica Montería, seconmine a las directivas de esta entidad 
para que lo admitan como paciente remitido por "Cajanal" y  permitan que el otorrino-
laringólogo proceda a practicar la cirugía diagnosticada. Subsidiaria mente, en el evento 
que ello no sea factible, se ordene a la Caja remitirlo a Medellín u otra ciudad similar para 
la práctica de esa cirugía, y  a su vez para que le descubran sus problemas visuales. 

II. DECISION JUDICIAL QUE SE REVISA 

Correspondió conocer de la acción al Juzgado Segundo Laboral del Circuito de 
Montería, el cual previa la decisión, ordenó la práctica de las siguientes pruebas: 

1. Se recibió en declaración al doctor Antonio José Jaller Dumar, médico y  adminis-
trador de la Clínica Montería, quien manifestó a las preguntas formuladas por el 
Juzgado lo siguiente: 

a) En cuanto a la intervención quirúrgica de Polipectomía ordenada al paciente Iván 
Elías Bader, que el especialista en otorrinolaringología, Dr. Alvarez, consideró debía 
practicarse en la Clínica Montería por ser la única institución que tiene el Microscopio 
exigido para este tipo de intervención, la cual se negó a practicarla por falta de convenio 
con la Caja Nacional de Previsión, manifestó que "no se le ha negado al paciente en 
ningún momento el servicio solicitado, sino que este servicio se presta a] que paga, bien 
sea a la Caja, al Seguro Social o a cualquier persona que solicite el servicio, en este caso 
específico, es uno de los tantos pacientes que van a solicitar servicios por distintas 
entidades y  nosotros les decimos que no tenemos contrato de prestación se servicios con 
esa entidad". 

b) Respecto a conversaciones con los directivos de la Caja Nacional de Previsión 
Social para solucionar el problema que se le ha presentado al Dr. Bader Pico, afirmó que 
"se está tramitando un contrato hace ocho meses pero la tramitología de las entidades 
oficiales no lo ha hecho permitido firmar ( ... )". 

c) Preguntado sobre el documento que aparece a folio 7 del informativo según el 
cual la Caja Nacional de Previsión impartió una orden de hospitalización con destino 
a la Clínica Montería para practicar Polipectomía al señor Bader Pico, y  ésta no la ha 
cumplido, manifestó: "Porque no hay contrato de prestación de servicios". 

2. Así mismo, se recibió en declaración al doctor José Maroso, Coordinador de la Caja 
Nacional de Previsión Social -Seccional Córdoba-, quien manifestó lo siguiente: 

"a) Respecto a la orden dada en el sentido de practicar cirugía al señor Iván Elías 
Bader Pico por solicitud del doctor Alvarez de polipo en el oído derecho, señaló que 'se 
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envió al afiliado para practicarle una recepción de polipo en oído cirugía ambulatoria, 
con anestesia local a la ClínicaMontería deestaciudad, porqueesta institución ( ... ) posee 
la facilidad de realizar microcirugías que tecnológicamente representa una garantía 
para realizar mejor esta intervención, no es que sea necesario absolutamente el USO de 
este equipo, teniendo este avance tecnológico es preferible'. 

b) En cuanto a la posibilidad de ordenar o disponer el traslado del paciente a otra 
ciudad para la cirugía, manifestó que 'no existe ningún inconveniente. Es más, si el 
paciente personalmente se hubiese entrevistado conmigo, lo hubiera remitido a otra 
ciudad o se le hubiese ilustrado que pagando con recursos propios el derecho de 
quirófano, la Caja le reembolsaría esos dineros'. 

c) En cuanto a si la Clínica Montería está obligada a prestar el servicio sin haber 
contrato con Cajanal, indicó que ellos no están obligados, aun cuando sí pueden prestar 
el servicio y  la Caja paga directamente a la Clínica Montería porque existe un rubro 
presupuestal por adscripción, que está destinado a estos casos". 

3. Finalmente, el Juzgado citó a declarar al doctor Alvarez, médico otorrinolaringó-
logo, quien manifestó lo siguiente: 

a) "La única consecuencia de la no intervención quirúrgica del paciente es la 
continuidad de su síntoma, que en este caso es la otorrea o sea la emisión de material 
purulento por el conducto auditivo externo". 

b) En cuanto a si es indispensable o irreemplazable para la intervención quirúrgica 
que requiere el paciente el microscopio que sólo posee en esta ciudad la Clínica 
Montería, manifestó que sin microscopio también se puede, lo que pasa es que es más 
cómodo, porque las imágenes se aumentan, hay más resolución, se ve con más nitidez 
y la resección del tumor es completa. 

c) Así mismo se le interrogó acerca de si existe relación entre la enfermedad que el 
paciente padece y  la inflamación en los ojos y  si por ello sufra o pueda llegar a sufrir 
lesión en la vista, a lo cual manifestó que no tiene nada que ver una enfermedad con la 
otra. 

Examinadas las pruebas solicitadas por el Juzgado, éste resolvió por sentencia de 
28 de octubre de 1992, no acceder a las peticiones formuladas, con fundamento en las 
siguientes consideraciones: 

1. Lo pretendido por el accionante no constituye un derecho fundamental de los 
consagrados en el Título II, Capítulo 1 de la Constitución Nacional, razón suficiente 
para declarar que la tutela no debe concederse. 

2. Si bien es cierto que la Clínica Montería por no tener contrato de prestación de 
servicios con Cajanal - Córdoba, se ha negado a aceptar al paciente, no lo es menos que 
el médico coordinador de Cajanal indicó en su testimonio las vías que existen para que 
el paciente sea sometido a la cirugía ordenada; es más, manifestó que si el paciente lo 
desea lo remitirá a otra ciudad. En ningún caso se ha negado la entidad a trasladarlo ni 
a prestarle el servicio que requiere. 

3. Por las razones expuestas, el Juzgado considera que se deberá negar la pretensión 
invocada por el actor. 
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Por no haberse impugnado la anterior decisión, el proceso fue remitido a la Corte 
Constitucional para su eventual revisión y, al haber sido seleccionado, correspondió a 
esta Sala su conocimiento. 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

Primera. Competencia. 

Es competente esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional para proferir 
sentencia en relación con el fallo dictado por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito 
de Montería, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 86 inciso tercero y  241 
numeral noveno de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 33,34,35 
y 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Segunda. La materia. 

Entra la Cortea revisarel fallo proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito 
de Montería en la presente acción de tutela, con base en las siguientes consideraciones: 

La acción de tutela que se revisa, fue instaurada contra una autoridad pública del 
orden departamental, como lo es la Caja de Previsión Social del Departamento de 
Córdoba -un instituto descentralizado por servicios del nivel regional-, al igual que 
contra una entidad privada -Clínica de Montería-. 

Para adoptarla decisión, la Sala de Revisión estima procedenteque se deben estudiar 
y evaluar los siguientes temas, relacionados con la controversia jurídica planteada: 

1. De los derechos fundamentales. 

2. La Seguridad Social como derecho fundamental. 

3. La Salud como derecho fundamental. 

4. Establecer si hubo o no violación de algún derecho fundamental. 

1. De los derechos fundamentales. 

Estima conveniente esta Sala hacer algunas precisiones en cuanto al carácter de 
derecho constitucional fundamental, con el propósito de refutar la consideración y 
conclusión del Juzgado acerca de que los derechos constitucionales fundamentales 
están circunscritos a los relacionados en el Capítulo 1, Título II de la Constitución (arts. 
11 a 41) que trata "De los Derechos, las Garantías y los Deberes". 

Es por tanto necesario manifestar, como lo ha hecho en reiteradas ocasiones esta 
Corporación, que además de los derechos contemplados en el Capítulo de la Constitu-
ción, relativo a los Derechos Fundamentales, existen otros que no estando incluidos allí 
ostentan tal carácter de fundamentales', tales como el derecho a la educación (art. 67), 
a la seguridad social (art. 48) y  a la salud (art. 49). 

De todos modos el carácter de fundamental del derecho lo da su íntima relación con 
la existencia y desenvolvimiento del ser humano en cuanto poseyendo una dignidad 

Al respecto, ver Sentencias T-02 de mayo  de 1992, T-406 de junio  de 1992 y  T-497 de agosto 13 de 1992, 
entre otras. 
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humana que lees inherente, es menes ter proteger tal derecho porque así se salvaguarda 
tal . bién dicho ser. 

La persona humana en su manifestación individual y colectiva es contemplada en 
la Constitución como fuente suprema y última de toda autoridad y titular de derechos 
inalienables para cuya protección se crea el Estado y éste le otorga competencias a sus 
agentes. 

El Estado reconoce la primacía de los derechos inalienables de la persona humana 
(C. P. art. 511)• De tal manera, los derechos y garantías de las personas consagrados en la 
Constitución, están inspirados en el respeto y promoción de la persona humana. 

Los derechos humanos fundamentales que consagra la Constitución de 1991 son los 
que pertenecen a toda persona en razón a su dignidad humana. Fuerza concluir, que el 
carácter de fundamental de un derecho no depende de su ubicación dentro de un texto 
constitucional sino que son fundamentales aquellos derechos inherentes a la persona 
humana. 

2. La seguridad social como derecho constitucional fundamental. 

Según la doctrina constitucional, la fuimdamentalidad de un derecho no depende sólo 
de la naturaleza del derecho, sino que se deben considerar las circunstancias particula-
res del caso. La vida, la dignidad, la intimidad y la libertad son derechos fundamentales 
dado su carácter inalienable. Encambio, la seguridad social es un derecho constitucional 
desarrollado en la ley que, en principio, no ostenta el rango de fundamental, salvo que 
las circunstancias concretas permitan atribuirle esta connotación por su importancia 
imprescindible para la vigencia de otros derechos fundamentales. 

Además, en cuanto a su carácter de derecho fundamental, podría afirmarse que, per 
se, la Seguridad Social no está incluida como derecho fundamental, carácter que se 
deduce en cada caso particular según el componente de que se trate. Ha de destacarse 
que la seguridad social ha sido ya considerada por esta Corporaciónen algunos eventos, 
como derecho fundamental (art. 48 C. N.) amparado por la acción de tutela y ello en 
virtud de la función de primer orden que cumple en beneficio del ser humano. 

El artículo 48 de la Constitución Política, establece: 

"La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará 
bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de 
eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la ley. 

Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. 

El Estado, con la participación de los particulares ampliará progresivamente la 
cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la 
forma que determine la ley. 

La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o privadas, de 
conformidad con la ley. 

2 	Sentencia N' T-426. Sala Segunda de Revisión. 

320 



T-116/93 

No se podrán destinar ni utilizar los recursos de las instituciones de la Seguridad 
Social para fines diferentes a ella. 

La ley definirá los medios para que los recursos destinados a pensiones mantengan 
su poder adquisitivo constante". 

El concepto de seguridad social hace referencia, pues, al conjunto de medios de 
protección institucionales frente a los riesgos que atentan contra la capacidad y oportu-
nidad de los individuos y sus familias para generar los ingresos suficientes en orden a 
una subsistencia digna. 

Tales riesgos abarcan una amplia gama que va desde la invalidez, vejez y muerte, 
¡insta Inatención ala salud de sus afiliados, y cuya cobertura se ampliará progresivamente. 

Se infiere de las implicaciones y el contenido de este derecho, su relación estrecha con 
los derechos eminentemente fundamentales como la vida (artículo 11 C. P.), el trabajo 
(artículo 25 C. P.) y la salud (artículo 49 C. P.). 

Toda persona afiliada a una institución de Seguridad Social, tales como el Instituto 
de los Seguros Sociales y la Caja de Previsión Social, mediante las condiciones determi-
nadas en las leyes y acuerdos que la reglamentan, adquiere el derecho a ser atendida en 
forma inmediata y adecuada en desarrollo del inciso primero del artículo 48 de la Carta, 
que consagra los principios de eficiencia, solidaridad y universalidad para la prestación 
del servicio público de seguridad social. 

En cuanto se refiere a estos principios que rigen la solidaridad social en Colombia, 
cabe destacar lo siguiente: 

La eficiencia es un principio que tiene como destinatario a los propios organismos 
responsables de la prestación del servicio público de la seguridad social -el Estado y los 
particulares-. Ella es reiterada por el artículo 209 de la Carta como principio rector de la 
gestión administrativa. Implica así mismo la realización del control de resultados del 
servicio. 

En cuanto a la solidaridad, este es un principio que aspira a realizar el valor justicia, 
que tiene su fundamento en la dignidad humana. Ello es evidente, como lo ha señalado 
la Corte Suprema de Justicia, cuando afirmó que "el subsidio familiar es, desde otro 
punto de vista, un mecanismo para la redistribución de los ingresos, fundamentado en 
principios universales de bienestar y solidaridad" (sentencia del 19 de marzo de 1987. 
Expediente Nº 1530). 

Respecto a la universalidad, ésta se relaciona con la cobertura de la seguridad social: 
todas las personas tienen derecho de acceder a ella. Ello es natural, por cuanto si la 
dignidad es un atributo y un fin inherente de la persona, no es entonces concebible que 
unas personas gocen de vida digna y otras no. 

Las autoridades, entonces, están instituidas para proteger a toda persona en su vida, 
entendida ésta en un sentido de "vida plena". La integridad física, psíquica y espiritual, 
la salud, el mínimo de condiciones materiales necesarias para la existencia digna, son 
elementos constitutivos de una vida íntegra. 

Teniendo en cuenta lo anterior, el Constituyente de 1991 expresó esa voluntad y 
clamor popular en una disposición, consagrando de esa manera una definición amplia 
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de la seguridad social, lo cual es manifiesto al revisar los antecedentes de la norma en 
el seno de la Asamblea Nacional Constituyente, donde se expresó: 

"Nuestra concepción de la Finalidad Social del Estado debe ir necesariamente más 
allá de la retórica. La Seguridad Social constituye un elemento indispensable para 
posibilitar unas condiciones de vida dignas; tal vez no haya instrumento más eficaz para 
el cumplimiento de la Finalidad Social del Estado. 

En este sentido es necesario consagrar en la Carta el derecho irrenunciable a la 
Seguridad Social, garantizado por el Estado a todos los habitantes del territorio nacional. 

La seguridad y la previsión social tienen por objeto la protección de la población contra las 
contingencias que menoscaban la salud y  la capacidad económica. 

La seguridad social ha dejado de ser una noción abstracta para convertirse en un 
derecho concreto reconocido internacionalmente. La Declaración Universal de los 
Derechos Humanos en su artículo 22 dice: 'Toda persona como miembro de la sociedad 
tiene derecho a la Seguridad Social...'. 

Desde el punto de vista de la cobertura de la Seguridad Social una concepción amplia 
permite el derecho a toda la población; una más estrecha (sic) únicamente a los 
trabajadores". 

Vistos los antecedentes de la norma constitucional, conviene hacer algunas precisio-
nes en cuanto al concepto y  fines de la Seguridad Social. 

En forma general, se define la Seguridad Social como "un conjunto de medidas 
tomadas por la sociedad y  en primer lugar por el Estado, para garantizar todos los 
cuidados médicos necesarios, así como para asegurarles los medios de vida en caso de 
pérdida o reducción importante de los medios de existencia, causados por circunstan-
cias no propiamente creadas voluntariamente`. 

Esta definición pretende precisar que el concepto de Seguridad Social no sólo 
interesa a los fines del Estado, entendido éste como la institución organizada para lograr 
sus objetivos sociales, sino que debe comprometer a la sociedad en general, en la 
búsqueda de los objetivos de brindarle al hombre la protección contra todos los riesgos 
de carácter social y contra las distintas cargas -familiares. 

Dentro de sus objetivos generales, respectodela prestación del servicio por partedel 
Estado, puede afirmarse que se busca a través de las instituciones de Seguridad Social 
(el Instituto de los Seguros Sociales y la Caja de Previsión Social), de las entidades 
públicas y privadas y del ciudadano común, la integración de esfuerzos para encontrar 
apoyo científico y solidaridad como punto de partida determinante para la prestación 
de estos servicios, para contribuir a cubrir las contingencias sociales hasta llegar a la 
promoción de bienestar social. 

La Constitución de 1991 ha prohijado un avance en cuanto a la Seguridad Social al 
consagrarla en sentido universal, ya que hoy día se entiende que este derecho no emana 

Gaceta Constitucional del 21 de mayo de 1991. Informe Ponencia para Primer Debate en Plenaria, pág. 2. 

Primer punto de las recomendaciones de la 26a. Reunión de la Conferencia Internacional del Trabajo de 
Filadelfia, 1944, y  del Convenio N5  102 de 1952. 
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de la relación laboral o de la dependencia del trabajador sino que es la misma condición 
humana, las previsiones del riesgo, la conservación de una comunidad sana y produc-
tiva, conceptos que la han convertido en un derecho inalienable de la persona. 

Así lo entendió el Constituyente cuando expresó que se les garantiza a todos los 
habitantes la Seguridad Social como un derecho irrenunciable, porque hace parte de la 
condición humana, va incorporado a la esencia del hombre como tal, porque sólo se 
predica de la existencia del ser humano y  es fundamental para que él pueda desarrollar-
se dentro del ámbito social. 

3. El derecho a la salud como un derecho fundamental. 

El derecho a la salud tiene como fundamento constitucional los artículos l  Q (digni-
dad humana), 11 (vida), 13 (igualdad); y su desarrollo en los artículos 48 (seguridad 
social), 49 (la salud como servicio público a cargo del Estado), 50 (atención a los niños 
menores de un año) y 366 (mejoramiento de la calidad de vida). 

De esa manera, la Carta Política de 1991 consagra la salud como un derecho 
fundamental del niño (artículo 44) y un servicio público a cargo del Estado, cuyo acceso 
se garantiza a todas las personas. 

La norma constitucional (artículo 49), en relación conla salud como servicio público, 
consagra expresamente lo siguiente: 

"La atención a la salud y el saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del 
Estado. Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud (...)". 

A pesar de no aparecer dentro del Capítulo 1, Título II de la Constitución, que se 
refiere a los Derechos Constitucionales Fundamentales, adquiere esa categoría por 
considerarlo, como lo ha hecho esta Corporación', un "derecho fundamental por 
conexidad, los cuales son aquellos que no siendo denominados como tales en el texto 
constitucional, sin embargo, les es comunicada esta calificación en virtud de la íntima 
e inescindible relación con otros derechos fundamentales, de forma que si no fueran 
protegidos en forma inmediata los primeros, se ocasionaría la vulneración o amenaza 
de los segundos. Es el caso de la salud, que no siendo en principio derecho fundamental, 
adquiere esta categoría cuando la desatención del enfermo amenaza con poner en 
peligro su derecho a la vida". 

Todo lo anterior permite concluir que en la Constitución de 1991 la salud de los 
colombianos es -por conexidad- un derecho fundamental cuya efectividad corresponde 
en buena medida garantizar al Estado, tomando muy en cuenta las específicas necesi-
dades de su titular y  los recursos existentes para satisfacerlas. 

La salud es uno de aquellos derechos que por su carácter inherente a la existencia de 
todo ser humano se encuentra protegido en nuestro ordenamiento, especialmente en 
aras de una igualdad real, en las personas que por su condición económica, física o 
mental se hallen en circunstancias de debilidad manifiesta. Este derecho busca además, 

Sentencia NI T-571 del 26 de octubre de 1992. 
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y en forma primordial, el aseguramiento del derecho fundamental a la vida, por lo que 
su naturaleza asistencial impone un tratamien prioritario y preferencial por parte del 
Gobierno y del legislador, en procura de su efectiva protección. 

Una de las obligaciones públicas del Estado, que la doctrina ha denominado 
"prestaciones constitucionales" (una de cuyas manifestaciones principales son los 
derechos fundamentales de prestación), es la resultante del artículo 49 de la Carta: "La 
atención de la salud y (...) son servicios público a cargo del Estado ( ... )". Esto genera en 
consecuencia, el deber prestacional a cargo del Estado de brindar la atención de la salud 
en favorde todas las personas, y de manera correlativa, el derecho en favor del particular 
de exigirlo dentro de unos lineamientos que la propia Constitución establece, y que el 
legislador ha venido desarrollando. 

Sobre el particular conviene hacer algunas consideraciones: en términos generales, 
el término prestacional de un derecho está dado por su capacidad para exigir de los 
poderes públicos y en ocasiones de los particulares, una actividad de hacer o dar, 
derivada del mismo texto constitucional. Tal es el caso del derecho a la salud, que según 
el artículo 49 de la Carta le impone al Estado la obligación de hacer, en el sentido de 
garantizar a todas las personas el acceso a este servicio público, para la promoción, 
protección y recuperación de la salud. 

Así mismo, otros elementos integrantes de este derecho le imprimen un carácter 
asistencial, consagrándolo como uno de los fines del Estado Social de Derecho, donde 
éste adquiere la categoría de un "Estado de prestaciones y de redistribución con fines 
de asistencia social obligatoria", lo cual repercúteenbeneficios y prerrogativas en favor 
del ciudadano frente al Estado, por cuanto su reconocimiento impone acciones concretas 
a fin de prestar el servicio público correspondiente, para asegurar de esa manera el goce 
y disfrute de los servicios de asistencia médica, hospitalaria, farmacéutica y de labora-
torio6. 

Una interpretación formalista de la Carta Política no tiene en cuenta la función de los 
derechos fundamentales como límites a las actuaciones u omisiones del Estado. El 
derecho a la salud (C. P. art. 49), cuando su vulneración o amenaza compromete otros 
derechos fundamentales como la vida, la integridad o el trabajo, o está relacionado 
íntimamente con la protección de éstos, goza de carácter fundamental y es susceptible 
de ser protegido por vía de la acción de tu tela. Cuando no loes, por el contrario, no puede 
ser amparado a través de este mecanismo. 

4. Del caso concreto. 

Para esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional, la tutela impetrada por el señor 
Iván Elías Bader Pico frente a la actuación tanto de la Caja Nacional de Previsión Social 
-Seccional Córdoba-, como de la Clínica Montería, debe prosperar por cuanto existió 
vulneración de los derechos constitucionales fundamentales a la seguridad social y  a la 
salud. Lo anterior se infiere de los siguientes considerandos: 

1. En primer lugar, se debe tener en cuenta, como lo ha sostenido en repetidas 
ocasiones esta Corporación, que el nuevo orden constitucional antepone a las trabas, 

6 	Sentencia N6  T-571 del 26 de octubre de 1991. Corte Cistitucional. 
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exigencias y  requisitos desmesurados de la administración, la prestación de un servicio 
que se desarrolle con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y  publicidad (C. P. art. 209). En este sentido y con 
fundamento en el caso concreto, las entidades encargadas de la prestación del servicio 
público de la salud y  la seguridad social, deben aportar todos los medios que hagan más 
accequible para las personas el acceso a estos derechos de asistencia pública y  social. 

En el caso szib examine, se consideróque al paciente, afiliado a la Caja de Previ ón 
Social, y  sometido desde hace tres (3) añosa tratamiento médico por afeccioiies en el, do 
derecho, era necesario practicarle una intervención quirúrgica denominada "polipe. o-
mía" bajo microscopio. El coordinador de la Caja atendiendo en un principio su 
obligación legal y  constitucional, expidió la orden de hospitalización al igual que la 
orden de intervención quirúrgica al médico especialista, lo cual no se pudo llevar a cabo 
por cuanto la Clínica Montería donde se debería realizar se negó a hacerlo. Así mismo, 
debe señalarse teniendo en cuenta la declaración rendida por el citado funcionario, que 
no se hizo efectiva la intervención quirúrgica al paciente, ni se buscaron alternativas que 
la hiciesen posible, por lo que se desconoció el núcleo esencial del derecho a la seguridad 
social. 

2. Los respectivos diagnósticos así como las declaraciones rendidas por el médico 
especialista que viene tratando al paciente, pruebas efectuadas por el a qno, seño1an que 
"la única consecuencia de la no intervención oportuna es la continuidad de su síntoma, 
que en este caso es la otorrea o sea, la emisión de material purulento por el con ducto 
auditivo externo". En cuanto a si es indispensable para la intervención quirúrgica que 
requiere el paciente el microscopio que sólo posee la Clínica Montería, indic c1ue "sin 
microscopio también se puede, lo que pasa es que es más cómodo, porque las i ,  lágenes 
se aumentan, hay más resolución, se ve con más nitidez y la resección del amor es 
completa". 

Puede afirmarse, entonces, que la enfermedad que padece el peticionar puede 
controlarse mediante la intervención quirúrgica, la cual en caso de no efectuarse no tiene 
como consecuencia directa la afectación de su vida ni el agravamiento de su salud, sino 
tan sólo la continuidad de su síntoma. No obstante lo anterior, se debe tener presente que 
dado el carácter de inherente al ser humano que tiene la seguridad social, y como 
derecho fundamental que es, no puede dejarse desamparado al paciente y  sometido a 
la incertidumbre en cuanto a su salud, como sucede en el caso presente donde se le ha 
indicado al accionante que deberá esperara que se suscriba el contrato de prestación de 
servicios entre la Caja y  la Clínica Montería para llevar a cabo su intervención. Además 
los mismos funcionarios de la entidad pública reconocen, como lo hicieron en las 
declaraciones rendidas ante el a quo, el derecho y  la necesidad que el afiliado tiene en el 
presente evento a la intervención quirúrgica en su oído derecho. 

Poresta razón, debe afirmarse que el derecho a la salud del actor adquiere el carácter 
de fundamental ya que su amenaza compromete otros derechos fundamentales, como 
lo son en el asunto que se revisa, la integridad de la persona y  la seguridad social del 
afiliado y  por tanto en ese evento es susceptible de protección a través de la acción de 
tutela. 

Basta recordar que el derecho a la seguridad social tuvo como fundamento para su 
consagración constitucional la necesidad de buscar instrumentos que le permitieran a 
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los sectores sociales menos favorecidos, y en especial a los trabajadores de menores 
ingresos, acceder a la protección de su seguridad física y  de su salud. Y por ello se le dio 
el rango de derecho y a su vez, correlativamente, de deber u obligación en cabeza del 
Estado, dirigido a brindarle al trabajador las condiciones y los medios indispensables 
para garantizarle el acceso a los servicios públicos de la salud y la protección frente a los 
diversos riesgos sociales como la enfermedad, el desempleo y los accidentes de trabajo, 
entre otros. 

Y cuando el Estado, en el cumplimiento de este deber no otorga los medios para 
hacerlo efectivo ni le brinda los mecanismos adecuados a la dignidad que como ser 
humano le corresponde, puede decirse que su conducta es omisiva de derechos, corno 
lo señala el actor en el presente asunto. Por lo tanto, la Sala considera que deberá 
revocarse el fallo que se revisa en el sentido de la vulneración de los derechos a la salud 
y seguridad social del accionante. 

3. No obstante las solicitudes y  peticiones,  elevadas por el peticionario fueron en 
parte atendidas de manera favorable por la entidad pública del orden departamental 
contra la cual se dirige la presente acción, no habiéndosele negado el servicio ni la 
práctica de la intervención quirúrgica que la misma Caja ordenó al especialista llevar 
a cabo, ésta no se ha hecho efectiva y por el contrario se le ha dejado sometido a la 
incertidumbre y  a la progresiva extensión de su enfermedad, lo cual va en oposición a 
la esencia misma que inspira y que constituye la filosofía de la seguridad social. 

Cabe agregar a lo anterior, que el mismo Coordinador de la Caja al acudir a rendir 
declaración en el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Montería, reconoció la 
necesidad y el derecho que asiste al afiliado para llevar a cabo la intervención 
quirúrgica, cuando afirmó: "si el paciente personalmente se hubiera entrevistado con él, 
lo hubiera remitido a otra ciudad o se le ilustraría que pagando con recursos propios el 
derecho de quirófano la Caja le reembolsaría esos dineros". Igualmente manifestó que 
no existe problema por parte de esa entidad enqnviar o disponer el traslado del paciente 
a otra ciudad para practicar la cirugía, al igual que en la posibilidad de que la Clínica 
Montería preste el servicio y la Caja paga directamente "porque existe un rubro 
presupuestal por adscripción que está destinado a estos casos" (folio 17 del expedien-
te). 

Por tanto no se entiende cómo no se han adoptado las medidas anteriores, necesarias 
para la recuperación de la salud del peticionario, siendo que ellas corresponden a la 
esencia que el derecho conlleva inherentes a su naturaleza. De esta manera puede 
señalarse que ha existido omisión por parte de la entidad pública -la Caja Nacional de 
Previsión Social, Seccional Córdoba- en la prestación del servicio a la salud del 
accionante como ha quedado demostrado. 

Fuerza concluir que cuando se considera vulnerado o amenazado el derecho a la 
seguridad social por falta de atención a la salud, no cabe duda que estamos frente a un 
derecho fundamental que hace procedente la acción de tutela. 

4. En cuanto hace a la actuación de la Clínica Montería, al negarse a practicarle la 
intervención quirúrgica requerida al actor, y  ordenada por la Caja Nacional de 
Previsión Social, aduciendo la inexistencia de un contrato de prestación de servicios 
con ésta y el hecho de que, como lo manifestara su director, "el servicio se presta sólo 

326 



T-116/93 

al que paga", ésta podría en principio llegar a considerarse lesiva de los derechos 
fundamentales del paciente, teniendo en cuenta la normatividad vigente en el sentido 
de que la autoridad competente (pública o privada) que se niega a impartir una orden 
médica a una persona afectada física y psicológicamente poruna lesión, puedeenciertos 
casos, vulnerarel derecho a la salud ya la integridad física, psíquica y moral, según corno 
se indicó con anterioridad, si el derecho a la vida se encuentra en situación de peligro 
o riesgo inminente (es el caso, y. gr., de-los casos de urgencia, de conformidad con el 
Decreto 412 de 1992, que estableció la obligatoriedad de la prestación gratuita de los 
servicios básicos a las personas que recurran de urgencia a las entidades hospitalarias 
del sector público o privado). 

En el presente caso se encuentra una actitud negligente por parte de la Clínica 
Montería, ya que considerando la esencia de la seguridad social, y las condiciones y 
circunstancias en que se iba a prestar el servicio requerido, ha podido practicar la 
intervención y con posterioridad remitir la factura o cuenta de cobro a la Caja Nacional 
de Previsión, la cual se encontraba enla obligación de cancelar el servicio prestado, dado 
el carácterde afiliado que tiene el actor. Asílo reconoció el Coordinadorde la Caja, quien 
manifestó la existencia de un rubro presupuestal para atender este tipo de eventualida-
des. 

5. Por lo anterior, la Sala estima necesario para efectos de evitar que se produzca una 
mayor afectación en la salud del peticionario y  teniendo en cuenta además las declara-
ciones rendidas por el médico coordinador de la Caja de Previsión Social de Montería, 
ordenar a la Caja Nacional de Previsión Social -Seccional Córdoba- para que dentro del 
término de treinta (30) días siguientes a la notificación de la presente providencia 
proceda a efectuar las apropiaciones necesarias para cubrir la intervención quirúrgica 
del señor Iván Elías Bader Pico, que deberá llevar a cabo la Clínica Montería, teniendo 
encuenta la existencia de un rubro presupuestal por adscripción que está destinado para 
estos casos. 

Así mismo, se ordenará a la Clínica Montería para que dentro del mismo término 
practique la intervención quirúrgica al peticionario de "Polipectornía" en el oído 
derecho, por cuanto poseen los elementos indispensables para realizarla microcirugía 
que se requiere a juicio del especialista, siempre y cuando dicho término se ajuste a las 
condiciones materiales que permitan tanto a la Clínica como al médico especialista 
cumplir cabalmente yen condiciones de lo posible lo acá dispuesto, así como al paciente 
ajustar tal programación a sus condiciones personales. 

Por lo tanto, esta Sala estima que hay mérito para conceder la tutela impetrada y así 
lo dispondrá en la parte resolutiva de la presente providencia. 

IV. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional, 
obrando en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del 
Circuito de Montería el día 28 de octubre de 1992, mediante la cual se denegó la tutela 
impetrada por el peticionario, por las razones expuestas en la parte motiva de esta 
providencia. 
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Segundo. ORDENAR a la Caja Nacional de Previsión Social -Seccional Córdoba-
para que dentro del término de los treinta (30) días siguientes a la notificación de la 
presente providencia, proceda a efectuar las apropiaciones necesarias para cubrir la 
intervención quirúrgica del señor Iván Elías Bader Pico. 

Así mismo, se ordena con base en las consideraciones efectuadas en la parte motiva, 
a la Clínica Montería para que dentro del mismo término, lleve a cabo la intervención 
quirúrgica al señor Iván Elías Bader Pico de "Polipectomía" en el oído derecho, 
ajustándose a las condiciones que permitan ala Clínica practicar dicha intervención, en 
beneficio del paciente, lo cual acreditará inmediatamente después ante el Juzgado 
Segundo Laboral del Circuito de Montería, so pena de incurrir en las sanciones 
establecidas en los artículos 52 y  53 del Decreto 2591 de 1991. 

Tercero. ORDENAR que por Secretaría se comunique esta providencia al Juzgado 
Segundo Laboral del Circuito de Montería, a la Caja Nacional de Previsión Social 
-Seccional Córdoba-, y a la Clínica Montería, en la forma y  para los efectos previstos en 
el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Notifíquese, cópiese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta de la Corte 
Constitucional, 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado Ponente 

ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-117 
de marzo 26 de 1993 

TUTELA CONTRA SENTENCIAS-Improcedencia 

La acción de tu tela no es viable si se la pretende usar como medio enderezado a la reapertura 
de procesos que ya fueron objeto de fallo, tanto si respecto de las decisiones judiciales 
correspondientes se ha producido la ejecutoria y, en consecuencia, la cosa juzgada formal, como 
sí han hecho t ránsitoa cosa juzgada material. En el primer evento por existir otra vía propicia a 
la defensa del derecho en cuestión. En la segunda hipótesis, por la esencia misma del concepto de 
cosa juzgada y por el hecho de haber culminado plenamente, en cuanto a todos los aspectos del 
asunto controvertido, el t ráinite del proceso como medio idóneo para ventilarlo ante la justicia. 

Ref.: Expediente N T-6629. 

Peticionaria: María Marieny Mahecha viuda de García. 

Procedencia: Consejo de Estado. 

Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 

Aprobada por Acta N 02. 

Santafé de Bogotá, D. C., veintiséis (26) de marzo de mil novecientos noventa y  tres 
(1993). 

La Sala Cuarta de Revisión de Tutelas, integrada por los Magistrados José Gregorio 
Hernández Galindo, Hernando Herrera Vergara y Carlos Gaviria Díaz, procede a 
decidir la tutela impetrada por la señora María Marieny Mahecha viuda de García, 
contra decisiones judiciales. 

1. ANTECEDENTES 

La señora MARIA MARLENY MAHECHA viuda DE GARCIA, actuando por medio 
de apoderado, interpuso el 7 de septiembre de 1992, ante la Sala Plena del Consejo de 
Estado acción de tutela contra la sentencia de fecha abril 11 de 1991 proferida por la 
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sección tercera del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca y confirma-
da por el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, sección tercera el 
19 de octubre de 1992, porque en su sentir, desconocen el derecho que le asiste para 
obtener una indemnización por los daños materiales y  morales que le causaron la Caja 
de Previsión Social de Bogotá y el Instituto Nacional de Cancerología con motivo de la 
cirugía a que fue sometida, la cual le dejó una lesión facial de carácter permanente. 

II. HECHOS 

La señora Mahecha de García en su calidad de profesora del distrito y como tal 
afiliada a la Caja de Previsión Social de Bogotá, fue remitida por orden del director de 
esa entidad al Instituto Nacional de Cancerología para que le fuera practicada una 
intervención quirúrgica según consta en el oficio NQ 013 y  el Decreto 371 del 23 de julio 
de 1982; operación que se llevó a cabo el día 8 de septiembre de 1982 por parte del doctor 
Guillermo Alfonso Rivera, cirujano especializado en cuello. 

A consecuencia de dicha intervención quirúrgica la señora Mahecha vda. de García 
sufrió una lesión total del nervio facial izquierdo que le produjo parálisis facial de ese 
lado, siendo tratada por los médicos de tal Instituto durante tres meses sin resultados 
positivos. Motivo por el cual la paciente recurrió nuevamente a la Caja de Previsión 
Social de Bogotá, organismo que ordenó el inmediato reconocimiento y la práctica de los 
exámenes pertinentes llegando a la conclusión que la citada señora tenía "lesionado 
totalmente el nervio facial", afectándosele la audición del oído izquierdo con parálisis 
de los músculos orbitales del párpado izquierdo, al igual que el ala izquierda de la nariz 
y los labios. 

Corno dichas lesiones, según la accionante Ana Rosa Palencia de De Diego, le 
produjerona su cliente múltiples perjuicios deorden físico, síquico, económico y moral, 
pues no pudo volver a ejercer su profesión de maestra, en razón a que la lesión facial 
producida es de tal magnitud que la gente la observa con curiosidad ycompasión, lo que 
la obliga a permanecer oculta, presentó ante elTribunal Contencioso Administrativo de 
Cundinamarca, acción de reparación directa la cual fue fallada en sentencia de fecha 
abril 11 de 1991, en el sentido de denegar las súplicas de la demanda con el argumento 
de que "no se acreditó que la lesión fuera producto de un error en la práctica de la 
intervención quirúrgica que constituiría precisamente la falla en la prestación del 
servicio ya que en este caso la conducta de los agentes de la administración es 
inescindible de la actividad de la misma, y por ello, si no se probó el error no es posible 
demostrar la falla en la prestacióndel servicio", Esta decisión fue apelada ante el Consejo 
de Estado, Corporación que se pronunció mediante sentencia de 4 de junio de 1992 en 
el sentido de confirmar el proveído del Tribuital aduciendo que "al no existir prueba 
alguna que permita cuestionar la idoneidad y  capacidad profesional de los médicos y 
paramédicos que intervinieron en la referida operación, o que dé lugar a censurar las 
técnicas y procedimientos utilizados, oque demuestre insuficiente sepsis, instrumental 
inadecuado, condiciones clínicas inaceptables, etc., mal podría la sala declarar probada 
una falla o falta de servicio médico de la Caja, o del Instituto Nacional de Cancerología, 
con base en las solas afirmaciones e hipótesis consignadas en la demanda y alegatos de 
la actora. De ahí que resulta acertada la conclusión del a quo en este mismo sentido ". 

De lo antes relacionado deduce la accionante que la Caja de Previsión Social de 
Bogotá, el Instituto Nacional de Cancerología, el Tribunal Administrativo de Cundina- 
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marca y el Consejo de Estado "han violado en forma grave y permanente; los primeros 
en forma directa, los segundos en forma indirecta" los derechos fundamentales de la 
señora Mahecha vda. de García consagrados en los artículos 16,25 y  26 de la Constitu-
ción Política, razón por la cual acudió a la acción de tutela. 

Fallo de primera instancia. 

El Consejo de Estado por intermedio de su sección cuarta, rechaza por improcedente 
la solicitud de tutela formulada, argumentando que en criterio de esa corporación, tal 
acción no procede contra las providencias judiciales a que se refiere el artículo 40 del 
Decreto 2591 de 1991, pues esta disposición viola el artículo 86 de la Carta Política y a 
renglón seguido señala que dicha acción tampoco es viable cuando se interpone contra 
"providencias de las secciones de la Corporación, por ser todas de igual categoría y  por 
lo mismo incompetentes para ordenarse, modificar o adicionar sus decisiones, en contra 
del criterio e independencia de las mismas". 

Recurso de apelación. 

La accionante no compartió el criterio expuesto por la sección cuarta del Consejo de 
Estado y procedió a impugnar dicho fallo ante la sala plena de la misma Corporación, 
argumentando lo siguiente: 

- La decisión del Consejo de Estado "es abiertamente opuesta a la Constitución, toda 
vez que los derechos fundamentales consagrados y aún los no consagrados, inherentes 
a la persona humana, están amparados jurídicamente por la acción de tutela". 

- El objeto de esta acción es lograr que se paguen los perjuicios causados con la 
violación de derechos  fundamentales, que en las providencias del Tribunal Administra-
tivo de Cundinamarca y del Consejo de Estado han sido reconocidos como violados. 

- Los Magistrados como jueces que son están en la obligación de buscar "la verdad 
verdadera" hasta sus últimas consecuencias y en el caso de debate se atuvieron 
solamente a las pruebas presentadas o pedidas por la parte demandante, de donde 
concluye que "no es justicia, sino injusticia" lo que se está aplicando, pues nada explica 
que en un proceso similar al presente, se ordenó resarcir los daños y perjuicios causados 
yen cambio en éste se niega ese derecho, a pesar de que los dos actores se encontraban 
en las mismas condiciones de imposibilidad de probar la falla en la prestación del 
servicio. 

- Finalmente afirma que según jurisprudencia de la Corte Constitucional la acción 
de tutela procede contra sentencias y  a continuación transcribe apartes de algunas de 
ellas, especialmente de la identificada con el N 06 de 1992. 

Fallo de segunda instancia. 

La sala plena del Consejo de Estado confirma lo resuelto por la sección cuarta de esa 
misma corporación reiterando su criterio en el sentido de sostener la improcedencia de 
la acción de tutela contra sentencias o decisiones judiciales. 
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III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

a. Competencia. 

Corresponde a esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional revisar la acción de 
tutela incoada por la señora María Marleny Mahecha vda. de García, quien obra por 
medio de apoderado, de acuerdo a la escogencia y  reparto llevados a cabo por la sala de 
selección respectiva, y al tenor de lo normado en el artículo 86 inciso tercero y 
241-9 de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 33 y  34 del Decreto 
2591 de 1991. 

b. Tutela contra sentencias. 

Los artículos 11 y  40 del Decreto 2591 de 1991 que consagraban la procedencia de la 
acción de tutela contra las sentencias y las demás providencias judiciales que pusieran 
término a un proceso, proferidas por los Jueces Superiores, los Tribunales, la Corte 
Suprema de Justicia y  el Consejo de Estado, fueron declarados inexequibles por esta 
Corporación mediante Sentencia N C-543 del l  de octubre de 1992. 

En dicha oportunidad expresó la Corte: 

"Es claro que la acción de tutela no es viable si se la pretende usar como medio 
enderezado a la reapertura de procesos que ya fueron objeto de fallo, tanto si respecto 
de las decisiones judiciales correspondientes se ha producido la ejecutoria y,  en 
consecuencia, la cosa juzgada formal, como sí han hecho tránsito a cosa juzgada 
material. En el primer evento por existir otra vía propicia a la defensa del derecho en 
cuestión... En la segunda hipótesis, por la esencia misma del concepto de cosa 1uzgada 
y por el hecho de haber culminado plenamente, encuanto a todos los aspectos del asunto 
controvertido, el trámitedel proceso como medio idóneo para ventilarlo antela justicia". 

Y más adelante agregó: 

"Se comprende en consecuencia, que cuando se ha tenido al alcance un medio 
judicial ordinario y, más aún, cuando ese medio se ha agotado y  se ha adelantado un 
proceso, no puede pretenderse adicionar al trámite ya surtido una acción de tutela, pues 
al tenor del artículo 86de la Constitución, dicho mecanismo es improcedente por la sola 
existencia de otra posibilidad judicial de protección, aún sin que ella haya culminado en 
un pronunciamiento definitorio del derecho...". 

"En el sentir de la Corte, nadie puede alegar que careció de medios de defensa si gozó 
de la oportunidad de un proceso y  menos todavía si tomó parte en él hasta su conclusión 
y ejerció los recursos de que disponía". 

En el evento que se examina como la ttmtela se dirije contra una sentencia judicial 
debidamente ejecutoriada, como es la dictada por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca el 11 de abril de 1991, la cual fue confirmada por el Consejo de Estado 
el 4 de junio de 1992, esta Sala de Revisión acatando lo decidido en el fallo de 
inexequibilidad antes anotado, el que es de obligatorio cumplimiento tanto para las 
autoridades como para los particulares, confirmará la decisión del Consejo de Estado 
fechada el 19 de octubre de 1992, pues la acción de tutela en este caso es improcedente. 
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En mérito de lo expuesto, la Sala Cuarta de Revisión de Tutelas de la Corte 
Constitucional, en ejercicio de sus facultades constitucionales y legales, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR la sentencia de fecha 19 de octubrede 1992 dictada por la sala 
plena del Consejo de Estado, la que a su vez confirma la proferida por la sección cuarta 
de esa misma Corporación el 11 de septiembre de 1992. 

Segundo. COMUNIQUESE la presente decisión a la sección cuarta del Consejo de 
Estado, para que dé cumplimiento a lo ordenado en el artículo 36 del Decreto 2591 de 
1991. 

Cópiese, comuníquese a quien corresponda, insértese en la Gaceta de la Corte 
Constitucional y cúmplase. 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado Ponente 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Magistrado 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-118 
de marzo 26 de 1993 

DERECHO A LA EDUCACION/DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA 
PERSONALIDAD/SANCION DISCIPLINARIA 

Siendo la educación el medio fundamental para lograr la formación integral yel desarrollo de 
la personalidad de los menores, que la hace obligatoria entre los cinco y los quince años de edad, 
hadeentenderse que quien inicia su educación en un establecimiento, tiene derechon pernanecer 
en él ya aprovechar el servicio público que allíse le presta, para lograre! libre desarrollo de su 
personalidad, mientras desee continuar en el mismo i no incurro en faltas que ameriten su 
exclusión oel trasladoa un establecimientodiferente. Elcomporfamiento realizado porelpetente 
no es un acto in,noral 1/grave, dirigido contra la institución educativa o contra una persona 
determinada. Además la sanción es significativamentedesproporcionada a lafalt a cometida, que 
apenas puede juzgarse como un trivial acto de indisciplina. 

Ref.: Expediente NQ T-7587. 

Peticionario: José Edilberto Sánchez Castellanos. 

Acción de tutela en contra de la expulsión de un menor del Seminario Menor 
Diocesano de Chiquinquirá. 

Magistrado Ponente: Dr. CARLOS GAVIRIA DIAZ. 

Aprobada por acta N 02. 

Santafé de Bogotá, D. C., veintiséis (26) de marzo de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Sala Cuarta de Revisión de la Corte Constitucional, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION, 
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pronuncia la siguiente sentencia en el proceso de la referencia. 

1. ANTECEDENTES 

El menor ALEXANDER SANCHEZ ROJAS, alumno del Seminario Menor Diocesa-
no de Chiquinquirá, cursaba el décimo grado durante el año próximo pasado, siendo 
informado el 21 de octubre de que, como sanción disciplinaria, decidida en primera y 
segunda instancia por la Comunidad Educativa presidida por el Rector del citado 
colegio, había sido expulsado del mismo y no era aceptado siquiera a culminar el año 
académico. 

JOSE HUMBERTO SANCHEZ CASTELLANOS, padre de Alexánder, instauró 
acción de tutela ante el Juez Primero Penal Municipal de Chiquinquirá, impetrando se 
tutelara el derecho a la educación de su hijo, antes de terminar el año académico, pues 
de otra manera se haría irreparable el daño infringido. 

El Juzgado de conocimiento indagó sobre la falta disciplinaria imputada al menor 
-botar un condón en la Secretaría del colegio- y sobre el procedimiento seguido para 
sancionar la misma, encontrando que, luego de valorar las pruebas, procedía tutelar el 
derecho del menor puesto que "teniendo en cuenta el grado al cual pertenece el alumno 
Alexánder Sánchez, así como también las causales para retiro de la escuela en su 
numeral 411  y 7Q, no ve dentro de la lógica legal, moral, social y educativa que se haya (sic) 
infringido los numerales antes descritos como un acto de inmoralidad que vaya en 
contra de la institución, de los alumnos o de alguna persona determinada...". 

Por tanto, ordenó "el pleno goce del derecho vulnerado y volver al estado actual de 
que gozaba el estudiante Alexánder Sánchez Rojas del grado décimo del Seminario 
Menor Diocesano de Chiquinquirá según lo dispuesto en los arts.27,28 y  29 del Decreto 
2591 del 91". 

No habiendo sido impugnado el proveído anterior, pasó a la Corte Constitucional, 
donde la Sala de Selección NQ 11 repartió el asunto a la Sala presidida por el Magistrado 
Ciro Angarita Barón, para ser luego pasada a la Sala NQ 04, presidida por el actual 
Magistrado Ponente. 

II. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

La Corte Constitucional es competente para conocer en revisión del presente 
negocio, de acuerdo con los artículos 86 de la Constitución Política y  31 del Decreto 2591 
de 1991. 

En el caso del joven Alexánder Sánchez Rojas, se produjo una violación al derecho 
a la educación, que es preciso aclarar en términos jurídicos, pues en la imposición de la 
sanción disciplinaria participó la Comunidad Educativa y  se respetaron los derechos 
procedimentales, lo que hace que en apariencia, la ResoluciónN 050 (octubre 8 de 1992), 
expedida por el Presbítero Rector, sea vista como una actuación legítima, con la cual no 
estuvo de acuerdo el señor juez de conocimiento, no habiendo este último explicado las 
razones de Derecho para su discrepancia. 

Es claro que cuando una persona se matricula en un establecimiento educativo, por 
ese acto voluntario se somete al mandato contemplado en el reglamento interno de la 
institución, pudiéndosele sancionar por los actos violatorios del régimen disciplinario 
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vigente, como lo señala el artículo 62  de la Carta. Es también indudable que, en caso de 
falta disciplinaria, ha de aplicarse el principio del debido proceso, como lo indica el 
artículo 29 de la Constitución y  que la comunidad educativa ha de participar en la toma 
de decisiones, como lo indica el artículo 68 del mismo estatuto superior. Todo ello se 
da en el caso del joven Sánchez Rojas y ni el señor Juez de conocimiento, ni esta 
Corporación tienen observación alguna al respecto. 

Siendo la educación el medio fundamental para lograr la formación integral y  el 
desarrollo de la personalidad de los menores, como lo indica el artículo 67 que la hace 
obligatoria entre los cinco y  los quince años de edad, ha de entenderse que quien inicia 
su educación en un establecimiento, tiene derecho a permanecer en él ya aprovechar el 
servicio público que allí se le presta, para lograr el libre desarrollo de su personalidad 
-art.16-, mientras desee continuar en el mismo y  no incurra en faltas que ameriten su 
exclusión o el traslado a un establecimiento diferente. 

Entiéndese que la institución educativa debe adecuar sus requerimientos, instruc-
ción y formación, a las particulares condiciones de los educandos, porque han de 
respetarse de manera prevalente los derechos de los niños -art. 44-, ha de garantizarse 
el derecho a la protección ya la formación integral del adolescente -art. 45- y han de ser 
efectivas para todos las libertades consagradas en el artículo 27, entendiendo que en 
cada etapa de su desarrollo personal, el alumno presentará comportamientos caracte-
rísticos de la niñez, adolescencia y edad adulta, tercera edad, estando en capacidad de 
alterar esos patrones propios de conducta con el uso de la información y guía que le 
proporcionen los educadores, para alcanzar el propio desarrollo. Es precisamente sobre 
este aspecto que el señor Juez de conocimiento se apartó de la valoración que hiciera la 
Comunidad Educativa sobre el comportamiento del joven Alexánder Sánchez Rojas. 

Examinando las pruebas que obran en el expediente T-7587, se encuentra que, en 
efecto, el estudiante Sánchez Rojas arrojó un condón sin usar en la Secretaría del colegio. 
Hacerlo allí y  no en otro lugar cualquiera es lo que el Presbítero Rector calificó como un 
acto grave de inmoralidad, premeditado y  dirigido a menoscabar el principio de 
autoridad, ocasionando grave escándalo. Jurídicamente, se está sin duda en presencia 
de una falta disciplinaria, pero no de un acto inmoral o de la gravedad anotada. 

El señor Juez considera, y la Sala comparte esa apreciación, que el comportamiento 
realizado por el joven Sánchez Rojas no es un acto inmoral y  grave, dirigido contra la 
institución educativa o contra una persona determinada. Además la sanción es 
significativamente desproporcionada a la falta cometida, que apenas puede juzgarse 
como un trivial acto de indisciplina. Si se tiene en cuenta la edad del educando, más 
parece un comportamiento de autoafirmación del adolescente frente a sus compañe-
ros, que no amerita privarlo del servicio pciblico, sino que reclama la intervención 
formativa de los educadores para encauzarlo y permitirle superar los conflictos de 
personalidad propios de la etapa que está atravesando, ya que su comportamiento ni 
fue inmoral, ni hace impracticable la vida de relación con sus compañeros y superiores. 
Así como la ignorancia no es causal de expulsión aceptable, pues es de la esencia de un 
establecimiento educativo el instruir, tampoco lo puede ser la falta de formación, pues 
es precisamente para que la adquieran, correctamente orientados, para lo que se 
matricula a los niños y  jóvenes en escuelas y  colegios. 
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En vista de las anteriores consideraciones, 

RESUELVE: 

Artículo 1 CONFIR MAC ION.Con fírm ase lo decidido por el Juzgad o Primero Penal 
Municipal de Chiquinquirá, en acción de tutela instaurada por el señor José Edilberto 
Sánchez Castellanos en contra de la Resolución N 050 (octubre 8 de 1992) del señor 
Rector del Seminario Menor Diocesano de Chiquinquirá. 

Artículo 2. PROCEDIMIENTO. Líbrese comunicación al Juzgado Primero Penal 
Municipal de Chiquinquirá, para que se surta la notificación de esta providencia, según 
lo establecido en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional. 

CARLOS GAVIRIA DIAZ, Magistrado Ponente 

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALIN DO, Magistrado 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-119 
de marzo 26 de 1993 

DERECHO DE PETICION-Pronta Resolución/SILENCIO ADMINISTRATIVO! 
ACCION DETUTELA-Improcedencia 

Una vez formulada la petición, de manera respetuosa, cualquiera que sea el motivo de la 
misma, bien sea particular ogeneral,elciudadanoadquiereelcicrechoa obtener pronta resolución. 
Cuando se ¡rabia de "pronta resolución", quiere decir que el Estado está obligado a resolver la 
petición; nosimplemen tea expedir constancias de que la recibió. Sibien la omisión de la autoridad, 
generala ocurrencia delfenómeno jurídicodcl silencioadminisf rativo, que puede serdemandable 
ante la jurisdicción contenciosa, éste noeximea load ininist ración deldeberde resol ver la solicitud 
dentro de los términos que la ley le ha señalado para tales efectos. La acción de tutela se instan ró 
con posterioridad a que la petición fue resuelta, es decir, luego de que el derecho de petición dejó 
de ser vulnerado 1/a quenun que tard ía,nente, la petición fueat endida. Porest a razón, noobstantc 
como se afirmóanferiorment e se desconoció por parte de la entidad pública el núcleo esencial del 
derecho de petición, y teniendo en cuenta que la actuación impugnada por onusiva ha cesado, se 
deberá declarar la improcedencia de la presente acción. 

MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL-Eficacia/ACCION DE TUTELA-Improcedencia 

El mediode defensa en cuestión ha de ser idóneo para obtener una protección cierta t, con creta 
del derecho fundamental de cuya violación o amenaza se trata. Es decir, ha de ser suficiente para 
quea través deél se restablezca elderecho fundamental violado o se proteja desu amenaza, es decir, 
tiene que existir una relación directa entre el mediodedefensajudicialiila efectividad del derecho. 
En la resolución sancionatoria se le indica alsusiptorel derecho que le asiste de interponer los 
recursos por vía gubernativa. 

PERJUICIO IRREMEDIABLE-Improcedencia/MULTA 

Noseconfiguraen este caso la hi pótesis del perjuicio irremediable que pudiera haceraplicable 
la tutela como mecanismo transitorio, por cuanto el medio judicial enunciado, en el evento de 
prosperar, pernnt iría al demandante alcanzar el objetivo pretendido, es decir, dejar sin efectos o 
hacer cesar la resolución admin ist rativa emanada de la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá, 
que le impuso una ni ulta o sanción pecuniaria porel uso no ant ori zado ofraudu len fo del servicio 
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de energía eléctrica, lo cualescapa ala noción que del daño irreparable consagra el numeral 1 sWe1 
artículo 6°del Decreto 2591 de 1991: el acto administrativo de imponer una multa, en primer 
lugar yde acuerdoal reglamento in ternode la Empresa no constitut,e violación de¡¡ ñigüii derecho 
fu ¡ida nien tal, ijde otra parte, porqneaún en el supuesto de que la resolución estuviera atentando 
contra un derecho fundamental, en el presente caso ni se ha agotado la vía gubernativa ni la 
oportunidad de acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

Ref.: Expediente NQ T-8322. 

Peticionario: José Ramírez Merchán. 

Procedencia: Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil. 

Tema: Derecho de petición. 

Magistrado Ponente: Dr. HERNANDO HERRERA VERGARA. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo 26 de 1993. 

Procede la Sala Sexta de Revisión de la Corte Constitucional, integrada por los 
Magistrados Hernando Herrera Vergara, Alejandro Martínez Caballero y Fabio Morón 
Díaz, a revisarlos fallos proferidos el día 6 de noviembre de 1992 por el Juzgado 12 Civil 
del Circuito de Bogotá, y el 15 de diciembre de 1992 por el Tribunal Superior de Bogotá, 
Sala Civil, en el proceso de tutela NQ T-8322, adelantado por JOSE RAMIREZ MER-
CHAN, en su propio nombre. 

El negocio llegó al conocimiento de esta Sala de Revisión por la vía ordinaria de la 
remisión que hizo la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, en virtud de lo ordenado 
por el artículo 31 del Decreto 2591 de 1991. 

Conforme a los artículos 86 de la Constitución Política y33 del Decreto ibidem, la Sala 
de Selección de la Corte eligió para efectos de revisión la presente acción de tutela. 

1. INFORMACION PRELIMINAR 

El actor instauró la acción de tutela contra la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá, 
por considerar que dicha entidad había omitido la debida atención, en el sentido de 
atender a las múltiples solicitudes que desde mucho tiempo atrás le venía formulando 
por escrito, a fin de que procedieran a la revisión o cambio del contador de la Energía 
instalado en su casa de habitación, lo cual a su juicio constituye una vulneración del 
derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución 
Nacional. 

Los hechos que motivaron la formulación de la presente acción fueron los siguientes: 

1. En oficio del 30 de mayo de 1975, solicitó a la Jefatura de Reclamos de la Empresa 
de Energía Eléctrica de Bogotá la revisión o cambio del contador instalado en su 
vivienda. 

2. Se guardó silencio respecto a su solicitud entre esa fecha y el 19 de marzo de 1991, 
cuando se atendió su solicitud, y llegaron los operarios de la Empresa a retirar el 
contador. 
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3. La no atención oportuna le ha causado un perjuicio irremediable que llega hasta 
la injusta pretensión de imponerle una multa mediante la Resolución número 13464 del 
25 de septiembre de 1992, desconociendo las pruebas adjuntadas donde se refleja que 
por el no diligenciamiento en su momento de su derecho fundamental de petición por 
parte de la Empresa, se quiere ahora hacerlo ver como un moroso. 

Ante la imposibilidad de obtener la protección de su derecho presuntamente 
desconocido por la Empresa de Energía, acudé a la acción de tutela con el propósito de 
que se determine si hubo denegación por omisión del derecho de petición por parte de 
la entidad mencionada, y que se ordene que el perjuicio que se le pretende infringir 
mediante la multa señalada en la Resolución 13464, que tiene como soporte la conducta 
equivocada de la Empresa, cese y  se le garantice el pleno goce de sus derechos ya que 
en ningún momento ha faltado a sus compromisos para con ella. 

II. DE LA DECISION JUDICIAL 

A. Del fallo proferido por el Juzgado 12 Civil del Circuito de Bogotá. 

Antes de entrar a proferir la respectiva sentencia, el Juzgado ordenó dentro de la 
oportunidad probatoria enviar comunicación dirigida al Gerente de la Empresa de 
Energía Eléctrica de Bogotá, con el objeto de que explicara las causas que originaron la 
ameritada sanción y la negativa a instalar un contador o la revisión del instalado en la 
vivienda del señor José Ramírez Merchón. Sobre el particular, el Gerente de la entidad 
informó lo siguiente: 

a) El 19 de marzo de 1991 se retiró el contador de la energía por haberse encontrado 
los sellos repisados en la Caja verificadora, sin sellos en la caja de conexiones y  no 
registrando consumo debido a que las bridas de tensión se encontraban cortadas. 

b) El 4 de junio de 1991 se solicitó la reinstalación del contador, diligencia que no se 
ha cumplido por no existir contadores suficientes. 

c) En consecuencia y  de acuerdo a loestablecido en el Decreto 1303 de 1989, así como 
en la Resolución 051 de 1991, normas éstas que facultan a la Empresa para adelantar sus 
actuaciones ycomo se pudo establecer mediante la previa evaluación técnica, existieron 
conductas que ameritan sanción pecuniaria. El Capítulo 2, artículo 9Q  de la Resolución 
051 de 1991 establece las sanciones por el uso no autorizado o fraudulento del servicio 
de energía eléctrica dentro de las cuales se ha tipificado las anomalías detectadas en el 
medidor del inmueble del caso. 

d) La Empresa no actuó arbitrariamente en la investigación y  sanción por cuanto se 
sujetó a las normas jurídicas que determinaron tales procedimientos dándoles estricto 
cumplimiento ( ... ), y se llegó a la conclusión que se había hecho uso no autorizado o 
fraudulento del servicio de energía eléctrica. Previo a la expedición de la resolución 
sancionatoria se le dio oportunidad al suscriptor de presentar descargos por las 
anomalías encontradas, siendo los mismos aportados y  evaluados oportunamente, sin 
que éstos lograran desvirtuar las anomalías encontradas. 

e) Finalmente, en la resolución sancionatoria se le indica al suscriptorel derecho que 
le asiste de interponer los recursos por vía gubernativa de conformidad con el Código 
Contencioso Administrativo. 
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Recibida la información solicitada, el Juzgado por sentencia del 6 de noviembre de 
1992, resolvió declarar improcedente la petición formulada, con fundamento en las 
siguientes consideraciones: 

1. La acción de tutela no procede cuando existe un medio distinto de remediar la 
situación planteada, pues no es un procedimiento paralelo a los establecidos por las 
leyes. 

2. Cuando el ciudadano dispone de los recursosde reposición y  apelación por la vía 
gubernativa, y,  agotados éstos, de las acciones propias de la vía jurisdiccional de lo 
contencioso administrativo, es improcedente la acción de tutela. 

3. Finalmente, considera que el actor debe interponer oportunamentelos recursos de 
que aún dispone por la vía gubernativa, por lo cual resuelve declarar improcedente la 
acción incoada. 

La previa impugnación. 

El peticionario impugnó la sentencia del Juzgado 12 Civil del Circuito de Bogotá, 
insistiendo en los argumentos de su escrito inicial, y  reafirmando el carácter fundamen-
tal del derecho de petición, cuya tutela solicita. Así mismo, señala que los valores 
cobrados por la Empresa de Energía de Bogotá no corresponden al consumo real del 
fluido eléctrico utilizado ni a los altos valores facturados. Por lo tanto, agotada como 
lo está la vía gubernativa y al no disponer de otro medio de defensa judicial, acudió a 
laacciónde tu tela como mecanismoefectivo para la protección de su derecho vulnerado 
por la mencionada empresa. 

B. Sentencia del Tribunal Superior de Bogotá. 

El Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, al resolver la impugnación del fallo de 
primera instancia, confirinó la sentencia que negó la acción de tutela por sentencia del 
15 de diciembre de 1992, por los siguientes motivos: 

1. En el caso de autos, de acuerdo con lo demostrado, ciertamente el 30 de mayo de 
1975 el peticionario presentó una respetuosa petición a la Empresa de Energía Eléctrica 
de Bogotá para que revisara el contador de energía instalado en su residencia. Tal 
petición no fue resuelta oportunamente por la Empresa, ya que sólo lo vino a hacer 15 
años y  9 meses después, o sea, el 19 de marzo de 1991. 

De lo sucedido fluyen ds situaciones: Primera: que la acción de tutela se instauró 
después de que el derecho de petición había dejado de ser violado ya que aunque 
tardíamente la petición fueatendida. Luego por esta circunstancia la acción instaurada 
ya no es de recibo; en otras palabras, es extemporánea. Segunda: tiene su origen en la 
demora de laautoridaden resolverla petición. Real menteun hecho de negligencia como 
el que aquí se observa, el decreto reglamentario de la tutela no podía pasarlo desaper-
cibido. Por ello el Juez prevendrá a la autoridad para que en el futuro evite los actos de 
conducta negligente como los acá observados. 

2. En cuanto a la petición dirigida a que la Empresa de Energía no le haga efectiva 
la multa impuesta por Resolución N113464, considera el Tribunal que es improcedente 
por cuanto el acto administrativo de imponer una multa de acuerdo al reglamento 
interno de la Empresa ¡lo constituve violación de ningúnderecho fundamental, ydeotra 
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parte, porque aún en el supuesto de que la resolución estuviera atentando contra un 
derecho fundamental, en el presente caso ni se ha agotado la vía gubernativa y mucho 
menos la oportunidad de acudir a la jurisdicción de lo contencioso administrativo. 

3. Finalmente, como lo ha dicho la jurisprudencia y lo anotó el a quo, la acción de 
tutela no ha sido consagrada para provocar la iniciación de procesos alternativos o 
sustitutivos, ni para crear instancias adicionales a las ya existentes. La tutela tiene sólo 
el carácter de medio judicial subsidiario y no alternativo, como lo pretende el actor en 
el presente caso. A los jueces ordinarios no se les puede pedir que invadan la órbita 
propia de la jurisdicción contencioso-administrativa. Por lo tanto, la Sala confirma la 
decisión impugnada. 

III. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

Primera. Competencia. 

Es competente esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional para proferir 
sentencia en relación con el fallo dictado por la Sala Civil del Tribunal Superior de 
Bogotá, con fundamento en lo dispuesto porlos artículos 86 inciso tercero y 24 numeral 
9de la Constitución Política, en concordancia con los artículos 33,34,35 y36  del Decreto 
2591 de 1991. 

Segunda. La materia. 

Como cuestión preliminar y para definir los fundamentos de esta providencia, esta 
Sala en acatamiento de su jurisprudencia reiterada en fallos anteriores estima que la 
acción de tutela está prevista en el artículo 86 de nuestra Carta Fundamental como un 
mecanismo procesal complementario, específica y directo que tiene por objeto la protec-
ción concreta e inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, en una 
determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de su 
violación. 

Dicha acción es un medio procesal específico porque se contrae a la protección 
inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, afectados de modo actual e 
inminente y no a otros, y conduce, previa la solicitud, a la expedición de una declaración 
judicial que contenga una o varias órdenes de efectivo e inmediato cumplimiento. 

Es directo, porque siempre presupone una actuación preferente y sumaria ala que el 
afectado puede acudir sólo en ausencia de cualquier otro medio de defensa judicial, 
salvo que se utilice excepcionalmente como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. 

El artículo 86 de la Carta, que ha sido invocado por el peticionario dando origen al 
proceso del que ahora se ocupa la Corte, tiene su razón de ser en la necesidad de 
garantizar la realización efectiva y concreta de los derechos constitucionales funda-
mentales. En este sentido, conviene destacar que el ejercicio de la citada acción está 
condicionado, entre otras razones, por la presentación ante el juez de una situación 
concreta y  específica de violación o amenaza de violación de los derechos fundamenta-
les, cuya autoría debe ser atribuida a cualquier autoridad pública o, en ciertos eventos 
definidos por la ley, a sujetos particulares. 
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La naturaleza eminentemente protectora de la acción de tutela se pone de presente 
en las características de inmediatez, preferencia y sumariedad con las cuales, junto a 
otros elementos, el Constituyente quiso garantizarla. 

Tercera. Naturaleza subsidiaria y residual de la acción de tutela. 

Es en efecto la acción de tutela, un mecanismo judicial de origen constitucional de 
evidente carácter residual y  subsidiario, que está previsto para asegurar "el amparo" 
efectivo y sustancial de los derechos constitucionales fundamentales, pues "sólo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 
aquélla se utihcecomo mecanismo transitorio para evitarun perjuicio irremediable". En 
otros términos, la acción no procede citando el peticionariodisponga de otro medio para 
la defensa judicial de su derecho, a menos que la intente como mecanismo transitorio 
para evitar un perjuicio irremediable. 

El sentido de la disposición, como lo ha señalado en reiteradas ocasiones esta Corte', 
es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, preservando así la integridad 
del ordenamiento jurídico como un todo armónico estructurado sobre la base de 
brindar a todas las personas medios eficientes de acceso a la administración de justicia 
para la defensa de los derechos que les corresponden, amparados por la propia 
Constitución y  por las leyes de la República. 

En ese orden de ideas, y COmO lo sostuvo el juez de primera instancia al resolver la 
solicitud formulada por el actor dentro del presente asunto, el instrumento jurídico de 
la acción de tutela no fue consagrada para provocar la iniciación de procesos alterna-
tivos o sustitutivos, ni para crear instancias adicionales a las ya existentes. De esa 
manera, la tutela no fue creada en sustitución o reemplazo de las instituciones, 
procedimientos y  competencias existentes al entraren vigencia la Constitución de 1991, 
sino que se originó en el designio expresado por ella en su artículo l,  que inspira todo 
el ordenamiento jurídico, cual es el de garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y  deberes consagrados en la Constitución. 

Así, su aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de la gama de medios que el 
ordenamiento jurídico ofrece para la realización de los derechos no exista alguno que 
resulte idóneo para proteger de manera inmediata y  eficaz el que aparece amenazado 
o vulnerado por una conducta, de acción u omisión, por parte o bien de una autoridad 
pública o de los particulares en los casos señalados en la ley (Decreto 2591 de 1991). 

Es necesario entonces, tener en cuenta, con base en las condiciones particulares de 
cada caso en concreto y  las circunstancias específicas en que se halla el peticionario, 
la disponibilidad e idoneidad del otro medio judicial que pudiera ser utilizado para la 
defensa del derecho afectado y que se pretende amparar a través de la acción de tutela 
(numeral 111 del artículo 611  del Decreto 2591 de 1991). 

Sobre el particular ha expresado la Corte Constitucional, 1(1 siguiente: 

"A esterespecto debe expresarla Corte, como criterio indispensable para el análisis, 
que únicamente son aceptables como medios dedefensa judicial, para los fines deexcluir 

Cfr. Corte Cc'nstituck'tial. Sentencias N C-543 de octubre 1 de 1992 y 1-593 de diciembre 9 de 1992. 
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la acción de tutela, aquellos que resulten aptos para hacer efectivo el derecho, es decir, 
que no tienen tal carácter los mecanismos que carezcan de conducencia y eficacia 
jurídica para la real garantía del derecho conculcado. 

( ... ) Considera esta Corporación que, cuando el inciso 3  del artículo 86 de la Carta 
Política se refiere a que 'el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial...' 
como presupuesto indispensable para entablarla acción de tutela, debe entenderse que 
ese medio tiene que ser suficiente para que a través de él se restablezca el derecho 
fundamental violado o se proteja de su amenaza, es decir, tiene que existir una relación 
directa entre el medio de defensa judicial y  la efectividad del derecho". 

El medio judicial de defensa en cuanto apenas sea un recurso formal, insuficiente 
o inadecuado para la realización verdadera del derecho fundamental, cede el paso a la 
acción de tutela como mecanismo de aplicación inmediata que restablece en el caso 
particular y en relación con las circunstancias reales de personas concretas la vigencia 
de los preceptos constitucionales 

En el presente caso estima la Corte que, analizadas las circunstancias en las que se 
encuentra el peticionario frente a la presunta omisión de la Empresa de Energía Eléctrica 
de Bogotá, a que se refiere en su solicitud, particularmente en lo relativo a la vulneración 
del derecho de petición y  la multa impuesta por medio de resolución administrativa, los 
medios judiciales señalados tanto por el juez de primera como por el de segunda 
instancia como aptos para excluir la acción de tutela lo son en realidad analizando las 
acciones y recursos de que dispone ante la jurisdicción de lo con tencioso administrativo, 
que desvirtúa n cualquier posibilidad de intentarla acción de tutela como el mecanismo 
apropiado y  adecuado para obtener la protección de su derecho fundamental presun-
tamente desconocido por la omisión en que incurrió la empresa mencionada. 

Para precisar un poco más este punto, conviene hacer algunas consideraciones en 
cuanto al derecho fundamental invocado como vulnerado y a los otros medios de 
defensa judicial de que dispone el peticionario. 

Cuarta. El derecho de petición. 

Esta Corte se ha pronunciado de manera reiterada sobre el ejercicio y  alcance del 
derecho de petición. En ellas ha reconocido su carácter de derecho fundamental. 

Esta Corte en cuanto al núcleo esencial del derecho de petición, sostuvo en Sentencia 
N T-426 del 24 de junio de 1992: 

"El ejercicio efectivodel derecho de petición suponeel derechoa obtener una pronta 
resolución. Las dilaciones indebidas en la tramitación y respuesta de una solicitud 
constituyen una vulneración de este derecho fundamental. 

El derecho a obtener una pronta resolución hace parte del núcleo esencial del 
derecho fundamental de petición; sin la posibilidad de exigir una respuesta rápida y 
oportuna carecería de efectividad este derecho". 

' Cfr. Coi te Cc,nçtitucionaí. Sala lercera de Revisi'n. Faik N' 3 del 11 de mayo de 1992. 

Cfr. T-464 Sala Segunda de Revisión, 1-473 Sala Primera deRevisiótr, 1-455 Sala Primera de Revisión y T-U1O 
Sala Séptima de Revisión, entre otras. 
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El artículo 23 de la Constitución establece que: 

"Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoidades 
por motivos de interés general o particular ya obtener pronta resolución. El legislador 
podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los dere-
chos fundamentales". 

De su texto se deducen los límites y  alcances del derecho: una vez formulada la 
petición, de manera respetuosa, cualquiera que sea el motivo de la misma, bien sea 
particular o general, el ciudadano adquiere el derecho a obtener pronta resolución. 

Puede afirmarse que el derecho fundamental sería inocuo si sólo se formulara en 
términos de poder presentar la respectiva petición. Lo que hace efectivo el derecho es 
que la petición elevada sea resuelta rápidamente. De nada serviría el derecho de 
petición, si la misma Constitución no consagrara el correlativo deber de las autoridades 
de proferir pronta resolución. Desde luego, no puede tomarse como parte del derecho 
de petición una prerrogativa que lleve forzosamente a que la administración defina de 
manera favorable las pretensiones del solicitante. 

Por tanto, es una obligación inexcusable dela administración resolver prontamente 
las peticiones presentadas por los ciudadanos, lo cual no significa una respuesta 
favorable perentoriamente. Pero en cambio, puede afirmare que su pronta resolución 
hace verdaderamente efectivo el derecho de petición. 

Cuando se habla de "pronta resolución", quiere decir que el Estado está obligado a 
resolver la petición; no simplemente a expedir constancias de que la recibió. Sin 
embargo, el sentido de la decisión dependerá de las circunstancias de cada caso en 
particular y, en esa medida podrá ser positiva o negativa. La obligación del Estado no 
es acceder 'a la petición sino resolverla. 

Por ello, no se entiende conculcado el derecho de petición cuando la autoridad 
responde al peticionario, aunque la respuesta sea negativa. Ella, siempre y cuando se 
produzca dentro de los términos quela ley señala, representa en sí misma, independien-
teniente de su sentido, la satisfacción del derecho de petición. 

Pero en el caso en que transcurridos los términos que la ley contempla no se obtiene 
respuesta alguna de la administración, el derecho de petición resulta desconocido por 
cuanto no se cumple el mandatoconstitucional de la prontitud en la contestación oficial 
al peticionario. Como lo manifestara acertadamente el a qtio, "mientras permanezca al 
despacho de una autoridad una petición sin resolver más allá delos términos que tenga 
para hacerlo y sin justificación, esa autoridad le está violando al peticionario el derecho 
fundamental consagrado en el artículo 23 de la C. N.". 

En el asunto sometido a revisión, el accionante elevó ante la Empresa de Energía 
Eléctrica de Bogotá el día 30 de mayo de 1975 una petición dirigida a que se efectuara 
la revisión o cambio dei contador de energía instalado en su vivienda, la cual tan sólo 
fue resuelta 15 años y Y meses después, es decir, el 19 de marzo de 1991, atendiéndoe 
en ese momento lo solicitado. 

De lo anterior podría afirmarse sin temor a equivocación, que en cuanto hace a la 
petición instaurada por el señor José Ramírez Merchán, la pronta resolución no se 

345 



T-119/93 

manifestó y, por el contrario, se dilataron por parte de la entidad pública -Empresa de 
Energía Eléctrica de Bogotá- los términos de decisión de manera ostensible y  flagrante, 
de lo que resulta el desconocimiento de un derecho fundamental. 

Si bien la omisión de la autoridad, como lo señala el actor, genera la ocurrencia del 
fenómeno jurídico del silencio administrativo, que puede ser deniandable ante la 
jurisdicción contenciosa, éste no exime a la administración del deber de resolver la 
solicitud dentro de los términos que la ley le ha señalado para tales efectos. 

En el presente caso, la acciónde tutela seinstauró con posterioridad a quela petición 
fue resuelta, es decir, luego de que el derecho de petición dejó de ser vulnerado ya que 
aunque tardíamente, la petición fue atendida. Poresta razón, no obsta ntecomo seafirmó 
anteriormente se desconoció por parte de la entidad pública el núcleo esencial del 
derecho de petición, y  teniendo en cuenta que la actuación impugnada por omisiva ha 
cesado, se deberá declarar la improcedencia de la presente acción. 

Así mismo, considera la Sala como lo hiciera el Tribunal Superior de Bogotá, que la 
vulneración del derecho de petición tuvo origen en la actitud negligente de la autoridad 
en resolver la petición, por lo cual con fundamento en el artículo 24 del Decreto 2591 de 
1991, se deberá prevenir a la autoridad públicá, representada en la Empresa de Energía 
Eléctrica de Bogotá, para queen ningún evento futuro vuelva a incurriren las omisiones 
ocasionadas por la demora en dar respuesta a las peticiones y  solicitudes ante ella 
formuladas por los usuarios o suscriptores del servicio de energía eléctrica, como las acá 
observadas. 

Quinta. Improcedencia de la acción de tutela por existir otros medios de defensa 
judicial. 

El tema de la procedencia e improcedencia de la acción de tutela se enmarca dentro 
del capítulo del derecho procesal, denominado "presupuestos procesales"; es decir, del 
conjunto de elementos que deben operar para que la acción o sus pretensiones, las 
sentencias y  la validez del proceso permitan la existencia y definición cierta de la 
relación procesal. La doctrina ha caracterizado los presupuestos procesales como los 
requisitos que determinan el nacimiento válido del proceso. Son, pues, los requisitos 
indispensables para la formación ydesarrollo normal del proceso y para queéste pueda 
ser decidido en la sentencia. 

Dentro de las hipótesis que sobre la procedencia de la acción de tutela contempla el 
artículo 86 de la Carta Política, puede destacarse para los presentes efectos el relativo a 
que la acción sólo procederá, es decir, sólo tendrá lugar cuando el afectado no disponga 
de otro medio de defensa judicial, lo que le otorga al proceso el carácter antes expuesto, 
de naturaleza subsidiaria, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar 
un perjuicio irremediable. 

Por su parte el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela consagró 
en los artículos 51-'y 6  lo relativo a la procedencia e improcedencia de esta, señalando 
esta última disposición que la acción de tutela no procederá: 

"1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla 
se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable ( ... )". 
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Esta Corte ha insistido en varios de sus fallos en el sentido constitucional que tiene, 
frente ala efectividad del derecho material conculcado, el otro medio de defensa judicial, 
aludido por el artículo 86 de la Carta como elemento cuya existencia hace improcedente 
la acción de tutela a no ser que se intente como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. 

Ha sostenido la Corte que el medio de defensa en cuestión ha de ser idóneo para 
obtener una protección cierta y  concreta del derecho fundamental de cuya violación o 
amenaza se trata. Es decir, ha de ser suficiente para que a través de él se restablezca el 
derecho fundamental violado o se proteja de su amenaza, es decir, tiene que existir una 
relación directa entre el medio de defensa judicial y  la efectividad del derecho. 

Como resulta de la información preliminar que ofrece el expediente, la acción de 
tutela fue instaurada por un particular, en su calidad de usuario de un servicio público, 
contra una entidad pública encargada de su prestación -la Empresa de Energía Eléctrica 
de Bogotá-, para obtener que respecto de ésta se determinara que denegó por omisión 
el derecho de petición, al igual que hiciera cesar la Resolución N' 13464 que le impuso 
una multa. 

La determinación de la multa a través de la citada resolución constituye un 
verdadero acto administrativo respecto del cual el peticionario si lo estimaba contrario 
al ordenamiento jurídico, podía ejercer las acciones que para el efecto consagra la 
jurisdicción contencioso-administrativa, y  a que se refiere el artículo 85 del Código 
Contencioso Administrativo: "Toda persona que se crea lesionada en un derecho 
amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del acto 
administrativo y  se le restablezca en suderecho: también podrá solicitar que se le repare 
el daño" (artículo 15 del Decreto 23(1)4 de 1989). 

Ya que, según expresa disposición del artículo 86 de la Constitución Política, la 
acción de tutela sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de 
defensa judicial, noera éste el mecanismo adecuado a las pretensiones del actor, el cual 
ha debido hacer uso de la acción pertinente ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 

Tampoco se configura en este caso la hipótesis del perjuicio irremediable que 
pudiera hacer aplicable la tutela como mecanismo transitorio, por cuanto el medio 
judicial enunciado, en el evento de prosperar, permitiría al demandante alcanzar el 
objetivo pretendido, es decir, dejar sin efectos o hacer cesar la resolución administrativa 
emanada de la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá, que le impuso una multa o 
sanción pecuniaria por el uso no autorizado o fraudulento del servicio de energía 
eléctrica, lo cual escapa a la noción que del daño irreparable consagra el numeral l  del 
artículo 611  del Decreto 2591 de 1991: "el perjuicio que sólo pueda ser reparado en su 
integridad mediante una indemnización". 

Como lo manifestara en su fallo el a que, el acto administrativo (le imponer una multa, 
en primer lugar y  de acuerdo al reglamento interno de la Empresa no constituye 
violación de ningún derecho fundamental, y  de otra parte, porque aún en el supuesto 
de que la resolución estuviera atentando contra un derecho fundamental, en el presente 
caso ni se ha agotado la vía gubernativa ni la oportunidad de acudir a la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo. 
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Por otra parte, en la resolución sancionatdria se le¡ ¡id ica al suscriptor el derecho que 
le asiste de interponer los recursos por vía gubernativa. Así mismo, cuando el 
ciudadano, como en el presente caso, dispone de los recursos de reposición y de 
apelación por la vía gubernativa de que trata el Capítulo E del Título II del Libro 111  del 
Código Contencioso Administrativo, y, agotadoséstos, delas acciones propias dela vía 
jurisdiccional de lo contencioso administrativo de que trata el Título XI del Libro 2 del 
mismo Estatuto, es improcedente la acción de tutela, tal como lo establece el numeral 
primero del artículo 011  del Decreto 2391 de 1991. 

Por ser improcedente la acción, resulta inocuo detenerse sobre el fondo de la litis, y 
enconsecuencia, esta Sala, enacuerdo con los considera¡idos de la providencia, ysie¡ido 
evidenteque no podía darsecurso favorableala acción insta tirada, cstima que sed eberá 
confirmarla decisión proferida en primera instancia por el] uzgado 12 Civil del Circuito 
de Bogotá y confirmada por el Tribunal Superior de Bogotá. 

IV. DECISION 

Con base en las anteriores consideraciones, la Sala Sexta de Revisión de la Corte 
Constitucional de la República de Colombia, administrando justicia en nombre del 
pueblo y  por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR las sentencias proferidas por el juzgado 12 Civil del Circui-
to de Bogotá y  por la Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá, los días seis (6) de 
noviembreyquince(15)dediciembredemil novecientos noventa y dos (l992), mediante 
las cuales SO decidió sobre la acción de tutela instaurada por José Ramírez MerchÁn. 

Segundo. PREVENIR a la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá para que en lo 
sucesivo evite repetir las demoras en la solución de las peticiones que se le formulen. 

Tercero. LIBRESE la comunicación a los mencionados despachos judiciales, con 
miras a que se surta la notificación de esta providencia, según lo establecido en el 
artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional. 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado Ponente 

ALEJ ANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado 

MARTHI VICTORIA SACHICA DE MONCA LEAN 0, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-120 
de marzo 29 de 1993 

ACCION DE TUTELA/TRANSITO 
CON STITUCIONAL/RETROSPECTIVIDAD DE LA LEY 

El ordenamiento constitucional en Colonil,ia varió con la Carta de 1991 i, por tanto, se creó 
cierta confusión en ese lapso de transición que nied jo de una Constitución a otra. Es normal que 
laez'o!ución constantedeldereclio genere conflictos mt crtcmporalcsdcbidoa que los hechos 1/actos 
jurídicos no producen todos sus efectos bajo la vigencia de una sola lii'rnia En el casoen comento 
se produce una ret ros pectn'idad de los efect osde la situación que se estudio, ya queelactoacusado 
sedictóbajola vigencia de la anterior Constitución, pero Lstecoiltinu susefectos ¡insta alcanzar 
la vigencia de la nueva Carta. 

DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO/COMPETENCIA 

La actuación adninnstratiz'a esta entonces sujeta al debido proceso, pues la situación 
conflictiva que surge de cualquier tipo de proceso exige regulación jurídica 1/1111(1 limitación de 
los poderes estatales, así como respeto a los derechos ij obligaciones de los intervinientes. Las 
funciones del Estado se encuentran reguladas Y  establecidas por ijini legislación que debe ser 
respetada; si el aparato estatal transgrede su competencia está violando la Constitución , será 
responsable porello. Ciiandolafiincióiijiidicialesejercidaporautoridadesadnn,,istrativas,ósta 
debe ser señalada expresamente por la ¡cii. Lagarantíade que las autoridadesadnni; ¡st rativas solo 
cumplan aquellas funciones jurisdiccionales que concretamente le señale la ley, constituye un 
derechofundainen tal de los asociados 1/a que ¿le estatornia se evita quedichasautoridadesasunian 
conipeten cias asu arbitrio, en detrnnen tí; tic las competencias regladas, del principiode legalidad 
ide la separación de poderes que consagra la Constitución. 

ACTO JURISDICCIONAL/PROCESO CONCORDATARIO 

El acto acusado -la calificación de créditos , para la resolución de objeciones t, la graduación 
del proceso concordatario de Pinski & Asociados SA-, es un acto de trámite 1,1 de naturaleza 
jurisdiccional. Los actos expedidos por la Superintendencia de Sociedades -al resolver las 
objeciones, graduar lil calificar los créditos en un concordato preventivo obligatorio-, son de 
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naturaleza jurisdiccional. La Superintendencia de Sociedades, entidad administrativa, no es 

competen te para resolver conflictos de esa naturaleza. Se detecta claramente la vulneración del 

derecho fundamental al debido proceso, va que la Superintendencia de Sociedades no tenía esas 

facultades, en la medida que fueron declaradas inconstitucionales por la Corte Suprema de 

Justicia al considerarlas funciones netamente jurisdiccionales. 

MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL-Eficacia 

Al no ser resuelto el conflicto de competencias que se presentó entre la Superintendencia 

de Sociedades i la jurisdicción civil, la presunta violación al debido proceso, por falta de 

competencia de la entidad demandada, no ha sido objetode pronunciannentoalguno, quedando 

asía la intemperie un problema de índole constitucional. Así, la acción de tutela es el mecanismo 

idóneo i,i eficaz para establecer si se presentó mm violación a los derechos fundamentales del 

peticionario, ya que a través de los otros medios judiciales, por una u otra razón, no se hizo. Esta 

es la naturaleza propia de un juicio constitucional, donde se entra a determinar si la Carta 

fundamental, en este caso en su catálogo de derechos fundamentales, ha sido vulnerada por la 

autoridaddemandada para en t rara corregirdichasituación m mnantcnerasíelderechofu ndamen-

tal a la primacía de la Constitución, tal como lo dispone el art ículo 4 de la misma. Igualmente, 

esta Corporación rechaza, una vez más, aquella interpretación que considera que con la sola 

existencia formaldel otro mediodedefensa judicialenel ordenamiento jurídico hace improcedente 

la acción de tutela. 

JUEZ DE TUTELA-Facultades 

El papel del juez en un Estado Social de Derecho, quien a través de la acción de tutela debe 

ser elguardián n mí mero uno de los derechos fundamen tales, no puede ser tan simplista g alejado 

de la realidad. Debe, en aras de dar cumplimiento al principio de la primacía de los derechos, 

realizar un estudio de fondo sobre el otro o los otros medios de defensa judicial, para determinar 

si éstos son igual o más efectivos que la acción de tutela para la protección efectiva del derecho. 

Si no lo son, la t utela será el instrumento inmediato para proteger los derechos fundamentales de 

los peticionarios. 

TRANSITO CONSTITUCIONAL/DERECHOS FUNDAMENTALES-Violación 

La violación de los derechos fundamentales, consagrados en la Constitución del 91, puede 

ocurrir por actos que, si bien se presentaron bajo la vigencia de la anterior Carta, siguen 

produciendo efectos que vulneren dichos derechos. Lo que el Juez constitucional debe mirar es 

la actual vulneración del derecho para entrar a protegerlo, sin importar si el acto se originó en 

la vigencia de la anterior Constitución. Admitir lo contrario, sería como aceptar que la 

Constitución deja de ser norma de normas en determinados casos, lo cual carece defundamnen tos 

i,i atenta contra la estabilidad del orden jurídico de un Estado Social de Derecho. En otras 

palabras, el juez de tutela debe mirar la actualidad de la violación del derecho ti, una vez 

constatada, debe proteger con eficacia dicho derecho. La violación del derecho constitucional 

fundamental del debido proceso es actual, como quiera que aún hoi el litigio sigue en el limbo 

jurídicoen materiadecompetencia. Y no habiendo, comose vio, otro mnediodedefeizsajudicialpara 

resolver con eficacia este asunto, la Corte concederá la tutela. 

Ref.: Expediente NQ T-5088. 

Peticionario: Pinski & Asociados S.A. 

350 



T-120/93 

Procedencia: Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá -Sala Civil-. 

Magistrado Ponente: Dr. ALEJANDRO  MARTINEZ CABALLERO. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo veintinueve (29) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, compuesta por los Magis-
trados Alejandro Martínez Caballero, Fabio Morón Díaz y  Vladimiro Naranjo Mesa, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

en el proceso de tutela identificado con el número de radicación T-5088, adelantada 
por PINSKI & ASOCIADOS S.A. contra la SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES. 

1. ANTECEDENTES 

Con base en los artículos 86 de la Constitución Política y33 del Decreto 2591 de 1991, 
la Sala de Selección correspondiente de la Corte Constitucional escogió, para efectos de 
su revisión, la acción de tutela de la referencia. 

Por reparto le correspondió el presente negocio a esta Sala, la cual recibió formal-
mente el expediente el día 13 de enero del presente año. 

De conformidad con el artículo 34 del Decreto 2591, esta Sala de Revisión de la Corte 
entra a dictar sentencia de revisión. 

1. Hechos. 

La acción de tutela de la referencia se originó en los siguientes hechos: 

1) La accionante, Pinski & Asociados S.A., sociedad anónima comercial de derecho 
privado, solicitó ante la Superintendencia de Sociedades su admisión al trámite de un 
concordato preventivo obligatorio, por encontrarse en cumplimiento de los requisitos 
de éste. 

2) El Superintendente de Sociedades, mediante auto del 17 de febrero de 1989, 
convocó a la peticionaria al trámite del concordato preventivo obligatorio. 

3) Luego de iniciado el trámite hacia el concordato, la apoderada especial de los 
acreedores de Pinski y Asociados S.A., "Latina de Representaciones y Cía. Ltda." y  de 
Claudia Zamorano Calvo, solicitó al Superintendente de Sociedades que remitiera al Juez 
Civil del Circuito de Cali las objeciones a los créditos presentados, así como estos últimos, 
para que procediera a graduarlos, calificarlos ya resolver las citadas objeciones. 

4) El Superintendente, mediante auto del 4 de junio de 1990, resolvió rechazar la 
anterior solicitud, por considerar que él sí tenía competencia para graduar y  calificar los 
créditos, así como para resolver sobre las objeciones no conciliadas. 
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5) El Superintendente, mediante auto del 15 de agosto de 1990, procedió a resolver 
las objeciones ya graduar y calificar los créditos. 

6) Con posterioridad a la expedición del auto de graduación de créditos, uno de los 
acreedores de la concordada, la sociedad "Médica Magdalena Ltda." y su establecimien-
to de comercio "Nueva Clínica Magdalena", solicitaron ante el Juez Civil del Circuito de 
Cali que avocara el conocimiento de las objeciones no conciliadas o transigidas en el 
concordato de Pinski & Asociados S.A. Dicha petición correspondió en reparto al Juez 
Noveno Civil del Circuito de Cali. 

7) El Juzgado 25 Civil del Circuito de Santafé de Bogotá, mediante auto de 5 de 
octubre de 1990, ordenó oficiar a la Superintendencia de Sociedades para que le 
remitiera el expediente de Pinski & AsociadosS.A. En tal sentido el Juez expidió el oficio 
del l 6 de octubre de 1990, el cual fue respondido por la Superintendencia de Sociedades 
mediante el oficio del 20 de diciembre de 1990, en el que solicitó al Juez referido aclarar 
los alcances de su petición. 

8) Por su parte y  mediante auto interlocutorio del 16 de octubre de 1990, el Juez Civil 
del Circuito de Cali, dispuso solicitar a la Superintendencia de Sociedades que le 
remitiera el expediente del concordato aludido, a efectos de "( ... ) disponer por el Juez 
competente lo pertinentemente establecido en el artículo 28 del Decreto 350 de 1989...", 
es decir, a fin de resolver las objeciones y graduar y calificar los créditos de la 
concordada. 

9) El Superintendente de Sociedades resolvió no remitir al Juez Noveno Civil del 
Circuito de Cali el expediente solicitado, por cuanto ya había procedido a resolver las 
objeciones presentadas y a la graduación y calificación de créditos respectiva, pues 
según su criterio el Decreto 350 de 1989 le había otorgado tal competencia al no haberla 
incluido dentro de las excepciones del art. 52 ibidem (esta norma enumera los artículos 
que no son aplicables por el Superintendente de Sociedades sino por el Juez). 

10) Mediante auto interlocutorio del 16 deabril de 1991, el mismo Juez Noveno Civil 
del Circuito de Cali resolvió enviar todo lo actuado al Tribunal Disciplinario, con el fin 
de que éste definiera el conflicto de competencias surgido entre el Superintendente de 
Sociedades y el Juez Civil del Circuito de Cali, al considerar que las controversias que 
se presentan con respecto a los créditos de una sociedad concordada deben resolverse 
por elJuez, ya que se trata de una función eminentemente jurisdiccional. Al efecto, dicho 
Juez fundamentó su decisión en las consideraciones de la Corte Suprema de Justicia al 
ocuparse del estudio de la exequibilidad de algunas normas del Decreto 350 de 1989. 

11) Con base en la anterior decisión judicial, el 7 de mayo de 1991 el apoderado de 
la sociedad concordada presentó ante la Superintendencia de Sociedades una solicitud 
de declaratoria de nulidad del proceso concordatario a partir del 15 de agosto de 1990, 
fecha en la cual se calificaron y graduaron créditos y se resolvió sobre las objeciones que 
habían sido formuladas a los mismos. 

12) No obstante encontrarse pendiente una decisión del Tribunal Disciplinario que 
resolvería el conflicto de competencias referido, la mencionada solicitud de nulidad de 
lo actuado fue rechazada por el Superintendente de Sociedades el 28 de mayo de 1991. 
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13) Mediante memorial el 31 de mayo de 1991, la sociedad concordada interpuso 
recurso de reposición contra el mencionado auto del 28 de mayo de 1991, el cual fue 
confirmado por esa Superintendencia el 11 de junio de 1991. 

14) El 16 de mayo de 1991, el apoderado especial de "Médica Magdalena Ltda.", 
acreedora de la sociedad concordada, había dirigido un escrito a la Superintendencia 
de Sociedades, para manifestarle que por existir un conflicto de competencia entre el 
Juzgado Noveno Civil del Circuito de Cali y esa entidad, cualquier actuación que se 
surtiera sin obtener la decisión del Tribunal Disciplinario estaría viciada de nulidad. 

15) Por medio del auto del 28 de mayo de 1991, la Superintendencia de Sociedades 
rechazó la anterior petición con fundamento en que la sociedad acreedora no había 
acreditado que el Tribunal Disciplinario hubiese avocado el conocimiento de la 
mencionada colisión de competencias. 

16) Posteriormente, mediante auto del 19 de julio de 1991, es decir ya bajo la vigencia 
de la nueva Constitución', esa Superintendencia declaró fracasado el trámite concorda-
tario y ordenó enviar el expediente al Juez Civil del Circuito de Cali .....para la 
declaratoria y trámite de la quiebra". 

17) Repartida la anterior solicitud al Juez Octavo Civil del Circuito de Cali, mediante 
auto del 22 de julio de 1991, ordenó devolver el expediente a la Superintendencia de 
Sociedades por considerar su solicitud como improcedente, al carecer de la competencia 
necesaria para efectuarla. Igualmente, consideró ese Juzgado que tampoco él era 
competente para tramitar la quiebra oficiosamente. 

18) El auto citado en el punto anterior fue recurrido tanto por algunos acreedores 
de la concordada (el Banco del Comercio, el Banco de Colombia, y el señor Luis Rincón 
Súa), como por el propio Superintendente de Sociedades, quienes consideraron que este 
último funcionario sí tenía competencia para solicitar la quiebra de Pinski & Asociados 
S.A. 

19) El 14 de agosto de 1991 el Tribunal Disciplinario profirió sentencia inhibitoria 
y se afirmó que ese Tribunal solamente tiene competencia para resolver conflictos 
surgidos entre autoridades jurisdiccionales. El Tribunal Disciplinario se inhibió enton-
ces de conocer de la controversia presentada entre el Superintendente de Sociedades y 
el Juez Noveno del Circuito de Cali pero sugirió que para resolverla se diera aplicación 
al artículo 101 del Código de Procedimiento Penal, según el cual correspondería al 
Tribunal Superior de Cali dirimirla. 

20) De otra parte, y mediante auto del 20 de agosto de 1991, el Juez Octavo del 
Circuito de Cali rechazó de plano un recurso de reposición interpuesto por la 
Superintendencia de Sociedades contra el auto del 22 de julio de 1991, pues consideró 
que esa entidad no tenía personería para haberlo formulado; y en la misma fecha, 
resolvió no reponer el auto recurrido también por el Banco de Colombia y del 
Comercio, ni conceder el recurso de apelación formulado por uno de ellos en subsidio 
del de reposición. Esta última decisión se basó en la consideración de que "no es viable 

El día 7 de julio, de acuerdo con la Sentencia C-553 de fecha 8 de octubre de 1992. Magistrado Ponente: 
Dr. Jaime Sanín Greiffenstein. 
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que un recurso de reposición sea utilizado para la formulación de una petición de 
quiebra..."; así mismo se basó en que la ley no consagró para este caso el recurso de 
apelación, por lo que éste fue considerado improcedente. 

21) Posteriormente, el mismo Juez Octavo Civil del Circuito reiteró su posición en el 
sentido de que él no tenía competencia para declarar la quiebra de Pinski & Asociados 
S.A. y que el expediente de ésta debía remitirse a la Superintendencia de Sociedades 
(autos de octubre 25 y  diciembre 9 de 1991). 

22) Los Bancos del Comercio y de Colombia continuaron insistiendo en que la 
sociedad concordada fuera declarada en quiebra. Fue así como presentaron demanda 
en septiembre de 1991, la cual fue repartida al Juzgado Séptimo Civil del Circuito de Cali, 
el cual, mediante auto del 16 de septiembre de 1991, resolvió no aceptar la petición de 
quiebra aludida al no haberse acreditado plenamente la cesación de pagos del deudor 
como lo exigía el art. 1942 del C. de Co., pues aunque se allegaron copias de facturas y 
documentos de prenda, el Juzgado consideró que éstos no prestaban mérito ejecutivo 
como los originales de los títulos de crédito. 

23) De otra parte, el 27 de septiembre de 1991, Pinski & Asociados S.A. presentó 
demanda de nulidad y  restablecimiento del derecho ante el Consejo de Estado contra el 
auto proferido por el Superintendente de Sociedades el 28 de mayo de 1991 dentro del 
concordato preventivo obligatorio de la misma, mediante el cual se rechazó la solicitud 
de nulidad que había presentado el apoderado de la concordada el 7 de mayo de 1991. 

24) Los mencionadosbancos acreedores nuevamente solicitaron la quiebra de I'inski 
& Asociados S.A., la cual fue admitida por el Juez Once Civil del Circuito de Cali 
mediante auto del 27de noviembre de 1991. Como esta última providencia fue recurrida 
Posteriormente, el mencionado Juez profirió el auto del 16 de diciembre de 1991, 
mediante el cual resolvió revocar el auto admisorio de la quiebra y  enviar el expediente 
a la Superintendencia de Sociedades para conocimiento de lo que ordena el art. 58 del 
Dec. 350 de 1989. La anterior decisión se basó en la consideración de que el fracaso del 
trámite concordatario es un hecho diferente al incumplimiento de un acuerdo concor-
datario, por lo cual aquél no da lugar a declarar la quiebra de la sociedad deudora, sino 
queda lugar a que el Superintendente de Sociedades convoque nuevamente a audiencia 
de deliberaciones de los acreedores para evitar a toda costa que la sociedad incurra en 
quiebra. 

25) Contra el anterior auto del 16 de diciembre de 1991 los citados bancos interpu-
sieron recurso de apelación, el cual fue rechazado por el mencionado Juez Once Civil del 
Circuito de Cali mediante auto del l 7 de enero de 1992, porque, según el art. 51 del Dec. 
350 de 1989, contra el auto recurrido no cabía recurso alguno. 

26) Una vez más los mencionados bancos interpusieron recurso de reposición contra 
el auto del 17 de enero de 1992 antes aludido, del cual se abstuvo de conocer el Juez Once 
Civil del Circuito de Cali, según lo dispuso en su auto del 6 de febrero de 1992. 

27) No obstante haberse proferido las providencias anteriormente referidas, los 
Bancos del Comercio y deColombia interpusieron nuevanienteunrecursode reposición 
contra la última de ellas, mediante memoriales presentados el 12 y l3de febrero de 1992; 
y por medio de auto del 24 de febrero de 1992, dichas peticiones fueron rechazadas, por 
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el citado Juez Once, decisión que se apoyó en lo dispuesto por el inc. 2  del artículo 51 
del Decreto 350 de 1989 y  el artículo 38, num. 2 del C. de P. C. 

28) Posteriormente, los Bancos del Comercio y  Colombia interpusieron un recurso 
de queja contra la última de las providencias citadas del Juez Once Civil del Circuito de 
Cali, el cual no fue considerado por el Tribunal Superior de Cali, según providencia del 
30 de marzo de 1992. 

29) Por último, mediante auto del 11 de junio de 1992, al resolver un recurso de 
súplica interpuesto por la apoderada de la sociedad actora, el Consejo de Estado se 
declaró incompetente para conocer del proceso después de haber considerado, en 
síntesis, que "sólo es susceptible de control por la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, el auto que pone fin a la actuación administrativa, bien sea aprobando 
el acuerdo concordatario o declarando fracasado el trámite del concordato. Los demás 
actos, por expresa prohibición legal, no son objeto de demanda ante esta jurisdicción". 

2. Solicitud de tutela. 

De conformidad con los hechos anteriormente expuestos, la accionante instauré 
acción de tutela ante el Juzgado 24 Civil del Circuito de Santafé de Bogotá, contra el 
Superintendente de Sociedades. La sociedad Pinski & Asociados S.A. considera que "no 
se encuentra en concordato ni en quiebra, sino en un verdadero limbo jurídico... por lo 
cual la masa de bienes se encuentra totalmente desprotegida". Añade además que la 
accionante "se ha quedado sin medios de defensa judicial que le permitan salir de esa 
situación sui gencris en la que se encuentra desde hace varios meses". 

El peticionario con la conducta anterior, considera vulnerado el derecho constitucio-
nal fundamental al debido proceso (artículo 29 de la Constitución Política); así también, 
los artículos 6, 113,116,121 y  122 de la Carta. 

3. Fallos. 

3.1. Fallo de primera instancia. Juzgado 24 Civil del Circuito de Santafé de Bogotá. 

El fallador en su decisión consideró que en el caso sub examine se instauré la acción 
de tutela "sin que, también a criterio de esta oficina, se hayan agotado todos los medios 
de defensa o ejercido todas las acciones de que dispone legalmente la prenombrada 
sociedad para los propósitos que busca, como podría ser la acción pertinente ante la 
jurisdicción ordinaria, pues la apoderada de la actora puntualiza, en su extenso escrito 
contenido de la solicitud de tutela, que las actuaciones, que cuestiona y  que fueron 
realizadas por el señor Superintendente de Sociedades, sonde naturaleza jurisdiccional, 
no administrativas, es decir, de competencia, por la época en que se efectuaron, de los 
Jueces Civiles del Circuito por estarle adscrita". 

Concluyó el Juzgado 24 Civil del Circuito de Santafé de Bogotá, que no se puede 
"acceder a la petición de tutela presentada por Pinski & Asociados S.A., ello con 
fundamento en lo contemplado en el numeral 1 del artículo 6del Decreto 2591 de 1991". 
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3.2. Fallo de segunda instancia. Tribunal Superiordel Distrito judicial de Santafé 
de Bogotá -Sala Civil-. 

El Tribunal Superior acogió la decisión del a quo por ser ésta legal y  acertada, al fallar 
desfavorablemente las pretensiones del acciortante. 

El ad quem entendió que "cuando al tratar lo atinente al concordato potestativo y  al 
obligatorio disponga, el último se tramitará de conformidad con las disposiciones 
referentes al primero. Legalmente no está al alcance del intérprete asumir que haya 
quedado un verdadero vacío legislativo porqueexpresamente no se otorguen facultades 
jurisdiccionales al funcionario del ramo administrativo a quien se le concedió la facultad 
de tramitar y  resolver todo lo pertinente al concordato preventivo obligatorio. El 
memorado artículo 52 remite, como es fácil advertirlo, al trámite que el juez debe 
impriniiral potestativo, entre cuyas facultades está, como una de las más sobresalientes, 
la de graduar y  calificar los créditos así como la de resolver las objeciones a éstos 
formuladas". Añade el Tribunal que con el Decreto 350 de 1989 se concentró el trámite 
y se le dieron funciones que antes desempeñaba el juez; concluye entonces que 
"compártase o no este criterio, la realidad incontrovertible es que aquel Decreto, 
derivado de facultades constitucionales de carácter transitorio, ostenta verdaderos 
alcances de una ley, por lo que mal podría argunentarse, bajo las premisas de una acción 
de tutela, que el funcionario al que se hace alusión carece de competencia para conocer 
de los precisos asuntos aquí analizados". 

En ese orden de ideas, el Tribunal confirmó la sentencia impugnada. 

II. FUNDAMENTOS JURIDICOS 

1. Competencia. 

Es competente esta Sala de Revisión de la Corte Constitucional para proferir 
sentencia de revisión dentro de las acciones de tutela de la referencia, con fundamento 
en los artículos 86 inciso tercero y 241 numeral noveno de la Constitución Política, en 
concordancia con los artículos 33,34,35 y  36 del Decreto N 2591 de 1991; además, su 
examen se hace por virtud de la selección que de dichas acciones practicó la Sala 
correspondiente, y  del reparto que se verificó en la forma señalada por el reglamento de 
esta Corporación. 

2. La tutela y  régimen de transición constitucional. 

Observa esta Sala que la constante lógica en la aplicación de la legislación es que la 
norma jurídica rige toda la situación fáctica que acontezca durante su vigencia; ocurri-
dos los supuestos de hecho del precepto legal se producen las consecuencias jurídicas 
de éstos. 

El ordenamiento constitucional en Colombia varió con la Carta de 1991 y, por tanto, 
se creó cierta confusión en ese lapso de transición que medió deuna Constitución a otra. 
Es normal que la evolución constante del derecho genere conflictos intertemporales 
debido a que los hechos y actos jurídicos no producen todos sus efectos bajo la vigencia 
de una sola norma. 
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Al respecto del efecto retrospectivo, Monroy Cabra2  examina la jurisprudencia de la 
Corte Suprema de Justicia y encuentra que "la Corporación hizo entonces, siguiendo el 
criterio expuesto por el ex Magistrado de la Corte, doctor Manuel José Angarita, desde 
fines del siglo pasado, una clara dicotomía entre el efecto retroactivo y el efecto 
retrospectivo de la ley, para enmarcar dentro del primero el quebranto legal de los 
denominados por nuestra Constitución derechos adquiridos conforme a leyes anterio-
res, y  la simple acción sobre los desarrollos, las modalidades o las consecuencias de 
relaciones jurídicas, situaciones o status en curso. En la aludida sentencia de 1956 dijo, 
luego de acoger la terminología y el criteiio adoptados: 'muchas leyes, especialmente las 
que tocan con cuestiones de orden público y seencaminan a remediar injusticias sociales 
existentes, se dictan no solo con el propósito de evitar que tales injusticias se produzcan 
en el futuro, sino de que se eliminen las ya producidas; o, en otros términos, que su 
aplicación comprenda las nuevas situaciones y  las anteriores, en cuanto, respecto de 
éstas, no se viole ningún derecho adquirido' ". 

En el caso en comento se produce una retrospectividad de los efectos de la situación 
que se estudia, ya que el acto acusado' se dictó bajo la vigencia de la anterior Constitu-
ción, pero éste continuó sus efectos hasta alcanzar la vigencia de la nueva Carta 

3. El debido proceso. 

3.1. Noción general. 

El artículo 29 de la Constitución preceptúa: 

"El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administra-
tivas. 

Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, 
ante juez o tribunal competente y  con observancia de la plenitud de las formas propias 
de cada juicio. 

En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará 
de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 

Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente 
culpable. Quien sea sindicado tiene derecho a la defensa ya la asistencia de un abogado 
escogido por él, o de oficio, durante la investigación y  el juzgamiento; a un debido 
proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas ya controvertirlas que 
se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, ya no ser juzgado dos 
veces por el mismo hecho. 

Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido proceso". 

El debido procesoes una manifestacióndel Estado Social de Derecho que tiene como 
fundamento la protección del hombre frente a las actuaciones del aparato estatal. 

MONROY CABRA, Marco Gerardo. Introducción al Derecho. Sexta Edición. Editorial Temis. Bogotá, 1983, 
pág. 340. 

Auto del 4 de junio de 1990 del Superintendente de Sociedades. 
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Consiste esencialmente en el respeto alas formas que se deben cumplir para la actuación 
del Estado en sus distintas manifestaciones. 

La Constitución del 91 extendió las garantías del debido proceso, que bajo la Carta 
anterior solo se aplicaba a los procesos judiciales, a todo tipo de actuaciones adminis-
trativas. Lo anterior, obedeció al ánimo de los constituyentes de dotar a los colombianos 
de una Carta de derechos lo más completa posible,cuya finalidad en últimas es convertir 
a la persona en el centro y principal protagonista del nuevo ordenamiento jurídico. 

Como consecuencia de lo anterior, los principios que comportan el debido proceso 
-legalidad de los delitos y las penas, juez competente, presunción de inocencia, el 
derecho a la defensa, etc.- se constituyen en pilares fundamentales de las actuaciones 
administrativas. 

La actuación administrativa está entonces sujeta al debido proceso, pues la situación 
conflictiva que surge de cualquier tipo de proceso exige regulación jurídica y una 
limitación de los poderes estatales, así como respeto a los derechos y  obligaciones de los 
intervinientes4. 

3.2. La competencia como manifestación del debido proceso. 

La competencia, en general, es ese cúmulo de "facultades y poderes atribuido a un 
determinado órgano administrativo o judicial, pues el fundamento de la competencia 
radica en la pluralidad de órganos que integran la Administración Pública y  la 
distribución de las distintas funciones entre ellos. En este sentido, la competencia viene 
a ser como una especie de 'distribución' de los asuntos entre los órganos de la 
administración"5. 

Las funciones del Estado se encuentran reguladas y  establecidas por una legislación 
que debe ser respetada; si el aparato estatal transgrede su competencia está violando la 
Constitución y  será responsable por ello. 

El artículo 113 de la Constitución señala queen la estructura del Estado los diferentes 
órganos tienen funciones separadas (cada uno tiene su función, ese es su espacio, ese es 
su límite) pero deben colaborar armónicamente (a pesar de tener funciones específicas, 
pueden prestar colaboración en tareas que no le competen, todo esto sujeto a autoriza-
ción normativa); precisa este artículo la dimensión del concepto de competencia. 

4. La función jurisdiccional del Estado. 

4.1. Consideraciones generales. 

La función jurisdiccional "es la que tiene por objeto decidir cuestiones jurídicas 
controvertidas, mediante pronunciamientos que adquieren fuerza de verdad definiti-
va". Esta función la ejercen determinadas autoridades, según lo indica el artículo 116 
de la Carta, que dice: 

Sentencia N" T-11 de 1992. Corte Constitucional. Sala Cuarta de Revisión de Tutelas. Magistrado Ponente: 
Dr. Alejandro Martínez Caballero. 

FERNANDEZ VASQUEZ, Emilio. Diccionario de Derecho Público. Editorial Astrea. Buenos Aires, 1981, 
pág. 112. 

SAYAGUEZ LASO, Enrique. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 1. Editor Enrique Sayaguéz Laso. 
Montevideo, 1963, pág. 47. 
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"Artículo 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el Consejo de 
Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la Nación, los 
tribunales y los jueces, administran justicia. También lo hace la justicia penal militar. 

El Congreso ejercerá determinadas funciones judiciales. 

Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias a determi-
nadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido adelantar la 
instrucción de sumarios ni juzgar delitçs. 

Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de adminis-
trar justicia en la condición de conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes 
para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley". 

4.2. La función jurisdiccional por autoridades administrativas. 

Cuando la función judiciales ejercida por autoridades administrativas, ésta debe ser 
señalada expresamente por la ley, según reza el mandato constitucional del artículo 116 
antecitado. La función debe estar taxativamente consagrada en la ley y no nacer de una 
decantanción intelectual fruto de una interpretación legal. 

La razón jurídica de lo anterior, es la seguridad que debe garantizarle el Estado a 
quien se somete a la función jurisdiccional de la propia estructura estatal. 

Así las cosas, la garantía de que las autoridades administrativas solo cumplan 
aquellas funciones jurisdiccionales que concretamente le señale la ley, constituye un 
derecho fundamental de los asociados ya que de esta forma se evita que dichas 
autoridades asuman competencias a su arbitrio, en detrimento de las competencias 
regladas, del principio de legalidad y  de la separación de poderes que consagra la 
Constitución. La violación a este precepto es tan grave que la ley la sanciona con la 
nulidad absoluta de lo actuado. 

4.3. Actos jurisdiccionales en el proceso concordatario. 

El acto acusado -la calificación de créditos y para la resolución de objeciones y la 
graduación del proceso concordatario de Pinski & Asociados S.A .-, es un acto de trámite 
y de naturaleza jurisdiccional. 

Es un acto de trámite porque se produce dentro de una actuación con el fin de 
impulsarla hacia su terminación; y en tanto acto de trámite, no era posible que el Consejo 
de Estado decidiera de fondo sobre su constitucionalidad e ilegalidad, debido a expresa 
prohibición del artículo 49 del Código Contencioso Administrativo, que dice: 

"Artículo 49. No habrá recursos contra los actos de carácter general, ni contra los de 
trámite, preparatorios, o de ejecución excepto en los casos previstos en norma expresa. 
(Destacados fuera de texto). 

Y el acto acusado es jurisdiccional, porque la Corte Constitucional comparte la tesis 
de la Corte Suprema de Justicia cuando expresó: 

"Pero resulta que dentro de las salvedades -del artículo 52- no se consagró igual 
reserva para la decisión atinente a los créditos que susciten y  a la calificación y 
graduación de los mismos que es función netamente jurisdiccional. 
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Observa la Corte que tampoco se procedió así con respecto a las peticiones de 
levantamiento de embargos y secuestros practicados y que terceros hayan formulado 
y que obviamente no puede resolver el Superintendente de Sociedades. Respecto a lo 
primero, advirtió esta Corporación en sentencia de agosto 18 de 1981 (doctor Oscar 
Salazar Chaves, Ponente), que en el estatuto ahora derogado, que lo es el Código de 
Comercio 'las funciones jurisdiccionales le están reservadas al juez como cuando decide 
las controversias que ocurren respecto a existencia, cuantia, etc., de los créditos...'. Esto 
es así porque ya no se trata de conducir un procedimiento de composición de intereses 
y de disposición de derechos transigibles sin controversia propia, sino de un verdadero 
litigio que no ha recibido solución por anuencia de las partes y requiere la decisión 
imperativa de un conflicto de pretensiones. 

Desde el punto de vista de técnica procesal en estas acciones y de la forma como ha 
de pronunciarse la decisión, se observa que la inconstitucionalidad planteada y que se 
encuentra fundada no está concedida en lenguaje expreso y afirmativo sobre el cual 
pueda recaer un pronunciamiento de inexeqibilidad igualmente directo ya que, como 
se vio, se trata de una inconstitucionalidad por omisión en cuanto que, aunque el 
precepto lo haya omitido, las facultades contenidas en los artículos 15 inciso primero y 
28 del Decreto sub examine pertenecen exclusivamente al juez competente y  no al 
Superintendente de Sociedades. En consecuencia, en este entendimiento, se declarará 
constitucional el texto expreso de la norma cusada"7. 

Luego de las anteriores consideraciones, la Corte Suprema de Justicia consideró 
constitucionales todas las normas demandadas. 

S. Tratados internacionales sobre la función jurisdiccional del Estado. 

Los tratados internacionales en su afán de proteger al hombre en su situación más 
débil frente al aparato estatal, han determinado la situación fáctica dentro de la cual se 
debe enmarcar la función jurisdiccional del Estado. Dichos tratados rigen en Colombia 
por disposición del artículo 93 de la Constitución Nacional. 

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ratificado por Ley 74 de 
diciembre 26 de 1968, en apartes de su artículo 14 preceptúa: 

"Artículo 14. 1 .(...) Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y  con las 
debidas garantías por un tribunal competente, independientee imparcial, establecido por 
la ley, enla sustanciaciónde cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella 
o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil (...). (Destacados fuera 
de texto). 

Así también, la Convención Americana sobre Deiechos Humanos "Pacto de San José 
de Costa Rica", en el párrafo primero del artículo 89  establece: 

"Artículo 8. Garantías judiciales. 

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un 
plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, estable- 

Sentencia N' 54 de 1989. Corte Suprema de Justicia. Sala Plena. Magistrados Ponentes: Drs. Jaime Sanín 
Greiffenstein y Didimo Páez Velandia. 
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cido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal 
formulada contra ella, o para la detcrniinación de sus derechos y  obligacioncs de orden civil, 
laboral, o de cualquier otro carácter". 

Se concluye que la persona tiene derecho a ser juzgada por una autoridad con 
jurisdicción y  competencia en la determinación de sus derechos y  obligaciones. 

6. Del caso concreto. 

Para conceder la presente acción de tutela es necesario analizar si se dan los 
requisitos para que ella proceda. Así, hay que mirar si estamos frente a un derecho 
fundamental, si éste efectivamente ha sido vulnerado o amenazado por la acción u 
omisión de la Superintendencia de Sociedades y si existen otros medios de defensa 
judicial para proteger el derecho, tal como lo dispone el artículo 86 de la Constitución 
Nacional y  el Decreto 2591 de 1991. 

En primer lugar, el debido proceso, con sus nuevas implicaciones, como se dijo 
arriba, es un derecho fundamental expresamente reconocido por nuestra Constitución 
y como tal puede ser protegido a través de la acción de tutela. En el presente caso se trata 
de un problema de competencia. 

Por lo tanto, es necesario determinar si los actos expedidos por la Superintendencia 
de Sociedades -al resolver las objeciones, graduar y  calificar los créditos en un concor-
dato preventivo obligatorio-, son de naturaleza administrativa y  por consiguiente 
competente para ello, o si por el contrario, son de naturaleza jurisdiccional y en 
consecuencia de conocimiento de la jurisdicción ordinaria. 

Este asunto ya fue estudiado por la Honorable Corte Suprema de Justicia, cuyos 
apartes se transcribieron arriba, la cual consideró claramente que dichos actos son de 
naturaleza jurisdiccional, lo que en otras palabras quiere decir que la Superintendencia 
de Sociedades, entidad administrativa, no es competente para resolver conflictos de esa 
naturaleza. Con fundamento en lo anterior, la Corte Suprema declaró inconstitucional 
el otorgamiento de dichas facultades, por vía de remisión, a la entidad demandada. 

La Corte Constitucional considera que esta es la interpretación que se le debe dar a 
la sentencia de la Corte Suprema, que no es otra que lo allí expuesto diáfanamente. (Ver 
apartes de la sentencia citada arriba). 

Así las cosas, se detecta claramente la vulneración del derecho fundamental al 
debido proceso, ya que la Superintendencia de Sociedades no tenía esas facultades, en 
la medida que fueron declaradas inconstitucionales por la Corte Suprema de justicia al 
considerarlas funciones netamente jurisdiccionales. 

En segundo lugar, esta Corte observa que las decisiones judiciales que son objeto de 
revisión, rechazaron las pretensiones del peticionario con el argumento de que existían 
otros medios de defensa judicial, tal como lo dispone el inciso tercero del artículo 86 de 
la Constitución Política. 

El anterior planteamiento jurídico del juez de tutela no es compartido por esta 
Corporación si se tiene en cuenta que la sociedad demandante agotó, sin ningún éxito, 
todos los medios judiciales que tenía a su alcance. 
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En efecto, Pinski & Asociados S.A. acudió ante la jurisdicción civil para que ésta 
avocara el conocimiento del respectivo proceso con el fin de resolver las objeciones, 
graduaciones y  calificaciones de los créditos. Sin embargo, la Superintendencia de 
Sociedades resolvió no remitir el expediente a dicha jurisdicción ya que, según su 
criterio, ella era el organismo competente para dirimir dichas controversias, al tenor de 
lo dispuesto en el Decreto 350 de 1989. 

Seguidamente, el actor solicitó al Tribunal Disciplinario que dirimiera el conflicto de 
competencias presentado entre la Superintendencia de Sociedades y  los jueces civiles 
del circuito sobre el mismo tema. Al respecto, el Tribunal profirió sentencia inhibitoria 
con fundamento en que sólo era competente para resolver conflictos de competencia 
presentados entre autoridades jurisdiccionales y no entre éstas con organismos admi-
nistrativos. 

Finalmente, el peticionario acudió ante el Consejo de Estado, quien se declaró 
incompetente para pronunciarse de fondo debido a que el acto administrativo deman-
dado no era de aquellos que ponen fin a la actuación administrativa. En otras palabras, 
al ser el acto demandado de trámite, la jurisdicción contenciosa no tenía competencia 
para pronunciarse sobre la legalidad de los mismos. 

Entonces, al no ser resuelto el conflicto de competencias que se presentó entre la 
Superintendencia de Sociedades y la jurisdicción civil, la presunta violación al debido 
proceso, por falta de competencia de la entidad demandada, no ha sido objeto de 
pronunciamiento alguno, quedando así a la intemperie un problema de índole consti-
tucional. 

Así, la acción de tutela es el mecanismo idóneo y  eficaz para establecer si se presentó 
una violación a los derechos fundamentales del peticionario, ya que a través de los otros 
medios judiciales, por una u otra razón, no se hizo. Esta es la naturaleza propia de un 
juicio constitucional, donde se entra a determinar si la Carta Fundamental, en este caso 
en su catálogo de derechos fundamentales, ha sido vulnerada por la autoridad deman-
dada para entrar a corregir dicha situación y  mantener así el derecho fundamental a la 
primacía de la Constitución, tal como lo dispone el artículo 4Q de la misma. 

Igualmente, esta Corporación rechaza, una vez más, aquella interpretación que 
considera que con la sola existencia formal del otro medio de defensa judicial en el 
ordenamiento jurídico hace improcedente la acción de tutela. 

El papel del Juez en un Estado Social de Derecho, quien a través de la acción de tutela 
debe ser el guardián número uno de los derechos fundamentales, no puede ser tan 
simplista y  alejado de la realidad. Debe, en aras de dar cumplimiento al principio de la 
primacía de los derechos, realizar un estudio de fondo sobre el otro o los otros medios 
de defensa judicial, para determinar si éstos son igual o más efectivos que la acción de 
tutela para la protección efectiva del derecho. Si no lo son, la tutela será el instrumento 
inmediato para proteger los derechos fundamentales de los peticionarios. 

La anterior interpretación es consecuencia directa de los nuevos principios que 
comportan el Estado Social de Derecho, dondela primacía y eficacia real-y no formal-
de los derechos constituye su razónde ser con el fin de convertir al hombre y  su dignidad 
en el centro del ordenamiento jurídico. 
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Por último, en cuanto a la violación del derecho, el presente caso conlleva un 
problema jurídico de tránsito constitucional: ¿puede un acto administrativo, expedido 
bajo la anterior Constitución, ser objeto de la acción de tutela para proteger los derechos 
fundamentales que se han visto vulnerados por los efectos jurídicos de dicho acto, 
siempre y cuando dichos efectos se presenten bajo la Carta de 1991? 

Esta Corporación considera que la violación de los derechos fundamentales, consa-
grados en la Constitución del 91, puede ocurrir por actos que, si bien se presentaron bajo 
la vigencia de la anterior Carta, siguen produciendo efectos que vulneren dichos 
derechos. 

Así, lo que el Juez constitucional debe mirar es la actual vulneración del derecho para 
entrar a protegerlo, sin importar si el acto se originó en la vigencia de la anterior 
Constitución. Admitir lo contrario, sería como aceptar que la Constitución deja de ser 
norma de normas en determinados casos, lo cual carece de fundamentos y atenta contra 
la estabilidad del orden jurídico de un Estado Social de Derecho. En otras palabras, el 
juez de tutela debe mirarla actualidad de la violación del derecho y, una vez constatada, 
debe proteger con eficacia dicho derecho. 

En síntesis, esta Sala estima que la violación del derecho constitucional fundamental 
del debido proceso es actual, como quiera que aún hoy el litigio sigue en el limbo jurídico 
en materia de competencia. Y no habiendo, como se vio, otro medio de defensa judicial 
para resolver con eficacia este asunto, la Corte concederá la tutela y revocará por tanto 
las decisiones de los jueces. La solución concreta en este caso en materia de competencia 
no será otra que la trazada por la Corte Suprema de Justicia en el case) citado, cuyos 
lineamientos se comparten y acogen integralmente por esta Sala. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Séptima de Revisión de la Corte Constitucional, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCAR la sentencia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Santafé de Bogotá, por la cual se denegó la tutela solicitada por Pinski & Asociados S.A. 

Segundo. CONCEDER la tutela a la sociedad Pinski & Asociados S.A., por las 
consideraciones antes expuestas. 

Tercero. ORDENAR al Superintendente de Sociedades la inmediata remisión del 
expediente al Juez Civil de Circuito de Cali (reparto) para la calificación de créditos y 
para la resolución de objeciones y la graduación del proceso concordatario de Pinski & 
Asociados S.A. 

Cuarto. A través de la Secretaría General de la Corte Constitucional, ENVIAR copia 
de esta Sentencia al Superintendente de Sociedades, al Juez Noveno Civil del Circuito 
de Cali, al Tribunal Disciplinario del Valle, al Consejo de Estado y al Defensor del 
Pueblo. 

Cópiese, publíquese, comuníquese a quiencorresponda, insértese en la Gaceta de la 
Corte Constitucional, envíese al despacho de origen y cúmplase. 
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ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO, Magistrado Ponente 

FABIO MORON DÍAZ, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-121 
de marzo 29 de 1993 

TRABAJO CARCELARIO/DERECHO A LA LIBERTAD/PENA-Carácter 
Resocializador 

El trabajo, cii el caso de tos establecimientos carcelarios es, además de un instrumento 
resocializndor del individuo autor de un delito, un mecanismo tend icn te a lograr la paz; es decir, 
tiene una doble función: no solo permite que el preso pueda rehabilitarse por mediodel ejercicio 
de una actividad económicamente productiva, sino que inclusive sirve para impedir que el 
infractor de la kil pueda incurrir en nuevos hechos punibles. Dentro del medio de vida de las 
cárceles, el trabajo se convierte en una necesaria oportunidad para alcanzar la libertad Es por ello 
que muchos internos realizan un esfuerzo encomiable para desarrollar una labor productiva, 
motivada principalmente hacia el objetivo de lograr la reducción de la pella. 

DERECHO ALTRABAJO/REDENCION DE PENA/DESCANSO REMUNERADO 

Si bien resulta lógico afirmar que nose pueden aceptar como laborados los días que realmente 
no lo han sido, también es cierto que deben considerarse como laborados los días que efectiva i 
materialmente se han trabajado, sin interesar de sise trata de un limes, un jueves o un domingo. 
No puede negórsele las consecuencias naturales ijurídicas propias del fra bajoa quien desempeña 
unas labores así sea durante los denominados días de descanso. Debe reconocerse el trabajo 
realizado por el interno en días dominicales ,ifestivos, pero siempre i, cuando la labor no exceda 
de ocho (8) horasdiariasisea autorizada por la autoridad competente iicertificada porel director 
de la cárcel para efectos de la redención de la jiena. 

Ref.: Expediente NQ T-8270. 

Peticionario: Francisco José Cepeda, 

Procedencia: Juzgado hl Pena] del Circuito de Santafé de Bogotá. 

Magistrado Ponente: Dr. VLADIM [RO NARANJO MESA. 
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Santafé de Bogotá, D. C., veintinueve (29) de marzo de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, compuesta por los Magistra-
dos Vladimiro Naranjo Mesa, Jorge Arango Mejía y Antonio Barrera Carbonell, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

en el proceso de tutela radicado bajo el número T-8270, adelantado por Francisco 
José Cepeda. 

1. ANTECEDENTES 

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución Política y  33 del 
Decreto 2591 de 1991, la Sala de Selección correspondiente de la Corte Constitucional 
llevó a cabo la escogencia de la acción de tutela de la referencia. 

Atendiendo el mandato contenido en el artículo 34 del Decreto 2591, esta Sala de 
Revisión procede a dictar la sentencia correspondiente. 

Petición. 

El señor FRANCISCO JOSE CEPE DA, se dirigió ante el Juzgado 61 Penal del Circuito 
de Santafé de Bogotá con el fin de que se le proteja su derecho fundamental de petición 
y, como consecuencia de ello, se le computen nuevamente las horas laboradas y se le 
reconozca la redención de la pena a que tiene derecho por haber trabajado más de once 
(11) horas diarias e inclusive los días domingos y festivos. 

El señor Cepeda, condenado a ocho (8) años de prisión y recluido en la Cárcel 
Nacional Modelo desde el mes de septiembre de 1991, fundamenta su solicitud en el 
hecho de que las autoridades carcelarias, al momento de realizar los cálculos para 
establecer los días laborados, no computaron el tiempo real de trabajo desempeñado 
por el peticionario. Este afirma haber trabajado en el almacén central del establecimien-
to, previa autorización firmada por el sargento Edgar Simbaqueba Hernández 
-almacenista central y único- y por el capitán Rafael A. Martínez Rodríguez, de lunes a 
domingo de las 06:00 a las 17:00 horas, incluyendo los días feriados. 

El 19 de octubre de 1992, el señor Cepeda envió a la Dirección General de la Cárcel, 
un memorial en el cual solicita rectificar el tiempo laborado por concepto de cómputo 
de días de trabajo, con el fin de obtener un mayor beneficio respecto de la redención de 
la pena. Esta solicitud, de acuerdo con el interesado, nunca fue respondida. 

Actuación procesal. 

El Juzgado 61 Penal del Circuito de Santafé de Bogotá, ordenó la práctica de diversas 
pruebas entre las cuales cabe destacar la declaración del peticionario y la solicitud a la 
Cárcel Nacional Modelo a'erca de cómo se hace el cómputo de horas, la validez de la 
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autorización por parte del almacenista, las causales por las cuales no se resolvió la 
solicitud del señor Cepeda y la explicación de si en los correspondientes certificados de 
horas se reconoció el trabajo durante los días domingos y feriados. 

Una vez recogidas las pruebas, el juzgado procedió a fallar -el día 2 de diciembre de 
1992- tutelando el derecho depeticiónúnicamente en lo que se relaciona con la certificación 
del trabajo durante los días no hábiles, con base en los siguientes argumentos: 

1. El peticionario estaba autorizado por parte de las autoridades carcelarias para 
laborar más de ocho (8) horas diarias, incluyendo los días domingos y  festivos. 

2. La Jornada máxima de trabajo, en los términos del régimen laboral colombiano, 
es decuarenta y ocho (48) semanales. Enconsecuencia, los días sábado y  domingo deben 
calificarse como de descanso y  deben computarse para efectos laborales. Al respecto, 
afirma el Juzgado: 

"Si el citado artículo 280 (del Decreto 1871 de 1964) hace mención al descanso 
dominical (para efectos del pago) quiere ello decir que debe asimilarse que si el interno 
ha trabajado ininterrumpidamente la semana (cuarenta y  ocho horas) tiene derecho a 
que se le compute el sábado y  el domingo aun cuando físicamente no lo haya laborado, 
con mayor razón debe ser reconocido este derecho al interno que los haya laborado y 
no excluirlos de los cómputos de trabajo como ocurrió en el caso del señor Francisco 
José Cepeda, persona que además estaba autorizado para ello". 

Posteriormente el juez cita una supuesta sentencia de la h. Corte Suprema de justicia 
del día 24 de mayo de 1983, en la que, según el despacho, se estableció: 

"Que las directivas del establecimiento carcelario de Ibagué, no ha (sic) tenido en 
cuenta para el cómputo, sino los días efectivamente laborados por el reo, y han pasado 
por alto los sábados, domingos, los cuales han de tenerse como laborados, ya que 
nuestra legislación laboral así lo dispone...". 

3. En consecuencia, se debe tutelar el derecho del señor Cepeda para que se 
rectifiquen los certificados de trabajo expedidos y se incluyan los días domingos y 
festivos. No ocurre lo mismo para el caso del exceso de trabajo de ocho (8) horas diarias, 
por cuanto el artículo 2Q de la Ley 32 de 1971 y del Decreto 2119 de 1977, disponen que 
la jornada máxima de trabajo es de ocho (8) horas diarias y  cualquier exceso no se podrá 
computar para efectos de redención de penas. 

Días después de proferida la sentencia, el juzgado recibió el oficio NI 306 en el que 
la Dirección de la Cárcel Nacional Modelo, atendiendo los términos del fallo, estableció 
que se abstiene de expedirel certificado correspondiente al tiempo trabajado durante los 
domingos y festivos, toda vez que no existe en los libros de registro constancia de que 
el señor Cepeda efectivamente laboró durante esos días. 

Adicionalmente el despacho judicial encontró que el pronunciamiento de la h. Corte 
Suprema de Justicia citado en el fallo anterior, no correspondía a la realidad jurídica, y 
que por lo tanto era necesario revisar nuevamente la sentencia del pasado dos (2) de 
diciembre del año anterior. 

Ante los anteriores hechos, el juez ordenó revocar el fallo y  negar la tutela aduciendo 
las razones que se transcriben a continuación: 
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"De anotar se impone que cuando el día dos de los corrientes en las horas de la 
mañana y  en el decurso de la audiencia pública que por el punible de Homicidio (sic) 
en contra de José Antonio Roa Rivera—., éste hizo entrega a la suscrita del tabloide 'La 
Libertad' (año 2 N 4, Santafé de Bogotá, octubre de 1992), órgano informativo éste que 
en su página 7a. a dos columnas contiene el artículo 'El Valor de la Jurisprudencia'... 
artículo que hace alusión a la Redención de Penas (Sic) por trabajo y/o estudio y  de ahí 
se extrajo aparte de la jurisprudencia a la que se hizo mención en el auto del día dos de 
los corrientes, esto es, se citó Jurisprudencia de fecha 24 de mayo de 1983 para resolver 
la decisión tomada. 

Es una verdad incuestionable que este Despacho Judicial fue asaltado en su buena 
fe cuando al hacer el pronunciamiento se le dio a conocer previamente supuesta (sic) 
jurisprudencia -disque (sic) de fecha 24 de mayo de 1983-, la que por demás ha dicho la 
Corte Suprema de Justicia es inexacto lo que se predica, llamando así poderosamente la 
atención que cuando se encontraba la petición de derecho de tutela al Despacho para 
decidir, sea precisamente un interno de la Cárcel Nacional Modelo quien le entregue a 
la suscrita funcionaria el tantas veces mencionado tabloide contentivo de tema (sic) con 
íntima relación al que está por resolver -Redención de Penas (sic) por trabajo-". 

Posteriormente agrega el juzgado que, de acuerdo con lo contenido en el oficio 
N 306 provenientede la Cárcel Nacional Modelo, no es posible ordenar que se certifique 
el trabajo desempeñado en los días domingos y  festivos para efectos de la redención de 
penas. Con base en la anterior información, el despacho judicial resolvió (4 de diciembre 
de 1992): 

1. Retocar en todas sus partes el auto de diciembre dos de mil novecientos noventa 
y dos, mediante el cual se había tutelado el derecho invocado por el señor Francisco José 
Cepeda conforme con los motivos que se dejaron expresamente reseñados en la presente 
decisión. 

II. Como consecuencia de la decisión anterior, no tutelar ci derecho invocado por el 
señor Francisco José Cepeda en cuanto a que se le reconocieran los días domingos y 
festivos para ser incluidos en los certificados de trabajo, ello con base a (sic) lo dicho en 
esta providencia". 

El fallo en mención no fue impugnado por el peticionario, razón por la cual fue 
remitido a la Corte Constitucional en los términos del artículo 31 del Decreto 2591 de 
1991. 

II. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

Competencia. 

De conformidad con lo establecido en los artículos 86 y 241, numeral 911, de la 
Constitución Política y  31 a 36 del Decreto 2591 de 1991, esta Corte es competente para 
revisar el fallo de tutela de la referencia. 

Observaciones previas. 

Antes de entrar en materia, estima esta Sala de revisión que es pertinente analizar 
la actuación jurídico-procesal del Juzgado 61 Penal del Circuito de Santafé de Bogotá, 
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particularmente en lo que se relaciona con la revocatoria que ese despacho judicial hizo 
del fallo dictado por él mismo en días anteriores. 

Sea lo primero advertir que los fallos que deciden cuestiones de tutela, son en 
realidad sentencias, toda vez que resuelven las pretensiones del peticionario mediante 
una motivación que sustenta jurídicamente la decisión tomada por los encargados de 
administrar justicia. 

Lo anterior, tiene además consagración expresa en diversos artículos del Decreto 
2591 de 1991: 

"Artículo 33. La Corte Constitucional designará dos de sus Magistrados para que 
seleccionen, sin motivación expresa y  según su criterio, las 5c?itL'nCIas de tutela que 
habrán de ser revisadas". (Cursiva fuera de texto). 

"Artículo 36. Las Sentencias en que se reviseuna decisión de tutela (Y'.  (Destacado 
fuera de texto). 

El proceso de tutela ciertamente puede ser calificado como especial, habida cuenta 
que deriva su naturaleza jurídica de un mandato y un procedimiento estipulado en el 
artículo 86 de la Carta. Consecuencia de ello, fue la expedición de los Decretos 2591 de 
1991 y 306 de 1992 encargados de regular todo lo concerniente al trámite en mención. 
Vale la pena anotar que el artículo 411  del Decreto 306, estableció que, para los casos de 
interpretación sobre las normas reguladoras del proceso de tutela, serán aplicables los 
principios generales establecidos en el Código de Procedimiento Civil (C. P. C.). 

ElJuzgado6l Penaldel Circuito,aladvertirquehabía incurridoenuna equivocación 
jurídica, procedió a revocarel mal llamado auto por medio del cual se tutelaba el derecho 
del interesado. 

Teniendo en consideración quelosdecretosanteriormente señalados nocontemplan 
reglas acerca dela posible nulidad en los trámites de tutela, se hace imperante remitirse 
a lo previsto en las normas del procedimiento civil, para observar si lo actuado por el 
depaclk) judicial se ajusta o no a derecho. 

Elartículo309C. P. C., modificado porel numeral 139 del  artículo 1del Decreto 2282 
de 1989, señala: 

"Aclaración. La sentencia no e revocable ni reformable por el Juez que la pronun-
ción. Con todo, dentro del término de la ejecutoria, de oficio o a solicitud de parte, 
podrán aclararse ( ... )". 

De lo anterior se desprende que el juzgado que Conoció de la tutela, al revocar 
unilateralmente una sentencia -que no un auto-queél mismo pronunció, incurrió en una 
flagrante violación del artículo 309C. P. C. Frentea esta situación y  anteel vacío jurídico 
que presenta el Decreto 2591 de 1991, resulta necesario nuevamente remitirse a las 
normas del proceso civil para poder decretar la nulidad de todo lo actuado, según las 
voces del artículo 140, numeral 31-', modificado por el numeral 811  del artículo P del 
Decreto 2282 de 1989, que establece: 

"El proceso es nulo en todo o en parte, solamente en los siguientes casos: 
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"3. Cuando el juez procede contra providencia ejecutoriada del superior, revive un 
proceso legalmente concluido o pretermite íiltegramente la respectiva instancia". 

¡>,ira esta Sala de Revisión resulta por lo menos sorprendente que un Juez de la 
República, que tiene en sus manos quizás una de las más delicadas responsabilidades 
que se le puede atribuira un ser humano cualquiera, como es la deadministrar justicia, 
baseun fallo o una decisión enuna supuesta jurisprudencia publicadacomocomentario 
en un tabloide. No concibe la Cortecómo el Juez no consultó directamente a la h. Corte 
Suprema de Justicia, o a la Gaceta Judicial, o a cualquier otro órgano de reconocida 
idoneidad para divulgar los pronunciamientos de ese alto Tribunal, con el fin de 
sustentar jurídicamente su decisión. Este tipo de pronunciamientos dan pábulo a la 
ciudadanía para poneren tela de luiciola transparencia quedebe rodear las actuaciones 
de la administración de justicia. Se trata de situaciones que para esta Corporación no 
pueden pasar inadvertidas y,  por el contrario, sobre ellas debe recabar la atención de 
todos los despachos judiciales a fin de que eviten incurrir en tales equivocaciones. 

Problema jurídico planteado. 

A juicio de esta Sala de Revisión, la actuación del señor Cepeda se encuentra 
encaminada realmente a que se le proteja su derecho fundamental de petición, toda ve, 
que no ha obtenido una pronta resolución, por parte de las directivas de la Cárcel 
Nacional Modelo, a su solicitud de computar correctamente los términos para así 
obtener una redención de la pena por trabajo. 

Considera esta Sala de Revisión que los hechos del presente caso plantean un 
problema jurídico sobre la interpretación de las norinascorrespondientesa la redención 
de penas, sin que ello signifiqueque, en estricto derecho, son el fundamento jurídico de 
la acción de tutela impetrada por el actor. Por lo tanto corresponderá a esta Sala 
pronunciarse sobre el derecho fundamental violado, sin que ello obste para que se 
realice un análisis acerca de la aplicación de las disposiciones que permiten reducir la 
pena por trabajo o enseñanza. Lo anterior, entre otras razones, en aplicación a lo 
dispuesto en el artículo 41 del Estatuto Superior, que obliga al Estado a divulgar la 
Constitución así como los valores y principios que le sirven de fundamento. 

El derecho de petición y su relación con la acción de tutela. 

Dispone el artículo 23 de la Carta que toda persona (nacional o extranjera) tiene 
derecho a presentar peticiones respetuosas ante las autoridades y obtener pronta 
respuesta. Sobre el carácter fundamental de este derecho, ha manifestado la Corte: 

"Se trata de uno de los derechos fundamentales cuya efectividad resulta indispen-
sable para el logro de los fines esenciales del Estado, particularmente el servicio a la 
conuinidad, la promoción de la prosperidad general, la garantía de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución y  la participación de todos en las 
decisiones que los afectan, así como para asegurar que las autoridades cumplan las 
funciones para las cuales han sido instituidas (art. 2 Constitución Política). 

Por tanto, como lo expresa el Tribunal, es un derecho cuya protección puede ser 
demandada, en casos de violación o amenaza por medio de la acción de tutela. 
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Desdeluego, es presupuesto indispensable para que la acción prospere, la existencia 
de actos U omisiones de la autoridad en cuya virtud se impida o se obstruya el ejercicio 
del derecho o no se resuelva oportunamente sobre lo solicitado"'. 

El 19 de octubre de 1992, el actor, haciendo uso de su derecho constitucional de 
petición, solicitó a las directivas de la Cárcel Nacional Modelo rectificar el tiempo 
laborado por concepto de cómputo de trabajo para efectos de la redención de la pena, 
toda vez que no se contabilizaron las labores desempeñadas durante los días domini-
cales y festivos. 

El interesado, en la declaración rendida ante el Juzgado 61 Penal del Circuito, 
sostiene que no se le ha dado respuesta oficial alguna. En virtud de lo anterior, el 
despacho judicial solicitó al establecimiento carcelario que se certificara si su le ha dado 
trámite a la petición en comento. Observa la Sala que las autoridades competentes 
guardaron silencio acerca del tema en cuestión, en otras palabras, no resolvieron 
oportunamente lo solicitado. En consecuencia, debe la Corte Constitucional aplicar lo 
previsto en el artículo 20 del Decreto 2591 de1991, que  faculta al juez de tutela para tener 
como ciertos los hecho,, y entrar a resolver de plano en caso de que los informes 
requeridos a las autoridades no fueren rendidos dentro del plazo determinado. 

Resulta, entonces, evidenteque se le ha vulnerado un derecho fundamental al señor 
Cepeda, razón por la cual es deber del juez de tutela protegerlo conforme a los 
parámetros que señalan la Constitución y la ley. Se ordenará, pues, que se certifique si 
el peticionario efectivamente trabajó en el establecimiento carcelario durante los días 
domingos y feriados. 

La redención de penas por trabajo. 

El trabajo, enel casode los estahluciiiiientocarcelarioses,adeniás de un instrumen-
to resocializador del individuo autor de un delito, un mecanismo tendiente a lograr la 
paz; es decir, tiene una doble función: no solo permite que el preso pueda rehabilitarse 
por medio del ejercicio de una actividad económicamenteprod tic tiva, sinoqueinclusive 
sirve para impedir que el infractor de la ley pueda incurrir en nuevos hechos punibles 
O, en todo caso, en conductas que, al menos durante el tiempo de reclusión, conlleven 
al ocio y la vagancia que tantos males originan en la vida carcelaria. 

Dentro del difícil y hasta traumático medio de vida de las cárceles, el trabajo se 
convierteen una necesaria oportunidad para alcanzarla libertad. Es porelloque muchos 
internos realizan un esfuerzo encomiable para desarrollar una labor productiva, 
motivada principalmente hacia el objetivo de lograr la reducción de la pena. 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 28 y  29 del Estatuto Superior, la 
única autoridad competente para sancionar a las personas que han infringido la ley, es 
el juez. Aplicando el principio universal del derecho de quien puede lo más, puede lo 
menos, solamente este funcionario, encargado de administrar justicia, podrá decidir si 
en casos específicos es posible decretar la reducción de la pena. 

(J. ConeC'nsti 1u 	1. '-ala de Revisión N 3. "en teri II del 2 de mayo de 1992. Magistrado Ponente: 
Di José Gregorio 0ern edez Galindo. 
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La legislación penal nacional se ha ocupado de regular el tema en comento. Dentro 
de las disposiciones más importantes cabe citar los artículos 2u  de la Ley 32 de1971   y 2 
del Decreto 2119 del 975 que definen como día de trabajo el comprendido en una jornada 
laborable de ocho () horas, señalando además que cualquier intensidad horaria que 
supere este límite no se tendrá en cuenta para efectos de rebaja de la pena. El Código de 
Procedimiento Penal (Decreto 2700 de 1991) regula este asunto en los siguientes 
términos: 

"Artículo 530. El juez de ejecución de penas y  medidas de seguridad concederá la 
redención de la pena por trabajo y estudio a los Condenados a penas privativas de la 
libertad. (Ver artículo transitorio 15 C. P. P.) 

A los detenidos previamente ya los sentenciados, se les abonará un día de reclusión 
por dos días de estudio o de trabajo. 

Se computará como un día de estudio o de trabajo la dedicación a estas actividades 
durante ocho horas, así sea en días diferentes". 

"Artículo 532. La solicitud de rebaja de pena por trabajo, estudio o enseñanza, debe 
ir acompañada de los siguientes documentos: 

1. Certificación del consejo de disciplina o del director del establecimiento, sobre 
buena conducta del detenido, y 

2. Certificados de los directores de los establecimientos donde hubiese estado 
recluidoel peticionario, acerca del tiempo quehubiere (sic) estado trabajando, estudian-
do o enseñando". 

De lo anterior se puede colegir que solamente el juez de ejecución de penas y de 
medidas de seguridad, previa certificación del director de la cárcel donde conste el 
número de 	laborados que no puede exceder, cada uno,deocho (8) horasde trabajo, 
puede determinar si se amerita la reducción de la pena. 

Se ha presentado una discusión acerca de si los días dominicales y  festivos deben 
considerarse para los efectos señalados anteriormente. En sentencia de la Sala de 
Revisión N 2 de esta Corte, con acierto se afirmó: 

"El sentido literal y  obvio de los artículos 530 y  532 del Código de Procedimiento 
Penal permite afirmar que,  es el trabajo efectiva y  materialmente realizado el parámetro 
a tomar en cuenta por parte de la autoridad judicial para conceder la redención de la 
pena. Las autoridades carcelarias tienen la función de certificar estrictamente el tiempo 
que el recluso ha estado trabajando, representado en horas o días de trabajo teniendo en 
cuenta las equivalencias establecidas por el legislador. 

Las anteriores precisiones permiten concluirla imposibilidad legal deasumir como 
trabajados los días que efectivamente no lo han sido. No puede confundirse la garantía 
del descanso remunerado en domingos y festivos con una presunción no establecida por 
el legislador que conduce a entenderlos como días trabajados. 

Carece de justificación constitucional o legal la pretensión de otorgar el carácter de 
laborados a los días de descanso remunerado para efectos de ser tenidos en cuenta en 
la redención de la pena. No debe confundirse la naturaleza salarial y prestacional de la 
garantía laboral al descanso remunerado, conuna decisión legislativa -hoy inexistente- 
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en el sentido deotorgarlea dichosdías el carácterd e laborados en materia de ejecución 
de la pena`. 

Considera la presente Sala de Revisión que el anterior pronunciamiento debe ser 
precisado en cuanto a que no contenipla el hecho de que una persona privada de la 
libertad, efectivamente trabaje durante uno de los días denominados de descanso. Si 
bien resulta lógico afirmar que no se pueden aceptar como laborados los días que 
realmente no lo han sido, también es cierto que deben considerarse como laborados los 
díasqueefectiva y materialmentesehan trabajado, sininteresardesi se trata deun lunes, 
un jueves o un domingo. Resulta pertinente reiterar que no puede negársele las 
consecuencias naturales y jurídicas propias del trabajo a quien desempeña unas labores 
así sea durante los denominados días de descanso. En tal sentido se ha pronunciado la 
honorable Corte Suprema de Justicia: 

"De tiempo atrás en los establecimientos carcelarios se viene afirmando que esta 
Corporación, con ponencia de quien en este caso realiza idéntica labor, con fecha 24 de 
mayo de 1983 dispuso que los días domingos y festivos debían ser computados en 
forma triple, lo cual resulta inexacto, ya que la Corte en ningún momento ha afirmado 
lo que se predica y tampoco produjo en esa fecha, ni en ninguna otra, providencia sobre 
el tema y  en los términos que aduce el peticionario. 

Los detenidos en verdad tienen derecho a que si desempeñan labores en los días 
sábados, domingos y  feriados, se les certifiqueel tiempolaborado, se repite, sin exceder 
de ocho horas diarias, así coincidan con los días de visitas determinados en cada 
establecimiento carcelario, pues, el artículo 53() del Código de Procedimiento Penal no 
excluye los referidos días para la realización de trabajo, estudio o enseñanza". 

Puede, entonces, concluirse que debe reconocerse el trabajo realizado por el interno 
en días dominicales y  festivos, pero siempre y cuando la labor no exceda de ocho (8) 
horas diarias y  sea autorizada por la autoridad competente y  certificada por el director 
de la cárcel para efectos de la redención de la pena (artículos 530 y  532 C. P. P.). Sin 
embargo, esta Sala desea señalar a las autoridades penitenciarias, la conveniencia de 
evitar al máximo el trabajo de los reclusos durante los días domingos y festivos, días 
éstos que, como es natural, deben destinarse de preferencia al descanso y la sana 
recreación, así como a atender la visita de sus familiares, conforme a lo dispuesto en la 
reglamentación carcelaria. Las autoridades penitenciarias deben jugar en este contexto 
papel fundamental, toda vez que no sólo deben propiciar la ocupación de los internos 
en labores económicamente productivas, que conduzcan a su rehabilitación y,  como en 
el caso que nos ocupa, a obtener rebaja en su pena, sino también y de Imdo particular, 
la protección de su bienestar e integridad físicos, morales y  mentales. 

III. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, 

(fr. Corte Constitucional. Sala de levisi('n N' 2. Sen leticia dei 15 de enero de 1993. Magistrado T 'nen te: 
Dr. Eduardo ('ifuen tc Mii ñor. 

('fi. Coi te Su prema de Justicia. 5a la de Ca'cici('n ['erial. cntencia de] 3)) de julio de 1112. Magistrado Ponente: 
Dr. Gustavo Gómez Velásquez. 
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RESUELVE: 

Primero. REVOCAR en todas sus partes la sentencia del seis (6) de diciembre de 1992, 
proferida por el Juzgado 61 Penal del Circuito deSantaféde Bogotí, quedenegó la tutela 
solicitada por el señor Francisco José Cepeda, en cuanto desconoció el derecho funda-
mental de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política. 

Segundo. ORDENAR al director de la Círcel Nacional Modelo para que en el 
término de cuarenta y ocho (4) horas contadas a partir de la fecha de notificación de 
esta providencia, se sirva certificar si, en efecto, el señor Francisco José Cepeda trabajó 
durante los días domingos y festivos en el señalado establecimiento carcelario. 

Tercero. LIBRESE, por intermedio de la Secretaría de la Corporación, la comunica-
ción correspondiente al Juzgado 61 Penal del Circuito de Santafé de Bogotá, con el fin 
de que se le dé aplicación a lo previsto en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 

Cópiese, comuníquese, cúmplase e insértese en la Gaceta Constitucional. 

VLADIMI RO NARANJO MESA, Magistrado Ponente 

JORGE ARANGOMEJIA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCA LEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-122 
de marzo 29 de 1993 

DERECHO A LA IGUALDAD-Discreçjonaljdad/IGUALDAD ANTE LA LEY 

El derec Ji, a la i'i,alciad iii? IJeSCI 'ni 'ce la iliscrecu inalidad req teerula ;'ara el l',u'n criterio de 
selección, que de 5111 (1, como la Justicia misma, discierne i luego se concreto en el que merece, 
de acuerdo con las circu tista netas le'',f  imitas. La discrecionalidad contemplada ni' si.',iifica 
di'sconociniieiito -tu unge/jo menos i'i,ilacióm,- de la igualdad en derecho contemplada por el 
artículo 13 de la Carta. Todo lo contrario: faculta al Comando a seleccionar entre iguales, 
precisamente porquea ti 'di' candidato se le preselita la op ,rtunidad de ascender, esti 'es, tic cambiar 
de pi 'sien n en el motel Jerlírqii ici del Ejdrciti ', de acuerdo con 

 
unos requisitos imui imiios exigidi 's 

por la ley, iguales a todos, que se cotejaran con las necesidades iii'l país, las cuales, al ser 
cam,ibiantes, deben valorarse pom' el Juicio honesto de quien decide, no de acuerdo con su 
arbitrariedad absoluta, smi, ciii, el bit',, ci 'ni ti u En el casi' estudiad, en esta providencia, la 
i ualdad, cuita esencia es la proporcionalidad, 'r(i, 'nalidad, e,i i,'e que la seleccii iii sea adecuada, u,, según 
la naturaleza de las i•i sas la adecuacii iii cmi el supuesti que ni's Ocupa, si ib se Ii 'gra mmiedian te la 
diferenciación de individualidades, de tal mitanera que el perfil del candidato corresponda a 
las exigencias del u luto rango, al que se llama sólo a quienes estén pro pi ,rcionadi iç co,, las 
calidades requeridas. La i' ualtlad ante la lel, ('ti ti ,izi'es, consiste vi  mi criterio uobjetivo, pero mii 
en la mmusmidad abse 'luto, pi ir que la diterenciacii ej ilesaparecería. 

PERJUICIO IRREMEDIABLE-Improcedencia/PERSONAL MILITAR-CursoS 

No es un perjuicio irremediable el hecho normal de no haber sido llaniadi 'ant, concurso 
de nifórmmiaciiín miuhtar, el cual por naturaleza de la misma estructura castrense -contemplada 
en la le i,- e, ie una d iscrecionalidad pi ir ¡iiii'ti'di' la autoridad Ci inipetente, limitada pi ir el interLs 
general iel1'ieo connín i'bjetieos;ell,'iio implica e'ii,lacumn dclii igualdad de t,di,serininia,ii,a,,te 
la leu -ti¡ la actitud desconocedora de la igualiladdeoportunuiades ¡'tira los trabajad ores de que 
trata el art iculi' 53 de la Carta-, por cuanto la ifualilad no es sinónimo,' ile primnociiín m,iecánica 
sin j  uicio de calor alguin ', en casi 's ce imiii , iste, simio adecuar al candidato ciii el rango merecido 
según el criterio justei de quien selecciona, teniendo en cuenta, ni, sólo la bija de vida -como 
pretende el peticionario-, siiii' tanibidmi las características del muiez',, rango u las exigencias de 
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momento tanto a iiit'el ¡;ifitiicu'nal(-( an en el tí 11117i ti es fatal. Todo e/li' requiere, conuies obvio, 

de la facultad discrecional. 

Ref.: Expediente N T-8384. 

Acción de tutela interpuesta por: Alvaro Lombo Vanegas. 

Contra: Nación, Ministerio de Defensa, Ejército Nacional. 

Magistrado Ponente: Dr. VLADIMIRO NARANJO MESA. 

Tema: Derecho a la igualdad. 

Aprobada por Acta N... 

Santaféde Bogoth, D. C., veintinueve(29)demartode mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Sala de Revisión en asuntos de tutela, integrada por los Magistrados Vladimiro 
Naranjo Mesa, Jorge Arango Mejía y Antonio Barrera Carbonell, en ejercicio de sus 
competenciasconstitucionales y legales, previoestudiodel Magistrado Ponente, resuel-
ve sobre la revisión del fallo por el cual se desata la acción de tutela proferido por el 
honorable Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, el 3 de 
diciembre de 1992, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

1. ANTECEDENTES PROCESA LES 

1.1. Demanda. 

El 15 deoctubrede 1992 elabogadoJorge Alberto Mejía Uribe, con tarjeta profesional 
número 29346 del Ministerio de Justicia, identificado con la cédula de ciudadanía 
número 19.158.856 de Bogotá, obrando en su condición de apoderado especial de 
ALVARO LOMBO VANEGAS, según poder debidamente conferido, identificado con 
la cédula de ciudadanía número 14.200.846 de Ibagué, presentó ante el h. Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca (reparto), un escrito en el que impetra la acción de 
tutela establecida en el artículo 86 de la Constitución Nacional, reglamentado en el 
artículo 111  del Decreto 2591, encaminada a proteger el derecho fundamental a la 
igualdadconagradoenelartículo 1 3delaConstitución Política yelderecho fundamen-
tal al trabajo consagrado en el artículo 23 de la misma y, en concordancia con éste, el 
deber del Estado establecido en el artículo 54 contra la Nación, Ministerio de Defensa, 
Ejército Nacional, por las actuaciones del Comandante General del Ejército frente a lo 
derechos mencionados. 

Los hechos que el apoderado del peticionario indica como causa de la acción 
impetrada, se resumen a continuación: 
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a) Alvaro Lombo Vanegas, el poderdante, es oficial del Ejército colombiano, en 
grado de Mayor, ascendido a este rango mediante Decreto 2466 de fecha 28 de 
noviembre de 1988. 

b) El poderdante tiene el título universitario de Ingeniero Agrónomo, que es una 
especialidad reconocida en el literal f) del artículo 6 del Decreto 989 de1992   y es Oficial 
del Cuerpo Administrativode las Fuerzas Militares segúnel artículo 1 Sdel Decreto 1211 
de 1990. 

c) En el año 1992, de acuerdo con lo previsto en el Decreto-ley 1211 de 1990 y  su 
Decreto reglamentario N 989 de 1992, que contempla los criterios de antigüedad y 
clasificación en listas, según el apoderado, el Mayor Loniho Vanegas ha debido ser 
llamado a hacer el curso de Información Militar en la Escuela Superior de Guerra, que 
se realizaría a partir de enero de 1993. 

d) En relación con el literalb) del artículo 44 del Decreto 989de 1992, tal comoconsta 
enla hoja de vida del Mayor Lombo, ésteseclasificóen lista 2eii los años 1981,1982,1983, 
1984, 1985, 1986, 1987, 1990; y en la lista 3 en los anos 1989 y 1991, por lo que reúne los 
requisitos exigidos por el literal referido. Igualmente, el Mayor Lombo Vanegas al ser 
ascendido al rango de Mayor, mediante Decreto 2466 de 1988, cumple el requisito del 
literal a). 

e) Dice el apoderado: "En relación con el literal A) (se refiere al del artículo 44 del 
Decreto 989 de 1992) mi poderdante ha debido ser llamado a ingresar al curso de 
Información Militar por el Comandante del Ejército Nacional, pues el examen de las 
condiciones profesionales, morales e intelectuales del candidato sólo pueden llevarse a 
cabo con fundamento en su hoja de vida, lo (sic) cual acompaño a este escrito, en la que 
aparece que mi poderdante en los 12 años que lleva en el Ejército no tiene ninguna 
llamada de atención, ninguna sanción, y sí, por el contrario, 18 felicitacunes i,' 2 
condecoraciones, es decir, se trata de una carrera militar ejemplar, con una hoja de vida 
inmaculada queenequidad, en justicia yen derecho, sólo puededarlugara su llamada 
a Ingresar al curso de Información Militar que le permita acceder al grado inmediata-
mente superior, ya que la ley ha establecido suficientes criterios objetivos para el 
sistema de ascensos, con el fin de evitar criterios subjetivos tales como la amistad, las 
recomendaciones, el parentesco, etc., interfieran en los criterios para el ascenso de los 
oficiales de las Fuerzas Militar(.,s". 

f) El Mayor Lombo es Ingeniero Agrónomo, especialidad reconocida en el artículo 
6 del Decreto 989 de 1992. "De conformidad con el artículo 43 del mismo Decreto 
-manifiesta el apoderado en su escrito-, al proceder a la fijación de cupos para el curso 
de Información Militar, el Comando Geiieralde las Fuerzas Militares tienda obligación 
de proveer los cupos que correspondan a cada una de las profesiones reconocidas, ya 
que por pertenecer a ellos fueron admitidos en las Fuerzas Militares, en donde tienen 
derecho indiscutible de adelantar su carrera militar, cuando como en el caso de mi 
poderdante,cumplea cabalidad los requisitosseñaladosenla ley, y la Comandancia del 
Ejército tiene la obligaciónde preverel desarrollo futurodeestos oficiales, hasta concluir 
su carrera militar". 

g) El Ingeniero Agrónomo Carlos Julio Castillo Beltr,Sn, de menor antigüedad que 
Lonibo Vanegas, sí fuella mado al curso del nformación Militar. "Se trata de dos oficiales 
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que tienen la misma carrera universitaria, pertenecen al Cuerpo Administrativo de las 
Fuerzas Militares, reúnen los requisitos para ingresar al curso, pero se ha violado el 
criterio deantiguedad resenado en el Decreto 989de 1992,   que señala que la antigúedad 
enel gradodelosoficialesascendidosconformea las normasdelosartícu1osanteriorc, 
será la determinada por el orden en que resulten colocados en el respectivo decreto'. 

"Como puede observarse en los respectivos decretos de ascenso, la antigüedad del 
Mayor Lombo, es superior a la del Mayor Castillo, hecho éste que corrobora que no se 
tuvieron en cuenta los criterios objetivos que la ley señala para tener derecho a acceder 
al curso respectivo". 

h) Las comunicaciones del Comandante del Ejército, General Manuel A. Murillo 
González, numeradas2273del] 2de juniodel992 y347del 2de juliodel mismoaño, 
informan al Mayor Lombo Vanegas que no podrá adelantar el curso en Información 
Militar en 1993. La primera de ellas dice: "El Comando de la Fuerza determinó 
abstenersede proponer su nombrecomo candidato para adelantarel curso de Informa-
ción Militar de 1993". El Mayor Lombo envía la comunicación N8160 de ] de junio 
de1992,   en la que solicita al Comandante del Ejército la reconsideración adoptada por 
el Comandante. Este, mediante comunicación N 53547de1 2 de julio de1992,   motiva la 
determinación así: El Mayor Lombo Vanegas no será considerado para ingresar al curso, 
"por razones de estricto interés institucional". 

i) El Superior inmediato del Mayor Lombo, Coronel Eliécer Ospina Gutiérrez 
dirigió la comunicación número 76746 del 1 de junio de 1992 al Comandante del 
Ejército, en la que pide reconsiderar lo manifestado en la primera comunicación 
del General Murillo. En su escrito, el Coronel Ospina reconoce la buenas calidades del 
Mayor Lombo Vanegas. 

2. El fallo que se revisa. 

Corresponde a esta Sala la revisión del fallo de Acción de Tutela proferido por el 
Consejo de Estado del 3 de diciembre del 992, que confirmó la sentencia del 29 de octubre 
del mismo año emanada del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección 
Segunda, Sub-sección C, mediante el cual niega la solicitud de tutela interpuesta por el 
Mayor Alvaro Lotubo Vanegas. 

2.1. Las decisiones. 

a) La sen tet le i de! Tribu ita! Adnun,çtratn' de Cundi,ian,arca de! 29 de ¿ et ubre de 1992: 
Previas algunas liligencias probatorias y de sustentación, el Tribunal Adniinistrati yo 
de Cundinamaca resolvió negar la tutela solicitada por el Mayor Alvaro Lombo 
Vanegas. 

b) Líisc(piis,li,  uu'iies de i;ur,ti ¿ile! Tribu ita! Adnini,stratu'o de Co iid,iianm reo, en las que 
basó su decisi, n, se sintetizan en seguida: 

a. 	Enco; r la Sala que, indudablemente los oficios 25273 de 12 de junio y 33547 
de 2 de julio in bos de 1992,   por medio de ], ,s cuales se hizo saber al Mayor Lonibo la 
determinac n el Comandante del Ejército en el sentido de abstenerse de presentar su 
nombre con 	andidato para adelantar el curso de información militar en el año 1993, 
por razones de estricto interés institucional, `constituyen actuación administrativa 
susceptible de ser demandada ante esta jurisdicción, lo cual, de conformidad con lo 
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dispuesto por el artículo 61-'d el Decreto 2591 de] 991, numeral 1, haría improcedente la 
acción de tutela. 

"No obstante, teniendo en cuenta que la misma norma estatuye que los medios de 
defensa que establece la ley deben ser apreciados en concreto en cuanto a su eficacia 
atendiendo a las circunstancias en que se encuentre el solicitante y una vez examinadas 
éstas seconcluyeque, por una parte, no leasiste ningunaotra oportunidad para obtener 
el ascenso a que aspira y por otra, la proximidad del curso que debe realizar, a saber, el 
mes de enero de 1993, no le permiten esperar las resultas de un proceso contencioso 
administrativo, llevan a la Sala a concluir que el medio de la acción jurisdiccional no 
resulta EFICAZ para tutelar los derechos que el peticionario considera que le están 
siendo violados, por lo cual procede  estudiarlos hechos expuestos, a la luz de las reglas 
constitucionales invocadas". 

b. Observa la Sala que el artículo 5() del Decreto 1211 de 1990 establece que, para 
ascender al grado inmediatamente superior, los Oficiales de las Fuerzas Militares 
además de acreditarel tiempo mínimode servicios, la aprobación decursos deascenso 
reglamentarios, la aptitud psicofísica con el reglamento vigente y el tiempo mínimo de 
tropas, se requiere un concepto favorable de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa, 
el cual para la Sala es de carácter (Jiscrecional. 

c. El examen de "las condiciones profesionales, moralese intelectualesdel candida-
to", que exige el artículo 44 del Decreto 92 de 1992, implica -para la Sala- el ejercicio 
inobjetablede una típica facultad discrecional por partedel Comando, "pues se trata de 
determinarlos cuadros superiores del Ejército Nacional, lo cual no puede efectuarse en 
forma mecánica". 

d. Ningún funcionario queejerza la facultad discrecional -dice la Sala-está obligado
a explicar las razones de su determinación, y por ello en este caso se limitó a decir que 
eran de estricto interés institucional, lo que para la citada Sala es equivalente a razón de 
Estado. 

e. Por tanto, concluye la Sala, no ha sido violado el derecho a la igualdad, pues los 
requisitos para el ascenso establecidos por la ley son iguales para todos los aspirantes, 
y la facultad de apreciación discrecional que otorga la ley a los superiores sobre las 
condiciones de cada uno de ellos, se aplica por igual a todos, sólo que en algunos casos 
con mejores resultados. 

f. Tampoco fue violada la igualdad de oportunidades para los trabajadores a que 
hacealusión el artículo 53 de la Constitución, por las mismas razones que la Sala expuso 
para demostrar que no se violó el artículo 13 de la Carta sobre la igualdad. 

c) !mpu'nac;ón: El 4de noviemhre del 9Y2el apoderado del Mayor Lombo Vanegas 
procedió a impugnar el fallo de fecha 29 de octubre de 1992. Sus consideraciones se 
sintetizan así: El fallodel Tribunal AdministrativodeCundinamarca se fundamenta en 
que el concepto favorable de la Junta Asesora del Ministerio de Defensa es de carácter 
discrecional, yla discrecionalidad absoluta riñecon la Constitución, la ley yla jurispru-
dencia tantodelConsejode Estadocoinodela Corte Constitucional. El falloimpugnado 
viola, según el apoderado del Mayor Lombo Vanegas, los artículos 13, 25, 54 y 86 de la 
Constitución y los Decretos 2591 de 1991, 1211 de 1990, YY de 1992 y 1523 de 1988. 
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(i) Fallo del Consejo de Estad: La Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, 
previas lasdiligencias de sustentación, falla: "Confírmase la Sentencia del 29 deoctubre 

de 19Y2, proferida porel Tribunal AdministrativodeCundinamarca, Sección Segunda, 
Subsección C, mediante la cual niega la solicitud de tutela interpuesta por el Mayor 
Alvaro Lombo Vanegas" 

e) Las consideraciones de mérito que tuvo en cuenta el Consejo de Estado, se 
exponen a continuación: 

a. Contra la determinación general del Comando del Ejército de "abstenerse de 
proponersu nombrecomo candidato para adelantarel curso de información militaren 

el año 1993" ysu ratificación posterior, comunicadas al Mayor Lombo poroficios25273 
y 53547, de 12 de junio y 2 de julio, respectivamente, de 1992, procede la acción 

contenciosa ad ministrativa de nulidad y restablecimiento del derecho consagrada en el 

artículo MS del C. C. A., por medio del cual puede el acciona nte obtener la protección de 
sus derechos. 

"La existencia de este medio ordinario de defensa judicial, conforme a lo dispuesto 
por el inciso  3-'del artículo  M6 de la Constitución, hace improcedente la tutela". 

b. En cuanto a la protección como mecanismo transitorio, la Sala observa: Es 
evidente que le faltó al actor "ser propuesto, antes del mes de agosto, al Comando 

General, por el Comando de la respectiva Fuerza, previo examen de las condiciones 
profesionales, morales e intelectuales del candidato". Este requisito exige la emisión de 

un juicio de valor por parte del Comando de la Fuerza a que pertenece el candidato y 

en todo juicio de valor existe una cierta discrecionalidad. Si bien es cierto la discrecio-
nalidad de la Administración está limitada por el interés general, los actos administra-

tivos están amparados por la presunción de legalidad y corresponde al accionante 
desvirtuar tal presunción y ello solamente puede hacerse en acción ordinaria, con 
audiencia y oportunidad probatoria de la parte demandada. 

c. La acción de tutela no puede utilizarse para dirimir litigios sobre la existencia del 
derecho, "pues esta labor exige un Iuicio previo y definitivo de legalidad que no es 
propio de la acción de tutela". 

H. CONSIDERACIONES DE LA CORTE CONSTITUCIONAL 

1. Conijiete,ic,a: Esta Sala de la Corte Constitucional es competente para conocer de 
la revisión del fallo de la referencia, en atención a lo dispuesto porlos artículos M6inciso 
3L' y 241 numeral de la Constitución Nacional y  los artículos 33,34,35 y 36 del Decreto 
25Y1 del )Yl . Ademá,esteexamen se hace por virtud de la selección quedel respectivo 
expediente practicó la sala correspondiente y  del reparto que se verificó en la forma 
señalada por el Reglamento de esta Corporación, segón su artículo 50. 

2. La materia: Comprende esta revisión la valoración de los fallos emitidos por el 
Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 29 de octubre de 1992 y del Consejo de 
Estadoel 3dediciemhredel mismoaño, conel fin de precisar los alcances de los derechos 
fundamentales que, a luicio del actor, han sido vulnerados. 

3. La Corte Constitucional deja en claro qie el derecho ala igualdad no desconoce 
la discrecionalidad requerida para el buen criterio de selección, que de suyo, como la 
justicia misma, discierne y luego se concreta en el que merece, de acuerdo con las 
circunstancias legítimas. 
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La discrecionalidad contemplada no significa desconocimiento -ni mucho 
violación- de la igualdad en derecho contemplada por el artículo 13 de la Carta. Todo 
locontrario: faculta al Comando a seleccionarentre iguales, precisamente porque a todo 
candidatose le presenta la oportunidad de ascender, esto es, decambiarde posiciónen 
el nivel jerárquico del Ejército, de acuerdo con unos requisitos mínimos exigidos por la 
ley, iguales a todos, que se cotejarán con las necesidades del país, las cuales, al ser 
cambiantes, deben valorarse por el juicio honesto de quien decide, no de acuerdo c n su 
arbitrariedad absoluta, sino con el bien común. 

En el supuesto estudiado, en ningún momento se le desconoce al petente su mérito, 
ni se le arroga perjuicio alguno, en cuanto no se le priva de un bien debido en justicia, 
porque en ese orden de ideas todos los individuos que en diversas circunstancias no 
salieran favorecidosen un examen queimplica juicio de valor-sin el cual es incompren-
sible la humanidad- alegarían jurídicamente el desconocimiento del derecho a la 
igualdad, lo que constituye a todas luces, no sólo una contraevidencia, sino un contra-
sentido a la luz de la lógica jurídica 

El criterio de la igualdad, según jurisprudencia de esta Corporación, es objetivo, y 
al serlo recae también sobre la diferenciación básica. 

Al respecto dijo la Corte: 

"Ese principio de la igualdad es objetivo y no formal, él se predica de la identidad 
de los iguales y de la diferencia entre los desiguales. Se supera así el concepto de la 
igualdad de la ley a partir de la generalidad abstracta, por el concepto de la generalidad 
concreta, queconcluye con el principio según el cual no se permite regulacióndi ferente 
de supuestos iguales o análogos y prescribe diferente normación a supuestos distintos. 
Con esteconcepto sólo se autoriza un trato diferente si está razonablemente justificado. 
Se supera también, con la igualdad material, el igualitarisnio o sim pie igualdad 
lila teniítica. 

Hay pues que mirar la naturaleza misma de las cosas; ella puede en sí misma hacer 
imposible la aplicación del principio de la igualdad formal, en virtud de obstáculos del 
orden natural, biológico, moral o material, según la conciencia social dominante en el 
pueblo colombia no. 

El operador jurídico, al aplicar la igualdad con un criterio objetivo, debe acudir a la 
técnica del juicio de razonabilidad que, en palabras del tratadista italiano Mortati, 
'consiste en una obra de cotejo entre hipótesis normativas que requieren distintas 
operaciones lógicas, desde la individualizacióneinterpretación delas hipótesis norma-
tivas mismas hasta la comparación entre ella, desde la interpretación de los contextos 
normativos que pueden repercutir, de un modo u otro, sobre su alcance real, hasta la 
búsqueda delaseventualesdisposiciones constitucionalesqueespccifiquen el principio 
de igualdad y su alcance' 

Sentencia N" ('-221, may(' 211, 111112.Mai suado '1 'OC)) te, Pi Ale1a id ro Ma it) no, (a Sal lot 

Véase en ALESSANDRO, l'izzr'r uso. [ecOoiies de Detecho Constitucional, pa. 1611. (entro de Fsttidio 
Constitucional es, Mad nd, 11)84. 
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Es necesario, pues, establecer que la igualdad, antes que señalar lo idéntico 
-derivado del principio de identidad-, recae sobre la proporcionalidad, entendida ésta 
como la adecuación entre dos entes porconveniencia o necesidad, según el caso. Ahora 
bien,esciertoquea Veces la proporcionalidad exige la identidad, cerlugratia,cua¡ido lo 
que debe darse al acreedor por parte del deudores la misma cosa que salió de la esfera 
del poder de aquél. Otras veces será no la misma cosa, sino el equu'a!eiite. 

Pero en casos como e] estudiado en esta providencia, la igualdad, cuya esencia es la 
proporcionalidad, exige que laselección sea adecuada, y según la naturaleza delas cosas 
la adecuación en el supuesto que nos ocupa, sólo selogra mediante la diferenciación de 
individualidades, de tal manera queel perfil dul candidato corresponda a lasexigencias 
del nuevo rango, al quese llama sólo a quienes estén proporcionados con las calidades 
requeridas. 

La igualdad ante la ley, entonces, consiste en un criterio objetivo, pero no en la 
mismidad absoluta, porque la diferenciación desaparecería. Ya lo advirtió Aristóteles, 
tanto,  en la metafísica como en el Libro V de,  la Etica a Nicóinaco: Siem pre queseiguala, 
se proporciona lo diverso. Lo cual supone que hay ocasiones en que la igualdad exige 
el natural discernimiento, bien sea legal o discrecional. 

Lo anterior lo confirmó el autor citado cuando manifestó que es injusto dar un 
tratamiento idéntico a seres diferenciados en sus accidentes. 

Esta Corporaciónsostieneque noes procedentela acción de tutela, porquelosoficios 
25273de 12 de junio del -N2 y 53547de 2 de julio del referido ano,constituyen actuación 
administrativa que puede ser demandada ante la jurisdicción de lo contencioso admi-
nistrativo y  debe tenerse en cuenta que el artículo (, numeral 1, del Decreto 2591 de 
1991, establece que en casos como éste la tutela sólo se puedeutilizar "como mecanismo 
transitorio para evitar un perjuicio irremediable". Cabe señalar que así se reconociese 
la indemnización de que habla la norma anteriormente citada, no se repararía el 
supuesto perjuicio que invoca el actor, razón por la cual no se ajusta aquí la tutela como 
mecanismo transitorio. 

Es evidente ademís que no es un perjuicio irrenieduibh' el hecho normal de no haber 
sido llamado a un concurso de información militar, el cual por naturaleza de la misma 
estructura castrense -contemplada en la ley- exige una discrecu'iiahdad por parte de la 
autoridad competente, limitada por el interésgeneral y el bien común objetivo,,; ello no 
implica violación de la igualdad de todo ser humano a nte la ley -ni la actitud descon 
cedora de la igualdad de oportunidades para los trabajadores de que trata el artículo 53 
de la Carta-, por cuanto la igualdad no es sinónimo de promoción mecánica sin juicio 
de valor a Igu no, en casos COMO éste, si no adecuar al candidato con el rango merecido 
según el criterio justo de quien selecciona, teniendo en cuenta, no sólo la hoja de vida - 
como pretende el peticionario-, sino también las características del nuevo rango y las 
exigencias de momento tanto a nivel institucional como en el ámbito estatal. Todo ello 
requiere, como es obvio, de la facultad discrecional. 

Ahora bien,estas decisiones,conniactos administrativos, gozan de la presunciónde 
legalidad, ademis de la presunción debuena f queam para, eneste caso, al Comandante 
del Ejército en sus juicios emitidos en los comunicados 25273 y 52547 de 1992; presun- 
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ciones éstis (juedeben erde'virtuadas por el actorantela jurisdicción ordinaria, COfllO 

bien lo señala el Consejo de Estado en la providencia revisada. 

Con base en las consideraciones expuestas, esta Sala de Revii6n de la Corte 
Constitucional, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR en todas sus partes el fallo proferido por el h. Consejo de 
Estado, Sala Plena, el 3 de diciembre del 992, en la cual se nie1.a, en segunda instancia, 

la solicitud de tutela Interpuesta por el Mayor Alvaro Lombo Vanegas. 

Segundo. Por medio de la Secretaría General de la Corte Constitucional, ENVIAR 

copia de esta Sentencia al Consejo de Estado, al Tribunal Administrativo de Cundina-
marca y al Comandante General del Ejército. 

Cópiese, publíquese, comu níquesea quien corresponda, nertese en la Gaceta de la 
Corte Constitucional y  ci. m plase. 

VLADI MIRO NARANJO MESA, Magistrado Ponente 

JORGE ARANGO ME] ¡A, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-123 
de marzo 16 de 1993 

AUTONOMIA UNIVERSITARIA 

La autonomía universitaria es un principio pedagógico universal que permite que cada 
institución ten ,a su propia lei estatutaria, i, que se rija conforme a ella, de manera que proclame 
su singularidad en el entorno, mientras no z'ulnerecl orden jurídico establecido por la Constitu-
ción y las leies. Eselderechode cada institución universitaria a ser loquees, elderechoa su propia 
IdI que la identifica como ente snigu lar den trodel inundo universitario, de tal modo que puede 
autorre.ularse, pero u uoica en contradicción con la legalidad i la con ven ¡encía generales. 

ACCION DETUTELA-improcedencia/ACTO GENERAL 

Los Acuerdos 0002 i 000.3, en ningún monwnto se referen , en forma particular, a los 
peticionarios, pues son actos de carócter general. No concretan los peten tes el¡ qu Jórnia se 
violaron sus derechos t,', además, vistos los acuerdos del Consejo Académico, junto cliii el 
Reglamento Estudiantil, no niegan el derecho a la educación de lis peten tes en concreto, por 
razones de sexo, raza, origen nacional ofannliar, religión, opnuiín política o filosófica 

Ref.: Expediente Nd T-763 (acumulado expediente 8764). 

Acción de tutela presentada anteel Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot 
contra el Acuerdo 0003 del 4 de diciembre de 1992. 

I'eticionarios: Alvaro Guzmán Orjuela y otros. 

Magistrados: Drs. VLADIMIRO NARANJO MESA, Ponente; JORGE ARANGO 
ME] lA y ANTONIO BARRERA CARBONELL. 

Aprobada por Acta NI`... 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo dieciséis (16) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 
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La Sala de Revisión en asuntos de tutela, integrada por los Magistrados Vladimiro 
Naranjo Mesa, Jorge Arango Mejía y  Antonio Barrera Carbonell, en ejercicio de sus 
competencias constitucionales y  legales, previo estu dio del Magistrado Ponente, resuel-
ve sobre la revisión de las sentencias proferidas por el Juzgado Segundo Civil del 
Circuito de Girardot, el catorce (14) de diciembre de mil novecientos noventa y dos 
(1992) y  el dieciocho (18) de diciembre de mil novecientos noventa y dos (1992), 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CON STITUC ION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

1. ANTECEDENTES PROCESALES 

1.1. Demandas. 

El día nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y  dos (1992) el ciudadano 
ALVARO G UZMAN ORJUE LA, mayor de edad, identificado con la cédula dcci udada-
nía número 11 .319.O57deGirardot, presentó ante el Juzgado Segu ¡ido Civil del Circuito 
de Girardot (reparto), un escrito en el que impetra la acción de tutela establecida en el 
artículo 86 de la Constitución Nacional, contra el Acuerdo 0003 del cuatro (4) de 
diciembre de mil novecientos noventa y dos (1992) proferido por el Consejo Académico 
del Instituto Universitario de Cundinamarca, ITUC, de Girardot, el cual según el 
peticionario, le está desconociendo los derechos constitucionales consagrados en los 
artículos 13,16,18,20,23,27,29,37,38,67,68,69,70,71 y  103de la Constitución Nacional. 

El mismo día otros ciudadanos, estudiantes del ITUC de la carrera biología y 
química, Claudia María Sánchez y  otros, presentaron ante el mismo Juzgado un escrito 
en el que impetran acción de tutela contra los Acuerdos ()(R)2 de veintisiete (27) de 
noviembre de mil novecientos noventa ydos (1992) y 0003 del cuatro (4) de diciembre 
del referido año, los cuales, según los petentes, desconocen los mismos derechos 
invocados por Alvaro Guzmán Orjuela. 

Los hechos que los peticionarios indican como causa de la acción impetrada se 
resumen a continuación: 

a) En sesión del Consejo Superior realizada el dos (2) de diciembre de mil 
novecientos noventa y dos (1992) en Santafé de Bogotá, y presidida por el Gobernador 
de Cundinamarca Dr. Manuel Guillermo Infante, se analizó el problema del Instituto 
Universitario de Cundinamarca (ITUC) de la Seccional de Girardot, y  se llegó a un 
acuerdo favorable entre las autoridades académicas, los docentes y  los alumnos, 
consistente en que los estudiantes restablecerían la actividad normal de la institución 
y, por su parte, el Consejo Superior recomendaría al Consejo Académico reconsiderar 
lo estipulado en el Acuerdo 0002 del veintisiete (27) de noviembre de mil novecientos 
noventa y dos (1992). Este acuerdo dispuso, entre otras cosas, que los estudiantes que 
suspendieron actividades académicas deberían ceñirse a lo siguiente: Las asignaturas 
teóricas seajustaríanal calendario académico vigentey porhaber superado el 5'/, y 10'3 
de fallas, las asignaturas prácticas y teórico-prácticas se declaran perdidas. 
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Así mismo, que los estudiantes deberían re¡ niciar actividades académicas normales, 
el lunes treinta (30) de noviembre de mil novecientos noventa y dos (1992), so pena de 
superar el número máximo de fallas contemplado en el Reglamento Estudiantil. 

b) Una vez escuchadas las propuestas de los docentes y  estudiantes del TTUC, 
seccional de Girardot, en lo referente a la sanción por fallas (faltas de asistencia a clases) 
y el ajuste académico de las asignaturas prácticas y teórico-prácticas, con el fin de lograr 
la culminación adecuada y favorable del semestreacadémico que se estaba cursando en 
el momento, el Consejo Superiorsecomprometió a hacerle llegar algunas observaciones 
y sugerencias al Consejo Académico para reconsiderar las medidas adoptadas en el 
Acuerdo0002del veintisiete (27)denoviembrede mil novecientos noventa ydos (1992). 

c) Ante esta actitud del Consejo Superior, los estudiantes procedieron de inmediato a 
levantarla Asamblea el día tres (3) dediciembre de mil novecientos noventa y dos (1992). 

d) El día cuatro (4) de diciembre de mil novecientos noventa Velos (1992) el Consejo 
Académico dicté el Acuerdo número 003, ratificando el Acuerdo número 0002, el cual, 
según lo habían entendido los estudiantes -y concretamente el peticionario- se iba a 
reconsiderar, motivo por el cual habían levantado la Asamblea el día anterior. En 
memorial del nueve (9) de diciembre de mil novecientos noventa y dos (1992), los 
ciudadanosClaudia María Sánchez Perdomc, Myriam MorenoGuzmán, AstridCardo-
ZO Contreras, Esperanza Cardozo, Ingrid Maicela Torres, Emilcen Merchán Nestrel, 
Martha Liliana Lozano Medina, CésarTulio Buitrago, Sandra Liliana Martínez, Martha 
Liliana Prada, Rosario Moreno Díaz, Omaira Ospitia Serrano, Yamid Emilce Castro, 
Johan Briñez, Jesús María Campos, Isabel Cristina Cruz, Martha Cecilia Campos, 
Benilda Leal, Ana Mercedes Suárez, Xavier Vásquez Torres, Patricia Tobar, Ingrid Niño, 
Carlos Pedraza, Gélver Augusto Lozano, JairoGranados, Patricia Clavijo, Julio César 
Torrijos, Alfonso Caro, Alba Lucía Romero, Emiro Espitia, Edgar Rodríguez, Constanza 
Niño,Juan Carlos Murillo,GuillermoTorres, Luis Enrique Pérez, impetraron acciónde 
tutela contra el Acuerdo 0003 del cuatro (4) de diciembre de mil novecientos noventa y 
dos (1992) proferido por el Consejo Académico del Instituto Académico del instituto 
Universitario de Cundinamarca, ITLJC, con el fin de que se les amparen sus derechos 
constitucionales consagrados en los artículos 13, 16, 18, 20, 23, 27, 29, 37, 38, 67, 68, 69, 
70, 71 y  103, fundamentándose en los mismos hechos que expuso el ciudadano Alvaro 
Guzmán Orjuela. 

1.2. Sentencia que se revisa. 

Corresponde a esta Sala la revisión de las sentencias proferidas por el Juzgado 
Segundo Civil del Circuito de Girardot, el catorce (14) de diciembre de mil novecientos 
noventa y dos (1992) y el dieciocho (18) de diciembre de mil novecientos noventa y dos 
(1992) acumuladas en el expediente 8763. 

a) La decisión del catorce (14) de diciembre de mil novecientos noventa y dos (1 992): 
Previas algunas diligencias probatorias y de sustentación, el citado despacho judicial 
resolvió: "Negarla acciónde tutela incoada porel ciudadano Alvaro Guzmán Orjuela, 
por los hechos y  razones expuestas en la parte motiva de este proveído". 

Yla del dieciocho (18) de diciembre del mismo año, previas las diligencias probato-
rias yde sustentación, también niega la acciónde tutela por los estudia ntes dela Facultad 
de Biología del ITUC, referenciados en el expediente. 
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b) Las consideraciones Lic incr,tv: El despacho judicial basó sus decisiones en las 
consideraciones que se sintetizan en seguida: 

b.1) Se obseva que el Reglamento Estudiantil (Acuerdo 007 de abril de 1985), 
adoptado por el ITUC, se ajusta en todo al Decreto 80 de 1980, por el cual se organiza el 
sistema de educación post-secundaria y en nada contradice el texto constitucional. 

b.2) Los Acuerdos 0002 y 0003 son de carácter general, se refieren a los estudiantes 
que no cumplen el programa de las asignaturas, "dado que suspendieron sus activida-
des académicas, habiendo superado el 5% ye! 10% de fallas en las asignaturas prácticas 
y teórico-prácticas, pero en momento alguno se refieren al discípulo Alvaro Guzmán 
Orjuela, ni contra ninguna de las personas en concreto, que figuran en el expediente 
8764, Claudia María Sánchez y otros; tampoco concreta él en qué forma se violaron sus 
derechos, pues no se deducede los actos producidos por el Consejo Académico del ITIJC 
que se esté negando el derecho a la educación por discriminación de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, religión, opinión política o filosófica, ni que se esté limitandoel libre 
desarrollo de la personalidad". 

b.3) El artículo 20 de la Constitución, a juicio del despacho, está desarrollado en el 
artículo 48 del Reglamento Estudiantil. "No se observa que el Centro Educativo haya 
impedido a los estudiantes la expresión y  difusión de su pensamiento, por el contrario, 
los invitan al diálogo y discusión de sus problemas". 

b.4) "Si el señor Guzmán Orjuela considera que dicha medida lo afecta, tiene los 
mecanismosa su alcance para demostrarala Instituciónquecumplelos requisitos para 
aprobar las asignaturas, que se reintegré a sus actividades académicas el día 30 de 
noviembre y en caso de que la Institución no le tenga en cuenta estos aspectos, ahí (sic) 
sí puede hablarse de violación a sus derechos, de lo contrario no puede mediante el 
mecanismo de la acción de tutela pretender que se lerestablezcan unos derechos que por 
sólo temor o presunción le pueden ser violados (sic)". 

La sentencia del dieciocho (18) de diciembre, por medio de la cual se niega la acción 
de tutela interpuesta por Claudia María Sánchez y otros, recoge como consideraciones 
de fondo, los mismos argumentos jurídicos que consideró el fallador para desatar la 
acción de tutela interpuesta por Alvaro Guzmán. 

b.5) Manifiesta el despacho que dejar sin valor el Acuerdo 0003 del Consejo 
Académico, equivalea negarla autonomía universitaria, reconocida en el artículo 69 de 
la Constitución. 

b.(Y) Sobre este asunto, el despacho consideró oportuno traerla doctrina de la Corte 
Constitucional, en sentencia del 12 deagosto de 1992, sobre sanciones y debido proceso 
en instituciones educativas: "... debe señalarse que, según ya lo tiene dicho esta 
Corporación, la educación ofrece un doble aspecto; es un derecho-deber, en cuanto no 
solamente otorga prerrogativas a favor del individuo, sino que comporta exigencias de 
cuyo cumplimiento depende en buena parte la subsistencia del derecho, pues quien no 
se somete a las condiciones para su ejercicio, como sucede en el discípulo quedesatiende 
sus responsabilidades académicaso infringeel régimen disciplinarioquesecomprome-
tió a observar, queda sujeto a las condiciones propias de tales conductas". 
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II. HECHOS 

La sesión del Consejo Superior fue realizada el dos (2) de diciembre de mil 
novecientos noventa y  dos (1992), en la que se llegó a un acuerdo entre administrativos, 
docentes y  estudiantes. En ella el Consejo Superior se comprometió a hacerle llegar 
algunas observaciones y  sugerencias al Consejo Académico, para que reconsiderara las 
medidas adoptadas en el Acuerdo 0002 del veintisiete (27) de noviembre de mil 
novecientos noventa y  dos (1992). Estas observaciones y  sugerencias no fueron encon-
tradas en las instalaciones del ITUC en la diligencia de inspección judicial que adelanté 
el despacho, ni fueron remitidas por las directivas con la documentación allegada. 

Con base en la probabilidad de reconsiderar el Acuerdo 0002 del veintisiete (27) de 
noviembre de mil novecientos noventa y dos (1992), dado que estaban presentes las 
directivas del ITUC, lo cual hacía razonable pensaren una solución, por cuanto algunos 
de los que se comprometieron hacían parte también del Consejo Académico - destina-
tario de las sugerencias y observaciones-, los alumnos procedieron a levantar de 
inmediato la Asamblea General permanente el día tres (3) de diciembre del mismo ano. 
Al día siguiente, los estudiantes fueron sorprendidos porqueel Acuerdo 1)003 de la fecha 
ratificaba lo que ellos creían iba a derogarse o modificarse. En dicho acuerdo se pone 
como fundamento de la decisión "el incumplimiento por parte de los estudiantes" a lo 
acordado en la sesión del Consejo Superior, por cuanto "oídos los informes de losJefes 
de Departamento de los programas que funcionan en la Seccional de Girardot, se pudo 
evidenciarque por parte de los estudiantes no sodio cumplimiento al restablecimiento 
de la normalidad académica, lo que implica contumancia (sic) grave, que de ser tolerada 
daría al traste (sic) con los objetivos y la estabilidad misma de la institución, aunando 
a ello el irrespeto al acuerdo realizado con el señor Presidente del Consejo". 

III. LA COMPETENCIA 

Esta Sala de la Corte Constitucional es competente para conocerlas sentencias de la 
referencia, en atención a lo dispuesto por los artículos 86, inciso 2-'V 241, numeral 91  de 
la Constitución, en concordancia con los artículo 33,34,35 y  36de1 Decreto 2591 de 1991 
Además, este examen se hace por virtud de la selección que de los respectivos 
expedientes practicó la Sala correspondiente y  del reparto que se verificó en la forma 
señalada por el reglamento de esta Corporación, acumuladas en el expediente T-8763. 

IV. LA MATERIA 

Correspondea esta Sala dela CorteConstitucional pronunciarse sobrela revisiónde 
las sentencias proferidas por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardot el 
catorce (14) de diciembre de mil novecientos noventa y  dos (1992) y el dieciocho (18) de 
diciembre, providencias que resolvieron sobre la acción de tutela que el ciudadano 
Alvaro Guzmán Orjuela impetró contra el Acuerdo 003 del 4 de diciembre de 1992, 
proferido por el Consejo Académico del Instituto Universitario de Cundinamarca, 
ITUC, de Girardot, el cual, considera el peticionario, le desconoce los derechos consti-
tucionales consagrados en los artículos 13, 16, 18, 20, 23, 27, 29, 37, 3 8 , 67, 68, 69, 70, 71 
y 103 de la Constitución Nacional, y  que los ciudadanos Clauda María Sánchez y otros 
interpusieron contra el mismo acuerdo. 

Sobreel temaes oportuno señalar: elartículo 13 dela Carta, que consagra la libertad 
e igualdad del ser humano, es una clara recepción de los artículos Y, 2 y 7 de la 
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Declaración Universal de Derechos Humanos del 948, fundados Cilla igualdaden derecho 
y con el propósito de hacer efectiva la no discriminación por motivos de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 

Esta libertad no implica arbitrariedad, sino la facultad de obrar con conciencia de las 
responsabilidades propias para con los demás, en consonancia con el bien común. Así 
mismo, la igualdad no desconoce que cada cual haga lo suyo, lo debido, contrario a la 
homologación absoluta de conductas. Se iguala lo diverso, pues la igualdad no es dar 
a todos lo mismo, sino la equivalencia proporcional entre dos cosas, personas, hechos 
o situaciones. Por ello la igualdad propia de la justicia consiste en dar a cada mw lo smimlu, 
esto es, de acuerdo con su propia entidad y  su particular posición con respecto al 
bienestar colectivo. 

El artículo 16 nos pone de relieve el derecho al libre desarrollo de la personalidad, 
es decir, la facultad legítima de proclamar la propia individualidad, sin detrimento de 
los deberes personales y  sociales y de los derechos ajenos. Así como los derechos 
fundamentales son irrenunciables, los deberes correlativos también lo son, de-ahí que 
jurídicamente sea impensable la contradicción entre derechos y  deberes lógicamente 
equivalentes. 

Esta Corporación pone de manifiesto que ningún derecho es absoluto; otra cosa es 
que el objeto jurídico protegido sea inviolable. El derecho siempre está limitado, así sea 
fundamental, por los deberes correlativos, porel bien común y por los derechos ajenos, 
como requisitos mínimos de convivencia social dentro de un orden jurídico. 

En cuanto al artículo 18, invocado por el peticionario, la libertad deconciencia no se 
vulnera por el hecho de estar los hombres ordenados, en determinadas circunstancias, 
hacia lo legítimamente establecido. El individuo puede pensar lo que honestamente 
cree, como fruto de la función de su intelecto libre, y  es más: obrar en consecuencia, 
mientras no vulnere los derechos de los demás, ni impida el cumplim ¡en te) de los deberes 
propios y  ajenos ni obstaculice la consolidación del orden público. 

El artículo 20 consagra la libertad de expresión del pensamiento y  opiniones, así 
como el derechoa la información yel derecho de informar. Es una consecuencia jurídica 
a la comunicabilidad natural del hombre, que debe ajustarse a las circunstancias de 
oportunidad y no salirse de los márgenes de responsabilidad. 

El derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades no confiere al 
peticionario la prerrogativa deque las autoridades, por medio de la resolución -que debe 
ser pronta-, acojan necesariamente su punto de vista. Lo importante es queen su ejercicio 
ante entidades o personas, tanto públicas como privadas, se garanticen los derechos 
fundamentales. 

El artículo 27 garantiza las libertades de enseñanza, aprendizaje, investigación y 
cátedra, cuyo titular no es sólo el estudiante -a quien no pueden vulnerarle en el 
ejercicio académico sus derechos fundamentales-, sino también las autoridades aca-
démicas, que pueden, en virtud de la autonomía universitaria, fijar las pautas rectoras 
del proceso académico, mientras no lesionen los derechos fundamentales de docentes 
y estudiantes, ni bajen el nivel académico y cultural derivados de la necesidad social. 
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En cuanto al debido proceso, para el caso que nos ocupa, debe tomarse en el sentido 
de no desconocerla presunción de¡ nocencia, no tomar medidas no contempladas en el 
Reglamento o que contraríen su espíritu, ni sancionar sin haber oído al estudiantado. 
Aquí la invitación al diálogo razonable es una concreción del debido proceso (por 
ejemplo). 

Al ámbito estudiantil se aplica igualmenteel artículo 37de la Carta sobre el derecho 
de reunión y manifestación, condicionado a que ellas se realicen pacíficamente. Al 
señalar el artículo citado, la expresión "pacíficamente", no serefierea la simpleauscncia 
de violencia evidente , sino a algo más: que no ponga en peligro el fin mismo de las 
instituciones legítimamente constituidas. La experiencia demuestra que el cese de 
actividades necesarias para una institución, así no esté atentando con el uso directo de 
la fuerza, viola el fin mismo para el que fuecreada. Porello la manifestación siempre debe 
ser razonable y adecuada, no impositiva contra el diálogo ni desproporcionada contra 
los fines legítimos de una institución. 

Cuando el artículo 68 consagra el derecho de la comunidad educativa a participar 
en la dirección de las instituciones de educación, no conlleva a que todos hagan lo 
mismo, ni mucho menos desconoce el principio de autoridad académica, connatural al 
proceso de formación propio de todo establecimiento educativo. Claro está que el 
precepto otorga ala comunidad educativa elderechoa la participación, pero no se trata 
de implantar la decisión unilateral por imposición no razonada de un sector  otro, sino 
del consenso en torno a un punto racional que no puede desconocerse, ni por las 
directivas, ni por los docentes, ni por los estudiantes. 

La autonomía universitaria es un principio pedagógico universal que permite que 
cada institución tenga su propia ley estatutaria, y  que se rija conforme a ella, de manera 
que proclame su singularidad en el entorno, mientras no vulnere el orden jurídico 
establecido perla Constitución y  las leyes. Es el derecho de cada institución universitaria 
a serlo que es, el derecho a su propia ley que la identifica como ente singular dentro del 
mundo universitario, de tal modo que puede autorregularse, pero nunca en contradic-
ción con la legalidad y la conveniencia generales. 

La igualdad de oportunidades en el acceso a la cultura, no significa que no se 
distingan las diversas situaciones en que, por su conducta, se hallen los estudiantes de 
una institución, sínoque si el supuesto de hecho es igual, la oportunidad que le reconoce 
el Estado será también igual; lo contrario sería desconocer lo suyo de cada cual, propio 
de la justicia, según lo ha manifestado esta Corporación. 

El artículo 71 invocado por los peticionarios no ha lugar en este caso, pues resulta 
contraevidente afirmar que se ha violado en la situación contemplada en este caso, ya 
que se refiere a otro tema; lo mismo cabe anotarse sobre la invocación del artículo 103. 

Al análisis general anterior, hay que agregar las siguientes consideraciones 
particulares: 

a) Como losos tuvo  la providencia del despacho, los Acuerdos ()(X)2 y0003, en ningún 
momento se refieren, en forma particular, a los peticionarios en particular, pues son 
actos de carácter general. No concretan los petentes en qué forma se violaron sus 
derechos y,  además, vistos losacuerdos del Consejo Académico, juntoconel Reglamen- 
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to Estudiantil , no niegan el derecho a la educación de los petentes en concreto, por 
razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, religión, opinión política o filosófica. 

b) Se ha probado que el Consejo Superior llegó a un acuerdo con los estudiantes, y 
que éstos no cumplieron cabalmente el acuerdo. En efecto, así lo evidenciaron los Jefes 
de Departamento de los programas- al comprobar que no se había restablecido la 
normalidad académica, aunque se tomó por parte de algunos estudiantes -en represen-
tación de todos- la decisión formal d(¡ levantar la Asamblea permanente, que fue el 
motivo porel cualel Consejo Superior envió al Consejo Académico unas observaciones 
y sugerencias tendientes a reconsiderar las sanciones académicas del Acuerdo 0002 
citado. 

c) Seha establecidoigualmenteque invitarona losestudiantes al diálogo y tomaron 
las medidas posibles a su alcance para solucionar los problemas; cuando los estudian-
tes no restablecieron realmente la normalidad académica y el Consejo Académico 
constató queno se había cumplidola condición pactada para dejarsinefectosel Acuerdo 
0002, resolvió ratificar lo consagrado en dicho acuerdo, por demás adecuado para la 
situación en que algunos estudiantes habían colocado a la Institución. 

d) Teniendo en cuenta que lo estipulado en el Acuerdo 0003 no es ningún incumpli-
miento del compromiso por parte delas directivas para conel estudiantado, porcuanto 
fue éste el que incumplió al no realizar la condición de regresar a la normalidad 
académica, y  que lo consagrado en dicho acuerdo no viola la Constitución ni las leyes 
y, porel contrario,esuna afirmacióndela autonomía universitaria, que noesconvenien-
te deformar con pretextos como el de impedir el principio legítimo de autoridad 
académica enlos centros educativos, teniendo en cuenta las consideraciones anteriores. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR las sentencias relacionadas con la acción de tutela, proferi-
das por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Girardotel catorce (14) de diciembre 
de mil novecientos noventa ydos (1992) yel dieciocho (18) de diciembre del mismo año, 
por las consideraciones que en esta providencia se han consignado. 

Segundo. COMUNIQUESE la presente decisión al Juzgado Segundo Civil del 
CircuitodeGirardot, conel findedaraplicaciónalo previstoen elartículo36del Decreto 
2591 de 1901. 

Cópiese, publíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucio-
nal y  cúmplase. 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado Ponente 

JORGE ARANJGO MEJIA, Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-124 
de marzo 29 de 1993 

CORTE CONSTITUCLONAL/REVISION DETUTELA 

A la Corte Constitucional no corresponde obligara las entidades públicas ni particulares a 
resolver fnz'orableniente las peticiones que les sometan los ciudadanos, por cuanto la norma 
superior,alreconocereldereclui¿le petición, se limita aseñalar que, como consecuencia del mniSmmio, 
surge el derecho a "obtener pronta resolucion ", lo cual ni implica que esta necesarmamen te tenga 
quc ser favorable a los intereses del peticionario. Lo que sícomnpetea esta Corporación, mcd ja nf e 
el poder decisorio que la Carta Política le conficreconio iii ferprete iiguard mano ¿les ii integridad, 
es garantizar que los ciudadanos obtengan la pronta resolución a sus peticiones que preceptúa el 
mandato superior. 

ACCION DE TUTELA-Finalidad 

La acción de tutela es un mnecanismmio diseñado por el Constituyen te para lograr la eficacia de 
los derechos fu ndamnentales consagrados en la Carta. Mediante ella se busca que el juez de tutela 
logre concretar los mmmcdii is de defensa que en un mnommmentodado tienecl particular para la protección 
desusdercchos fundamentales, siemmmpre icuandosecncuemitrenamnenazadoso vulnerados por la 
actitud del Estado, sus agentes, lien casos especiales, por parte de particulares. 

JUEZ DE TUTELA-Facultades 

La labor interpretativa del juez se resalta en lo referen tí,  al campo ¿le aplicación de los derechos 
fundaimientales que consagra la Carta, i le sitúa cmi la necesidad de hacer un análisis crítico t 

razonabledelassituacionesfdcticas, con elfindedarunacoherencia racmonalentreloqueexpone 
la Constitución ii lo que expresa el petente en los hechos, lo cual señala su situación particular. 
Al juez de tutela le corresponde llevar la justicia a los hechos dentro de los parámmmet ros 
determinados en la Constitución Política; de esta fliamiera le da dimiamnismmzo al derecho , busca 
plasmaren cada falloel consemisode la sociedad frcntcal ordemiammuemito jurídico. Se immmpomme pues, 
frenteal concepto que reduceelderechoa una muera tcmiica deaplicacmómm abstracta de las normmmas. 
Es quien debe desentrañar el contenido material de los derechos fundammmcmitales y  procurar su 
eficacia con baseen los límnitesantcsaludidos. Es sobre los criterios de valor lcgitimmuanfcquedebe 
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recaer su sen fencia. Esto porque iliclios dereclu 's ni sóh tienen el carácter de n rn!asJu rúlicas en 
su pleno sentido, sino que son también valores ires que deben orieji ta r el ejercicio de la au fi irulad 

DERECHOS FUNDAMENTALES-Prevalencia 

La prevalencia de los derechos fundamentales, impone un sentidode solidaridad que mira a 
la real situación de las personas,adecuandna esta circuizstanciaeldercc/io. Es lógico que ningún 
derecho se dispone cii sentido absol u to;frent e ti él se establecen deberes, tanilió,i fu ndamnentales, 
cuio cumplinuento ¡¡o es condición para el ejercicio de las libertades básicas, sino que tienen su 
razón de ser en el logro de un orden soc ial justo, en el cual todos razi nablemnen te co peren en forma 
solidaria, con sent ido ¿le identidad nacional, al liqrode los fniesestatales. Se trata en estecasotic 
laefcctiz' ¡da d del dereclnala subsistencui la la seguridad social. La sentencia dele adoptar una 
solución racional, no estrictanien te lega l, a partir de un análisis objet ivo ni de los lieclu s. 

ESTADO SOCIAL DE DERECHO-Finalidad 

El Estado de Derecho pertecciona el nrdenannen ti ji rídici al estal'lecer un sistema que 
conf rola el ejercicio del poder público, creando un medio que permita el pleno ejercicio de los 
derechos del individuo, con las necesarias restricciones que iniponi' el interés general sobre el 
interés particular. La finalidad del Estado Socialde Derecho tieneconio base para su interpreta-
ción finalísticn al ser lnimano, visto de manera concreta, esto es, con contenido, encontrándose 
con individuos materiales t,' no con entes abstractos. Su ra:i in de seres constituir ¡ni medio idi inc 1 

en el cual los asociados puedan extender plena mimen te sus potencia,; vitales 

DERECHO DE PETICION-Alca ncc 

La innovación más immiportante que presenta el articulo 23 Superior, es la de permniti r, en lo 
casos taxativamente señalados por el legislador, el ejercicio del derecho de petición ante las 
organizaciones privadas ciii elfin de garantizar los derechos fundanientales Se pasa de ¡iii campo 
de aplicación limitado al ámbito del sector público, a una concepción nias universal que permite 
una umailor participación i, un comnpronuso de la ciudadanía con el desarrollo de las actividades 
propias del Estado colombiano. Elderecliode petición tiene como titulara toda persona, nacional 
o extranjera. Por medio de ¿1, se permite acudir ante las autoridades iante las organizacumies 
privadas en los términos que defina la ley, cliii el fin de obtener una pronta resolución a las 
solicitudes que se haian presentado. No significa esto que deban responderse las peticii mes cii una 
determinada forma; lo que se exige es un pronunci allí¡ entooportuno. El ejercicio ¿le este derecho 
se hace tal vez másevidenteen detcrimimnadas situaciones, dindeel pron iinciamien tode la entidad 
pernute al particular definir una expectativa, que a su vez es fundamento para la protección de 
algunos desusderechosfundamnentales. Tal es el caside las personas de la tercera edad ode quienes 
por circu mistan cias de la vida se enfrentan a la mmmi posibdidad física de ejercer u na actividad 
econonncamnente productiva. 

DERECHOS-Efectividad 

Cuando la Constitución colombiana habla de la efectividad de los derechos se refiere al 
conceptodeeficacia cii semitidoestricti,estoes, al hmechiodeqitelas mmormmiasdi'termimimmeim la cimidmicta 
ciudadana por ellas prescrita u,, ademmmás, logren la realización de sus objetiz'is, es decir, realicen 
sus contenidos mmmateriales 1/ smi sentido axmimliici. 
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DIGNIDAD HUMANA-Protección/DERECHO A LA IGUALDAD/PRINCIPIO DE 
EQUIDAD 

Además del quebran ta,nie;i fo de un derecho fundainen tal, el accioiiante de la tutela puede 

invocar-conloocurreen el presente caso-elagravio nifli,çidoa su dignidad huniana, ilasíel Juez 

pod raa preciaren su fallo tanto la conculcación deldcrecho como la profanación a la dignidad. La 

dignidad humana esfundamento¿lela or,a,nzación social, tieneentresusdesarrollos, el derecho 

ala igualdad. Este derecho debe ser protegido, garantizando para todos un niíninio dc equidad. 

La obligación del Estado frente ala protección de la igualdad, determina que la efectividad de los 

derechos de los másdesfaz'orecidosdeberátener una solución conipensada,en atención ala equidad 

que debe presidir las relaciones sociales, sin desmedro de los derechos de las demás personas. 

DERECHO A LA SEGURIDAD SOCIAL/PRINCIPIO DE LA BUENA FE/ 
DERECHO A LA SUBSISTENCIA 

La seguridad social es un servicio páNico, que se rige por los principios de eficiencia, 

unii'ersalidadisolidaridad;es un deberdel Estado prestarlo i,'hacer que su cobertura sea la mayor 

posible. En este caso particular, la seguridad social aparece consagrada como un derecho 

irren u,iciable. Existe una obligación del Estado de proporcionar garantía a los trabajadores i 

darles condiciones dignas 1/justas, loqueconducea que si una persona cumple con los requisitos 

inín unos para que se le otor que el beneficio pensional, éste Ii' sea asignado pronta nien te. Se trata 

efectii'amentede un proceso,en elcual prima labuenafede las personas. La buena fe implica una 

obligación jurídica, como principio general de derecho, que protege la con fianza razonable que 

debe existir en LI comnp rtaniienti 1 del tro, quien com o ser social debe ser cooperativo 1/sol ¡tia rm. 

No cabe duda que el derecho a la seguridad social es un derecho fundamental, no obstante estar 

consagrado en la Constituc' ía vigente, dentro del capítulo "De h s derechos si ciales , ccipnomicos 

1/ c It u ra/es", es esencial al ser humano por la natura liza ni isina del derecho, por su contenido, ido, 

en cuanto posibilita la subsistencia de la persona menos favorecida o en ¡iii especial estado de 

debilidad. La persona ticneasínnsnio,derii'adode su derechoa la z'idaidc su dignidad, elderechi 

a la subsistencia, que es la posibilidad de constituir un medio adecuado para el desarrollo de las 

potencias vitales 1/de la misma personalidad ,esdecir,eselderechoa desenvolverseen la vida. Este 

es un derecho que tienen todas las personas en condición de igualdad de oportunidades,i/el Estado 

deberá asumirlo, cuando las personas nopuedanaccedera las condiciones niíiiinias deexistencia 

digna. 

DERECHO DE PETICION-Pronta rcsoluciónISILENCIO ADMINISTRATIVO 

Si bien es cierto que la petente contaba cliii otros niecanisnios judiciales para resolver su 

solicitud, no es menos valedero afirmar que la pronta resolución es a todas luces necesaria, 

habida cuenta de la inmensa preocupación que le asiste a la actora por no contar con recursos 

económicos que le permitan subsistir no solo a ella, sino también a sus hijos. El silencio de la 

administración resulta injustificado 1/ reprochable, si se tiene en consideración que en liii 

ternnnode siete (7) años no se le dio respuesta alguna -afirmativa o negativa- a la petición de la 

actora. Debedárseleaplicación a loprez'istoen losartículos 18, i9i/2Odel Decreto 259l de 1991, 

que facultan al juez de tutela para resolver de plano en caso de que la entidad pública no ¡ial/a 

respondido la información requerida. La Sala estima que iI derecho de peticion implícito en el 

memorial de tutela (artículo 14 Decreto 2591 de 1991), es un derecho fundamental susceptible 

de ser amparado por la acción de tutela. Esta Corporación no SL' prnunciara sobre el derecho de 

pensión porenfernued ad profesiinal,ija que lacnipetencia paradecretar las pensinesen co,ucret 

es exclusiva del lpistituto de los Seguros Sociales, inuctida a control judicial. 

394 



T-124/93 

Ref.: Expediente N T-6757. 

Peticionaria: Olga Stelia Escobar. 

Procedencia: Sala Laboral del Tribunal Superior de Santaf6 de Bogotá. 

Magistrado Ponente: Dr. VLADIMI RO NARANJO MESA. 

Santaféde Bogotá, D. C., veintinueve(29)de marzode mil novecientos noventa ytres 
(1993). 

La Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, conformada por los 
Magistrados Vladimiro Naranjo Mesa, Presidente de Sala; Jorge Arango Mejía y 
Antonio Barrera Carbonell, 

EN NOMBRE DEL PUEBLO 

Y 

POR MANDATO DE LA CONSTITUCION 

ha pronunciado la siguiente 

SENTENCIA 

en el proceso de tutela radicado bajo el número T-6757, adelantado por OLGA 
STELLA ESCOBAR ARAQUE. 

1. PRELIMINARES 

De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 86 de la Constitución Política y  33 del 
Decreto 2591 de 1991, la Sala de Selección correspondiente de la Corte Constitucional 
llevó a cabo la escogencia de la acción de tutela de la referencia. 

Atendiendoel mandato contenido enelartículo34del Decreto 2591 del 991 ,esta Sala 
de Revisión procede a dictar la sentencia correspondiente. 

Petición. 

La señora Olga Stella Escobar Araque, expresa en su demanda de acción de tutela, 
de fecha 14 de octubre de 1992, los siguientes hechos: 

1. Que el día 31 de octubre de 1985, el Instituto de los Seguros Sociales, le extendió 
tarjeta de protección, lo que ponía a su disposición los servicios médicos integrales que 
presta dicha entidad. 

2. Que desde entonces ha estado gestionando los trámites correspondientes para 
lograr el reconocimiento de su pensión, sin que hasta la fecha de presentación del 
memorial de demanda, se le haya resuelto. 

3. Que se ha sometidoa la práctica devarios análisis médicos laborales, en los cuales 
se acredita su incapacidad laboral. 

Obran en el expediente los siguientes documentos: 

- Oficio fechado el día 2 de abril de 1992, de la doctora María Ruth Cárdenas Hata, 
médica laboral del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en la cual se acredita una 
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pérdida de capacidad laboral de sesenta por ciento (60%) lo que, dice, amerita estudiar 
la posibilidad de otorgar una pensión parcial acorde con las disposiciones del T.S.S. y 
aconseja que se le provea de los servicios médicos necesarios. 

-Oficio del día 15 de julio de1985,   suscrito por el médico laborista Adolfo C. Sánchez, 
por medio del cual se solicita ordenar una investigación al empleador de la señora 
Escobar Araque, sobre los contaminantes ambientales a los que ha estado expuesta la 
interesada en este proceso. También, el citado médico, emite unconcepto sobreel estado 
de salud de ella, en el cual certifica que padece de asma bronquial alérgica, desencade-
nada por diversas sustancias químicas. 

-Certificación médica del doctor Francisco Fuentes (1 óde agosto de 1991), en el cual 
seestablece una limitación funcional parael desempeño delas actividades normales de 
la vida diaria de la peticionaria. El concepto médico en mención, califica la situación de 
la paciente de severa. 

- Oficio fechado el 24 de febrero de 1992, del doctor Andrés Caballero, coordinador 
del servicio de neumología, donde se señala que la pacientesufredeasmabronquial de 
difícil control médico, lo cual amerita un tratamiento médico estricto y periódico. Se 
afirma también, que no puede laborar en medios contaminados, ni exponerse a 
sustancias irritantes de las vías aéreas. 

La memorialista tiene como pretensiones las siguientes: 

1. Que enel término de cuarenta y ocho (48) horas, el Instituto delos Seguros Sociales, 
Salud Ocupacional, División medicina laboral, aporte la historia clínica, para su 
respectiva investigación. 

2. Que se ordene al instituto de los Seguros Sociales que le liquiden los dineros 
dejados de percibir (sic), desde el día en que inició los trámites de su pensión (sic) como 
indemnización por negligencia (sic). 

3. Que se le defina su pensión por enfermedad profesional. 

La sentencia que se revisa. 

Al avocar el conocimiento el despacho de la magistrada ponente del h. Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Santafé de Bogotá, doctora Emilia Mesa Sánchez, 
ordenó mediante auto que se oficiara al Instituto de los Seguros Sociales para que 
allegara al despacho el estadode la peticiónde pensión por enfermedad profesional. En 
comunicación de Secretaría, se puede observar que la entidad citada no respondió a lo 
ordenado por el h. Tribunal. 

El honorable Tribunal considera que la pretensión de la demandante, cuyo objeto es 
el reconocimiento de la pensión por enfermedad profesional, debe ser tramitada 
mediante otra vía judicial, lo que hace improcedente la tutela para este caso. Se atiene, 
en su criterio, a lo dispuesto en el artículo 611  de¡ Decreto 2591 de 1991, norma que dispone 
las causales de improcedencia de la acción de tutela. 

Tampoco considera procedente la declaración y  condena de una indemnización al 
daño probable que haya suscitado la actitud del I.S.S., por medio de la acción de tutela, 
ya que no se trata de un derecho cierto, sino de una mera expectativa. 
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Así las cosas, deniega por improcedente la acción de tutela interpuesta. 

JI. CONSIDERACIONES DE LA CORTE 

Competencia. 

Es competente la Sala Novena de Revisión de esta Corporación para revisar el fallo 
de tutela de la referencia, según lo dispuesto por el numeral 91-'del artículo 241 de la 
Constitución Política y  los artículos 33,34,35 y  36 del Decreto 2591 de 1991. 

Problema jurídico planteado. 

Considera esta Sala deRevisiónquedel acervo probatorio contenidoen elexpedien-
te (artículo 14 del Decreto 2591 del 991), se desprende que la actora ejercitó su derecho 
fundamental de petición Con el fin de obtener el reconocimiento a la pensión por 
enfermedad profesional. 

A la Corte Constitucional no corresponde obligar a las entidades públicas ni 
particulares a resolver favorablemente las peticiones que les sometan los ciudadanos, 
por cuanto la norma superior (artículo 23 de la Constitución Política), al reconocer el 
derecho de petición, se limita a señalar que, como consecuencia del mismo, surge el 
derechoa "obtenerpronta resolución",locual noimplica que ésta necesaria mente tenga 
que ser favorable a los intereses del peticionario. Lo que sí compete a esta Corporación, 
medianteel poder decisorio que la Carta Política leconfierecomointérpretcyguardiana 
de su integridad, es garantizar que los ciudadanos obtengan la pronta resolución a sus 
peticiones que preceptúa el mandato superior. Deberá entonces la Corte pronunciarse 
en tal sentido, sinque ello obste paraqucenla presente providencia seexponganalgunas 
consideraciones acerca de otros delos derechos fundamentales invocados en este caso, 
como son los de la dignidad, la igualdad, la seguridad social y  la buena fe, sobre cuyo 
cabal ejercicio incide la resolución que se dé a la tutela impetrada, en el caso en que la 
entidad involucrada, es decir el Instituto de los Seguros Sociales, resuelva favorable-
mente la petición de la actora. 

La acción de tutela. 

La acción de tutela es un mecanismo diseñado por el Constituyente para lograr la 
eficacia delos derechos fundamentales consagrados en la Carta. Mediante ella se busca 
lueel juezde tutela logre concretar los mediosdedefensa queenun momento dado tiene 
el particular para la protección de sus derechos fundamentales, siempre y cuando se 
encuentren amenazados o vulnerados por la actitud del Estado, sus agentes, y en casos 
especiales, por parte de particulares. 

El artículo 6 del Decreto 2591 de 1991 establece que son causales de improcedencia 
de la acción de tutela: 

1. Cuando existan otros recursos o medios dedefensa judiciales, salvo que aquélla 
se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existen-
cia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las 
circunstancias en que se encuentra el solicitante. 

Se entiende por irreirediable el perjuicio que sólo pueda ser reparado en su 
integridad mediante una indemnización". 
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En este punto, es convenientereafirmarel papel del juez de tutela para decidirdiclia 
acción. En jurisprudencia reiterada de esta Corporación', el criterio adoptado señala la 
importancia que cobra el papel del juez, pues su labor interpretativa se resalta en lo 
referente al campo de aplicación de los derechos fundamentales que consagra la Carta, 
y le sitúa en la necesidad de hacer un análisis crítico y  razonable de las situaciones 
lácticas, con el fin de dar una coherencia racional entre lo que expone la Constitución 
y lo que expresa el petente en los hechos, lo cual señala su situación particular. La 
primacía de los derechos fundamentales, como fundadores del Estado Social de 
Derecho, según el criterio del Constituyente, relieva la preocupación que para el nuevo 
ordenamiento social permita la materialización de la justicia y de la equidad. 

Al juez de tutela le corresponde llevar la justicia a los hechos dentro de los 
parámetros determinados en la Constitución Política; de esta manera le da dinamismo 
al derecho ybusca plasmar en cada fallo el consensode la sociedad frente al ordenamien-
to jurídico. Se impone pues, frente al concepto que reduce el derecho a una mera técnica 
de aplicación abstracta de las normas. Es quien debe desentrañar el contenido material 
de los derechos fundamentales y  procurar su eficacia con base en los límites antes 
aludidos. Es sobre los criterios de valor legitimante que debe recaer su sentencia. Esto 
porque dichos derechos no sólo tienen el carácter de normas jurídicas en su pleno 
sentido, sino que son también valores que deben orientar el ejercicio de la autoridad. 

La prevalencia de los derechos fundamentales, impone un sentido de solidaridad 
que mira a la real situación de las personas, adecuando a esta circunstancia el derecho. 
Es lógico que ningún derecho se dispone en sentido absoluto; frente a él se establecen 
deberes, también fundamentales, cuyo cumplimiento no es condición para el ejercicio 
de las libertades básicas, sino que tienen su razón de ser en el logro de un orden social 
justo, en el cual todos razonablemente cooperen en forma solidaria, con sentido de 
identidad nacional, al logro de los fines estatales. Se trata en este caso de,  la efectividad 
del derecho a la subsistencia y  a la seguridad social. 

En conclusión, la sentencia debe adoptar una solución racional, no estrictamente 
legal, a partir de un análisis objetivo de los hechos. 

El Estado Social de Derecho. 

En el artículo IQ de la Constitución, se establece que el Estado colombiano está 
constituido como Social de Derecho, lo que determina su forma de actuar, el origen y la 
finalidad de su gestión y  la participación de los ciudadanos como personas que deben 
razonablemente colaborar con la consecución de un orden social justo. Al Estado le 
corresponde ser el artífice de la gestión pública y, en gran medida, el patrocinador de 
la gestión privada, para que ésta se adecue al objetivo esencial de la búsqueda del bien 
común de los asociados. 

El Estado de Derecho perfecciona el ordenamiento jurídico al establecer un sistema 
que controla el ejercicio del poder público, creando un medio que permita el pleno 
ejercicio de los derechos del individuo, con las necesarias restricciones que impone el 
interés general sobre el interés particular. 

Cfr. Corte Con stitucionaL Sentencias Ni-. T-11 T-471, T-4O,, T-44. 
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La finalidad del Estado Social de Derecho tiene como base para su interpretación 
finalística al ser humano, visto de manera concreta, esto es, con contenido, encontrán-
dose con individuos materiales y no con entes abstractos. Su razón de ser es constituir 
un medio idóneo en el cual los asociados puedan extender plenamente sus potencias 
vitales. 

El Estado seimponeunos fines específicos que lo legitiman, estableciendo un sistema 
de derechos y de obligaciones a los particulares, quienes deben colaborar de consuno a 
la obtención material de dichos fines. Pero, así mismo, el Estado debe procurar una 
democratizaciónde la sociedad, haciendoque los aspectos formales que ledefinen sean 
más que esto y pueda hablarse de un Estado que haga realidad estos principios. 

El derecho de petición. 

El derecho de petición, consagrado en el artículo 23 de la Carta Política, conserva 
-en términos generales- la misma fórmula contemplada en el artículo 45 de la 
Constitución de 1886. El Constituyente de1'Y1 quiso mantener esa tradición democrá-
tica que le permitía a los ciudadanos contar con mecanismos ágiles y expeditos para 
recurrir a la administración pública. Sin embargo, hoy en día este derecho fundamental 
se ha convertido en algo más que eso: ha pasado a ser un instrumento que garantiza a 
los particulares obtener una información de las autoridades, conocer la razón de sus 
decisiones e inclusive contar con un sustento jurídico que les permita fiscalizar sus 
actos. 

La innovación más importanteque presenta el artículo23 Superior, esla de permitir, 
en lo casos taxativamente señalados porel legislador,el ejercicio del derecho de petición 
ante las organizaciones privadas con el fin de garantizar los derechos fundamentales. 
Se pasa de un campo de aplicación limitado al ámbito del sector público, a una 
concepción más universal que permiteuna mayor participación y un compromiso de la 
ciudadanía con el desarrollo de las actividades propias del Estado colombiano. 

El derecho de petición tiene como titulara toda persona, nacional o extranjera. Por 
medio de él, se permite acudir ante las autoridades o ante las organizaciones privadas 
en los términos que defina la ley, con el fin de obtener una pronta resolución a las 
solicitudes que se hayan presentado. Reiteramos que no significa esto que deban 
responderse las peticiones en una determinada forma; lo que se exige es un pronuncia-
miento oportuno. Han sido numerosas las ocasiones en que tanto las autoridades como 
los particulares, han ignorado el verdadero espíritu de este derecho. La Corte no 
desconoce el hecho evidente de quelas entidades públicas, asícomo las organizaciones 
particulares, deben contar con un término razonable para resolverlas peticiones que se 
le formulen por cualquier persona; pero ese término razonable debe ser lo más corto 
posible, ya que como lo estipula el mandato superior, la resolución debe ser "pronta". 
El prolongar másallá de lo razonablela decisión sobrela petición,comolamentablemen-
te ocurre a menudo por negligencia, por ineficiencia, por irresponsabilidad o, lo que es 
más grave aún, por una deliberada intención de causarle daño al peticionario, implica 
ni más ni menos que incurrir en flagrante violación de la norma constitucional. 

El ejercicio de este derecho sehacctal vez másevidenteen determinadas situaciones, 
donde el pronunciamiento de la entidad permite al particular definir una expectativa, 
que a su vez es fundamento para la protección de algunos de sus derechos fundamen- 
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tales. Tal es el caso de las personas de la tercera edad o de quienes por circunstancias de 
la vida se enfrentan a la imposibilidad física de ejercer una actividad económicamente 
productiva. En casos como éstos, no resolver oportunamente una solicitud, significa 
prolongaren el tiempoel estado de imposibilidad para contarconlos medios necesarios 
de subsistencia y así poder disfrutar de la salud, el bienestar, y la dignidad a que toda 
persona tiene derecho. En cambio, dar pronta resolución a la petición, permite o bien 
garantizar la efectividad de uno o varios derechos fundamentales, o bien definir una 
posición jurídica que legaranticeal afectado contar con los mecanismosconsagradosen 
la ley para controvertir los pronunciamientos de las autoridades. 

La dignidad humana como objeto de protección jurídica. 

La Constitución establece un marco de valores y principios materiales, que se 
estructurancomo fundamentodeun verdadero sistema axiológico. Este sistema sebasa 
en la dignidad humana, como principio que indica que el hombre es un ser que tiende 
hacia su perfeccionamiento, al desarrollar plenamente lo que por naturaleza se le ha 
dado comobienes esenciales: la vida, la salud,el bienestar, la personalidad, entre otros. 

Es la Carta la que determina los fines esenciales del Estado colombiano, y dentro de 
la gama de funciones que le son inherentes está la protección efectiva de los derechos 
humanos. A propósito de este tema, en 1urisprudencia de esta Corte, se ha establecido 
el alcance de la eficacia, así: 

"Cuando la Constitución colombiana habla de la efectividad de los derechos se 
refiere al concepto de eficacia en sentido estricto, esto es, al hecho de que las normas 
determinen la conducta ciudadana por ellas prescrita y, además, logren la realización 
de sus objetivos, es decir, realicen sus contenidos materiales y su sentido axiológico". 

La dignidad (artículo 1 Constitución Política) es un atributo de la persona y, en 
cuanto tal, todos tienen derecho a que sean tratados conforme a esa dimensión 
específicamente humana. Como bien lo ha afirmado la Corte, "más que derecho en sí 
mismo, la dignidad es el presupuesto esencial de la consagración y efectividad del 
entero sistema de derechos y garantías contempladas en la Constitución`. 

Puede observarse que para el tema en cuestión es, realmente, un presupuesto 
fundamental; es decir, no se trata de un derecho sino de un principio que enmarca al 
hombre y su relación con los demás seres sociales. Por esta razón la Corporación, en la 
sentencia antes citada, ha afirmado que "Además del quebramiento de un derecho 
fundamental,el accionantedela tutela puedeinvocar -como ocurre en el presentecaso-
el agravio infligido a su dignidad humana, y así el Juez podrá apreciar en su fallo tanto 
la conculcación del derecho como la profanación a la dignidad". 

La dignidad humana, como ya se estableció, es fundamento de la organización 
social, tiene entre sus desarrollos, el derecho a la igualdad Este derecho, por disposición 

Cfr. Corte Constitucional. Sala Cnn O de RevisiOn. Sentencia N' T-011 de 1993.   Magistrado Ponente: 

Dr. Alejandro Martínez Caballero. 

Cfr. Corte Constitucional. Sala Segunda de Revisión. Sentencia N T-401 de 1993. Magtstradc' l'onente 

Dr. Edn ardc' Ci fuentes Muñoz. 
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constitucional, debe ser protegido, garantizando para todos un mínimo de equidad. Se 
impone así una obligación cuya responsabilidad y  cumplimiento recaen de manera 
especial sobre las ramas del poder público. Toda persona tiene derecho a la igualdad de 
oportunidades, dentro dela relación individuo-sociedad. Sin embargo, en razón deesa 
misma igualdad se¡ ni pone un trato compensatorio a aquellos grupos, que seencuentran 
en una situación particular dedebilidad manifiesta, en cuanto éstos no pueden acceder 
fácilmente a los medios materiales quejes permita hacer efectiva su dignidad en un 
marco de igualdad. 

La obligación del Estado frente a la protección de la igualdad, determina que la 
efectividad de los derechos de los más desfavorecidos deberá tener una solución 
compensada, en atención a la equidad que debe presidir, pues, las relaciones sociales, 
sin desmedro de los derechos de las demás personas. 

Es menester asegurar, de manera especial, la dignidad de las personas que padecen 
problemas de salud, cuando éstos se han originado en una relación laboral, es decir, 
cuando el particular en ordena cooperar con la gestión de la productividad social se ha 
visto afectado en su integridad y en su salud. Y especialmente, cuando la dignidad de 
otras personas, en este caso particular la de los menores de edad, es decir, de los hijos 
de la actora, se ve comprometida por esa situación de debilidad especial, que puede 
conducir incluso, a poner en grave riesgo hasta el primero de los derechos naturales: el 
derecho a la vida. 

La seguridad social es un servicio público, que serige porlos principios de eficiencia, 
universalidad y solidaridad; es un deber del Estado prestarlo y hacer que su cobertura 
sea la mayor posible. En este caso particular, la seguridad social aparece consagrada 
como un derecho irrenunciable, al tenor del artículo 48 de la Constitución. 

Encontramos, pues, dos elementos: 

- Existe un derecho de las personas a vivir dignamente. Este es inherente, es decir, 
hace parte de su esencia y como tal es un elemento perfeccionante que no puede ser 
renunciado, pues esto equivaldría a obrar contra la naturaleza humana. 

- Existe una obligación del Estado de proporcionar garantía a los trabajadores y 
darles condiciones dignas y justas, lo que conduce a que si una persona cumple con los 
requisitos mínimos para que se le otorgue el beneficio pensional, éste le sea asignado 
prontamente. Se trata efectivamente de un proceso, en el cual prima la buena fe de las 
personas; es este el caso de la solicitante, en el cual la celeridad exigida para el debido 
proceso se hace más apremiante. 

La buena fea la que seha hecho mención, más queun catálogodebuenos propósitos 
en las relaciones interpersonales, implica una obligación jurídica, como principio 
general de derecho, que protege la confianza razonable que debe existir en el compor-
tamiento del otro, quien como ser social debe ser cooperativo y solidario. Mal puede 
pensarse que hacer primar el principio de la buena fe es romper con el principio de la 
seguridad jurídica. No, el uno no va contra el otro; por el contrario, se complementan, 
pues la buena fe le da su sentido ético a la seguridad jurídica. 

No cabe duda que el derecho a la seguridad social es un derecho fundamental, no 
obstante estar consagrado en la Constitución vigente, dentro del capítulo "De los 
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derechos sociales, económicos y cultura les", es esencial al ser liumano por la naturaleza 
misma del derecho, por su contenido, en cuanto posibilita la subsistencia de la persona 
menos favorecida o en un especial estado de debilidad, El Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales (ratificado por Colombia por medio de la 
Ley 74 de 1968) prevé, en su artículo 9, que: f1os Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a la seguridad social, incluso al seguro social". No 
sobra advertir que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 93 Superior, los 
tratados y  derechos internacionales (ratificados por Colombia) que reconocen los 
derechos humanos, prevalecen en el orden interno. Lo anterior cobra aun más impor-
tancia cuando se trata de la obligación estatal de proteger a aquellas personas que por 
circunstancias económicas, físicas o mentales, se encuentren en una situación de 
debilidad manifiesta (art. 13 de la Constitución Política). 

La protecciónde la seguridad social cobra importancia, ya que si no se presenta, otros 
derechos de carácter esencial como la vida, la igualdad, la subsistencia y la dignidad 
humana, no tendrían un eficaz campo de aplicación. 

La persona tiene así mismo, derivado de su derecho a la vida y de su dignidad, el 
derecho a la subsistencia, que es la posibilidad de constituir un medio adecuado para 
el desarrollo de las potencias vitales y de la misma personalidad, es decir, es el derecho 
adesenvolverseenla vida. Esteesun derechoquetienen todas las personasen condición 
de igualdad de oportunidades, y el Estado deberá asumirlo, cuando las personas no 
puedan acceder a las condiciones mínimas de existencia digna. 

Cabe recordar que la Corte Constitucional, ha establecido jurisprudencialmente 
que el carácter de universalidad de la Seguridad Soc:al cobija a todas las personas'. 

III. LAMATERIA 

Para el caso en mención, le corresponde al juez de tutela verificar la existencia de 
lascondiciones para el reconocimiento del derecho de petición impetrado porla actora. 
La resolución de esa solicitud adquiere el carcter, por lo menos de urgente, toda vez 
que de ella depende que se otorgue la pensión por enfermedad profesional a la cual 
tendría derecho según se colige del acervo probatorio, compuesto por certificados y 
conceptos médicos, entre otros. Las condicionas de debilidad de la actora secom prueban 
al estudiar los certificados médicos, que acreditan la incapacidad laboral y su imposi-
bilidad para trabajaren medios que noreúnanunos requisitosde salubridad especiales. 

Si bien es ciertoque la petente contaba con otros mecanismos judiciales para resolver 
su solicitud, no es menos valedero afirmar que la pronta resolución es a todas luces 
necesaria, habida cuenta de la inmensa preocupación que le asiste a la actora por no 
contar con recursos económicos que le permitan subsistir no solo a ella, sino también a 
sus hijos. El silencio de la administración resulta injustificado y reprochable, sise tiene 
en consideración que en un término de siete (7) años no se le dio respuesta alguna 
-afirmativa o negativa- a la petición de la actora. El servidor público, inscrito dentro del 
Estado social de derecho, frente aun proceso ádministra tivo, tiene un poder reglado, su 

corte Constitucional. SIa Segunda LIC Revisión. Sentcnc 	-' I-42S de 1992. \1,istradi' I'L'Élcroc 
Dr. EduarLIc' Cifuentes Mu ñc'z. 
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actuación está sometida, estrictamente, al cumplimiento de la ley en lo que ésta le 
permita, le ordene ole prohíba. Esto conileva aldeberdecumplireficientementecon Sus 
funciones,especialmente ella ¡ido en sus manos se encuentra una decisión ounpronun-
ciamiento del cual depende la salud, el bienestar e inclusive la vida de un ser humano. 
No quiere con esto la Corte, repetimos, señalar que todo derecho de petición debe ser 
resuelto en una forma determinada. Lo que se pretende es que las autoridades públicas 
tomen conciencia de la inmensa responsabilidad que les asiste en su ejercicio diario. 
Dentro de un contexto jurídico, la certeza juega un papel fundamental. Yes justamente 
la carencia de este elemento dentro de unas circunstancias humanas muy particulares, 
lo que obliga a la Sala de Revisión a tutelar el derecho de la actora, 

Si bien en el expediente de tutela no obra memorial de petición, esta Corporación 
presume que la actora ejercitó este derecho. De los documentos aportados al expedien-
te, se desprende que los exámenes médicos se realizaron con el fin de lograr, al final, 
el reconocimiento de la pensión por enfermedad profesional. El Instituto de los Seguros 
Sociales, en suoportunidad no sedispusoa controvertirla existencia de una peticiónpor 
parte de la actora, y  tampoco respondió el oficio enviado por el honorable Tribunal 
Superior. Debe, por tanto, dársele aplicación a lo previsto en los artículos 18,19 y  20 del 
Decreto 2591 de 1991, que facultan al juezde tutela para resolverde planoencasodeque 
la entidad pública no haya respondido la información requerida. En consecuencia 
resulta imperioso concluir que ella realizó tal gestión, y  que por negligencia de la 
administración no se ha resuelto en siete (7)años su solicitud, incumpliendo de manera 
flagrante, la obligación que tiene como autoridad, en el caso que se resuelve, de prestar 
eficaz protección al derecho impetrado. La Sala, como ya se mencionó anteriormente, 
estima queel derecho de petición implícito en el memorial de tutela (artículo 14 Decreto 
2591 de 1991), es un derecho fundamental susceptible de ser amparado por la acción 
consagrada en el artículo 86dela Constitución Política, yen este sentido se pronunciará 
la sentencia. 

Esta Corporación no se pronunciará sobre el derecho de pensión por enfermedad 
profesional, ya que la competencia para decretarlas pensiones en concreto es exclusiva 
del Instituto de los Seguros Sociales, sometida a control judicial. 

IV. DECJSION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional, 

RESUELVE: 

Primero. REVOCAR la sentencia proferida por el honorable Tribunal Superior del 
Distrito de Santafé de Bogotá, Sala Laboral, que denegó el derecho fundamental de 
petición de la señora Olga Stella Escobar A. 

Segundo. ORDENAR al Instituto de los Seguros Sociales resolver, en el término de 
cuarenta y ocho (48) horas contados a partir de la notificación de esta Providencia, la 
petición de la señora Olga StelIa Escobar Araque y,  si hay lugar a ello, conceder la 
pensión por enfermedad profesional, como es de su competencia. 

Tercero. COMISIONAR al honorable Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Santafé de Bogotá, para que vigile el estricto cumplimiento de la decisión de revisión 
tomada e informe del cumplimiento de esta providencia. 
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Cuarto. ENVIAR, por medio de la Secretaría General, copia de la sentencia a la 
Defensoría del Pueblo, al Ministerio de Trabajo y  Seguridad Social y  a la Consejería 
Presidencial para la Defensa, Protección y Promoción de los Derechos Humanos. 

Quinto. LIBRENSE por Secretaría General, las comunicaciones de que trata el 
artículo 36 del Decreto 2591 para los efectos allí contemplados. 

Cópiese, publíquese, comuníquese, insérteseen la Caceta dela Corte Constitucional 
y cúmplase. 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado Ponente 

JORGE ARANGO MEJIA,  Magistrado 

ANTONIO BARRERA CARBONELL, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-128 
de marzo 30 de 1993 

SENTENCIA-Cumplimiento/COLPUERTOS-LiquidaciánJMEDIDAS 
CAUTELARES-Créditos Labora les/EM BARGAB ILI DAD DEL PRESUPUESTO 

Q ¡neo, soinctióndosea las reglas predeternunadas cii la ley, ha acudido a un proceso para que 
sedefi;ia por la competente autoridad estatal una controversia en la cuales parte y ha obtenido 
en efecto resolución favorable a sus pretensiones, tienedereclio a que seejecute lo resuelto vpuedc 
reclamar que así ocurra por medio de la acción de tutela, obvianiente si en el caso concreto 
concurren las condiciones exigidas pare! artículo $6 de la Constitución i, si, además, no existen 
otros niediosde defensajudicial. La renuencia del ente obligadoa cuniplirun/alloes una onnsión 
que vulnero derechos fundanientales, en especialeldeaccedera lnjn risd icción, quena solamente 
resultacercenadocuandosennpidea la persona llegar anteci juez sinocuandosefrustra la justicia 
impartida poréste. En relación con el pagoa que se halla obligada la Empresa l'uertosdc Colombia, 
existen previsiones expresasen los dccretosdictadosparel Presidentede la Repiiblicaen desarrollo 
de la Lei, 1 Me 1991, todas tendientes a garantizar el pago cierto y pronto de las sumas que se 
adeuden a los trabajadores de la entidad cii liquidación v en concreto, al cumplimiento de las 
sentencias judiciales. Cabe laaplicación de las medidas cautelares solicitadas por los deinandantes 
1/a que la norma sobre nienibargabilidad así lo permite, según la interpretación que sobre su 
alcance luciera la Corte Constitucional para hacerla acorde con los principios superiores, en 
especial el de protección al trabajo i,, el de la igualdad real i efectiva. 

PERJUICIO IRREMEDIABLE/TUTELA TRANSITORIA-Improcedencia 

El uso del pracesoejecutiz'ode co;ifornndad con las reglas legales pertinentes conduce -como 
en efecto ha acontecido cii grapi parte de los casos materia de la presen te acción, según las pruebas 
practicadas por la Corte- al pago efectivo de las simias adeudadas, de tal manera que el daño 
causado a los trabajadores por la mora de la Empresa no reviste el carácter de irreniediable en 
los términos de la citada disposición. En consecuencia, no cabía la tutela ni siquiera como 
niecami isnio transitorio. 
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LEGITIMACION PORACTIVAIREPRESENTACION LEGAL 

Quien actúe por otro pa ra ejercer la acción de ti( tela habrá de presentar el correspondiente 
poder, que se presumirá auténtico, o deberá expresar en la demanda de protección que obra en 
calidad de agente de derechos ajenos cui,o titular carece de posibilidades para iniciar direeta-
mente el proceso. En el caso presente, no consta en la solicitud de tutela presentada por varios 
abogados quc ellos hubieran ejercidi el derecho con tein pladm 'en e/artículo 86 de la Constitución 
a nombre de los trabajadores que habían sido sus poderdantes en materia laboral ni que éstos 
hubieran estado en imposibilidad de promover su propia defensa. Tampoco se aci nipa naron 
poderes para ejercer la acción de tutela i,, por otra parte, revisados los que se habían coiiferidoen 
materia laboral, se encuentra que ". ..a través de ellos se les facultó, mnicanu'nte, para instan mar 
demandas ordinarias laborales contra la Empresa Puertos de Colombia-Terminal Marítimo i, 
Fliu'ial de Barra nuilla''. Tanipoco Tampoco era procedente la acción de t u tela, por lo menos en la forma 
en que fue planteada, pues no podía concederse a favor de los abogados que la solicitaron. 

Sala Quinta de Revisión. 

Ref.: N T-7829. 

Acción de tutela intentada por Ricardo José Torres Morales y Luis Alberto Gutiérrez 
.Alfaro contra Empresa Puertos de Colombia-Terminal Marítimo de Barranquilla. 

Magistrados: Drs. JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO, Ponente; HER-
NANDO HERRERA VERGARA y ALEJANDRO MARTINEZCABALLERO. 

Sentencia aprobada en Santafé de Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes de 
marzo de mil novecientos noventa y tres (1993). 

1. INFORMACION PRELIMINAR 

Los accionantes afirmanqueen su condicióndeabogados en ejercicio y actuandoen 
calidad de apoderados judiciales de OCTAVIO JIMENEZ CAMARGO, EZEQUIEL 
THERAN CARABALLO, JORGE AHUMADA ARIZA, RAFAEL EMILIO NEGRETE 
TORRES, ENRIQUE WARFF BROCHE RO, RUPERTO ANTONIO OSPI NO ARR! ETA, 
GUILLERMO POLO MOLINA, ANTONIOMARIA SUAREZJIMENEZ,JOSE IGNA-
CIO GOMEZ OSPINO, MIRTILIANO VERANO BARBOSA, JOSE MARIA MOLINA 
PABON y ViCTOR ENRIQUE SILVA JIMENEZ, todos trabajadores de la Empresa 
Puertos de Colombia-Terminal Marítimo de Barranquilla, incoaron ante la justicia 
laboral varias demandas contra dicha entidad para que a sus poderdantes les fueran 
reconocidas las sumas correspondientes a prestaciones erróneamente liquidadas. Ex-
presan que, falladas sus pretensiones favorablemente, iniciaron los correspondientes 
procesos ejecutivos y, proferidos en ellos sendos mandamientos de pago, los apodera-
dos presentaron cuenta sdecobro ala empresa dmandada sin obtener el cumplimiento 
de las decisiones judiciales. 

Añadenlos petentesquelos jueceslaboralesdel circuito de Barranquilla, al igual que 
el Tribunal Superior de Distrito . udicial, se han abstenido de decretar el embargo y 
secuestro de bienes en contra de la Empresa, alegando la vigencia del Decreto 037 de 
1992, "reglamentario" (sic) de la Ley 1' de 1991,   que en forma expresa establece la 
inembargabilidad de los bienes pertenecientes a Puertos de Colombia. 
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Por tanto, fundados en que no existen otros medios que garanticen el pago total de 
las obligaciones mencionadas, acudena la acciónde tutela, solicitando qu ese ordene dar 
cumplimiento a las sentencias proferidas por los juzgados laborales. 

Ii. LAS DECI SIONES JUDICIALES OBJETO DE REVISION 

Revisa la Corte Constitucional los fallos proferidos por el Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Barranquilla -Sala Laboral- y  por la Sala de Casación Laboral de la 
h. Corte Suprema de justicia, fechados respectivamente el veintiséis (26) de octubre y  el 
dos (2) de diciembre de mil novecientos noventa y dos (1992). 

1. Primera instancia. 

El Tribunal decidió negar la tu tela, previas las siguientes consideraciones: 

a) Los peticionarios actuaron legitimados por el interés propio que les asiste para 
obtenerel pago delas agencias enderechoquea su favorse regularondentro del trámite 
iiea nombredesus representados adelantaron antela justicia laboral yquehacen parte 
del monto totaldela suma que secondenóa pagar alTerminal Marítimode Barranquilla, 
junto con los demás valores reconocidos a favor de sus demandantes. 

No hay en el expediente poder alguno ni en el libelo expresión en el sentido de que 
los abogados mencionados agencien en este proceso derechos ajenos. 

b) La garantía constitucional del debido proceso debe imperar desde el inicio del 
trámite hasta su culminación, con el obvio cumplimiento de lo resuelto de fondo. 

Pero, si bien es cierto lo anterior, "no lo es menos que tal protección puede 
reclamarse por vía de tutela cuando se hayan agotado todos los medios de defensa para 
hacerla valer". 

c) Respecto de la inembargabilidad alegada por los actores, ella se encuentra 
respaldada en la ley. Por tanto, no puede tenerse como motivo antijurídico del daño y 
menos como acción u omisión generadora de reconocimiento de la tutela. 

d) " ...  todos los pagos, aún el aquí reclamado, deben encontrar respaldo en el rubro 
pertinentedel respectivo presupuesto y posibilitado por esta r cobijadodentrodel monto 
total que para la correspondiente vigencia seleasignó previamentea su inicio. Situación 
creada por el mismo legislador, por lo tanto de estricta observancia, infiriéndose 
necesariamente que para el cumplimiento efectivo de tales condenas por parte de la 
Empresa Puertos de Colombia-Terminal Marítimo y Fluvial de Barranquilla, deben 
agotarse plenamente las ritualidades procedimentales legales señaladas y la acción de 
tutela no se estableció para desconocerlas". 

De lo anterior deduce el Tribunal: 

"Ahora bien, si la inconformidad recae sobreel presupuesto ysusactas, la existencia 
o no de un rubro de liquidación de personal (cesantías) y si dentro de él están 
contemplados los pagos de sentencias ejecutoriadas, como acto administrativo que es, 
está regulado por la normatividad pertinente, resolviéndose los reparos a través del 
procedimiento propio y mediantelos recursos ordinariosoextraordinarios establecidos 
para ello". 
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2. Segunda instancia. 

Impugnada la sentencia del Tribunal, la honorable Corte Suprema de Justicia -Sala 
de Casación Penal- resolvió confirmarla fundándose en los siguientes argumentos: 

'Tara el cobro deobligaciones ciertas, derivadas de una relación laboral queconsten 
en acto o documento provenientedel deudor dcausante o que provenga de una decisión 
judicial o arbitral firme, existe un medio judicial previsto en el ordenamiento procesal 
laboral que es el juicio ejecutivo, al que se acogieron los peticionarios en este caso, 
proceso dentro del cual se deben resolver todas las cuestiones o problemas que se 
presenten en el desarrollo de su trámite, fundamento suficiente para que no proceda la 
acción de tutela puesto que en ella (sic) únicamente tiene lugar, según lo dispone el 
artículo 86 de la Carta Política, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial 
para su defensa, salvoqueseutilicecomo mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, situaciónque no tiene ocurrencia porel incumplimiento deu na obligación 
di nera ria. 

Efectivamente, los jueces en las diferentes jurisdicciones tienen la dirección del 
proceso y cuentan para el cumplimiento de esa obligación con los poderes que les 
confierela ley ya ellos correspondeexigirel obedecimientode lasórdenes que impartan 
en los procesos de su conocimiento, salvo que exista impedimento legal que no lo 
permita; tienen la facultad de requerir explicaciones a sus empleados, a los demás 
empleados públicos o a los particulares para que informen los motivos por los que han 
incumplido sus órdenes, y dado el caso pueden sancionara tales personas con multas 
cuando el incumplimiento o demora en la ejecución de sus órdenes sean injustificadas 
de acuerdo a lodispuesto enel artículo 39 del C. deP. C., norma aplicable analógica men-
te al procedimiento laboral con arreglo al artículo 145 del C. P. del T. 

Además, es causal de mala conducta de los funcionarios del Estado, que da lugar a 
multas o a su destitución, el que dilaten o entraben el cumplimiento de las decisiones o 
sentencias en firme y,  también, el que dejen de hacerlo que legalmente corresponda para 
que se incluya dentro de los presupuestos públicos apropiaciones suficientes para el 
cumplimiento de las sentencias que condenen a la administración según lo dispone el 
artículo 76 del C. C. A. 

Deben entonces las partes actuantes en un proceso dirigirse al juez que conoce del 
mismo para solicitarle que resuelva los asuntos que se presenten en su trámite y que 
naturalmente tenga que ver con éste, igualmente las partes le pueden pedir que provea 
lo necesario para el cumplimiento de las órdenes que haya emitido y es deber del 
juzgador resolver todas las peticiones que le sean presentadas según se desprende del 
inciso primero del artículo 107 del C. de P. C. 

Corresponde entonces insistir en este asunto que la acción de tutela por regla 
general contenida en el artículo 86 de la Constitución Nacional que la consagra, solo 
puede ser utilizada a falta de otros medios o acciones judiciales de defensa en razón de 
su carácter supletorio, de tal manera que dicha acción no puede ser invocada como 
recurso paralelo  adicional para supliractuaciones judiciales previstas por la ley ni para 
revivir controversias decididas". 
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III. CONSIDERACIONES DE LA CORTECONSTITUCIONAL 

1. Competencia. 

Esta Corporación goza de competencia para revisar la sentencias proferidas en 
relación con la acción de tutela instaurada, según lo disponen los artículos Só y 241-9 de 
la Carta Política y el Decreto 2591 de 1991 

2. Pruebas. 

El Magistrado Sustanciador, ante la necesidad de conocer el estado en que se 
encuentran los distintos procesos a que se refieren los accionantes, comisionó al doctor 
Javier Tobo Rodríguez, Magistrado Auxiliar de su Despacho, para que se trasladara a 
la ciudad de Barranquilla con el objeto de determinar cuál es la situación actual, tanto 
en los juzgados laborales en los que se adelantan los procesos ejecutivos como en la 
Seccional respectiva deColpuertos, y establecera la vez cuálera elalcancedelos poderes 
conferidos por los trabajadores a los abogados demandante, esto último a objeto de 
esclarecer la legitimación en causa dentro del proceso de tutela. 

El doctor Tobo acudió en efecto a Barranquilla los días 24,25 y 26 de marzo de1993.   
Como resultado de su gestión, presentó el siguiente informe: 

"De acuerdo con las diferentes versiones logró establecerse que la causa principal 
para el incumplimiento de los mandamien tos de pago lihradoencontra de la Empresa 
por los Juzgados Laborales del Circuito, está dada en la carencia de disponibilidad 
presupuestal que permita a los directivos de la entidad la cancelación efectiva dedichas 
obligaciones. 

Enloanterior fueronacordes tantoel Cerentedel Terminal Marítimo y Fluvial, como 
elJefedel Departa mentode Presupuesto, quienal ser cuestionado sobreel monto actual 
de lo disponible para el cumplimiento de los mandamientos de pago librados por los 
juzgados laborales del circuito, contestó: 'Para la vigencia enero-abril de 1993 no existe 
apropiación alguna para el pago de esta clase de compromios' 

Vale la pena destacar que el presupuesto de la Empresa Puertos de Colombia, 
Regional Barranquilla, es fijado, según lo manifestó el doctor Nicolás Acosta Espejo, de 
la siguiente manera: La Gerencia General de la Empresa fija unas políticas mediante las 
cuales señala los parámetros para la elaboración del anteproyecto de presupuesto, el 
cual es remitido a la oficina principal donde se consolida la información de los distintos 
terminales, y previa convocatoria a los directores financieros y jefes de presupuesto, los 
anteproyectos son sometidos a revisión; documento que una vez depurado es llevado 
a consideracióndela junta Directiva Nacional de la Empresa y pos teriormenteenviado 
alaOficina de I'laneaciónNacional del Ministerio de Hacienda yCrédito Público, donde 
a través del Confis se aprueba el respectivo presupuesto, que es transmitidoa la oficina 
principal para ser distribuidos en los distintos terminales. 

El doctor Néstor Triviño Medina, Cajero General de la Institución, informó por 
escrito acerca del cumplimiento de mandamientos de pago, relacionados con algunos 
de los ciudadanos mencionados en el escrito petitorio, así: 
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BENEFICIARIO 	 VALOR 	 FECHA 

Mirtiliano Verano Barboza 	 $16.860.037.49 	Mzo.1 5/93 

Antonio Suárez Jiménez 	 954.740.43 	Nov. 3/92 

Ruperto Ospino Arrieta 	 1.383,710.79 	Dic. 30/92 

José 1. Gómez Ospino 	 784.382.84 	Dic. 30/92 

Francisco Silvera Solano 	 800.727.03 	Dic. 30/92 

Enrique Warff Brochero 	 543.558.96 	Dic. 30/92 

*RafaelEnhilio  Negrete Torres, cuyo pago estó en trámite, toda vez que contra él obra 
un embargo por alimentos. 

El Jefe de la Oficina Jurídica de la Empresa, doctor Alvaro Serrano Vivius, luego de 
explicar la manera como son atendidos los procesos en que es parte la Entidad, 
suministró un informe que contiene la relación de las demandas laborales que cursan 
actualmente contra la Institución. 

Visita a los diferentes juzgados laborales del circuito de Barranquilla. 

"logró establecerse que, en general, todos (los procesos) culminaron con manda-
mientos de pago librados en contra de la Empresa Puertos de Colombia-Terminal 
Marítimo y Fluvial de Barranquilla, y que enalgunos de ellos los abogados handesistido 
debidoa la cancelaciónefectiva de las obligaciones por partedela Entidad, estando aún 
pendiente el cumplimiento de varias de estas órdenes judiciales. 

Al mismo tiempo se adelantó el estudio de los escritos mediante los cuales se 
confirió poder a los abogados Ricardo José Torres Morales y Luis Alberto Gutiérrez 
Alfaro, llegando a establecerse que a través de ellos se les facultó, únicamente, para 
instaurar demandas ordinarias laborales contra la Empresa Puertos de Colombia-
Terminal Marítimo y Fluvial de Barranquilla". 

3. Necesaria efectividad de las decisiones judiciales. 

La certidumbre colectiva en el sentido de que las decisiones de los jueces son 
acatadas constituye pilar fundamental del Estado de Derecho. Un sentimiento general 
en contrario pone en peligro su supervivencia, pues socava de manera grave el orden 
jurídico y representa una pérdida de credibilidad de las instituciones. Al desaparecer 
la confianza en la capacidad del sistema para hacer efectivos los fallos judiciales, se 
destruyen los fundamentos de la administración de justicia a cargo del poder público, 
lo cual propicia y estimula las vías de hecho en búsqueda de solución a los múltiples 
conflictos que supone la vida en sociedad. 

Quien, sometiénd ose alas reglas predeterminadas en la ley, ha acudido  un proceso 
para que se defina por la competente autoridad estatal una controversia en la cual es 
parte y ha obtenido en efecto resolución favorablea sus pretensiones, tiene derecho a que 
se ejecute lo resuelto y puede reclamar que así ocurra por medio de la acción de tutela, 
obviamente si en el caso concreto concurren las condiciones exigidas por el artículo 86 
dela Constitución ysi, además, no existen otros mediosdedefensa judicial. La renuencia 
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dele ti te obliga do a cumplir un fallo es una omisión que vulnera derechos fundamenta-
les, en especial el de acceder a la jurisdicción (artículo 221) C. N.), que no solamente 
resulta cercenado cuando seimpidea la persona llegaranteel juez sino cuando se frustra 
la justicia impartida por éste. 

Desde el Preámbulo de la Constitución Política se proclama como propósitos del 
ordenamiento los de "asegurar la justicia" y  "garantizar un orden político, económico 
y social justo". El artículo 211  señala como uno de los fines esenciales del Estado el de 
"garantizar la efectividad de los principios, derechos y  deberes consagrados en la 
Constitución...". La misma norma declara que las autoridades de la República están 
instituidas para proteger a todas las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, 
bienes, creencias y demás derechos y libertades  y  para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares. El 228 expresa que la administración 
de justicia es función pública yqucen sus actuaciones prevalecerá el derecho sustancial. 
El artículo 201 obliga al Gobierno, en relación con la Rama Judicial, a "prestar a los 
funcionarios judiciales, con arreglo a las leyes, los auxilios necesarios para hacer 
efectivas sus providencias", mientras que el 277 atribuye al Procurador General de la 
Nación la tarea de " ... vigilar el cumplimientodela Constitución, las leyes, las decisiones 
judiciales y los actos administrativos". 

Como puede verse, la idea de la eficacia es una de las predominantes en la Carta 
Política, en particular la que debe ser característica de las providencias judiciales. A la 
luz de la preceptiva superior, lo que importa, en la actividad del Estado, más aún si de 
justicia se trata, noesla verdad formal ni la solemnidad externa sino la vigencia material 
del Derecho y de los postulados que inspiran el ordenamiento jurídico. 

La acción de tutela y los demás instrumentos constitucionales de protección judicial 
-el babeas corpus, la acción de cumplimiento, las acciones populares, las acciones 
individuales y de grupo, la responsabilidad patrimonial del Estado y, desde luego, los 
procesos judiciales en las distintas jurisdicciones- responden, cada uno en la órbita que 
le es propia, al definido propósito del Constituyente en lo relativo al aseguramiento de 
esa eficacia. 

4. La protección especial al trabajo. 

Lodichoadquiere mayor sentido si los derechosdefinidosenel juiciodentro del cual 
se ha producido la sentencia son de carácter laboral. 

El trabajo es uno de los valores esenciales de la Constitución de 1991,   como ya lo ha 
reiterado la doctrina de esta Corporación: 

"La Constitución, tal como queda expuesto en las consideraciones generales de este 
fallo, consagra el derecho al trabajo como uno de los fines propuestos en su Preámbulo, 
junto con la garantía de un orden político, económico y social justo, a la vez que señala 
COMO propósito del Estado la efectividad de los derechos reconocidosen su preceptiva. 
En concreto, el artículo 25 define el trabajo como un derecho y una obligación social y, 
reiterando el principio introducido en la reforma constitucional de 1936,   declara que 
goza, en todas sus modalidades (una de la cuales es la del trabajo al servicio de la 
administración), de la especial protección del Estado y  añade que toda persona tiene 
derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas. 
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La especial protección estatal que la norma exige para el trabajo alude a conductas 
positivas de las autoridades, así como al diseño y  desarrollo de políticas macroeco-
nómicas que tengan por objeto fomentarlo y promoverlo, de modo que quienes lo 
desarrollan (los trabajadores) puedan contar con suficientes oportunidades para acce-
der a él y con elementos indispensables para derivar de su estable ejercicio el sustento 
propio yfamiliar". (Cfr. Corte Constitucional. Sala Plena. Sentencia 479 del 13 deagosto 
de 1992). 

Así, pues, por mandato del artículo 25 de la Constitución, el Estado tiene la 
obligación de amparar especialmente al trabajo y ello no solamente en el acceso al 
mismo, sino también en lo que concierne a la remuneración, que debe ser justa y 
oportuna. Por otra parte, la norma constitucional declara que toda persona tiene 
derecho a un trabajo en condiciones dignas y  justas, al paso que el 53 seocupa en definir 
directamentelos principios fundamentalesque necesariamentehabrá de teneren cuenta 
el Congreso al expedir el estatuto del trabajo; entre ellos, la irrenunciabilidad a los 
beneficios mínimos establecidos en normas laborales. El ordenamiento fundamental 
dispone, de manera que no permite dudas, que "la ley, los contratos, los acuerdos y 
convenios de trabajo no pueden menoscabar la libertad, la dignidad humana ni los 
derechos de los trabajadores". 

Mal podría hacerse compatible con tan claros mandatos constitucionales el incum-
plimiento de resoluciones judiciales que han reconocido y definido tales derechos en 
concreto. 

5. El caso en estudio. 

Está probado en el presente proceso que los abogados demandantes obtuvieron 
para sus prohijados el reconocimiento judicial de los derechos laborales que a ellos 
correspondían, a partir de reliquidaciones de las prestaciones sociales que les ha debido 
cancelar la Empresa Puertos de Colombia. 

También resulta del expediente que los apoderados iniciaron, de conformidad con 
las reglas aplicables, los respectivos procesos ejecutivos tendientes a conseguir el pago 
de las sumas adeudadas a sus poderdantes y  con base en mandamiento judicial de 
pago, presentaron cuenta de cobro ante la citada Empresa sin que ésta accediera a 
cumplir las providencias correspondientes. 

Es un hecho público y notorio que la Empresa Puertos de Colombia está en 
liquidación y,  por tanto, su patrimonio está destinado al pago de las obligaciones a su 
cargo, fundamentalmente aquellas que legalmente gozan de carácter privilegiado 
como ocurre con las provenientes de relaciones laborales y así lo dispusieron la Ley 1 
de 1991 y los Decretos 035, 036 y 037 de 1992. 

Ahora bien, varios jueces laborales del circuito de Barranquilla a los cuales se solicitó 
ordenar la práctica de medidas cautelares, se abstuvieron de decretarlas en virtud de lo 
dispuesto por el último de los estatutos mencionados sobre inembargabilidad de los 
bienes de la entidad demandada. 

La Sala de Decisión Laboral del Distrito Judicial de Barranquilla resolvió denegar 
la tutela impetrada por considerar que la enunciada inembargabilidad estaba respal-
dada en la ley y, además, por cuanto todos los pagos, incluidos los que eran objeto de 
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reclamo, deben encontrar respaldo en el rubro pertinente del respectivo presupuesto y 
estar cobijados dentro del monto total quepa ra la correspondiente vigencia hubiere sido 
señalado. 

La honorable Corte Suprema de Justicia consideró, por su parte, que, para el caso 
concreto, existía otro medio de defensa judicial, precisamente aquel al que se acogieron 
los peticionarios, es decir, el proceso ejecutivo, dentro del cual se deben resolver todas 
las cuestiones y  problemas que se presenten en desarrollo de su trámite y ello excluía 
-desde luego- la acción de tutela. 

Examina la Corte cada una de tales consideraciones: 

a) Son naturales las limitaciones presupuestales dela Empresa, a las cuales alude no 
solamente el Tribunal en su sentencia sino que también alega la Administración 
Seccional de Col puertos en respuestas dadas a específicos interrogantes planteados por 
esta Corte. 

Es evidente que una entidad pública no puede ordenar pagos que no tengan respaldo 
en las correspondientes partidas presupuestales previstas para la vigencia que se 
ejecuta, pero también lo es que, según se deja expuesto, las sentencias judiciales 
condenatorias son de obligatorio cumplimiento, con especiales características de urgen-
cia y  prelación cuando se trata de obligaciones laborales, razón por la cual incurre en 
grave descuido elorganismoque, a sabiendas de tales condenas, omite iniciar eimpulsar 
los trámites administrativos indispensables para obtenerla específica previsión presu-
puestal que le permita cumplir con eficiencia y oportunidad lo ordenado por los jueces 
de la República. 

Las entidades públicas no deben esperar, para los efectos en cuestión, a que se las 
embargue o a que culminen los procesos ejecutivos en su contra ni a que se las condene 
a pagar intereses de mora o salarios caídos. Es suficiente la sentencia judicial que define 
los derechos de los trabajadores, así se haya proferido dentro de un proceso ordinario, 
para que se vea obligada la Empresa a efectuar los trámites pertinentes. La conducta 
omisiva en este aspecto causa daño a los trabajadores y  a la propia Empresa, fuera de 
reñir con el postulado de eficiencia que debe presidir la gestión pública. 

En el caso que nos ocupa debe observarseque varias de las sentencias no cumplidas por 
la Empresa Puertos de Colombia, fueron proferidas con suficiente antelación como para 
que la entidad ya hubiera previsto las correspondientes partidas en su Presupuesto. 

Debe tenerse en cuenta, además, en relación con el pago a que se halla obligada la 
Empresa Puertos deColombia, que existen previsiones expresas en los decretos dictados 
por el Presidente de la República en desarrollo de la Ley lude  1991, todas tendientes a 
garantizar el pago cierto y  pronto de las sumas que se adeuden a los trabajadores de la 
entidad en liquidación y,  en concreto, al cumplimiento de las sentencias judiciales. 

El artículo 23 del Decreto 035 de 1992 dispuso que de las condenas a que hubiere 
lugar en los procesos judiciales que se sigan o que se estén siguiendo contra la Empresa 
Puertos de Colombia, en liquidación, responderá dicha empresa mientras el Fondo de 
Pasivo Social asume la obligación de atenderlos. 
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El artículo 22 del mismo ordenamientoúnicamenteexcluye del cumplimiento del as 
sentencias proferidas en contra de la Empresa -y ello por la razón obvia de su 
liquidación- lo relativo al reintegro del demandante, pero insiste en el pago de las 
condenas económicas liquidadas hasta la fecha de ejecutoria de la sentencia. 

El Decreto 036 de 1992, en desarrollo de la facultad conferida al Presidente de la 
República por el artículo 37 de la Ley 1 de 1991, creó el Fondo de Pasivo Social de la 
Empresa Puertos de Colombia, que tiene por objeto, entre otros, el de manejar las cuentas 
relacionadas con el cumplimiento de las obligaciones señaladas en los artículos 35 y 36 
de la Ley 1 de 1991. Entre sus funciones tiene el Fondo la de "efectuar el pago de las 
sumas reconocidas por sentencias condenatorias ejecutoriadas o que Se ejecutoríen a 
cargo de la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación" (artículo 3, literal g,  del 
Decreto 036 de 1992). 

La Junta Directiva del Fondo tiene la función de 'aprobar el presupuesto anual de 
ingresos, inversiones ygastos y efectuar los traslados presupuestales necesarios para la 
ejecución de los programas del Fondo" (literal ide! artículo 61`). 

El artículo 13 del Decreto en comento estipuló: 

"Artículo 13. Transferencia deresponsabilidades. Una vez constituido el Fondo, éste 
celebrará con la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación, uno o varios convenios 
en virtud de los cuales, según el caso, se regula la asunción progresiva por parte del 
Fondo de las funciones previstas en este decreto, de tal manera que su responsabilidad 
sea plena antes de que concluya la liquidación de la Empresa. 

Entre tanto la Empresa Muertos de Colombia, en liqunlacu ín , con tin nard atendiendo las 
prestaciones asistenciales il paga iidolas ecoiióniicasdesiis empleados y exeniplcados" . (Cursivas 
de la Corte). 

Pero, además, el artículo 3  del Decreto 037 de 1992 estatuye que dentro del 
Presupuesto de la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación, se deberá crear una 
cuenta denominada "Cuenta Especial de Liquidación", cuyos recursos provendrán de 
la venta de los bienes de la Empresa y de los recursos que le sean transferidos del 
Presupuesto General de la Nación para la liquidación de personal. 

"Losrecursosdeesta cuenta -reza la norma-serán distribuidos por la Junta Directiva 
de la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación, y se destinarán exclusivamente a 
la liquidación de personal, incluyendo el pago de prestaciones sociales, indemnizacio-
nes, sentencias condenatorias de tipo laboral y pensiones". (Cursivas fuera de texto). 

Esta cuenta existirá, según el parágrafo del citado artículo, hasta el momento en que 
inicie sus funciones el Fondo de Pasivo Social en referencia. 

De lo expuesto fluye con entera claridad, que el incumplimiento de las sentencias 
judiciales mediante las cuales se condenó a la Empresa Puertos de Colombia al pago 
de obligaciones laborales no ha obedecido al estado de liquidación de la entidad, ni 
puede la administración deésta disculpar su conducta omisiva en dicha circunstancia, 
pues, según se observa, fueron expedidos una ley de la República y tres decretos con 
fuerza de ley, orientados principalmentea garantizar la atención efectiva y  cierta de los 
compromisos contraídos por la Empresa con quienes son o han sido sus trabajadores. 
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Nada justifica, entonces, la actitud remisa de la Empresa en lo que atañe a dichas 
providencias judiciales ni su demora en adelantar las gestiones administrativas 
tendientes a la inclusión de las partidas presupuestales necesarias para su oportuno 
acatamiento. 

b) No era equivocada en su momento la apreciación del Tribunal ni las de los jueces 
laborales de circuito sobre la inembargabilidad de los bienes dela Empresa demandada, 
pues el artículo 61-'del Decreto 037 de 1992 dispone: 

"Artículo 6. De conformidad con lo establecido en el artículo 63 de la Constitución 
Política, los bienes muebles e inmuebles de la Empresa Puertos de Colombia, en 
liquidación, y las rentas y  recursos incorporados en el Presupuesto a su nombre son 
inembargables. Dela misma proteccióngozarimn los bienesdela Nación que ¿Id ministren 
las Sociedades Portuarias Regionales". 

Debe tenerse en cuenta, sin embargo, que con posterioridad a esas decisiones 
judiciales las cuales -como dice el Tribunal- estaban respaldadas por la ley, se produjo 
la Sentencia número C-013 del 21 de enero de 1993, por cuyo medio esta Corte (M. ft: 
Dr. EduardoCifuentes Muñoz), al declararla exequibilidad dela transcrita disposición, 
lo hizo "dejando a salvo las situaciones en las cuales la efectividad del pago de las 
obligaciones laborales a cargo de la Nación, con ocasióndela liquidación dela Empresa 
Puertos de Colombia, sólo pueda hacerse mediante el embargo de losbienes y recursos 
de la Empresa Puertos de Colombia, en liquidación, o de las rentas y recursos incorpo-
rados en el Presupuesto General de la Nación a su nombre, en cuyo caso el embargo 
correspondiente se ajustará a lo señalado en el artículo 177 del Código Contencioso 
Administrativo". 

Así, pues, dentro de las condiciones dichas, cabe la aplicación de las medidas 
cautelares solicitadas por los demandantes, ya que la norma sobre inembargabilidad así 
lo permite, según la interpretación que sobre su alcance hiciera la Corte Constitucional 
para hacerla acorde con los principios superiores, en especial el de protección al trabajo 
(artículo 25 C. N.) y el de igualdad real y efectiva (artículo 13 C. N). 

c) Pese a lo dicho, cuya relevancia en la materia considerada conduciría a conceder 
la tutela si concurrieran todos los presupuestos constitucionales y legales, no se 
equivocó la honorable Corte Suprema de Justicia cuando aseveró que para los fines 
perseguidos por los petentes ha sido previsto en asuntos como el que se controvierte, 
otro medio de defensa judicial, cual es el proceso ejecutivo, según lo establecido en las 
pertinentes disposiciones laborales, lo cual hacía improcedente la acción incoada. 

Ello es todavía más claro si se toma en consideración la aludida Sentencia N C-013 
de esta Corte, que al clarificar el alcance de las normas sobre inembargabilidad, en 
particular por lo atinente a las obligaciones laborales a cargo de Colpuertos, dio mayor 
viabilidad al indicado instrumento jurídico -el proceso de ejecución-que es precisamen-
te el aplicable para las situaciones objeto de este proceso, excluyéndose la vía de 
protección prevista en el artículo 86 de la Constitución, por mandato expreso de la 
misma norma. "Esta acción sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro 
mediodedefensa judicial, salvo queaquella se utilicecomo mecanismo transitorio para 
evitar un perjuicio irremediable". 
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Ya que, según el artículo 6 del Decreto 2591 de1991,   únicamente puede entenderse 
como !rrL'niedulble aquel perjuicio "que sólo pueda ser reparado en su integridad 
mediante una indemnización....., no era ésta la hipótesis que se daba en el proceso que 
se examina, pues el uso del proceso ejecutivo, de conformidad con las reglas legales 
pertinentes, conduce -conm en efecto ha acontecido en gran parte de los casos materia 
de la presente acción, según las pruebas practicadas por la Corte- al pago efectivo de las 
sumas adeudadas, de tal manera que el daño causado a los trabajadores por la mora de la 
Empresa no reviste el carácter deirremediableen los términos de la citada disposición. En 
consecuencia, no cabía la tutela ni siquiera como mecanismo transitorio. 

Falta de legitimidad para ejercer la acción.  

La acción de tutela puede ser intentada, según lo dispone el artículo 86 de la 
Constitución, porla persona afectada, "...porsímisma o porquienactúea su nombre...". 
Deallísededuceque no es indispensableobrar directa mente y  que, por tanto, puedeotro 
actuar en representación de la persona que ve conculcados ¿`amenazados sus derechos 
funda mentales. 

Noobstante, esto no significaque toda persona pueda asumirde manera indetermi-
nada y sin límite la representación de cualquiera otra para ejercer, a nombre de ésta, la 
acción de tutela. 

La cuestión referente a cóinose puede actuara nombre de alguien en esta materia no 
fue definida directamente por el constituyente y,  por tanto, correspondía al legislador 
la reglamentación del precepto. 

El artículo transitorio 6 de la Constitución confirió al Presidente de la República 
facultades extraordinarias para "reglamentar el derecho de tutela" y fue en desarrollo 
de estas autorizaciones que el Ejecutivo dictó el Decreto 2591 de 1991, en cuyo artículo 
10 se dice: 

"Artículo 10. Legitiundad e nitcres. La acción de tutela podrá ser ejercida, en todo 
momento y lugar, por cualquier persona vulnerad aoamenazada enunodesus derechos 
fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se 
presuni iran a u téi fices. (Destaca la Corte). 

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los niisnios no este en 
condiciones de promover su propia de(ensa . Cuando tal circunstancia ocurra, debera inanifestnrse 
en la solicitud. (Se destaca). 

Se sigue de ello que quien actúe por otro para ejercer la acción de tu tela habrá de 
presentar el correspondiente poder, que se presumirá auténtico, o deberá expresar en 
la demanda de protección queobra en calidad de agentede derechos ajenos cuyo titular 
carece de posibilidades para iniciar directamente el proceso. 

En el caso presente, no consta en la solicitud de tutela presentada por varios 
abogados, que ellos hubieran ejercido el derecho contemplado en el artículo 86 de la 
Constitución a nombre de los trabajadores que habían sido sus poderdantes en materia 
laboral ni que éstos hubieran estado en imposibilidad de promover su propia defensa. 
Tampoco se acompañaron poderes para ejercer la acción de tutela y, por otra parte, 
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revisados los que se habían conferido en materia laboral, se encuentra que "...a través 
de ellos se les facultó, únicamente, para instaurardemandas ordinarias laborales contra 
la Empresa Puertos de Colombia -Terminal Marítimo y Fluvial de Barranquilla". (Cfr. 
Informe citado sobre práctica de pruebas). 

Por si alguna duda quedara, fueron los propios accionantes quienes, en el escrito de 
impugnacióndela sentencia de primerainstancia, afirmaron: "Porotra parte, aclaramos 
que cuando solicitamos el cumplimiento de las sentencias, lo hacemos no con el 
propósito mezquino de obtener el pago de las Agencias en Derecho, porque no 
resolveríamos ningún conflicto en beneficio de los poderdantes extrabajadores...". Es 
decir, no actuaban a nombre propio ni para defender sus derechos fundamentales sino 
los de otros, pero sin cumplir lo exigido por la norma legal en cita. 

Por este aspecto, entonces, tampoco era procedente la acción de tutela, por lo menos 
en la forma en que fue planteada, pues, de acuerdo con lo expuesto, no podía concederse 
a favor de los abogados que la solicitaron y para que lo hubiera podido ser respecto de 
los trabajadores, era necesario aplicar el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991. 

IV. CONCLUSION 

Sc confirmará la sentencia proferida por la honorable Corte Suprema de Justicia, que 
a su vez confirmé la del Tribunal de Barranquilla, mediante la cual se negó la tutela 
impetrada, si bie n debe reconocerse que Col puertos ha i no: urridoen negligencia en cuanto 
al impulso del proceso presupuestal, enespecial por loco ncerniente a condena s proferidas 
varios años atrás, motivo que lleva a esta Corte a formularla advertencia del caso. 

La decisión de segunda instancia será adicionada en el mencionado sentido. 

V. DECISION 

En mérito de lo expuesto, la Sala Quinta de Revisión de Tutelas de la Corte 
Constitucional, administrando justicia a nombre del pueblo y por mandato de la 
Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMASE la sentencia proferida por la honorable Corte Suprema de 
Justicia -Sala de Casación Laboral- el 2 de diciembre de 1992, mediante la cual fue 
confirmado el fallo del 26 de octubre del mismo año, pronunciada por el Tribunal 
Superior del Distrito Judicial de Barranquilla en el proceso de la referencia. 

Segundo. PREVIENESE a la Empresa Puertos de Colombia, para que adelante las 
gestiones administrativas enderezadas a la inclusión en su Presupuesto de partidas 
suficientes para el cumplimiento exacto, eficaz yoportunodelas providencias judiciales 
proferidas por los jueces de la República. 

Tercero. COMPULSESEcopía del expedienteydeesta providencia ala Procuraduría 
General de la Nación para lo de su cargo. 

Cuarto. LIBRESE la comunicación prevista enel artículo36del Decreto2591 de 1991. 
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Cópiese, comuníquese, publíqueseenla Gaceta de la CorteConstitucional ycúniplase. 

JOSE GREGORIO HERNJANDEZ GALINDO, Magistrado Ponente 

HERNANDO HERRERA VERGARA, Magistrado 

ALEJANDRO MARTINEZCABALLERO, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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SENTENCIA No. T-129 
de marzo 31 de 1993 

TELEVISION-Recepción de señales 

En el asunto que se examina no se trata de la 
"
fu Pidación de un medio niasivode comunicación 

sino de la recepción privada de seia1es de televisión provenientes de satélites i, su explotación 
comercial mediante la repetición, edición 1/difusión de las mismas; posibilidad permitida porcl 
ordenamiento jurídico junto con la con secuentedisposición de los medios materiales y técnicos 
que hacen viable dichas actividades, pero no en forma incontrolada o abusiva, sino, por el 
contrario, acatando las regulaciones legales que imponen un ,níni,notic condiciones q ¡te autorizan 
dcla intervención estatal iiq¡fe persiguefines relevan tes, den trodelosquesedestacan imperativos 
relacionados con el man ten i,nientodel orden público, la seguridad y  la soberanía, la consolidación 
dcgaranfíasquepermitan a los demás, previoel cumplimnientode los requisitos fijados, eldisfrute 
del mismo derecho sin lugar al privilegio o al monopolio. 

ACTO ADMINISTRATI VO/JURISDICCION CONTENCIOSO- 
ADMINISTRATIVAJACCJON DETUTELA-Improcedencia 

Las decisiones tomadas porcl Ministerio de Comu nicaciones para ¡mega rel levantamiento de 
la suspensión del funcionamniento de la estación terrena y la devolución de loseq uipos incautados 
iifrente a las cuales el peticionario tuvo ocasión de interponer los recursos del caso agotando la 
vía gubernativa, revisten la naturaleza de actos administrativos cuyo control de legalidad 
pertenecea la jurisdicción de lo contenciosoadministrativo, razón por la cual, el peticionario pudo 
hacer uso de las acciones pertinentes ante esa jurisdicción, no siendo el mecami ismno de la acción 
de tutela elapropiado para ventilar estas controversias. 

Ref.: Expediente N T-6820. 

Acción de tutela presentada ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca 
contra el Ministerio de Comunicaciones. 

Peticionario: Alvaro Luis Bayona Gómez. 
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Magistrados: Drs. FABIO MORON DIAZ, Ponente; JORGE ARANGO MEJIA y 
VLADIMIRO NARANJO MESA. 

Santafé de Bogotá, D. C., marzo treinta y uno (31) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 

La Sala de Revisión en asuntos de tutela, integrada por los honorables Magistrados 
Jorge Arango Mejía, Vladimiro Naranjo Mesa y Fabio Morón Díaz, resuelve sobre la 
revisión de la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca-
Sección Primera-, el tres (3) de noviembre de mil novecientos noventa y dos (1992). 

[.ANTECEDENTES 

a. La petición. 

1. Ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, el señor ALVARO LUIS 
BAYONA GOMEZ presentóescrito medianteel cual impetra la acción de tutela, prevista 
en el artículo 86 de la Constitución Política, contra el Ministerio de Comunicaciones, 
frente al cual agotó los medios de defensa disponibles, por cuanto en "oficio 733 del 17 
de abril de 1990 ordenó la suspensión de un sistema de televisión denominado 
ANTENA 7", "se decomisaron sus equipos" y se "llevó el caso ante el Juez Penal", 
violando de ese modo los "derechos fundamentales" contemplados en los artículos 20, 
23, 38, 25, 52, 58, 70, 73, 75, 76 y  77 de la Carta y  desatando una persecución que según 
el accionante "ha ocasionado serios quebrantos ami persona y daños irreparables en nu 
economía, en mi vida profesional y social". 

El señor Bayona Gómez solicita seordeneal Ministerio deComunicaciones, "levan-
tar la orden de suspensión del servicio de televisión que venía prestando Antena Siete", 
la devolución de los equipos "incautados ilegalmente" y  "cesar toda acción punitiva" 
que el Ministerio haya podido iniciar "contra mi persona y mi empresa Antena Síeteante 
el Juez Penal, toda vez que el hechoadolecede tipicidad, antijuridicidad yculpabihdad 
ala luz de las leyes vigentes y de nuestra Constitución Nacional". Solicita además, se le 
den plenas garantías para el goce de los derechos fundamentales que invoca como 
violados y  se le reconozca indemnización "por el daño emergen tee irreparable causado 
por la aplicación injusta y  parcial de las leyes, toda vez que fui el único contra quien se 
desencadené toda la acción del Gobierno en cabeza del Ministerio de Comunicaciones, 
frente a más de 1.000 casos de antenas parabólicas que se encontraban operando en las 
mismas o peores condiciones que la manejada por Antena Siete, de lo cual tenía 
conocimiento el Ministerio ...... Informa el peticionario que debió realizardevoluciones 
de dinero por cifras superiores a los tres (3) millones de pesos "a usuarios que habían 
adquirido su derecho de interconexión, sin contar los posibles usuarios que estaban 
pendientes de conectarse motivados por una campaña que recientemente habíamos 
realizado". 

Pide también que de acuerdo con el artículo 92 de la Constitución se sancione a los 
funcionarios que "aplicaron temeraria y parcialmente las leyes en mi contra" y que se 
verifique la legalidad y veracidad de tales normas, puesto que no hubo enriquecimien-
to ilícito, el sistema no fue utilizado para el servicio de narcotraficantes, ni se intercepté 
señal privada alguna sino que se utilizaron "señales incidentales que atraviesan el 
espacio". 
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2. Los hechos que señala el peticionario como causa de la acción que impetra, se 
resumen a continuación. 

a) Por intermedio del Presidente de la Junta de Copropietarios de la Unidad 
Residencial Capri Cedritos, y  para dar cumplimiento al artículo 3 del Decreto 225 de 
1988; el 10 de agosto de 1988 presentó ante el Ministerio de Comunicaciones memorial 
en el que solicitaba la inscripción de un "sistema de Televisión Internacional o Estación 
Terrena de Recepción de Señales de Televisión Incidentales vía Satélite....., trámite que 
igualmente realizó ante la Alcaldía Menor de Usaquén. 

h) Dos arios más tarde, y en razón de querella adelantada en su contra por la firma 
TV Cable, según oficio 219 del 7 de febrero de 1990, el Ministerio de Comunicaciones 
ordenó una inspección técnica a Antena Siete, visita que realizaron los señores Roberto 
Castillo Feria y Orlando Cardozo Ortiz a quienes se les facilitó la información que 
requirieron. Posteriormente, informa el peticionario, fue visitado por agentes de segu-
ridad del Estado, habiendo sido citado ante la Unidad de Inteligencia de la Sijin Mebog; 
cita cumplida el 26 de abril de 1990. 

c) El 10 de mayo de 1990, mediante oficio 942, el Secretario General del Ministerio 
de Comunicaciones, ordenó suspenderel servicio que Antena Siete venía prestando por 
supuesta violación al Decreto 225 de 1988, dado que "la estación terrena se encontraba 
en Zona Verde Comunal...... Pesca que no se había ordenado el decomiso de los equipos, 
ese mismo día se presentaron "cerca de sesenta (60) hombres fuertemente armados y 
pertenecientes a la Policía Metropolitana, transportadosen dos camiones, motos y  otros 
vehículos particulares y de servicio público ...... quienes en cumplimiento de una orden 
de allanamiento dispuesta por el Juzgado 41 de Instrucción Criminal procedieron a 
incautar los equipos, cuya relación hace el peticionario, no permitiéndose la interven-
ción de un abogado que se encontraba en el lugar, ni la de un representante de la 
comunidad. El delegado del Ministerio de Comunicaciones y la delegada de la Procu-
raduría hicieron caso omiso del oficio que les permitía "suspender el servicio pero no 
proceder al traslado físico de los equipos". 

d) Doce días después, el 22 de mayo de 1990, agentes de seguridad del Gobierno, 
pertenecientes a la Unidad Antinarcóticos de la Sijin, llegaron "a realizar otro allana-
miento,'. 

e) El 6 de junio del YYOel Capitán Oscar Mario Romero dela Sijin se presentó "a dar 
nuevo cumplimiento al oficio 942 del Ministerio de Comunicaciones", habiendo encon-
trado "elementos depositados en el cuarto de equipos, elementos propios para manejar 
la señal de los canales nacionales 7, 9 y 11 que nada tenían que ver con el asunto", 
proceder ilegal, dado que se ordenaron "repetidamente procedimientos continuados 
por parte de la autoridad contra mi persona". 

O El lOde mayode 1990, el señor Bayona Gómez solicitó al Comandante de la Policía 
Metropolitana, la devolución de los equipos incautados ilegalmente, solicitud que no 
obtuvo respuesta. El 17 de mayo, solicitó al Ministerio de Comunicaciones el levanta-
miento de la suspensión y la devolución de los equipos, petición negada por el 
Ministerio mediante Resolución 435 del 5 de febrero de 1991, contra la cual se interpuso 
recurso de reposición que fue rechazado mediante Resolución 1856. Finalmente elevó 
ante el Ministerio petición para lograr el levantamiento de las acciones promovidas en 
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su contra, pedimento que igualmente fue rechazado. Por último, informa el acciona nte 
que la Corte Suprema de justicia permite las redes, por cuanto "declaró¡ ncons ti tucional 
la parte del artículo 17 del Decreto 1900/90, que dice 'estas redes no podrán atravesar 
el espacio público' por ser contraria al artículo 82 de la Carta; las objeciones del 
Ministerio de Comunicaciones se basaban en que nuestras redes atravesaban la vía 
pública." 

b. La sentencia que se revisa. 

Mediante sentencia calendada el tres (3) de noviembre de mil novecientos noventa 
y dos (1992), el Tribunal Administrativo de Cundinamarca -Sección Primera-, resolvió 
"DENEGAR la tutela formulada por el señor Alvaro Luis Bayona Gómez", con funda-
mento en las siguientes consideraciones: 

"a) En el caso siibjud,cc tenemos que existen unos actos administrativos contra los 
cuales procedió, dentro del término legal, el ejercicio de las acciones contencioso-
administrativas correspondientes; por haber existido medio judicial de defensa la 
acción de tutela es improcedente. 

b) El Secretario General del Ministerio de Comunicaciones en oficio 942 de mayo lo 
de 1990 (folio 71), ordenó al Comandante de Policía Metropolitana de Bogotá la 
suspensión del funcionamiento del sistema de televisión 'Antena Siete'. Esta orden fue 
cumplida en esta misma fecha por la Policía Metropolitana (folio 151). Posteriormente 
el Ministerio por medio de la Resolución 0453 de febrero 5 de 1991, decidió mantener la 
orderide suspensión del estado, servicio yel decomiso de los equipos. El interesado (hoy 
peticionario) contra esta decisión interpuso el recurso de reposición y el Ministerio lo 
rechazó mediante Resolución 1856 de 1991, agotándose así la vía gubernativa. Como se 
trata de actos administrativos, contra éstos dentro de los términos legales, hubieran 
procedido las acciones contencioso-administrativas ante el juez administrativo compe-
tente. 

Por lo brevementeexpuesto, no procede la acción de tutela haciendo énfasis que los 
actos administrativos fueron expedidos dura nte la vigencia de la Constitución del 886". 

II. CONSIDERACIONES 

a. La competencia. 

Es competente la Sala para revisarla sentencia que resolvió sobre la acción de tutela 
promovida por el señor Alvaro Luis Bayona Gómez contra el Ministerio de Comunica-
ciones, de conformidad con lo establecido en los artículos 86 inciso 211  y 241 numeral 911  

de la Constitución Política, desarrollados en los artículos 33 y 34 del Decreto 2591 de 
1991. 

b. La materia. 

Afirma el accionante que hubo vulneración ala libertad de expresión e información 
así como a sus derechos de petición, trabajo, libre elección de profesión u oficio, 
asociación y  también a los contemplados en los artículos 52, 58, 70, 73, esto es, sus 
derechos a la recreación, a la propiedad, a la cultura, a la protección de la actividad 
periodística para garantizar su libertad e independencia, y además, aduce violación de 
los artículos 75, 76 y 77 de la Carta que consagran previsiones referentes al espectro 
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electromagnético y a la intervención estatal en el mismo mediante un "organismo de 
derecho público con personería jurídica, autonomía administrativa, patrimonial y 
técnica, sujeto a un régimen legal propio". 

El peticionario hace derivar la existencia de las violaciones, que en su sentir se 
configuran, de la decisión del Ministerio de Comunicaciones en el sentido de ordenar 
la suspensión del servicio prestado por una estación terrena de recepción de señales de 
televisión incidentales vía satélite, denominada Antena Siete, decisión fundamentada 
enla violacióndel Decreto 225 del 988 regla mentariodel usode tales estaciones terrenas; 
y del, posterior "decomiso", dispuesto por el mencionado Ministerio, de equipos e 
instrumentos utilizados para la prestación del servicio. Desde el momento mismo de la 
producción delos hechos que suscintamentesedejan descritos, es decir, a partir del mes 
de mayo de 1990, el señor Bayona Gómez ha presentado diversas solicitudes orientadas 
a obtenerel levantamiento de la suspensión yla devolución delos equipos, en tal virtud, 
el 10 de mayo de1990   solicitó al Comandante de la Policía Metropolitana la devolución 
y el 17 del mismo mes y año se dirigió al Ministerio de Comunicaciones en procura de 
la reanudación del funcionamiento del sistema de televisión y de la devolución de los 
equipos, peticiones negadas mediante Resolución N 453 del 5 de febrero de 1991, que 
el accionante pretendió desvirtuar interponiendo al efecto el recurso de reposición que-
fue 

ue
fue rechazado por extemporáneo. 

Observa la Sala que la cuestión debatida se reduce a establecer el sentido y alcance 
de las competencias cuyo ejercicio atañe a la autoridad administrativa, en punto a 
dilucidar si en el caso sol' lite al Ministerio de Comunicaciones jurídicamente le 
corresponde exigir el cumplimiento de los requisitos anotados y,  frente a su inobservan-
cia, disponer medidas tales como la suspensión del funcionamiento y el "decomiso de 
equipos" sin quebrantar con ello disposiciones de rango superior consagradas en la 
Carta. 

Ahora bien, si uno cielos extremos de la cuestión debatida se encamina a establecer 
las facultades del Ministerio de Comunicaciones en el punto bajo examen y su confor-
midad o inconformidad con la preceptiva constitucional y legal pertinente, no es menos 
cierto que como contrapartida necesaria se torna imperioso establecer si resulta confor-
me a las disposiciones constitucionales y legales que regulan el tema, la instalación y 
funcionamiento de una estación terrena de recepción directa de señales de televisión 
provenientes de satélites de telecomunicaciones y  su explotación comercial a través de 
la repetición y  difusión de las señales, sin que medie el cumplimiento de requisitos 
exigidos en la legislación vigente; para el caso en examen, los previstos en el Decreto 225 
de 1988, de indispensable observancia cuando se pretende la obtención del registro de 
las aludidas estaciones terrenas ante el Ministerio de Comunicaciones. Obran en el 
expediente copias de los memoriales que con dicho propósito presentó el accionante al 
Ministerio y  a la Alcaldía Menor de Usaquén, fechados el 10 de agosto de 1988, al 
respecto, el informerendido porlos encargadosde realizar la visita técnica ordenada por 
el Ministerio de Comunicaciones a las instalaciones de la estación terrena, calendado al 
26 de marzo de 1990, da cuenta de que la Alcaldía no había expedido el permiso para 
instalarla antena ni el Ministerio producido el registro correspondiente. Posteriormen-
te, el 3 de mayo de 1990, se reiteró la petición no habiendo sido concedida, como que en 
el considerando décimo de la Resolución N 453 de 5 de febrero de 1991 se lee: "Que el 
Ministerio deCoinunicaciones no ha autorizado hasta la fecha el funcionamiento de un 
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sistemade televisión como el que sevenía prestando porel señorAlvaro Bayona Gómez, 
a través de la denominada Antena Siete y que dicha estación terrena no se encuentra 
registrada de conformidad con lo establecido por el Decreto 225 de 1988, pues la carta 
enviada porel señor Bayona Gómez noconstituyeel otorgamiento del registro porparte 
del Ministerio y  menos cuando a la fecha de su presentación, el fabricante no estaba 
inscrito'. 

Precisados de este modo los elementos de la cuestión debatida, en la decisión de 
tutela que se examina, estima la Sala pertinente adelantar algunas consideraciones 
atinentes a la libertad de captar y divulgar información sin que ello implique asunción 
de temíticas ajenas a la órbita de sus competencias. Acerca de este particular el artículo 
20dela Carta garantiza a toda persona "la libertad deexpresary difundir su pensamien-
to y opiniones, la de informar y recibir información veraz e imparcial, y la de fundar 
medios masivos de comunicación". Entiende esta Sala de Revisión de la Corte Consti-
tucional queenel asunto que seexamina no se trata dela fundacióndeun medio masivo 
de comunicación sino de la recepción privada de señales de televisión provenientes de 
satélites y su explotación comercial mediante la repetición, edición y  difusión de las 
mismas; posibilidad permitida por el ordenamiento jurídico junto con la consecuente 
disposición de los medios materiales y técnicos que hacen viable dichas actividades, 
pero no en forma incontrolada o abusiva, sino, porel contrario, acatando las regulacio-
nes legales que imponen un mínimo de condiciones que autorizan de la intervención 
estatal y que persigue fines relevantes, dentro de los que se destacan imperativos 
relacionados con el mantenimiento del orden público, la seguridad y la soberanía, la 
consolidación de garantías que permitan a los demás, previo el cumplimiento de los 
requisitos fijados, el disfrute del mismo derecho sin lugar al privilegio o a! monopolio. 
En asunto que guarda relación con el que ahora seestudia, la Sala Segunda de Revisión 
de esta Corporación, en Sentencia T-081 de febrero 26 de 1993, con ponencia del h. 
Magistrado Eduardo Cifuentes Muñoz, sostuvo: 

"Técnicamente, el espectro electromagnético es una franja de espacio alrededor de 
la Tierra a través de la cual se desplazan las ondas radioeléctricas que portan diversos 
mensajes sonoros o visuales. Su importancia reside en ser un bien con aptitud para 
transportar información e imágenes a corta y larga distancia. Las restricciones a su uso 
obedecen a limitaciones normativas, técnicas y  físicas que deben ser respetadas para 
evitar abusos del derecho, interferencias o prácticas monopolísticas. 

Las limitaciones normativas al uso del espectro electromagnético por los particula-
res obedecen a queéste es partedel territorio colo mbia no (C. P. art. 101), y pertenece por 
tanto a la Nación (C. P. art. 102). Razones de soberanía y de seguridad, así como los 
principiosdepluralismo informativo,democracia participativa eigualdad, justifican la 
intervención estatal en las actividades quehacen uso de este bien público en el ejercicio 
de sus derechos fundamentales. 

De otra parte, factores geográficos, económicos y tecnológicos hacen indispensable 
la intervención estatal con miras a garantizarlas condiciones óptimas de transmisión y 
de uso adecuado de este bien público. 

La apropiación del espacio electromagnético nohace partedela capacidad patrinio-
nial y de la autonomía negocial de los particulares. Tampoco pueden los particulares 
pretender adquirir su dominio mediante prescripción. La voluntad constituyente se 
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ex preso inequívocamenteenel sentido dede fin irel espectro electromagnético como Un 
bien de uso público inenajenable e¡ iiipre--,criptible. 

La intervención estatal -gestión y  control-, en el ámbito de las comunicaciones, 
responde al ejercicio de la potestad del Estado para regular lo que está dentro de su 
territorio, garantizar la igualdad de oportunidades en el acceso al uso del espectro 
electromagnético y evitar las prácticas monopolísticas. Los medios masivos de comu-
nicaciónqueutilizanestebienestán sujetos ensu funcionamientoa la gestión va] control 
del Estado. 

Lagestión del Estadoen materia del uso delespectro electromagnético (C. P. art. 75) 
se estructura mediante la dirección y el control que éste ejerce sobre los servicios de 
televisión (C. P. art, 76). 

La gestión estatal en el uso del espectro electromagnético tiene como finalidad 
mantenerlas condiciones óptimas que hagan posible la transmisión de información, el 
pluralismo informativo y la competencia...'. 

Sentadas las anteriores premisas, encuentra la Sala que las decisiones tomadas por 
el Ministerio de Comunicaciones, para negar el levantamiento de la suspensión del 
funcionamiento de la estación terrena y la devolución de los equipos incautados y 
frente a las cuales el peticionario tuvo ocasión de interponer los recursos del caso 
agotando la vía gubernativa, revisten la naturaleza de actos administrativos cuyo 
control delega lidad pertenecea la jurisdicciónde locontencioo adnunistrativo, razón 
por la cual, el peticionario pudo hacer uso de las acciones pertinentes ante esa 
jurisdicción, no siendo el mecanismo de la acción de tutela el apropiado para ventilar 
estas controversias, dado que en reiterados pronunciamientos esta Corte le ha recono-
cido a la tutela un señaladocaricter residual, en armonía con lo contenidos del artículo 
6 de la Constitución y del Decreto 2591 de 1991, que prevén la existencia de otros 

medios de defensa judicial como causal de improcedencia de la mentada acción, cuyo 
ejercicio tampoco puede erigirse en excusa para revivir terminoso instancias, subsanar 
errores en que hubieren podido incurrir los apoderados, obrar como remedio para la 
negligencia, en fin, accedera soluciones jurídicas queno sebuscaron en su sede natural. 
Comparte la Sala las apreciaciones vertidas en el fallo que se revisa, conforme a las 
cuales: 

"El Secretario General del Ministerio de Comunicaciones en oficio 942 de mayo 10 
de 1990 (folio 71), ordenó al Comandante de Policía Metropolitana de Bogotá, la 
suspensión del funcionamiento del sistema de televisión 'Antena Siete'. Esta orden fue 
cumplida en esta misma fecha por la Policía Metropolitana (folio 151). Posteriormente 
el Ministerio por medio de la Resolución 0453 de febrero  de 1991 decidió mantener la 
ordende suspensión del estado, servicio yel decomisode los equipos. El interesado (hoy 
peticionario) contra esta decisión interpuso el recurso de reposición y el Ministerio lo 
rechazó mediante Resolución 1856 de  1991, agotndoseasíla vía gubernativa. Como se 
trata de actos administrativos contra estos dentro de los términos legales hubieran 
procedido las acciones contencioso-administrativas anteel juez ad ministrativ() compe-
tente". 

Los argumentos que preceden relevan a la Sala de hacer cualquier otro tipo de 
consideraciones. En mérito de lo expuesto, la Corte Constitucional, en Sala de Revisión 
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de Tutelas, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitu-
ción, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca -Sección Primera- el tres (3) de noviembre de mil novecientos noventa 
y dos (1992), en el asunto de la referencia y  por las razones consignadas en esta 
providencia. 

Segundo. COMUNTQUESE al Tribunal Administrativo de Cii ndina marca esta 
decisión para que sea notificada alas partes conforme lo ordena el artículo 36de] Decreto 
2591 de 1991. 

Cópiese, publíquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional y cúmplase. 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado Ponente 

JORGE ARANGO MEJIA, Magistrado 

VLADIMIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACHICA DE MONCALEANO, Secretaria General 

426 



SENTENCIA No. T-130 
de marzo 31 de 1993 

TUTELA CONTRA PARTICULARES/SERVICIO PUBLICO DE SALUD 

La acción objeto de la demanda se dirige contra particulares, de lo que se deduce, que por 
tratarse de personas particulares encargadas del servicio público de la salud, y con motivo de 
la prestación del mismo, resulta procedente la acción de tutela de carácter exceptivofrcntea esta 
categoría de personas. 

LIBERTAD DE LOCOMOCION/DERECHO A LA SALUD/ORDEN DE 
HOSPITALIZACION 

La medida de internamiento en el establecimiento hospitalario no puede tenerse como un 
obstáculo para el libre ir y venir de la demandada garantizado en la Carta Política, por cuanto 
esta garantía no puede racionalmente ser invocada para impedir el tratamiento que por razones 
de salud del enfermo que requiera de su internamiento en una clínica u otro establecin,icnto de 
salud. Es manifiesto el error del apoderado de la actora al entender que se viola la libertad de 
circulación cuando un médico en cumplimiento de su deber ordena la hospitalización de un 
paciente, con miras a buscar el adecuado tratamiento a las dificultades de salud que éste padece. 
Esta orden profesional no requiere la decisión de autoridad competente, porque no se trata de 
juzgar la conducta delictual o coutravencional de una persona sino de atender a requerumniento 
de su salud. 

Ref.: Expediente NQ T-7264. 

Orden de hospitalización y  autoridad competente. 

Actora: Martha Luz Vélez de Díaz. 

Magistrados: Drs. FABIO MORON DIAZ, Ponente; JORGE ARANGO MEJIA y 
VLADII{IRONARANJOMESA. 

Santafó de Bogotá, D. C., marzo treinta y uno (31) de mil novecientos noventa y tres 
(1993). 
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La Corte Constitucional, Salad e RevisióndeTutelas, se pronuncia sobrela acción de 
la referencia, en el grado jurisdiccional de revisión, teniendo en cuenta los siguientes: 

1. ANTECEDENTES 

La señora MARTHA LUZ VELEZ DE DIAZ, por intermediode apoderado, el doctor 
Juan Fernando Alvarez C., inició acción de tutela en garantía de sus derechos a la vida 
y a la libertad física, los cuales encuentra gravemente amenazados por el siquiatra 
Gabriel Jaime López, quien ordenó su internamiento y  por la institución denominada 
"Residencia Nuestra Señora del Sagrado Corazón", por recibir a la actora en sus 
instalaciones sin mediar ninguna orden o autorización de autoridad com petente. 
Encuentra fundamento para el amparo que solicita en los hechos siguientes: 

- Quela reclusión "parececontarconelbeneplácitodesu cónyuge", quien pretende 
resolver así, "de manera habilidosa problemas o diferencias con su pareja, sin impor-
tarlelos perjuiciosirremediables que puedan derivarse de un encierro yadministración 
de droga, incluyendo la pérdida de la vida. Para lo cual se aprovecha de la enfermedad 
que padece su esposa, como es el Lupus Eritematoso Sistémico, el que se encuentra 
controlaclocomo enfermedad de base, según certificación (adjunta) de su médicodoctor 
Javier Molina L.; todo con el fin de hacerla aparecer o declarar desequilibrada mental o 
loca",comoes el temordemi poderdante, no ssabecon qué propósito, como load vierte 
en su comunicación oescrito del 8 d septiembre del año en curso; donde expresa todos 
sus temores, los que parecen ser ciertos, si se tiene en cuenta que fue recluida en la 
mencionada "residencia" el pasado viernes 25 de septiembre del presente año. 

- Que solicitó a los demandados "cesaran en dicha conducta con resultados nega-
tivos hasta la fecha" 

- Que "dicha reclusión no sólo es arbitraria, sino atentatoria contra la vida y por 
consiguientecontra la libertad dela señora Marta Luz Vélez de Díaz, pues no se originó 
de autoridad competente, ni hubo aceptación de la víctima, ni autorización de su 
representante legal, que es el suscrito, tal Como me acredita con el poder general 
otorgado mediante escritura pública". 

Ii. LA PRIMERA INSTANCIA 

El Juzgado Veintisiete (27) Penal del Circuito de Medellín, según sentencia del 19 de 
octubre de mil novecientos noventa y dos (1992), en respuesta a la solicitud de la 
referencia, resolvió "DENIGAR la acción de tutela" interpuesta en favor de la señora 
Martha Luz Vélez de Díaz, y "porque sus derechos fundamentales de vida e integridad 
personales o de libertad no han sido menoscabados o puestos en peligro", previas las 
consideraciones que se resumen a continuación: 

- Que "por largos años ella ha sufrido quebrantos de salud, desde una esterilidad 
pasajera, luegoel lupus eritematoso ycon ellos toda una problemáticade personalidad 
que se revela con crisis acompañadas de explosiones motivas (sic), estados depresivos, 
ideas obsesivas con manifestaciones de suicidio". Lo que ha llevado a tenerla recluida 
en la Residencia del Sagrado Corazón de Jesús en seis (6) oportunidades desde 1975. 

- Que enesta oportunidad, comoen las anteriores, su esposo, por orden del siquiatra 
doctor Gabriel Jaime López Calle, la internóenla mencionada casa de reposo, "asumieil- 
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do todos los gastos de tratamiento y desde luego, contando con la anuencia de la misma 
paciente". 

- Que el dictamen del Instituto de Medicinal Legal expone que el mal que padece la 
señora compromete su sistema inmunológico, y "pudohaberdadoorigena la afectación 
mental". "El 70% de los enfermosde Lupus EritematosoSistémico presentan trastornos 
mentales, casi siempre de características afectivas". Cuya gravedad imponen a juicio del 
médico la hospitalización del paciente, "dados los riesgos que ofrece para sí mismo, 
como para los suyos o quienes están con él". 

- Que la situación probada en el proceso, no puso en riesgo la vida, ni la integridad 
personal, ni la libertad física de la accionante. 

- Que "sedestaca unafán pleitista como manifestación problemática ydela propia 
crisis de personalidad en la señora, yen su representantelegal, ligereza e imprudencia, 
porquecon su actitud, puede más bien contribuir noa la cura de la señora sitio  quesos 
conflictos aumenten y se tornen insolubles'. 

La anterior providencia fue impugnada dentro del término legal. 

III. LA  SEGUNDA INSTANCIA 

El Tribunal Superior de Medellín -Sala de Decisión Penal- en sentencia del diez (10) 
de noviembre de mil novecientos noventa y dos (1992), "CoN o RMA el fallo de primera 
instancia", luego de considerar lo siguiente: 

- Que según las pruebas "no se ha vulnerado ningún derecho legítimo que consagra 
la ley en favor de la acudida del proponente". 

- Que tanto la demandante como su esposo estuvieron de acuerdo con la hospita-
lización. "En la última hospitalización la paciente presentaba un cuadro clínico de 
intensa agitación sicomotora que fue mejorando con tratamiento sicofarmacológico y 
sícoterapéutico y  por ello el seis de octubre de este año fuedada de alta por haber cedido 
las condiciones que motivaron su hospitalización, según lo expresado por el médico 
tratante". 

- Que el esposo tenía el deber de llevar a la actora al sitio de reclusión, cuando ésta 
padecía la crisis en su salud, para que fuese sometida al tratamiento de rigor. 

- Que "cuando la enfermedad que sufre la paciente amerite su hospitalización, se 
procederá de inmediato, sin que para un futuro se pretenda con esto pensar que la vida 
de la señora Martha Luz Vélez corra grave riesgo, o que está sufriendo menoscabo en 
su integridad física por trato inhumano o degradante que haga indispensable otra 
acción de tutela". 

Visto lo anterior, la Corte Constitucional, Sala de Revisión de Tutelas, pasa a decidir 
previas la siguientes 

CONSIDERACIONES: 

a. La competencia. 

Es competente la Sala para conocer de la acción de tutela instaurada por la señora 
Martha Luz Vélez de Díaz,de conformidad con lo preceptuado en losartículos 86 inciso 
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211 y  241 numeral 9" de la Constitución Política y los desarrollos de los artículos 33 y 34 
del Decreto 2591 de 1991. 

b. La materia. 

El apoderado de la demandante pretende el amparo de los derechos fundamentales 
a la vida, la integridad física y  la libertad de circulación, de su representada que, en 
criterio de aquel, fueronvulnerados con ocasión del internamiento en casa de reposo que 
fuera ordenado por el médico psiquiatra bajo cuyo tratamiento se encuentra, por 
inferencias que le permiten formarse parecer en el sentido de que dicha prescripción 
médica obedece a fines intencionados del esposo de la misma, de quien se encuentra 
separada de hecho hace algunos meses. 

La acción se dirigecontra particulares, el médico psiquiatra y la Residencia Nuestra 
Señora del Sagrado Corazón, al primero por cuanto fue quien dio la orden de interna-
miento y a la segunda por cuanto fue allí donde se dispuso su reclusión; de lo anterior 
se deduce, que por tratarse de personas particulares encargadas del servicio público de 
la salud, y  con motivo de la prestación del mismo, resulta procedente la acción de tutela 
de carácter exceptivo frente a esta categoría de personas, según lo establece el artículo 
42 numeral 211  del Decreto 2591 de 1991. 

Los hechos probados en el proceso muestran que la actora, de tiempo atrás, padece 
graves trastornos de salud, causados por diversos estados patológicos que comenzaron 
por el padecimiento de una grave enfermedad (Lupus Eritematoso Sistémico) hace 17 
años, y que a juicio del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forensees 
Regional Noroccidente-Medellín, "ha presentado varias hospitalizaciones por proble-
mas orgánicos de la enfermedad". Agrega el dictamen de medicina legal, ordenado por 
el juez de primera instancia que: "Hace 17años sufre trastornos mentales que coincidie-
ron con la enfermedad, caracterizados por agitación, tristeza, llanto, insomnio, aisla-
miento y rezadera, ha tenido varias hospitalizaciones, en los dos primeros años de la 
enfermedad; 4 hospitalizaciones en la Clínica del Sagrado Corazón manejada por el 
doctor Alberto Montoya; hace 10 años requirió de otra hospitalización en la Clínica San 
Juan de Dios en la Ceja, yen los últimos 2 años, tres (3) hospitalizaciones en el Sagrado 
Corazón, manejadas por el Dr. Gabriel J. López". Se puntualiza en el peritazgo que: 
"Desde el punto de vista mental, el inicio de su trastorno fue posterior al Lupus 
Eritematoso Sistémico, lo que hace pensar que se trata de otra alteración más de su 
enfermedad orgánica". El 70 % de quienes padecen esa enfermedad, "presentan 
trastornos mentales, casi siempre de características afectivas". La conclusión del exper-
ticio es la siguiente: "Conclusión: En el caso de la señora Martha Luz Vélez, ésta sufre una 
enfermedad afectiva: Depresión Unipolar, que puede ser secundaria a su Lupus 
Eritematoso Sistémico; cursa de forma crónica con períodos de crisis, donde se hace 
necesaria la hospitalización mientras duren los síntomas que ofrecen peligro al indivi-
duo o a otros". (Folios 27 a 31). 

El día de su último internamiento, el espoo de la accionante fue llamado a su lugar 
de trabajo, de donde acudió, relatando que la encontró llorando arrodillada, rezando y 
pidiendo perdón y que accedió voluntariamente a su hospitalización, con lo cual 
cumplió con los deberes legales y éticos de asistencia, no desarrollando conducta que 
pueda considerarse violatoria de derecho de la actora, si no lo contrario. El doctor 
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Gabriel Jaime López al explicar la orden de internamiento dada el 24 de septiembre, 
expresa que su paciente estuvo de acuerdo con la medida, y  que "presentaba intenso 
estado de agitación sicomotora que fue mejorando con tratamiento sicofarmacológico 
y psicoterapéutico, y el día 6 de octubre fue dada de alta por el suscrito en vista que 
habían cedido las condiciones agudas y de agitación que motivaron el ingreso...". 

Los hechos anteriores, probados en el curso de la acción, no permiten determinar la 
existencia de circunstancias que violen o amenacen violar derechos fundamentales de 
lademandante. T'orel contrario, quedó plenamenteacreditadoque se tomaron medidas 
por sus acusados tendientes a la protección de su vida y su integridad física y  la de 
terceros, que según el dictamen pericial, podrían estar en peligro por el estado de su 
alteración mental en el período de su crisis. Que la orden médica y el tratamiento a que 
se sometió produjo efectos de restablecimiento o mejoría de la paciente, y en ningún 
caso, de acuerdo con las pruebas que obran al expediente, se demostró daño a su salud. 

En consecuencia, la medida de internamiento en el establecimiento hospitalario no 
puede tenerse como un obstáculo para el libre ir y venir de la demandada garantizado 
en la Carta Política (art. 24 C. N.), por cuanto esta garantía no puede racionalmente ser 
invocada para impedirel tratamiento que porrazonesde salud del enfernio que requiera 
de su internamiento en una clínica u otro establecimiento de salud. Cosa distinta, sería 
el caso del acto delincuencia] de secuestro amparado por un título profesional, de un 
médico que ordenase la reclusión de un paciente, con fines ilícitos; que no fuela situación 
que aparece en los medios probatorios. 

Es manifiesto el error del apoderado de la actora al entender que se viola la libertad 
decirculación cuando un médicoen cumplimiento desu deber ordena la hospitalización 
de un paciente, con miras a buscar el adecuado tratamiento a las dificultades de salud 
que éste padece. Esta orden profesional no requiere la decisión de autoridad competen-
te, porque no se trata de juzgar la conducta delictual o contravencional de una persona 
sino de atendera requerimientode su salud; lo que resulta una garantía enel primercaso 
(orden de autoridad competente), según el artículo 28 C. N., se convertiría en un 
obstáculo o dificultad en el segundo caso, en el que la decisión de internamiento en 
clínica, hospital u otro centro médico difiere por sus características materiales y 
funcionales de un establecimiento carcelario. 

Así resulta apresurada y sin ningún fundamento jurídico la actuación profesional 
del apoderado de la demandante de la referencia. 

Previas las anteriores consideraciones, la Corte Constitucional -Sala de Revisión de 
Tutelas-, administrando justicia en nombre del pueblo y  por mandato de la Constitución, 

RESUELVE: 

Primero. CONFIRMAR la sentencia del honorable Tribunal Superior de Medellín 
-Sala de Decisión Penal- de diez (10) de noviembre de mil novecientos noventa y dos 
(1992), en el asunto de la referencia, por las razones expuestas. 

Segundo. NOTIFICAR Id presente decisión al Juzgado 27 Penal del Circuito de 
Medellín, en cumplimiento de lo ordenado en el artículo 36 del Decreto 2591 de 1991. 
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Notifíquese, cópiese, insérte'c en la Gaceta de la Corte Constitiic1onal. 

FABIO MORON DIAZ, Magistrado Ponente 

JORGE ARANGOMEJJA, Magistrado 

VLADI MIRO NARANJO MESA, Magistrado 

MARTHA VICTORIA SACH1CA DE MONCALEANO, Secretaria General 
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REDENCION DE PENA 	 (Sentencia T-121) 	 365 

REGIMEN DE CONTRATACION 	(Sentencia C-126) 	 135 

REPRESENTACION LEGAL 	 (Sentencia T-128) 	 406 

RESOLUCION DE CONTRATO 	(Sentencia T-107) 	 270 

RESTITUCION DE INMUEBLE 	 (Sentencia T-109) 	 286 

RETROSPECTIVIDAD DE LA LEY 	(Sentencia T-120) 	 349 

REVISION DE TUTELA 	 (Sentencia T-124) 	 392 

SANCION DISCIPLINARIA 	 (Sentencia T-11$) 	 334 

SEGURIDAD SOCIAL-Concepto 	(Sentencia T-116) 	 314 

SENTENCIA DE CON STITUCIONALIDAD 
CONDICIONAL -Salvamento de voto- 	(Sentencia C-114) 	 111 

SENTENCIA CONDENATORIA 
Salvamento de voto- 	 (Sentencia C-114) 	 111 

SENTENCIA DE CONSTITUCIONALIDAD- 
Efecto 	 (Sentencia C-113) 	87 

SENTENCIA-Aclaración 	 (Sentencia C-113) 	87 

SENTENCIA-Cumplimiento 	 (Sentencia T-128) 	 405 

SERVICIO PUBLICO DE SALUD 	(Sentencia T-111) 	 303 

SERVICIO PUBLICO DE SALUD 	(Sentencia T-130) 	 427 

SERVIDOR PUBLICO-Deberes 	 (Sentencia T-100) 	 224 

SILENCIO ADMINISTRATIVO 	 (Sentencia T-119) 	 338 

SILENCIO ADMINISTRATIVO 	 (Sentencia T-124) 	 394 

SUSTRACCION DE MATERIA- 
Improcedencia 	 (Sentencia C-103)  	21 

TELEVISION-Recepción de scñaIe 	(Sentencia T-129) 	 419 
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PROVIDENCIA 
	

Págs. 
NO. 

TEORIA DE LAS AUTORIZACIONES- 
Salvamento de voto- 	 (Sentencia C-114) 	 111 

TERMINO PROCESAL-Finalidad 	(Sentencia C-105) 	50 

TERRORISMO 	 (Sentencia C-127) 	 155 

TERRORISMO -Salvamento de voto- 	(Sentencia C-127) 	 211 

TIPO PENAL ABIERTO 	 (Sentencia C-127) 	 155 

TIPO PENAL ABIERTO- 
Salvamento de voto- 	 (Sentencia C-127) 	 211 

TRABAJO CARCELARIO 	 (Sentencia T-121) 	 365 

TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES- 
Certificado de carencia de informes 	(Sentencia C-114) 	 100 

TRANSITO CONSTITUCIONAL 	(Sentencia T-120) 	 349 

TUTELA CONTRA PARTICULARES 	(Sentencia T-110) 	 296 

TUTELA CONTRA PARTICULARES 	(Sentencia T-130) 	 427 

TUTELA CONTRA SENTENCIAS- 
Improcedencia 	 (Sentencia T-117) 	 329 

TUTELA TRANSITORIA 	 (Sentencia T-108) 	 275 

TUTELA TRANSITORIA-Improcedencia 	(Sentencia T-109) 	 287 

TUTELA TRANSITORIA-Improcedencia 	(Sentencia T-128) 	 405 
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LA IMPRENTA NACIONAL DE COLOMBIA 

REALIZÓ EL DISEÑO GRÁFICO DE ESTA OBRA 

« GACETA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL - ToNlo 3- 1993 

Y TERMINÓ SU IMPRESIÓN EN ENERO DE 1994. 

IVSTITIA ET LII-I'ERAE 



(7/ 

AUTOR 

CORTE CONST ITUC IONAL 

TITULO 

QCFTA nVLA CORTE CONSTITUCI 

T! 3 1993 /i14,720. 

FECHA PRESTADO A 

IJ 

lc,cwcL'ó ck 

UZG 

..o.lsuoncw i 



PRESTADO A: 

	•1 


